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LA ASIGNACIÓN COMPENSATORIA EN EL DERECHO CIVIL 
ARAGONÉS: UNA VISIÓN JURISPRUDENCIAL

THE COMPENSATORY ASSIGNMENT IN ARAGONESE CIVIL LAW:  
A JURISPRUDENTIAL VISION

Fernando Zubiri de Salinas 
Magistrado. Sala de lo Civil y Penal del TSJ de Aragón. 

Expresidente del TSJ de Aragón

RESUMEN

La llamada asignación compensatoria por desequilibrio entre los cónyuges es 
una institución de reciente incorporación al Derecho civil aragonés. La regula-
ción del art. 83 CDFA es objeto de examen conforme a la jurisprudencia que lo 
ha aplicado. Este estudio tiene presente la regulación de la pensión compensato-
ria en el Código civil español y en otros ordenamientos jurídicos en los que exis-
te una institución de similar contenido, como en el derecho francés. Examina las 
formas en que se puede hacer efectiva la prestación y, en caso de pensión men-
sual, opta por la limitación temporal de la obligación.

El análisis de la jurisprudencia más reciente pone de relieve las dificultades 
prácticas a la hora de aplicar el derecho, y las soluciones que se han dado a las 
variadas cuestiones planteadas.

Palabras clave: Matrimonio. Divorcio. Parejas estables no casadas. Prestación 
económica. Desequilibrio económico. 

ABSTRACT

The so-called compensatory allowance for imbalance between spouses is an 
institution recently incorporated into Aragonese Law. The regulation of art. 83 
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CDFA is subject to review in accordance with the jurisprudence that has applied 
it. This study takes into account the regulation of the compensatory pension in 
the Spanish Civil Code and in other legal systems in which there is an institution 
of similar content, as in French law. It examines the ways in which the benefit can 
be made effective and, in the case of a monthly pension, opts for the temporary 
limitation of the obligation.

The analysis of the most recent jurisprudence highlights the practical difficul-
ties in applying the law, and the solutions that have been given to the various 
issues raised.

Key words: Marriage. Divorce. Stable unmarried couples. Benefit. Economic 
imbalance.

SUMARIO

1. ORIGEN DE LA INSTITUCIÓN. 1. Código civil. 2. Code civil francés. 
3. Codice civile italiano. 4. Derecho civil de Cataluña. 2. INTRODUC-
CIÓN EN EL DERECHO CIVIL ARAGONÉS. 3. REGULACIÓN EN EL CDFA. 1. 
Aplicación al matrimonio con hijos a cargo. 2. No aplicación a otros 
supuestos: consecuencias. 4. FINALIDAD QUE DESEMPEÑA. 5. ELEMEN-
TOS DEFINIDORES. 6. PACTOS SOBRE LA ASIGNACIÓN COMPENSATO-
RIA. 7. FORMAS DE CUMPLIMIENTO. 8. TEMPORALIDAD O FIJACIÓN 
INDEFINIDA. 1. Criterios: opción por la temporalidad. 2. Juicio prospecti-
vo: análisis y consecuencias. 9. EXTINCIÓN DEL DERECHO. 10. CONSIDE-
RACIONES DE FUTURO. 11. ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL. BIBLIOGRAFÍA.

1. ORIGEN DE LA INSTITUCIÓN

La regulación hoy vigente de la prestación compensatoria, establecida en el 
art. 83 del Código de Derecho Foral de Aragón (CDFA), parte de la ley 2/2010, 
de 26 de mayo, de igualdad en las relaciones familiares ante la ruptura de convi-
vencia de los padres. Esta normativa carecía de precedentes legislativos en el 
Derecho foral.

1.	 Código civil

La ley 2/2010 inspiró su disposición sobre la materia en la correlativa del 
Código civil común, que tras la introducción del divorcio en España estimó con-
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veniente atribuir al cónyuge desfavorecido por la ruptura un derecho de natura-
leza económica indemnizatoria, siguiendo los pasos legislativos iniciados en otros 
países de nuestro entorno cultural, como Francia e Italia. Como puso de relieve 
Zarraluqui, el legislador español optó por esta forma de regulación, frente al 
sistema de obligación de alimentos1.

En el Derecho común la Ley 30/1981, de 7 de julio, por la que se modifica la 
regulación del matrimonio en el Código civil (CC.) y se determina el procedi-
miento a seguir en las causas de nulidad, separación y divorcio, introdujo en el 
texto del Código civil la prestación compensatoria en términos que, de modo 
general, se mantienen vigentes. La finalidad de la norma fue la de establecer una 
prestación a cargo de uno de los cónyuges y a favor del otro, en los casos en que 
la separación o el divorcio –que con dicha ley se instauraba– significase un des-
equilibrio económico en perjuicio del que conforme a la norma podía ser acree-
dor de esta prestación. Es de recordar que en dicha regulación tanto la separa-
ción como el divorcio eran causales, según los arts. 82 y 86 del CC., y por ello la 
regulación de la prestación compensatoria guardaba relación, aunque en el texto 
no se expresaba, a la existencia de un cónyuge culpable de la nueva situación y 
otro inocente, y la prestación era anudada a esta situación. No se olvide que en la 
situación socio-jurídica de la época la mayor parte de separaciones y divorcios de 
configuraba como: matrimonio contraído entre varón que trabaja y aporta la 
mayor parte de rentas; mujer que, o se dedica a la casa y familia, o aporta rentas 
en importe inferior a las de su cónyuge; ruptura matrimonial debida, en muchos 
casos, a infidelidad conyugal de uno de ellos, casi siempre del marido, y notable 
desequilibrio patrimonial derivado de esta situación2.

Esta perspectiva cambió con la modificación de la legislación sobre el divorcio 
–Ley 15/2005, de 8 de julio– que evitó la necesidad de expresar las causas por las 
que se solicitaba la separación o el divorcio y, en consecuencia, la consideración 
de cónyuge inocente y culpable. De modo que, producido el hecho jurídico de la 

1	 «Al afrontar España el problema de la situación del cónyuge en peor situación económica 
tras la ruptura de la convivencia matrimonial, especialmente bajo la premisa de la disolución del 
matrimonio como vínculo jurídico, existía el instituto de los alimentos, que se mantiene en algunos 
países para estos supuestos, al igual que lo hizo la Ley del Divorcio republicana de 2 de marzo de 
1932, que recogía la posibilidad de este derecho, aun después de la extinción del parentesco. Sin 
embargo, el legislador español contempló como más adecuada una fórmula inspirada en las leyes 
francesa o italiana, aunque su regulación final difiriese, en definitiva, de ambas de modo esencial». 
Zarraluqui, «Fundamento de la compensación de la separación y el divorcio y sucesión en la obliga-
ción de su pago», en Revista de Derecho de Familia. El Derecho, n.º 66, pág. 2 .

2	 Pérez Martín, Antonio Javier, lo expresa así: «la pensión compensatoria diseñada por el 
legislador de 1981 obedecía a un patrón perfectamente definido: mujer de mediana edad, dedicada 
toda su vida a la atención al esposo y a los hijos y que, de la noche a la mañana veía como, después de 
bastantes años de matrimonio, se decreta la separación o el divorcio y no tenía ninguna perspectiva 
de trabajo por su edad y su falta de cualificación, a lo que se añadía el obstáculo de tener que seguir 
atendiendo a los hijos hasta que se produjera su emancipación económica». En elderecho.com Lefe-
bvre. Consulta: 23 de noviembre de 2019.
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separación o el divorcio, lo relevante no era considerar quién había dado lugar a 
la nueva situación, sino el hecho –desde el punto de vista procesal, la invocación 
y acreditación del hecho– de la producción de un desequilibrio patrimonial deri-
vado de esa situación.

La prestación compensatoria se configuraba en el Código civil, tras la modifi-
cación de 1981, como: un derecho personal; de carácter indemnizatorio; de 
naturaleza resarcitoria; que se extinguía con el fallecimiento del titular.3 En la 
regulación de ese momento la prestación debía darse en forma de pensión, sin 
que el legislador se refiriese a la temporalidad de esta; de forma general se esta-
blecían judicialmente pensiones de carácter indefinido.

2.	 Code civil francés

Las disposiciones del Código civil común se inspiraron en el Code civil francés, 
que en su art. 270 regula la prestación compensatoria en caso de divorcio. La nor-
ma, en su redacción actual –ley n.º 2004-439 de 26 de mayo de 20044– establece: 

«Le divorce met fin au devoir de secours entre époux.

L’un des époux peut être tenu de verser à l’autre une prestation destinée à 
compenser, autant qu’il est possible, la disparité que la rupture du mariage crée 
dans les conditions de vie respectives. Cette prestation a un caractère forfaitaire. 
Elle prend la forme d’un capital dont le montant est fixé par le juge».5

Creo importante destacar de la regulación francesa el hecho determinante de 
la prestación: el divorcio, como causa de extinción del matrimonio, pone fin al 
deber de socorro mutuo entre los esposos –también reconocido en nuestro dere-
cho en el art. 68–; pero como remedio a la situación de desequilibrio se reconoce 
el deber de compensar, en los términos recogidos por el legislador.

3.	 Codice civile italiano

El Codice civile italiano establece en el art. 156 las condiciones para que el 
juez pueda fijar una prestación compensatoria:

3	 Roca Trías, Encarna: «Comentario del Código civil, art. 97». Edición del M. de Justicia. 
1991. Tomo I, págs. 402 y siguientes.

4	 La prestación compensatoria fue establecida por la ley 75-617 de 11 de julio de 1975, que 
reformaba la regulación del divorcio. La redacción inicial era más sencilla y se limitaba a reconocer 
el derecho a la prestación, sin determinar la forma de satisfacción.

5	 El divorcio pone fin al deber de ayuda entre los cónyuges. Uno de los cónyuges puede ser 
obligado a satisfacer al otro una prestación destinada a compensar, en la medida de lo posible, la 
disparidad que crea la ruptura del matrimonio en las respectivas condiciones de vida. Este beneficio 
tiene una naturaleza fija. Toma la forma de un capital cuyo monto es fijado por el juez.
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«Il giudice, pronunziando la separazione, stabilisce a vantaggio del coniuge cui 
non sia addebitabile la separazione il diritto di ricevere dall’altro coniuge quanto 
è necessario al suo mantenimento, qualora egli non abbia adeguati redditi propri.

L’entità di tale somministrazione è determinata in relazione alle circostanze e 
ai redditi dell’obbligato.

Resta fermo l’obbligo di prestare gli alimenti di cui agli artt. 433 e seguenti»6.

Como puede apreciarse de la sola lectura de la norma, su contenido difiere 
sustancialmente de lo establecido en el Derecho español, tanto en el Código civil 
como en las leyes autonómicas.

4.	 Derecho civil de Cataluña

De los ordenamientos jurídicos existentes en el Estado, distintos del común, 
merece la pena detenerse en la forma en que la prestación compensatoria está 
regulada en el Derecho civil de Cataluña, pues es –a mi juicio– la más detallada y 
cuidadosa con los distintos problemas que pueden surgir de la aplicación a los 
variados casos que la realidad plantea.

La cuestión viene regulada en el Libro segundo del Código civil de Cataluña, 
art. 233.2, 233.4, 233.14, de la prestación compensatoria. 

La institución, antes llamada en Cataluña pensión compensatoria, cambió de 
denominación al establecer el legislador la posibilidad de que fuera satisfecha en 
la modalidad de pago único, y no como una pensión anual o mensual. 

Los cónyuges pueden llegar a un convenio, que podrá ser formulado ante el 
letrado de administración de justicia (LAJ) o ante notario, en el que, entre otros 
acuerdos, deberá constar:

«La prestación compensatoria que se atribuye a uno de los cónyuges, indican-
do su modalidad de pago y, si procede, la duración, los criterios de actualización 
y las garantías.» (art. 233.2.5, apartado a).

Si los cónyuges tienen hijos menores no emancipados o con la capacidad 
modificada judicialmente que dependan de ellos, deben presentar el convenio a 
la autoridad judicial para que sea aprobado. También deben hacerlo, en todo 
caso, si se trata de un convenio regulador de las consecuencias de la nulidad del 
matrimonio. 

6	 El juez, pronunciando la separación, establece en beneficio del cónyuge al que no es imputa-
ble la separación el derecho a recibir del otro cónyuge lo que sea necesario para su manutención, si 
no tiene ingresos propios adecuados.

La entidad de esta prestación se determina en relación con las circunstancias y los ingresos del 
deudor.

Permanece la obligación de satisfacer alimentos conforme a los artículos 433 y siguientes.
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Caso de que no se llegue a un acuerdo, la autoridad judicial deberá fijar las 
medidas, entre las que se incluye la prestación compensatoria. 

El art. 233.14 establece que «1. El cónyuge cuya situación económica, como 
consecuencia de la ruptura de la convivencia, resulte más perjudicada tiene dere-
cho a una prestación compensatoria que no exceda del nivel de vida de que 
gozaba durante el matrimonio ni del que pueda mantener el cónyuge obligado 
al pago, teniendo en cuenta el derecho de alimentos de los hijos, que es priorita-
rio. En caso de nulidad del matrimonio, tiene derecho a la prestación compensa-
toria el cónyuge de buena fe, en las mismas circunstancias.

2. Se pierde el derecho a reclamar la prestación compensatoria si no se soli-
cita en el primer proceso matrimonial o se establece en el primer convenio 
regulador.

3. Si uno de los cónyuges muere antes de que pase un año desde la separación 
de hecho, el otro, en los tres meses siguientes al fallecimiento, puede reclamar a 
los herederos su derecho a la prestación compensatoria. La misma regla debe 
aplicarse si el procedimiento matrimonial se extingue por el fallecimiento del 
cónyuge que debería pagarla».

Es de destacar que la cuantía, modo de satisfacción y modificación de esta 
prestación está recogido en el art. 233.15 al 19. La forma de pago se recoge en el 
233.17.1, de forma que «La prestación compensatoria puede atribuirse en forma 
de capital, ya sea en bienes o en dinero, o en forma de pensión. En caso de des-
acuerdo, la autoridad judicial debe emitir una resolución sobre la modalidad de 
pago atendiendo a las circunstancias del caso y, especialmente, a la composición 
del patrimonio y a los recursos económicos del cónyuge deudor».

2. INTRODUCCIÓN EN EL DERECHO CIVIL ARAGONÉS

La compilación aragonesa de 1967 no contemplaba la prestación compensa-
toria, porque no regulaba efectos personales de la separación conyugal. 

El desarrollo del Derecho civil aragonés tras la promulgación de la Constitu-
ción se llevó a cabo mediante unos criterios actualizadores, concretados en la 
tarea de la Ponencia General de 1996. Al margen de la política legislativa diseña-
da en 1996 se aprobó la Ley 6/1999, de 26 de marzo, relativa a parejas estables no 
casadas. En ella se regulaba, dentro de los efectos patrimoniales de la extinción 
de la relación de pareja, por causa distinta del fallecimiento, la compensación 
que hoy regula el art. 310 del CDFA.

En el Derecho civil aragonés se introdujo la figura de la asignación compen-
satoria en la Ley 2/2010, de 26 de mayo, de igualdad en las relaciones familia-
res ante la ruptura de convivencia de los padres. Tanto esta ley, como la de 
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parejas estables no casadas, fueron elaboradas y promulgadas fuera de las ini-
ciativas contempladas en la Ponencia General de 19967. Esto significó, entre 
otras cosas, que la gestación del proyecto de ley no pasase por la depuración 
técnica que en general realizó la Comisión8, y que la incardinación de esta nor-
ma en el conjunto del Derecho civil de Aragón resultase, en algunos aspectos, 
problemática.

En esta Ley 2/2010, de 26 de mayo, de igualdad en las relaciones familiares 
ante la ruptura de convivencia de los padres, se recogía la asignación compensa-
toria, en regulación que ha pasado al art. 83 del CDFA. 

A la regulación de la asignación compensatoria se refiere el preámbulo del 
CDFA, apartado 11, diciendo: «el (artículo) 83 (se refiere) a la posibilidad de que 
uno de los padres solicite al otro una asignación económica destinada a compen-
sar la desigualdad económica que le produzca la ruptura de la convivencia. Esta 
asignación compensatoria, temporal o indefinida, deberá determinarse por el 
Juez atendiendo a los criterios establecidos en el art. 83, pudiendo asimismo revi-
sarse o extinguirse en los supuestos previstos en sus apartados 4 y 5.»

3. REGULACIÓN EN EL CDFA

El art. 83 del vigente CDFA expresa: 

«1.	El progenitor al que la ruptura de la convivencia produzca un desequili-
brio económico en relación con la posición del otro, que implique un 
empeoramiento en su situación anterior a la convivencia, tendrá derecho 
a percibir del otro una asignación compensatoria.

7	 El Preámbulo del Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón, 
por el que se aprueba, con el título de «Código del Derecho Foral de Aragón», el Texto Refundido 
de las Leyes civiles aragonesas, apartado VI, expresa: «La labor de actualización de nuestro Derecho 
civil continúa, aunque igualmente al margen de la política legislativa diseñada en 1996, con la Ley 
2/2010, de 26 de mayo, de igualdad en las relaciones familiares ante la ruptura de convivencia de 
los padres, aprobada en ejercicio de la competencia exclusiva de Aragón en las materias de conser-
vación, modificación y desarrollo del Derecho civil foral aragonés y de Derecho procesal derivado 
de las particularidades del derecho sustantivo aragonés, reconocidas en los arts. 149.1.8.ª y 6.ª de 
la Constitución y 71.2 y 3 del Estatuto de Autonomía de 2007. Esta Ley tiene por objeto regular 
las relaciones familiares en los casos de ruptura de la convivencia de los padres, promoviendo el 
ejercicio de la custodia de forma compartida por ambos, en desarrollo de los principios rectores 
contenidos en el Estatuto de Autonomía de Aragón de protección de la familia y de igualdad entre 
el hombre y la mujer».

8	 Decreto 10/1996, de 20 de febrero, de la Diputación General de Aragón, por el que se regula 
la Comisión Aragonesa de Derecho Civil. Actualmente, art. 34 de la Ley 8/2018, de 28 de junio, de 
actualización de los derechos históricos de Aragón.
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2. 	La cuantía y la naturaleza temporal o indefinida de la asignación serán 
determinadas por el Juez mediante la ponderación equitativa de los 
siguientes criterios:

a) 	Los recursos económicos de los padres.
b) 	La edad del solicitante, sus perspectivas económicas y las posibilidades 

de acceso al mercado de trabajo.
c)	 La edad de los hijos.
d) 	La atribución del uso de la vivienda familiar.
e) 	Las funciones familiares desempeñadas por los padres.
f) 	 La duración de la convivencia.

3. 	La asignación compensatoria podrá tener cualquier contenido patrimo-
nial, periódico o de única entrega, siempre que permita el cumplimiento 
de su finalidad.

4. 	La asignación compensatoria se revisará en los casos de variación sustan-
cial de la situación económica del perceptor o del pagador.

5. 	La asignación compensatoria se extinguirá en los supuestos de nueva con-
vivencia marital del perceptor, alteración sustancial de los criterios econó-
micos en función de los cuales se determinó, la muerte del perceptor, 
cumplimiento del plazo de duración, así como por el incumplimiento de 
su finalidad.»

Me referiré más adelante a los pormenores de esta regulación.

1.	 Aplicación al matrimonio con hijos a cargo

El CDFA regula en el libro primero el derecho de la persona. Dentro de este, 
su título segundo regula las relaciones entre ascendientes y descendientes, el 
cual, a su vez, se divide en tres capítulos. El segundo, que aquí interesa, tiene por 
rúbrica «Deber de crianza y autoridad familiar», en el que se incluye la sección 
tercera, «efectos de la ruptura de la convivencia de los padres con hijos a cargo». 
A su vez, esa contiene tres subsecciones, de las que la cuarta establece las medidas 
de aplicación en defecto del pacto de relaciones familiares, y en ella se incardina 
el art. 83 sobre el derecho a la asignación compensatoria. La sistemática del Códi-
go da lugar a entender que este derecho solo corresponde al «progenitor» en el 
que se reúnen los requisitos que el precepto exige para que se ostente el dere-
cho, de modo que quien no es progenitor –casos de matrimonios sin hijos–, o lo 
ha sido respecto de hijos que no estaban a cargo de los progenitores cuando se 
produjo la ruptura de la convivencia, no tendrá derecho a accionar en base a tal 
regulación.

Así ha sido recogido reiteradamente en sentencias del Tribunal Superior de 
Justicia (TSJ) de Aragón. La sentencia de 11-01-2012, n.º 1/2012, con cita de una 
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anterior, ya señalaba esta dirección9. Lo que ha sido ratificado y explicitado en la 
sentencia de 29-06-2015, n.º 18/201510. 

Como sostiene Serrano García, la asignación compensatoria no tiene como 
presupuesto, cuando los padres están casados, que haya hijos comunes11. Lo 
necesario para aplicarla es que existan hijos a cargo del matrimonio, aunque 
puedan ser fruto de relaciones anteriores.

Sucede entonces que en Aragón la prestación se rige por: a) el Código civil 
general, en caso de que se produzca la separación conyugal o el divorcio en caso 
de matrimonios sin hijos a cargo; b) el art. 83 del CDFA, caso de ruptura matri-
monial con hijos a cargo, y en caso de separación de parejas estables no casadas 
con descendencia a su cargo12; c) el art. 310 del CDFA, en caso de que se trate de 
parejas estables no casadas, que no tengan hijos a su cargo. Respecto a la compa-
tibilidad entre los derechos a la compensación económica entre lo dispuesto en 
los arts. 83 y 310, Alonso Pérez mantiene que puede tratarse de un concurso de 
normas, de modo que podrían compatibilizarse ambas prestaciones13.

2.	 No aplicación a otros supuestos: consecuencias

Fuera de los casos a que se refiere la sección tercera antes enunciada, efectos 
de la ruptura de la convivencia de los padres con hijos a cargo, si entre los convi-

9	 Fundamento de derecho segundo: «Como ya dijimos en nuestra sentencia de 30 de diciem-
bre de 2011, recurso 19/2011, “la asignación compensatoria prevista en el artículo 9 de la Ley arago-
nesa 2/2010 (artículo 83 CDFA) no tiene, en lo sustancial, una naturaleza y finalidad diferente a la 
señalada por el artículo 97 del Código civil a la pensión compensatoria, salvo que esta última viene 
encuadrada entre los efectos comunes a la nulidad, separación y divorcio del matrimonio, en tanto 
que la asignación aragonesa se aplicará, si se dan los requisitos para ello, en los casos de ruptura de 
cualquier tipo de convivencia de los padres”.»

10	 Fundamento de derecho cuarto: «Al acordarse la pensión compensatoria por la sentencia 
de separación, de fecha 3 de marzo de 1999, no estaba regulada la asignación compensatoria en el 
Derecho civil aragonés, puesto que se introdujo por la Ley 2/2010, de manera que la pensión com-
pensatoria se concedió en aplicación, exclusivamente, del artículo 97 CC. Tampoco existían hijos a 
cargo de los litigantes, ya que todas las hijas eran mayores de edad y nada se acordó al respecto en 
la sentencia –la pensión de alimentos a favor de la menor de las hijas fue revocada por la Audiencia 
Provincial–. Con mayor motivo, ninguna hija a cargo de los progenitores existía cuando el recurrente 
presentó demanda peticionando la extinción o reducción de la pensión compensatoria por percibir 
la Sra. Manuela una pensión de vejez SOVI.

Es por ello que la pensión discutida en este pleito es la compensatoria del artículo 97 CC., y no 
la asignación compensatoria del artículo 83 CDFA, no resultando de aplicación la legislación civil 
aragonesa alegada por el recurrente, sino el Código civil.»

11	 Serrano García, José Antonio, Código del Derecho Foral de Aragón, comentario del art. 83, 
pág. 206.

12	 En este sentido, Alonso Pérez, María Teresa, en Código del Derecho Foral de Aragón, comenta-
rio del art. 310, pág. 490.

13	 Alonso Pérez, María Teresa, obra y página citadas.
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vientes había matrimonio se regirá esta prestación por el Código civil, al no exis-
tir norma propia de derecho aragonés. 

Desde una consideración práctica, esto no ha de tener consecuencias, pues la 
jurisprudencia ha recalcado que la institución aragonesa de la asignación com-
pensatoria no tiene, en lo sustancial, diferencia con la regulación que el Derecho 
común realiza en el art. 97 CC. Mantiene la STSJ de Aragón de 25 de junio de 
2013, n.º 26/2013, que «Como ya ha dicho esta Sala en sus sentencias de 30 de 
diciembre de 2011 (recurso 19/2011), 11 de enero de 2012 (recurso 22/2011), 
10 de julio de 2012 (recurso 10/2012), y 4 de enero de 2013 (recurso 35/2012), 
la asignación compensatoria prevista en el artículo 83 del CDFA no tiene, en lo 
sustancial, una naturaleza y finalidad diferente a la señalada por el artículo 97 del 
Código civil a la pensión compensatoria. Por ello, en la ponderación de los pará-
metros a tener en cuenta para la fijación de su importe y señalar, en su caso, la 
limitación temporal, cabe tener en cuenta la reiterada doctrina del Tribunal 
Supremo…».

En casos de separación de los que integraban una pareja de hecho, es el art. 310 
del CDFA el precepto regulador. Conforme a este, apartado 1, «En caso de extin-
ción de la pareja estable no casada por causa distinta a la muerte o declaración 
de fallecimiento, y si la convivencia ha supuesto una situación de desigualdad 
patrimonial entre ambos convivientes que implique un enriquecimiento injusto, 
podrá exigirse una compensación económica por el conviviente perjudicado en 
los siguientes casos:

a) 	Cuando el conviviente ha contribuido económicamente o con su trabajo a 
la adquisición, conservación o mejora de cualquiera de los bienes comu-
nes o privativos del otro miembro de la pareja estable no casada.

b) 	Cuando el conviviente, sin retribución o con retribución insuficiente, se ha 
dedicado al hogar, o a los hijos del otro conviviente, o ha trabajado para 
este.»

Serrano entiende, respecto a la posible aplicación de la regulación del art. 83 
a las parejas de hecho, que «la extensión de esta medida a las parejas acogidas 
al régimen legal de las parejas estables no casadas solo es posible si tienen 
hijos comunes a cargo pues en otro caso se aplica lo establecido en el art. 310»14. 
E, igualmente, que «la medida no parece aplicable a las meras parejas de hecho 
aunque tengan hijos a cargo»15.

14	 Serrano García, José Antonio, Código del Derecho Foral de Aragón, comentario del art. 83, 
pag. 206.

15	 Serrano García, José Antonio, obra y página citada.
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4. FINALIDAD QUE DESEMPEÑA

Hemos visto que la prestación compensatoria en el Código civil, tras la modi-
ficación de 1981, viene configurada como un derecho personal, de carácter 
indemnizatorio, resarcitorio de un perjuicio sufrido por uno de los cónyuges 
derivado de la forma en que han afrontado la vida en común, derecho que se 
extingue con el fallecimiento del titular. 

La similitud de naturaleza de la regulación en el Derecho civil aragonés y la 
preexistente del Derecho civil común hace trasladables esos caracteres a la insti-
tución aragonesa. 

La jurisprudencia se ha planteado si la base de la prestación está en el enri-
quecimiento injusto. Es importante recoger la STS (Pleno) de 15 de enero de 
2018, n.º 17/2018, que resuelve el recurso de casación en un caso en que se pedía 
una pensión compensatoria en caso de unión de hecho. En ella reconocía el TS 
que en ocasiones ha aplicado esta doctrina: 

«la sala se ha ocupado de la aplicación de la doctrina del enriquecimiento 
injusto para el reconocimiento de una pensión compensatoria. Así, se apreció 
que concurrían los presupuestos del enriquecimiento en las sentencias 584/2003, 
de 17 de junio, y 1016/2016, de 6 de octubre. Por el contrario, no se aprecia 
enriquecimiento injusto en los casos que dan lugar a las sentencias 611/2005, de 
12 de septiembre, 387/2008, de 8 de mayo, y 1040/2008, de 30 de octubre». Aun-
que en el caso concreto declaró que no concurren los presupuestos para hacer 
aplicación de ella, y por tanto estimó el recurso, casó la sentencia recurrida y 
declaró no haber lugar al derecho a la pensión que había sido pretendido.

5. ELEMENTOS DEFINIDORES

Tal como dispone el art. 83 del CDFA, el derecho a percibir la asignación 
compensatoria lo tiene el progenitor –con hijos a cargo, en los términos ya exa-
minados– al que la ruptura de la convivencia produzca un desequilibrio econó-
mico en relación con la posición del otro, que implique un empeoramiento en 
su situación anterior a la convivencia. Como expresa Lalana del Castillo, «hay 
que realizar una doble comparación. Hay que comparar la situación entre los 
convivientes y a su vez comparar el nivel de vida que disfrutaban durante la con-
vivencia con el nivel de vida tras la ruptura de la misma»16.

16	 Lalana del Castillo, Carlos, «La asignación compensatoria y la reciente jurisprudencia del 
TSJA». Revista de Derecho civil aragonés, 2012, pág. 281.
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Ha de tratarse de un cónyuge, de matrimonio válido; que se haya producido 
separación o divorcio; en caso de parejas estables no casadas, con hijos a cargo, 
que se haya producido la ruptura de la relación; que este hecho produzca un 
desequilibrio económico en relación con la posición del otro, que implique un 
empeoramiento en su situación anterior. Nótese que el precepto aragonés habla 
de «empeoramiento en su situación anterior a la convivencia», mientras que el CC. lo 
refiere a «empeoramiento en su situación anterior en el matrimonio». 

Podría entenderse que los términos de comparación son distintos, según sea 
de aplicación la norma aragonesa o la común. El art. 83 exige comparar –y, en el 
proceso, acreditar que se ha producido un empeoramiento– entre la situación 
anterior a la convivencia y la de la ruptura; mientras que la comparativa en el caso 
de aplicación de la ley común se produce entre la situación en el matrimonio y la 
de la ruptura. Sería plausible esta forma de interpretar de la norma aragonesa, al 
resultar de la interpretación gramatical del texto normativo y partir de una situa-
ción –la de solteros, en sentido general y social de la expresión– en la que existe 
un nivel económico, que se pone en relación comparativa con la existente tras la 
ruptura. De forma que el periodo intermedio, el de la convivencia matrimonial o 
de pareja, sería irrelevante a estos efectos.

Sin embargo, la jurisprudencia ha estimado que los términos de comparación 
han de entenderse referidos a dos momentos: el de la convivencia y el de la rup-
tura, y ello tanto se aplique el art. 83 del CDFA como el 97 del CC. Así se expresa 
la STSJ de Aragón de 30 de diciembre de 2011, n.º 15/201117. Criterio que ha 
sido refrendado en otras, como la de 04 de enero de 2013, n.º 1/2013.

La referencia ha de hacerse al momento en que tiene lugar el divorcio, 
por sentencia judicial, o la separación, que en este caso habría que referirla 
al momento en el que de hecho se produjo la ruptura de la convivencia. Es 
reiterada la jurisprudencia del TS en este sentido (STS de 03 de junio de 
2013, n.º 386/2013, doctrina confirmada en otras posteriores). La sentencia de 
la Sala Primera, en pleno, de 7 de marzo de 2018, n.º 120/2018, ha mantenido 
como criterio general que «El momento a tener en cuenta para apreciar y deter-

17	 STSJ de Aragón de 30 de diciembre de 2011, n.º 15/2011: «Se trata de compensar la desigual-
dad que a uno de los padres pueda producir la ruptura de la convivencia, para lo que se han de tener 
en cuenta, a los efectos de determinar la cuantía y naturaleza temporal o indefinida de la asignación, 
los criterios señalados en el apartado 2 del mismo artículo. Y estos criterios, a salvo de los dos prime-
ros más genéricos, se refieren a situaciones que tienen que ver con el tiempo de convivencia (edad de 
los hijos, atribución del uso de la vivienda familiar, funciones familiares desempeñadas por los padres 
y duración de la convivencia) y no con situaciones anteriores a la misma.

Por ello no es correcta la interpretación del recurrente de que la norma aragonesa resulta di-
ferente de la contenida en el artículo 97 del Código civil, en el sentido de que aquella exija, para 
señalar la asignación compensatoria, un empeoramiento respecto a la situación anterior a la convi-
vencia pues, como se ha dicho, se trata de compensar la desigualdad por razón de la ruptura de la 
convivencia en relación, fundamentalmente, con la situación en la misma, de la misma forma que en 
el Código civil al referirse al empeoramiento en su situación anterior en el matrimonio».
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minar la existencia de desequilibrio es efectivamente el de la ruptura de la 
convivencia», aunque en el caso concreto debatido se hizo una matización, en 
función de que la actividad profesional de la mujer se llevaba a cabo en una 
empresa de titularidad de su cónyuge. Conforme a la STS de 22 de junio de 
2011, n.º 434/2011, «ha de probarse es que se ha sufrido un empeoramiento en 
su situación económica en relación a la que disfrutaba en el matrimonio y respec-
to a la posición que disfruta el otro cónyuge».

El TS ha considerado que, si tras la ruptura de la relación matrimonial no se 
efectúa reclamación alguna durante largo tiempo, se entiende que los que eran 
cónyuges han podido vivir de sus ingresos en forma similar a la situación anterior 
y, por tanto, pretender tras largo tiempo que se declare el derecho a una presta-
ción compensatoria carece de base jurídica. Así se establece en la sentencia de 
7 de marzo citada, que a su vez alude a la núm. 790/2012, de 17 diciembre, en la 
que –afirma– «partiendo de que habían transcurrido ya cuatro años desde que se 
produjo la separación de hecho hasta que la esposa presentó la demanda de 
divorcio, y venía esta manteniendo un nivel similar al que disfrutó durante el 
matrimonio, se estima que cualquier empobrecimiento posterior estará comple-
tamente desligado de la convivencia matrimonial y no procede en consecuencia 
otorgar pensión por desequilibrio económico».

La sentencia 790 de 2012 era más matizada en sus consideraciones que la que 
posteriormente la cita: afirmaba que «… en principio, y salvo circunstancias muy 
concretas de vinculación económica entre los cónyuges, que aquí no se concre-
tan, no existe desequilibrio económico en las situaciones prolongadas de ruptura 
conyugal. Se entiende que cada uno de ellos ha dispuesto de medios propios de 
subsistencia y mal se puede argumentar por quien la solicita que la separación o 
divorcio es determinante para el de un empobrecimiento en su situación ante-
rior en el matrimonio, situación que en el peor de los casos sería la misma, pero 
no agravada por la ruptura.»

Se trata, en realidad, de una cuestión de prueba. A la parte demandante en 
cuanto pretende el reconocimiento de la asignación compensatoria en cada caso, 
le corresponde la carga de la prueba de los hechos en que funda su pretensión, y 
al efecto y como criterio general es asumible que el hecho de subsistir con sus pro-
pios medios durante años sin efectuar reclamación alguna de carácter compensa-
torio sirve como indicio de la inexistencia del desequilibrio. Pero, a mi juicio, no es 
criterio plausible el que sostiene la improsperabilidad de la pretensión por el solo 
hecho de haber transcurrido un amplio periodo de tiempo desde la fecha de la 
separación o ruptura de la relación, mientras no haya prescrito la acción que se 
ejercita.

Los hechos posteriores a la separación carecen de relevancia: en la sentencia 
del TS de 18 de marzo de 2014, n.º 106/2012, se declara como doctrina jurispru-
dencial que «el desequilibrio que da lugar a la pensión compensatoria debe exis-
tir en el momento de la separación o del divorcio y los sucesos posteriores no 
pueden dar lugar al nacimiento de una pensión que no se acredita cuando ocu-
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rre la crisis matrimonial». Criterio reiterado en sentencia de 3 de junio de 2016, 
n.º 377/2016, y en la de 14 de febrero de 2018, n.º 75/2018.

6. PACTOS SOBRE LA ASIGNACIÓN COMPENSATORIA

En el Derecho civil aragonés no debe haber problema en la aceptación de 
pactos sobre la asignación compensatoria, en atención a la libertad civil que pre-
side el ordenamiento. Así se desprende de la regulación del principio standum 
esta chartae en el art. 3 del CDFA.

En el derecho del Código civil la jurisprudencia del TS también ha admitido 
los pactos sobre la prestación compensatoria18.

De esta forma puede ser objeto de pacto la asignación en cuanto a su exigibi-
lidad, cuantía y –caso de satisfacerse en forma de pensión– duración. 

La validez de estos pactos determina, conforme a los arts. 1255, 1258 y concor-
dantes del CC., que solo pueda ser disputado su valor y obligatoriedad si: a) se ha 
producido con alguna de las circunstancias que dan lugar a su nulidad, a tenor 
del art. 1261 del CC.; b) aun siendo plenamente válido, han concurrido con pos-
terioridad a su firma circunstancias que permitan la modificación de las medidas 
allí acordadas, conforme al art. 775 de la LEC.

Más compleja es la cuestión de la posible existencia de pactos de renuncia 
anticipada a cualquier ejercicio de acciones en petición de la asignación. En el 
ámbito de aplicación del Derecho común existen dos posiciones doctrinales:

a)	 Entiende una de ellas que, tratándose de un derecho de naturaleza priva-
da y patrimonial, es perfectamente admisible la renuncia a un derecho 
eventual futuro o expectativa de derecho; o, desde otra perspectiva jurídi-
ca, la consideración de una renuncia a la ley aplicable, lo que es posible 
mediante un negocio jurídico en el que se excluye voluntariamente el régi-
men regulador de la prestación compensatoria mediante acuerdo volunta-
rio de los destinatarios de la norma dispositiva. 

18	 Sostiene la STS n.º 232/2012, de 20 de abril, que a su vez se remonta a otras precedentes: 
«… debe partirse en la presente argumentación de dos elementos que concurren en este derecho, 
reiterados en sentencias de esta Sala: 1.º La pensión compensatoria es un derecho disponible por la 
parte a quien pueda afectar. Rige el principio de la autonomía de la voluntad tanto en su reclama-
ción, de modo que puede renunciarse, como en su propia configuración. 2.º Los cónyuges pueden 
pactar lo que consideren más conveniente sobre la regulación de las relaciones que surgen como 
consecuencia del divorcio o la separación. La STS 217/2011, de 31 de marzo, confirma esta doctrina, 
recogiendo sentencias de esta Sala que ya habían admitido esta validez, a partir de la trascendental 
sentencia de 2 de abril de 1997».
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b)	 Otra opinión doctrinal sostiene que solo se pueden renunciar los dere-
chos una vez ya se han integrado en el patrimonio del renunciante, dere-
chos ya adquiridos en el momento de la renuncia, pues en tanto que el 
derecho no se haya adquirido no se puede hacer acto de disposición sobre 
el mismo. Por tanto, es inviable y no cabe renunciar anticipadamente a un 
derecho futuro, hipotético e incierto, que solo nace en el momento de la 
crisis conyugal. 

La cuestión parece zanjada, en dicha sede normativa, por la jurisprudencia 
del TS más reciente. La sentencia de la Sala Primera n.º 315/2018, de 30 mayo19, 
desestimó el recurso de casación contra sentencia de la AP de Valencia, que 
había estimado, a su vez, el recurso de apelación contra sentencia de primera 
instancia, y había decidido no haber lugar a establecimiento de pensión compen-
satoria. 

En todo caso debe plantearse la posibilidad de que, aun existente un acuerdo 
de voluntades válido y eficaz, pueda ser revisado en su contenido obligacional si 
las circunstancias personales y económicas cambian sustancialmente con poste-
rioridad a la firma, al tratarse de un acuerdo llamado a desplegar sus efectos en 
un momento futuro. Es en este caso aplicable la doctrina de la cláusula rebus sic 
stantibus, o la teoría de la base objetiva del negocio jurídico. 

El art. 775.1 de la LEC permite accionar para la modificación de las medidas 
adoptadas: se podrá instar «la modificación de las medidas convenidas por los 
cónyuges o de las adoptadas en defecto de acuerdo, siempre que hayan variado 
sustancialmente las circunstancias tenidas en cuenta al aprobarlas o acordarlas». 
Esta vía puede servir para modificar lo acordado, incluida la renuncia previa y 
general a la asignación compensatoria del art. 83 del CDFA. 

19	 Tras haber recordado que está probado en las instancias, respecto de la recurrente, que su 
formación, edad, escasa duración del matrimonio, ausencia de descendencia común, posibilitan un 
desenvolvimiento de ella que posibilitan un marco económico fluido, por lo que no consta alteración 
del orden público, concluye en el fundamento de derecho séptimo:

«Pactos prematrimoniales. Derecho a la libertad, dignidad e igualdad.

De lo declarado probado no puede deducirse atentado alguno a la igualdad, libertad o dignidad 
de Dña. Gloria, por el hecho de firmar pactos prematrimoniales, dado que lejos de percibirse un 
sometimiento al esposo o predominio del marido, lo que se evidencia es una relación de confianza 
en el que la esposa resulta beneficiaria de prestaciones, se acoge a su hija, se firman los pactos con su-
ficiente antelación con respecto al matrimonio, por lo que tampoco pueden considerarse sorpresivos 
y una relación matrimonial no extensa temporalmente pero tampoco fugaz.

Por todo ello, la libertad, dignidad e igualdad de los cónyuges ha quedado preservada (arts. 14, 
17 y 19 de la Constitución).

En base a todo ello no puede entenderse infringida la doctrina jurisprudencial recogida en sen-
tencia 392/2015, de 24 de junio, recurso núm. 2392/2013».
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A tenor de lo dispuesto en el apartado 4 del citado precepto, «La asignación 
compensatoria se revisará en los casos de variación sustancial de la situación eco-
nómica del perceptor o del pagador».

Precepto equivalente al art. 100 del CC., «Fijada la pensión y las bases de su 
actualización en la sentencia de separación o de divorcio, solo podrá ser modifi-
cada por alteraciones en la fortuna de uno u otro cónyuge que así lo aconsejen». 
Así, si se acredita ese cambio de circunstancias, también puede una de las partes 
accionar para lograr la modificación de las medidas acordadas, o decididas judi-
cialmente.

Esta variación sustancial puede ser referida a la situación económica del 
acreedor o del deudor.

En cuanto a la primera, una mejoría acreditada de su situación da lugar a una 
revisión del juicio prospectivo, pues ha logrado atenuar el desequilibrio eviden-
ciado; a estos efectos resulta irrelevante que esa mejoría se deba a su esfuerzo 
como a la recepción de incremento patrimonial a título lucrativo (singularmen-
te, por adquisiciones mortis causa o por donación) o como consecuencia de otras 
ganancias (por ejemplo, a título de contratos aleatorios o de juegos de azar). Un 
empeoramiento de su fortuna difícilmente dará lugar a una modificación de la 
prestación.

La situación del deudor también puede ser considerada al respecto, aunque 
la asignación compensatoria no tiene naturaleza de prestación de alimentos y, 
por ello, no se aplica el art. 146 del CC. 

7. FORMAS DE CUMPLIMIENTO

Conforme al art. 83.3 del CDFA, «La asignación compensatoria podrá tener 
cualquier contenido patrimonial, periódico o de única entrega, siempre que per-
mita el cumplimiento de su finalidad.» Permite así que el derecho del cónyuge 
perjudicado sea satisfecho mediante un sistema de pensiones, a satisfacer en 
periodos temporales que generalmente son mensuales, o a través de una presta-
ción económica única.

Desde un análisis de la realidad jurisdiccional, la pretensión de una asignación 
mediante el pago de pensión mensual es la que sucede en la mayor parte de recla-
maciones, dado que la mayoría de los litigantes vive de un sueldo o renta que per-
cibe en mensualidades, y por ello se reclama en forma de pensión mensual.

La prestación única se acuerda o decide judicialmente en casos de matrimo-
nios con mayor capacidad económica, fundada no tanto en el trabajo como en 
rentas de capital o de bienes patrimoniales. Este sistema permite al receptor 
una rápida satisfacción de su derecho y la posibilidad de invertir la suma recibi-
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da, de modo que a partir de ese momento podrá obtener una rentabilidad de 
ese capital, suficiente para que desaparezca el desequilibrio patrimonial. Tam-
bién podría realizarse la asignación a medio de la atribución de un bien, en 
propiedad o en usufructo. El art. 99 del CC. permite estas posibilidades («En 
cualquier momento podrá convenirse la sustitución de la pensión fijada judi-
cialmente o por convenio regulador formalizado conforme al art. 97 por la 
constitución de una renta vitalicia, el usufructo de determinados bienes o la 
entrega de un capital en bienes o en dinero»), lo que en Derecho aragonés 
tienen su admisibilidad en la libertad civil. El usufructo podría ser temporal, 
arts. 469, 474, 513.2.º y concordantes del CC.

8. TEMPORALIDAD O FIJACIÓN INDEFINIDA

En caso de abono mediante el pago de una pensión, puede ser temporal o por 
tiempo indefinido. Aun cuando en ocasiones se ha hablado de pensión vitalicia, 
es más ajustado a derecho resolver que, si no se establece un tiempo de duración 
de la asignación, será de duración indefinida y extinguible con arreglo a lo pre-
venido en el art. 83.5.

1.	 Criterios: opción por la temporalidad

La jurisprudencia ha ido evolucionando hacia la estimación de que una asig-
nación temporal sirve para dar satisfacción al derecho subjetivo del cónyuge o el 
componente de la pareja estable que se halle en las condiciones previstas por el 
legislador, que ya hemos examinado, teniendo en cuenta para ello un elemento 
valorativo fundamental: la persona perjudicada por la separación o divorcio debe 
hacer lo posible para incorporarse a la vida laboral para obtener por sí misma su 
sustento. De modo que, si en un primer momento pudo plantearse la pensión 
como vitalicia, como forma general de cumplir el cometido que la ley tiene en 
consideración, en el tiempo actual y conforme a la realidad social –art. 3.1 del 
CC.– la norma general ha de ser la de la temporalidad de la asignación, hasta que 
en un periodo prudencial pueda estimarse que habrá podido llevar a cabo esa 
incorporación y obtener una renta suficiente para deshacer, por sí mismo, el 
desequilibrio surgido por la ruptura matrimonial.

El art. 83.2 del CDFA ordena que la determinación de la «naturaleza temporal 
o indefinida de la asignación» sea establecida, a falta de pacto, por el juez median-
te la ponderación de los criterios que el precepto establece. De ellos, cobran 
especial relieve: los recursos económicos de los padres; la duración de la convi-
vencia; y, como criterio –a mi juicio– necesario para realizar el juicio prospectivo, 
el fijado en el apartado b): la edad del solicitante, sus perspectivas económicas y 
las posibilidades de acceso al mercado de trabajo.
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La referencia a los recursos económicos de los padres (considerado para el 
caso en que se trate de ruptura de la relación con hijos comunes a cargo) ha de 
ser puesta en relación con la relativa a la atribución de la vivienda familiar, pues 
el derecho de uso de esta tiene un relevante contenido patrimonial para gran 
parte de las personas, que ha de ser evaluado. En este apartado se tendrá en 
cuenta el tiempo durante el cual se ha atribuido ese derecho.

La STS de 11 de mayo de 2016, n.º 304/2016, dictada en aplicación de la regu-
lación del Código civil, resume la doctrina jurisprudencial sobre la temporalidad 
de la prestación:

«La posibilidad de establecer la pensión compensatoria con carácter temporal 
con arreglo a las circunstancias, es en la actualidad una cuestión pacífica, tanto a 
la luz de las muchas resoluciones de esta Sala (entre las más recientes, SSTS de 17 
de octubre de 2008 (RC núm. 531/2005 y RC núm. 2650/2003), 21 de noviembre 
de 2008 (RC núm. 411/2004), 29 de septiembre de 2009 (RC núm. 1722/2007), 
28 de abril de 2010 (RC núm. 707/2006), 29 de septiembre de 2010 (RC núm. 
1722/2007), 4 de noviembre de 2010 (RC núm. 514/2007), 14 de febrero de 2011 
(RC núm. 523/2008), 27 de junio de 2011 (RC núm. 599/2009), 5 de septiembre 
2011 –Pleno– (RC núm. 1755/2008) y 10 de enero de 2012 (RC núm. 802/2009) 
que reiteran la doctrina favorable a la temporalidad fijada por las sentencias de 10 
de febrero y 28 de abril de 2005, como por haberse manifestado también poste-
riormente en el mismo sentido positivo el legislador mediante la Ley 15/2005, de 
8 de julio, que ha dado una nueva redacción al artículo 97 CC, estableciendo que 
la compensación podrá consistir en una pensión temporal, o por tiempo indefini-
do, o en una prestación única.»

Este criterio favorable a la temporalidad se ha mantenido en sentencias pos-
teriores, de forma que la cuestión puede considerarse pacífica. También la Sala 
de lo Civil del TSJ de Aragón es partidaria de esta preferencia, y así se ha expre-
sado en sentencias de 27 de junio de 2016, n.º 18/2016, 27 de marzo de 2018, 
n.º 11/2018 y 30 de mayo de 2018, n.º 12/2018, entre otras. La primera de las 
citadas expresaba que «Como con acierto señala el motivo, nos hemos pronun-
ciado por la temporalidad en situaciones semejantes a la presente. Así en nues-
tra S. 35/2015 mantuvimos la temporalidad (5 años) de la asignación de que se 
trata en relación a una persona de 45 años que no tenía limitación alguna y que 
había superado parte de los estudios de Derecho, y en la S. 1/2012 dimos por 
bueno el razonamiento de que la esposa deberá trabajar en el futuro por mucho 
que casi tenga 50 años y escasas cotizaciones para mantener también la pensión 
compensatoria». En el caso en ella examinado, el tribunal estimó el recurso de 
casación y, frente a la sentencia de la audiencia que había fijado la pensión 
como indefinida, confirmó el criterio del juzgado de primera instancia y esta-
bleció la pensión por un periodo de diez años, para un caso en el que la recla-
mante de la asignación «permanece en la vivienda conyugal con la descenden-
cia común, integrada por dos hijos ya mayores de edad, si bien no son 
independientes, un tercero de… años y una cuarta de… años de edad, cuya 
atención no impide acometer el inicio de la procura de trabajo en el tiempo de 
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10 años fijado en la sentencia de primer grado, en el que es razonable suponer 
que las cargas familiares sean cada vez más livianas»20.

En sentido distinto se ha pronunciado algún tribunal provincial. La sentencia 
de la AP de Huesca de 31 de enero de 2018 entiende que, en caso de duda, la 
solución jurisdiccional a favor de la asignación por tiempo indefinido puede esti-
marse ajustada a derecho21. Criterio que, a mi juicio, no tiene en cuenta ajustada-
mente el principio de carga de la prueba establecido en la ley procesal civil.

2.	 Juicio prospectivo: análisis y consecuencias

La jurisprudencia da especial relevancia al juicio prospectivo a la hora de 
determinar la cuantía y duración de la pensión compensatoria. 

El juicio prospectivo constituye aquel en el que se lleva a cabo un «conjunto 
de análisis y estudios realizados con el fin de explorar o de predecir el futuro en 
una determinada materia» (diccionario RAE).

La jurisprudencia del TS ha acuñado una expresión que, ampliamente rei-
terada, ha llegado a constituir un criterio de relevancia para determinar la 

20	 En el ámbito competencia del TS y en aplicación de la regulación del CC., dos sentencias 
recientes han abordado la cuestión: La STS de 30 de mayo de 2018, n.º 324/2018, conforme a la cual 
«el establecimiento de un límite temporal para su percepción, además de ser tan solo una posibilidad 
para el órgano judicial, depende de que con ello no se resienta la función de restablecer el equilibrio 
que le es consustancial, siendo esta una exigencia o condición que obliga a tomar en cuenta las espe-
cíficas circunstancias del caso, particularmente, aquellas de entre las comprendidas entre los factores 
que enumera el artículo 97 CC. (que según la doctrina de esta Sala, fijada en STS de 19 de enero de 
2010, de Pleno (RC núm. 52/2006), luego reiterada en SSTS de 4 de noviembre de 2010 (RC núm. 
514/2007), 14 de febrero de 2011 (RC núm. 523/2008), 27 de junio de 2011 (RC núm. 599/2009) 
y 23 de octubre de 2012 (RC núm. 622/2012), entre las más recientes, tienen la doble función de 
actuar como elementos integrantes del desequilibrio, en tanto en cuanto sea posible según la natura-
leza de cada una de las circunstancias, y, una vez determinada la concurrencia del mismo, la de actuar 
como elementos que permitirán fijar la cuantía de la pensión), que permiten valorar la idoneidad o 
aptitud de la beneficiaria para superar el desequilibrio económico en un tiempo concreto, y alcanzar 
la convicción de que no es preciso prolongar más allá su percepción por la certeza de que va a ser 
factible la superación del desequilibrio, juicio prospectivo para el cual el órgano judicial ha de actuar 
con prudencia y ponderación, con criterios de certidumbre».

La reciente sentencia de 11 de diciembre de 2018 establece un criterio a favor de la pensión 
ilimitada en el tiempo, que difícilmente se puede compartir. En el caso sometido a su jurisdicción ca-
sacional, estima el recurso de la parte reclamante de la pensión al considerar que el juicio prospectivo 
de la audiencia era defectuoso, y por ello falla que la pensión no tenga límite temporal.

21	 SAP de Huesca de 31-1-2018, n.º 21: «la demandada ha intentado infructuosamente encon-
trar un empleo y, dadas sus circunstancias personales, difícilmente va a poder superar el desequilibrio 
económico obteniendo un trabajo o consiguiendo ingresos regulares de alguna otra forma, aparte 
de que las dudas al realizar ese juicio prospectivo –según las palabras empleadas por el Tribunal 
Supremo– deben llevar en principio al establecimiento de la pensión compensatoria con carácter 
indefinido, no temporal, tal como acertadamente ha hecho la Juzgadora de instancia».
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corrección de una decisión sobre esta prestación, siempre que venga impuesta 
por terceros –árbitros o autoridades judiciales–.

Conforme a ella, recogida en sentencia n.º 499/2017, de 13 de septiembre, 
«las circunstancias contenidas en el artículo 97.2 CC. tienen una doble función:

a) 	Actúan como elementos integrantes del desequilibrio, en tanto en cuanto 
sea posible según la naturaleza de cada una de las circunstancias.

b) 	Una vez determinada la concurrencia del mismo, actuarán como elemen-
tos que permitirán fijar la cuantía de la pensión. A la vista de ello, el juez 
debe estar en disposición de decidir sobre tres cuestiones:
a) 	Si se ha producido desequilibrio generador de pensión compensatoria.
b) 	Cuál es la cuantía de la pensión una vez determinada su existencia.
c) 	Si la pensión debe ser definitiva o temporal». 

Esta resolución judicial se remite a la dictada por el Pleno de la Sala de 19 
de enero de 2010, la cual fija doctrina acerca de la naturaleza de la prestación, 
la interpretación del precepto conforme a la tesis subjetiva y los parámetros a 
valorar.

En el Derecho aragonés los criterios a ponderar son los enunciados en el art. 
83.2 del CDFA. De ellos son especialmente relevantes los comprendidos en los 
apartados a) Los recursos económicos de los padres, b) La edad del solicitante, 
sus perspectivas económicas y las posibilidades de acceso al mercado de trabajo, 
y c) La atribución del uso de la vivienda familiar. El relativo a los recursos econó-
micos integra la consideración del régimen económico del matrimonio, pues un 
régimen de comunidad de ganancias como el consorcial aragonés realiza una 
redistribución de las rentas adquiridas constante matrimonio, de modo que tras 
el transcurso de años se produce un reequilibrio entre el patrimonio de uno y de 
otro. La atribución del uso de la vivienda familiar, aunque no otorgue derecho 
real, tiene un indudable significado económico, de modo que el cónyuge que 
obtiene ese uso durante un relevante periodo de tiempo consigue, por ese hecho, 
una ventaja que es de considerar a estos efectos.

El apartado b) es el que se tiene en cuenta fundamentalmente para establecer 
ese juicio prospectivo, a fin de estimar las posibilidades que el cónyuge desfavo-
recido tenga de mejorar su situación económica.

9. EXTINCIÓN DEL DERECHO

El derecho a la prestación compensatoria es un derecho subjetivo de índole 
privado, de forma que para su reconocimiento judicial es preciso el ejercicio de 
la acción correspondiente, si no se ha reconocido en convenio matrimonial o en 
otra forma de contrato. El principio de justicia rogada rige plenamente en esta 
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materia, ya que no se trata aquí de derechos de personas menores de edad o con 
capacidad de obrar limitada.

Se plantea la cuestión de la posibilidad de renuncia al ejercicio del Dere-
cho. Y al respecto no hay duda razonable sobre la posible renuncia al ejerci-
cio de la acción, sea expresa –mediante acuerdo de voluntades en convenio o 
contrato– o tácita, que se produce cuando, al tiempo de plantear la demanda 
de separación o divorcio, o de solicitar medidas provisionales, no se reclama 
esta prestación complementaria. En general debe entenderse como renuncia 
tácita a la prestación compensatoria su no inclusión en el convenio regulador 
de separación o divorcio, así como su no reclamación en la demanda de sepa-
ración o divorcio.

El art. 83.5 del CDFA expresa: «La asignación compensatoria se extinguirá en 
los supuestos de nueva convivencia marital del perceptor, alteración sustancial de 
los criterios económicos en función de los cuales se determinó, la muerte del 
perceptor, cumplimiento del plazo de duración, así como por el incumplimiento 
de su finalidad».

El fallecimiento del pagador no es causa de la extinción del Derecho, al no 
tratarse de una obligación personalísima sino de contenido patrimonial. En el 
régimen civil común existe una norma que afecta a este Derecho en caso de 
fallecimiento del deudor pues, conforme al art. 101, apartado segundo: «El 
Derecho a la pensión no se extingue por el solo hecho de la muerte del deudor. 
No obstante, los herederos de este podrán solicitar del Juez la reducción o 
supresión de aquella, si el caudal hereditario no pudiera satisfacer las necesida-
des de la deuda o afectara a sus Derechos en la legítima». Esta disposición 
resulta anómala, pues es contraria al principio general del Derecho civil común 
de que la aceptación de la herencia es pura o simple, no a beneficio de inven-
tario (art. 998 del CC.), con los efectos que previene el art. 1003: «Por la acep-
tación pura y simple, o sin beneficio de inventario, quedará el heredero respon-
sable de todas las cargas de la herencia, no solo con los bienes de esta, sino 
también con los suyos propios». 

No existe norma similar en Derecho civil aragonés, en el que es de aplicación 
lo dispuesto en el art. 322.1 del CDFA. Pero es de tener presente el límite de las 
responsabilidades del heredero en los términos prevenidos en el art. 355.

Se extingue el Derecho por contraer nuevo matrimonio, lo que puede produ-
cir su efecto desde que este hecho acaece, con independencia de la fecha en que 
se interpone la demanda y se dicta sentencia decidiendo sobre la extinción. Así 
se expresa la STS 18-7-2018, n.º 453/2018, del Pleno.

Así como en el caso de nuevo matrimonio el hecho de la convivencia se pre-
sume desde la fecha en que aquel se contrae, en los supuestos de nueva conviven-
cia marital del perceptor habrá de acreditarse –a falta de aceptación– el hecho 
del inicio de esta convivencia, lo que en la práctica no resulta siempre de fácil 
probanza. 
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10. CONSIDERACIONES DE FUTURO

El Derecho administrativo, en sus variadas especialidades y ramas –legislación 
sobre presupuestos de las administraciones públicas, régimen de subvenciones, 
Derecho tributario y demás– sirve para establecer las condiciones en las que los 
derechos de la persona sean reales y efectivos. En la materia que abordamos, 
puede ser fuente de igualdad real entre los cónyuges en cuanto a su contribución 
a las cargas del matrimonio y atención a la familia, y en definitiva para lograr que 
los derechos de la mujer en la convivencia matrimonial o en las relaciones de 
pareja logren plena efectividad.

Conforme se vaya consiguiendo esta igualdad es la hora del Derecho civil. En 
cuanto a la prestación por desequilibrio, el acceso generalizado de la mujer al 
trabajo remunerado, la igualdad salarial –cuando se consiga– y la participación 
igualitaria de ambos cónyuges en las tareas de atención a la prole y a la casa, son 
factores que van a influir en las decisiones judiciales o acuerdos que se adopten, 
pues la existencia de desequilibrio es el punto de partida para el reconocimiento 
del Derecho.

La asignación compensatoria es una institución que depende, en gran medi-
da, de la situación socioeconómica de cada pareja, que previsiblemente va a ir 
cambiando conforme a la aceptación social de la igualdad real. Mientras tanto, se 
trata de una previsión legislativa útil, que en la determinación del juicio prospec-
tivo tiene una delimitación relevante. La decisión judicial habrá de contemplar la 
situación de origen, las vicisitudes de la convivencia y las perspectivas de futuro, 
a fin de lograr la autonomía personal y patrimonial de cada persona.

11. ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL

No es fácil realizar un índice de jurisprudencia que resulte de interés al lector, 
habida cuenta de la constante producción de sentencias sobre una materia que 
es permanente objeto de litigio. Me limito ante ello a realizar un resumen de las 
sentencias del TS y de TSJ con competencia casacional, que han realizado un 
análisis en profundidad de la cuestión o han resuelto de forma novedosa alguna 
de las pretensiones de las partes relacionadas con la prestación compensatoria.

Todas las sentencias citadas son de la Sala Primera del TS o de las Salas de lo 
Civil y Penal, como Sala Civil, de los TSJ.

STSJ de Aragón de 10-10-2019. Aceptando el recurrente que concurren en el 
caso las circunstancias que la norma aragonesa tiene en cuenta para que la espo-
sa tenga derecho a la asignación compensatoria, la fijación del plazo es facultad 
discrecional del tribunal de instancia, y en este caso lo ha hecho ponderando las 
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circunstancias concurrentes, en un juicio valorativo que la Sala considera acorde 
a la lógica. Desestima así el recurso de casación interpuesto por el pagador, que 
se refería a la extensión temporal del pago de la asignación.

STSJ de Aragón de 12-9-2019. La sentencia recurrida había revocado la de 
primera instancia desconociendo los criterios previstos en el artículo 83.2 CDFA, 
atribuyendo a la asignación compensatoria carácter vitalicio e incrementando su 
cuantía a partir de un limitado reconocimiento de la existencia del desequilibrio 
por el esposo y con una simple y genérica mención a los mayores ingresos de este 
y a las necesidades físicas y materiales de la esposa, sin realizar una verdadera 
ponderación de los criterios previstos en el precepto legal. El TSJ casa la senten-
cia y confirma la del juzgado de primera instancia.

STS 18-07-2019, n.º 450/2019. Pensión compensatoria de duración indefinida 
a favor de la esposa. A la vista de la edad de la recurrente, el tiempo de duración 
del matrimonio, que durante el mismo fue la esposa quien se ocupó del cuidado 
de la familia e hijos y que solo ha trabajado esporádicamente en el negocio del 
marido, lo más probable es que no supere el desequilibrio, pues por edad, según 
máximas de experiencia, le va a ser sumamente difícil acceder al mercado laboral.

STSJ de Cataluña 29-04-2019, n.º 31/2019. La adquisición de una herencia 
por el acreedor de la pensión compensatoria es una circunstancia sobrevenida 
que justifica la minoración del importe de dicha pensión, cuando se acredita la 
disponibilidad del beneficiario sobre los bienes que la integran y la posibilidad 
efectiva de rentabilizarlos económicamente.

STS 12-03-2019, n.º 147/2019. Consideración del derecho a la pensión com-
pensatoria como dispositivo, que no imperativo, lo que permite que en un conve-
nio regulador se puedan pactar las causas por las que procedería la modificación 
o extinción de la pensión alterando el régimen general; la pensión compensato-
ria es un derecho disponible.

STS 26-02-2019, n.º 123/2019. Estima el tribunal que para la valoración del 
desequilibrio económico no puede prescindirse del periodo anterior, desde la 
celebración del primer matrimonio, cuando el cese de la convivencia dura pocos 
meses: se trata de un matrimonio que duró casi veinte años y que, tras la ruptura 
de la convivencia y divorcio, volvieron a casarse dos años después.

STS 11-12-2018, n.º 692/2018. La fijación temporal de la pensión compensa-
toria ha de partir de la convicción del tribunal de que, dentro del plazo fijado, se 
ha de poder restaurar el equilibrio por los propios medios del cónyuge beneficia-
rio. Cuando no existe tal convicción lo oportuno es el establecimiento con carác-
ter indefinido. 

STS 07-11-2018, n.º 615/2018. Determina el TS que la falta de ratificación del 
convenio regulador en sede judicial le impide formar parte del proceso de divor-
cio, pero no pierde su eficacia como negocio entre las partes. Para que no sea de 
aplicación es necesario que quien no lo ratificó acredite vicios en el consenti-
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miento prestado o la modificación de las circunstancias que determinaron el 
inicial consenso.

STS 17-10-2018, n.º 584/2018. Influencia de liquidación de gananciales y 
aceptación de herencia para la extinción de la pensión. El TS mantiene la pen-
sión compensatoria reconocida a favor de la esposa. En el caso sujeto a debate 
procesal, ni la liquidación de gananciales, ni la percepción de herencia han resul-
tado aptos para generar ingresos que impliquen una alteración de la fortuna o 
ingresos de la esposa que sea relevante o hagan desaparecer el desequilibrio.

STS 18-7-2018, n.º 453/2018, pleno. Extinción de la pensión compensatoria. 
La causa de extinción consistente en contraer nuevo matrimonio puede producir 
su efecto desde que este hecho acaece, con independencia de la fecha en que se 
interpone la demanda y se dicta sentencia decidiendo sobre la extinción.

STS 29-6-2018, n.º 409/2018. Pensión compensatoria, limitación temporal. El 
TS estima el recurso de casación pues, en el caso que se somete a su jurisdicción, 
el condicionante temporal está viciado de un inadecuado juicio prospectivo, en 
tanto que su supeditación a la liquidación de la sociedad de gananciales y al liti-
gio sobre la herencia, supone establecer unas bases inciertas, en tanto se desco-
noce el valor de los inmuebles y el resultado del litigio.

STS 30-5-2018, n.º 324/2018. El TS estima el recurso deducido por la actora y 
fija una pensión compensatoria a favor de la esposa con carácter indefinido. Esta 
decisión se justifica por la edad de la esposa, la amplia duración del matrimonio, la 
ausencia de cualificación profesional y la dificultad de acceder al mercado laboral.

STSJ de Aragón 30-5-2018, n.º 12/2018. Asignación compensatoria en el 
Derecho aragonés. Temporalidad de la prestación: criterios.

STSJ de Aragón 27-03-2018, n.º 11/2018. La finalidad de la pensión compen-
satoria es restablecer el equilibrio, no ser una garantía vitalicia de sostenimiento, 
de modo que no es jurídicamente aceptable repercutir en el pagador las conse-
cuencias negativas derivadas de la falta de acceso a un empleo, por la pasividad 
del beneficiario en su búsqueda y obtención.

STSJ de Aragón 07-03-2018, n.º 8/2018. La asignación compensatoria no tie-
ne por misión constituirse en una garantía vitalicia a favor del cónyuge desfavo-
recido por la crisis matrimonial.

STSJ Cataluña 08-02-2018, n.º 13/2018. En el supuesto de reconciliación con-
yugal aun cuando no sea comunicada, el tiempo de permanencia de los cónyuges 
en esta situación pueda computarse a los efectos de establecer la prestación com-
pensatoria como «duración del matrimonio» del art. 233-15 d) para fijar la canti-
dad conforme a dicho precepto legal.

STS 15-01-2018, n.º 17/2018, pleno. El Pleno del TS descarta la aplicación de 
la técnica del enriquecimiento injusto y la aplicación analógica del régimen 
matrimonial al cese de la convivencia de una pareja no casada, no procediendo 
el derecho del conviviente a la pensión compensatoria.
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STS 12-9-2005, n.º 611/2005. Aplicabilidad de la pensión compensatoria a las 
uniones de hecho. Rechaza los criterios de analogía iuris y enriquecimiento injus-
to. Hay dos votos particulares.
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ESTUDIO DE LA JURISPRUDENCIA ARAGONESA  
SOBRE CUSTODIA DE LOS HIJOS Y RÉGIMEN DE VISITAS*

STUDY OF THE ARAGONESE PRECEDENT  
ON CHILD CUSTODY AND VISITATION SCHEDULE*

José Antonio Serrano García 
Catedrático de Derecho civil. Universidad de Zaragoza

RESUMEN

Sistematización y exposición resumida de la doctrina sentada por el Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón (TSJA) desde que en 2010 entró en vigor la Ley 
de igualdad en las relaciones familiares ante la ruptura de convivencia de los padres has-
ta principios de 2019, sobre las disposiciones generales de esta Ley (fines, dere-
chos y principios), el pacto de relaciones familiares y la primera y principal de 
las medidas de aplicación en defecto del pacto de relaciones familiares: la guarda 
y custodia de los hijos; en particular: la custodia compartida, el régimen de visitas 
con el progenitor no custodio en la custodia individual, la preferencia legal de 
la custodia compartida, la prueba de las circunstancias concurrentes, los factores 
a ponderar para motivar la decisión sobre el tipo de custodia, la modificación de 
la custodia o el régimen de visitas, la naturaleza y función del recurso de casación 
en estas materias.

Palabras claves: Guarda y custodia, régimen de visitas, custodia compartida 
preferente, modificación de medidas, recurso de casación.

*	 Este estudio se ha elaborado en el marco del Grupo de referencia (S. 15-R17), sobre Investi-
gación y Desarrollo del Derecho civil de Aragón, que está Financiado por el Gobierno de Aragón y cofinan-
ciado con Feder 2014-2020, «Construyendo Europa desde Aragón», y cuya I.P. es Carmen Bayod López.
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ABSTRACT

Systematization and summarized presentation of the doctrine established by 
the Superior Court of Justice of Aragon (TSJA) from 2010 when the Law on 
Equality in Family Relations in the event of parental separation came into force 
until the beginning of 2019, on the general provisions of this Law (purposes, 
rights and principles), the parenting plan and the first and main measure of 
application in default of the agreement of parenting plan: the guard and custody 
of children; in particular: shared custody, visitation schedule with the non-custo-
dial parent in individual custody, the preferential right of shared custody, concu-
rrent evidence, the factors to be considered in motivating the decision on the 
type of custody, the modification of custody or visitation schedule, the nature 
and function of the right of appeal to the TSJA in these matters.

Key Word: Guard and custody, visitation schedule, preferential shared custody, 
modification of measures, right of appeal.

SUMARIO

I. INTRODUCCIÓN. II. ÁMBITO DE APLICACIÓN, FINES, DERECHOS Y 
PRINCIPIOS DE LA REGULACIÓN ARAGONESA. 1. Aplicación inmediata y 
Derecho transitorio; 2. Aplicación aunque no haya habido convivencia 
previa entre los padres; 3. Disposiciones generales sobre fines, derechos y 
principios de la regulación: A) Normas de contenido esencialmente programático e 
informador; B) El principio del interés superior del menor; C) Derechos contenidos en el art. 
76.3 CDFA; D) Derecho del menor a ser oído. III. PACTO DE RELACIONES 
FAMILIARES Y MEDIDAS JUDICIALES A ADOPTAR EN SU DEFECTO. IV. 
GUARDA Y CUSTODIA DE LOS HIJOS. EN PARTICULAR LA CUSTODIA 
COMPARTIDA. 1. Relación de la custodia con la autoridad familiar; 2. 
Contenido específico de la guarda y custodia; 3. Distinción entre custo-
dia compartida e individual; 4. Dificultad de distinguir entre visitas 
ampliadas y custodia compartida; 5. A falta de pacto, la custodia compar-
tida requiere un plan de relaciones familiares; 6. Sobre la modalidad de 
custodia compartida establecida por el Juez prima el acuerdo de los pro-
genitores; 7. Diversidad de modalidades de reparto del tiempo de convi-
vencia de los hijos con los padres; 8. Posibilidad de fijar pensión de alimen-
tos a los hijos. V. RÉGIMEN DE VISITAS CON EL PROGENITOR NO 
CUSTODIO EN LA CUSTODIA INDIVIDUAL. 1. Naturaleza y regulación 
del derecho-deber de padre e hijo a relacionarse entre sí; 2. Primacía del 
interés superior del menor en la concreción y ejecución del régimen de 
visitas; 3. El no establecimiento de un régimen de visitas es algo excep-
cional que debe estar justificado; 4. Adaptación del régimen de visitas 
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a la edad del menor; 5. No es obligatorio fijar un régimen mínimo de comu-
nicaciones telefónicas; 6. Dificultad de imponer un régimen concreto de 
visitas a menores mayores de 14 años; 7. Principios y criterios que rigen 
la entrega y recogida de los hijos. VI. LA PREFERENCIA LEGAL DE LA 
CUSTODIA COMPARTIDA. 1. Con primacía, en todo caso, del interés supe-
rior del menor; 2. La ley parte de que el interés del menor se consigue 
mejor con la custodia compartida; 3. La mayor dedicación de un progeni-
tor al cuidado de los hijos no elimina la preferencia de la custodia com-
partida; 4. El disenso, la conflictividad entre los progenitores, sus 
malas relaciones, no eliminan, como regla, la preferencia de la custodia 
compartida; 5. El menor debe adaptarse a la nueva situación que la cus-
todia compartida conlleva; 6. Primera formulación de la interpretación 
jurisprudencial del art. 80.2 CDFA (S. 4/2012); 7. Reiteración de la doctrina 
legal, en ocasiones con algún añadido; 8. Nuevas formulaciones de la misma 
doctrina legal; 9. La opción legislativa aragonesa es distinta de la del 
Código civil, aunque para el TS la custodia compartida es una medida nor-
mal y deseable. VII. LA PRUEBA DE LAS CIRCUNSTANCIAS CONCURRENTES. 
VIII. FACTORES A PONDERAR PARA MOTIVAR LA DECISIÓN. 1. Plan
teamiento general; 2. La edad de los hijos; 3. El arraigo social y familiar 
de los hijos (art. 80.2.b CDFA). 4. La opinión de los menores con suficiente 
juicio o mayores de 12 años. 5. La aptitud y voluntad de los progenitores; 
6. Las posibilidades de conciliación de la vida familiar y laboral de los 
padres; 7. Cualquier otra circunstancia de especial relevancia para el 
régimen de convivencia. IX. NO SEPARAR A LOS HERMANOS DE DOBLE 
VÍNCULO. X. LA VIOLENCIA DOMÉSTICA O DE GÉNERO IMPIDE ATRIBUIR 
LA CUSTODIA AL PROGENITOR QUE LA PRACTICA. XI. MODIFICACIÓN 
DE LA CUSTODIA O EL RÉGIMEN DE VISITAS A PETICIÓN DE UNO DE LOS 
PADRES. XII. NATURALEZA Y FUNCIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN EN 
LOS CASOS DE CUSTODIA O RÉGIMEN DE VISITAS. RELACIÓN DE 
RESOLUCIONES DEL TSJ DE ARAGÓN CONSULTADAS.

I. INTRODUCCIÓN

En 2019 se cumplen 25 años de vida de la Revista de Derecho Civil Aragonés (RDCA) 
que ha tenido a gala, como una de sus principales prioridades, publicar desde el 
primero de sus números (1995) la «jurisprudencia» (en sentido amplio) de los 
Tribunales y Juzgados aragoneses sobre materias del Derecho civil de Aragón que, 
gracias a la colaboración del Justicia de Aragón, ha llegado a nuestras manos.

Se cumplen, también en 2019, treinta años de existencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón. Sus primeras sentencias de casación civil y alguna 
otra resolución de trascendencia civil, de 1990 a 1995, se publican en el primer 
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número de la RDCA; en los sucesivos números hasta el presente se incluyen en 
primer lugar las resoluciones en materia civil del TSJA, tradicionalmente poco 
numerosas, si bien desde la entrada en vigor de la Ley 2/2010, de igualdad en 
las relaciones familiares ante la ruptura de convivencia de los padres, su número 
se ha incrementado exponencialmente por la abundante litigiosidad que se pro-
duce en las crisis de parejas con hijos.

Pues bien, el Grupo de Investigación y Desarrollo del Derecho civil aragonés 
(GIDDA), cuyo Investigador Principal es la doctora Carmen Bayod López, ha 
acometido en 2019 la tarea de preparar un Repertorio o Compilación de la doc-
trina jurisprudencial resultante de esos 25 años de «jurisprudencia» publicada 
en la RDCA, que incluye, como pieza clave, todas las sentencias de casación civil 
del TSJA, junto a alguna del TS, pero también algunas referencias a la doctrina 
contenida en sentencias de las Audiencias Provinciales y Juzgados de Primera 
Instancia de Aragón.

Uno de los bloques de jurisprudencia de los que me he responsabilizado es 
el dedicado a los «Efectos de la ruptura de la convivencia de los padres con hijos 
a cargo», en general, y en particular el tratamiento jurisprudencial que ha reci-
bido la «Guarda y custodia de los hijos y el régimen de visitas»; bloque, como se 
ha dicho, muy extenso y muy rico en aportaciones doctrinales del Tribunal de 
casación aragonés (he consultado 120 resoluciones del TSJ de Aragón: 5 autos y 
115 sentencias), que ha creado una abundante, precisa y oportuna jurispruden-
cia sobre la interpretación de la novedosa regulación aragonesa que ha estado 
en vigor, sin modificación alguna, hasta el 24 de abril de 2019, día en el que ha 
entrado en vigor la Ley aragonesa 6/2019, de 21 de marzo, de modificación del 
CDFA en materia de custodia (BOA núm. 66, de 4/4/2019), que ha suprimido 
en el art. 80.2 CDFA la preferencia legal por la custodia compartida y ha incluido 
entre los factores a tener en cuenta para adoptar un tipo u otro de custodia «la 
dedicación de cada progenitor/a al cuidado de los hijos e hijas durante el perio-
do de convivencia». Los efectos prácticos de esta reforma están aun por ver y hay 
que esperar a los primeros pronunciamientos de nuestros Tribunales y a lo que, 
en su caso, puedan decir las sentencias de casación.

Es buen momento, por tanto, para exponer aquí, con brevedad, la doctrina 
jurisprudencial elaborada hasta el día de hoy y tratar de apuntar en qué medida 
la reciente reforma puede obligar a introducir algunos cambios en ella.

II. ÁMBITO DE APLICACIÓN, FINES, DERECHOS  
Y PRINCIPIOS DE LA REGULACIÓN ARAGONESA

El 8 de septiembre de 2010 entró en vigor la Ley aragonesa 2/2010, de 26 de 
mayo, de igualdad en las relaciones familiares ante la ruptura de convivencia de los padres, 
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conocida coloquialmente como «Ley de custodia compartida». La gran novedad 
de esta Ley es, como pone de manifiesto el TSJA en sus primeras sentencias refe-
ridas a ella (Ss. TSJA 8 y 10/2011, de 13 de julio y 30 de septiembre), que el legisla-
dor aragonés, al promulgarla, ha modificado sustancialmente el régimen legal antes existente 
para los casos de ruptura de la convivencia de los padres [de preferencia legal por la 
custodia individual, normalmente a favor de la madre, por aplicación supletoria 
del art. 92 Cc.], para establecer, de modo preferente, el sistema de custodia compartida res-
pecto de los menores. Así resulta del propio Preámbulo de la Ley 2/2010, del conjunto de sus 
normas y, especialmente, de los preceptos hoy contenidos en los arts. 75.2, 76 y 80.2 del 
CDFA.

1.	 Aplicación inmediata y Derecho transitorio

La nueva regulación es de aplicación inmediata, obviamente, a las situaciones 
de crisis de convivencia de los progenitores producidas a partir del 8 de septiem-
bre de 2010, fecha de su entrada en vigor (STSJA 42/2013, de 3 de octubre). Pero 
también lo es, por indicación del apartado 1 de su DT 1.ª (actual DT 6.ª CDFA), a 
la revisión judicial de los convenios reguladores y de las medidas judiciales adoptadas con 
anterioridad a su entrada en vigor, revisión judicial de medidas previas que requiere, 
como regla, acreditar que concurren causas o circunstancias relevantes para ello 
(art. 79.5 CDFA); sin embargo, como excepción a la regla general, y en razón de 
que «en el régimen vigente con anterioridad la custodia compartida era excepcio-
nal y no se contemplaba como la más beneficiosa para los hijos menores, a dife-
rencia de la regulación actual» (STSJA 17/2012, de 18 de abril), el apartado 2 de 
la indicada DT señala que la solicitud de custodia compartida por uno de los progenitores 
es causa de revisión de los convenios reguladores y de las medidas judiciales adoptadas bajo 
la legislación anterior durante un año a contar desde el 8 de septiembre de 2010.

Así que la innovación que supone la preferencia de la custodia compartida 
introducida por la Ley 2/2010 respecto del régimen preferencial del Código civil 
de custodia individual, frecuentemente a favor de la madre, justifica que, durante 
un año desde su entrada en vigor, la solicitud de custodia compartida fuese, sin 
necesidad de acreditar un cambio de circunstancias relevante, causa de revisión 
del sistema de custodia anterior (STSJA 13/2012, de 9 de abril). No se trataba, 
evidentemente, de un cauce de revisión automático y obligatorio de las custodias 
anteriores sino de una posibilidad sujeta a la adecuada valoración de las circuns-
tancias por los tribunales, teniendo en cuenta que el régimen legal preferente es 
la custodia compartida y que solo la prueba de que la custodia individual es más 
conveniente, permite alterar dicho régimen legal (Ss. TSJA 17/2012, de 18 de 
abril, 17/2013, de 13 de marzo, y 44/2013, de 9 de octubre). La modificación de 
la custodia recibía el mismo trato que su establecimiento por primera vez.

Régimen transitorio que era aplicable en apelación pese a que el litigio se 
hubiera tramitado en primera instancia antes del 8 de septiembre de 2010, es 
decir, antes de la vigencia de la nueva regulación (STSJA 8/2011, de 13 de julio). 
Y permitió, durante ese año, dictar una nueva sentencia entre las mismas partes 
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y pretensiones, basada en los mismos hechos, sin posibilidad de estimar que se 
producían los efectos de cosa juzgada (STSJA 41/2012, de 19 de diciembre).

Pasado el año de vigencia de la nueva regulación, la mera solicitud de custo-
dia compartida deja de ser causa de revisión del régimen de custodia anterior y 
la revisión requiere ahora, como para la revisión de cualquier otra medida, acre-
ditar un cambio relevante de circunstancias ex art. 79.5 CDFA (STSJA 17/2013, 
de 13 marzo). La explicación más completa del régimen transitorio y de las 
consecuencias del cese de la petición de custodia compartida como causa de 
revisión del régimen de custodia anterior es la que trae la STSJA 42/2013, de 
3 de octubre, reiterada por la 21/2016, de 14 de septiembre.

2.	 Aplicación aunque no haya habido convivencia previa  
entre los padres

Tanto el título de la Ley 2/2010, como el de la Sección del CDFA que incor-
pora sus preceptos, están literalmente referidos a la ruptura de la convivencia de 
los padres, lo que hizo dudar de si sus normas eran o no de aplicación a supues-
tos en los que no ha habido convivencia previa de los progenitores. La STSJA 
18/2013, de 25 de marzo, entiende que quedan fuera de su ámbito de aplica-
ción «determinadas reglas, como las del artículo 83 (asignación compensato-
ria), [pero] no se aprecia fundamento para excluir, a priori, la aplicabilidad de 
otras que atienden al derecho de los hijos a relacionarse con los padres y el de 
estos a la igualdad en sus relaciones con sus hijos [en particular el art. 80.2]. 
En estas otras normas, no hay razón que abone la consideración de la previa 
convivencia como presupuesto necesario. Ello no significa que esa ausencia de 
convivencia entre los padres y de estos conjuntamente con sus hijos, no pueda 
tenerse en cuenta a la hora de determinar qué es lo más conveniente al interés 
del menor».

3.	 Disposiciones generales sobre fines, derechos y principios  
de la regulación

A.	 Normas de contenido esencialmente programático e informador

Las disposiciones generales de los arts. 75 (Objeto y finalidad) y 76 (Derechos y 
principios), en particular las referidas a los fines, derechos y principios de la regu-
lación, son normas de contenido esencialmente programático y de carácter 
informador de la interpretación de las relaciones paterno filiales que surgen 
como consecuencia de la ruptura de la convivencia de los padres, por lo que 
deben invocarse para poder sustentar un recurso de casación junto a otro pre-
cepto específico que las concrete, como el 79.2.a o el 80.2, y pueden ser de apli-
cación tanto a la custodia compartida como, si resulta ser en el caso el sistema 
más conveniente para el menor, a la individual. Así lo hacen ver bastantes Ss. del 
TSJA, como las siguientes: 15/2013, de 11 de marzo, 42/2013, de 3 de octubre, 
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45/2013, de 14 de octubre, 26/2014, de 2 de julio, 39/2014, de 15 de diciembre; 
27/2015, de 6 de octubre, 15/2016, de 9 de junio, y 1/2017, de 25 de enero.

B.	 El principio del interés superior del menor

El principio del interés superior del menor es un principio de orden público 
que faculta al Juez para actuar de oficio en defensa de los derechos de los meno-
res, ya formulado y aplicado, como ponen de manifiesto las sentencias de las 
Audiencias Provinciales, mucho antes de la reforma de 2010, tanto en el ordena-
miento jurídico aragonés y español como en el Derecho internacional y compa-
rado. Con posterioridad, será el TSJA el que reitere esa condición de principio 
general de orden público e informador de todo el ordenamiento, con cita de 
afirmaciones del TC y el TS, así como de lo dispuesto en textos internacionales, 
españoles y aragoneses (S. 43/2012, de 21 de diciembre); luego resalta que el 
interés del menor es un concepto jurídico indeterminado que precisamente ha 
de ser determinado en cada caso (S. 1/2016, de 13 de enero), y se hace eco del 
concepto de interés superior del menor que, según el Preámbulo de la reciente 
Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección 
a la infancia y a la adolescencia, se define desde un contenido triple: derecho 
sustantivo del menor, principio general de carácter interpretativo y norma de 
procedimiento, en las tres dimensiones con la finalidad de asegurar el respeto 
completo y efectivo de todos los derechos del menor, así como su desarrollo 
integral (Ss. TSJA 4/2016, de 3 de febrero, 19/2016, de 30 de junio).

En las relaciones familiares derivadas de la ruptura de la convivencia de los 
padres con hijos a cargo, el principio del interés superior del menor se formula 
de modo general en el art. 76.2 CDFA pero tiene, como veremos, muchas apli-
caciones concretas, en particular en la determinación del régimen de custodia y 
visitas, en la atribución del uso de la vivienda familiar, etc. 

También veremos que, desde el punto de vista de acceso a la casación, «la dis-
cusión sobre si se ha aplicado o no la norma fundando la decisión en el interés del 
menor tiene aspectos casacionales, mientras que la delimitación de la realidad que 
determine en cada caso concreto cuál es el interés del menor, no los tendrá» (STS 
614/2009, de 28 de septiembre, citada por el Auto TSJA de 31 enero 2011).

C.	Derechos contenidos en el art. 76.3 CDFA

El derecho del hijo menor a un contacto directo y regular con los padres y el 
de estos a la igualdad en las relaciones familiares con el hijo, contenidos en el 
art. 76.3 CDFA, se satisfacen con normalidad en el sistema preferente de custo-
dia compartida, pero no se quiebran por la atribución de un régimen de custo-
dia individual, cuando en el caso sea más conveniente que el legalmente prefe-
rente, sino que quedan a salvo mediante el establecimiento del más adecuado 
régimen de visitas con el progenitor no custodio quien, además, ostenta las 
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facultades inherentes a la autoridad familiar de la que sigue siendo cotitular 
(Ss. TSJA 38/2012, de 22 de noviembre, 8/2013, de 12 de febrero, 30/2013, de 
4 de julio, 40/2013, de 4 de septiembre).

En particular, el derecho de los padres a la igualdad en las relaciones con sus 
hijos menores de edad (art. 76.3.b CDFA) es concreción del principio de igual-
dad del art. 14 CE y se satisface como regla mediante el régimen preferente de 
la custodia compartida, pero no puede impedir el establecimiento de la custodia 
individual cuando sea el sistema que más conviene al interés del menor, que es 
otra de las posibilidades legalmente existentes, que en tal caso no implica un 
trato discriminatorio para el progenitor no custodio ni infringe el principio de 
igualdad, sino que hace prevalecer el interés del menor sobre la mayor igualdad 
de los padres propia de la custodia compartida. En definitiva, la desigualdad de 
trato para los progenitores derivada del correcto establecimiento de la custodia 
individual para uno de ellos y el régimen de visitas para el no custodio está justi-
ficada por las circunstancias concurrentes que hacen que, en ese caso, la custo-
dia individual sea lo mejor para el superior interés del menor. Lo que es acorde 
con la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el derecho fundamental a la 
igualdad ante la ley del art. 14 CE, así como con la del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos. Son numerosas las Ss. del TSJA que así lo establecen: 
27/2012, de 24 de julio, 18/2013, de 25 de marzo, 42/2013, de 3 de octubre, 
43/2013, de 8 de octubre, 11/2014, de 17 de febrero, 12/2014, de 4 de marzo, 
26/2014, de 2 de julio, 37/2014, de 19 de noviembre, 16/2015, de 27 de mayo, 
23/2015, de 2 de octubre, entre otras. Por las mismas razones, tampoco es discri-
minatorio establecer turnos de custodia compartida no uniformes en atención a 
las necesidades de los hijos (STSJA 6/2016, de 11 de febrero).

D.	 Derecho del menor a ser oído

El derecho de los menores a expresar su opinión (derecho a ser oído) figura 
reconocido, entre otros preceptos, en los artículos 6, 76.4 y 80.2.c) del CDFA, así 
como en el art. 9 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 
Jurídica del Menor y en el art. 12 de la Convención de los derechos del niño de 
20 de noviembre de 1989, precepto este último que impone el deber de garanti-
zar al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio, el derecho de 
expresar su opinión libremente en todos los asuntos que le afecten, teniéndose 
debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de su edad y madurez 
(STSJA 34/2013, de 16 de julio). Veremos más adelante que la exploración del 
menor es una prueba de especial relevancia para la determinación del sistema 
de custodia, si bien la exploración directa del menor de doce años por el juez es 
una decisión que ha de adoptarse con suma prudencia (Ss. TSJA 34/2012, de 19 
de octubre, y 36/2013, de 18 de julio), en todo caso, la opinión del menor que 
tenga suficiente juicio, es uno de los factores a ponderar para tomar la decisión 
sobre su custodia.
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III. PACTO DE RELACIONES FAMILIARES Y MEDIDAS JUDICIALES  
A ADOPTAR EN SU DEFECTO

El principio general y tradicional de libertad de pacto, conocido como Standum 
est charte, con formulación legal expresa en el art. 3 CDFA, puede ser usado por los 
progenitores para regular los efectos de la ruptura de su convivencia y, como dice 
el art. 76.5 CDFA, para armonizar los derechos de padres e hijos contemplados en 
dicho artículo. Cuando el pacto entre los progenitores se ha establecido para ser 
presentado en el proceso de familia, se conoce como «pacto de relaciones familia-
res» (convenio regulador en el Código civil) y está regulado en el art. 77 CDFA que 
detalla los extremos que, como mínimo, debe concretar, así como los supuestos en 
los que se podrá llevar a cabo su modificación o extinción; además, la plenitud de 
efectos de este pacto y sus modificaciones solo se produce cuando sean aprobados 
por el Juez (en su caso, LAJ o Notario), que viene obligado a hacerlo salvo en 
aquellos aspectos que sean contrarios a normas imperativas o cuando no quede 
suficientemente preservado el interés de los hijos.

Como dicen las Ss. TSJA 8 y 10/2011, de 13 de julio y 30 de septiembre, el 
legislador aragonés pretende, en primer lugar, propiciar un acuerdo entre los progenitores, 
mediante una regulación que fomenta «el pacto de relaciones familiares», inspirado en el 
respeto a la libertad de pacto del Derecho foral aragonés, de modo que se atribuye prioridad 
en la regulación de las relaciones familiares a lo acordado por los padres. Se fomenta este 
acuerdo, así como la solución del litigio si llegare a producirse, mediante la mediación 
familiar, que constituye, como expone el mismo Preámbulo, «un instrumento fundamental 
para favorecer el acuerdo entre los progenitores, evitar la litigiosidad en las rupturas y 
fomentar el ejercicio consensuado de las responsabilidades parentales tras la ruptura».

El pacto de relaciones familiares ha de ser ratificado en el proceso de familia 
por ambos progenitores, habiendo hijos menores necesariamente en presencia 
del Juez (art. 777 LEC), y conseguir la aprobación judicial. Faltando la aproba-
ción judicial, «el pacto alcanzado no perderá su eficacia como negocio jurídico, 
pero no puede ser incorporado al proceso de familia, ni producir eficacia proce-
sal y servir de cauce a la ejecución del título extrajudicial que la demandante 
esgrime» (SAPZ, Sec. 2.ª, 228/2012, de 25 de abril). 

Para la modificación judicial, a petición de uno de los padres y sin acuerdo del otro, 
de lo acordado por las partes en el pacto de relaciones familiares y aprobado por sen-
tencia firme se requiere un cambio sustancial de las circunstancias que se tuvieron en 
cuenta entonces, no siendo, por tanto, una mera revisión judicial a petición de uno de 
lo previamente pactado por ambos (SAPH de 17 de febrero de 2009).

Si el pacto de relaciones familiares no es ratificado por alguna de las partes 
en presencia del juez, no por ello pierde su eficacia jurídica para pasar a ser 
tratado como un simple elemento de negociación. Pero el convenio no ratifica-
do no debe recibir idéntico tratamiento jurídico que el que ha sido objeto de 
ratificación: la parte que lo suscribió, pero no lo ratificó en presencia judicial, tendrá que 
alegar y justificar, en este proceso, las causas de su proceder, bien por el incumplimiento de 
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las exigencias del art. 1255 CC , bien por concurrir algún vicio en el consentimiento enton-
ces prestado, en los términos del art. 1265 CC, o por haberse modificado sustancialmente 
las circunstancias que determinaron el inicial consenso (STS de 7 de noviembre de 
2018 –que hace referencia a la 325/1997, de 22 de abril– citada por la STSJA 
19/2018, de 10 de diciembre). Si no se da alguna de estas causas de justificación 
de la no ratificación, el pacto sigue vinculando a las partes, lo mismo que vincu-
lan a los cónyuges los pactos de naturaleza privada generados al margen de los 
procesos matrimoniales (STS de 15 de febrero de 2002).

En los procesos sobre menores, a la hora de adoptar las medidas judiciales 
que deben regir en defecto del pacto de relaciones familiares, no rige con igual 
intensidad que en los ordinarios el principio de justicia rogada, por la naturaleza 
de ius cogens que tienen algunas de sus normas al afectar al interés del menor. 
Por ello es posible la adopción de medidas en beneficio de los menores al mar-
gen de las interesadas por las partes (Auto TSJA de 14 de octubre de 2013) y no 
puede apreciarse incongruencia si el Juez acuerda la custodia compartida sin 
haberla pedido alguno de los progenitores (STSJA 35/2013, de 17 de julio). 
Tampoco el principio de aportación de parte rige en los procesos de menores 
con la misma fuerza que en los demás, ni en lo relativo a la incorporación del 
componente fáctico, ni en lo concerniente a su verificación o comprobación 
(STSJA 28/2015, de 7 de octubre).

Sobre el art. 79 CDFA (medidas judiciales), excepción hecha de su apartado 
5 relativo a la modificación de medidas aprobadas judicialmente, tan apenas hay 
jurisprudencia. En alguna ocasión, al abordar las medidas para garantizar la 
relación del menor con sus abuelos, se alega posible infracción del art. 79.2.a 
CDFA. Así, en la STSJA 30/2012, de 20 de septiembre, se indica que tales medi-
das las puede pedir el padre, al margen de su régimen de visitas, si bien los 
abuelos podrán colaborar puntual y voluntariamente con él; en el caso de la 
STSJA 50/2013, de 18 de diciembre, se dice que la supresión de las visitas inter-
semanales con el padre disminuye el tiempo de la relación del niño con los 
abuelos paternos, pero sin llegar a suprimirlo, tiempo que puede ampliarse por 
acuerdo de las partes si es beneficioso para el menor.

IV. GUARDA Y CUSTODIA DE LOS HIJOS.  
EN PARTICULAR LA CUSTODIA COMPARTIDA

1. 	Relación de la custodia con la autoridad familiar

La principal afectación que el régimen de custodia produce en los hijos es la 
relativa al tiempo de convivencia con cada progenitor, ya que la custodia no otorga 
más derechos sobre el menor que los que tenga el progenitor que ejerce las visitas. 
La separación de los padres lo único que implica es que los hijos convivirán más 
tiempo con el progenitor custodio, pero el resto de las funciones (velar por ellos, 
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alimentarlos, educarlos, procurarles una formación integral, representarlos y admi-
nistrar sus bienes) siguen siendo compartidas entre ambos. Así lo establece el art. 76 
CDFA cuando indica que La ruptura de la convivencia de los progenitores no afectará a los 
derechos y obligaciones propios de la autoridad familiar (STSJA 3/2017, de 30 de enero).

Así que, como dice el voto particular de Luis Ignacio Pastor Eixarch a dicha 
sentencia, efectivamente, ni un régimen de custodia ni otro afectan, salvo casos 
excepcionales, a los derechos y deberes propios de las relaciones paterno filiales, 
que se mantienen incólumes. Pero, añade como matización importante, que el 
régimen que finalmente se establezca sí afecta de modo directo al ejercicio de los derechos y 
obligaciones de que son titulares los implicados, pues da lugar a unas importantes dife-
rencias el establecimiento y funcionamiento de un régimen u otro, lo que impone la 
necesaria matización en su fijación para el respeto esencial de la naturaleza dis-
tinta que los define, tanto jurídicamente como en sus efectos en la vida diaria de los 
menores y sus progenitores (los resaltes en cursiva son míos).

En la custodia individual el régimen de visitas ha de garantizar el ejercicio de 
las funciones propias de la autoridad familiar (art. 80.1 CDFA), que vienen rela-
cionadas en el artículo 65 del CDFA. «Pero es llano que el ejercicio de alguna de 
ellas, señaladamente la primera (tenerlos en su compañía) no puede tener la 
misma extensión en el caso de convivencia de ambos progenitores que en el de 
ruptura y, si no se acuerda la custodia compartida, también se ejercerá más limi-
tadamente por el progenitor no custodio que por aquel con quien queden los 
hijos» (STSJA 13/2015, de 8 de mayo).

2. 	Contenido específico de la guarda y custodia

En las resoluciones de las Audiencias Provinciales hay ejemplos de decisiones 
que por no ser de las ordinarias, corrientes o de la vida diaria, no se enmarcan 
en el ámbito propio de la guarda y custodia, sino en el de la autoridad familiar 
y, aunque la custodia corresponda a uno de los padres, deben adoptarse de for-
ma consensuada por ambos. Así sucede con las decisiones sobre el cambio de 
colegio (Auto APZ –Sec. 2.ª– de 3 de marzo de 2009), la elección entre la asig-
natura de religión católica o la de ética para los hijos menores de catorce años 
[Auto APZ (Secc. 2.ª) de 4 de noviembre de 2008] o la decisión de si el hijo hace 
o no la primera comunión (Auto APZ de 5 de octubre de 2010).

De modo más general, en las sentencias de divorcio del JPI núm. 6 de Zaragoza, 
como la de 1 de abril de 2009, en un supuesto normal en el que ambos padres com-
parten el ejercicio de la autoridad familiar sobre los hijos comunes, al hilo de lo dicho 
en los arts. 68 y 71 LDp. [71 y 74 CDFA] y a título solo ejemplificativo, se acuerda que 
es necesaria la intervención de ambos padres para las decisiones relativas a salida al 
extranjero de los hijos menores, al cambio de centro escolar o de modelo educativo o 
de domicilio, y para cualquier tipo de intervención quirúrgica o tratamiento médico 
no banal, salvo supuestos de urgencia; también en las celebraciones religiosas. Ambos 
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progenitores tienen derecho a ser informados por terceros de todos los aspectos que 
afecten a sus hijos, incluida la información académica y médica.

3.	 Distinción entre custodia compartida e individual

No recoge la legislación aragonesa ni la nacional una definición directa o 
indirecta de cuándo debe definirse un régimen de custodia como compartida o 
individual. Tampoco la jurisprudencia del Tribunal Supremo o de esta Sala del 
Tribunal Superior de Justicia de Aragón ha acuñado una doctrina que permita 
concluir cuándo puede realmente hablarse de la presencia de uno u otro modo 
de cuidado del menor (Voto particular de Luis Ignacio Pastor Eixarch a la STSJA 
3/2017, de 30 de enero).

En la STSJA 12/2014, de 4 de marzo, el TSJA comienza diciendo que la custodia 
que previene el legislador es alterna en el tiempo pero compartida en el ejercicio, lo que exige 
un mínimo de cooperación y comunicación entre el padre y la madre, no siendo equipara-
ble a ella una custodia repartida con ausencia total de comunicación de decisiones 
que afecten al desarrollo del menor. Luego, en la STSJA 11/2015, de 6 de abril, se 
indica que la coparentalidad se realiza con la custodia compartida (y no así, por tanto, 
con la individual de uno de los progenitores). La custodia compartida es la forma 
legalmente prevista como modo de asegurar la coparentalidad, pero esta no puede 
ser definida como una custodia que exija de modo necesario la presencia física o 
el cuidado personal del hijo por el progenitor custodio durante sus turnos de cus-
todia. La norma aragonesa no parte de entender que la coparentalidad se realiza 
cuando el menor está en compañía de uno de sus progenitores.

Es en la importante S. de la mayoría del TSJA 3/2017, de 30 de enero, y en sus 
dos votos particulares, donde se concretan los elementos para la definición de la 
custodia compartida y su distinción de la custodia individual. La mayoría de la Sala 
entiende que el principal elemento que define el régimen de custodia compartida 
es la alternancia de la residencia de los hijos con el padre y la madre. Pero no todo 
régimen alterno de convivencia merece tal calificativo, ni la alternancia tiene que 
ser necesariamente en periodos iguales; la alternancia de la residencia de los hijos 
con uno y otro padre tiene que producirse en un tiempo adecuado para el cum-
plimiento de la finalidad de la custodia compartida, que no es otro que permitir a 
ambos padres participar de manera efectiva y regular en el desarrollo y educación 
de sus hijos, aunque no sea en términos de total igualdad. Aunque no tenga igual 
extensión, el régimen de convivencia con uno y otro padre ha de tener la misma 
o similar intensidad o calidad desarrollándose tanto en días festivos y vacacionales 
como lectivos o laborables, en fines de semana y entre semana.

Este planteamiento mayoritario es confirmado, ahora ya por unanimidad de 
la Sala, en la STSJA 14/2018, de 11 de septiembre, para un caso similar calificado 
igualmente como custodia compartida con reparto desigual de los tiempos de 
convivencia: el padre tiene al hijo en su compañía durante la tarde del martes, 
el jueves desde la salida del centro escolar y con pernocta, y los fines de semana 
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alternos según el turno establecido desde el viernes hasta el lunes en hora de 
ingreso al colegio. De esta forma se cumple la finalidad perseguida por la Ley, 
como es que ambos progenitores tengan intervención en la actividad escolar y 
en las complementarias, tutorías y preparación de clases, así como en la adop-
ción de hábitos alimenticios, sanitarios y de forma de vida, coherentes con los 
criterios educativos que consideren necesarios para el desarrollo integral del 
menor. Pero también ambos progenitores pueden ser partícipes del tiempo de 
ocio, principalmente durante los fines de semana alternos y en los periodos de 
vacaciones, que se reparten en términos de igualdad».

En cambio, en la custodia individual la relación del progenitor no custodio con 
los hijos se produce, fundamentalmente, en períodos no lectivos, fuera de las con-
diciones de vida ordinaria. El voto particular de Carmen Samanes Ara a la STSJA 
3/2017 comparte el criterio de la mayoría en el sentido de que para que haya 
custodia compartida los periodos de convivencia del hijo con cada padre han de 
tener una duración y secuencia tales que permitan la participación directa y efec-
tiva de cada uno de ellos en su desarrollo y educación. Y en contraste, dice que 
«esto no ocurre cuando lo que hay es un régimen de visitas, donde el esquema 
típico es aquel en que el progenitor no custodio está con el niño los fines de sema-
na alternos y la mitad de las vacaciones ... Y no ocurre porque la implicación efec-
tiva en el desarrollo y educación del menor no puede tener lugar cuando el pro-
genitor comparte con él poco más que el ocio; hace falta involucrarse en las 
rutinas, en el día a día» [para que la custodia sea compartida].

El voto particular de Luis Ignacio Pastor Eixarch a la STSJA 3/2017 va más lejos 
que la mayoría y entiende que «Lo trascendente de la custodia compartida, sea alterna 
o conjunta, no es tanto quién tenga la custodia física o cuánto tiempo la tenga en 
proporción al otro. Lo esencial es asegurar que ambos progenitores tengan posibilidad 
continuada de atender al hijo menor, de implicarse en su vida diaria, de decidir de 
primera mano sobre las cuestiones cotidianas y, en fin, de poder estar cerca del menor 
cuando este se desenvuelve en su propio entorno escolar, familiar, social...». La idea 
de continuidad y permanencia en el cuidado del menor es la base de la definición de 
la custodia compartida. Lo esencial no es, así, qué tiempos de compañía física tiene el 
custodio con el menor, sino si estos tiempos permiten realmente que se materialice 
una implicación ininterrumpida de cada progenitor en el desarrollo diario de la vida 
del niño, de forma constante y decisiva. Como corolario de este avanzado plantea-
miento resulta que es también custodia compartida, en su variable de custodia conjun-
ta, incluso el supuesto en el que el menor conviva con uno solo de los cónyuges, 
siempre que las circunstancias de proximidad de los progenitores y su permanente 
relación permitiera lo principal y esencial: la continuada atención de ambos al niño.

4.	 Dificultad de distinguir entre visitas ampliadas y custodia 
compartida

Es muy interesante y hace reflexionar sobre esta cuestión y sus consecuencias 
prácticas, el voto particular de Carmen Samanes Ara a la STSJA 3/2017. Comienza 
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señalando que «En la Primera Conferencia Internacional de la residencia alter-
nada, celebrada en julio de 2014 en Bonn, se concluyó que tal es la que com-
prende (además del reparto de la autoridad y de la responsabilidad cotidiana) 
un mínimo de un tercio del tiempo con cada progenitor incluyendo días entre 
semana. Pero entre nosotros no se ha consolidado, para los casos de reparto 
desigual del tiempo entre los padres, un criterio o medida para determinar cuán-
do se está ante un caso de custodia compartida o ante uno de custodia individual 
con régimen de visitas amplio».

Después, centrándose ya en el caso de autos, dice que «lo acordado en la 
sentencia de primera instancia, que etiqueta de custodia compartida, «supone 
una diferencia importante respecto del establecido en las medidas cuya modifi-
cación se insta, pues se añade la tarde del martes y la del jueves [esta] con per-
nocta y, además, en la semana cuyo fin corresponda al padre, la pernocta del 
domingo. Y la sentencia de segunda instancia, que únicamente restringe el de la 
primera en lo tocante a la pernocta del jueves, lo califica de custodia individual. 
Mas, cabe preguntarse si esa pequeña variación, y atendiendo a lo arriba expues-
to, comporta el cambio de un régimen de custodia compartida a uno de custodia 
individual. No encuentro razón para contestar afirmativamente a este interro-
gante».

«Si se considera que en el caso presente (y pese a que el actor afirmó que lo 
que pedía era una custodia compartida) lo que se acordó fue una ampliación 
primero, y una restricción después, del régimen de visitas fijado con anteriori-
dad, no habría lugar a plantearse si ha habido infracción del artículo 80.2 como 
se alega en el recurso, pues esa norma no sería de aplicación, sino el 80.1».

«La sentencia de la mayoría considera, por el contrario, que el régimen fijado 
en la primera instancia lo fue, en efecto, de custodia compartida, y que la sen-
tencia de apelación instauró uno de custodia individual. Señala que el régimen 
solicitado en la demanda permite conseguir la finalidad de la custodia compar-
tida, ya que supone una mayor implicación del padre que el régimen de visitas 
originario, de fines de semana alternos. Estoy de acuerdo con esta afirmación. 
Sin embargo, no explica por qué al eliminarse la pernocta del jueves deja de 
cumplirse tal finalidad, resultando el régimen de estancias establecido un 
supuesto de custodia individual».

«Incluso aceptando esa calificación, el recurso tampoco podría, según creo, 
ser acogido. Se trataría, entonces, de verificar si, como se sostiene en el recurso, 
la sentencia de apelación infringe o no el artículo 80.2. O lo que es lo mismo, si 
la solución adoptada lo ha sido con sujeción al principio fundamental del interés 
superior del menor, que ha de inspirar aquella de conformidad con dicho pre-
cepto, y con el más general del artículo 76.2. Esto es lo verdaderamente relevan-
te tanto en caso de que se fije un régimen de custodia individual como uno de 
custodia compartida, y no deja de serlo en los otros que, como el que me ocupa, 
están en el límite entre uno y otro régimen».
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5. 	A falta de pacto, la custodia compartida requiere un plan  
de relaciones familiares

Habiendo pacto de relaciones familiares en el que los progenitores han acor-
dado la custodia compartida, no es necesario, además, aportar al procedimiento 
judicial un plan de relaciones familiares [SJPII núm. 1 de Ejea de los Caballeros 
(Zaragoza) de 10 de febrero de 2011]. 

No habiendo pacto de relaciones familiares, el art. 80.2 exige como un trámi-
te necesario para acordar la custodia compartida que el Juez tenga en cuenta el 
plan de relaciones familiares que debe presentar cada uno de los progenitores, 
como propuesta del modo de establecer las relaciones familiares a partir del 
momento de la ruptura, aunque su contenido no es vinculante para el juez. Así 
que no debe establecerse el sistema de guarda y custodia compartida sin contar 
con el plan de relaciones familiares que la ley exige (Ss. TSJA 8/2011, de 13 de 
julio, y 4/2012, de 1 de febrero), y para evitar que el régimen sea especialmente 
gravoso para el menor, se tendrán en consideración en dicho plan los factores 
más relevantes en el caso de los citados en el art. 80.2 y cualquier otra circuns-
tancia que pueda concurrir (STSJA 20/2013, de 29 de abril).

Pero como señala la última sentencia citada, «no es admisible entender, 
como pretende el escrito de recurso, que la falta de nominación específica de 
“plan de relaciones familiares” pueda conllevar la imposibilidad de pronuncia-
miento sobre la relación sustantiva que es origen del plan, porque ello supondría 
un formalismo contrario a la efectiva decisión judicial sobre el fondo del asun-
to». Aunque en el caso ni el padre ni la madre propusieron un específico plan 
de relaciones familiares bajo tal denominación formal, ello no «no impide con-
cluir que el padre sí concretó con claridad cuál iba a ser el sistema de futura 
convivencia que proponía, porque en el suplico de la demanda expuso con el 
detalle necesario cómo consideraba y solicitaba que debiera ser la relación entre 
los familiares afectados, padre, madre, e hijo menor».

6. 	Sobre la modalidad de custodia compartida establecida por el Juez 
prima el acuerdo de los progenitores

Algunas de las sentencias del TSJA que estiman el recurso de casación y esta-
blecen el régimen de custodia compartida suelen indicar que «para adecuar de 
la mejor forma posible el régimen de estancias de la menor con sus padres, 
podrán las partes acordar lo que estimen procedente en su beneficio, y en su 
defecto regirán las reglas que, con carácter de mínimos y solo a los efectos de 
guarda y custodia y régimen de estancias y visitas y gastos, a continuación se 
expondrán, que podrán ser modificadas de mutuo acuerdo por las partes, con 
su homologación en ejecución de sentencia» (Ss. TSJA 12/2017, de 1 de junio, 
28/2016, de 2 de diciembre); las partes pueden modificar el régimen establecido 
a medida que puedan cambiar las circunstancias que actualmente se valoran y en 
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adaptación a los turnos de trabajo que correspondan a cada uno de los progeni-
tores, dice la 13/2012, de 9 de abril.

Ya la STSJA 13/2011, de 15 de diciembre, y su Auto de 30 de diciembre de 
2011, habían indicado que los términos concretos de la custodia compartida se 
concretan ahora «partiendo del principio de que deberá primar en todo 
momento el acuerdo de los progenitores» […]. «A tal fin, y a salvo de cualquier 
otra distribución de períodos que acuerden los padres, la madre tendrá la guar-
dia y custodia del hijo menor durante…, el padre durante…». «En cuanto al 
régimen de visitas, siguiendo la pauta del fijado por la sentencia de primera 
instancia, se estará al acuerdo que alcancen los progenitores. En su defecto,…». 
En el Auto aclaratorio de la sentencia se dice que «el régimen de custodia com-
partida exige un esfuerzo especial de los progenitores para mantener un reparto 
equitativo de derechos y obligaciones por lo que se ha instado en la sentencia, y 
se insta ahora, a propiciar sus acuerdos en beneficio del menor por la imposibi-
lidad de que todo sea minuciosamente regulado en las resoluciones judiciales». 
Además, lo que debe observarse primordialmente en el reparto de los períodos 
es el interés del menor y no el de los padres, a lo que no obsta que en alguno de 
los períodos se tenga la custodia de los hijos algún día más o menos. Cabe per-
fectamente que los padres pacten la alternancia de períodos (que son de cinco 
meses más uno de vacaciones) o períodos de dos meses, u otros que ayuden a 
conjugar el interés del hijo y el de sus padres, lo que exige un esfuerzo de ambos 
para lograr lo mejor en interés del hijo común.

Pero a falta de acuerdo entre las partes, la modalidad en cuanto al régimen 
de estancias es una decisión que compete al ámbito discrecional del Tribunal, 
conforme a la valoración de la prueba practicada, que es competencia de las 
instancias y no revisable en casación, salvo supuestos de decisión arbitraria o 
irracional (STSJA 27/2016, de 1 de diciembre).

7. 	Diversidad de modalidades de reparto del tiempo de convivencia  
de los hijos con los padres

a) 	Alternancia diaria. La alternancia diaria con pernocta no es obligatoria ni 
conveniente para la necesaria estabilidad del niño, no es tampoco fre-
cuente; lo habitual y más conveniente son periodos más largos (Ss. TSJA 
48/2013, de 15 de noviembre, y 18/2017, de 15 de septiembre). Ésta últi-
ma S. dice que en el mismo sentido se pronuncia el TS en Ss. 283/2016 y 
553/2106, en las que se afirma que si se acude al sistema de custodia 
compartida ha de ser para que los menores tengan estabilidad alternativa 
con ambos progenitores.

b) 	 Alternancia de fin de semana largo y dos días entre semana, uno al menos, con per-
nocta. Cuando los dos días entre semana son con pernocta, aunque la STSJA 
15/2012, de 12 de abril, habla de régimen de custodia compartida sui gnéris, 
no hay dudas de que es custodia compartida (de 14 días, 7 los pasan con un 



Estudio de la jurisprudencia aragonesa sobre custodia de los hijos y régimen de visitas

RDCA-2019-XXV	 53

padre y 7 con el otro); en la STSJA la alternancia de dos días con pernocta 
entre semana se ajusta a los turnos de trabajo del padre. Alternancia similar 
a la conocida como «résidence alternée courte» o 2-2/5-5, fórmula que se 
preconiza en Francia por ciertos sectores como más conveniente para el 
interés del menor (sobre todo en edades tempranas), en la idea de que no 
permanezca demasiado tiempo separado de cada uno de sus progenitores».

	 También un régimen de convivencia de fines de semana alternos, de vier-
nes a lunes, dos tardes de estancia entre semana con uno de los progeni-
tores (martes y jueves, por ejemplo), una de ellas con pernocta, y mitad 
de los períodos de vacaciones escolares completos, es un régimen de cus-
todia compartida para la mayoría de la Sala (STSJA 3/2017, de 30 de 
enero); y en el caso similar de la STSJA 14/2018, de 11 septiembre, la 
calificación como custodia compartida es unánime.

c) 	 Alternancia semanal. Hay varias sentencias que indican que para niños de 
entre 4 a 7 u 8 años, la fijación de un régimen de custodia compartida por 
semanas alternas es más adecuado que unas estancias entre semana en 
días alternos con cada progenitor o que por turnos mensuales (Ss. TSJA 
27/2016, de 1 de diciembre, 12/2017, de 1 de junio); en la S. 28/2016, de 
2 diciembre, se dice que para un niño «de siete años en este momento, 
parece más adecuado establecer la guarda y custodia por semanas alternas 
para facilitar el contacto más frecuente con ambos progenitores y con un 
día de visita con pernocta para el padre no custodio, o lo que acuerden 
las partes». La custodia compartida por semanas alternas también puede 
no ser uniforme: en el caso de la STSJA 6/2016, de 11 de febrero, en 
periodo lectivo, entre semana, de lunes a viernes, los menores comen 
siempre en casa de la madre, siendo esta quien les acompaña a las activi-
dades extraescolares que efectúan a mediodía; la asimetría en la relación 
con los padres deriva de las necesidades de los hijos, y ello no significa un 
trato desigual o discriminatorio de un progenitor respecto del otro.

d) 	Periodos de alternancia habituales y otros menos frecuentes. Salvo en las edades 
más tempranas, como dice el voto particular de Carmen Samanes Ara a la 
STSJA 3/2017, de 30 enero, lo que viene siendo habitual en los casos en los 
que se acuerda un régimen de custodia compartida, es una alternancia 
semanal, quincenal [o de dos semanas], o incluso mensual (en su caso, con 
visitas para cada uno en los periodos en que el menor está con el otro).

	 Son menos frecuentes las alternancias cada dos meses, o por periodos 
bimensuales y trimestrales (STSJA 39/2012, de 27 de noviembre), o por 
periodos de tres meses (STSJA 45/2013, de 14 de octubre), o la alternan-
cia por semestres (STSJA 17/2012, de 18 de abril) o por años (STSJA 
22/2012, de 6 de junio) o por periodos alternos equivalentes al curso 
escolar (STSJA 34/2013, de 16 de julio).

e) 	 Reparto del tiempo de convivencia durante las vacaciones escolares. El tiempo de 
ocio, en particular las vacaciones escolares de Navidad, Semana Santa y 
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Verano, suele repartirse por mitad con uno y otro progenitor. En los 
meses de verano de julio y agosto es habitual hacer turnos quincenales. No 
hay ningún inconveniente, como pone de manifiesto la STSJA 3/2017, de 
30 de enero, en atribuir la convivencia durante los días de vacaciones 
escolares de junio al progenitor al que le corresponda la primera quince-
na de julio; y los del mes de septiembre al progenitor que le corresponda 
la segunda quincena de agosto.

8. 	Posibilidad de fijar pensión de alimentos a los hijos

Habitualmente, en la custodia compartida los gastos ordinarios de asistencia a 
los hijos que origina su estancia alterna con uno y otro padre los sufraga este, el 
resto de gastos ordinarios (colegio, estudios, deporte, ocio, etc.) suelen domiciliar-
se en una cuenta común a la que contribuyen ambos, frecuentemente, a partes 
iguales, por ser su situación económica similar. Para los gastos extraordinarios 
necesarios y no necesarios sirve lo dicho, a falta de pacto, en el art. 82.3 CDFA.

Pero a veces, en el régimen de custodia compartida que se establece, uno de 
los progenitores, la madre normalmente, permanece en custodia directa del hijo 
más tiempo que el padre; además, puede suceder que la situación económica de 
uno y otro sea muy distinta. Así, en la STSJA 11/2015, de 6 de abril, la madre se 
encuentra en situación de desempleo, mientras que el padre tiene trabajo remu-
nerado y estable. Esta situación puede dar lugar a una asimétrica situación res-
pecto de las debidas atenciones que la niña necesita, pues puede verse sujeta a 
claras diferencias de atención económica de sus necesidades según esté con el 
padre o con la madre. «En consecuencia, no es aceptable la pretensión del actor 
de que no se establezca pensión de alimentos a favor de la niña, sino que se 
considera como ajustada a la situación económica de uno y otro progenitor y 
para las necesidades de la hija la cantidad de 150 euros, actualizables anualmen-
te conforme al IPC, que el padre deberá abonar mensualmente para atención de 
gastos ordinarios. Los extraordinarios, si son necesarios, se abonarán por partes 
iguales y, sin son voluntarios, por el progenitor que decida hacerlos».

Por tanto, la custodia compartida no conlleva, por sí sola, la equiparación de 
la contribución de ambos progenitores por los gastos de asistencia a los hijos; y 
el cambio de custodia individual a custodia compartida no tiene que suponer, 
necesariamente, la supresión o una reducción de la pensión de alimentos que se 
venía pagando a los hijos. En el caso de la STSJA 3/2017, de 30 de enero, en el 
que se discute si es una custodia individual con régimen de visitas ampliado o 
una custodia compartida con distribución desigual del tiempo de estancia con 
cada progenitor, se mantiene el importe de la pensión en 475 euros mensuales 
fijado por la Audiencia para una custodia individual con alternancia de fines de 
semana largos (hasta el lunes) y con dos días de visitas entre semana sin pernoc-
ta. Aunque el TSJA casa la sentencia, añade una pernota y los días de vacaciones 
de junio y septiembre, califica ahora el régimen como custodia compartida, pero 
el padre ha de seguir pagando la misma pensión a los hijos.
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V. RÉGIMEN DE VISITAS CON EL PROGENITOR NO CUSTODIO  
EN LA CUSTODIA INDIVIDUAL

1. 	Naturaleza y regulación del derecho-deber de padre e hijo  
a relacionarse entre sí

No cabe duda de que la relación personal entre padres e hijos es muy bene-
ficiosa para ambas partes, en especial para los hijos menores (Ss. APZ de 11 y 31 
de marzo de 2009), pero también para los padres. No debe olvidarse que el sis-
tema de comunicaciones del progenitor no custodio con los hijos constituye una 
continuación de la relación paterno filial evitando la ruptura por falta de convi-
vencia de los lazos de afecto que deben mediar entre ellos, salvo en casos de 
peligro para la salud física y psíquica o moral del hijo (SAPT de 25 de enero de 
2014). Señala la STSJA 1/2016, de 13 de enero, que el régimen de visitas es un 
elemento fundamental de la vida familiar en el que coexisten los intereses del 
menor con los de los padres; ante ello, el artículo 2.4 de la Ley de Protección 
Jurídica del menor (LO 1/1996) dispone que en caso de concurrir cualquier 
otro interés legítimo junto al interés superior del menor deberán priorizarse las 
medidas que, respondiendo a este interés, respeten también los otros intereses 
legítimos presentes. Y el TEDH (Sentencia de 13 de julio de 2000) ha subrayado, 
en relación con el artículo 8 del Convenio de Roma, que el disfrute mutuo de la 
compañía recíproca de cada uno de los padres y del hijo constituye un elemento 
fundamental de la vida familiar, aún cuando la relación entre los padres se haya 
roto. El mejor desarrollo posible del régimen de visitas en interés del menor 
(derecho-deber de padres e hijo) exige la participación y colaboración de ambos 
progenitores (STSJA 39/2014, de 15 de diciembre).

Los hijos menores tienen derecho a un contacto directo con los padres de 
modo regular (artículo 76.3.a del CDFA), y a la garantía de la continuidad y 
efectividad del mantenimiento de los vínculos con cada uno de los progenitores 
(artículo 79.2.a). Esta norma ha de ponerse en relación con el artículo 60.1, que 
regula entre los efectos de la filiación el derecho del hijo a relacionarse con 
ambos padres, aunque vivan separados, así como con sus abuelos y otros parien-
tes y allegados, salvo si, excepcionalmente, el interés del menor lo desaconseja. 
En este sentido se pronuncia el artículo 21 de la Ley 12/2001, de 2 de julio, de 
la Infancia y la Adolescencia en Aragón (Ss. TSJA 39/2014, de 15 de diciembre, 
4/2017, de 8 de abril, entre otras).

Como indica la S. 16/2016, el párrafo tercero del artículo 80.1 del CDFA 
determina que, en los casos de custodia individual, se fijará un régimen de comunica-
ción, estancias o visitas con el otro progenitor que le garantice el ejercicio de las funciones 
propias de la autoridad familiar. Se configura este régimen de comunicación en la 
doble vertiente del derecho de los menores a un contacto directo con los padres 
de modo regular (artículo 76.3.a), y el derecho de los padres para garantizar el 
ejercicio de las funciones propias de la autoridad familiar (artículo 80.1, en rela-
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ción –artículo 59.b– con el derecho y obligación de los padres, aunque no vivan 
con el menor, e incluso cuando no ostenten la autoridad familiar, a visitarlo y 
relacionarse con él). Ciertamente, mientras que para los padres el artículo 59.b 
lo configura como un derecho/deber, el artículo 60 del CDFA alude solo al 
derecho del hijo a relacionarse con sus padres. Pero si los padres tienen deberes 
respecto de sus hijos es porque estos tienen derechos respecto de sus padres y 
viceversa (STSJA 1/2016, de 13 de enero). Tanto el derecho de relación de los 
padres como el de los hijos son derechos-deberes.

«No se trata de un derecho libremente disponible, tampoco para el menor, 
que en última instancia (artículo 60.3) será dotado de eficacia, o suspendido, 
modificado o denegado por el juez, atendiendo a su interés. Y para solicitar la 
intervención judicial se legitima a todos los interesados, lo que también indica 
que no se trata de un derecho exclusivo del menor aunque permanentemente 
concebido en su interés y dirigido al mismo» (STSJA 16/2016, de 10 de junio). 

«El derecho a la relación entre el padre y su hijo está reconocido en los 
preceptos mencionados de derecho aragonés, así como en los acuerdos y con-
venios internacionales de los que el Estado español es parte, como son la 
Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 9.3) y la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea (artículo 24.3). Como expresa 
la STC de 22 de diciembre de 2008, dicha relación constituye un derecho tan-
to del progenitor no custodio como del hijo, como manifestación del vínculo 
que les une y que ha de contribuir al desarrollo de la personalidad y afectividad 
del menor, relación que solo puede ser limitada o suspendida cuando concu-
rran graves circunstancias que así lo aconsejen, en interés del menor, o en caso 
de incumplimiento grave y reiterado de la resolución judicial en que se fije» 
(STSJA 4/2017).

2. 	Primacía del interés superior del menor en la concreción  
y ejecución del régimen de visitas

Dice la SAPH de 17 de febrero de 2009 que el principio del «interés superior 
del menor», como señala la STS de 21 de noviembre de 2005 (muchas veces citada 
por las Audiencias Provinciales aragonesas), es aplicable al régimen de visitas, «al 
ser el inspirador de las relaciones personales con los menores y ha de ser respetado 
por todos los poderes públicos, padres, familiares y ciudadanos y sobre todo por 
los juzgadores», de manera que han de adoptarse aquellas medidas que sean las 
más adecuadas a la edad del menor, evitar la manipulación, actuar con prudencia, 
superar las tensiones, buscar el entendimiento, actuar con flexibilidad y generosi-
dad, evitar el desarraigo con el progenitor no custodio y las carencias afectivas, 
aceptar y adaptarse a la nueva situación, transmitir sensación de estabilidad, orden 
y normalidad en la relación con uno y otro progenitor.

Para asegurar que las visitas tendrán lugar siempre en beneficio del menor, si 
las circunstancias concurrentes lo aconsejan (el padre padece trastornos psíqui-
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cos), es posible establecer cautelas, como la supervisión de las visitas (STSJA 
31/2016, de 21 de diciembre).

«Lo deseable es, evidentemente, que los niños estén con sus progenitores el 
mayor tiempo posible. Ahora bien, el establecimiento de un régimen de visitas, 
inevitable en caso de custodia individual, debe hacerse en todo caso atendiendo al 
superior interés del menor, tal como impone el apartado 2 del art. 76 CDFA», del 
que hemos hablado en el apartado II.3.B (STSJA 13/2015, de 8 de mayo). Esta 
sentencia relaciona los documentos internacionales que sitúan al interés superior 
del menor como criterio rector y preferente, documentos asumidos por el art. 39.4 
CE. En la normativa aragonesa, además del art. 76.2 CDFA, recogen este principio 
los arts. 3.3.a) y c), 4, 13, 21, 46.i) de la Ley 12/2001, de 2 de julio, de la infancia 
y la adolescencia en Aragón. Cita también la doctrina del TC y el TS sobre este 
principio, cuyas características de orden público lo convierten en un principio de 
necesaria observancia por jueces y tribunales y que, en consecuencia, les faculta 
para resolver incluso «ex officio» sobre todo lo concerniente a los menores. Así lo 
ha puesto de relieve el TSJA, en otras, en Ss. 8 y 10/2011, de 13 de julio y 30 de 
septiembre.

Establecido que el interés del menor es el criterio legal de decisión, el pro-
blema procesal se plantea –dice la STS 614/2009, de 28 de septiembre– en torno 
al órgano que debe apreciar dicho interés, porque como señala la doctrina más 
autorizada, en esta cuestión, la discusión sobre si se ha aplicado o no la norma 
fundando la decisión en el interés del menor tiene aspectos casacionales, mien-
tras que la delimitación de la realidad que determina en cada caso concreto cuál 
es el interés del menor, no los tendrá, por tratarse de una facultad discrecional 
del Juez no controlable en casación salvo si se ha utilizado de modo ilógico (lo 
reitera, entre otras, la STSJA 1/2016, de 13 de enero).

3. 	El no establecimiento de un régimen de visitas es algo excepcional 
que debe estar justificado

El no establecimiento de un régimen de comunicación, estancias o visitas 
entre padres e hijos y los demás parientes citados, exige que, excepcionalmente, 
se justifique por desaconsejarlo el interés del menor (art. 60.1 CDFA). La opi-
nión de un niño de 12 años no es bastante a tales efectos (STSJA 16/2016, de 10 
de junio); en el caso de la STSJA 4/2017, de 8 de febrero, la decisión adoptada 
de excluir cualquier régimen de visitas entre el progenitor preso y su hijo menor 
vulnera lo prevenido en el artículo 79.2 a) del CDFA, en relación con el artículo 
60.1 del mismo cuerpo legal.

En cambio, la escasa relación habida hasta la actualidad entre padre e hijo, 
que implica un cierto desconocimiento de ambos y la necesaria y previa adapta-
ción personal, justifica el establecimiento de un régimen de comunicación redu-
cido, pero con la expresa mención de que debe ser ampliado en ejecución de 
sentencia de resultar favorable la adaptación del menor al nuevo régimen y 
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previo informe pericial que así lo aconseje, transcurrido un año desde la senten-
cia de apelación (STSJA 26/2014, de 2 de julio). En casos como el de la STSJA 
13/2015, de 8 de mayo, donde no ha habido convivencia previa de los padres 
entre sí ni del niño con el padre biológico, razones de prudencia indican la con-
veniencia de –al menos en una etapa inicial– no establecer un régimen de la 
amplitud que sería normal en otros casos.

4. 	Adaptación del régimen de visitas a la edad del menor

El APZ de 6 de octubre de 2009 ya destaca la relevancia en el régimen de 
visitas de la especial capacidad de obrar del menor aragonés mayor de catorce 
años, debiéndose valorar la decisión del menor, siempre que sea fruto de una 
reflexión madura y adecuada y no se vea afectado su propio interés. «La situa-
ción de un menor de más de doce años de edad –con la relevancia que a ello 
otorga el art. 6 CDFA–, e incluso mayor de catorce años, es bien distinta de la de 
un menor de corta edad que no tiene capacidad suficiente para organizar y deci-
dir por sí solo la forma de comunicarse, visitar y relacionarse con sus progenito-
res» (STSJA 16/2013, de 12 de marzo).

En la fijación del régimen de visitas la opinión del menor, próximo a la mayo-
ría de edad, cuenta pero no es vinculante, al no tener una autonomía completa 
y estar sometido a la autoridad familiar: sobre su voluntad se impone la del Juez 
que decide qué es lo mejor para el menor. En ocasiones los tribunales acogen su 
manifestado deseo de relacionarse con el progenitor no custodio con libertad, 
valorando que ello es lo más conveniente en el caso. Cabe, empero, que no siem-
pre sea así. En el presente caso, dejar el régimen de visitas a la entera voluntad 
del menor, que se ha manifestado contrario a la fijación de un régimen de visitas 
regular con su madre (que no a visitarla), podría comportar que se consolidase 
la desafección entre madre e hijo (distinto sería que hubiese un rechazo justifi-
cado por una acreditada conducta previa de la madre). Ello, al margen de la 
viabilidad o no de su imposición coactiva: ha de quedar al buen sentido de la 
madre la ponderación de hasta qué punto debe exigir (art. 65.2 CDFA) el cum-
plimiento riguroso del régimen que la sentencia recurrida ha acordado (STSJA 
1/2016, de 13 de enero).

5. 	No es obligatorio fijar un régimen mínimo de comunicaciones 
telefónicas

La no fijación en la sentencia recurrida de un régimen mínimo de comuni-
caciones telefónicas con los hijos a favor del padre no infringe el artículo 79.2.a 
CDFA, pues de su texto no se deriva la necesidad de que el juzgador determine 
el modo y la frecuencia con la que han de verificarse las llamadas. Lo cual no 
impide en absoluto que, si se acreditara la obstaculización de las comunicaciones 
telefónicas, pueda el padre recabar del Juzgador las medidas oportunas (STSJA 
26/2012, de 13 de julio).
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6. 	Dificultad de imponer un régimen concreto de visitas a menores 
mayores de 14 años

En el caso de la STSJA 32/2012, de 16 de octubre, no se prohíbe la relación 
entre el padre y sus hijas de quince años de edad, pero se constata la dificultad 
de imponer un régimen concreto de visitas en contra de la voluntad de unas 
menores que venían desarrollando un sistema de visitas que se sustentaba ya en 
su deseo de ir con su padre cuando quisieran, por lo que se estableció que el 
régimen de visitas será el que libremente acuerden entre ellos (padre e hijas), 
sin que deba imponerse en este caso un sistema rígido que no conduciría más 
que a distanciar y dificultar aún más la ya tensa relación que existe entre ellos.

Las circunstancias concurrentes en el caso –menor de 17 años de edad y 
padre condenado por maltrato de su hijo a pena de prisión– justifican que sea 
el menor quien libremente decida la forma de comunicarse con su padre, sin 
que resulte aconsejable imponer judicialmente la forma de hacerlo (STSJA 
16/2013, de 12 de marzo).

7. 	Principios y criterios que rigen la entrega y recogida de los hijos

La STSJA 39/2014, de 15 de diciembre, da cuenta del contenido de la STS 
289/2014, de 26 de mayo, que determina que los principios generales a observar 
son el interés del menor y el reparto equitativo de cargas; «En base a los mismos 
propugna el acuerdo entre las partes y en su defecto establece un sistema priori-
tario y otro subsidiario. En el primero, que denomina normal o habitual, cada 
padre/madre recogerá al menor del domicilio del progenitor custodio para 
ejercer el derecho de visita, y el custodio lo retornará a su domicilio. Sub
sidiariamente, las partes o el juez podrán atribuir la obligación de recogida y 
retorno a uno de los progenitores con la correspondiente compensación econó-
mica, en su caso, y debiendo motivarse en la resolución judicial. Finalmente, 
declara la sentencia que las dos soluciones se establecen sin perjuicio de situacio-
nes extraordinarias que supongan un desplazamiento a larga distancia, lo que 
exigirá ponderar las circunstancias concurrentes y singularizar las medidas adop-
tables».

Al aplicar estos criterios al caso de autos de la S. 39/2014, dice la Sala que no 
resulta acertado el principio que, como regla general, imponga siempre al pro-
genitor no custodio la carga de los traslados para la entrega y para la recogida de 
los menores. Además, en las situaciones extraordinarias, como la que nos ocupa, 
la larga distancia entre los lugares de residencia de los progenitores exige pon-
derar muchas circunstancias y dar una solución singularizada, facultad que 
corresponde a los tribunales de instancia. También en el caso de la STSJA 
20/2015, de 29 de julio, el traslado justificado del domicilio de la madre, y la 
hija, a Francia, obliga a adaptar el régimen de visitas a las nuevas circunstancias 
y a un reparto equitativo entre los padres de la carga personal y económica de 
los desplazamientos para su ejercicio.
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VI. PREFERENCIA LEGAL DE LA CUSTODIA COMPARTIDA

1. 	Con primacía, en todo caso, del interés superior del menor

Desde sus primeras sentencias en la materia, el TSJA afirma que el sistema de 
preferencia legal de la custodia compartida establecido por el legislador arago-
nés (art. 80.2 CDFA) no es rígido, salvo en un mandato que dirige al juez: el 
superior interés del menor (S. 8/2011, de 13 de julio). De manera que la custo-
dia compartida se aplicará siempre que el padre y la madre estén capacitados 
para el ejercicio de las facultades necesarias a tal fin (aptitud y voluntad de los 
progenitores: at. 80.2.d), y no concurran otros elementos que hagan más conve-
niente la custodia individual, atendido el interés del menor, para lo que el Juez 
podrá recabar los informes necesarios (S. 10/2011, de 30 de septiembre).

Hemos visto ya antes que el interés superior del menor es un principio gene-
ral que tiene carácter de orden público e informa todo el ordenamiento, no solo 
el aragonés, y debe guiar la adopción de cualquier medida que afecte al menor, 
como contrapeso a los derechos de cada progenitor, porque así se desprende de 
la regulación internacional, española y europea, y así lo han declarado tanto el 
TC como el TS (Ss. TSJA 43/2012, de 21 de diciembre, 46/2013, de 30 de octu-
bre, 13/2015, de 8 de mayo, 17/2015, de 28 de mayo, y otras posteriores); tam-
bién hemos destacado su condición de concepto jurídico indeterminado a con-
cretar en cada caso, con cita de su definición en el Preámbulo de la LO 8/2015, 
de 22 de julio (Ss. TSJA 1/2016, de 13 de enero, 4/2016, de 3 de febrero, 
19/2016, de 30 de junio, entre otras).

2. 	La ley parte de que el interés del menor se consigue mejor  
con la custodia compartida

La ley aragonesa parte de que el interés del menor se consigue mejor con la 
custodia compartida, lo que hace que esta deba ser atribuida como regla general y 
prioritaria, salvo que se pruebe que la individual es más conveniente. Las razones de 
esta preferencia las explica el Preámbulo de la Ley 2/2010. Manifestaciones de esta 
preferencia son, junto al art. 80.2, los arts. 79.5 y 80.5 CDFA. En eso consiste la pre-
ferencia, en que la regla sea la custodia compartida y la custodia individual sea la 
asignada si se demuestra más conveniente para el menor (STSJA 13/2011, de 15 
diciembre, reiterada en Ss. 17/2012, de 18 de abril, y 21/2016, de 14 de septiem-
bre). La preferencia de la custodia compartida establecida en el art. 80.2 CDFA 
deriva del principio general del interés superior del menor sentado en el art. 76.2 
CDFA que, como regla, entiende el legislador se satisface mejor con esta modalidad 
de custodia (Ss. TSJA 15/2013, de 11 de marzo, 46/2013, de 30 de octubre).

En consecuencia, lo que exige mayor cuidado es determinar en qué casos y 
con qué justificación puede el juez, apartándose del criterio preferente, adoptar 
la custodia individual (S. 13/2011). No basta a tal efecto con la mera invocación 
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general del interés del menor, sino que hay que concretarlo en la sentencia 
conforme a las circunstancias ordenadas en el art. 80.2 CDFA. En otro caso hay 
que estar al régimen legal preferente (Ss. TSJA 41/2012, de 19 de diciembre, 
46/2013, de 30 de octubre).

3. 	La mayor dedicación de un progenitor al cuidado de los hijos  
no elimina la preferencia de la custodia compartida

La falta de dedicación, o la menor dedicación, de un padre al cuidado de los 
hijos durante el tiempo de convivencia no le incapacita para el ejercicio de la 
custodia tras la ruptura de la pareja. No cabe presumir incapacidad para el futu-
ro. Solo la ausencia de atención que derive en perjuicio para el hijo debe hacer 
decaer la custodia compartida (STSJA 13/2011, de 15 de diciembre). El reparto 
de funciones entre los cónyuges durante el tiempo de convivencia matrimonial 
no es vinculante para las decisiones a adoptar en supuestos de separación o 
divorcio, pues a partir de la ruptura de la convivencia ambos pueden asumir las 
cargas relativas a la custodia de los hijos menores, siempre que tengan capacidad 
para ello y no conste antecedente de desatención o descuido (STSJA 22/2012, 
de 6 de junio). La escasa concreción del padre para determinar la organización 
cotidiana del cuidado del menor, sin delegar en terceras personas, no es factor 
determinante para excluir la custodia compartida. Con el cese de la convivencia 
quiebra el reparto de funciones de los padres anterior a la ruptura y, tras ella, los 
dos progenitores deben asumir las responsabilidades que les incumben en la 
crianza y educación del menor (STSJA 30/2012, de 20 de septiembre).

4. 	El disenso, la conflictividad entre los progenitores, sus malas 
relaciones, no eliminan, como regla, la preferencia de la custodia 
compartida

El establecimiento de la custodia compartida no requiere un alto grado de 
consenso entre los progenitores. La falta de acuerdo entre los progenitores no 
puede ser argumento negativo para el establecimiento de la custodia comparti-
da, porque lo frecuente en la práctica es el disenso y la intervención judicial en 
defecto de acuerdos está llamada a resolver el conflicto. Expresamente dice el 
art. 80.5 CDFA que la oposición de un progenitor a la custodia compartida no es causa 
suficiente para excluir la preferencia legal de este régimen de custodia (Ss. TSJA 6/2012, 
de 9 de febrero, 13/2013, de 27 de febrero, 41/2013, de 30 de septiembre, 
45/2013, de 14 de octubre).

Toda crisis matrimonial o de pareja lleva consigo una cierta falta de entendi-
miento y desencuentro, pero no toda conflictividad puede ser causa de exclusión 
de la custodia compartida. Para eliminar la preferencia legal de este régimen de 
custodia ha de exigirse un cierto grado de conflictividad u hostilidad entre los 
progenitores, que la conflictividad tenga suficiente entidad (STSJA 6/2012, de 9 
de febrero). La conflictividad entre los progenitores, al constituir siempre un 
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obstáculo para el normal desarrollo de las relaciones familiares, dificulta tanto la 
custodia compartida como la individual, no siendo un argumento que permita 
rechazar por sí solo la preferencia legal de la custodia compartida, salvo que se 
den circunstancias excepcionales (STSJA 30/2012, de 20 de septiembre).

En realidad, como señala el Tribunal Supremo, las relaciones entre los cónyuges 
por sí solas no son relevantes ni irrelevantes para determinar la guarda y custodia compar-
tida. Solo se convierten en relevantes cuando afecten, perjudicándolo, el interés del menor 
–Ss. de 22 de julio de 2011 (recurso 813/2009), 9 de marzo de 2012 (recurso 
113/2010), 29 de noviembre de 2013 (recurso 494/2012)–. En el mismo sentido 
el Tribunal Superior de Justicia de Navarra en sentencia de 23 de octubre de 
2012, aplicando su derecho propio, ha mantenido que la fluidez en las relacio-
nes personales de los progenitores no es presupuesto legal del régimen de cus-
todia compartida, y no toda conflictividad representa un impedimento para 
adoptarla. Por tanto, la relación entre los progenitores no tiene relevancia direc-
ta para determinar el régimen de custodia. No hay por qué pensar que la con-
flictividad que se ha generado con el sistema de custodia individual vaya a verse 
agravada por el establecimiento de la custodia compartida (Ss. TSJA 45/2013, de 
14 de octubre, 46/2013, de 30 de octubre, 11/2014, de 17 de febrero, 37/2015, 
de 18 de diciembre).

5. 	El menor debe adaptarse a la nueva situación que la custodia 
compartida conlleva

La dificultad de adaptación del menor al sistema preferente de custodia com-
partida no impide, por sí sola, su establecimiento. La plena efectividad de la 
custodia compartida requiere que el menor haga los cambios necesarios en su 
vida habitual para adaptarse a la nueva situación establecida en su interés. En 
particular, el menor tienen que adaptarse a los cambios de domicilio que conlle-
va la custodia compartida (STSJA 44/2013, de 9 de octubre), y a los diferentes 
horarios laborales que sus padres puedan tener (STSJA 45/2013, de 14 de octu-
bre). No se puede priorizar el mantenimiento del statu quo del menor frente a la 
preferencia legalmente establecida a favor de la custodia compartida como régi-
men más favorable al interés del menor. 

Así que, como dice la STSJA 39/2012, de 27 noviembre, «el punto de partida 
no ha de ser el mantenimiento de la vida cotidiana del menor, aunque se 
encuentre plenamente adaptado a la situación anterior, sino la facultad que el 
legislador ha otorgado al progenitor no custodio para incorporarse a la guarda 
y atención del hijo, mediante la custodia compartida. La Sala comprende que, 
en esta situación transitoria en la que se tramitan procesos de modificación de 
medidas adoptadas en sentencias de separación o divorcio, pueden producirse 
situaciones de cambio en la vida habitual de los menores para adaptarse a la 
nueva situación, pero ello resulta de la aplicación de la ley y deberá llevarse a 
cabo, con las medidas de prudencia y apoyos que en cada caso resulten necesa-
rios, para la plena efectividad de la custodia compartida» [lo reiteran, entre 
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otras, las Ss. TSJA 36/2013, de 18 de julio, 44/2013, de 9 de octubre, 13/2014, 
de 13 de marzo, 20/2016, de 7 de septiembre, 5/2018, de 15 de febrero]; custo-
dia compartida, que «se constituye como una forma de ejercicio de la autoridad 
familiar y de los deberes de crianza y adecuación, en interés de los menores pero 
valorando el derecho a la igualdad y no discriminación entre los progenitores, 
que la Constitución reconoce y ampara» [inciso que añaden algunas Ss., como 
la 35/2013, de 17 julio, y 41/2013, de 30 septiembre].

«Esta doctrina no impide desde luego compartir, sin duda, y planteado tam-
bién en términos genéricos, que el cambio del régimen de custodia puede com-
portar a corto plazo molestias y problemas de adaptación. Pero a salvo de casos 
concretos en que pueda cobrar especial relevancia el riesgo real de perniciosa 
afección psíquica del menor, lo que no cabe considerar en términos generales 
es que la necesaria adaptación a un nuevo régimen sea un impedimento para 
que en cada caso deba considerarse cuál sea el mejor sistema de custodia en 
atención al interés del menor valorado a medio y largo plazo, y conforme a la 
preferencia ordenada por el artículo 80.2 CDFA. Conclusión que debe observar-
se más aún cuando, como ocurre en el supuesto presente estamos ante un niño 
de 7 años, por lo que su régimen de custodia es previsible que será de atender 
durante más de diez años, lo que hace incorrecto fijar una custodia en atención 
tan solo al momento coyuntural actual de adaptación al sistema, en lugar de 
partir de la perspectiva de cuál es el mejor sistema hacia un futuro de varios 
años» (STSJA 5/2018, de 15 de febrero).

La dificultad de adaptación al nuevo régimen de custodia, y el riesgo general 
de desequilibrio o inestabilidad, solo es relevante si se prueba que el manteni-
miento del régimen anterior es mejor para el menor. El establecimiento o cam-
bio de régimen de custodia comporta consecuencias importantes para el hijo y 
la adaptación a ellas le supone nuevas exigencias que debe afrontar, con conse-
cuencias para él, algunas favorables y otras perjudiciales. Si los perjuicios son 
superiores a los beneficios, el cambio de régimen de custodia no es aconsejable. 
Pero hay que aportar datos concretos de que el mantenimiento del estado ante-
rior vaya a resultar más beneficioso para el menor (Ss. TSJA 20/2013, de 29 de 
abril, 31/2013, de 10 de julio, 13/2016, de 9 de mayo, 12/2017, de 1 de junio). 
En definitiva, el riesgo general de inestabilidad del menor por el cambio de 
régimen de custodia no es razón suficiente para dejar de establecer el régimen 
que mejor satisface su interés, salvo si se prueba que realmente en el caso con-
creto lo perjudica (STSJA 13/2014, de 13 de marzo).

6. 	Primera formulación de la interpretación jurisprudencial  
del art. 80.2 CDFA (S. 4/2012)

STSJA 4/2012, de 1 de febrero: En sentencias de esta Sala dictadas en aplicación 
de la Ley 2/2010, cuyos preceptos han sido incorporados al Código de Derecho Foral de 
Aragón, se han establecido los siguientes criterios exegéticos a cerca de dichas normas [las 
del art. 80.2 CDFA]: 
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a) 	La custodia compartida por parte de ambos progenitores es el régimen preferente y 
predeterminado por el legislador, en busca de ese interés del menor, en orden al 
pleno desarrollo de su personalidad, de modo que se aplicará esta forma de custodia 
siempre que el padre y la madre estén capacitados para el ejercicio de las facultades 
necesarias a tal fin (Sentencia de 30 de septiembre de 2011); 

b) 	El sistema no es rígido, salvo en un mandato que dirige al juez: el superior interés 
del menor (Sentencia de 13 de julio de 2011); 

c) 	 Podrá establecerse un sistema de custodia individual, cuando este resulte más conve-
niente para dicho interés, a cuyo efecto habrá de evaluar los parámetros establecidos 
en el artículo 80.2 del Código (Sentencias citadas y la de 15 de diciembre de 2011); 

d) 	La adopción de la custodia individual exigirá una atenta valoración de la prueba 
que así lo acredite –la conveniencia para el menor– frente al criterio preferente de la 
custodia compartida, al que el precepto legal otorga tal preferencia en interés de los 
hijos menores (Sentencia de 15 de diciembre de 2011)». 

	 «Para adoptar la decisión, en cada caso, será relevante la prueba practicada, espe-
cialmente los informes psicosociales –art. 80.3 CDFA– obrantes en autos, y la opi-
nión de los hijos menores, cuando tengan suficiente juicio –art. 80.2.c) CDFA–. 

	 «Por último, el Tribunal que acuerde apartarse del sistema preferentemente estable-
cido por el legislador debe razonar suficientemente la decisión adoptada (FD 3.º).

7. Reiteración de la doctrina legal, en ocasiones con algún añadido

Reiteran los criterios exegéticos del art. 80.2 CDFA resumidos en la STSJA 
4/2012, entre otras, las siguientes sentencias: 5/2012, de 8 de febrero, 6/2012, de 9 
de febrero, 13/2012, de 9 de abril, 15/2012, de 12 abril, 17/2012, de 18 de abril, 
22/2012, de 6 de junio, 24/2012, de 5 de julio, 27/2012, de 24 de julio; 28/2012, de 
24 de julio, 30/2012, de 20 de septiembre; 35/2012, de 26 de octubre, 38/2012, de 
22 de noviembre; 1/2013, de 4 de enero, 3/2013, de 18 de enero, 8/2013, de 12 de 
febrero, 18/2013, de 25 de marzo, 21/2013, de 30 de abril, 34/2013, de 16 de julio, 
36/2013, de 18 de julio, 44/2013, de 9 de octubre, 45/2013, de 14 de octubre, 
50/2013, de 18 de diciembre, 28/2015, de 7 de octubre, 4/2016, de 3 de febrero, 
3/2017, de 30 de enero, 7/2018, de 2 de marzo, y 16/2018, de 31 de octubre.

Algunas de ellas añaden párrafos del siguiente tenor: 

STSJA 5/2012, de 8 de febrero: «Aplicando los anteriores criterios al caso concreto, 
hemos de comprobar si los tribunales de instancia, al apartarse de la regla general 
de la custodia compartida, han seguido adecuadamente las reglas indicadas razo-
nando suficientemente la decisión adoptada [reproducido en las Ss. TSJA 
38/2012, de 22 de noviembre, 50/2013, de 18 de diciembre, 7/2018, de 2 
de marzo]. Ss. TSJA 6/2012, de 9 de febrero, y 15/2012, de 12 de abril: 
«Lo anterior [la preferencia legal de la custodia compartida] no tiene un 
carácter absoluto sino que, como señala la recurrente, se excepciona la custodia 
compartida (o repartida, quizá sería más exacto decir) cuando la custodia indivi-
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dual sea más conveniente». STSJA 13/2012, de 9 de abril: «De modo que, se 
concluye, si en el caso concreto a resolver no existe, conforme a los criterios estableci-
dos en la ley, constancia realmente evidenciada de ser mejor para el menor la custo-
dia individual que la compartida, debe estarse a esta última» [FD 6.º]. 
Razonamiento que reitera la STSJA 17/2012, de 18 de abril.

STSJA 17/2012, de 18 abril: «Siempre que el padre y la madre estén capacitados para 
el ejercicio de las facultades necesarias [y constando su posibilidad de conciliar la 
vida laboral con la familiar y la atención a los hijos menores de edad: añade la S. 
40/2013, de 4 septiembre], la prueba deberá ser dirigida a acreditar que la 
custodia individual es la más conveniente y solo entonces se otorgará». Lo repiten 
las Ss. 39/2012, de 27 noviembre, 21/2013, de 30 de abril, 34/2013, de 16 
de julio, 35/2013, de 17 de julio, 36/2013, de 18 de julio, 41/2013, de 30 
de septiembre, 44/2013, de 9 de octubre, 46/2013, de 30 de octubre, 
13/2014, de 13 de marzo. Lo expresan de manera similar pero no idéntica 
las Ss. 22/2012, de 6 de junio y 34/2013, de 16 de julio.

STSJA 24/2012, de 5 de julio: «Tales consideraciones sobre la adecuada articula-
ción de la orden general de preferencia de la custodia compartida, pero con posibili-
dad de excepcionarla cuando en el caso concreto lo aconsejen las circunstancias 
concurrentes, evidenciadoras de un superior interés del menor, son totalmente com-
partidas». STSJA 8/2013, de 12 de febrero: El art. 80 CDFA recoge para el 
Derecho aragonés los criterios establecidos en el artículo 39.2 y 4 de la Constitución 
Española, que aseguran la protección integral de los menores en orden a su educa-
ción, formación y desarrollo de la personalidad.

STSJA 45/2013, de 14 de octubre: «En definitiva, debemos analizar si se ha pro-
ducido una infracción de este último precepto [80.2 CDFA], en el que, según doc-
trina jurisprudencial reiterada, se establece la custodia compartida por parte de 
ambos progenitores como régimen preferente en los casos de ruptura de la conviven-
cia con hijos a cargo, siempre que el padre y la madre estén capacitados para la 
correcta asunción de dicha custodia y que en esa concreta ruptura no resulte más 
conveniente para el interés del menor la custodia individual, habida cuenta de los 
parámetros previstos en ese mismo precepto –SSTSJA de 16 y 18 de julio, 30 de abril 
y 25 de marzo de 2013, entre muchas otras–». [Párrafo que será reiterado por 
la S. 11/2015, de 6 de abril].

STSJA 28/2015, de 7 de octubre: En resoluciones anteriores de esta Sala se ha 
respetado la opción de las sentencias de instancia por la custodia individual 
cuando en las mismas, a partir de los hechos probados, se ha valorado que eso es 
lo más conveniente para el interés del menor y no se evidencia en tal juicio irra-
cionalidad o arbitrariedad. (Así, Ss. de 27 de febrero de 2013, 8 de febrero 
de 2012, 1 de febrero de 2012, 19 de octubre de 2012). A contrario sensu, 
si la sentencia resuelve de modo contrario a la lógica, procederá la casación de la 
sentencia. STSJA 4/2016, de 3 de febrero: «Desde esta perspectiva, la senten-
cia impugnada, que respeta el criterio preferente y justifica su opción por conside-
rarla –atendidas las circunstancias concurrentes– más adecuada al interés de la 
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menor, en modo alguno vulnera el artículo 80.2, pues no hay atisbo de irracio-
nalidad o arbitrariedad en tal decisión.

STSJA 3/2017, de 30 de enero: «Esta Sala ha tenido ocasión en numerosas resolu-
ciones de pronunciarse sobre la cuestión, estableciendo el carácter preferente de la 
custodia compartida por ser la que –a priori– mejor satisface el interés del menor, 
permitiendo, como señala el preámbulo del CDFA, satisfacer el derecho de los hijos 
a mantener una relación equilibrada y continuada con ambos padres y, por otra, el 
derecho-deber de estos a la crianza y educación de los hijos en el ejercicio de la auto-
ridad familiar. […]

	 Sentado lo anterior, y acreditada la concurrencia de circunstancias relevantes que 
posibilitan la modificación del régimen de custodia fijado inicialmente, con pleno 
respeto a los hechos que resultan probados en ambas instancias, debemos comprobar 
si los juicios de valor que en la sentencia recurrida llevan a la adopción de la cus-
todia individual materna se ajustan a las previsiones legales (art. 80.2 CDFA) que 
en nuestro ordenamiento civil permiten excepcionar la regla preferente de la custodia 
compartida (sentencia [44/2013] de 9 de octubre de 2013; r.c. 19/2013).

STSJA 16/2018, de 31 de octubre: El Juez o Tribunal viene inicialmente vin-
culado al establecimiento en interés del menor de la custodia compartida 
como régimen preferente; para fijar otro régimen está obligado a valorar 
detenida y razonadamente, caso a caso, los distintos criterios expuestos en 
la norma u otros que sean de especial relevancia para la convivencia 
(STSJA 5/2018, de 15 de febrero). Es facultad de los tribunales de instancia 
valorar la prueba practicada en el caso, y aplicando el art. 80.2 determinar si, 
atendidos los hechos acreditados, concurren razones para excluir la custodia com-
partida, y decidir una custodia individual de uno de los progenitores –en este caso, 
de la madre– en atención al superior interés de los menores.

8. 	Nuevas formulaciones de la misma doctrina legal

Algunas sentencias del TSJA posteriores a la 4/2012, entre otras, la 22/ 2012, 
de 6 de junio, 39/2012, de 27 de noviembre, 41/2012, de 19 de diciembre, 
15/2013, de 11 de marzo, 20/2013, de 29 de abril, 35/2013, de 17 de julio, 
41/2013, de 30 de septiembre, 45/2013, de 14 de octubre, 1/2014, de 10 de enero, 
11/2015, de 6 de abril, 27/2015, de 9 de junio, 36/2015, de 16 de diciembre, 
15/2016, de 9 de junio, 19/2016, de 30 de junio y 2/2018, de 18 de enero, dicen, 
sin repetir el resumen contenido en la S. 4/2012, cosas como las siguientes.

La custodia compartida tiene por ley carácter preferente porque es como 
regla el régimen que mejor satisface el interés del menor, permitiendo, como 
señala el preámbulo del CDFA, satisfacer el derecho de los hijos a mantener una 
relación equilibrada y continuada con ambos padres y, por otra, el derecho-
deber de estos a la crianza y educación de los hijos en el ejercicio de la autoridad 
familiar. La ley parte de que la mejor realización del beneficio e interés de los 
menores exige que ambos progenitores perciban que su responsabilidad conti-
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núa tras la ruptura y que la nueva situación les requiere un mayor grado de 
diligencia en ejercicio de sus deberes con los hijos.

El legislador entiende que la custodia compartida es en general más benefi-
ciosa para el interés prioritario del menor, porque en dicho sistema padre y 
madre se involucran en el ejercicio de la autoridad familiar, guarda y educación 
del menor, se favorece el pleno desarrollo de su personalidad al asegurar la rela-
ción normalizada con ambos progenitores, de forma que tenga presente la figu-
ra paterna y materna en su ámbito de formación y sociabilidad. La S. 35/2013, 
de 17 julio (reiterada en la 41/2013, de 30 de septiembre), dice que la custodia 
compartida es la «modalidad legalmente establecida para llevar a cabo la función 
parental, bajo los principios de corresponsabilidad parental y coparentalidad. 
Dicha forma de ejercicio de la responsabilidad en la educación, guarda y custo-
dia de los hijos, es considerada por la ley como aquella que colma el superior 
interés del menor, reconocido en la Constitución Española y en los Tratados 
Internacionales de que España forma parte».

Debe adoptarse la custodia compartida mientras no haya constancia realmen-
te evidenciada, tras una cuidadosa valoración de la prueba aportada, de que en 
el caso concreto la custodia individual es más conveniente, considerando los 
factores del art. 80.2 CDFA y cualquier otro de especial relevancia para el régi-
men de convivencia, y razonando suficientemente con una motivación reforzada 
que justifique la decisión de no aplicar el régimen legal preferente: solo enton-
ces se otorgará la custodia individual. En otro caso, debe estarse a la custodia 
compartida. Así que, tras la entrada en vigor de la Ley 2/2010, cualquier estable-
cimiento o revisión de medidas de guarda y custodia de menores debe estar, de 
entrada, a la previsión legal de preferencia del régimen de custodia compartida 

Algunas sentencias del TSJA (como la 1/2014, de 10 de enero, 12/2014, de 
4 de marzo, 11/2015, de 6 de abril, 16/2015, de 27 de mayo, 21/2015, de 17 de 
septiembre, 13/2016, de 9 de mayo, 21/2016, de 14 de septiembre, 12/2017, de 
1 de junio, y 5/2018, de 15 de febrero), también señalan, en resumen, que la 
preferencia legal de la custodia compartida es norma imperativa que limita la 
discrecionalidad del juez para acordar la custodia individual. La preferencia de 
la custodia compartida establecida en el art. 80.2 CDFA, en interés del menor 
que es expresamente mencionado y valorado en la propia ley, es norma de carác-
ter imperativo de la que el Juez debe partir como premisa primera y principal: 
el juez debe partir de una primera valoración, hecha por el legislador, de que el 
interés del menor debe dar lugar, prima facie, a la fijación del régimen de custo-
dia compartida. La preferencia legal de la custodia compartida limita, por tanto, 
la discrecionalidad del Juez, que no puede acordar libremente la custodia indi-
vidual y, para poder hacerlo, le obliga a ponderar adecuadamente que en el caso 
concreto es más conveniente para el menor.

La custodia individual solo es posible por vía de excepcionalidad y subsidia-
riedad a la previsión general: exige que la autoridad judicial valore detenida-
mente la concreta prueba practicada hasta obtener la conclusión debidamente 
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justificada de que existen las razones relevantes exigidas por el apartado segundo 
del artículo 80.2 para poder ceder el sistema principal de custodia compartida 
hacia el legalmente establecido como secundario, de custodia individual. La 
ponderación realizada es revisable en casación, y ha de tenerse en cuenta que la 
motivación de mera oportunidad no basta para justificar la decisión de excepcio-
nar el régimen legal.

Por consiguiente, la ley aragonesa no permite que sea el órgano judicial el 
que, en el ámbito de su discrecionalidad, establezca uno u otro régimen de cus-
todia sin un punto de partida previo, como sucede en otros cuerpos legales de 
vigencia en España. La opción de analizar en términos de igualdad (o no prefe-
rencia) el sistema de custodia compartida y el de custodia individual supone 
desconocer el criterio legal de preferencia.

Finalmente, algunas sentencias del TSJA (44/2013, de 9 de octubre, 1/2014, 
de 10 de enero, 13/2014, de 13 de marzo, 16/2015, de 27 de mayo, 20/2016, de 
7 de septiembre, 3/2017, de 30 de enero, 12/2017, de 1 de junio, entre otras) 
incluyen como parte de la doctrina legal la posibilidad de que el TSJ pueda entrar 
a examinar si la custodia individual acordada en la instancia protege adecuada-
mente el interés del menor. La preferencia legal de la custodia compartida como 
sistema que mejor recoge en general el interés del menor, así como la posibilidad 
de acreditar que excepcionalmente la custodia individual puede ser más conve-
niente, permite al TSJ, a partir de los hechos declarados probados en la instancia, 
examinar si, en el caso concreto, se ha protegido adecuadamente el principio del 
interés superior del menor, como hace el Tribunal Supremo (Ss. TS de 23 de mayo 
de 2005, 833/2012, de 31 de enero de 2013, entre otras). Es decir, puede compro-
bar si los juicios de valor que en la sentencia recurrida llevan a la adopción de la 
custodia individual se ajustan a las previsiones legales (artículo 80 CDFA) que en 
nuestro ordenamiento civil permiten excepcionar la regla preferente de la custo-
dia compartida. Volveremos sobre este tema más adelante.

9. 	La opción legislativa aragonesa es distinta de la del Código civil, 
aunque para el TS la custodia compartida es una medida normal  
y deseable

En materia de guarda y custodia de los hijos en supuestos de crisis de la con-
vivencia de los progenitores, son dispares los principios inspiradores del Código 
civil y de la Ley de Aragón 2/2010 [integrada en el CDFA]. El Código civil (art. 
92) parte de entender como más conveniente, con carácter general, el estableci-
miento de la guarda y custodia a cargo de uno solo de los progenitores, de modo 
que la posibilidad de establecer la custodia de manera compartida por ambos 
progenitores exige el acuerdo de ellos, o excepcionalmente si la pide uno de 
ellos, solo si hay informe del Fiscal y si el Juez fundamenta que solo de esta forma 
se protege adecuadamente el interés superior del menor. Requiere, por tanto, la 
concurrencia de circunstancias excepcionales. En cambio, en el precepto del 
artículo 80.2 CDFA la custodia compartida se configura frente a la individual 
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como preferente en supuestos de ruptura de la convivencia de los padres y en 
ausencia de pacto de relaciones familiares (Ss. TSJA 6/2012, de 9 de febrero, 
13/2012, de 9 de abril, 15/2012, de 12 de abril, 17/2012, de 18 de abril). Esta 
disparidad de criterios legislativos lleva a la Sala del TSJA a considerar que lo 
aconsejado en un informe pericial [custodia individual] practicado en 2009 no 
razona, al hacerlo conforme al Código civil, como exige la regulación aragonesa 
actual para excepcionar la custodia compartida (S. 13/2012).

Además, en Derecho común, a diferencia de lo que sucede en Derecho arago-
nés, los criterios a seguir para decidir entre custodia compartida o individual no 
están legalmente determinados y es la jurisprudencia del TS la que ha establecido 
los principales factores a tener en cuenta (así en la STS 757/2013, de 29 de 
noviembre). Al no haber una preferencia legal por uno de los sistemas posibles, 
corresponde al Juez decidir, prima facie, entre un sistema u otro de custodia, según 
lo aconseje en cada caso el interés del menor (STSJA 1/2014, de 10 de enero).

Pero como dice el TSJA en varias de sus sentencias (44/2013, de 9 de octubre, 
13/2014, de 13 de marzo, 28/2016, de 2 de diciembre, 12/2017, de 1 de julio), en 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo el interés del menor se erige igualmente 
en el principio rector en la interpretación de los preceptos del Código civil (seña-
ladamente el artículo 92), reiterando (STS 1.ª, Pleno, de 31 de enero de 2013, 
n.º 823/2012, recurso 2248/2011) que «la revisión en casación de los casos de 
guarda y custodia solo puede realizarse (...) si el juez a quo ha aplicado incorrecta-
mente el principio de protección del interés del menor a la vista de los hechos 
probados en la sentencia que se recurre», tal como afirma la STS 154/2012, de 9 
de marzo, con cita de la 579/2011, de 22 de julio y 578/2011, de 21 de julio. La 
razón se encuentra en que «el fin último de la norma es la elección del régimen 
de custodia que más favorable resulte para el menor, en interés de este».

En la misma línea el Tribunal Supremo en su sentencia n.º 495/2013, de 19 
de julio de 2013, recurso 2964/2012, interpretando el artículo 92.8 del Código 
civil, centra su argumentación en el interés del menor que en el caso enjuiciado 
no se estima salvaguardado por la custodia individual sino por el mayor compro-
miso y la colaboración entre los progenitores, más allá de la rutina de una rela-
ción simplemente protocolaria del padre no custodio con sus hijos, lo que deter-
mina en dicho supuesto la adopción del régimen de custodia compartida por 
salvaguardar mejor el interés de los menores. A tal efecto parte de la doctrina 
jurisprudencial declarada en la STS de 29 de abril de 2013, que, entre otras 
cosas, señala que la redacción del artículo 92 no permite concluir que se trate de 
una medida excepcional, sino que al contrario, habrá de considerarse normal e 
incluso deseable, porque permite que sea efectivo el derecho que los hijos tienen 
a relacionarse con ambos progenitores, aun en situaciones de crisis, siempre que 
ello sea posible y en tanto en cuanto lo sea. Es decir, el interés del menor exige 
sin duda un compromiso mayor y una colaboración de sus progenitores tenden-
te a que este tipo de situaciones se resuelvan en un marco de normalidad fami-
liar que saque de la rutina una relación simplemente protocolaria del padre no 
custodio con sus hijos que, sin la expresa colaboración del otro, termine por 
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desincentivarla tanto desde la relación del no custodio con sus hijos, como de 
estos con aquel. Y termina el TS afirmando que el régimen de custodia aplicable 
ha de poder asegurar el adecuado desarrollo evolutivo, estabilidad emocional y 
formación integral del menor y, en definitiva, para aproximarlo al modelo de 
convivencia existente antes de la ruptura matrimonial y garantizar al tiempo a 
sus padres la posibilidad de seguir ejerciendo los derechos y obligaciones inhe-
rentes a la potestad o responsabilidad parental y de participar en igualdad de 
condiciones en el desarrollo y crecimiento de sus hijos, lo que sin duda parece 
también lo más beneficioso para ellos.

Así que el TS, sin norma en el Código civil que establezca la preferencia por 
un concreto sistema de guarda, se pronuncia ya reiteradamente en la línea de 
considerar que el principio del interés superior del menor se consigue mejor 
con la adopción del régimen de custodia compartida (Ss. TS de 12 de diciembre 
de 2013 (núm. 761/2013), 17 de marzo de 2016 (núm. 166/2016), 27 de junio 
de 2017 (núm. 413/2017), entre otras).

VII. LA PRUEBA DE LAS CIRCUNSTANCIAS CONCURRENTES

La STSJA 13/2011, de 15 de diciembre, comienza recordado que, «como 
resulta de nuestros textos procesales (artículo 751 LEC) y ha resaltado con fre-
cuencia la jurisprudencia, el principio dispositivo que rige nuestro proceso civil 
queda atenuado en los procedimientos de familia en general, y de forma especial 
en los que se dilucidan cuestiones relativas a los menores, razón por la que se 
requiere específicamente la presencia y la intervención del Ministerio Fiscal 
(artículo 749.2 LEC), pero tal atenuación no se dirige únicamente a propiciar la 
intervención de oficio de los tribunales sino a que a estos les sean presentadas las 
pruebas en todo momento y por cualquiera de las partes y por el Ministerio 
Fiscal (artículo 752.1 LEC), en orden al mejor conocimiento de cualquier cir-
cunstancia que afecte a los menores y que redunde en la mejor protección del 
interés de los mismos. De ahí que tampoco en estos procesos se apliquen rígida-
mente los criterios de distribución de la carga de la prueba (artículo 217 LEC)». 
En la STSJA 4/2017, de 8 febrero, en el trámite del recurso de casación admite 
la prueba entonces presentada al resultar relevante para la decisión a tomar en 
el recurso, con fundamento en el art. 271 LEC. Además, el Tribunal de casación 
dispone en estos procedimientos en que están en liza los derechos constitucio-
nales previstos en el art. 39 CE, de la facultad de integrar en lo necesario el resul-
tado probatorio, como ha señalado el TS (por todas, S. de 19 de julio de 2012 en 
recurso 1029/2011 y las que en ella se citan), facultad de la que han hecho uso las 
Ss. TSJA 11/2014, de 17 de febrero y 18/2017, de 15 de septiembre).

El informe técnico o pericial no se incluye entre los factores enumerados en 
el apartado segundo del artículo 80, sino que es objeto de regulación en el apar-
tado siguiente, y recabarlo se configura como algo facultativo para el juzgador 
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(STSJA 6/2012, de 9 de febrero), es «una facultad que los tribunales habrán de 
utilizar a su mejor arbitrio y sin perjuicio de las posibilidades de petición de 
prueba de todas las partes» (S. 13/2011). La posibilidad de interesar la práctica 
de prueba pericial implica también la facultad de renunciar a la práctica de la 
prueba pericial ya interesada (STSJA 13/2012, de 9 de abril). Un informe peri-
cial evacuado en procedimiento anterior puede ser aportado al procedimiento 
actual como prueba documental (S. 13/2012). El informe psicológico privado 
realizado a la madre no reúne requisitos para ser informe pericial y no es tam-
poco una prueba de real relevancia para resolver sobre la custodia del hijo 
(STSJA 20/2013, de 29 de abril).

El art. 80.3 CDFA «no constituye propiamente norma sustantiva que pueda 
entenderse vulnerada por la decisión que se adopta, y susceptible de sustentar 
un recurso de casación» (STSJA 41/2013, de 30 de septiembre); «no constituye 
una norma de carácter sustantivo, sino adjetiva o instrumental, en cuanto permi-
te al juez utilizar y valorar determinados medios probatorios de relevancia para 
que pueda adoptar una decisión conforme a derecho» (STSJA 12/2014, de 4 de  
marzo). Los informes periciales, al igual que las demás pruebas, han de ser valo-
rados por el Juzgador conforme al criterio de la sana crítica, fijado por el artícu-
lo 348 LEC, pudiendo apartarse del criterio de los peritos razonándolo adecua-
damente (218.2 LEC) (Ss. 6/2012, 27/2012, de 24 de julio, 46/2016, de 30 de 
octubre). El informe pericial es de gran relevancia para determinar el tipo de 
custodia, pero la decisión corresponde tomarla al tribunal, valorando el conjun-
to de la prueba, y no al perito; en particular, no corresponde al perito valorar si 
hay motivos para excepcionar el régimen legal de custodia compartida. Así que 
el Juez, en el legítimo ejercicio de la función judicial, puede llegar a una solu-
ción distinta a la propuesta en el informe pericial, que no le vincula, puesto que 
a quien corresponde constitucionalmente y en exclusiva la función de juzgar es 
al juez (art. 117.3 CE) (Ss. TSJA 11/2015, de 6 de abril, 13/2016, de 9 de mayo, 
2/2018, de 18 de enero). A petición de parte o de oficio, conforme al art. 346 
LEC, el perito podrá concurrir al juicio o a la vista a los efectos de que aporte las 
aclaraciones o explicaciones que sean oportunas para comprender y valorar 
mejor el dictamen realizado (STSJA 21/2018, de 19 de diciembre).

Para la acreditación de las circunstancias concurrentes cobran especial rele-
vancia, como dicen las Ss. TSJA 24/2012, de 5 de julio, y 20/2013, de 29 de abril, 
entre otras, los informes periciales, puesto que en ellos, previa constatación de 
las circunstancias de hecho concurrentes y necesaria exposición razonada del 
método y factores tenidos en cuenta se emite dictamen por expertos. Junto a 
ello, resulta también de gran relevancia la opinión que tengan los hijos, captada 
por los medios de exploración de su voluntad acordes a su edad y situación, que 
permitan conocer realmente cuál es su preferencia real. Pero, tras las reformas 
del art. 92 Cc. y de los arts. 777.5 y 770.4 LEC, el TC ha interpretado, en Ss. 26 
de mayo de 2008 y 29 de junio de 2009, que no es precisa la exploración de quien 
ya había sido oído por el equipo psicosocial, pues la audiencia del menor no se 
concibe ya con carácter esencial, siendo así que el conocimiento del parecer del 
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menor puede sustanciarse a través de determinadas personas (artículo 9 de la 
Ley Orgánica 1/1996), y solo resultará obligada la exploración judicial cuando, 
teniendo suficiente juicio o mas de 12 años, se estime necesario de oficio o a 
petición del Fiscal, partes o miembros del equipo técnico judicial o del propio 
menor (artículos 92.6 Cc., 777.5 y 770.4 LEC). Así lo recoge la STSJA 36/2013, 
de 18 de julio. «No cabe elevar a la categoría de derecho fundamental del niño 
la necesidad de ser explorado de forma directa por los tribunales en todos los 
casos, con la consecuencia de entenderse infringido el derecho a la tutela judi-
cial efectiva en el supuesto de no hacerse así, pues no se deduce tal derecho 
absoluto de los indicados preceptos [de la Convención de derecho del niño, LO 
1/1996 y CDFA]» (STSJA 34/2012, de 19 de octubre). Suficiente capacidad o 
juicio puede tenerse antes de los 12 años (Ss. TSJ 27/2012, de 24 de julio, 
34/2012), a partir de los 7 (STSJA 19/2015, de 30 de junio), en cambio, para la 
edad de 6 años ya se dice que la corta edad del niño relativiza en gran medida el 
resultado de la exploración (STSJA 20/2013).

VIII. FACTORES A PONDERAR PARA MOTIVAR LA DECISIÓN

1. 	Planteamiento general

A partir de lo dicho en el art. 218.2 LEC (120 CE y 6 CEDH), el TS, el TC y 
el TEDH han elaborado una doctrina general sobre la motivación de las senten-
cias, de la que se hace eco el Tribunal de casación aragonés en muchas senten-
cias, como (26/2013, de 25 de junio, 48/2013, de 15 de noviembre, 27/2015, de 
6 de octubre, 18/2016, de 27 de junio), en algunas simplemente se destaca que, 
conforme a ella, no es precisa una motivación amplia y exhaustiva de las decisio-
nes judiciales (31/2016, de 21 de diciembre), o que la exigencia de motivación 
no comprende el acierto en la decisión (2/2017, de 26 de enero), de manera 
que la falta de motivación o la motivación insuficiente son cosa distinta de la 
valoración errónea de la prueba (7/2018, de 2 de marzo).

Al hacer aplicación de la doctrina general sobre la motivación de las senten-
cias a la decisión sobre el tipo de custodia que es mejor para el menor, la STSJA 
1/2014, de 10 de enero (y otras, en parecido sentido, como la 27/2012, de 24 de 
julio), indica que «el aseguramiento de la mejor atención del interés del menor 
es, sin duda, principio general de orden público a respetar por jueces y tribuna-
les; pero no basta su mera invocación genérica para motivar de modo suficiente 
la decisión, sino que deben definirse, a partir de los factores del art. 80.2 CDFA 
y cualquier otra circunstancia de especial relevancia, las razones concretas por 
las que la mejor atención del niño requiere, en cada caso concreto, la adopción 
de un determinado tipo de custodia. En Derecho común los criterios a seguir no 
están legalmente determinados y es la jurisprudencia del TS la que ha estableci-
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do los principales factores a tener en cuenta (así en la STS 757/2013, de 29 de 
noviembre)», que son distintos de los establecidos por el legislador aragonés 
(STSJA 4/2012, de 1 de febrero).

Los factores del art. 80.2 CDFA no son exhaustivos, ya que en la letra f) se alu-
de a cualquier otra circunstancia de especial relevancia, ni están jerarquizados 
entre sí (voto particular de Carmen Samanes Ara a las Ss. 41/2013, de 30 de sep-
tiembre, y 44/2013, de 9 de octubre). Estos factores han de ser ponderados por el 
tribunal sentenciador, sobre todo, para motivar con ellos el establecimiento de la 
custodia individual como excepción a la preferencia legal de la custodia compar-
tida (entre otras muchas, Ss. 48/2013, de 15 de noviembre, y 7/2018, de 2 marzo), 
pero también para motivar la custodia individual de un progenitor frente a otro, 
sin que a tal fin haya un criterio preferente (2/2014, de 13 de enero).

2. 	La edad de los hijos

La edad de los hijos es el primero de los factores mencionados en el artículo 
80.2 CDFA. Las edades más tempranas pueden aconsejar la custodia individual, 
normalmente a favor de la madre. No obstante, la circunstancia de la corta edad 
del menor, la propia de la primera infancia (hasta los 6 años), no resulta por sí sola 
determinante para rechazar la custodia compartida por los dos progenitores, sin 
otros factores adicionales que así lo aconsejen (Ss. TSJA 13/2012, de 9 de abril, 
29/2012, de 25 de septiembre, 30/2012, de 28 de septiembre, 12/2015, de 4 de 
marzo, 13/2016, de 9 de mayo, 12/2017, de 1 de junio, entre otras).

El crecimiento en edad del hijo, que ha pasado de 0, 1 o 2 años, cuando se 
fijó la custodia individual, a 7, 8 o 9, ahora, entraña un cambio relevante o sus-
tancial de circunstancias, lo que permite contemplar con normalidad el paso a 
la custodia compartida o, al menos, hace que sea relevante su deseo de compar-
tir más tiempo con su padre (Ss. 20/2016, de 7 de septiembre, 28/2016, de 2 de 
diciembre, 3/2017, de 30 de enero).

3. 	El arraigo social y familiar de los hijos (art. 80.2.b CDFA)

La mayor dificultad del hijo para completar el proceso de adaptación a la 
escuela no es factor bastante, por sí solo, para excluir la preferencia de la custo-
dia compartida (STSJA 29/2012, de 25 de septiembre), tampoco la mayor vincu-
lación del hijo con la madre, con la que han convivido en régimen de custodia 
individual, es factor suficiente, por sí solo, para impedir establecer ahora la cus-
todia compartida.

4. 	La opinión de los menores con suficiente juicio o mayores de 12 años

La opinión de los hijos con suficiente juicio o mayores de 12 años, recogida en 
el informe pericial o manifestada en la exploración judicial, favorable a la custodia 
compartida o a la individual con el padre o la madre, es un factor relevante o 
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esencial recogido en el art. 80.2.c CDFA, pero ha de tomarse con prudencia o 
valorarse con cautela o cierta prevención por el Juez, ponderando con sumo cui-
dado su edad y experiencia, pues no es un factor preferente ni determinante por 
sí solo de la decisión a tomar; no es la voluntad del menor la que decide, ya que se 
trata de personas en formación que no tienen plena capacidad de obrar y difícil-
mente pueden saber lo que realmente puede resultarles más beneficioso; su opi-
nión es solo un factor relevante que el Juez ha de ponderar junto a los demás 
factores concurrentes, dependiendo de su madurez pues a mayor madurez 
mayor relevancia tendrá su opinión, especialmente en los mayores de catorce 
años (Ss. 13/2012, de 9 de abril, 27/2012, de 24 de julio, 32/2012, de 16 de octu-
bre, 34/2012, de 19 de octubre, 16/2013, de 12 de marzo, 18/2013, de 25 de 
marzo, 21/2013, de 30 de abril, 33/2013, de 12 de julio, 34/2013, de 16 de julio, 
36/2013, de 18 de julio, 44/2013, de 9 de octubre, 45/2013, de 14 de octubre, 
21/2015, de 17 de septiembre, 20/2016, de 7 de septiembre, 3/2017, de 30 de 
enero, 2/2018, de 18 de enero, entre otras). 

«Por ello –dice la STSJA 31/2013, de 10 de julio–, aun siendo relevante su opi-
nión, especialmente en cuanto pueda aportar datos de importancia, no es, en 
cambio, de admitir que su proceso intelectivo, en el doble aspecto cognoscitivo y 
volitivo, pueda tener tanta certeza como para admitirlo sin las necesarias matiza-
ciones y valoración que corresponde finalmente hacer, en todo supuesto de meno-
res de edad, a los encargados de asegurar su mejor atención y cuidado». [Párrafo 
luego reproducido en las Ss. TSJA 33/2013, de 12 de julio, 21/2015, de 17 de 
septiembre, y 23/2015, de 2 de octubre]. Así que «su mera opinión, manifestada 
de forma tan genérica e imprecisa, como lo es en un entorno de crisis convivencial 
de sus progenitores, y sin que haya más factores para su emisión que la mera como-
didad a corto plazo de la niña –o el temor indefinido a los cambios: añade la 
4/2016–, dista mucho de ser una de las razones legalmente previstas para excluir 
la orden del legislador de ser preferente a la custodia compartida» (S. 11/2014, de 
17 de febrero; lo reitera la S. 4/2016, de 3 de febrero).

5. 	La aptitud y voluntad de los progenitores

La capacidad y aptitud de ambos progenitores para asumir el cuidado y aten-
ción de sus hijos es un presupuesto para establecer la custodia compartida (STSJA 
21/2013, de 30 de abril), que hay que presumir que concurre mientras no se 
pruebe lo contrario (STSJA 13/2011, de 15 de diciembre). Pero «cabe que un 
progenitor reúna condiciones para el ejercicio de la guarda y custodia y sin embar-
go, concurran otros factores que lleven al tribunal a la convicción de que en ese 
concreto supuesto conviene mejor al menor la custodia individual» (STSJA 
18/2013, de 25 de marzo). «Un dato de fundamental relevancia y trascendencia lo 
es el estado mental o emocional de uno de los progenitores, permanente o no, 
siempre y cuando exista una alteración personal que pueda incidir de modo nega-
tivo en la correcta y mejor atención del menor»; en el caso de autos, las alteracio-
nes en el estado de ánimo del padre tienen suficiente relevancia como para excep-
cionar la regla general de la custodia compartida (STSJA 43/2013, de 8 de 
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octubre). Pero no bastan a tal efecto las hipotéticas previsiones sobre fallos en la 
organización futura del padre, o respecto de que vaya a atenderse más a sí mismo 
que a la menor (S. 1/2014, de 10 de enero); sí es razón suficiente la falta de real 
interés en asumir las obligaciones derivadas de la custodia y la falta de organiza-
ción y planificación del padre (S. 16/2018, de 31 de octubre).

6. 	Las posibilidades de conciliación de la vida familiar y laboral  
de los padres

Cuando ambos padres tienen similares posibilidades de conciliación, por la dis-
posición de buenas redes de apoyo, este factor contemplado en el art 80.2.e CDFA 
no es determinante para mantener la custodia individual a favor de la madre (STSJA 
21/2013, de 30 de abril). El horario del padre, el propio de funcionario público 
militar, no permite en el caso excepcionar el sistema preferente de custodia compar-
tida (STSJA 1/2014, de 10 de enero). El horario a turnos del padre, el que tenga que 
atender urgencias, el que tenga la familia extensa a una hora de distancia, tampoco 
son factores concluyentes para no fijar la custodia compartida (Ss. 11/2015, de 6 de 
abril, 13/2016, de 9 de mayo). La muy diferente disponibilidad laboral de uno y otro 
progenitor, y la necesidad de uno de ellos de encomendar los hijos al cuidado de 
terceros, es un factor contrario a la custodia compartida (S. 36/2015, de 16 de 
diciembre). Si la dificultad de conciliación es similar para uno y otro, hay que supo-
ner que ambos podrán superarla por sus medios, mientras no se acredite lo contra-
rio (S. 28/2016, de 2 de diciembre). Contraponer la situación coyuntural de 
desempleo de la madre con el trabajo a turnos del padre parece un prejuicio de que 
no vaya a poder guardar y custodiar adecuadamente a sus hijos, que no justifica que 
se le aparte de la custodia compartida; a tal efecto no basta alegar meras apreciacio-
nes genéricas, se requiere una justificación concreta (STSJA 12/2017, de 1 de junio).

7. 	Cualquier otra circunstancia de especial relevancia  
para el régimen de convivencia

De este apartado «f» resulta con claridad que el art. 80.2 CDFA no recoge un 
listado cerrado de factores sino abierto (S. 27/2015, de 6 de octubre).

A) La distancia entre los domicilios de los padres. La situación óptima en casos de 
separación de los progenitores, sea cual sea el régimen de custodia, sería que 
vivieran en el mismo núcleo urbano, la custodia compartida resulta favorecida si 
las residencias se hallan próximas, pero el hecho de que esto no sea así no pare-
ce que sea de especial relevancia para negar la idoneidad de la custodia compar-
tida si los desplazamientos son sencillos y rápidos (Ss. 13/2012, de 9 de abril, 
13/2016, de 9 mayo). Si el traslado de la residencia de uno de los padres a lugar 
muy alejado afecta al interés del menor, su tutela preferente puede exigir un 
cambio de custodia y hacer inviable la custodia compartida (Ss. 11/2016, de 8 de 
marzo, 3/2017, de 30 de enero).
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B) Las malas relaciones entre los progenitores. Hemos visto antes que la conflictiva 
relación entre los padres no tiene relevancia directa para determinar uno u otro 
régimen de custodia, pero sí ha de serle reconocida tal importancia cuando por 
su intensidad (alto y grave nivel de enfrentamiento o total ausencia de coopera-
ción y comunicación si el niño no está aún escolarizado) pueda ir en perjuicio 
del menor, en cuyo caso debe ponderarse como un factor más a tener en cuenta 
para la decisión (Ss. 3/2013, de 18 de enero, 12/2014, de 4 de marzo, 18/2017, 
de 15 de septiembre). No es relevante, en cambio, el desacuerdo entre los padres 
sobre la venta de la vivienda familiar (S. 21/2013, de 30 de abril) o una relación 
«no mala» entre la menor y la esposa de su padre (S. 31/2013, de 10 de julio).

C) La relación del hijo común con un medio hermano. La presencia de medio her-
manos no es contraria a la preferencia de la custodia compartida, sino una cir-
cunstancia relevante a valorar en términos positivos para su establecimiento (Ss. 
13/2012, de 9 de abril, 39/2012, de 27 de noviembre, 31/2013, de 10 de julio); 
pero la relevancia de la relación del hijo común con un medio hermano para 
fijar el tipo de custodia no corresponde establecerla por observancia del art. 
80.4, sino del 80.2.f CDFA (S. 11/2014, de 17 de febrero).

D) La desigual implicación de los padres en el cuidado de los hijos. Aunque, como 
hemos visto, los roles asumidos por los padres durante el tiempo que duró la 
convivencia no es elemento determinante para la decisión sobre la custodia 
cuando se produce la ruptura, en ocasiones es un factor a considerar, por sí solo 
(S. 23/2015, de 2 de octubre) o junto con otros (S. 36/2015, de 16 de diciembre).

E) Otras circunstancias menos frecuentes. La recomendación de la custodia indi-
vidual en uno de los varios informes psicológicos es una circunstancia dentro de 
la posibilidad del art. 80.2.f CDFA, pero sin relevancia suficiente para excluir el 
régimen preferente (S. 11/2014, de 17 de febrero). El hecho de que el padre 
viva con los abuelos y la madre se encuentre en situación de desempleo son cir-
cunstancias a tener en cuenta, pero en el caso no son relevantes para eliminar la 
preferencia de la custodia compartida (S. 16/2015, de 27 de mayo). Pueden ser 
apreciados factores como la falta de interés del padre en la comunicación con su 
hija, su actitud pasiva en todo lo referente al cuidado y atención del menor, el 
período largo de distanciamiento del menor con uno de los progenitores 
(S. 27/2015, de 6 octubre), la necesidad de estabilidad del menor (S. 18/2017, 
de 15 de septiembre).

IX. NO SEPARAR A LOS HERMANOS DE DOBLE VÍNCULO

El precepto establecido en el artículo 80.4 del CDFA está concebido para evitar 
la separación de los hermanos menores de edad de doble vínculo, considerarlo de 
otro modo excedería del propósito del legislador, y resultaría de imposible cumpli-
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miento en el caso en que cada uno de los anteriores consortes hubiera accedido a 
una nueva relación sentimental y tuviese hijos habidos con sus nuevas parejas 
(Ss. 39/2012, de 27 de noviembre, 11/2014, de 17 de febrero). Pero el legislador 
aragonés no impide la separación de los hermanos menores, sino que establece, 
como criterio de normalidad recogido como imperativo jurídico, que de modo 
general, no deben los tribunales adoptar soluciones que supongan dicha separación, 
salvo que concurran circunstancias que justifiquen la medida adoptada y se razone 
debidamente en la sentencia la fundamentación de la decisión (Ss. 46/2013, de 30 
de octubre, 37/2014, de 19 de noviembre, 37/2015, de 18 de diciembre).

La custodia compartida para una de los dos hermanas gemelas menores de 
edad, permaneciendo la otra en custodia individual con la madre, implica solo 
la separación temporal de las hermanas y en el caso se funda en razones sólidas 
que justifican la excepción al criterio general (S. 46/2013, de 30 de octubre); 
también el caso de la S. 37/2015, de 18 de diciembre, la sala de apelación da 
razones para adoptar un sistema de custodia distinto para los dos hermanos 
menores que lo justifican como excepción al art. 80.4 CDFA; por lo demás, el 
cambio de sistema de guarda no implica un distanciamiento o alejamiento entre 
los hermanos, que introduzca una «separación», sino que permite la continui-
dad de las relaciones entre ellos.

Por otra parte, la buena relación entre la hermana menor y la mayor de edad 
que vive con la madre (extinguida la autoridad familiar, ya no hay guarda y cus-
todia sobre ella y no es aplicable el art. 80.4 CDFA: S. 37/2014) no tiene por qué 
resultar afectada por el establecimiento de la custodia compartida para la menor 
de edad [acordada al estimar el recurso de casación], pero podría haber sido 
también un dato favorable a la custodia individual de la madre tenido en cuenta 
por la sentencia recurrida y casada (STSJA 41/2013, de 30 de septiembre).

X. LA VIOLENCIA DOMÉSTICA O DE GÉNERO IMPIDE ATRIBUIR  
LA CUSTODIA AL PROGENITOR QUE LA PRACTICA

La STSJA 28/2013, de 2 de julio, dice que el art. 80.6 CDFA se ve en parte 
complementado por la DA 4.ª del CDFA (posibilidad de revisar los casos de cus-
todia resueltos por aplicación del art. 80.6 CDFA en los supuestos de sentencia 
firme absolutoria) y por la previsión punitiva contenida en el art. 153, apartados 
1 y 2 del Cpen. (posibilidad de inhabilitar para la custodia cuando el Juez o 
Tribunal penal lo estime adecuado al interés del menor); pero no existe solapa-
miento entre las tres normas, puesto que la aplicación de una y otra se da en 
momentos sucesivos en el tiempo, no simultáneamente.

«De las tres –sigue diciendo esta STSJA–, la primera a observar será la conte-
nida en el artículo 80.6 del CDFA que prevé dos supuestos: que exista proceso 
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penal en trámite por violencia intrafamiliar [atentar contra la vida, la integridad 
física, la libertad, la integridad moral o la libertad e indemnidad sexual del otro 
progenitor o de los hijos; (es indudable que el delito de revelación de secretos 
no se encuentra entre estos tipos penales: STSJA 43/2013, de 8 de octubre)], en 
el que la autoridad judicial penal valore motivadamente la constatación de indi-
cios fundados y racionales de criminalidad derivada de los hechos enjuiciados 
[regulación más garantista que la del art. 92.7 Cc. donde basta con la simple 
denuncia: SAPZ –Sec. 2.ª– de 17 de enero de 2012]; o que, aun no existiendo 
proceso penal en tramitación, la autoridad judicial civil valore la existencia de 
indicios fundados de violencia doméstica o de género. En cualquiera de ambos 
casos no se acordará la atribución de la guarda y custodia al progenitor que apa-
rezca como posible autor».

La regulación del art. 80.6 CDFA –añade– es meramente preventiva, no alcan-
za «a disponer de modo definitivo sobre la atribución de la guarda y custodia, 
sino que limita su mandato al estado previo a la definición de si existió o no 
conducta penal probada. Porque, una vez que sea decidida por la jurisdicción 
penal competente la presencia o no de delito, carece ya de motivo de aplicación 
este artículo 80.6, pues entonces los preceptos aplicables son: si la sentencia 
penal es absolutoria, la disposición adicional cuarta del CDFA; y si tal resolución 
es condenatoria, como ocurre en este caso, el artículo 153 del Código penal».

No es de aplicación el art. 80.6 CDFA si al tiempo en que fue dictada la sen-
tencia hoy recurrida no se hallaba pendiente el proceso penal seguido contra la 
madre por violencia intrafamiliar, sino que había sido terminado por sentencia 
firme condenatoria, sin que el juez sentenciador hubiere considerado proceden-
te, en interés de la menor, imponer a la acusada la pena de inhabilitación para 
el desempeño de las funciones de guarda de su hija (STSJA 14/2014, de 19 de 
marzo). Tampoco es de aplicación dicho precepto si al tiempo en que fue dicta-
da la sentencia hoy recurrida hay sentencia penal absolutoria de la denuncia por 
malos tratos, al haberse apreciado la prescripción; en tal caso, los hechos denun-
ciados y declarados prescritos no sirven ahora como indicios fundados de violen-
cia sobre la esposa (STSJA 28/2015, de 7 de octubre).

Habiendo sido aplicado correctamente el art. 80.6 CDFA, porque en el 
momento del dictado de la sentencia civil recurrida en casación el padre estaba 
incurso en un procedimiento penal por delito contra la madre, la circunstancia 
sobrevenida del dictado de la sentencia que pone fin al procedimiento penal, sin 
inhabilitar al padre para el ejercicio de la custodia, no convierte en incorrecta la 
sentencia recurrida por lo que no debe estimarse el recurso de casación presen-
tado contra ella; sin perjuicio de la facultad reconocida a las partes de poder 
solicitar la modificación de las medidas reguladoras de su divorcio ante las nue-
vas circunstancias presentes que implican un cambio sustancial de los hechos 
tenidos en cuenta al tiempo de dictar las sentencias de instancia, si así conviene 
a su derecho (STSJA 23/2014, de 24 de junio). Aunque la sentencia penal sea 
condenatoria, si no hay inhabilitación para ejercer la custodia la solución ha de 
ser también la de la DT 4.ª CDFA.
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XI. MODIFICACIÓN DE LA CUSTODIA O EL RÉGIMEN DE VISITAS  
A PETICIÓN DE UNO DE LOS PADRES

La posibilidad legalmente prevista (arts. 775 Lec., 79.5 CDFA o 90.3 y 91 Cc.) de 
modificar las medidas judiciales definitivas acordadas en sentencia firme (no aplica-
ble, por tanto, a la sucesión de medidas provisionales: STSJA 15/2018, de 29 de 
octubre), cuando concurran circunstancias relevantes, es una excepción al régimen 
general de cosa juzgada en atención a la naturaleza de los procesos de familia, habi-
da cuenta de los cambios que pueden producirse tanto por el crecimiento vital de 
los hijos menores como por las situaciones personales, profesionales y económicas 
de los progenitores (STSJA 27/2016, de 1 de diciembre). Conforme a la regula-
ción del Código civil, la doctrina de las Audiencias provinciales ya había señalado 
que, en resumen, la alteración de las circunstancias ha de reunir, entre otras carac-
terísticas, las de ser trascendente, permanente o duradera y no imputable a la 
propia voluntad de quien solicita la modificación. No obstante, cuando las medi-
das se refieren a hijos menores de edad, había dos tendencias en las Audiencias: 
prueba rigurosa de que concurre una alteración sustancial de circunstancias, para 
una, basta con que se aprecie que el interés del menor reclama la modificación de 
medidas, para otra; por la segunda se inclinaba la Sec. 2.ª AP de Zaragoza (STSJA 
18/2014, de 23 de mayo, parcialmente reiterada en la 24/2016, de 14 de octubre).

Ya hemos visto que, conforme al régimen transitorio previsto en la DT 6.ª, 
apartado 2, CDFA (DT 1.ª Ley 2/2010), durante un año a contar desde el 8 de 
septiembre de 2010, fecha de la entrada en vigor de esta Ley, se permite que sea 
sometido a revisión el régimen de custodia, con sujeción a la adecuada valora-
ción de las circunstancias concurrentes por parte de los tribunales, pero sin 
necesidad de que se haya producido una alteración sustancial en las circunstan-
cias tenidas en cuenta para su adopción. Transcurrido ese plazo de un año, la 
modificación de la custodia ya requiere acreditar la concurrencia de circunstan-
cias relevantes que aconsejen el cambio en interés del menor, tal como dispone 
el art. 79.5 CDFA, sin que sea posible valorar la conveniencia de uno u otro 
régimen como si nos encontrásemos ante la toma de la decisión inicial (cosa que 
el voto particular de Seoane Prado reprocha a la STSJA 11/2015, de 6 de abril); 
ahora lo relevante es considerar si, a la vista del cambio de las circunstancias 
concurrentes, resulta necesario modificar el régimen de custodia en los términos 
interesados por el demandante por requerirlo el interés del menor (Ss. TSJA 
42/2013, de 3 de octubre, 37/2014, 19 de noviembre, 20/2016, de 7 de septiem-
bre, 21/2016, de 14 de septiembre, 3/2017, de 30 de enero).

El artículo 79.5 CDFA es una norma completa de carácter hermenéutico, que 
establece una consecuencia jurídica (la modificación de las medidas) si se da el 
presupuesto de hecho (la concurrencia de causas o circunstancias relevantes), que 
hay que probar que se da (Auto TSJA de 26 de julio de 2012). Pero el art. 79.5 
CDFA no emplea la misma expresión que el art. 91 CC [«alteración sustancial de 
circunstancias»] para establecer el presupuesto de hecho, sino la de concurrencia 
de «causas o circunstancias relevantes», lo que implica una mayor flexibilidad, que 
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se explica porque las medidas a las que se refiere el art. 79.5 son todas ellas relati-
vas a menores. Por tanto, basta acreditar que concurren causas o circunstancias 
que evidencien que el tipo de custodia acordada ya no es el que más conviene al 
interés del menor, entre ellas merece especial mención la adaptación al desarrollo 
del menor (art. 79.5, segundo inciso) (Ss. TSJA 18/2014, de 23 de mayo [con voto 
particular de Pastor Eixarch], 19/2014, de 26 de mayo, 37/2014, de 19 de noviem-
bre, 21/2016, de 14 de septiembre, 24/2016, de 14 de octubre, 28/2016, de 2 de 
diciembre). A la vista de esas nuevas circunstancias concurrentes, hay que decidir 
si el interés del menor aconseja modificar el régimen de custodia en los términos 
interesados por el demandante (Ss. 37/2014, de 9 de noviembre, 11/2016, de 8 de 
marzo, 7/2016, de 17 de febrero). No puede instarse en estos casos la aplicación 
del artículo 80.2 como si se plantease ex novo la fijación de la forma en que habría 
de ser establecida la custodia de los hijos menores (S. 1/2017, 25 de enero), por-
que en el procedimiento de modificación de medidas el punto de partida no es la 
preferencia legal de la custodia compartida, sino si hay nuevas circunstancias rele-
vantes para modificar la custodia ya acordada (S. 2/2017, de 26 de enero), siempre 
en interés del menor (S. 10/2018, de 26 de marzo).

En varias sentencias se considera que el cambio de circunstancias es 
patente al haber pasado el menor de 10 a 14 años cumplidos (S. 17/2013, 
de 13 de marzo), de 1 año a 7 (S. 19/2014, de 26 de mayo), de 5 años a 11 
(S. 4/2016, de 3 de febrero), de 2 a 9 años (Ss. 20/2016, de 7 de septiembre, 
3/2017, de 30 de enero). No obstante, si el transcurso del tiempo puede dar 
lugar o no a la modificación de las medidas acordadas en su momento será 
cuestión que deberá decidirse en cada caso concreto, y no solo por atención 
al mero paso de los años, sino también por la repercusión que el transcu-
rrir del tiempo pueda haber supuesto para la situación inicialmente valo-
rada (S. 10/2018, de 26 de marzo). A veces, es la mala comunicación entre 
los pueblos cercanos donde viven los padres y la llegada del momento de 
escolarizar al hijo (SAPT 21/2014, de 25 de enero) o la distancia entre sus 
actuales domicilios, al haberse trasladado la madre con el niño a vivir a 
Barcelona (S. 17/2015, de 28 de mayo), lo que obliga a cambiar la custodia 
compartida por la individual de uno de ellos.

XII. NATURALEZA Y FUNCIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN  
EN LOS CASOS DE CUSTODIA O RÉGIMEN DE VISITAS

En muchas de las resoluciones consultadas en este estudio hay interesantes 
consideraciones de orden procesal sobre lo que podemos llamar naturaleza y 
función del recurso de casación. De la manera más breve posible voy a resumir 
lo que, siempre de conformidad con la doctrina correspondiente del TS, vienen 
a decir.
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En casación, salvo en supuestos excepcionales a resolver mediante motivo por 
infracción procesal, hay que estar a los hechos probados en las instancias y no 
hacer «supuesto de la cuestión» (argumentar al margen de la base fáctica conteni-
da en la sentencia impugnada), porque la casación constituye un nuevo grado de 
jurisdicción pero no una tercera instancia, de modo que en ella no cabe una nue-
va valoración del material probatorio reunido, ni una revisión de la prueba ya 
efectuada en la sentencia recurrida. Es imposible tener en cuenta en casación 
pruebas distintas de las practicadas en el procedimiento (Ss. TSJA 35/2012, de 26 
de octubre, 3/2014, de 15 de enero, entre otras). El recurso de casación es un 
recurso extraordinario que tiene una función preferentemente nomofiláctica, 
como control de la aplicación correcta del ordenamiento jurídico sustantivo a la 
cuestión de hecho y para la fijación de jurisprudencia. Así que una correcta técni-
ca casacional implica plantear cuestiones jurídicas sin apartarse de los hechos 
probados (Ss. 12/2014, de 4 de marzo, 15/2016, de 9 de junio, entre otras).

La decisión será tomada por los tribunales conforme a los hechos presenta-
dos y según la valoración dada a los mismos (la apreciación de la prueba es 
función privativa de los órganos de instancia), pero, excepcionalmente, podrá 
revisarse esta, mediante motivo por infracción procesal al amparo del art. 
469.1.4.º Lec., cuando por ser la valoración de la prueba manifiestamente irra-
cional, ilógica (con error de hecho patente o palmario) o arbitraria, no supera 
el test de la racionalidad constitucionalmente exigible para respetar el derecho 
a la tutela judicial efectiva consagrado en el artículo 24 CE (Ss. 4/2012, de 1 de 
febrero, 26/2016, de 16 de noviembre, 31/2016, de 21 de diciembre, 4/2017, de 
8 de febrero, 2/2018, de 18 de enero, entre otras muchas. Autos TSJA de 28 de 
febrero 2014, 22 de septiembre 2014, entre otros muchos). En tal caso, la estima-
ción del recurso extraordinario por infracción procesal determina que la Sala 
deba entrar a conocer del fondo de la cuestión planteada, y dictar nueva senten-
cia teniendo en cuenta, en su caso, lo que se hubiese alegado como fundamento 
del recurso de casación (DF 16.ª1. regla 7.ª LEC) (Ss. 31/2016, de 21 de diciem-
bre, 11/2017, de 25 de mayo, 20/2017, de 22 de septiembre, entre otras).

Si el recurrente no ha presentado recurso por motivos de infracción procesal hay 
que partir necesariamente de los hechos probados en las instancias, debiendo limi-
tarse el Tribunal de casación a la revisión de la valoración jurídica de los hechos, a 
examinar si son subsumibles en el supuesto de hecho de la norma sustantiva que se 
invoca como infringida, pues la función nomofiláctica que corresponde al recurso 
de casación radica fundamentalmente en determinar la correcta aplicación del 
ordenamiento jurídico a los hechos tenidos por probados. También es cierto que los 
hechos declarados probados, intocables como tales en casación, quedan sometidos 
a determinados juicios de valor que aportan criterios para su subsunción en la 
norma de que se trata y que el control de estos no queda fuera de la casación 
(Ss. 41/2013, de 30 de septiembre, 45/2013, de 14 de octubre, entre otras).

El examen en casación de si la sentencia que acuerda la custodia individual 
se ha ajustado a la norma que solo lo permite si resulta lo más conveniente al 
interés del menor (art. 80.2 CDFA), debe comprobar, en primer lugar, si dentro 
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del margen de dicrecionalidad que el tribunal tiene para llevar a cabo dicho 
juicio de valor, la conclusión alcanzada a partir de la base fáctica es razonable y 
lógica; a contrario sensu, si la sentencia resuelve de modo irracional, ilógico, arbi-
trario, o claramente atentatorio contra el interés del menor, procederá su casa-
ción (Ss. 17/2015, de 28 de mayo, 21/2015, de 17 de septiembre, 28/2015, de 7 
de octubre, 19/2016, de 30 de junio).

Pero, en el sistema aragonés, el art. 80.2 CDFA y la doctrina legal que lo interpre-
ta, permiten también al tribunal de casación, según la opinión mayoritaria de la Sala, 
comprobar si se ha respetado el margen de discrecionalidad que el Tribunal tiene, 
que en Aragón es menor por la preferencia legal de la custodia compartida (en la 
decisión sobre el régimen de custodia «no se está ante la posibilidad de valorar dis-
crecionalmente y partiendo del vacío legal sobre cuál sea el régimen de custodia que 
la autoridad judicial pueda establecer»; el art. 80.2 CDFA «extrae del ámbito de 
discrecionalidad de la autoridad judicial la custodia que preferentemente procede 
establecer»: S. 13/2016, de 9 de mayo), y si concurren suficientes factores o motivos, 
concretos y acreditados, relevantes para, como excepción a la preferencia legal, 
establecer la custodia individual (Ss. 44/2013, de 9 de octubre, 1/2014, de 10 de 
enero, 11/2014, de 17 de febrero, 13/2014, de 13 de marzo, 10/2015, de 4 de mar-
zo, 16/2015, de 27 de mayo, 20/2016, de 7 de septiembre, 3/2017, de 30 de enero, 
12/2017, de 1 de junio, entre otras). En resumen la doctrina mayoritaria de la Sala 
sostiene que, salvo en casos excepcionales, no procede modificar las conclusiones 
probatorias obtenidas por la sentencia recurrida ni tampoco el margen de discrecio-
nalidad otorgado a la Audiencia Provincial. Pero sí debe estudiarse y resolverse si su 
sentencia dio cumplimiento a la orden legal de establecer preferentemente la custo-
dia compartida, salvo que existan motivos relevantes que aconsejen otro tipo de 
cuidado del menor. Y asimismo procede valorar en este recurso si el ámbito de dis-
crecionalidad reconocido al tribunal de instancia respetó el marco en que puede 
desenvolverse conforme a la legislación aragonesa (S. 13/2016).

En cambio los votos particulares de Carmen Samanes Ara y/o Javier Seoane 
Prado (a las Ss. 36/2013, de 18 de julio, 41/2013, de 30 de septiembre, 44/2013, 
de 9 de octubre, 1/2014, 11/2014, de 17 de febrero, 13/2014, 11/2015, de 6 de 
abril, 11/2016, de 8 de marzo, 13/2016, 20/2016, 28/2016, de 2 de diciembre, 
3/2017, 12/2017) no admiten esta revisión en casación. Consideran que «desde 
un planteamiento estrictamente casacional, la valoración de si el interés de un 
menor ha quedado adecuadamente salvaguardado, dada una determinada situa-
ción de hecho indiscutible, solo podría afrontarse en aquellos casos en que la 
solución aplicada por la Audiencia Provincial se encontrase irracional, ilógica o 
arbitraria, o, en su caso, claramente atentatoria contra el interés del menor» 
(voto de Carmen Samanes a S. 36/2013). Entienden que «el elenco abierto de 
factores que contempla el art. 80.2 del CDFA no se halla establecido en favor de 
uno u otro sistema de custodia» (voto de ambos a la S. 13/2014), que la senten-
cia mayoritaria de la Sala «entra a decidir el caso como si se tratara de una nueva 
instancia» (voto de Javier Seoane a S. 11/2015), y, «sustituyendo el criterio dis-
crecional del tribunal de apelación, decide aplicar como preferente el sistema de 
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custodia compartida en ciega aplicación del art. 80.2 CDFA» (voto de Javier 
Seoane a S. 20/2016), o que la Sala «corrige la decisión adoptada en la instancia 
y se comporta como tribunal de tercera instancia, a fin de sustituir el criterio 
discrecional del tribunal de apelación, por el suyo propio en la valoración sobre 
si las concretas circunstancias del caso, y en atención a los factores a ponderar 
establecidos en el art. 80.2 CDFA, la custodia individual es o no más conveniente 
al menor» (voto de Javier Seoane a S. 12/2017).

Las discrepancia de estos dos magistrados con la doctrina mayoritaria de la 
Sala la exponen con detalle en el FD 3.º del voto de Javier Seoane, al que se 
adhiere Carmen Samanes, a la S. 13/2016, del que destaco aquí algunos extre-
mos: a) La preferencia por la custodia compartida del art. 80.2 CDFA «no signi-
fica una jerarquía o preferencia de este sistema sobre los demás posibles que 
desvíe al juez del interés superior del menor como única guía a la hora de deci-
dir el caso concreto, y menos supedite la observancia de tal principio a ninguna 
otra consideración, como pudiera ser la defensa de la particularidad de la norma 
aragonesa»; b) «Y tampoco implica que no corresponda al juez decidir por-
que el legislador aragonés lo haya hecho por él, ni una merma en la facultad-
deber de averiguar de oficio el interés del menor que rige el derecho de 
familia». c) «Los sistemas diferentes a la custodia compartida no son, por tanto, 
ninguna excepción, como tampoco lo es este sistema en el derecho común».

El valor de estas diferencias y discrepancias con la doctrina mayoritaria se ha 
visto reforzado con la supresión en el art. 80.2 CDFA de la preferencia legal de la 
custodia compartida operada por la Ley aragonesa 6/2019, de 21 de marzo, que 
viene a eliminar las restricciones anteriores al ámbito de discrecionalidad del Juez 
en la toma de la decisión sobre la custodia y, en consecuencia, a reducir el ámbito 
del recurso de casación. Además, no habiendo un régimen de custodia preferente, 
a falta de acuerdo entre los progenitores, corresponderá al que solicite un concre-
to régimen, ya sea de custodia compartida o individual, probar que el mismo es el 
más beneficioso para el menor. No obstante, como sostiene el TS, la Sala de casa-
ción, a partir de los hechos declarados probados en la instancia, puede examinar 
si, en el caso concreto, con el régimen acordado se ha protegido adecuadamente 
el principio del interés superior del menor (Ss. TS de 23 de mayo de 2005, 
614/2009, de 28 de septiembre, 833/2012, de 31 de enero 2013, entre otras).

Por lo demás, como se ha indicado antes, esto es lo que ya se entiende que 
procede en los casos de modificación de la medida de custodia, en los que la nor-
ma del art. 80.2 no actúa con la misma intensidad que en los de su establecimien-
to inicial. Lo expresa bien el voto particular de Luis Ignacio Pastor Eixarch a la 
STSJA 3/2017, de 30 de enero: «A partir de los hechos acreditados que valoró la 
Audiencia Provincial, el nivel de relevancia que cabe reconocer en orden a ponde-
rar la intensidad de la importancia y efectos del cambio de circunstancias es cues-
tión que corresponde al tribunal de instancia, no a la Sala de Casación, salvo en 
los casos en que la sentencia impugnada haya llegado a conclusiones anómalas, o 
no haya respetado los criterios que la legislación aragonesa establece al tiempo de 
poder excluir la preferencia de la custodia compartida».
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S. 	 28/2013, de 2 de julio, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 12 de diciembre de 2012 (c.i.), 
RDCA-XIX-2013, marginal 33, ponente Luis Ignacio Pastor Eixarch, Roj: STSJ AR 
962/2013.
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S. 	 30/2013, de 4 de julio, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 27 de noviembre de 2012, RDCA-
XIX-2013, marginal 36, ponente Fernando Zubiri de Salinas.

S. 	 31/2013, de 10 julio, casa la SAPT de 22 de enero de 2013 (c.c.), RDCA-XIX-2013, mar-
ginal 37, ponente Luis Ignacio Pastor Eixarch.

S. 	 33/2013, de 12 de julio, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 19 de febrero de 2013, (c.i.) 
(RDCA-XIX-2013, marginal 39, ponente Luis Ignacio Pastor Eixarch, Roj: STSJ AR 
1005/2013).

S. 	 34/2013, de 16 de julio, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 30 de enero de 2013 (c.c.), RDCA-
XIX-2013, marginal 40, ponente Emilio Molins García-Atance.

S. 	 35/2013, de 17 de julio, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 30 de enero de 2013 (c.c.), RDCA-
XIX-2013, marginal 41, ponente Fernando Zubiri de Salinas.

S. 	 36/2013, de 18 de julio, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 6 de febrero de 2913 (c.c.), RDCA-
XIX-2013, marginal 42, ponente Ignacio Martínez Lasierra, Roj: STSJ AR 1026/2013, 
voto particular de Carmen Samanes Ara.

S. 	 38/2013, de 25 de julio, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 26 de febrero de 2013, (c.i.), 
RDCA-XIX-2013, marginal 44, ponente Emilio Molins García-Atance, Roj: STSJ AR 
1007/2013.

S. 	 40/2013, de 4 de septiembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 13 de marzo de 2013, (c.i.), 
RDCA-XIX-2013, marginal 46, ponente Fernando Zubiri de Salinas, Roj: STSJ AR 
1622/2013.

S. 	 41/2013, de 30 de septiembre, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 16 de abril de 2013 (c.c.), 
RDCA-XIX-2013, marginal 47, ponente Fernando Zubiri de Salinas, Roj: STSJ AR 
1631/2013. Voto particular de Carmen Samanes Ara.

S. 	 42/2013, de 3 de octubre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 19 de marzo de 2013, (c.i.), 
RDCA-XIX-2013, marginal 48, ponente Luis Ignacio Pastor Eixarch

S. 	 43/2013, de 8 de octubre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 24 de abril de 2013, RDCA-
XIX-2013, marginal 49, ponente Luis Ignacio Pastor Eixarch, Roj: STSJ AR 1625/2013.

S. 	 44/2013, de 9 de octubre, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 6 de marzo de 2013 (c.c.), RDCA-
XIX-2013, marginal 50, ponente Ignacio Martínez Lasierra, Roj: STSJ AR 1628/2013, 
voto particular de Carmen Samanes Ara.

S. 	 45/2013, de 14 de octubre, casa la SAPZ, Xec. 2.ª, de 26 de marzo de 2013 (c.c.), RDCA-
XIX-2013, marginal 51, ponente Emilio Molins García-Atance, Roj: STSJ AR 1626/2013.

Auto de 14 de octubre de 2013, RDCA-XIX-2013, marginal 52, ponente Ignacio Martínez 
Lasierra.

S. 	 46/2013, de 30 de octubre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 9 de marzo de 2013, (c.i.), 
RDCA-XIX-2013, marginal 53, ponente Fernando Zubiri de Salinas, Roj: STSJ AR 
1627/2013.

S. 	 48/2013, de 15 de noviembre, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 4 de junio de 2013 (c.c.), RDCA-
XIX-2013, marginal 55, ponente Carmen Samanes Ara.

S. 	 50/2013, de 18 de diciembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 30 de abril de 2013, (c.i.), 
RDCA-XIX-2013, marginal 56, ponente Ignacio Martínez Lasierra, Roj: STSJ AR 
1630/2013.



Estudio de la jurisprudencia aragonesa sobre custodia de los hijos y régimen de visitas

RDCA-2019-XXV	 87

S. 	 1/2014, de 10 de enero, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 24 de abril de 2013 (c.c.), RDCA-
XX-2014, marginal 1, ponente, Luis Ignacio Pastor Eixarch. Voto particular de Javier 
Seoane Prado, al que se adhiere Carmen Samanes Ara.

S. 	 2/2014, de 13 de enero, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 11 de junio de 2011, (c.i.), RDCA-
XX-2014, marginal 2, ponente Ignacio Martínez Lasierra, Roj: STSJ AR 19/2014.

S. 	 3/2014, de 15 de enero, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 14 de mayo de 2013, (c.i.), RDCA-
XX-2014, marginal 3, ponente Javier Seoane Prado, Roj: STSJ AR 20/2014.

S. 	 11/2014, de 17 de febrero, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 9 de julio de 2013 (c.c.), RDCA-
XX-2014, marginal 5, ponente Luis Ignacio Pastor Eixarch, con voto particular de Javier 
Seoane Prado y Carmen Samanes Ara).

Auto TSJA de 28 de febrero de 2014 (RDCA-XX-2014, marginal 6, ponente Carmen 
Samanes Ara).

S. 	 12/2014, de 4 de marzo, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 17 de septiembre de 2013 (c.i.), 
RDCA-XX-2014, marginal 7, ponente Fernando Zubiri de Salinas.

S. 	 13/2014, de 13 de marzo, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 26 de julio de 2013 (c.c.), RDCA-
XX-2014, marginal 8, ponente Ignacio Martínez Lasierra. Voto particular de Javier 
Seoane Prado y Carmen Samanes Ara.

S. 	 14/2014, de 19 de marzo, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 10 de octubre de 2013, (c.c.), 
RDCA-XX-2014, marginal 9, ponente Javier Seoane Prado, Roj: STSJ AR 285/2014.

S. 	 17/2014, de 15 de mayo, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 20 de diciembre de 2013, (c.i.), 
RDCA-XX-2014, marginal 13, ponente Carmen Samanes Ara, Roj: STSJ AR 645/2014.

S. 	 18/2014, de 23 de mayo, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 24 de abril de 2013, (c.i.), RDCA-
XX-2014, marginal 14, ponente Javier Seoane Prado. Voto particular de Luis Ignacio 
Pastor Eixarch.

S. 	 19/2014, de 26 de mayo, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 21 de enero de 2014, (c.c.), 
RDCA-XX-2014, marginal 15, ponente Javier Seoane Prado, Roj: STSJ AR 646/2014.

S. 	 23/2014, de 24 de junio, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 20 de diciembre de 2013, (c.i.) 
(RDCA-XX-2014, marginal 19, ponente Luis Ignacio Pastor Eixarch).

S. 	 26/2014, de 2 de julio, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 25 de febrero de 2014 (c.i., visitas), 
RDCA-XX-2014, marginal 21, ponente Javier Seoane Prado, Roj: STSJ AR 856/2014.

Auto TSJA de 22 de septiembre 2014 (RDCA-XX-2014, marginal 24, ponente Luis Ignacio 
Pastor Eixarch).

S. 	 30/2014, de 26 de septiembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 25 de marzo de 2014, (c.i. 
padre), RDCA-XX-2014, marginal 26, ponente Ignacio Martínez Lasierra, Roj: STSJ AR 
1223/2014.

S. 	 37/2014, de 19 de noviembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 28 de enero de 2014, (c.i.), 
RDCA-XX-2014, marginal 32, ponente Fernando Zubiri de Salinas, Roj: STSJ AR 
1835/2014. 

S. 	 39/2014, de 15 de diciembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 17 de junio de 2014, (c.i., 
visitas), RDCA-XX-2014, marginal 34, ponente Ignacio Martínez Lasierra, Roj: STSJ AR 
1619/2014.

S. 	 10/2015, de 4 de marzo, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 28 de octubre de 2014 (apela-
ción núm. 360/2014) (c.i.), RDCA-XXI-XXII-2015-1016, marginal 10, ponente Manuel 
Bellido Aspas, Roj: STSJ AR 290/2015.
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S. 	 11/2015, de 6 de abril, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 25 de noviembre de 2014 (ap. núm. 
192/2014), (c.c.), RDCA-XXI-XXII-2015-1016, marginal 11, ponente Luis Ignacio 
Pastor Eixarch. Voto particular de Javier Seoane Prado.

S. 	 13/2015, de 8 de mayo, confirma la SAPZ, Sc. 2.ª, de 19 de diciembre de 2014 (ap. núm. 
520/2014) (c.i. visitas), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 13, ponente Carmen 
Samanes Ara.

S. 	 16/2015, de 27 de mayo, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 19 de diciembre de 2014 (ap. núm. 
477/2014) (c.c.), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 17, ponente Luis Ignacio Pastor 
Eixarch.

S. 	 17/2015, de 28 de mayo, casa la SAPT 62/2014, de 5 de noviembre (ap. núm. 83/2014), 
(c.i. padre), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 18, ponente Carmen Samanes Ara.

S. 	 19/2015, de 30 de junio, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 17 de febrero de 2015 (ap. núm. 
448/2014) (c.i.), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 21, ponente Javier Seoane 
Prado, Roj: STSJ AR 917/2015.

S. 	 20/2015, de 29 de julio, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 31 de marzo de 2015 (ap. núm. 
80/2015) (c.i. visitas), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 23, ponente Ignacio Martí
nez Lasierra, Roj: STSJ AR 1061/2015.

S. 	 21/2015, de 17 de septiembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 17 de febrero de 2015 (ap. 
núm. 399/2014) (c.i.), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 24, ponente Manuel 
Bellido Aspas.

S. 	 23/2015, de 2 de octubre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 9 de abril de 2015 (ap. núm. 
72/2015) (c.i.), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 26, ponente Manuel Bellido Aspas.

S. 	 24/2015, de 5 de octubre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 11 de marzo de 2015 (ap. núm. 
37/2015) (c.i.), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 28, ponente Ignacio Pastor 
Eixarch, Roj: STSJ AR 1260/2015

S. 	 27/2015, 6 de octubre de 2015, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 9 de abril de 2015 (ap. 
núm. 159/2015) (c.i.), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 29, ponente Javier Seoane 
Prado, Roj: STSJ AR 1261/2015.

S. 	 28/2015, de 7 de octubre, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 31 de marzo de 2015 (ap. núm. 
79/2015), (c.c.), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 30, ponente Carmen Samanes Ara.

S. 	 32/2015, de 15 de octubre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 26 de mayo de 2015 (ap. núm. 
172/2015) (c.i.), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 32, ponente Luis Ignacio Pastor 
Eixarch.

S. 	 36/2015, de 16 de diciembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 30 de junio de 2015, (c.i.), 
RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 36, ponente Javier Seoane Prado.

S. 	 37/2015, de 18 de diciembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 17 de julio de 2015 (ap. 
núm. 308/2015) (c.i.), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 37, ponente Javier Seoane.

S. 	 1/2016, de 13 de enero, confirma la SAPH de 29 de mayo de 2015 (ap. núm. 119/2015) 
(c.i., visitas), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 39, ponente Carmen Samanes Ara.

S. 	 4/2016, de 3 de febrero, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 28 de julio de 2015 (ap. núm. 
178/2015) (c.c.), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 41, ponente Carmen Samanes Ara.

S. 	 6/2016, de 11 de febrero, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 28 de julio de 2015 (ap. núm. 
163/2015) (c.i.), RDCA-XXI-XXII-2015-2016, marginal 43, ponente Ignacio Pastor 
Eixarch.
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S. 	 7/2016, de 17 de febrero, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 29 de septiembre de 2015 (ap. 
núm. 277/2015) (c.i.), RDCA-XXIII-2017, marginal 2, ponente, Fernando Zubiri de 
Salinas.

S. 	 11/2016, de 8 de marzo, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 30 de junio de 2015 (ap. núm. 
28/2015) (c.i., visitas), RDCA-XXIII-2017, marginal 7, ponente Ignacio Martínez Lasierra, 
Voto particular de Carmen Samanes Ara.

S. 	 13/2016, de 9 de mayo, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 1 de diciembre de 2015 (ap. núm.), 
(c.c.), RDCA-XXIII-2017, marginal 10, ponente Luis Ignacio Pastor Eixarch, con Voto 
particular de Javier Seoane Prado, al que se adhiere Carmen Samanes Ara.

S. 	 15/2016, de 9 de junio, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 19 de enero de 2016 (ap. núm. 
513/2015) (c.i), RDCA-XXIII-2017, marginal 12, ponente Fernando Zubiri de Salinas.

S. 	 16/2016, de 10 de junio, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 8 de diciembre de 2015 (ap. núm. 
335/2015) (c.i. con visitas), RDCA-XXIII-2017, marginal 13, ponente Ignacio Martínez 
Lasierra.

S. 	 18/2016, de 27 de junio, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 26 de enero de 2016 (ap. núm. 
485/2015) (motivación s.), RDCA-XXIII-2017, marginal 15, ponente Javier Seoane 
Prado.

S. 	 19/2016, de 30 de junio, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 23 de febrero de 2016 (ap. núm. 
679/2015), RDCA-XXIII-2017, marginal 16, ponente Carme Samanes Ara. 

S. 	 20/2016, de 7 de septiembre, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 8 de marzo de 2016 (ap. núm. 
715/2015) (c.c.), RDCA-XXIII-2017, marginal 17, ponente Fernando Zubiri de Salinas. 
Voto particular de Javier Seoane Prado.

S. 	 21/2016, de 14 de septiembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 19 de abril de 2016 (ap. 
núm. 29/2016) (c.i.), RDCA-XXIII-2017, marginal 18, ponente Manuel Bellido Aspas.

S. 	 24/2016, de 14 de octubre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 4 de mayo de 2016 (ap. núm. 
713/2015) (modificación medidas), RDCA-XXIII-2017, marginal 21, ponente Javier 
Seoane Prado.

S. 	 27/2016, de 1 de diciembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 17 de mayo de 2016 (ap. 
núm. 164/2016) (c.c.), complementada por Auto de 9 de junio de 2016, RDCA-
XXIII-2017, marginal 26, ponente Fernando Zubiri de Salinas.

S. 	 28/2016, de 2 de diciembre, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 21 de junio de 2016 (ap. núm. 
70/2016), (c.c.), RDCA-XXIII-2017, marginal 27, ponente Ignacio Martínez Lasierra. 
Voto particular de Javier Seoane Prado.

S. 	 31/2016, de 21 de diciembre, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 4 de mayo de 2016 (ap. núm. 
555/2015) (c.i., visitas), RDCA-XXIII-2017, marginal 28, ponente Fernando Zubiri de 
Salinas.

S. 	 1/2017, de 25 de enero, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 21 de junio de 2016 (ap. núm. 
198/2016) (c.i.), RDCA-XXIV-2018, marginal 1, ponente Fernando Zubiri de Salinas, 
Roj: STSJ AR 37/2017. 

S. 	 2/2017, de 26 de enero, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 22 de julio de 2016 (ap. núm. 
5/2016) (c.i.), RDCA-XXIV-2018, marginal 2, ponente Javier Seoane Prado, Roj: STSJ 
AR 38/2017.

S. 	 3/2017, de 30 de enero, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 21 de junio de 2016 (ap. núm. 
221/2016), (c.c.), RDCA-XXIV-2018, marginal 3, ponente Manuel Bellido Aspas. Votos 
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particulares de Luis Ignacio Pastor Eixarch y Carmen Samanes Ara, Roj: STSJ AR 
36/2017.

S. 	 4/2017, de 8 de febrero, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 22 de julio de 2016 (ap. núm. 
263/2016) (c.i. visitas con el padre preso), RDCA-XXIV-2018, marginal 4, ponente 
Fernando Zubiri de Salinas, Roj: STSJ AR 35/2017.

S. 	 11/2017, de 25 de mayo, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 2 de diciembre de 2016 y su auto de 
rectificación de 14 del mismo mes (ap. núm. 538/2016), (c.c.), RDCA-XXIV-2018, mar-
ginal 11, ponente Carmen Samanes Ara, Roj: STSJ AR 716/2017.

S. 	 12/2017, de 1 de junio, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 11 de noviembre de 2016 (ap. núm. 
451/2016), (c.c.), RDCA-XXIV-2018, marginal 12, ponente Ignacio Martínez Lasierra. 
Voto particular de Javier Seoane Prado, Roj: STSJ AR 703/2017.

S. 18/2017, de 15 de septiembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 11 de abril de 2017 (ap. 
núm. 790/2016) (c.i.), RDCA-XXIV-2018, marginal 17, ponente Javier Seoane Prado, 
Roj: STSJ AR 1248/2017. 

S. 	 20/2017, de 22 de septiembre, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 28 de marzo de 2017 (ap. núm. 
699/2016), (c.c.), RDCA-XXIV-2018, marginal 18, ponente Manuel Bellido Aspas, Roj: 
STSJ AR 1247/2017.

S. 	 2/2018, de 18 de enero, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 1 de julio de 2017 (ap. núm. 
156/2017) (c.c.), RDCA-XXIV-2018, marginal 26, ponente Manuel Bellido Aspas, Roj: 
STSJ AR 20/2018. 

S. 	 5/2018, de 15 de febrero, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 11 de julio de 2017 (ap. núm. 
225/2017), (c.c.), RDCA-XXIV-2018, marginal 28, ponente Luis Ignacio Pastor Eixarch, 
Roj: STSJ AR 190/2018. 

S. 	 7/2018, de 2 de marzo, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 10 de octubre de 2017 (ap. núm. 
363/2017) (c.i.), RDCA-XXIV-2018, marginal 30, ponente Ignacio Martínez Lasierra, 
Roj: STSJ AR 268/2018. 

S. 	 10/2018, de 26 de marzo, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 7 de noviembre de 2017, (c.c.), 
RDCA-XXIV-2018, marginal 33, ponente Luis Ignacio Pastor Eixarch, Roj: STSJ AR 
1444/2018.

S. 	 14/2018, de 11 de septiembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 20 de febrero de 2018 (ap. 
núm. 677/2017), (c.c.), RDCA-XXV-2019, marginal 2, ponente Fernando Zubiri de 
Salinas).

S. 	 15/2018, de 29 de octubre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 28 de mayo de 2018 (ap. núm. 
684/2017), (c.c.), (RDCA-XXV-2019, marginal 3, ponente Javier Seoane Prado).

S. 	 16/2018, de 31 de octubre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 17 de abril de 2018 (ap. núm. 
7/2018), (c.i.), (RDCA-XXV-2019, marginal 4, ponente Fernando Zubiri de Salinas).

S. 	 19/2018, de 10 de diciembre, confirma la SAPZ, Sec. 2.ª, de 28 de mayo de 2018, pacto 
no ratificado por uno de los cónyuges (RDCA-XXV-2019, marginal 6, ponente Carmen 
Samanes Ara).

S. 	 20/2018, de 11 de diciembre, casa la SAPZ, Sec. 2.ª, de 15 de mayo de 2018 (ap. núm. 
142/2018), (RDCA-XXV-2019, marginal 7, ponente Carmen Samanes Ara).

S.	 21/2018, de 19 de diciembre, anula la SAPT de 17 de mayo de 2018 (ap. núm. 
112/2018), (RDCA-XXV-2019, marginal 8, ponente Manuel Bellido Aspas).
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LA COMPETENCIA EN MATERIA DE FUENTES DEL DERECHO 
CIVIL FORAL O ESPECIAL STANDUM EST CHARTAE  

Y DERECHO SUPLETORIO. UNA PRIMERA APROXIMACIÓN1

THE COMPETENCE IN THE MATTER OF SURCES OF FORAL  
OR SPECIAL CIVIL LAW STANDUM EST CHARTAE  

AND EXTENSION LAW. A FIRST REFLEXION1

Carmen Bayod López 
Catedrática de Derecho civil. Universidad de Zaragoza

RESUMEN

El principio Standum est Chartae forma parte de las fuentes del Derecho civil 
de Aragón. En razón de ello, los particulares pueden regular sus intereses priva-
dos como bien les parezca y dentro de los límites del Standum (lo imposible, la 
Constitución y las normas imperativas del Derecho aragonés) en aquellas mate-
rias civiles en las que Aragón, teniendo competencia para ello, no hubiera legis-
lado. De esta manera, el pacto impide la aplicación de las normas de Derecho 
supletorio, que bien podrían disponer otra cosa o incluso prohibir en su ámbito 
de aplicación lo pactado por los particulares. 

La regla general permite afirmar que las normas de Derecho supletorio son 
dispositivas y por ello, lo regulado por el Derecho estatal, cuando tiene una apli-
cación supletoria en los territorios con Derecho civil propio, puede ser desplaza-
do por la autonomía de la voluntad. 

Ahora bien, ¿todas las normas de Derecho supletorio pueden ser desplazadas 
por la autonomía de la voluntad? Para responder a esta cuestión debemos pre-
guntarnos si puede haber normas supletorias que contienen principios constitu-

1	 Esta obra se ha elaborado en el marco del grupo de referencia (S. 15-R17), sobre Investigación 
y Desarrollo del Derecho civil de Aragón, que está financiado por el Gobierno de Aragón y cofinanciado 
con Feder 2014-2020 «Construyendo Europa desde Aragón».
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cionales, contemplan la moral o la Ética del ordenamiento español o tienen 
valor de orden público. Si las hay, y por serlo, funcionarán como uno de los 
límites del Standum: ser de imposible cumplimiento, ir en contra de la Constitu-
ción, o ser norma imperativa aragonesa.

La validez o no del pacto no depende de lo que disponga el Derecho del 
Estado cuando tiene aplicación supletoria; su validez dependerá de que dicho 
pacto no infrinja los límites del Standum entre los que se encuentran los princi-
pios Éticos (límites intrínsecos a la autonomía de la voluntad) que entraña el 
orden público constitucional. Estos principios exigen del juez no una tarea de 
subsunción de los hechos en la norma aplicable, que en estos casos no la hay por 
definición; sino un ejercicio de ponderación: el pacto será válido, «a menos que 
infrinja los principios de orden público (moral y buena costumbres)» que infor-
man todo el Derecho civil español, y son un límite a la autonomía de la voluntad 
ex art. 3 CDFA.

Palabras clave: autonomía de la voluntad, standum est chartae, libertad civil, 
normas de ius cogens, normas imperativas, Derecho supletorio, orden público, 
moral, buenas costumbres.

ABSTRACT

The Standum est Chartae principle is part of the civil law sources of Aragon. 
Beacuse of that, people can regulate their private interests as they see fit and 
within the limits of the Standum (the impossible, the Constitution and the impe-
rative norms of Aragonese Law).Thus the, the pact prevents the application of 
the rules of extension law, which could otherwise provide otherwise or even 
prohibit in their scope what was agreed by individuals. 

The general rule allows to affirm that the norms of extensión law are optio-
nal, and therefore, what is regulated by state law when it has a extension applica-
tion in the territories with its own civil law, can be displaced by the autonomy of 
the volition. 

The validity or not of the pact does not depend on what is provided by state 
law when it has extension application; its validity will depend on the fact that said 
agreement does not violate the limits of the Standum among which are the Ethi-
cal principles.

Key Word: autonomy of the will, standum est chartae, civil liberty, ius cogens 
rolues, extesniom law, public order, moral, good customs.
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I. LAS FUENTES DEL DERECHO Y LAS FUENTES DEL DERECHO CIVIL: 
«CON RESPETO, EN ESTE ÚLTIMO CASO,  

A LAS NORMAS DE DERECHO FORAL O ESPECIAL»

1.	 Fuentes del Derecho y Fuentes del Derecho civil

El art. 149.1.8.ª CE establece la distribución de competencias en materia de 
Derecho civil entre el Estado y aquellas Comunidades Autónomas que, a la entra-
da en vigor de la Constitución (29 de diciembre de 1978), tenían en vigor un 
«Derecho civil foral o especial» (allí dónde existan).
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La Constitución Española garantiza la pluralidad legislativa en materia de 
Derecho civil, abandonando con ello la idea de un único Derecho civil para toda 
España. Todo ello exige un nuevo sistema de relaciones entre los diversos Dere-
chos civiles españoles, que ya no explica el modelo del art. 13 Cc., surgido tras la 
reforma del Título Preliminar del mismo en 19742.

Las relaciones entre el Derecho civil del Estado y el resto de los Derechos 
civiles españoles no pueden establecerse a través de los principios de jerarquía 
y posterioridad, propios de un Estado centralista y unitario, puesto que ahora 
las diversas leyes civiles españolas no tienen su origen en un único órgano 
legislativo.

En consecuencia, las relaciones entre uno y otros Derechos civiles se hallan 
ahora presididas por los principios de competencia, preferencia y supletoriedad 
(art. 149.1. 8.ª y 149.3 CE).

El Derecho civil español no es solo el contenido en el Código civil y en las 
leyes civiles estatales, sino también el Derecho civil, foral o especial para el que 
solo algunas Comunidades Autónomas tienen competencia. 

En materia de Derecho civil el Estado tiene plena competencia, solo él puede 
legislar sobre todo el Derecho civil posible3 pero con una excepción: la conserva-
ción, modificación y desarrollo de los derechos civiles forales o especiales, cuya competen-
cia en exclusiva le corresponde a las Comunidades Autónomas que al tiempo de 
entrar en vigor la Constitución tenían en vigor un Derecho civil propio reflejado 
en las Compilaciones forales o costumbres de vigente aplicación4.

2	 Decreto 1836/1974, de 31 de mayo, por el que se sanciona con fuerza de Ley el texto 
articulado del título preliminar del Código Civil. Sobre esta reforma y el cambio de paradigma que 
supuso en las relaciones entre el Código civil y las Compilaciones forales, vid.: Bayod López, Carmen, 
El Derecho civil aragonés en el contexto europeo de Derecho privado. (Evolución histórica y relaciones con el Derecho 
civil español), ed. Institución Fernando «El Católico», Diputación de Zaragoza, Zaragoza, 2019, págs. 
166 a 175 y págs. 217 a 220.

3	 Ibidem, págs. 27 a 38 y 238 a 261 y Serrano García, José Antonio, El Derecho civil aragonés 
en el contexto español y europeo, ed. El Justicia de Aragón, Zaragoza, 2019, págs. 211 a 223 y 257 
a 262.

4	 Así lo señaló el TC en sentencia 121/1992 y en particular en la STC 133/2017 que explica 
en estos términos la competencia: «… la doctrina sentada en las referidas sentencias, a las que 
debemos sumar otras más recientes como las SSTC 82/2016, 110/2016 y 192/2016 (todas ellas, 
sobre Derecho civil valenciano), resulta que la validez de las normas objeto de este recurso depende 
de que la Comunidad Autónoma pueda identificar una costumbre asentada en su Derecho civil, 
efectivamente existente en su territorio ya en 1978 y subsistente en el momento de la aprobación 
de la ley, o bien otra institución, consuetudinaria o no, diferente a la regulada pero «conexa» con 
ella, de manera que pueda servir de base para apreciar un «desarrollo» de su Derecho civil foral 
o especial. Como recordamos en la STC 192/2016 precitada (FJ 3): «La expresión «allí donde 
existan» referida a los derechos civiles forales o especiales, como presupuesto indispensable 
para ejercer la competencia legislativa ex artículo 149.1.8 CE alude a la previa existencia de un 
Derecho civil propio (SSTC 28/2012, de 1 de marzo, FJ 3, y 81/2013, de 11 de abril, FJ 4). Una 
preexistencia que no debe valorarse además con referencia a cualquier coordenada temporal, 
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Ahora bien, estas Comunidades Autónomas [Aragón, Baleares, Cataluña, Gali-
cia, Navarra y País Vasco]5, nunca tendrán competencia en algunas materias civiles 
que, en todo caso, serán competencia exclusiva del Estado español: las reglas relati-
vas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles 
relativas a las formas de matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos 
públicos, bases de las obligaciones contractuales, normas para resolver los conflic-
tos de leyes (…). En las demás materias de Derecho civil, la competencia de estas 
Comunidades Autónomas vendrá determinada por la conexión suficiente que la 
institución objeto de legislación presente con el Derecho civil propio6.

Ahora bien, por lo que respecta a la determinación de las fuentes, el legisla-
dor constitucional distingue entre las fuentes del Derecho y las fuentes del Dere-
cho civil, que con respeto, en este último caso, [corresponde en exclusiva] a las 
normas de Derecho foral o especial. 

En efecto, la determinación de las fuentes del Derecho, también del Derecho 
civil estatal, corresponde en exclusiva al Estado español. Las mismas que por 
tradición se regulan en el art. 1.º del Cc. en su redacción de 1974 y ahora infor-
mado y sujeto al sistema de jerarquía que presiden la Constitución y las normas 
del Derecho europeo.

Por otro lado, el sistema de fuentes y la jerarquía entre ellas, en lo que atañe 
a la conservación, modificación y desarrollo del Derecho civil, foral o especial, es 
competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas referidas y por ello, un 
límite a la legislación del Estado Central, que no puede alterar su regulación. 
Todas las Comunidades Autónomas «forales» han legislado sobre esta materia7; 
aun cuando tan solo las Compilaciones de Aragón y Navarra las hubieran regu-

como se pretende desde la Comunidad Autónoma, sino muy precisamente «al tiempo de la entrada 
en vigor de la Constitución» (STC 121/1992, de 28 de septiembre, FJ 1) o «a la entrada en vigor 
de la Constitución» (SSTC 88/1993, de 12 de marzo, FJ 1, y 31/2010, de 28 de junio, FJ 76), sin 
que sea lícito, remontarse a cualquier otro momento anterior» a lo que el mismo (…) fundamento 
jurídico 4 de la misma Sentencia, nuevamente con referencia a las SSTC 121/1992 y 82/2016 
reitera que la validez de la Ley civil autonómica “depende de que la Comunidad Autónoma acredite 
la pervivencia de reglas consuetudinarias … que estuvieran en vigor al aprobarse la Constitución 
Española de 1978”».

5	 Conviene recordar que la única norma que ha nominado expresamente a los denomi
nados territorios forales fue el Decreto de 2 de febrero de 1880 (publicado en la Gaceta de 7 de 
febrero).

6	 Cfr. STC. 88/1993. Vid, nota al pie 3.
7	 La Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho civil vasco enumera las fuentes en el art. 1.1: 

«Constituyen el Derecho civil de la Comunidad Autónoma del País Vasco las disposiciones de esta ley, 
la costumbre y los principios generales del Derecho que lo inspiran».

La Ley 29/2002, de 30 de diciembre, primera Ley del Código civil de Cataluña, alude a las mismas 
en el art. 111.1, Derecho civil de Cataluña, dispone: «El Derecho civil de Cataluña está constituido por 
las disposiciones del presente Código, las demás leyes del Parlamento en materia de Derecho civil, las 
costumbres y los principios generales del derecho propio».
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lado con anterioridad, nada impide al resto de Comunidades «forales» el ejerci-
cio de esta competencia al fijarla expresamente la Constitución y reconocerles 
dicha competencia8.

2. 	Las fuentes del Derecho civil foral o especial y el Derecho 
supletorio

A. 	Las relaciones entre el Código civil y el resto de los Derechos civiles forales o especiales: 
Aplicación directa y aplicación supletoria

El Derecho civil del Estado se relaciona con el resto de los Derechos civiles 
españoles a través de los principios de competencia y supletoriedad, lo que deter-
mina que su aplicación en las Comunidades Autónomas con competencia en 
materia civil sea por dos conceptos9, según se deduce del art. 149.1.8.ª y 149.3 CE:

La Ley 2/2006, de 14 de junio, de Derecho civil de Galicia enumera las fuentes en el art. 1.1: «Las 
fuentes del Derecho civil de Galicia son la ley, la costumbre y los principios generales que integran e 
informan el ordenamiento jurídico gallego».

La Ley Foral 21/2019, de 4 de abril, de modificación y actualización de la Compilación del 
Derecho civil foral de Navarra o Fuero Nuevo dispone en la Ley 2, bajo la rúbrica Prelación de fuentes: 
«En Navarra la prelación de fuentes de Derecho es la siguiente: 1. La costumbre establecida por la 
realidad social navarra. 2. Las Leyes de la presente Compilación y las Leyes civiles navarras. 3. Los 
principios generales del Derecho navarro».

El Decreto Legislativo 79/1990, de 6 de septiembre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la compilación del Derecho civil de las Islas Baleares, las establece en su art. 1.2: «Las fuentes 
del Derecho civil de las Illes Balears son: La Compilación y las normas autonómicas que afecten a la 
materia de Derecho civil, la costumbre y los principios generales del Derecho civil propio».

Por último, el CDFA enumera las fuentes en el art. 1: «Las fuentes del Derecho civil de Aragón son 
la ley, la costumbre y los principios generales en los que tradicionalmente se inspira su ordenamiento 
jurídico».

8	 No parece entenderlo así Gómez de la Escalera, Carlos, «Artículo 149.1.8.ª. Las competen
cias legislativas en materia civil» en Comentarios a la Constitución Española XL aniversario, vol. II, dirigido 
por María Emilia Casas Baamonde y Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferre, ed. Wolters Kluwer, 
Madrid, 2018, pág. 1300.

9	 Una tercera forma de aplicación, pero actualmente superada, es la denominada «remi
sión estática», a ella se refirió la Compilación aragonesa en su Disposición Final que se añadió 
por la Ley 3/1985, de 21 de mayo disponiendo que: «Las remisiones que la Compilación 
del Derecho civil de Aragón hace al articulado del Código civil se entenderán siempre en 
su redacción actual». La incorporación de una norma como esta responde a la finalidad de 
fijar el contenido concreto del Derecho civil aragonés, sin que se vea afectado por posteriores 
modificaciones que el legislador estatal pueda hacer sobre los preceptos del Código civil a 
los que se remite la Compilación aragonesa. Esta técnica supone la incorporación de dichos 
preceptos al ordenamiento aragonés (o catalán o gallego, etc.), de manera que ello supone 
que el texto de los artículos del Código civil llamados por esta vía es como si hubieran sido 
transcritos en la Compilación aragonesa, y por lo tanto se consideran ley aragonesa. Con el 
desarrollo de la competencia legislativa en materia civil por parte de las diversas Comunidades 
Autónomas se fue abandonando esta técnica que suponía salvaguardar el Derecho civil propio 
de las modificaciones que pudiera tener el Derecho del Estado que, a falta de legislación 
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• 	 Uno, aplicación directa: las materias en las que el Estado tiene competencia 
exclusiva para legislar en materia civil, en todo caso, son de aplicación 
general y directa en todo el territorio nacional y con sujeción al sistema 
de fuentes del Código civil.

Lo anterior significa que en estas materias quedan fuera de la compe-
tencia «foral» y la aplicación e interpretación de estas normas está sujeta 
al sistema de fuentes del Estado.

Las normas de competencia exclusiva del Estado se aplican de forma 
unitaria y uniforme en todo el territorio nacional10.

También son de aplicación directa y sujetas al sistema de fuentes del 
Estado, todas aquellas materias civiles que no entran en la competencia 
civil foral, esto es, que no son objeto de conservación, modificación o 
desarrollo del Derecho civil propio en alguna de las Comunidades Autó-
nomas referidas11.

• 	 Dos, aplicación supletoria. las normas civiles del Estado se aplican de forma 
supletoria en las Comunidades Autónomas con Derecho civil propio, en 
aquellas materias de su exclusiva competencia (conservación, modifica-

propia, podrían ser aplicadas como Derecho supletorio. Sobre remisiones estáticas vid. Salvador 
Coderch, Pablo, «La disposición final tercera de la Compilación catalana y la técnica legislativa de las 
remisiones estáticas», ADC, 1984, págs. 975 a 1006; Delgado Echeverría, Jesús, «Comentario al art.1 
de la Compilación aragonesa, en Comentarios a la Compilación del Derecho civil de Aragón, vol. I, dirigido 
por José Luis Lacruz Berdejo, ed. Gobierno de Aragón. Zaragoza, 1988, págs. 195 y 196; Bayod 
López, Carmen, «La aplicación del Código civil como Derecho supletorio al régimen económico 
matrimonial aragonés» en Actas de los VIII Encuentros de Foro de Derecho Aragonés, ed. El Justicia de 
Aragón, Zaragoza, 1999, págs. 79 y 80.

10	 Las formas del matrimonio son, sin duda alguna, competencia exclusiva del Estado Español, 
de manera que las reglas sobre capacidad, impedimentos y efectos personales del matrimonio los fija 
el Código civil. Cómo deban interpretarse estas normas, por ejemplo, el dictamen médico del art. 56 
Cc. o el error en la persona del otro contrayente (art. 73. 4.º Cc.) se determina a través del sistema de 
fuentes del art. 1 Cc. y la competencia judicial en esta materia terminará en el TS. 

11	 Para ilustrar la anterior afirmación nos puede servir de ejemplo la adopción. Esta materia no 
entra en la competencia civil de Galicia al haber sido declarados «inconstitucionales y nulos el título 
II (arts. 27 a 41), relativo a la adopción, (…), de la Ley 2/2006, de 14 de junio, de Derecho civil de 
Galicia» [STC 133/2017, de 16 de noviembre] por entender que esta materia excede la competencia 
sobre conservación, modificación y desarrollo del Derecho civil de Galicia. Así las cosas, la regulación 
estatal sobre la adopción se aplica de forma general y directa en Galicia como en el resto de los 
territorios sujetos al Derecho del Estado. Sin embargo, la legislación sobre la adopción regulada 
en el Código civil no se aplica en Cataluña, al tener competencia en la materia y haberla regulado 
expresamente. Por el contrario, las normas del Código civil, u otras leyes estatales sobre la materia, sí 
se aplican en Aragón, pero como Derecho supletorio, pues la competencia para regular esta materia 
se declaró por el TC en la sentencia 88/1993, si bien, Aragón, teniendo competencia para ello, no ha 
regulado la adopción.
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ción y desarrollo del Derecho civil foral o especial)12 pero sobre las que 
no ha legislado.

En estos casos, el Derecho del Estado se aplica, por este concepto, con 
la finalidad de evitar el horror vacui que la falta de legislación civil foral pue-
de provocar en la resolución de conflictos entre los particulares. Cuando 
el Derecho del Estado es de aplicación supletoria está sujeto al sistema 
de fuentes e interpretación que determine el ordenamiento civil foral en 
el que debe ser aplicado por ser la materia de su exclusiva competencia 
(art. 149.1.8.ª y 149.3 CE).

Todo ello significa, como ya expliqué en otro lugar13, que el Derecho 
civil del Estado solo se aplicará por este concepto en cuando exista una 
auténtica laguna en el ordenamiento civil suplido que no pueda ser inte-
grada a través del sistema de fuentes y tras haber recurrido a la analogía 
en todas sus manifestaciones; además, la norma supletoria deberá ser 
aplicada sin infringir los principios que informan el ordenamiento civil 
foral.

B.	 Derecho supletorio: su aplicación en función del sistema de fuentes del Derecho 
suplido

a. 	 Un ejemplo del pasado: representación y enajenación de los bienes del aragonés  
de 14 años sujeto a tutela

El Derecho del Estado, cuando se aplica como Derecho supletorio, forma 
parte del sistema de fuentes del ordenamiento suplido, así lo señala el art. 149.3 
CE, que introduce esta cláusula de cierre del sistema con la finalidad de evitar la 
falta de imprevisión normativa en aquellas materias competencia de las Comuni-
dades Autónomas.

Un buen ejemplo de lo que digo se podía encontrar en el ordenamiento civil 
aragonés vigente la Compilación de 1967. En ella no se regulaba la tutela de 
forma completa, de manera que el Derecho civil del Estado debía aplicarse de 
forma supletoria. 

En la regulación del Código civil, cuando el sujeto a tutela es un menor de 
edad, se establece la sujeción del mismo a la representación del tutor hasta que 
aquel alcance la mayor edad o se emancipe (art. 267 Cc.); también se le impone 

12	 Sobre la interpretación de esta competencia y hasta dónde llega STC 88/1993, de 12 marzo 
reiterada por otras 156/1993, 31/2010 y recientemente la STC 95/2017. 

13	 Bayod López, Carmen, «El art. 149.3 CE: la supletoriedad del Código civil como Derecho 
estatal respecto de los Derechos civiles autonómicos. (Especial referencia a Aragón), RDCA-V, 1999, 
n.º 2, págs. 75-125.
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al tutor la necesidad de requerir autorización judicial para enajenar los bienes 
inmuebles del tutelado (art. 271.2.º Cc.). 

Pues bien, estas normas fueron aplicables en Aragón al haber una laguna 
normativa, pero por ser la tutela competencia del legislador aragonés, el Dere-
cho supletorio debía haber sido aplicado en función del sistema de fuentes ara-
gonés, por lo tanto, teniendo en cuenta los principios en los que tradicionalmen-
te se inspira su ordenamiento jurídico.

En razón de ello, se defendió por la doctrina aragonesa14 que el tutor, cuan-
do el pupilo menor de edad alcanzase los 14 años, ya no tendría su represen-
tación, tan solo la asistencia. También se defendió que el tutor para enajenar 
bienes inmuebles de menor tutelado no requería la autorización judicial ni era 
necesaria la venta en pública subasta de los bienes, si en la enajenación concu-
rría la Junta de Parientes, como así se disponía en los arts. 5 y 13 Comp., para 
el menor de edad mayor de catorce años sujeto a la autoridad familiar de sus 
padres. 

Se entendía que estos preceptos sobre la capacidad del menor mayor de 
catorce años contenían los principios tradicionales aragoneses y, conforme a 
ellos, debían ser aplicables las normas estatales. Con todo, los Tribunales arago-
neses no fueron tan proclives, a mi juicio con error, a seguir esta explicación que 
determinaba (y determina) el sistema de fuentes15.

La regulación de la Tutela en el Código del Derecho foral de Aragón (arts. 
5.3; 9; 12; 16; 23; 38; 136.1 y 139), siguiendo los principios aragoneses ya dedu-
cibles de la Compilación, establece justamente esta regulación que se defendió 
por la doctrina: desde los 14 años el menor no tiene representante legal; no se 
requiere la venta en pública subasta de sus bienes; la enajenación de inmuebles, 
cuando el menor no ha cumplido los 14 años, puede ser autorizada por la Junta 
de Parientes16. 

14	 Samanes Ara, Carmen, «Disposición de bienes inmuebles de menores e incapacitados 
en Aragón» en Actas de los VIII Encuentros de Foro de Derecho Aragonés, ed. El Justicia de Aragón, 
Zaragoza, 1999, págs. 7 a 22; los principios sobre cómo se aplica la supletoriedad en Bayod 
López, Carmen (1999-I), Ibidem, págs. 59 y ss. y (1999-2), Ibidem, pág. 99 y ss. Este planteamiento, 
la ausencia de representación del menor cuando ha cumplido los 14 puede verse en Delgado 
Echeverría, Jesús: «Comentario a los arts. 12 y 13 Comp.» en Comentarios a la Compilación del 
Derecho civil de Aragón, vol. I, dirigidos por José Luis Lacruz Berdejo, ed. DGA, Zaragoza, 1988 
págs. 476, 477 y 486 a 491.

15	 Vid. entre otros A. Presidente TSJA de 29 de octubre de 1992 [RDCA-II, núm. 1, marginal 50]; 
A. Presidente de 17 de marzo de 1993 [RDCA-II, núm. 1, marginal 52]

16	 Estos principios fueron seguidos por el profesor Serrano García quien, como secretario 
de la Comisión Aragonesa de Derecho Civil (CADC) elaboró la Propuesta de texto articulado del 
proyecto de ley de Derecho de la persona, así como la Memoria de la Propuesta de texto articulado, que 
pueden consultarse por cortesía del autor en la Biblioteca de la Facultad de Derecho (signatura 
DCIV 2 245).
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b. 	El Derecho supletorio en el sistema de fuentes de los ordenamientos forales

Los diversos ordenamientos forales tienen en cuenta la supletoriedad del 
Derecho del Estado, en aquellas materias propias de su competencia, pero en las 
que no han legislado, estableciendo las reglas de aplicación.

En todos ellos hay una nota común: su aplicación en defecto de norma pro-
pia, tras haber agotado el sistema de fuentes, y de acuerdo con los principios que 
lo integran17.

Así se dispone por el art. 1.2 CDFA: «El Derecho civil general del Estado se 
aplicará como supletorio solo en defecto de normas aragonesas y de acuerdo con 
los principios que las informan». 

Esta norma ha sido aplicada con exquisita corrección en diversos fallos del 
TSJA que, a tal efecto, afirma la sentencia de 8 de marzo de 2005: «La aplica-
ción supletoria del Código civil procede solo cuando realmente sea imposible 
dar respuesta al caso mediante las fuentes aragonesas, incluida la utilización de 
la analogía, si procede, y siempre de acuerdo con los principios que informan 
el Derecho civil aragonés; aunque no existiera norma propia una disposición 
estatal no podrá aplicarse en Aragón si contravienen los principios que infor-
man las normas aragonesas, y ello con la finalidad lógica de evitar una aplica-
ción de los preceptos del Código que puedan tergiversar el sentido de las ins-
tituciones aragonesas»18.

17	 El Código del Derecho civil de Cataluña aborda la supletoriedad del Derecho del Estado 
en el artículo 111-5: «Las disposiciones del Derecho civil de Cataluña se aplican con preferencia a 
cualesquiera otras. El Derecho supletorio solo rige en la medida en que no se opone a las disposiciones 
del Derecho civil de Cataluña o a los principios generales que lo informan».

Por su parte la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho civil vasco dispone en su artículo 3:  
«1. En defecto de ley o de costumbre foral aplicable, regirá como supletorio el Código civil y las 
demás disposiciones generales. 2. Las futuras modificaciones de estas leyes se aplicarán cuando no 
sean contrarias a los principios inspiradores del Derecho civil vasco».

Igual previsión establece la Ley 2/2006, de 14 de junio, de Derecho civil de Galicia en el párrafo 
3 de su art. 1 al disponer que «En defecto de ley y costumbre gallegas, será de aplicación con carácter 
supletorio el Derecho civil general del Estado, cuando no se oponga a los principios del ordenamiento 
jurídico gallego».

La compilación navarra (Ley 21/2019) se refiere al Derecho supletorio, Preferencia y supletoriedad, 
en la ley 6: «El Código civil y las Leyes generales de España serán Derecho supletorio de esta 
Compilación y de la tradición jurídica navarra expresada en la Ley 1».

Por último, la Compilación de Baleares se refiere a la aplicación del Derecho supletorio en la 
regla 5.ª del párrafo 3 del art. 1, en la que dispone: «Por defecto de norma de Derecho civil propio, 
se aplicará, como Derecho supletorio, el Derecho civil estatal, siempre que su aplicación no sea 
contraria a los principios generales que informan el Derecho civil propio y que el vacío normativo no 
sea querido por el legislador balear, en el marco de sus competencias».

18	 S. TSJA de 8 de marzo de 2005, ponente Ilmo. Sr. D. Luis Fernández Álvarez [RDCA-XI-XII, 
marginal 4] y S. TSJA de 6 de julio de 2005, ponente Excmo. Sr. Fernando Zubiri de Salinas [RDCA-
XI-XII, marginal 10], entre otras.
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En razón de todo ello, el Derecho supletorio forma parte del sistema de 
fuentes de las Comunidades Autónomas con competencia en materia de 
Derecho civil para completar su sistema (así lo exige la CE, art. 149-3) y, por 
lo tanto, sujeto a su jerarquía normativa, principios y reglas de interpreta-
ción.

En efecto, la supletoriedad establecida en el texto constitucional no es una 
competencia más que corresponde al legislador del Estado19, pudiendo este, en 
consecuencia, establecer su ámbito de aplicación, sino que es una técnica de 
integración de lagunas, capaz de ser controlada por el legislador autonómico, a 
quien corresponde la competencia de cómo y con qué efectos se aplica el Dere-
cho supletorio.

II. STANDUM EST CHARTAE Y DERECHO SUPLETORIO

1. Las fuentes del Derecho civil aragonés: el Standum est chartae

El art. 3 CDFA recoge uno de los principios tradicionales aragoneses que, 
desde Joaquín Costa, en lo que atañe al Derecho civil, se vincula a la libertad 
civil, a la autonomía de la voluntad, como principio que debe regir en Derecho 
privado y en particular en el Derecho civil.

Ya mucho antes, en la Edad Moderna, este brocardo aragonés se asoció a 
las libertades del Reino de Aragón y se mostró en la vieja Europa y en Amé-
rica del Norte como un ejemplo a seguir en la configuración del Estado 
moderno20. 

19	 En este sentido es ya constante la jurisprudencia del TC, si bien son destacables las sentencias 
118/96 y 61/97; en las que se declara lo siguiente: «el hecho de que el legislador estatal disponga de 
la aplicabilidad de sus normas a las Comunidades autónomas solo es constitucionalmente legítimo 
allí donde se halle habilitado por un título competencial específico, que le permite disponer de 
tal cosa; pero donde carece de él no puede atribuírselo en base a la supletoriedad, pues, (…), 
la determinación sobre si ha de producirse o no la aplicación supletoria del Derecho estatal no 
le corresponde a él». (FJ 8.º STC 118/96, y en el mismo sentido el FJ 12, de la S. 61/97). Sobre 
estas cuestiones vid. Bayod López, Carmen y Pérez Milla, José Javier, «Competencia, preferencia, 
supletoriedad y conflictos internos de Leyes españolas. Reflexiones a la Sentencia 22/2011 de 26 
de mayo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña» en RDCA-XVII, 2011, págs. 207 a 226, en 
particular las páginas 219 a 222.

20	 Morales Arrizabalaga, Jesús, Fueros y libertades del Reino de Aragón. De su formación medieval 
a la crisis preconstitucional (1076-1800), ed. Rode, Zaragoza, 2007, págs. 76 a 83; Magoni, Clizia, Fueros 
y libertades. El mito de la Constitución aragonesa en la Europa Moderna. Traducción de Antonio Pérez 
Martín, ed. El Justicia de Aragón, Zaragoza, 2012.
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Sobre el Standum han escrito mucho y bien los profesores Lacruz Berdejo21 
y Delgado Echeverría22, seguidos en sus apreciaciones y conclusiones, por la 
doctrina y el foro23. 

Junto al profesor Delgado Echeverría24 podemos afirmar que los pactos, la 
autonomía privada, no es fuente del Derecho en Aragón, pero sí lo es este prin-
cipio tradicional, acaso el más importante, a mi juicio, y por ello aparece especí-
ficamente contemplado desde 1967 en un precepto propio: el art. 3 de la Com-
pilación y ahora en el art. 3 del CDFA, sin perjuicio de algunas modificaciones 
que se han producido en estos años25.

Su ubicación sistemática en el Título Preliminar del Código produce dos 
importantes efectos: por un lado, que la autonomía privada preside todas las 
materias civiles aragonesas que se puedan comprender en la expresión conserva-
ción, modificación y desarrollo del Derecho civil foral o especial, y no solo en la 

21	 Lacruz Berdejo, José Luis, «Comentario al art. 3 Comp.», en Comentarios a la Compilación del 
Derecho civil de Aragón, T. I, ed. DGA, Zaragoza, 1988, págs. 229 a 298.

22	 Delgado Echeverría, Jesús, «Comentario al art. 3 CDFA» en Comentarios al Código del 
Derecho foral de Aragón, ed. Dikynson, Madrid, 2015, págs. 101 a 104 [= Código del Derecho foral de 
Aragón. Concordancias, doctrina y jurisprudencia, ed. DGA, Zaragoza, 2015, reimpreso en 2018, págs. 
105 a 108.]; Delgado Echeverría, Jesús: «Las fuentes del Derecho civil aragonés» en Manual de 
Derecho civil aragonés. Conforme al Código del Derecho foral de Aragón; 4.ª edición, dirigido por Delgado 
Echeverría y coordinado por Parra Lucán, ed. El Justicia de Aragón, Zaragoza, 2012, págs. 77 a 108.

23	 Desde hace más de una década el profesor Moreu Ballonga le ha dedicado al standum 
más páginas que ningún otro autor. Con todo, su opinión claramente contraria a la exégesis de 
este precepto formulada por la doctrina más autorizada, no ha contado en todos estos años con 
seguidores ni en la academia ni en el foro. Sus obras sobre el Standum son: «Joaquín Costa, el 
standum est chartae, y la actual política legislativa sobre el Derecho civil aragonés». Homenaje al 
Profesor Lluis Puig i Ferriol, Vol. II. Tirant lo blanch, Valencia, 2006, págs. 1809 a 1838; «Mito y 
realidad del «standum est chartae», Un jurista aragonés y su tiempo. El doctor Juan Luis López, Primer 
Marqués del Risco (1644-1703), Coord. M. A. González San Segundo, Gobierno de Aragón, Zaragoza, 
2007, págs. 315 a 503; «Sobre la influencia de Joaquín Costa en el Derecho civil aragonés», en 
el libro El pensamiento jurídico. Pasado, presente y perspectivas, libro homenaje al Profesor Juan José Gil 
Cremades, editado por el Justicia de Aragón, Zaragoza, 2009, págs. 741 a 772; y Mito y realidad en el 
«standum est chartae», Cívitas, Madrid, 2009; «Una reflexión sobre el llamado Código de Derecho 
Foral de Aragón de 2011» en Estudios Jurídicos en Homenaje al Profesor José María Miquel, coord. 
por Luis Díez-Picazo, Vol. 2, 2014 (Volumen II), ed. Aranzadi Thomson Reuters, Cizur Menor 
(Navarra), págs. 2143 a 2187.

24	 Sigo lo dicho por el maestro en «Las fuentes del Derecho civil aragonés» en Manual de 
Derecho civil aragonés. Conforme al Código del Derecho foral de Aragón; 4.ª edición, dirigido por Delgado 
Echeverría y coordinado por Parra Lucán, ed. El Justicia de Aragón, Zaragoza, 2012, pág. 93 y ss.

25	 Sobre las modificaciones de este precepto ya en 1985 [Ley 3/1985, de 21 de mayo], dónde 
se suprime la referencia al Derecho natural y la posterior reforma de 1999 [Ley 1/1999, de 24 
de febrero] que da nueva redacción al Título Preliminar de la Compilación para adaptarlo a los 
principios constitucionales, ha sido explicados por Delgado Echeverría Ibidem, págs. 90 a 93 y 
también en su «Comentario al art. 1.º de la Compilación del Derecho civil de Aragón», en Comentarios 
a la Compilación del Derecho civil de Aragón, T. I, dirigidos por Lacruz, DGA, Zaragoza, 1988, pág. 99 y ss.
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contratación privada sino también el Derecho de familia, Derecho de sucesiones 
y en el Derecho civil patrimonial.

Por otro lado, esta primacía de la voluntad, decía Lacruz, hace que las leyes 
gocen de una presunción de supletoriedad, lo que se traduce en entender que 
las leyes aragonesas son dispositivas26 y, por lo tanto, pueden ser desplazadas por 
la voluntad de los particulares27, lo cual como señala Delgado Echeverría, no 
supone una limitación para el legislador aragonés que puede establecer todas las 
normas imperativas que le parezcan convenientes28.

2.	 Standum est chartae: su ámbito de aplicación

A.	 En todo el Derecho civil aragonés posible: «conservación modificación y desarrollo»

Como afirma el profesor Delgado Echeverría, el Stamdum opera en la tota-
lidad del ordenamiento civil de competencia aragonesa; como él afirma, en 
opinión que comparto, «hasta donde podría legislar el legislador aragonés, y con 
la misma libertad, pueden disponer los aragoneses mediante sus pactos o 
disposiciones»29.

Señala entonces, que en este ámbito no hay más normas imperativas que las 
aragonesas y que en estas materias las normas del Código civil solo pueden ser 
supletorias de la voluntad de los particulares30.

En efecto, el Derecho estatal solo es supletorio de la voluntad de los particula-
res cuando estos nada acuerdan; si hay pacto, las normas del Derecho supletorio 
no se aplican, ya que el sistemas de fuentes aragonés lo impide: «El Derecho civil 
general del Estado se aplica como supletorio en defecto de normas aragonesas y 
de acuerdo con los principios que lo informan» (art. 1.2 CDFA en relación con el 
art. 149-3 CE).

Por lo tanto, si hay una norma aragonesa, en este caso el pacto (Standum), el 
Derecho del Estado no es de aplicación; solo se aplicará como Derecho supleto-
rio si nada han pactado al respecto los particulares (y no hay ley o costumbre 
aragonesa, claro esta) y entonces en el estado de su actual vigencia y con respeto 
a los principios que informan el ordenamiento civil aragonés.

26	 Sobre las diversas categorías de normas, a las que luego me referiré, Delgado Echeverría, 
Jesús (2006): «Notas sobre la eficacia social de distintos tipos de normas civiles» en DOXA, núm. 29, 
págs. 195 a 218 y Atienza Rodríguez, Manuel y Ruiz Manero, Juan, Las piezas del Derecho. Teoría de 
los enunciados jurídicos, ed. Ariel, 4.ª ed. Barcelona, 2016.

27	 Ibidem, pág. 274 y ss; en el mismo sentido Delgado (2012): Ibidem, pág. 92.
28	 Delgado (2012): Ibidem, pág. 95.
29	 Ibidem, págs. 95 y 96.
30	 Idem.
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Veámoslo con un ejemplo.

En Aragón no se regula la comunidad de bienes, pero sí algunos aspectos de 
la comunidad hereditaria (arts. 365 y ss.; 369 y ss. CDFA), de las comunidades en 
mano común (arts. 585 a 587 CDFA) y del consorcio foral (art. 373 y ss.) por lo 
que, tal vez, el legislador aragonés pudiera tener competencia en esta materia.

Tomemos entonces como axioma que el legislador aragonés sí tiene compe-
tencia en esta materia (la comunidad de bienes) y pensemos que tres aragoneses 
compran en proindiviso una finca en Longares y acuerdan que permanecerán 
en la indivisión durante quince años31.

El pacto es perfectamente válido puesto que, en aplicación del art. 1.2 CDFA, 
no resulta aplicable el art. 400 Cc., puesto que los particulares siguiendo el siste-
ma de fuentes han cerrado la entrada a la aplicación del Derecho supletorio. No 
cabe duda que el legislador aragonés, si tiene competencia para regular la 
comunidad de bienes, puede regularla como quiera y establecer un plazo 
diverso al de diez años (ya lo ha hecho en el art. 365 CDFA) y no parece que 
ese plazo (10 años) pertenezca al orden público español32.

Ahora bien, dicho esto, otra cosa será que pensemos que sí deba existir un 
plazo en que finalice la situación de indivisión de la propiedad.

En efecto, ¿diríamos lo mismo si estos tres aragoneses acuerdan que la comu-
nidad romana será indivisible sine die y renuncian al ejercicio de la acción de 
división?

Si creemos que este pacto es inválido, ¿cuál es la causa? No parece que lo sea 
porque así lo afirma «imperativamente» el art. 400 Cc., puesto que habiendo 
pacto esta norma no se aplica en Aragón, ni como imperativa ni como dispositi-
va, el pacto le ha cerrado la entrada. 

Si creemos que este pacto es inválido, será porque infringe un límite dentro 
del sistema de fuentes que determina en cada momento las reglas de validez y 
eficacia de los actos llevados a cabo por los particulares. Esto creo que es el quid 
de la cuestión y no lo que diga el art. 400 Cc.

B.	 Ámbito de no aplicación: el Derecho civil del Estado

El Stamdum est chartae, sujeto a los límites que la misma norma señala, tiene 
aplicación en el marco de la competencia civil autonómica, pero no en aquellas 
materias civiles que son competencia exclusiva del Estado. 

31	 El art. 400 Cc. resultará aplicable como Derecho supletorio del Estado solo si los adquirentes 
en proindiviso no han pactado otra cosa.

32	 Así lo afirmó Lacruz (1988): op. cit., pág. 286.
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Estas normas de competencia exclusiva del Estado, en todo caso, producirán 
en Aragón (lo mismo que en Madrid, en Sevilla o en Barcelona) los efectos que 
le son propios y de acuerdo al sistema de fuentes del art. 1 del Cc.; en el que no 
opera el Standum o paramiento fuero vienze del Derecho navarro.

Ni siquiera como ha pretendido algún autor entran en conflicto con el Dere-
cho aragonés (o con cualquier otro Derecho civil autonómico) imponiendo un 
límite más al Standum a través de una norma imperativa no aragonesa33. Si se me 
permite el símil, estas normas imperativas no aragonesas juegan en distinta «liga» 
y por ello no entran en «competición» con las aragonesas: simplemente se aplican 
en Aragón (o en Cataluña, o en Galicia) como en el resto del territorio nacional.

3. 	Los límites al Standum: ¿lo son las normas imperativas del Derecho 
supletorio?

El art. 3 del CDFA establece como límites a la autonomía de la voluntad, lo 
imposible, la Constitución y la norma imperativa aragonesa.

A.	 Lo imposible

Desde la redacción originaria de este precepto en la Compilación de 1967, se 
ha supeditado la validez y eficacia de los pactos y disposiciones acordados por los 
particulares a que «no resulte de imposible cumplimiento».

33	 El profesor Moreu Ballonga pone como ejemplo de pactos ilícitos otorgados en capítulos 
matrimoniales por contravenir normas imperativas de los arts. 82 a 86 del Código civil (él se refiere a la 
redacción de 1981), señalando que aquellas son normas del Derecho español de aplicación general y 
directa en toda España que pueden actuar como límites imperativos al Standum est chartae. (cfr. Moreu 
Ballonga, José Luis, (2007): «Mito y realidad en el Standum est chartae», en Un jurista aragonés de su 
tiempo. El doctor Juan Luis López. Primer Marques del Risco (1644-1703), coordinador Miguel Ángel González 
de Sansegundo, edita Gobierno de Aragón, Zaragoza, pág. 363 nota al pie 86). A lo largo de esta obra 
señala también como límites al Standum la regulación de las cláusulas generales y cláusulas abusivas en la 
contratación, los reglamentos internacionales o las normas procesales para afirmar, a mi juicio con gran 
error por su parte, que son límites del Derecho estatal al Standum. Estas normas de aplicación general 
y directa en toda España (art. 149.1-8.ª CE) sencillamente no son normas aragonesas y por no serlo no 
entran en colisión con ninguna otra norma del Derecho aragonés, no forman parte de su sistema de 
fuentes y se han de aplicar tal y como se disponga por el sistema de fuentes del Derecho del Estado: 
su aplicación, efectos e interpretación es uniforme en todo el territorio nacional, no solo en Aragón, 
también en Cataluña o en el País Vasco; si son imperativas, en ningún lugar del territorio nacional será 
posible un pacto en contrario, producen los efectos que le son propios conforme a su sistema de fuentes 
sin colisionar con el sistema de fuentes autonómico, que no tiene aplicación al no ser estas, en todo caso, 
normas de competencia civil foral. Afirmar lo contrario, como hace de forma reiterada este autor en 
todos sus escritos, denota, a lo que creo, no entender las relaciones entre el Derecho del Estado y el 
resto de los Derechos civiles españoles en el marco que diseña la CE, ni tampoco el sistema de fuentes 
del Código civil foral aragonés, de ahí que afirme este autor que el Derecho supletorio es imperativo 
en Aragón, contradiciendo con ello las afirmaciones de Lacruz, Sancho Rebullida, Delgado, Serrano, 
Bayod, entre otros, e incluso Miguel del Molino, quien ya lo afirmo en 1585.
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Este límite, como afirmará el profesor Lacruz, puede referirse a obstáculos 
físicos, morales o legales34. 

Por su parte, el profesor Delgado señala igualmente que este límite se refie-
re tanto a una imposibilidad física como jurídica. Pone como ejemplos la impo-
sibilidad originaria de la prestación o una compraventa sin precio. Tal vez por 
ello, indica el maestro Delgado, este límite pocas veces se transgredirá en la 
práctica pero su existencia muestra «en positivo que está al alcance de la autono-
mía de la voluntad todo lo que es posible sin excepción, ni precisión de ningún 
fundamento: también lo inusitado, lo desconocido hasta entonces, aun lo arbi-
trio y caprichoso (…) sin más apoyo para la validez del acto de autonomía que 
el principio Stadum est chartae (…)»35.

B.	 ¿Y el Derecho natural? 

El art. 3 de la Compilación entre los límites del Standum incluía, junto a lo impo-
sible y a la norma imperativa aplicable en Aragón, «que la voluntad de los otorgan-
tes, expresada en pactos o disposiciones no sea contraria al Derecho natural». 

El Derecho natural, según explicaba Lacruz, representa el contenido ético 
que todos los pactos deben guardar, representa la expresión de las buenas cos-
tumbres o la moral de la sociedad en cada momento concreto36.

La referencia al Derecho natural como límite del Standum fue suprimida en 
1985 y su supresión gozó de la crítica doctrinal37. 

Señalaba también Lacruz que, con todo, dicha supresión no alteraba el 
panorama legal, en el cual «siempre tendrá lugar la ética común como principio 
del Derecho aragonés del art. 1.º Comp.» Sin duda, añadía, la moral corriente 
sigue siendo un límite al albedrío de la voluntad38.

Por lo tanto, cabe concluir, teniendo en cuenta lo afirmado por Lacruz que, 
aun a falta de mención expresa, la moral y las buenas costumbres, representan 
un principio ético del Derecho foral de Aragón que limita la autonomía de la 
voluntad.

Estos principios de contenido ético son los que ahora señala la Constitución39 
como seguidamente vamos a ver.

34	 Op. cit. (1988): págs. 264 a 267.
35	 Ibidem, págs. 96 y 97.
36	 Op. cit. (1988): Ibidem: pág. 265.
37	 Lacruz: Idem; Delgado: Ibidem, pág. 96.
38	 Ibidem, págs. 265 a 267.
39	 Así lo afirma el profesor Delgado: Ibidem, pág. 96.
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C.	 La Constitución: Derecho natural y orden público

a.	 Su inclusión en 1999

Como afirma Delgado, es obvio que la autonomía privada de los aragoneses 
está sujeta a la Constitución, pero convenía expresarlo en el art. 3 CDFA. Por 
ello, desde 1999, esta norma añade, junto al límite de lo imposible y las normas 
imperativas del Derecho aragonés, que «la voluntad de los otorgantes, expresada 
en pactos y disposiciones (…) no sea contraria a la Constitución»40.

Señala Delgado que la referencia a la Constitución viene a desempeñar la función 
que históricamente correspondió al Derecho natural, a la vez que proporciona tam-
bién los principios de orden público español que han de respetarse en todo caso41.

La Constitución no es una norma que pertenezca al Derecho aragonés, está 
por encima de él, y por ella Aragón tiene competencia en materia civil y es el 
Derecho aragonés el que pertenece y se integra en el marco español y europeo 
a través de la Constitución.

En efecto, la Constitución, como señala la profesora Parra Lucán, debe ser 
el punto de partida en toda consideración que se haga sobre la autonomía de la 
voluntad. Ciertamente la Constitución no garantiza expresamente la autonomía 
privada, pero la autonomía privada es sin duda un valor constitucional42. 

La dignidad de la persona, el Derecho a la propiedad privada y a la libertad 
de empresa fundamentan, al decir de la profesora Parra Lucán43, el principio 
de la autonomía privada en la Constitución44.

Por ello también, como afirma Parra Lucán, la Constitución suministra el 
marco, las limitaciones y las razones, por las que el legislador puede introducir 
límites a su ejercicio; así como también es la Constitución la que proporciona los 
principios del ordenamiento que pueden servir para orientar una interpretación 
de los límites previstos por el legislador45. 

b.	 Los principios constitucionales: Ética y Derecho

En estos últimos años, la profesora Parra Lucán y el grupo de investigadores 
que ha dirigido han abordado los diversos límites a la autonomía de la voluntad 

40	 Ibidem, pág. 97.
41	 Idem.
42	 Así lo afirma Parra Lucán, María Ángeles (2016-2): «La autonomía privada en el Derecho civil: 

tendencias y transformaciones» en La autonomía privada en el Derecho civil, dirigido por María Ángeles 
Parra Lucán, ed. Thomson Reuters Aranzadi, Madrid, pág. 30.

43	 Idem.
44	 En similares términos los afirmó también De Castro en su obra «Limitaciones intrínsecas de 

la autonomía de la voluntad», en ADC, T. IV, 1982, pág. 1067, nota al pie 288.
45	 Ibidem, pág. 31.
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teniendo en cuenta los principios constitucionales en los diversos sectores del 
ordenamiento (persona, familia, sucesiones, relaciones laborales, contratos, 
derechos reales, etc.).

Tomando como punto de partida estos estudios46 creo que podemos colegir 
los límites a la autonomía privada derivados de la Constitución, los principios en 
ella contenidos y que han de informar los convenios de los particulares, su auto-
nomía de la voluntad.

• 	 Con carácter general creo que debemos de partir de algunas cuestiones 
previas que informan todo el ordenamiento civil español (que no solo está 
formado por el Código civil, a él pertenecen también el resto de los Dere-
chos civiles españoles). 
1. 	 El respeto a los Derechos fundamentales. Representan un límite a la auto-

nomía de la voluntad cuando esta no es respetuosa con los mismos (princi-
pios de igualdad, libertad ideológica y religiosa, derechos al honor, etc.)47.

2. 	La protección del débil. El estado social y de Derecho impide que la 
autonomía de la voluntad pueda ejercerse en cualquier dirección. En 
sus parámetros debe estar la protección de los más desfavorecidos. La 
profesora Parra pone como ejemplos de exigencia constitucional la 
protección de los consumidores o la subordinación de toda la riqueza 
al interés general48.

46	 Las siguientes páginas son deudoras de las lecturas de las siguientes obras que indico. De 
ellas deduzco lo que creo que son los principios constitucionales que operan sobre el Standum. Obras 
dirigidas por la profesora Parra Lucán, (2016-1): Autonomía privada y límites a su libre ejercicio. Dirigido 
por María Ángeles Parra Lucán, Ed. Comares, Granada; (2016-2): La autonomía privada en el Derecho civil, 
Dirigido por María Ángeles Parra Lucán, ed. Thomson Reuters Aranzadi, Madrid; (2017): Derecho y 
autonomía privada. Actas del Congreso Internacional «Límites a la autonomía de la voluntad» celebrado 
en la Facultad de Derecho de la Universidad de Zaragoza los días 29 y 30 de septiembre de 2016, 
Dirigido por María Ángeles Parra Lucán y coordinado por Silvia Gaspar Lera, ed. Comares, Granada. 
Además, he tenido especialmente en cuenta las siguientes obras de la autoría de la Dra. Parra, en la 
actualidad Magistrada de la Sala 1.ª del TS, (2012): «Autonomía de la voluntad y derecho de familia», 
en Autonomía de la voluntad en el Derecho privado. Estudios en conmemoración del 150 aniversario de la Ley del 
Notariado. Tomo I, Derecho de la persona, familia y sucesiones, Madrid, 2012, págs. 97 a 454; (2016): 
«La autonomía privada en el Derecho civil: tendencias y transformaciones» en La autonomía privada en el 
Derecho civil, dirigido por María Ángeles Parra Lucán, ed. Thomson Reuters Aranzadi, Madrid, págs. 29 a 
60; (2018): La autonomía privada en el Derecho civil, ed. Prensas de la Universidad de Zaragoza, Zaragoza. 
En esta última obra, la lección inaugural del curso académico 2018-2019 en la Universidad de Zaragoza, 
la autora resume todas las anteriores. También me han parecido interesantes las reflexiones de Rober 
Alexy sobre los Derechos humanos en Alexy, Rober: «La dimensión real e ideal del Derecho», en Acto 
de investidura del Grado de Doctor Honoris Causa. Universidad de Zaragoza 27 de octubre de 2016, ed. Prensas 
de la Universidad de Zaragoza, Zaragoza, 2016, págs. 39 a 50 y también De castro y Bravo, Federico: 
«Limitaciones intrínsecas de la autonomía de la voluntad», en ADC, T. IV, Madrid, 1982, págs. 987 a 
1085 y Delgado Echeverría, Jesús: «Autonomía privada y Derecho de sucesiones» en Autonomía de la 
voluntad en el Derecho privado. Estudios en conmemoración del 150 aniversario de la Ley del Notariado. Tomo I, 
Derecho de la persona, familia y sucesiones, Madrid, 2012, págs. 513 a 640.

47	 Parra Lucán (2018), pág. 16.
48	 Ibidem, págs. 14 a 17. En el mimo sentido De Castro. Idem.
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3. 	La seguridad del tráfico jurídico y la protección de los terceros en la 
contratación.

• 	 En particular en la autonomía privada se deben tener en cuenta los prin-
cipios de orden público generales que informan cada parcela en la que 
fraccionamos el Derecho civil.

• 	 Así, por ejemplo, en materia de familia el interés del menor (STC 4/2001, 
de 15 de enero) o la dignidad de la persona, pero también el principio de 
igualdad y el reconocimiento de los derechos fundamentales a los miem-
bros de la familia. El orden público actual admite diversos modelos fami-
liares pero, por ejemplo, excluye la poligamia, sin perjuicio de reconoci-
miento de hijos y madres49.

• 	 En lo que atañe al Derecho de la persona, como señala la profesora 
Parra, la moral y el orden público, informados por los derechos funda-
mentales que, como ha señalado el TC, forman parte del orden público 
constitucional (STC 19/1985 de 13 de febrero) y deben ser tenidos en 
cuenta en los pactos entre particulares. Por un lado, reconociendo un 
mayor ámbito de autonomía contractual a las personas con discapacidad, 
en base a la dignidad de la persona y por otro limitando actos de autono-
mía de la voluntad, si vulnera la dignidad de la persona50.

• 	 Señala la profesora Parra que en el Derecho de sucesiones el orden 
público se vincula cada vez más al principio de no discriminación y a la 
tutela de los derechos fundamentales. (STC 9/2010, de 27 de abril, que 
sigue los principios de la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, en sentencia de 13 de julio de 2004, caso Plat et Puncernau 
contra Andorra)51 que, a mi juicio, deben coordinarse con la voluntad de 
disposición del causante en la elección de heredero ya que, en principio, 
no existe un derecho subjetivo a recibir liberalidades.

• 	 Por último, en materia de Derecho patrimonial la protección del consu-
midor, principios de no discriminación, la seguridad jurídica, la libertad 
de mercado, la protección de los terceros, la buena fe, la propiedad priva-
da y su transmisión inter vivos o mortis causa evitando las vinculaciones 
perpetuas, son principios, entre otros, que deben informar este sector del 
Derecho privado52.

49	 Ibidem, págs. 30 a 39.
50	 Ibidem, págs. 23 a 30.
51	 Ibidem, págs. 40 y 41. Sobre los límites a la autonomía de la voluntad en materia sucesoria me 

parece relevante la obra de Vaquer Aloy, Antoni, «Límites a la autonomía privada en el Derecho 
de sucesiones» en La autonomía privada en el Derecho civil, dirigido por María Ángeles Parra Lucán, 
ed. Thomson Reuters Aranzadi, Madrid, 2016 págs. 245 a 294; y más ampliamente en Vaquer Aloy, 
Antoni, Libertad de testar y libertad para testar, Ediciones Olejnik, Argentina, 2018.

52	 Ibidem, págs. 43 a 59.
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c. 	 Los límites constitucionales. Principios éticos: variación y ponderación

Los límites a la autonomía privada en Aragón, al Standum est chartae, derivados de 
la Constitución son los mismos que en cualquier otro Derecho civil español puesto que 
los principios constitucionales son de aplicación general y directa en todo el territorio 
nacional y representan los valores Éticos del ordenamiento jurídico nacional y supra-
nacional: el Derecho internacional aplicable en todo nuestro ordenamiento53.

Los límites a la autonomía de la voluntad nacen de los principios que se derivan 
del sistema constitucional. Estos principios, que han de presidir las relaciones de 
los ciudadanos en todas sus manifestaciones, representan el contenido ético que 
valida los pactos y las decisiones unilaterales dentro del sistema y por lo tanto son 
variables, dependen de los valores que la sociedad tenga en cada momento.

Por ser principios, como afirma Atienza, no pueden ser aplicados de manera 
directa sino a través de una ponderación54. Por lo tanto, le corresponderá al Juez 
determinar en cada caso cuando estos principios operan como un límite al pac-
to, a la autonomía de la voluntad.

Será este juicio, esta ponderación, la que permitirá valorar si el pacto produ-
ce una vulneración de los principios constitucionales, solo entonces el pacto 
dejará de ser eficaz, bien por ser inválido, si es esa la consecuencia que se deriva 
del sistema (art. 6 Cc.) bien por producir otros efectos de los previstos por las 
partes, manteniendo su validez, pero extirpando la cláusula inválida (se tiene 
por no puesta) o integrando el pacto conforme a la normativa aplicable.

D.	 Normas imperativas del Derecho aragonés

a.	 «Las normas imperativas del Derecho aragonés» y «norma imperativa aplicable  
en Aragón»: ¿expresan lo mismo?

El limite referido a «las normas imperativas del Derecho aragonés» se intro-
duce en 1999 (Ley 1/1999, de 24 de febrero, de sucesiones por causa de muerte) 

53	 Estos límites, el orden público, al que me refiero, y que en nuestro Derecho civil aragonés 
entra de la mano de la Constitución, ha encontrado un acomodo expreso en la Ley 7 de la Compilación 
navarra modificada por la Ley 21/2019, que bajo la rúbrica Paramiento, dispone: 

«Conforme al principio «paramiento fuero vienze» o «paramiento ley vienze», la voluntad 
unilateral o contractual prevalece sobre cualquier fuente de Derecho, salvo que sea contraria a la 
moral o al orden público, vaya en perjuicio de tercero o se oponga a un precepto prohibitivo de esta 
Compilación con sanción de nulidad.

Se entienden comprendidos en el límite del orden público, entre otros, la efectividad de los derechos humanos, 
el fundamento de las instituciones jurídicas y la tutela de los valores inherentes al sistema democrático y social 
constitucionalmente consagrado». [El subrayado es mío]

54	 Atienza Rodríguez, Manuel (2019): «Un supuesto enigma jurídico: el orden público», 
Trabajo reelaborado de la ponencia presentada al III Coloquio entre civilistas y filósofos del Derecho, 
celebrado en Santiago de Compostela, el 27 y 28 de noviembre de 2918. Cedido por cortesía del 
autor (34 páginas).



La competencia en materia de fuentes del Derecho civil foral o especial...

RDCA-2019-XXV	 111

y, como se indica en su Preámbulo «En los artículos segundo y tercero se aclara 
que no hay más normas imperativas o prohibitivas aplicables en Derecho civil de 
Aragón –límites, en consecuencia, tanto a la costumbre como al principio stan-
dum est chartae– que las del ordenamiento jurídico aragonés y las superiores del 
mismo, es decir, la Constitución; evitando así, alguna duda interpretativa a la que 
acaso se prestaba el texto de la Compilación, que fue redactado en el marco 
jurídico preconstitucional».

La redacción anterior a la reforma se refería a «norma imperativa aplicable en 
Aragón» expresión que respondía a la misma idea que expresa ahora el texto vigente.

Como escribiera Lacruz «Las declaraciones de las partes que reciben su fuerza 
del principio de autonomía, por supuesto no son fuente del Derecho, pero el 
principio que les da vigor sí, y es el principio el que traza el ámbito posible de tales 
declaraciones, ámbito que no podrá ser sino el del propio principio, para el cual 
«no son norma imperativa aplicables en Aragón» las del Código civil porque este 
es de rango inferior al principio y no se aplica simultáneamente con él»55.

En razón de todo ello, el profesor Lacruz afirmó vigente el art. 3 Comp., que 
las normas del Derecho supletorio no son imperativas, no están por encima de 
la autonomía de la voluntad56. 

Es más, y como también escribiera Lacruz, la Constitución sanciona la ante-
rior afirmación: «El Standum est chartae, principio general del Derecho foral ara-
gonés, queda así consagrado, en virtud de la Constitución, –y esa es la gran 
prestación de nuestra Ley Fundamental al Fuero–, como de rango superior al 
Derecho supletorio, igual que la actividad del legislador aragonés y la del pueblo 
aragonés en la formación de la costumbre y por el mismo título: el legislador 
central no puede interferir la acción de esas fuentes, porque la superioridad de 
las fuentes aragonesas es ahora un valor constitucional»57.

Por lo tanto cabe concluir que no hay ninguna variación en el sistema58.

55	 Ibidem, pág. 272. Todavía el profesor Lacruz reafirma esta idea en la página 273 al escribir 
que, dentro del ámbito de competencia de Aragón sobre Derecho civil, «dentro de él no valdrá la 
legislación del poder central sino como Derecho supletorio. Y si hasta ese ámbito llega la competencia 
legislativa de la Comunidad aragonesa a título de «desarrollo del Derecho foral», hasta ahí mismo 
alcanza la virtualidad del Stamdum est chartae».

56	 Esta afirmación se reitera a lo largo de toda la obra, vid. págs. 249, 250, 251,252, 254, 266, 267, 
268, 269, 271, 273, 274, 275, etc. Por lo demás, estas ideas, ya estaban consagradas en el siglo XVI en los 
textos de Miguel del Molino y Portolés, respecto de la falta de vigor del Derecho romano (de iure) frente 
al fuero, porque de foro estamos a la carta. Así, Miguel del Molino, comentando la aplicación de la exceptio 
non numerata pecunia señala: «Unde ex quod venditor renunciavit dictae exceptioni non refert, utrum confessus 
fuisset recepisse pretium vel non. Non obstat, quod dictum est de correctione iuris communis: quia in Aragonia fori 
habentur pro iure communi. Unde in hoc Regno numquam est recurrendum ad ius commun, nisi ubi forus deficit». 
cfr. Molino, Repertorium fororum et observantiarum Regni Aragonum, 1585, fol. 127 y 156.

57	 Ibidem, pág. 274.
58	 No piensa lo mismo Moreu Ballonga, (2007-2): págs. 366 a 387. 
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b.	 ¿Cuáles son las normas imperativas del Derecho aragonés?

Como señala el profesor Delgado59 «Estas son, ante todo, las normas emana-
das del legislador, pero también pueden derivar de la costumbre y de los princi-
pios generales tradicionales. Las legales se encontrarán casi exclusivamente en 
las leyes autonómicas de carácter civil». Añade, además, que en otras leyes no 
civiles también puede haber normas prohibitivas, pero recuerda que si están 
dictadas al amparo de un título competencial diversos de la conservación, modi-
ficación y desarrollo el Derecho civil propio no podrán determinar las conse-
cuencias inter privados del incumplimiento de las prohibiciones legales (STC 
264/1993, de 22 julio)60.

Entre estas normas, como también señala el profesor Delgado, se encuen-
tran las normas cogentes contenidas en el propio Código del Derecho foral de 
Aragón.

E.	 ¿Hay normas imperativas en el Derecho supletorio?

a.	 El punto de partida: una pregunta mal formulada

El profesor Lacruz, en su formidable comentario al art. 3 Comp., explica con 
excelentes argumentos, a los que ya me he referido en puntos anteriores, que las 
normas del Código civil, cuando son aplicables como Derecho supletorio, pue-
den ser desplazadas por la autonomía de la voluntad, porque carecen de impe-
ratividad; en concreto, afirma que las reglas imperativas de la legislación general, 
en principio, pueden ser desconocidas en Aragón, por voluntad de los declaran-
tes manifestada en la carta61. Las normas imperativas del Código civil no tienen 
por qué ser normas imperativas en Aragón. 

Con todo, afirmaba el maestro Lacruz, sí era posible la existencia de límites 
y no solo para los particulares sino también para el propio legislador; estos lími-
tes vendrían de la mano de lo que él denominó el «orden público nacional»62.

Esto mismo indica el profesor Delgado cuando afirma que hasta donde pue-
de llegar el legislador aragonés, pueden llegar los particulares en sus pactos y 
acuerdos63.

Pues bien, y tomando un ejemplo de Lacruz: ¿sería posible hoy en Aragón 
la fundación de un mayorazgo?

59	 Delgado (2012): págs. 97 y 98.
60	 En Delgado (2012): idem
61	 Lacruz, op. cit., pág. 276.
62	 Lacruz, op. cit., pág. 277.
63	 Delgado (2012): págs. 95.
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La pregunta correcta no es si esto lo prohíbe el Código civil y dicha prohibi-
ción afecta al Standum y por lo tanto hay normas de Derecho supletorio impera-
tivas en Aragón64.

A mi juicio, lo que nos debemos preguntar es si un mayorazgo podría ser 
regulado por el legislador aragonés y dentro de qué límites.

Por un lado, es requisito previo que esta materia sea competencia civil del 
legislador autonómico y, por otro, que no vulnere los límites constitucionales, en 
particular el orden público español.

Llegados a este punto, la pregunta no está en la imperatividad o no del Dere-
cho supletorio, sino en la trasgresión de los principios éticos: moral, buenas 
costumbres y orden público nacional.

Esto que obliga al legislador aragonés no puede ser preterido por los ciuda-
danos sujetos a dicho ordenamiento.

b. 	Los principios Éticos del sistema: moral, buenas costumbres y orden público

El Código del Derecho foral de Aragón hace referencia a las buenas costum-
bres y al orden público en el art. 424, Invalidez de la disposición testamentaria, 
al establecer que «Es nula la disposición testamentaria esencialmente determina-
da por un motivo contrario a la ley, al orden público o a las buenas costumbres». 

De buenas costumbres habla también el art. 476, Condiciones válidas, al afir-
mar que «Son válidas todas las condiciones que no sean imposibles o contrarias 
a las leyes o a las buenas costumbres. En particular es válida la condición de 
contraer o no contraer matrimonio o hacerlo con persona determinada, así 
como la condición de que el heredero o legatario hagan alguna disposición 
mortis causa en favor del disponente o de otra persona»65.

64	 El profesor Moreu Ballonga ha emprendido una cruzada para demostrar que las normas 
de Derecho supletorio del Código civil sí pueden ser imperativas en Aragón, de manera que no es 
cierto que las únicas normas imperativas al Standum sean las aragonesas. Pues bien, en la nota al pie 
33 de este análisis ya he advertido lo que, a mi juicio, es un error de este autor, el afirmar que las 
normas estatales directamente aplicables en Aragón son un límite más al Standum. Respecto de las 
normas imperativas del Derecho supletorio, y su aplicación imperativa también en Aragón habiendo 
pacto, puede verse, a título de ejemplo, las afirmaciones que vierte en «Autonomía de la voluntad 
y sus límites en el llamado Código del Derecho Foral Aragonés», en Derecho y autonomía privada, 
Granada, págs. 456. En todas las demás obras indicadas sobre el «Standum» en la nota al pie 23 
de este trabajo, mantiene de forma recurrente los mismos argumentos. Estas afirmaciones también 
son, a mi juicio, incorrectas: la imperatividad no tiene que ver con el Derecho supletorio sino con 
los principios Éticos que informan el sistema jurídico español. Estos principios no solo afectan a los 
particulares: también al legislador aragonés (o catalán o gallego) en lo que atañe a la conservación, 
modificación y desarrollo del Derecho civil propio.

65	 El Código del Derecho foral de Aragón también se refiere a la moral (o más bien a la falta de 
la misma), como límite a las actuaciones de los particulares en el art. 5.6, al establecer que «El menor 
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El orden público y las buenas costumbres son necesariamente un límite ético 
a cualesquiera pactos, acuerdos o manifestaciones de voluntad que realicen los 
particulares en cualesquiera materias: familiares, sucesorias, obligacionales o 
patrimoniales.

Ambos principios representan el contenido Ético del ordenamiento español 
que preside la Constitución y no solo los principios aragoneses, que no podrán 
contradecir aquellos otros. 

Los acuerdos entre particulares, del tipo que sean, deben respetar dichos 
principios; solo si lo hacen, son válidos dentro del sistema, su incumplimiento o 
desconocimiento podrá ser impuesto por la fuerza coactiva del Estado a través 
del proceso judicial66.

El art. 476 CDFA contiene, a lo que creo, una explicación de este contenido 
ético, no solo por exigir que las condiciones impuestas a los sucesores no sean 
contrarias a las buenas costumbres sino, sobre todo, por ejemplificar que son 
válidas, frente a lo que dice el Código civil, la condición de contraer o no con-
traer matrimonio o de hacerlo con persona determinada.

En efecto, antes del 23 de abril de 1999, la condición impuesta por un cau-
sante aragonés a su heredero de no contraer matrimonio con determinada per-
sona para poder adir la herencia, era válida y eficaz aun cuando el art. 793 Cc. 
establece que la misma se tendrá por no puesta, esta ineficacia solo se aplica, en 
su caso, a los sujetos a dicha legislación, pero no a los aragoneses.

En razón de ello, esta norma pudo ser desplazada por la voluntad de los ara-
goneses, (al igual que en 1999, lo hace el legislador) porque no vulnera ningún 
principio ético o principio constitucional, en este caso el ius connubii (art. 32 
CE), que evidentemente no se ve afectado: al llamado a la herencia o legado no 
se le prohíbe casarse, puede hacerlo, otra cosa es que no herede. 

El art. 476 CDFA representa una de esas normas que ejemplifican que en 
Derecho aragonés (pero ya en 1967 y aun antes) no rigen determinadas prohi-
biciones que el Código civil mantiene67.

no emancipado debe obedecer, en todo en cuanto no sea ilícito o inmoral, a sus guardadores legales y 
cumplir sus indicaciones»; o en el art. 80.6 al indicarle al Juez que «No procederá la atribución de 
la guarda y custodia a uno de los progenitores, ni individual ni compartida, cuando esté incurso en 
un proceso penal por atentar contra la integridad moral (…) del otro progenitor o de los hijos», o 
en el art. 118 al proclamar como causa de desamparo la privación de asistencia moral. La ética en las 
actuaciones de los particulares no puede ser desconocida por el Derecho.

66	 Así lo afirmaba ya De Castro en «Limitaciones intrínsecas a la autonomía de la voluntad» en 
ADC, 1982, T. IV, pág. 989. En el mismo sentido, Parra Lucán, (2018): pág. 15.

67	 Vid. Delgado Echeverría (2012): pág. 98. Indica varias normas que ejemplifican esta 
situación.
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c. 	 Quid iuris, si la norma del Derecho supletorio es expresión del orden público español. 
Los límites intrínsecos a la autonomía de la voluntad

• 	 Los límites intrínsecos a la autonomía de la voluntad. El profesor De Castro en 
1982 publicó en el Anuario de Derecho civil un excelente trabajo, Limitaciones 
intrínsecas a la autonomía de la voluntad 68, que ha sido puesto en valor reciente-
mente por los trabajos de la profesora Parra Lucán69, que sigue estos plantea-
mientos, así como por Atienza en su reciente análisis sobre el orden público70.

En dicho estudio, el profesor De Castro reaccionó en aquel momento 
frente a lo que denominó «una serie de corrientes de la doctrina jurídica 
y de la ideología política alentadas o fomentadas por poderosos grupos de 
intereses que repugnan cualquier limitación a la autonomía. La ideología 
liberal (…) el positivismo predica la desconexión del Derecho respecto de 
la Ética» y defendió que la autonomía de la voluntad contiene unos límites 
intrínsecos conforme a su misma naturaleza jurídica, de manera que solo 
con el respeto a estos límites se podrá exigir coactivamente, a través de la 
fuerza del Estado y de los poderes públicos, su cumplimiento71.

Esos límites intrínsecos a la autonomía de la voluntad se encuentran 
en las buenas costumbres que representan el orden público nacional.

Señalaba, además, que los límites intrínsecos a la autonomía de la volun-
tad no solo se hallan en el Derecho común (se refiere al art. 1255 Cc.) sino 
incluso, decía, «en Derechos con fórmulas más exaltadoras de la autono-
mía. En Aragón, el principio «standum est chartae» se entiende subordina-
do a lo que dicta el Derecho natural (…). En Navarra su principio «para-
miento fuero vienze» (ley 7.º del Fuero Nuevo) se limita diciendo que la 
voluntad expresa no ha de ser contraria a la moral o al orden público»72.

Por lo tanto, no cabe duda, que los pactos para ser exigibles y conse-
guir que el Estado imponga su cumplimiento a través del ejercicio de las 
correspondientes acciones procesales debe mantener los valores éticos 
que representan los diversos principios que componen el orden público.

68	 de Castro y Bravo, Federico (1982): «Limitaciones intrínsecas de la autonomía de la volun
tad», en ADC, T. IV, págs. 987 a 1085.

69	 A título de ejemplo vid. Parra Lucán, María Ángeles (2016): «La autonomía privada en 
el Derecho civil: tendencias y transformaciones» en La autonomía privada en el Derecho civil. Dirigido 
por María Ángeles Parra Lucán, ed. Thomson Reuters Aranzadi, Madrid, págs. 29 a 60; (2018): La 
autonomía privada en el Derecho civil, ed. Prensas de la Universidad de Zaragoza, Zaragoza, en particular 
páginas 11 a 17 y 46 a 58.

70	 Atienza Rodríguez, Manuel (2019): «Un supuesto enigma jurídico: el orden público», 
Trabajo reelaborado de la ponencia presentada al III Coloquio entre civilistas y filósofos del Derecho, celebrado en 
Santiago de Compostela, el 27 y 28 de noviembre de 2018. Cedido por cortesía del autor (34 páginas).

71	 De Castro, op. cit., págs. 988 y 989 y 1051.
72	 Ibidem, pág. 1066, nota al pie 287.
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De Castro afirmó que la noción de orden público «sirve de medio de 
comunicación entre el sistema jurídico positivo y los valores éticos y de 
justicia (el buen orden jurídico). El intérprete y el juez se encuentran con 
ello expresamente autorizados para desentenderse de la letra de la ley y, 
considerando el todo del ordenamiento jurídico (leyes, principios genera-
les del Derecho) y la misma naturaleza del Derecho, negar amparo a 
situaciones contrarias a los criterios propios de la moral o de la justicia»73.

En definitiva, y como afirma Atienza, este análisis realizado por De 
Castro proporciona una visión pospositivista del Derecho74 que, a mi 
juicio, no ha faltado en la doctrina civil aragonesa a través de la expresa 
referencia a los principios en los que tradicionalmente se inspira el 
Derecho aragonés así como en la mención al Derecho natural, ahora 
sustituido en el art. 3 CDFA por la Constitución.

Todo ello va a significar que en la aplicación del Derecho se han de 
tener en cuenta no solo las reglas, las normas, sino también los principios.

• 	 Los límites intrínsecos y standum est chartae. Afirmaba De Castro que la refe-
rencia al orden público (al Derecho natural o las buenas costumbres) 
permiten las sinergias entre el Derecho positivo y la Ética y la Moral.

En la actualidad el art. 3 CDFA no habla de orden público, ni de moral 
o de buenas costumbres y acaso, una visión precipitada de las cosas75, 
podría llevar a pensar que en Aragón no existe una especial relación entre 
Ética y Derecho. 

Nada más lejos de la realidad, como ya afirmó Lacruz76, y como indica 
en la actualidad el profesor Delgado77, la conexión entre Ética y Derecho, 
que antes representaba el Derecho natural (al que también aludía De 
Castro) se halla ahora, por un lado, en los principios constitucionales (la 

73	 Ibidem, pág. 1037. 
74	 Atienza (2019), op. cit., págs. 27 y 28. Vid. también nota 13 de la página 15 en la que 

señala que esta visión del Derecho pospositivista, que permite afirmar que el Derecho no solo está 
compuesto por reglas sino también por principios, fue defendida a finales de los años sesenta del 
siglo XX por Dworkin [Los derechos en serio, Ariel, Barcelona, 1984]. Añade Atienza en dicha nota, y 
con cita de Delgado Echeverría, que «De Castro, en posición minoritaria, defendió sin embargo que 
los principios tenían una función informadora y fundamentadora de todo el ordenamiento jurídico». 
Esa opinión encontró acogida, primero, en la reforma del título preliminar del Código en 1974, y 
luego contribuyó a que los civilistas aceptaran la existencia de unos principios constitucionales que 
eran superiores a las leyes: «El reconocimiento por los civilistas de que los principios generales del 
Derecho (al menos algunos principios: los constitucionales) son superiores a las leyes y les sirven de 
fundamento puede considerarse un triunfo póstumo, y en un contexto distinto, de las concepciones 
de De Castro, hasta entonces minoritarias y criticadas» (Delgado, 2011, págs. 44 y 45)».

75	 Vid., Moreu Ballonga en op. cit. (2007-2).
76	 Lacruz (1988): págs. 265 a 267.
77	 Delgado (2012): pág. 97.
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Constitución, límite expreso al Standum) como expresión del orden públi-
co nacional y, por otro, en los principios tradicionales aragoneses (art. 1 
del CDFA), a los que en su momento ya se refirió Lacruz78 como límites 
intrínsecos al Standum, tras la desaparición de la referencia al Derecho 
natural en 1985.

• 	 Normas, reglas y principios79. 

Una tradicional clasificación de las normas pasa por afirmar que los 
enunciados normativos ordenan, prohíben o permiten; de ahí se deriva 
una tradicional clasificación, entre normas imperativas, prohibitivas y dis-
positivas80, solo estas últimas pueden ser desplazadas por la autonomía de 
la voluntad.

Dicho esto, cabe preguntarse si las normas que contienen el orden 
público, por representar un límite a la autonomía de la voluntad, deben 
ser necesariamente imperativas o prohibitivas. 

A ello responde expresamente De Castro81 al afirmar que «no hay razo-
nes para no entender como orden público las normas dispositivas que cum-
plen la función de realizar los principios latentes del ordenamiento positivo».

En efecto, como también afirma De Castro, las normas dispositivas (él 
las refiere a la regulación de los contratos) que se recogen en los Códigos, 
son las reglas habitualmente seguidas en la práctica de los negocios y por 
ello se puede presumir que, en caso de silencio de los contratantes, serían 
también las queridas por estos. No tendrían otro valor que el de meras 
reglas supletorias, y quedaría al libre e ilimitado arbitrio de los mismos 
contratantes regular cuál ha de ser el contenido de los contratos.

Afirma también, en este sentido, que la regulación propuesta por el 
legislador «responde a la regulación que se ha estimado como normal 
según los intereses en juego, de acuerdo con el buen sentido, lo tradicio-
nal y los dictados de la equidad respecto a la debida equivalencia de las 
respectivas obligaciones». Ello no significa, añade, que los contratantes 
estén constreñidos a seguir el modelo legal, pero –sigue diciendo– «los 
pactos o cláusulas que se desvíen del mismo habrán de tener su adecuada 
justificación para ser eficaces». Su ineficacia se derivará si hay un desequi-
librio injustificado de las respectivas obligaciones de los contratantes, en 

78	 Idem.
79	 Para tratar de estas cuestiones me parece fundamental la obra de los filósofos Atienza y Ruiz 

Manero, Las piezas del Derecho. Teoría de los enunciados jurídicos. Ariel-Derecho, 4.ª edición, Barcelona, 2016.
80	 De Castro, op. cit., pág. 1060.
81	 Ibidem, pág. 1061.
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daño para una de las partes que no pueda compaginarse con la naturaleza 
típica o atípica del contrato82.

Esto se producirá cuando esas normas dispositivas contengan los princi-
pios latentes en el ordenamiento positivo que representan el orden público 
del sistema.

Pues bien, dicho esto, ¿se puede afirmar, como pretende algún autor83, 
que todas las «leyes estatales imperativas supletoriamente aplicables en 
Aragón, tanto civiles como procesales (LEC), como las comunitarias euro-
peas imperativas, como las procedentes de los tratados internacionales, 
tengan que actuar en Aragón siempre como necesariamente dispositi-
vas»?, o lo que es lo mismo, ¿se puede afirmar que el Derecho supletorio 
aplicable en Aragón puede ser imperativo?

Antes de seguir, despejemos dudas y sentemos las bases de la explicación.

1.º	Como señala Delgado, la autonomía de la voluntad de los particula-
res, reflejada en Aragón a través del principio Standum est chartae, llega 
tan lejos como puede llegar el legislador. Por lo tanto, el Derecho 
supletorio, por definición, es dispositivo y siempre desplazable por la 
autonomía de la voluntad84. 

2.º	Las normas procesales (LEC), los tratados internacionales o las normas 
comunitarias europeas no forman parte de la competencia civil arago-
nesa, por ello su aplicación será uniforme y general en todo el territo-
rio nacional. Estas normas no son supletorias, por lo tanto, son ajenas 
al sistema de fuentes del Derecho civil propio.

3.º	Los principios contenidos en reglas regulativas en cuanto son expre-
sión del orden público español sí son un límite a la autonomía de la 
voluntad y, por lo tanto, al Standum, tal y como se recoge en el art. 3 
CDFA.

Pues bien, creo que con seguridad cabe afirmar que no hay normas 
imperativas del Derecho supletorio. Otra cosa es que en el Derecho suple-
torio, las normas dispositivas, como afirmará De Castro, contengan una 
manifestación del orden público nacional, si así fueran, será ese principio 
que conecta Ética y Derecho el que limita el contenido del pacto y también 
las facultades del legislador ordinario, pero no el Derecho supletorio.

82	 Ibidem, págs. 1060 y 1061.
83	 Moreu Ballonga, José Luis: «Autonomía de la voluntad y sus límites en el llamado Código 

del Derecho Foral Aragonés», en Derecho y autonomía privada. Actas del Congreso Internacional 
«Límites a la autonomía de la voluntad» celebrado en la Facultad de Derecho de la Universidad de 
Zaragoza los días 29 y 30 de septiembre de 2016, dirigido por María Ángeles Parra Lucán y coordinado 
por Silvia Gaspar Lera, ed. Comares, Granada, pág. 456.

84	 Delgado (2012): pág. 95. Lo mismo afirmó Lacruz (1988): Ibidem.
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4.	 Standum est chartae: ¿hasta dónde? Algunos ejemplos prácticos

A. 	El punto de partida

a. 	 La exigencia de ponderación en su aplicación

En aquellas materias sujetas a la competencia del legislador aragonés y en las 
que este no ha legislado, los aragoneses pueden establecer los pactos que tengan 
por conveniente siempre que no contradigan lo imposible, la Constitución o 
norma imperativa aragonesa, alejándose tanto como quieran de la regulación 
del Código civil, pues este no es aplicable en Aragón, al haber un pacto entre 
aragoneses (art. 149-3 CE y art. 1.2 CDFA).

Ahora bien, esos pactos, para ser protegidos por el Derecho, no deben tras-
pasar los límites señalados por el art. 3 CDFA y en particular, los límites éticos 
que representan los principios constitucionales.

Ciertamente, cuando lo que se infringe es una norma imperativa, la solución no 
es tan compleja, en principio, puesto que los operadores jurídicos deben llevar a 
cabo una tarea de subsunción y, tras ello, aplicar la consecuencia jurídica prevista.

En efecto, imaginemos que la norma de competencia X establece que para 
otorgar pacto sucesorio se exige la mayoría de edad. Si B es menor de edad, el 
pacto sucesorio será inválido dentro del sistema.

Ahora bien, cuando lo que se ha tener en cuenta es un principio, no hay 
subsunción, sino ponderación, serán los tribunales, el intérprete del pacto, 
quien tendrá que establecer, tal y como señala Atienza, «caso por caso si la 
autonomía de la voluntad resulta derrotada por el conjunto de los otros princi-
pios que, explícita o implícitamente, dotan de sentido a nuestro Derecho (…)»85.

En efecto, en un ordenamiento A una norma X permite aponer a los testamen-
tos las condiciones de casarse o no casarse o hacerlo o no con determinada perso-
na. Pero existe también un principio Z aplicable en dicho ordenamiento que 
impide la discriminación por razón de raza, sexo o religión.

Un ciudadano de A establece en su testamento que «Y será su heredero univer-
sal si no se casa con una mujer de raza gitana»: ¿es válida dentro del sistema esta 
disposición testamentaria?

En un caso como este y a mi juicio, debe prevalecer la libertad del testador, 
que puede discriminar en su elección de heredero como bien le parezca, ya que 
con esta disposición no se vulnera ningún derecho fundamental86. 

85	 Atienza (2019): pág. 24.
86	 El pacto será válido «a menos que» vulnere el orden público. Un pacto como este no lo 

vulnera; dicha disposición no afecta a los gitanos ni los discrimina: si dejamos sin efecto la cláusula, 
la gitana no es heredera del causante, en nada le afecta y al causante no tiene por qué gustarle los 
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En efecto, nada le impide a Y casarse, si quiere, con una mujer de raza gitana, 
otra cosa es que si lo hace no heredará87. 

La máxima que aplicaríamos en este caso sería la siguiente: «si te puedo no dar 
nada, lo que te doy será con las condiciones que yo quiera»; no aceptar este prin-
cipio, a lo creo, limita la autonomía de voluntad del causante, sin perjudicar los 
derechos del llamado a la herencia: nada le impide casarse, ni hacerlo con quién 
él quiera, además no hay un derecho a recibir liberalidades más allá de la legítima.

Con todo, como fácilmente se observa, en este caso, al tener que ponderar 
los intereses en juego la solución no es tan sencilla88.

b. 	Aplicación o inaplicación del Derecho supletorio

• 	 Aplicación: a falta de pacto (arts. 1.2 CDFA y 149-3 CE). En los supuestos de 
ausencia de regulación aragonesa, bien sea legal o consuetudinaria, en 
materias de competencia civil foral, resultará aplicable el Derecho supleto-
rio del Estado siempre que los particulares no establezcan los pactos que 
tengan por conveniente.

Si tres aragoneses compran en Longares y en proindiviso una finca, sin 
añadir nada más, el régimen jurídico aplicable a esta situación de comu-
nidad, a falta de regulación expresa en el Derecho civil propio, será la 
aplicación de la regulación que de la misma ofrece el Código civil español, 
cabe entender que este régimen es el querido por los particulares al no 

gitanos; ni tampoco vulnera el ius connubii del heredero: Y se puede casar con la gitana: él elige: amor 
o dinero. La fórmula «a menos que» la tomo de Atienza en la obra de 2019 referida.

87	 En el mismo sentido se manifiesta Parra Lucán al afirmar que «En el ámbito sucesorio (y en 
este sentido creo que podría argumentarse de la misma manera para las liberalidades inter vivos), en 
mi opinión, cuando no existe el derecho a recibir una liberalidad no debe reconocerse el derecho a 
recibirla, frente a la voluntad del testador, argumentando que el motivo es ilícito por discriminatorio: 
la tía soltera feminista que prefiere dejar sus bienes a sus sobrinas y nada a los sobrinos, la madre que 
no deja nada al hijo que pertenece a un partido o practica una religión cuyas ideas le repugnan, o a la 
hija lesbiana por no admitir sus preferencias sexuales (…) Imponer la igualdad y negar la posibilidad 
de que el testador, dentro de los límites legales, escoja a sus sucesores equivaldría a negar la libertad 
testamentaria. En última instancia, acabaría considerándose discriminatoria toda disposición que, en 
ejercicio de la libertad de disponer, se apartara del modelo de la sucesión legal, que se inspira en un 
principio de igualdad (cfr. art. 521 del Código foral)». Cfr. en «Nulidad y revocación del testamento 
unipersonal (Especial atención a los límites de la voluntad de disponer y su control)» en Actas de los 
XIV Encuentros de Foro de Derecho Aragonés, ed. El Justicia de Aragón. Zaragoza, 2015, pág. 174. En el 
mismo sentido Delgado Echeverría, (2012-2), op. cit., págs. 535 y 536.

88	 En Derecho comparado la solución no será la misma (vid. Parra Lucán, Ibidem, pág. 171). 
En nuestro Derecho foral y en un caso como el propuesto, posiblemente todos acordarían la validez 
de la disposición testamentaria. Con todo, con carácter general y no referido a este caso, Vaquer 
Aloy afirma que «las condiciones que contradicen los Derechos fundamentales son ilícitas porque 
vulneran una norma jurídica. (…) La libertad de testar es la clave de bóveda de nuestro derecho 
sucesorio, pero no debe fomentarse su ejercicio en detrimento de derechos fundamentales y otros 
derechos y libertades, en especial cuando no responde a un interés razonable» (Cfr. Libertad de testar 
y libertad para testar, Ediciones Olejnik, Argentina, 2018, págs. 124 y 125).
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introducir alteración alguna en el mismo y el mismo será aplicable en su 
actual estado de vigencia.

• 	 Inaplicación: existencia de pacto. Si esos tres aragoneses del ejemplo estable-
cen una regulación propia sobre sus derechos y obligaciones en lo que 
atañe a la situación de copropiedad sobre la finca, no resulta aplicable el 
Código civil: este no es Fuente del Derecho civil aragonés al impedirle su 
aplicación el art. 149.3 CE en relación con el art. 1.2 CDFA. 

La fuente que deben valorar los operadores jurídicos: jueces, notarios, 
registradores, etc., es el pacto que, para ser válido y eficaz, debe acomo-
darse a los límites del art. 3 CDFA. 

Si lo tres aragoneses deciden mantener la indivisión de la finca duran-
te 15 años (o 20) la respuesta a la validez o no de dicha cláusula no está 
en el art. 400 Cc., que no se aplica por definición, sino en el cumplimien-
to de los límites del art. 3 CDFA.

Este pacto es válido «a menos que» sea de imposible cumplimiento, o 
contradiga un principio constitucional o una norma imperativa aragone-
sa89, lo que desde luego no se produce en este caso.

Por último, pensemos que los tres amigos anteriores acuerden mante-
ner la indivisión de la finca sine die y renunciando a la acción de división 
de por vida. ¿Es válido este pacto?

Su validez o invalidez no se funda en que contradiga lo dispuesto en el 
art. 400 Cc., este precepto sigue sin aplicarse. El pacto será válido a menos 
que contradiga los límites del Standum. 

Posiblemente en este caso la invalidez del pacto deriva de principios 
constitucionales que proclaman el Derecho a la propiedad privada y a la 
herencia (art. 33 CE) y a la libertad de mercado, (art. 38 CE). Si este pac-
to contradice dichos principios que integran el orden público español el 
pacto será inválido, pero no en otro caso. La infracción no deriva del art. 
400 Cc., sino de haber traspasado los límites del art. 3 CDFA.

B. 	Algunas Cuestiones prácticas90

a.	 Sustituciones fideicomisarias, prohibiciones de disponer y otras cuestiones semejantes

• 	 Las sustituciones fideicomisarias y el límite del segundo grado: el art. 781 Cc.

El vigente Código del Derecho Foral de Aragón no regula las sustitu-
ciones voluntarias. En esta materia parece que no hay duda de la compe-
tencia legislativa aragonesa para abordar su regulación. 

89	 En el mismo sentido Lacruz (1988), op. cit., pág. 286.
90	 En este apartado me sirvo de algunos ejemplos puestos por el profesor Moreu Ballonga en los que 

considera que los particulares sujetos al Derecho civil de Aragón no pueden establecer pactos diversos a lo 
previsto en el Código civil en ausencia de legislación propia aragonesa. [Cfr. (2017), pág. 456, nota al pie 14].
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Si ello es así, el causante sujeto a la ley civil aragonesa (art. 9.8 Cc. y art. 
22 RU 250/2012, sobre ley aplicable a las sucesiones) puede llegar tan 
lejos en sus pactos como lo haría el legislador aragonés.

Pue bien, pensemos que un causante establece una sustitución fideico-
misaria en favor de personas no nacidas ni concebidas que llegue hasta 
cuatro generaciones: Quid iuris?

En este caso, las normas del Código civil quedan desplazadas por la 
autonomía de la voluntad de los particulares y por lo tanto dichas reglas 
no son aplicables, no lo es el art. 781 Cc., que establece una limitación 
expresa en dos generaciones. 

La pregunta no es si el art. 781 Cc., norma imperativa en el sistema del 
Código, lo es también en Aragón (no puede serlo por definición). La pre-
gunta es si dicha norma recoge un principio de orden público que por 
serlo sea uno de los límites del standum y por ello también un límite para el 
legislador ordinario que no puede vulnerar los principios constitucionales.

¿Podría el legislador aragonés establecer una norma que pusiera el 
límite de las sustituciones fideicomisarias en cuatro generaciones? Creo 
que ello sí sería posible, de hecho ese es límite que establece el legislador 
navarro en la ley 224.

El principio de orden público no está tanto en el número, dos o cuatro 
generaciones, (acaso mientras no sea excesivo), sino en que haya alguno, 
ya que no se admite en nuestro ordenamiento la vinculación perpetua de 
la propiedad desde las leyes desamortizadoras91.

Por lo tanto, el establecimiento de una sustitución fideicomisaria en 
Aragón que supere el límite previsto en el art. 781 Cc., no es inválida 
como regla. Será el Juez el que, tomando como premisa que sí afecta al 
orden público la vinculación perpetua de la propiedad, valorará la justifi-
cación de la temporalidad en el llamamiento previsto a los particulares92, 
pero la justificación nunca debe ser el art. 781 Cc.

• 	 Censos irredimibles (art. 1608 Cc.) y prohibiciones perpetuas de disponer (art. 785-2 Cc.)

En Aragón no se regulan los censos, partiendo de la premisa de que la 
Comunidad Autónoma sí tuviera competencia para regular esta materia, 
algún autor se pregunta si será posible el pacto entre aragoneses de un 

91	 Vid. en este sentido Vaquer Aloy, (2016), op. cit., pág. 285.
92	 El profesor Lacruz [1988, pág. 297] consideró que solo el legislador podía establecer un 

límite distinto, pero no el causante. No aporta mayores argumentos y, a mi juicio, esta afirmación no 
se corresponde con las premisas de las que parte el maestro, pues el mismo afirma que todo lo que 
puede hacer el legislador aragonés (como luego también afirma Delgado, Serrano y yo misma, por 
no citar a más discípulos de la escuela) pueden hacerlo los aragoneses.
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censo perpetuo e irredimible para el censatario, alegando como funda-
mento de la invalidez el art. 1608 Cc93.

El censo es una prestación periódica dineraria anual, de carácter perpetuo 
o temporal, que se vincula con carácter real a la propiedad de una finca, la 
cual garantiza su pago directa e inmediatamente. La característica esencial de 
los censos es su redimibilidad por voluntad del censatario, así lo fue también 
en los textos aragoneses históricos (Observancia única De iure emphiteutico).

Si este pacto supone una vinculación de la propiedad será inválido ex 
art. 3 CDFA.

Por la misma razón lo será también una disposición testamentaria con 
una prohibición perpetua de disponer impuesta al heredero o legatario.

Debemos recordar que en Aragón la vinculación (Fuero de rebus vincu-
latis) no podía sobrepasar los veinte años.

b. 	Pactos de familia: maternidad subrogada, alimentos

• 	 Gestación por sustitución. Pensemos en un pacto de maternidad subrogada 
por la que una mujer (la abuela del nacido) cede su vientre para que con 
material genético de su hijo y nuera (que no puede gestar) nazca un niño 
que cederá a estos para que lo inscriban como hijo suyo.

Las razones para determinar si este pacto es o no válido, no radican en 
el art. 10 de la Ley estatal 14/2006; si creemos que su aplicación es suple-
toria en Aragón afirmando con ello la competencia legislativa aragonesa 
en esta materia.

Una vez más, el pacto será válido «a menos que» contradiga una norma 
de orden público; esto es, que vaya en contra de la dignidad de la persona, 
o perjudique el interés del menor que, aun no nacido, debe ser relevante.

Pues bien, en nuestro Derecho no está claro que la maternidad por 
sustitución, afecte a orden público. En este sentido se manifiesta Atienza, 
quien afirma, por un lado, que el art. 10 Ley 14/2006 no establece una 
prohibición, sino que fija una condición de nulidad de los contratos, si 
bien, en nuestro caso, ello será irrelevante: el art. 10 no se aplica supleto-
riamente al haber un pacto.

Por otro, y esto sí nos interesa, porque dicho pacto no contradice la 
dignidad humana (como sí ha señalado la sentencia del TS de 6 de febre-
ro de 2016) si, como dice Atienza, un pacto atenta contra la dignidad 
humana cuando «se trata a un ser racional solo como instrumento y no 

93	 Moreu Ballonga, (2017), idem.
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siempre y al mismo tiempo como un fin en sí mismo. ¿Qué razones hay 
para pensar que un niño que nace de esa manera y una mujer gestante van 
a ser tratados necesariamente solo como un medio, o sea, no van a ser 
considerados también como fines en sí mismos? Yo creo que ninguna, o 
ninguna que sea sólida»94.

Pues bien, si admitimos este razonamiento, el pacto será válido en Ara-
gón y en otros Derechos civiles españoles que con competencia en la 
materia no hubieran regulado esta situación, incluida Cataluña. Será nulo 
en los territorios españoles en los que se aplique el Código civil, pero por 
incumplir con una condición de validez de la norma de competencia que 
lo regula, pero no por afectar (siguiendo el argumento de Atienza) a la 
Ética del sistema: común a todo el territorio nacional.

• 	 Renuncia a los alimentos. Una persona que padece una anomalía física 
renuncia a pedir alimentos futuros a un hermano suyo con el que se lleva 
muy mal. Una vez más la validez del pacto, si Aragón tiene competencia 
para regular esta materia, no depende del art. 151 Cc., sino de la Ética del 
sistema.

Si consideramos que es un principio de orden público la solidaridad 
familiar y la prestación de alimentos entre parientes, el pacto no será váli-
do; pero si pensamos que la obligación de garantizar la subsistencia de los 
particulares y en especial de las personas aquejadas de una minusvalía 
debe residir en el Estado, a través de un sistema de pensiones (art. 49 CE), 
tal vez el pacto no contradiga ningún principio, sobre todo, si acaso, el 
legislador aragonés al regular esta materia, pudiera considerar que la obli-
gaciones de alimentos solo debe darse entre ascendientes y descendientes, 
excluyendo a los hermanos: ¿por qué no?

No pretendo con ello decir que esta (o la indicadas en resto de ejem-
plos) sea la solución, sino que el Juez tiene que aplicar el art. 3 CDFA, 
ponderar los principios y, en todo caso, inaplicar la norma del Código civil, 
al cerrar su paso el sistema de fuentes aragonés: art. 1.2 CDFA y 149-3 CE.

III. REFLEXIONES FINALES

Ninguna de estas materias que he puesto como ejemplo las regula el CDFA y 
es muy probable que en ellas tengan competencia las Cortes aragonesas por 
presentar estas instituciones una «conexión suficiente» con el ordenamiento 
civil aragonés que permita abordar su regulación y desarrollo.

94	 Atienza (2019): pág. 30.



La competencia en materia de fuentes del Derecho civil foral o especial...

RDCA-2019-XXV	 125

Si esto es así, y los particulares regulan sus intereses sobre estas cuestiones el 
Derecho supletorio del Estado deja de ser aplicable en Aragón: en estos casos no 
es fuente del Derecho civil aragonés puesto que los particulares anteponen un 
pacto que cierra la entrada de su aplicación en el sistema foral: art. 1.2 CDFA en 
relación con el art. 149-3 CE.

El Juez solo puede y debe estar «a la voluntad de los otorgantes, expresada en 
pactos o disposiciones, siempre que no resulte de imposible cumplimiento, o sea 
contraria a la Constitución o las normas imperativas del Derecho aragonés».

En estos casos, en los que hay ausencia de norma aragonesa, escrita o consue-
tudinaria, el pacto, para ser exigible deberá respetar los límites intrínsecos del 
ordenamiento español: los principios constitucionales que relaciona Ética y 
Derecho, esta es la misión del Juez: ponderar los principios y validar el pacto en 
el sistema a menos que aquel no respete el orden público establecido.

Todo ello demuestra que el Standum es una herramienta de ponderación en 
manos de los Jueces y de los particulares para implementar el «desarrollo» del 
Derecho civil foral aragonés en el marco de sus competencias.
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RESUMEN

La «vida familiar» constituye un Derecho humano y ha sido desarrollada 
legalmente a través de figuras tradicionales como el matrimonio o novedosas, 
como las relaciones de pareja, donde el Tribunal Constitucional español estable-
ce unos parámetros básicos. La regulación autonómica de parejas interacciona, 
además, con dos Reglamentos de la Unión Europea: el Reglamento 4/2009, de 
18 de diciembre de 2008 relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconoci-
miento y la ejecución de las resoluciones y la cooperación en materia de obliga-
ciones de alimentos y el Reglamento 2016/1104 del Consejo de 24 de junio de 
2016 por el que se establece una cooperación reforzada en el ámbito de la com-
petencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en 
materia de efectos patrimoniales de las uniones registradas. De la relación entre 
los Reglamentos y las Leyes territoriales españolas, se generan cuestiones contro-
vertidas a las que se intenta dar respuesta. 

*	 Este estudio se ha elaborado en el marco del Grupo de referencia (S. 15-R17), sobre Investi-
gación y Desarrollo del Derecho civil de Aragón, que está financiado por el Gobierno de Aragón y cofinan-
ciado con Feder 2014-2020 «Construyendo Europa desde Aragón», y cuya I.P. es Carmen Bayod López.
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Efectos patrimoniales de las uniones registradas. Derechos territoriales españoles.

ABSTRACT

Family life is a Human Right and has been developed through traditional figures 
such as marriage or innovative, as couple relationships, where the Spanish Consti-
tutional Court establishes the basic parameters. In addition, the Spanish regional 
regulation of couples interacts with two Regulations of the European Union: Regu-
lation 4/2009 of 18 December 2008, on jurisdiction, applicable law, recognition 
and enforcement of decisions and cooperation in matters relating to maintenance 
obligations and Regulation 2016/1104 of 24 June 2016, implementing enhanced 
cooperation in the area of jurisdiction, applicable law and the recognition and 
enforcement of decisions in matters of the property consequences of registered 
partnerships. The relation between the Regulations and the plural Spanish territo-
rial Law, generates controversial questions to which answers are sought. 

Key words: De facto couples. Registered partnership. Maintenance obligations. 
Property consequences of registered partnerships. Plural territorial spanish Law.
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nes de alimentos. 2. Relaciones patrimoniales de las uniones registra-
das. III. CONCLUSIÓN. IV. BIBLIOGRAFÍA.

I. LA PAREJA EN LOS DERECHOS AUTONÓMICOS

Materializar la vida familiar de dos personas se acomoda a los diferentes marcos 
legales que habilita un ordenamiento jurídico; si el matrimonio es y ha sido la 
institución de referencia para este cometido, a este se le ha añadido la figura de la 
pareja1. Elegido el modo de convivencia, el Derecho establece las reglas para su 
generación y los efectos jurídicos que conlleva la fórmula elegida: formación, dere-

1	 En España, los datos de 2018 que aporta el Instituto Nacional de Estadística cifran el 
número de matrimonios en 9.655.100 mientras que las parejas son 1.625.800, resultando un total 
de 11.280.900; del total, 9.772.200 son (ambos) de nacionalidad española mientras que 1.508.700 
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chos y obligaciones personales y patrimoniales de su vida familiar (tanto entre ellos 
como respecto de los hijos), capacidad para la adopción, efectos de la ruptura del 
vínculo intervivos o mortis causa (derechos sucesorios), obligaciones de alimentos 
o sus consecuencias jurídico publicas (tratamiento fiscal, a los efectos de Seguri-
dad Social o en relación al Derecho de extranjería, entre otros). 

El modelo elegido determina las consecuencias jurídicas previstas legalmente 
con el único límite de que, cualquiera que sea el marco en el que se desarrolle 
la vida familiar, su regulación respete los Derechos Humanos. En este nivel, el 
Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fun-
damentales de 4 de noviembre de 1950, reconoce el respeto a la vida familiar 
(art. 8) y el derecho a fundar una familia (art. 12). Tales derechos se reconocen 
respecto de «la familia» en sentido amplio, esto es, con independencia de cual 
sea la institución reguladora de la vida familiar (matrimonio o pareja, mismo o 
desigual sexo)2. 

La misma concepción extensa «de la familia» (art. 39 CE) es la que mantiene 
el Tribunal Constitucional español (en adelante, TC): «El sentido de estas normas 
constitucionales no se concilia, por lo tanto, con la constricción del concepto de 
familia a la de origen matrimonial, por relevante que sea en nuestra cultura –en 
los valores y en la realidad de los comportamientos sociales– esa modalidad de vida 
familiar. Existen otras junto a ella, como corresponde a una sociedad plural, y ello 
impide interpretar en tales términos restrictivos una norma como la que se contie-
ne en el art. 39.1, cuyo alcance, por lo demás, ha de ser comprendido también a 
la luz de lo dispuesto en los apartados 2 y 3 del mismo artículo»3.

De manera correlativa a la concepción amplia, el Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos (en adelante, TEDH) establece que los efectos jurídicos de los 
diferentes modelos de vida familiar no tienen por qué ser similares ni mucho 
menos idénticos4. Se deja de este manera que sean los Estados los que determi-
nen libremente las consecuencias jurídicas de los distintos modos de articular la 

son (ambos o algún componente) de nacionalidad extranjera (https://www.ine.es/jaxi/Datos.
htm?path=/t20/p274/serie/prov/p01/&file=01018.px).

2	 Vid. Sanz Caballero, S., «El Tribunal Europeo de Derechos Humanos y las uniones de 
hecho» en Repertorio Aranzadi del Tribunal Constitucional, n.o 2, 2003, págs. 2481 a 2498 o Roca Trias, 
E., «Repensar la pareja de hecho» en Manuales de formación continuada, n.º 28, 2004, pág. 408). 

3	 STC 222/1992, de 11 de diciembre (BOE de 19 de enero de 1993)
4	 Decisiones del TEDH de 11 de noviembre de 1986 al caso L./REINO UNIDO, demanda 

11089/84 o de 20 de junio de 1999 en el caso NYLUND/FINLANDIA, demanda 27110/95 («La Cour 
constate que bien que dans certes domaines la rélation de fait entre les concubins soit réconnue, il 
existe toujours des différénces entre les couples mariés et non mariés, en particuler en ce qui 
concerne le statut et les conséquénces juridiques. Le mariage continue d’être caracterisé par un 
ensemble de droits et d’obligations qui le différencient de façon marquée de la situation d’un homme 
et d’une femme qui vivent ensemble»). 
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vida familiar y, en todo caso, que los efectos de una u otra fórmula sean diferen-
tes no supone la vulneración del principio de no discriminación (art. 14)5. 

Queda claro así, que una regulación diferenciada de la pareja y el matrimo-
nio o de otro modelo familiar (o, incluso si no existe regulación de la primera) 
no supone una vulneración de Derechos Humanos, pero tratar ambas institucio-
nes de forma similar (o que se comuniquen solo algunos efectos del matrimonio 
a la pareja), tampoco. 

Del análisis somero de la pluralidad de la normativa española resulta que, con 
ciertas diferencias formales (regulación diferenciada de ambas instituciones en 
sendas normas o que sea una única regulación la que contemple los matrimo-
nios y las parejas), todos los Derechos civiles territoriales españoles establecen 
efectos jurídicos en relación a la pareja6. 

Si se toma como referencia los derechos y obligaciones previstos para el matri-
monio, las diferencias normativas se observan en su grado de extensión a las pare-
jas (mayor o menor), existiendo regímenes donde la equiparación es mínima 
(Código civil) y otros (Galicia) donde existe una asimilación total (incluidas mate-
rias problemáticas como son las relaciones patrimoniales de la pareja o sus dere-
chos sucesorios). Si no existe asimilación en alguna materia concreta (por ejem-
plo, derechos sucesorios), el legislador autonómico puede articular otros efectos 
específicos (como el Derecho de habitación o uso de la vivienda habitual, por 
ejemplo).

Como primer ejemplo de esta situación, el Código del Derecho Foral de Ara-
gón7 opta por la equiparación en relación a la función tutelar (art. 116), la capa-
cidad para adoptar (art. 312) o la obligación de alimentos (art. 313); sin embar-
go, las instituciones se diferencian en relación a los efectos patrimoniales de la 
pareja, que deben ser pactados (arts. 307 y 310) y sus mínimos derechos suceso-
rios (art. 311). 

La Ley Foral 21/2019, de 4 de abril, de modificación y actualización de la 
Compilación del Derecho civil foral de Navarra o Fuero Nuevo8 establece solu-
ciones similares a las vistas en la legislación aragonesa: tratamiento igualitario, 
por ejemplo, en materia de adopción (Ley 58) y un régimen diferente en rela-
ción a los aspectos patrimoniales de la pareja (la Ley 109 solo contempla su 
regulación pactada) y los derechos sucesorios, ya que «En caso de extinción de 

5	 Existe doctrina que basa sus consideraciones en que las diferencias de regulación sí que 
generan discriminación; por todos, vid. Draghici, C. «Equal Marriage, Unequal Civil Partnership: A 
Bizarre Case of Discrimination in Europe» en Child and Family Law Quarterly, 2017, págs. 313 a 328.

6	 Un análisis más pormenorizado en Seoane Prado, J., «Los efectos jurídicos de las parejas 
estables en Aragón», en XXII Encuentros del Foro de Derecho Aragonés, 2012, (accesible en http://www.
eljusticiadearagon.com/gestor/ficheros/_n006011_parejas%20de%20hecho.pdf).

7	 Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo (BOA de 29 de marzo de 2011).
8	 BOE de 8 de junio de 2019.
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la pareja estable por muerte o declaración de fallecimiento de uno de los convi-
vientes, el sobreviviente solo tendrá los derechos sucesorios que se hubieran 
otorgado entre sí o por cualquiera de ellos en favor del otro, conjunta o separa-
damente, por testamento, pacto sucesorio, donación “mortis causa” y demás 
actos de disposición reconocidos en esta Compilación» (Ley 113).

Otras Leyes civiles españolas optan por un modelo de asimilación extensa del 
matrimonio y la pareja, existiendo, incluso, un ordenamiento que utiliza una 
cláusula general de equiparación. La disposición adicional tercera de la Ley 
2/2006, de 14 junio de Derecho civil de Galicia9, expresa que: «2. Tendrán la 
condición de parejas de hecho las uniones de dos personas mayores de edad, 
capaces, que convivan con la intención o vocación de permanencia en una rela-
ción de afectividad análoga a la conyugal y que la inscriban en el Registro de 
Parejas de Hecho de Galicia, expresando su voluntad de equiparar sus efectos a 
los del matrimonio». Con la modificación del texto, el TC ha inadmitido hasta 
en 4 ocasiones los recursos de inconstitucionalidad frente a esta disposición (en 
su redacción original)10 y no se ha planteado ninguno respecto de la redacción 
vigente. En consecuencia, los Tribunales asimilan los efectos de la pareja al 
matrimonio a los efectos de aplicación del Derecho civil de Galicia11.

Siguiendo el mismo patrón extensivo, el art. 9 de la Ley 2/2003, de 7 de 
mayo, reguladora de las parejas de hecho del País Vasco12 extiende los derechos 
sucesorios matrimoniales a las parejas y, paralelamente, los arts. 52 y ss. de la Ley 
5/2015, de 25 de junio, de Derecho civil Vasco13 realiza un tratamiento similar 
del cónyuge viudo y el miembro superviviente de la pareja de hecho. En cuanto 
al régimen patrimonial, el art. 5 de la Ley 2/2003 establece que «A falta de pac-
to expreso el régimen económico-patrimonial de las parejas de hecho reguladas 
en esta ley será el de separación de bienes establecido en el Código civil». 

Como último ejemplo, la Ley 8/2001 de 19 de diciembre de parejas estables 
de Baleares14 establece en su art. 13 que «Tanto en los supuestos de sucesión 
testada, como en los de intestada, el conviviente que sobreviviera al miembro de 
la pareja premuerto tiene los mismos derechos que la Compilación de Derecho 
civil balear prevé al cónyuge viudo» y, en relación a su régimen patrimonial, el 
art. 5.5 dice que «En todas las relaciones patrimoniales, si consta convivencia, 

9	 BOE de 11 de agosto de 2006. La redacción original de esta DA 3.ª («… se extienden a los 
miembros de la pareja los derechos y las obligaciones que la presente ley reconoce a los cónyuges») 
fue modificada por la Ley 10/2007, de 28 de junio. 

10	 Por todas, STC 127/2014, de 21 de julio (BOE de 16 de agosto de 2014).
11	 Por todas, Sentencia de Tribunal Superior de Justicia de Galicia de 21 de octubre de 2014 

(WestLaw, RJ 2014\6672).
12	 BOPV de 23 de mayo.
13	 BOE de 24 de julio de 2015.
14	 BOE de 16 de enero de 2002.



José Javier Pérez Milla

134	 RDCA-2019-XXV

será de aplicación supletoria el artículo 4 de la Compilación de Derecho civil de 
las Illes Balears».

El planteamiento del TEDH sobre la no obligatoria equiparación de conse-
cuencias jurídicas es seguido por el TC español en una Jurisprudencia consolida-
da: «el matrimonio y la convivencia extramatrimonial no son situaciones equiva-
lentes, sino realidades jurídicamente distintas, por lo que, en principio, su 
tratamiento jurídico diferenciado y correlativamente, la diversa atribución de 
derechos y obligaciones no es contraria al Derecho fundamental a la igualdad que 
reconoce el artículo 14 de la Constitución»15. Esta diferenciación de regímenes ha 
sido desarrollada para las parejas por la STC 93/2013, de 23 de abril de 201316. 

Además de la concepción amplia de familia y la no equiparación de efectos, 
el TC añade en esta Sentencia un elemento peculiar que es trascendente en el 
desarrollo normativo de la pareja: el parámetro dispositivo o voluntarista17. 
Según el Tribunal, «Elemento esencial de la constitución de la pareja de hecho 
es, por tanto, su conformación extramuros de la institución matrimonial por 
decisión propia de sus integrantes, adoptada en ejercicio de su libertad personal, 
(…) íntimamente vinculada al libre desarrollo de la personalidad (art. 10.1 CE); 
(…) y esta libertad debe ser respetada por el ordenamiento jurídico en todo 
caso, salvo que su ejercicio concreto pudiera entrar en conflicto con valores 
constitucionales superiores que justificaran su constricción». 

Desde este planteamiento voluntarista, «El problema queda, por tanto, cifra-
do en los límites que la propia esencia de la unión de hecho impone al legisla-
dor»; y la solución es que «únicamente podrán considerarse respetuosos de la 
libertad personal aquellos efectos jurídicos cuya operatividad se condiciona a su 
previa asunción por ambos miembros de la pareja» y «esta libertad debe ser res-
petada por el ordenamiento jurídico en todo caso, salvo que su ejercicio concre-
to pudiera entrar en conflicto con valores constitucionales superiores que justi-
ficaran su constricción»18.

En función de esta doctrina, el TC considera que el principio voluntarista se 
traslada a la normativa de parejas actuando en diversos planos. Así, debe trans-

15	 SSTC 155/1998 de 13 de julio de 1998 (de donde proviene la cita), 180/2001 de 17 de 
septiembre de 2001, 81/2013 de 11 de abril de 2013, 93/2013 de 23 de abril de 2013. 

16	 BOE de 23 de mayo de 2013.
17	 Desarrolla este planteamiento Asúa González, C. I., «La juridificación de las parejas no 

matrimoniales. Análisis de la regulación vasca», en Tiempo de reformas, 1, 2017, págs. 252 a 254.
18	 El carácter voluntarista de la pareja lo diferencia de la figura del matrimonio e imposibilita la 

aplicación de sus normas; como dice la Sentencia del Tribunal Supremo 713/2015, de 16 de diciembre 
de 2015,«constituiría una flagrante violación del principio de la libertad individual, que constituye uno 
de los valores superiores de nuestro ordenamiento jurídico. Pues, si en una sociedad democrática los 
ciudadanos son libres para elegir la forma en la que desean articular su convivencia, unión matrimonial 
o unión extramatrimonial, constituiría una verdadera estafa para la libertad individual si, después de 
optar por la unión extramatrimonial, se les aplicara la regulación jurídica de la unión matrimonial».
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cender en ciertos momentos clave: fundamentalmente, la elección del modelo 
familiar. Por otro lado, hace primar, como regla general, la voluntad de las par-
tes en la generación de determinadas consecuencias. Finalmente, para aquellos 
otros efectos que sean ope legis, el principio se relaja si tales efectos responden a 
un valor constitucional superior. 

Este planteamiento constitucional encuentra traducción operativa en la exis-
tencia de dos tipos de parejas: las de hecho o no reguladas legalmente cuyos 
efectos serán puramente interprivatos y las reguladas, cuyos efectos jurídicos están 
previstos por la Ley, tipología que no siempre encuentran su reflejo en aquella 
normativa autonómica19 que parte de una concepción a-formal de la pareja20. En 
todo caso, en función del planteamiento constitucional, la configuración de una 
pareja de hecho (en sentido estricto) depende de la mera voluntad (expresa o 
tácita) de los componentes; en cambio, la constitución de una pareja regulada 
(por el legislador autonómico) dependerá de los requisitos que señale la Ley. 

La diferenciación entre parejas de hecho y de derecho tiene como consecuencia 
que el legislador no puede aplicar su regulación, automáticamente, a una pareja solo 
porque se produzcan determinados hechos con independencia de cuál sea la volun-
tad de los componentes de la pareja (la existencia de un hijo en común o un plazo 
de convivencia, por ejemplo)21. Por ello, quedan intramuros del marco constitucio-
nal, aquellas normas que supeditan la constitución de una pareja a requisitos «volun-
taristas»: manifestación de la voluntad en escritura pública22, sumisión a un régimen 
jurídico determinado23 o inscripción registral (constitutiva24 o declarativa25). 

Sin embargo, en la realidad normativa española existen ejemplos de constitu-
ción de una pareja «no voluntarista». Llamativa es la regulación en Cataluña que 

19	 Lo que luego se traduce en problemas de adaptación al modelo (el mismo que utiliza el TC) 
que se plantea en el Reglamento 2016/1104 del Consejo de 24 de junio de 2016 por el que se 
establece una cooperación reforzada en el ámbito de la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento 
y la ejecución de resoluciones en materia de efectos patrimoniales de las uniones registradas (en 
adelante, RUR). 

20	 Como ejemplo, Códigos civiles de Cataluña o Aragón.
21	 Tal y como lo estableció la STC 93/2013.
22	 Ley 106 de la Ley Foral 21/2019, de 4 de abril, de modificación y actualización de la Com

pilación del Derecho Civil Foral de Navarra o Fuero Nuevo (BOE de 8 de junio).
23	 Art. 2 de la Ley 18/2001, de 19 de diciembre, de Parejas Estables de las Islas Baleares («se exige la 

sumisión expresa de ambos al régimen establecido por esta») o DA 3.º.2 de la Ley 2/2006, de 14 de junio, 
de Derecho civil de Galicia («expresando su voluntad de equiparar sus efectos a los del matrimonio»). 

24	 Art. 1.2 de la Ley 18/2001, de 19 de diciembre, de Parejas Estables de las Islas Baleares («La 
inscripción en este registro tiene carácter constitutivo»), DA 3.º.2 de la Ley 2/2006, de 14 de junio, de 
Derecho civil de Galicia («que la inscriban en el Registro de Parejas de Hecho de Galicia «) o Art. 3 de 
la Ley 2/2003, de 7 de mayo, reguladora de las parejas de hecho del Pais Vasco («La inscripción de la 
pareja en el Registro de Parejas de Hecho de la Comunidad Autónoma del País Vasco, que se creará al 
efecto, tendrá carácter constitutivo, de modo que a las no inscritas no les será aplicable la presente ley»).

25	 Art. 234-1 CCCat.
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recoge dos causas en las que el Derecho determina la existencia de una pareja: 
«Si la convivencia dura más de dos años interrumpidos» y «Si durante la convi-
vencia, tienen un hijo común» (234-1 C.C. de Cataluña). Con similar tenor, el 
Código civil de Aragón establece que «Se considera que hay pareja estable no 
casada cuando se haya producido la convivencia marital durante un período 
ininterrumpido de dos años» (art. 305). En teoría, se podría plantear que, al 
contravenir los postulados del TC, tales normas pecan de una inconstitucionali-
dad no declarada y, trasladando el problema a las autoridades judiciales, debe-
rían reinterpretarse en clave constitucional26. En la práctica, como esta normati-
va está vigente, es aplicada por los Tribunales27.

En relación a los efectos jurídicos ope legis que articulan los Derechos civiles 
territoriales a favor de uno de los convivientes de una pareja regulada (Derecho 
de habitación, usufructo, alimentos, etc.), la operatividad del principio dispositi-
vo se diluye dado que se considera que los individuos eligen la aplicabilidad de 
los derechos y obligaciones establecidos por el régimen normativo concreto 
cuando seleccionan la pareja «regulada» como fórmula para encauzar su vida 
familiar y porque este principio «voluntarista» queda relajado al responder estos 
efectos a «valores constitucionales superiores» (STC 93/2013). 

En concreto, para la STC 110/2016, de 9 de junio de 201628 no merece tacha 
de inconstitucionalidad la inscripción registral constitutiva (en un análisis que 
focaliza en función de la materia competencial –no civil– de la Comunidad Autó-
noma) y, específicamente, los efectos jurídicos previstos por la norma (en el 
ámbito de las competencias «públicas» de la Comunidad) ya que no infringe el 
principio dado que «al necesitar siempre una previa solicitud voluntaria del par-
ticular no pueden ser considerados contrarios al principio de libre desarrollo de 
la personalidad, en línea con lo razonado en la STC 93/2013»29.

26	 Vid. esta posición defendida por Sánchez-Rubio García, A., «La legislación sobre parejas de 
hecho tras las sentencias del Tribunal Constitucional 81/2013, de 11 de abril, y 93/2013, de 23 de 
abril» en Revista de Derecho Civil Aragonés, n.o 20, 2014, pág. 195.

27	 Por todas, Sentencia de la Audiencia Provincial de Lleida 34/2018 de 22 de enero (Roj: SAP 
L 23/2018).

28	 BOE de 15 de julio de 2016.
29	 La argumentación completa del TC es la siguiente: «Sin embargo, en el ámbito de la Ley 

valenciana de uniones de hecho formalizadas, para que se produzca la mencionada equiparación con 
el régimen de los matrimonios las parejas han tenido que expresar su previa voluntad de constituirse 
como tal unión de hecho formalizada e inscribirse como tal en el Registro administrativo previsto en 
el art. 3 de la Ley 5/2012, ya declarado conforme con la Constitución en el precedente fundamento 
jurídico 7.b), apartado (iii), precisamente para posibilitar la aplicación del régimen jurídico que 
dentro de sus competencias pueda establecer las comunidad autónoma. Esta diferencia con el 
régimen de la Ley Foral de Navarra examinada en la STC 93/2013 hace que en este caso no se 
produzca la vulneración del principio de libre desarrollo de la personalidad denunciada por el 
Abogado del Estado, en la medida en que las parejas que cumplan los requisitos previstos en la Ley 
5/2012 pueden optar libre y voluntariamente entre adscribirse al régimen de la mencionada Ley 
5/2012 (con los efectos que ello conlleva, entre los que se encuentra la equiparación en materia de 
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En otro orden de cosas, es llamativa una de las afirmaciones de esta STC: «des-
provista ya la Ley de todo contenido civil, ese requisito ad solemnitatem que deter-
mina el nacimiento de la unión de hecho al mundo jurídico no puede vulnerar la 
competencia del Estado en materia de legislación civil, que es el único que aquí se 
ha hecho valer. Por otra parte, los efectos reflejos que esa eficacia pueda producir 
en normas estatales no hacen, solo por eso, inconstitucional la previsión». Con esta 
afirmación, el TC se está refiriendo a la operatividad de la territorialidad, que es 
aplicable en toda su extensión en esta Sentencia ya que la competencia de la 
Comunidad Autónoma valenciana sobre las parejas lo es solo a efectos jurídico 
públicos. La misma territorialidad obliga al TC a considerar otros efectos jurídico-
privados que genere la formación de la pareja como «efectos reflejos»30. 

El problema de la territorialidad se puso de manifiesto con crudeza en la STC 
93/2013, de 23 de abril de 201331 donde el TC afirma que «la adopción de normas 
unilaterales o de extensión delimitadoras de los respectivos ámbitos de aplicación 
espacial y personal de la norma en tanto que técnica de solución de conflictos de 
leyes, es, por tanto, una tarea que, en principio, resulta vedada a la actuación del 
legislador autonómico». Y continua en su fundamento: «Quiere ello decir que, en 
este caso, es al legislador foral a quien corresponde determinar el ámbito de apli-
cación de las normas que aprueba si bien tal labor no puede ser realizada al mar-
gen del principio de territorialidad que limita las normas autonómicas». 

El significado de esta argumentación trae a colación fortísimos principios 
constitucionales relacionados con la configuración estatal, donde la delimitación 
del ámbito de aplicación espacial de las legislaciones depende de si la situación 
es jurídico pública o jurídico privada, correspondiendo la competencia a la 
Comunidad Autónoma o al Estado. El TC establece su doctrina clarísima: consi-
dera que el legislador autonómico no puede determinar el ámbito de aplicación 
espacial de su normativa jurídico privada utilizando normas unilaterales o de 
extensión pero puede establecer el ámbito de aplicación de las normas jurídico-
públicas mediante normas de delimitación/definición que no vulneren el prin-
cipio de territorialidad.

El Estado territorial autonómico se fundamenta en el sacrosanto principio de 
territorialidad que no tiene ningún problema teórico en desarrollarse en el 
ámbito de relaciones jurídico públicas (aunque su traducción en el tráfico jurí-
dico obligue a fragmentar las situaciones jurídicas, generando solo situaciones 
homogéneas, sin efectos externos o situaciones ad intra). Esta solución está abso-

«tributos autonómicos) o no hacerlo, permaneciendo entonces al margen de la Ley de uniones de 
hecho formalizadas, también a efectos tributarios».

30	 Sobre la trascendencia (y los desajustes) del principio de territorialidad en esta materia, me 
remito en su totalidad a Pérez Milla, J. J., Conflictos internos de leyes españolas, en la frontera, 2010, esp. 
págs. 69 a 72, 122 y 123 y sobre la trascendencia competencial (delimitación espacial de la compe
tencia) del sistema de solución de conflictos, págs. 143 a 162». 

31	 BOE de 23 de mayo de 2013.
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lutamente vigente en la España de la pluralidad normativa donde normas terri-
toriales generan efectos exclusivamente territoriales; como ejemplo, el Decreto 
203/1999, de 2 de noviembre por el que se regula la creación y el régimen de 
funcionamiento del Registro Administrativo de parejas estables no casadas32 dice 
en su art. 1: «1. Se crea el Registro de parejas estables no casadas, que tendrá 
exclusivamente carácter administrativo (…); 2. La inscripción en dicho Registro 
dará derecho a la aplicación de las medidas administrativas reguladas en (…)». 

En relación a las parejas, la STC 110/2016 aplicó esta regla en relación a la 
Ley (jurídico-pública) de parejas de la Comunidad valenciana: el TC consideró 
que, dado que el Registro de la pareja es un acto jurídico-público (consideración 
trascendente, como se verá infra), su normativa reguladora es territorial y sus 
efectos jurídico-públicos también, pero existen además, otros «efectos reflejos». 

La distorsión del modelo territorial se produce por tales «efectos reflejos»; es 
decir, la actuación registral forma la pareja «valenciana», pero esta situación de 
pareja no puede constreñirse a un territorio. La solución del TC es considerar 
que los efectos jurídicos que pueda tener el acto registral de constitución de la 
pareja quedan al margen de la ecuación territorial por ser meros «efectos refle-
jos». En realidad, este planteamiento se agotó en el caso de Valencia al carecer 
de competencias en materia de Derecho civil. No obstante, el argumento se 
complica en relación a Comunidades forales y por ello, para el caso navarro, la 
STC 93/2013 tuvo que acudir a una doctrina muy asentada desde su Sentencia 
de 72/1983 de 29 julio33. 

En materias de Derecho privado, querer generar situaciones interprivatos 
territoriales es una mera ensoñación ya que las actividades de los sujetos no pue-
den estar limitadas a un territorio sin sufrir una distorsión que las desnaturalice. 
Para solventar estos problemas del modelo territorial de España, que ya se plan-
tearon en la vejez de la época estatutaria, se acude a la formula bilateral (norma 
de conflicto). Y como ocurrió tras las doctrinas estatutarias, el modelo bilateral 
(Derecho interregional, en este caso) muestra su trascendencia para coordinar 
el ámbito espacial de los Derechos privados autonómicos.

De una más que abundante Jurisprudencia constitucional se puede concluir 
que la delimitación del ámbito de aplicación espacial del Derecho civil autonó-
mico queda extraída del ámbito competencial de la Comunidad Autónoma y va 
a depender de las conexiones establecidas por la norma de conflicto estatal. En 
este sentido, la STC 156/1993 de 6 de mayo34 habilitó un mecanismo mediante 
el cual al legislador autonómico se le permitía establecer un ámbito de aplica-

32	 BOA de 15 de noviembre de 1999.
33	 WestLaw Aranzadi RTC 1983\72. Planteamiento que es seguido por la Jurisprudencia (por 

todas, Sentencia 22/2019 del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 14 de marzo –WestLaw, RJ 
2019\2027–).

34	 BOE de 28 de mayo de 1993.
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ción no territorial de su normativa (jurídico privada) siempre que reflejase el 
mismo criterio establecido por la correspondiente norma de conflicto estatal 
(mecanismo de habilitación conflictual y competencial)35. 

Dos apuntes. Primero, es cierto que existen en el Derecho civil navarro (y en 
otros) fórmulas genéricas que hunden sus raíces en la historia del Derecho inte-
rregional («La condición foral de navarro determina el sometimiento al Dere-
cho civil foral de Navarra», dice la Ley 11)36; sin embargo, tales normas no son 
útiles en el tráfico jurídico. Segundo, el problema tradicional de las parejas es 
que no existe una norma de conflicto estatal expresa que pueda ser tomada 
como referencia; aunque, en mi opinión y como se explica infra, dicha ley estatal 
no es estrictamente necesaria. 

Así las cosas, ¿cual ha sido la respuesta del legislador navarro tras la STC 
93/2013?: no definir ningún criterio de aplicabilidad37; entonces, ¿qué conse-
cuencias tiene esta opción del legislador autonómico? La primera es evidente: va 
a evitar que se plantee cualquier duda de inconstitucionalidad en esta materia 
puesto que la normativa navarra deberá ser completada, en cuanto a su aplicabi-
lidad espacial jurídico-privada, por la Legislación del Estado y en relación a su 
aplicación jurídico-pública, por el principio de territorialidad. 

Otras consecuencias son más peliagudas. Una norma autonómica que regule 
las parejas de hecho se refiere, fundamentalmente, a dos aspectos: formación de 
la pareja y sus efectos jurídicos (públicos o privados, en función del ámbito com-
petencial de la Comunidad Autónoma). Desde esta diferenciación fundamental, 
resulta que la normativa sobre el Registro de una pareja es, según el TC, estric-
tamente de naturaleza jurídico-pública y dado su carácter territorial, el legislador 
puede establecer los criterios que considere oportunos puesto que, en todo caso, 
el acto de registro será estrictamente territorial. 

Con estos fundamentos se pueden valorar los distintos criterios de acceso al 
Registro que establecen las normas autonómicas (residencia habitual, vecindad 
civil, empadronamiento, de un sujeto o de los dos o cualquier otro criterio): 
dada la naturaleza jurídico pública del Registro, cualquier criterio que se utilice 
es válido ya que no va a modificar el carácter estrictamente territorial de la 
situación (acto) «administrativa» que se origine. Incluso si no se establece nin-
gún criterio de aplicabilidad espacial, como ocurre en Navarra (aunque habrá 
que esperar a la futura norma que regule el Registro Único de Parejas Estables 
–DF 1.ª–), ello no contravendría la teoría de la territorialidad y cualquier pareja 
podría ir a la Administración autonómica y, cumpliendo los requisitos materiales 
de la Ley 106 (manifestación de voluntad en documento público), solicitar que 
se le inscriba como pareja «navarra». 

35	 Vid. Pérez Milla, J. J., 2010, pp. 119 a 135.
36	 En paralelo a lo dispuesto por el art. 14.1 C.C. 
37	 Al igual que ocurre, por ejemplo, en Aragón.
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Ahora bien, una vez que la pareja realiza el correspondiente Registro38, se 
origina una situación jurídica (pareja) que tendrá efectos públicos y privados. En 
el ámbito jurídico público, la ley autonómica genera algunos efectos relaciona-
dos con la Administración autonómica por lo que sigue operativo el criterio de 
territorialidad: la Comunidad Autónoma podrá determinar aquellos efectos 
jurídico públicos que considere oportunos en su ámbito competencial (fiscali-
dad autonómica, p. ej.). 

Pero los efectos de esta situación también trascienden al exterior del territo-
rio en relación a las materias jurídico públicas de competencia estatal. Aquí, el 
otrora estricto modelo territorial se prostituye a fuerza de la casuística: en ciertos 
casos se produce una aceptación sin más de las parejas autonómicas registradas 
en cualquier Registro (p. ej., a efectos del Derecho de extranjería); en otros 
casos la legislación estatal puede establecer «criterios de homologación» para 
considerar que dicha pareja es tal a los efectos de fiscalidad estatal, seguridad 
social39, etc.

En cuanto a los efectos de una pareja en el ámbito jurídico privado, que no 
pueden ser territoriales, opera la doctrina del TC que considera que la delimita-
ción del ámbito de aplicación espacial escapa de la competencia autonómica y la 
traslada al Estado (art. 149.1.8 CE). Ello ocasiona que habrá que considerar, 
primero, el concreto efecto jurídico-privado que se encause en cada caso concre-
to (representación, obligaciones de alimentos, derechos patrimoniales, suceso-
rios, etc.) y, segundo, de si es aplicable una regulación civil u otra, en función 
del Derecho estatal Interregional.

La separación de ambos planos (materia y conexión interregional) soluciona, 
sin ninguna duda, los conflictos de Leyes internos relacionados, por ejemplo, 
con el matrimonio: los derechos sucesorios del cónyuge de vecindad aragonesa, 
viudo de un causante navarro se determinan por el Derecho aplicable en fun-
ción del art. 9.8 in fine del C.C. que conlleva, fácilmente, la aplicación de la ley 
de la residencia habitual común inmediatamente posterior a la celebración del 
matrimonio (art. 9.2 C.C.). 

Siguiendo este mismo planteamiento respecto de la pareja, será la correspon-
diente norma aplicable encausada (Ley aplicable a su régimen patrimonial, Lex 
sucessionis, etc.) la que determine los correspondientes efectos jurídico privados 
para sus componentes, con independencia de qué Ley haya sido la utilizada para 
la formación de la pareja. Ello significa que los derechos sucesorios de los convi-

38	 Se elude el análisis de las parejas no registradas. 
39	 Por ejemplo, según el art. 221 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el 

que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, será precisa la residencia 
en común durante los últimos 5 años y que la pareja de hecho conste inscrita en un registro oficial o 
en un documento público durante, al menos, los últimos dos años anteriores al fallecimiento.
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vientes se regirán por la Lex sucessionis40, independientemente de si esa pareja es 
«navarra» o «valenciana» y será la Ley sucesoria la que determine las causas de 
indignidad para suceder41 o los derechos del conviviente supérstite («usufructo 
universal de la herencia»42, «ajuar de la vivienda habitual»43 o « residir gratuita-
mente en la vivienda habitual durante el plazo de un año»44 o cualesquiera otro). 

En cuanto a sus efectos patrimoniales de la pareja, el Reglamento 2016/1104 
de 24 de junio de 2016 suscita dudas de aplicabilidad respecto de las parejas 
autonómicas (que se verán infra); por otro lado, se autoexcluye de ser aplicado 
a «conflictos exclusivamente internos» por lo que sus reglas no pueden ser utili-
zadas en conflictos puramente interregionales45. En todo caso, prima en los Tri-
bunales españoles su calificación obligacional46 (contractual o extracontractual)47 
y, en función del art. 16.1 C.C., resultarían aplicables los arts. 10.5 o 10.9 C.C. 

Tratados los pactos patrimoniales como obligaciones contractuales, rige el 
principio de libertad de pactos en toda su amplitud (art. 1255 C.C.) y esta auto-
nomía absoluta es susceptible de alcanzar también al plano conflictual (que solo 
podría haberse limitado del alguna manera, si se hubiese rescatado el límite que 
incluye el art. 10.5 C.C. –«siempre que tenga alguna conexión con el negocio de 
que se trate»–). Una consecuencia de la absoluta operatividad del principio de 
autonomía de la voluntad, es que una pareja autonómica podrá establecer expre-
samente la aplicación de cualquier ordenamiento jurídico como rector de sus 
relaciones interprivatos48. A falta de este pacto sobre la Ley aplicable, se utilizarán 
el resto de conexiones previstas en el art. 10.5 C.C. 

40	 Determinada por el art. 9.8 C.C. (y 16 C.C.) si los conflictos son exclusivamente internos o, en 
otro caso, por el Reglamento 650/2012, de 4 de julio de 2012 relativo a la competencia, la ley aplicable, 
el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones, a la aceptación y la ejecución de los documentos 
públicos en materia de sucesiones mortis causa y a la creación de un certificado sucesorio europeo.

41	 412-3 C.C. Cataluña.
42	 Art. 442-4 C.C. Cataluña.
43	 Art. 311 C.C. Aragón.
44	 Art. 311 C.C. Aragón.
45	 Vid. Pérez Milla, J. J., El espacio del Derecho interregional tras los Reglamentos de la Unión Europea 

sobre familia y sucesiones mortis causa, 2019.
46	 El TJUE ya ha decidido que las relaciones de una pareja de hecho no registrada sí que son 

relaciones interprivatos (materia civil y mercantil) y por tanto, entran en el ámbito de aplicación material 
del Reglamento 44/2001 de 22 de diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento 
y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil en su Sentencia de 6 de junio de 2019, 
A. W. y G. G., as. C-361/18. Por otro lado, las relaciones familiares quedan excluidas tanto del Reglamento 
593/2008 de 17 de junio de 2008 como del Reglamento 864/2007 de 11 de julio de 2007.

47	 Vid. López Jara, M., «Efectos patrimoniales derivados de la ruptura de la pareja de hecho» 
en La Ley. Derecho de Familia, n.o 19, 2018, págs. 19 a 31. 

48	 Quede claro que su eficacia se ciñe a las relaciones de la pareja sin que afecte a otros ámbitos 
externos (eficacia frente a terceros, efectos registrales, etc.). Parece contradecir este principio de 
autonomía de voluntad la Resolución de la DGRN de 7 de febrero de 2013 respecto de un asunto 
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La jurisprudencia española también utiliza las obligaciones no contractuales 
(enriquecimiento injusto, fundamentalmente)49 como criterio de cierre cuando 
la disolución de la pareja (de hecho) no responde a la figura de las obligaciones 
contractuales; así planteado, las relaciones patrimoniales de la pareja se regirán 
por el Derecho que resulte de las conexiones previstas en el art. 10.9 C.C. 

Las obligaciones de alimentos tienen especial trascendencia en relación a las 
parejas autonómicas. La «compensación económica por el conviviente»50, los 
derechos de alimentos, «pensión periódica» o «compensación económica»51, 
«compensación económica por razón de trabajo»52, «compensación económica 
por la parte conviviente perjudicada»53 son algunos de los cuantiosos efectos que 
contemplan los Derechos Territoriales españoles. 

Estos efectos familiares, aunque deriven de una relación de familia, no 
dependen de la relación de base (pareja) sino que se independizan y reciben 
una interpretación autónoma54 y amplia55. La consecuencia inmediata es que 
todos los derechos «patrimoniales» recogidos por los Derechos civiles territoria-
les van a ser calificados como obligaciones de alimentos, a los efectos de aplica-

donde una pareja había realizado un pacto de remisión al régimen matrimonial de gananciales y 
pretende inscribir en el Registro de la propiedad como ganancial un inmueble (donde figura como 
privativo). En realidad, la DGRN acude a dos argumentos a primera vista contradictorios; por una 
parte, «los convivientes podrán pactar entre ellos, que les sean de aplicación las normas que 
disciplinan, en general, los distintos regímenes económicos matrimoniales, y en concreto el de la 
sociedad de gananciales, admitiendo la validez de este pacto» y por otra, «los convivientes no pueden 
pactar que entre los mismos rijan las normas reguladoras de un régimen económico como es el de la 
sociedad de gananciales». Tal contradicción es solo aparente ya que la DGRN realiza la segunda 
afirmación respecto de la eficacia que pudiera tener el pacto concreto en el ámbito registral y 
partiendo de que «resulta difícil extender una organización jurídica basada en el carácter público del 
estatuto conyugal a unas relaciones personales que, desde el punto de vista jurídico –no así desde el 
social–, destacan precisamente por lo contrario», considera que para que tenga efectos registrales, es 
necesario un pacto sobre los bienes considerados individualmente. 

49	 Sentencia del Tribunal Supremo 611/2005 de 12 de septiembre (WestLaw RJ 2005\7148) que 
expresa: «Todo ello lleva ineludiblemente a la aplicación, para resolver tal problema fundamentado 
en la disolución de una unión de hecho, al principio general del Derecho –artículo 1.1 del Código 
civil– y a la figura del enriquecimiento injusto recogida en el art. 10.9 y en el artículo 1887, ambos de 
dicho Código , que siempre servirá como “cláusula de cierre” para resolver la cuestión».

50	 Art. 310 C.C. Aragón.
51	 Arts. 5 y 9 de la Ley 18/2001, de 19 de diciembre, de Parejas Estables. 
52	 Art. 234-9 C.C. Cataluña.
53	 Art. 9 de la Ley 1/2005, de 16 de mayo, de Parejas de Hecho de la Comunidad Autónoma de 

Cantabria.
54	 Vid., por todos, Abarca Junco, A. P. y otros, Derecho internacional privado, 2016, págs. 567 y 568. 
55	 La interpretación autónoma parte de una concepción amplia de lo que son obligaciones de 

alimentos (STJUE de de 20 de marzo de 1997, C-295/95, Farrell/Long). Aunque este concepto lo 
defina en relación al Reglamento de Bruselas I, el Tribunal sigue el canon de la coherencia de 
conceptos para otras normas europeas y también lo adoptará a estos efectos de Ley aplicable.
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bilidad de la normativa europea; entendidos como tal, la concreta Ley aplicable 
a estas obligaciones se determina, incluso a nivel interregional, por el Protocolo 
de La Haya sobre la Ley aplicable a las obligaciones alimenticias de 23 de 
noviembre de 2007 (en adelante POA). 

Hasta aquí, los «problemas» internos que genera el modelo plurilegislativo 
español de parejas. Pero la pluralidad normativa española plantea otras cuestio-
nes peculiares cuando se proyectan a situaciones transfronterizas.

II. LA PAREJA AUTONÓMICA EN DOS REGLAMENTOS  
DE LA UNIÓN EUROPEA

1. Obligaciones de alimentos

La primera cuestión trata sobre los muy cuantiosos derechos de alimentos 
establecidos por distintas regulaciones autonómicas en favor, recíprocamente, 
de los miembros de la pareja o aquellos otros que se deriven de una obligación 
libremente asumida por las partes en el seno de tal relación familiar56. 

El Reglamento 4/2009 de 18 de diciembre de 2008 determina la Ley aplica-
ble en materia de obligaciones de alimentos dado que, específicamente, «se 
aplicará a las obligaciones de alimentos derivadas de una relación familiar» (art. 
1.1) y de ahí su aplicabilidad sin reparos a las parejas. La solución de este Regla-
mento, en materia de Ley aplicable, consiste en una remisión al Protocolo de La 
Haya sobre la Ley aplicable a las obligaciones alimenticias de 23 de noviembre 
de 2007. A su vez, este Protocolo se incorpora como solución para determinar 
«la ley aplicable a las obligaciones de alimentos entre parientes» en el art. 9.7 
C.C. Por tanto, también será la solución interregional dada la remisión del art. 
16 C.C. a esta norma57. 

Así pues, dado que el POA es de aplicación universal (art. 2) y tras la incorpo-
ración por referencia que realiza el legislador español en el art. 9.7 C.C, resulta 
que cualquier conflicto de Leyes en esta materia (tanto interregional como inter-

56	 La aplicabilidad del POA a tales obligaciones se fundamenta en dos argumentos. En primer 
lugar porque tales obligaciones contractuales están excluidas expresamente del Reglamento 
593/2008 de 17 de junio de 2008 sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (art. 1.2.b). En 
segundo lugar, porque «A pesar del silencio del Protocolo sobre este punto, el mismo contiene 
elementos que permiten afirmar que es igualmente aplicable a los contratos relativos a alimentos, en 
la medida en que estos acuerdos se propongan modificar o precisar una obligación derivada de una 
relación de familia» (Bonomi, A., Protocolo de La Haya de 23 de noviembre de 2007 sobre la ley aplicable a 
las obligaciones alimenticias. Informe explicativo).

57	 Vid., más extensamente, Pérez Milla, J. J., 2019, págs. 21 a 31.
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nacional) se soluciona, unitariamente, en aplicación de este Protocolo. Junto a 
ello, la calificación extensa de lo que sean obligaciones de alimentos que compren-
de todas aquellas obligaciones derivadas de una relación familiar aún cuando estas 
se establezcan con la terminación de la relación, resulta que el Protocolo va a tener 
una importancia decisiva para determinar la Ley aplicable ante los numerosos 
derechos de alimentos contemplados por las Leyes autonómicas de pareja.

Si se atiende a las soluciones concretas del POA, resulta que «las obligaciones 
alimenticias se regirán por la ley del Estado de la residencia habitual del acree-
dor» (art. 3.1). Su traslación para resolver conflictos de leyes interregionales no 
genera problemas sino que se adecúa al modelo territorial español puesto que, 
al utilizar el criterio de la residencia habitual, será esta localización la que deter-
mine la aplicabilidad de una u otra normativa. Esta regla sin embargo no será 
operativa si las partes pactan un régimen de Ley aplicable de entre el número 
limitado de normas (art. 8) y, finalmente, no es posible la aplicación de la norma 
especial relativa a los cónyuges y ex cónyuges (art. 5) por referirse solo a las 
situaciones matrimoniales.

Por tanto, será la Ley de la residencia habitual del acreedor de alimentos la 
que determine las consecuencias a efectos del derecho a alimentos, incluidas las 
que surjan con su finalización (y, evidentemente, con independencia de cómo 
sean establecidas estas obligaciones en la ley de constitución de la pareja) y sin 
que la vecindad civil (art. 16.1.1 C.C.) pueda matizar esta conexión; de hecho, la 
vecindad civil solo sería operativa si la conexión fuese la nacionalidad española, 
que no es el caso. 

Por otra parte el POA también es operativo en conflictos de Leyes mixtos 
(transfronterizos e interregionales). Aplicado el Protocolo a una situación inter-
nacional, cuando designe como aplicable la Ley española, se deberá seleccionar 
el concreto Derecho territorial aplicable a las obligaciones alimenticias en fun-
ción del art. 16 del POA. Su párrafo 2 recoge como primera regla la operatividad 
del modelo de remisión indirecta (subsidiario) «para determinar la ley aplicable 
en virtud del Protocolo, cuando un Estado comprenda dos o más unidades terri-
toriales»: «a) si en dicho Estado existen normas en vigor que determinen como 
aplicable a la ley de una unidad territorial, se aplicará la ley de dicha unidad». Y 
si se carece de dicha normativa, la letra b) establece soluciones subsidiarias.

En relación a esta función de individualización, la doctrina encarga esta tarea 
al Derecho interregional. Lástima que el Derecho español solo contempla una 
regla que solo resuelve la cuestión si está relacionada con la nacionalidad espa-
ñola (art. 16.1.1 C.C.). Cuando la conexión del POA es otra distinta de la nacio-
nalidad española (como pudiera ser la residencia habitual o la lex fori), la res-
puesta es que no existen normas específicas que permitan concretar qué 
Derecho español es el aplicable por lo que España queda como uno de los siste-
mas previstos en el art. 16.2.b) del Protocolo («en ausencia de tales normas…»), 
lo que permite aplicar las soluciones subsidiarias previstas en el texto («… se 
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aplicará la ley de la unidad territorial determinada según las disposiciones del 
apartado 1»). 

Tales reglas subsidiarias son de sencilla adaptación en el sistema plurilegisla-
tivo español. Así, la utilización del criterio de la residencia habitual permite 
concretar con facilidad un Derecho territorial español aplicable, pues será seña-
lado directamente por la conexión («cualquier referencia a la residencia habi-
tual en ese Estado se interpretará, en su caso como una referencia, a la residen-
cia habitual en la unidad territorial pertinente» –art. 16.1c–). 

Quede claro que en ningún caso cabe tergiversar esta solución (p. ej. en 
supuestos donde el acreedor tuviese la nacionalidad española) redefiniendo la 
conexión del POA en función de la vecindad civil del sujeto. Y ello por tres moti-
vos: primero, porque el Derecho interregional (aplicable como método indirec-
to para concretar el Derecho territorial aplicable), vuelve a ser el POA (art. 16 y 
9.7 C.C.) que reitera la conexión de la residencia habitual. Segundo, porque 
(aun cuando el acreedor fuese nacional español), la conexión interregional de 
la vecindad civil solo es operativa cuando se utilice el vínculo de la nacionalidad, 
que no es el caso. Finalmente, porque la utilización de la vecindad civil en estos 
casos, no generaría sino una desigual solución dependiendo de si la situación 
jurídica es internacional o interregional.

Por último, señalar como curiosidad que la aplicabilidad del POA en esta mate-
ria supone asumir la competencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
(en adelante TJUE) en la interpretación del POA cuando se solucionen conflictos 
de leyes mixtos; incluso, dada la amplitud con que está contemplada esta compe-
tencia, en relación a conflictos de leyes exclusivamente internos (excluidos en 
principio del POA, pero que el legislador ha incorporado como solución interre-
gional). En este sentido dice el TJUE, «la interpretación de una disposición del 
Derecho de la Unión58 puede resultar pertinente en los casos en los que, a pesar 
de que los hechos del litigio principal no estén directamente comprendidos en el 
ámbito de aplicación del Derecho de la Unión, las disposiciones de este ordena-
miento hayan sido declaradas aplicables por la legislación nacional, que se atiene, 
para resolver situaciones cuyos elementos están circunscritos al interior de un 
único Estado miembro, a las soluciones adoptadas por el Derecho de la Unión»59.

2.	 Relaciones patrimoniales de las uniones registradas

La segunda materia a considerar son las relaciones patrimoniales de la pareja. 
El Reglamento 2016/1104 del Consejo de 24 de junio de 2016 por el que se 
establece una cooperación reforzada en el ámbito de la competencia, la ley apli-

58	 Y el POA lo es, dado que es la solución a la remite el Reglamento 2016/1104.
59	 Vid. esta posición del TJUE en sus Sentencias de 20 de diciembre de 2017, Sahyouni, 

C‑372/16, de 12 de mayo de 2016, Sahyouni, C‑281/15 o de 18 de octubre de 2012, Nolan, C‑583/10.
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cable, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en materia de efectos 
patrimoniales de las uniones registradas (en adelante, REPUR) establece las 
soluciones de Ley aplicable en sus arts. 20 a 35.

Las soluciones de Ley aplicable del Reglamento encajarían adecuadamente 
como conexiones para la solución de conflictos de la diferentes Leyes españolas, 
dado que se utilizan criterios afines a la territorialidad (residencia habitual, fun-
damentalmente). Pero este Reglamento plantea otras cuestiones centrales rela-
cionadas con su aplicabilidad a las parejas reguladas por los distintos Derechos 
(civiles y no civiles) españoles.

La norma de la Unión Europea ha partido de una diferenciación clave entre lo 
que es una pareja de hecho y una pareja «institucionalizada», que es la que preten-
de regular; como dice el Considerando 16, «debe establecerse una distinción entre 
las parejas cuya unión se halla institucionalmente sancionada mediante su registro 
ante una autoridad pública y las parejas vinculadas por uniones de hecho. Aunque 
algunos Estados miembros regulan este último tipo de unión, esta debe disociarse 
de las uniones registradas, cuyo carácter oficial permite tener en cuenta su especi-
ficidad y proceder a su regulación en el Derecho de la Unión».

Establecido el objeto a normar, los efectos patrimoniales de las uniones regis-
tradas, el legislador europeo descarta regular cualquier aspecto material de lo 
que sea tal unión registrada, respetando la competencia de los Estados miem-
bros sobre este asunto. Como dice el Considerando 17: «el contenido real de este 
concepto debe seguir regulándose en el Derecho nacional de los Estados miem-
bros. Ninguna de las disposiciones del presente Reglamento deberá obligar a los 
Estados miembros cuyo ordenamiento jurídico no contemple la institución de la 
unión registrada a establecer dicha institución en su Derecho nacional». Cohe-
rentemente, el art. 1.2.b) del REPUR excluye de su ámbito de aplicación la cues
tión de la existencia, validez y reconocimiento de la unión registrada.

A los efectos de delimitar el ámbito de aplicación, el REPUR se refiere siem-
pre a «unión registrada» y para concretar su significado recurre a la técnica del 
artículo definitorio; de acuerdo con el art. 3.1.a), por unión registrada se entien-
de el «régimen de vida en común de dos personas regulado por ley, cuyo regis-
tro es obligatorio conforme a dicha ley y que cumple las formalidades jurídicas 
exigidas por dicha ley para su creación». También definirá qué son los efectos 
patrimoniales como el «conjunto de normas relativas a las relaciones patrimo-
niales de los miembros de la unión registrada entre sí y con terceros, como 
resultado de la relación jurídica creada por el registro de la unión o su disolu-
ción» (art. 3.1.b) y el Reglamento se extenderá a cuestiones como la administra-
ción, capacidad de disposición sobre los bienes, liquidación o efectos frente a 
terceros (art. 27). 

Por tanto, la clave de diferenciación de lo que sean parejas «institucionalmen-
te sancionada(s)», la encuentra en el art. 3.1.a) que exige la concurrencia de tres 
requisitos: primero, que la pareja esté «regulada por ley», es decir que no sea una 
situación de hecho; segundo, que «cumple las formalidades jurídicas exigidas 
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por dicha ley para su creación», o sea, la Ley de formación de la pareja; y el ter-
cero, donde no solo exige que la pareja esté registrada, sino «cuyo registro es 
obligatorio conforme a dicha ley». La dificultad estriba en el significado que se 
le de a tal expresión, de lo que dependerá la eventual aplicabilidad del REPUR 
a las parejas reguladas en el Derecho español.

En la (muy escasa) doctrina española que analiza esta cuestión, se asimila 
Registro «obligatorio conforme a dicha ley» a Registro obligatorio para la pare-
ja, es decir, constitutivo; en función de ello, se considera que el Reglamento 
solo se podría aplicar a las parejas registradas en las CC.AA. cuyo Registro tiene 
tal carácter y no sería aplicable ni a las parejas españolas no registradas ni a 
aquellas registradas en función de una normativa cuyo Registro es meramente 
declarativo60.

Como se ha visto supra, de las Leyes autonómicas sobre parejas, el Registro es 
constitutivo en 8 CC.AA. (Baleares, País Vasco, Galicia, Andalucía, Cantabria, Extre-
madura, Madrid y Valencia) mientras que en otras 9 su carácter es declarativo (Ara-
gón, Cataluña, Navarra, Murcia, Castilla-La Mancha, La Rioja, Castilla y León, Cana-
rias y Asturias). Pero además del carácter constitutivo o declarativo del Registro, en 
España habrá que tener en cuenta la diversa tipología de Registros, ya que pueden 
ser autonómicos, municipales61 o de una ciudad autónoma e incluso existen Regis-
tros autonómicos sin Ley autonómica sobre parejas (caso de La Rioja).

Otros autores españoles optan por una interpretación que centra el foco de 
aplicabilidad en si existe una «unión registrada» sin ofrecer argumentos sobre 

60	 «Solamente las uniones extramatrimoniales nacidas a partir de legislaciones en las que la 
inscripción en un registro público es obligatorio, podrán incluirse en el ámbito de aplicación del 
Reglamento» (Soto Moya, M., «El Reglamento (UE) 2016/1104 sobre régimen patrimonial de las 
parejas registradas: algunas cuestiones controvertidas de su puesta en funcionamiento en el sistema 
español de Derecho internacional privado» en Revista electrónica de estudios internacionales, N.º 35, 
2018, p. 22) o «a simple vista el carácter constitutivo parece deducirse de la literalidad del artículo 3.1 
letra b) en su apartado final» (Espiñeira Soto, I., «Uniones de hecho y Reglamento Europeo sobre 
Uniones Registradas», 2019, accesible en https://www.notariosyregistradores.com/web/secciones/doctrina/
articulos-doctrina/uniones-de-hecho-y-reglamento-europeo-sobre-uniones-registradas/); la opción por el Registro 
constitutivo también se observa en el Dictamen 30/2017, de 23 de febrer. Projecte d’ordre per la qual s’aprova 
el Reglament del Registre de parelles estables de Catalunya (accesible en https://portaljuridic.gencat.cat/
pjcdic/es-ct/cja/dic/2017/02/23/30).

61	 Los efectos de inscripción en uno u otro Registro son diferentes como señala la Sentencia del 
Tribunal Superior de Justicia de Galicia de 19 de octubre de 2018 (Westlaw RJ 2018\6008): «La 
inscripción en un registro municipal de parejas de hecho no suple la exigencia de la inscripción 
constitutiva en el Registro de Parejas de Hecho de Galicia tras la creación de este; (…) la disposición 
adicional tercera de la LDCG/2006 consagra dos clases al menos de uniones more uxorio: «una, la que 
equipara al matrimonio, esto es, la pareja de hecho que conviviendo con la intención o vocación de 
permanencia en una relación de afectividad análoga a la conyugal inscriba en el Registro de Parejas 
de Hecho de Galicia la declaración formal de su constitución; y otra, la que no equipara al matrimonio, 
a saber, la pareja de hecho que manteniendo esa misma relación marital con intención o vocación de 
permanencia, prescinde de su formalización constitutiva en el susodicho Registro, y que precisamente 
porque prescinde es por lo que no merece (al legislador gallego) ser equiparada al matrimonio».
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cuestiones como el requisito de «obligatoriedad» previsto en el art. 3.1.a) REPUR 
o la existencia de diferentes «tipos» de Registros (únicos, autonómicos, munici-
pales, etc.)62. Serrrano Nicolás entiende que «no se trata de que se exija la 
inscripción obligatoria –ni menos la constitutiva– por la normativa aplicable del 
Estado miembro, o su unidad territorial, que, además, deberá tener competencia 
en materia civil, pues las CC.AA. que no la tengan podrán establecer diversos 
efectos, pero no los civiles, ni tampoco, por ello, los patrimoniales –Cdo. (18)– 
de administración cotidiana y liquidación. Se trata a mi entender de que estén 
institucionalmente reconocidas y que, además, puedan inscribirse, no que el 
registro sea obligatorio para reconocerlas, sino que los propios integrantes pue-
dan y quieran registrarse, pues podrán ser pareja incluso con efectos internos 
pero no a los que contempla el REPUR»63. 

En todo caso, cualquiera de estas interpretaciones (Registro constitutivo o 
pareja registrada) despiertan alarmas en relación a la diferenciación de regime-
nes (aplicabilidad del Reglamento o no) al que van a quedar sometidas las pare-
jas con la consiguiente desprotección al que quedarán abocadas ciertas familias 
(art. 39 CE) y la eventual contradicción con el principio de igualdad de todos los 
españoles (art. 14.1 CE). 

La utilización constante de «unión registrada» en el Reglamento, como con-
cepto autónomo, parece requerir su definición definitiva mediante una futura 
Sentencia del TJUE que realiza esta labor en función de una interpretación 
teleológica y sistemática a la vista del contexto, los objetivos perseguidos y, fun-
damentalmente, en atención a los criterios contenidos en la materia concreta 
(regulación) de la que se trate64. Como no se ha producido (todavía) una inter-

62	 Quiñones Escámez, A., «Problemas generales de Derecho internacional privado en los 
nuevos Reglamentos Europeos en materia de regímenes matrimoniales y efectos patrimoniales de las 
uniones registradas», Cursos de Derecho internacional y Relaciones internacionales de Vitoria-Gasteiz, n.o 1, 
2018, pág. 284, entiende la aplicación del RUR si «la unión se ha formalizado ante la autoridad 
pública de acuerdo a los requisitos legales previstos para el nuevo modelo familiar alternativo 
regulado en el territorio». Sin embargo, esta posición no es definitiva, porque también dice la autora 
que «las uniones de pareja de las CC.AA. podrán encontrar dificultades de encaje por cuanto cabe 
pensar que el registro es constitutivo, creador de un determinado estado civil o estatuto de pareja, y 
que el registro no consista en una mera inscripción administrativa». Rodríguez Benot (aunque sin 
referirse a la regulación autonómica de las parejas) utiliza el parámetro del Registro de la pareja sin 
ambages de modo que el ámbito de aplicación del Reglamento es extendería cuando «la unión esté 
registrada ante una autoridad pública establecida por la Ley de un Estado» (Rodríguez Benot, A., 
«Los efectos patrimoniales de los matrimonios y de las uniones registradas en la Unión Europea» en 
Cuadernos de Derecho transnacional, vol. 11, n.o 1, 2019, pág. 15).

63	 Serrano de Nicolás, Á., «Los matrimonios y las parejas de hecho sujetas al Derecho catalán 
y los Reglamentos Europeos 2016/1103 y 2016/1104» en Vintenes Jornades de Dret català a Tossa: Els 
Reglaments europeus i l’evolució del Dret català de contractes, família i successions, 20-21 setembre 2018, Tossa 
de Mar (accesible en http://civil.udg.edu/tossa/uploads/files/entradas//serrano-de-nicolas.pdf.) y 
La Notaría, núm. 3, 2018, págs. 3 y 4.

64	 Como ejemplo de la pertinencia de tal interpretación, entre otras muchas, SSTJUE de 6 de 
junio de 2018, Tarragó da Silveira, C‑250/17, de 13 de octubre de 2016, Mikołajczyk, C‑294/15, de 
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pretación auténtica, cabe intentar un análisis desde los mismos parámetros que 
utilizaría el TJUE.

Específicamente en relación con los conceptos autónomos, el Tribunal 
considera que «de las exigencias tanto de la aplicación uniforme del Derecho 
de la Unión como del principio de igualdad se desprende que el tenor de 
una disposición del Derecho de la Unión que no contenga una remisión 
expresa al Derecho de los Estados miembros para determinar su sentido y su 
alcance normalmente debe ser objeto en toda la Unión de una interpreta-
ción autónoma y uniforme»65. La definición autónoma de conceptos persigue 
la finalidad de «garantizar la aplicación uniforme»66 y se realiza considerando 
«por una parte, a los objetivos y al sistema de dicho Reglamento y, por otra, 
a los principios generales que se deducen de todos los sistemas jurídicos 
nacionales»67. 

La primera clave para este análisis es considerar que el Reglamento descarta 
incidir en la regulación material de lo que sea una unión registrada (Conside-
rando 17) o de los modelos regulatorios de la vida familiar de cada Estado. Ello 
se traduce en que la norma europea no tiene interés en establecer qué carácter 
debe tener un Registro (constitutivo o declarativo, judicial o administrativo), ni 
va a afectar a otras cuestiones «registrales» como qué inscripciones debe conte-
ner tal Registro, ni se exige publicidad sobre cuáles sean las relaciones patrimo-
niales de la pareja, ni sus efectos frente a terceros. Tampoco valorará si un Esta-
do ha optado por un modelo territorial que genere efectos territoriales a las 
situaciones de pareja o que estos sean de tipo personal. 

Es más que improbable que el TJUE encuentre fundamentos en cualquiera 
de estos elementos para determinar la aplicabilidad del REPUR porque cual-
quier cuestión relacionada con la naturaleza jurídico pública (administrativa) 
del Registro autonómico o que sea judicial en Francia o la peculiaridad española 
según la cual los efectos jurídico públicos que se originen son territoriales, per-
tenecen al ámbito estatal.

Reconsiderando el significado de «registro obligatorio conforme a dicha ley», 
resulta que en los antecedentes para la elaboración del REPUR, el Libro Verde 
sobre el conflicto de leyes en materia de régimen matrimonial68 definía la pareja registra-
da como la «convivencia de dos personas que viven en pareja y que han registra-
do esta unión ante una autoridad pública establecida por la ley de su Estado 
miembro de residencia». En este antecedente, se consideraba que la pareja 

11 de junio de 2015, Fahnenbrock, C‑226/13, C‑245/13, C‑247/13 y C‑578/13, de 19 de enero de 
2006, de 16 de enero de 2014, Schmid, C‑328/12. 

65	 STJUE de 18 de octubre de 2016, Nikiforidis, C‑135/15.
66	 STJUE de 7 de julio de 2016, Hőszig, C‑222/15.
67	 STJUE de 3 de octubre de 2013, Schneider, C‑386/12.
68	 COM(2006) 400 final.
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debía estar registrada no en cualquier Registro sino en un Registro ante una 
«autoridad pública». En el mismo sentido, el Considerando 16 se refiere a una 
unión «institucionalmente sancionada mediante su registro ante una autoridad 
pública», siendo este uno de los objetivos de la norma europea. 

El concepto de autoridad pública sí que es repetidamente utilizado en la 
Unión Europea y sus características se puede derivar fácilmente del concepto de 
«documento público» que recoge el art. 3 REPUR como aquella autoridad públi-
ca u otra autoridad facultada a tal fin por el Estado miembro de origen habilita-
da para emitir documentos cuyo contenido y firma sean auténticos. Por tanto el 
elemento central es la existencia de una autoridad (registral) habilitada para 
formalizar un documento auténtico. 

Aunque el REPUR ha descartado la regulación material de lo que sea una 
unión registrada por autoridad pública, ello no impide buscar los mismos efectos 
que tiene una «unión registrada» aunque por la vía de los efectos que debe gene-
rar la intervención de la autoridad registral. Esto es, exactamente, lo que hace el 
art. 3.1.a) del Reglamento: requiere que la actuación de la autoridad registral 
formalice una pareja que tenga los efectos propios que le son inherentes a la auto-
ridad pública; más en concreto, que el «registro» (entendido como la inscripción 
o asiento) de la formación de la pareja vincule y obligue («es obligatorio») en el 
Estado donde se haya procedido a la inscripción («conforme a dicha Ley»). 

Quede claro que el registro de la existencia de la pareja es lo que tiene que 
generar efectos obligatorios, sin que sea necesario considerar los efectos que 
pudiera producir cualquier otra inscripción registral. Por ello, no incide en la 
aplicabilidad del REPUR si para un ordenamiento (Francia) la inscripción regis-
tral de los pactos patrimoniales que realiza la pareja es susceptible de generar 
efectos frente a terceros o si en otro (España) no son posibles estos efectos por-
que la regulación del Registro no los contempla (por falta de publicidad de los 
asientos registrales o por carecer de eficacia sustantiva o cualquier otra causa). 
El Reglamento opera con una mecánica diferente: una vez que la norma euro-
pea sea aplicable a la «unión registrada», la norma establece las soluciones de 
Ley aplicable contemplando soluciones diferenciadas en relación a si la inscrip-
ción es oponible frente a terceros o no (art. 28). 

En definitiva, el REPUR delimita su aplicabilidad respecto de una pareja 
«cuyo registro es obligatorio conforme a dicha ley» significando que la inscrip-
ción de la unión debe producir efectos jurídicos obligatorios según la Ley (auto-
nómica) de formación de la pareja. La obligatoriedad de los efectos tiene una 
proyección dual y atañe tanto a la formación de la pareja como a las consecuen-
cias jurídico públicas y privadas que desencadene tal situación familiar. 

Específicamente, la obligatoriedad de las consecuencia jurídicas se vincula 
con otro de los objetivos del Reglamento: regular los efectos de las «relaciones 
patrimoniales de los miembros de la unión registrada entre sí y con terceros, 
como resultado de la relación jurídica creada por el registro de la unión o su 
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disolución» (art. 3.1.b)69. Por ello, si el Reglamento tiene como objeto la regula-
ción de las relaciones patrimoniales de la pareja, el análisis de la «obligatorie-
dad» registral debe ir dirigido no solo sobre la existencia de la pareja sino, 
específicamente, en función de este objetivo del REPUR. Así, se erige como 
cuestión clave si la inscripción de una pareja en el correspondiente registro auto-
nómico genera, obligatoriamente, efectos en el ámbito del Derecho privado70.

Esta comprobación de la doble obligatoriedad no es sencilla en el muy com-
plicado Estado Autonómico donde la respuesta debe considerar la combinatoria 
producida porque los efectos pueden ser jurídico privados o públicos, depender 
competencialmente de la Legislación autonómica o estatal y, espacialmente, 
pueden extenderse al territorio autonómico o estatal.

En el modelo español autonómico, las normas reguladoras de los Registros de 
parejas coinciden en su carácter administrativo y, conforme al parámetro de la 
territorialidad, solo pueden producir efectos jurídico-públicos en el territorio 
autonómico. Este carácter jurídico-público de los Registros administrativos auto-
nómicos se traslada a la naturaleza a sus inscripciones, que son meramente infor-
mativas y carecen, por ello, de la eficacia sustantiva de los Registros civiles que 
descansan en la presunción de integridad (exactitud y legalidad) de los asientos. 
La ausencia del carácter sustantivo se extendería también a otros efectos, de mane-
ra que una inscripción de un Registro administrativo no puede generar efectos 
obligatorios en el tráfico jurídico (efectos patrimoniales). Es más, la competencia 
autonómica sobre tales Registros se fundamenta exactamente en este carácter 
informativo pues si tuviesen una eficacia sustantiva civil, serían competencia del 
Estado (–»ordenación de los registros e instrumentos públicos» –art. 149.1.8 CE–). 

Dada la naturaleza administrativa de la inscripción registral, el resultado de 
este modelo es que ni la existencia ni los efectos de una pareja serían «obli-
gatorios» dada la naturaleza administrativa de la inscripción registral, lo que 
imposibilitaría la aplicabilidad del REPUR a las parejas de hecho registradas 
en los Registros autonómicos españoles. Desde esta perspectiva, es coherente 
que Espiñeira solicitara la creación de un Registro, que solo puede ser esta-
tal, con eficacia sustantiva que acredite la existencia de la pareja71. Pero esta 

69	 Como dice el Considerando 51, «Debe abarcar los efectos patrimoniales de la unión 
registrada sobre la relación jurídica entre cualquiera de sus miembros y un tercero». Su redacción es 
prácticamente idéntica a cómo se regula el régimen económico matrimonial por el Reglamento 
2016/1103 del Consejo, de 24 de junio de 2016, por el que se establece una cooperación reforzada 
en el ámbito de la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en 
materia de regímenes económicos matrimoniales

70	 Esta cuestión debe considerar también que los distintos tipos de Registros territoriales 
(autonómico general, municipal, etc.) no siempre generan efectos jurídicos privados equiparables 
(por ejemplo, equiparación de efectos patrimoniales), con independencia de que esa misma 
inscripción pueda generar efectos en el ámbito jurídico-publico estatal (p. ej. a efectos de prestaciones 
sociales). Vid. Auto TS de 26 septiembre 2013 (WestLaw JUR 2013\332742).

71	 Propuesta a la vista del Libro Verde sobre el conflicto de leyes en materia de régimen matrimonial, Vid. 
Espiñeira Soto, I., «El notario ante las parejas de hecho con elemento internacional: incidencia de 
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conclusión, impecable desde el punto de vista de la seguridad jurídica, no puede 
ser definitiva. 

Sobre los efectos privados que produce un Registro administrativo, es impres-
cindible acudir a la STC 7/2019 de 17 enero72 y a su voto particular, donde se 
valora la constitucionalidad de la Ley 10/2017, de 27 de junio73 que creaba un 
Registro electrónico de voluntades digitales. Este análisis es pertinente por ser 
situaciones análogas ya que, como en el caso de los Registros de parejas autonó-
micas, es un Registro administrativo susceptible de producir efectos civiles. Y es 
exactamente por esta causa (la producción de efectos jurídico privados), por la 
que el TC declaró la inconstitucionalidad de la regulación catalana por vulnera-
ción del marco de distribución competencial en materia de ordenación de regis-
tros públicos (art. 149.1.8 CE). 

En función de su Jurisprudencia muy consolidada: «Esta atribución compe-
tencial al Estado se realiza sin exclusión, restricción o limitación alguna, por lo 
que ha de entenderse que abarca por completo el régimen de los registros públi-
cos en los que se inscriban actos de naturaleza o con trascendencia jurídica 
civil»; y señala el Tribunal que «no es el título competencial del art. 149.1.8 CE 
(en lo relativo a la ordenación de los registros públicos), sino la materia en cada 
caso comprometida, la que determina la distribución de competencias para la 
ordenación del correspondiente Registro administrativo de que se trate». 

Pero, por otro lado, el TC conoce que esta competencia estatal no es exclu-
yente sino que «las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus competen-
cias, pueden crear registros administrativos (…). Nada impide, en efecto, que las 
Comunidades Autónomas puedan crear esos registros, como instrumentos admi-
nistrativos ligados a una competencia propia, en la medida en que las competen-
cias autonómicas de que se trate “puedan verse facilitadas mediante la existencia 
de tales instrumentos de publicidad y de control” (STC 87/1985, FJ 3)». En la 
práctica, la división que intenta el TC provoca que «los registros públicos a que 
se refiere el art. 149.1.8 CE, cuya ordenación es competencia exclusiva del Esta-
do, “son los referentes fundamentalmente a materias de derecho privado, como 
se infiere de su contexto y no a otros registros que [...] aunque tengan repercu-
siones en ese campo del Derecho, tienen por objeto materias ajenas a él”». 

La diferenciación del Tribunal Constitucional no es jurídicamente consisten-
te, especialmente en relación a los Registros de parejas, porque si un Registro 
tiene carácter jurídico público debería imperar el principio de territorialidad y 
sus inscripciones carecerían de trascendencia jurídico-civil. El TC salva in extremis 

la legislación autonómica. Especial referencia a los efectos patrimoniales-directos. Ecuador, un punto 
de partida para una exposición práctica», en La notaria, n.o 42, 2007, págs. 175 y 176.

72	 WestLaw RTC\2019\7.
73	 Ley (de Cataluña) de las Voluntades digitales y de modificación de los libros segundo (LCAT 

2010\534) y cuarto (LCAT 2008\607) del Código civil de Cataluña (BOE de 21de julio de 2017).
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el modelo entendiendo que un Registro administrativo autonómico no genera 
sino solo constata la existencia de una situación jurídico privada (la pareja) y sus 
efectos civiles serían «repercusiones en ese campo del Derecho» (o, utilizando la 
expresión de la STC 110/2016, «efectos reflejos»). 

Esta inconsistencia será el objeto principal del voto particular discrepante de 
Roca Trías que documenta la existencia de numerosos Registros autonómicos 
administrativos con «repercusiones» civiles que no invaden competencias estata-
les: Registro de asociaciones, de fundaciones, de patrimonios protegidos y, claro 
está, el Registro de parejas estables. La magistrada también desarrolla la idea de 
lo que la STC 87/1985 considera ser instrumentos de publicidad y de control, 
discurriendo unos planteamientos que son muy adecuados para valorar la «obli-
gatoriedad» que genera un Registro autonómico. Este Registro administrativo 
«solo publicita o da a conocer la existencia o inexistencia de tales (actos), pero 
no declara o reconoce derechos subjetivos de algún tipo, ni existe función cali-
ficadora alguna del registrador en orden al control de legalidad del acto de ins-
cripción en su condición de funcionario público del Registro. Se trata, en defi-
nitiva, de una institución jurídica que tiene por finalidad proporcionar seguridad 
al tráfico mediante la toma de razón de una manera oficial de los actos (…) y su 
publicidad mediante los oportunos certificados».

En todo caso, tanto la Sentencia como el voto particular coinciden en que el 
Estado de las Autonomías existen Registros administrativos autonómicos, regula-
dos por normas cuyo objetivo es «la toma de razón de una manera oficial de los 
actos» y que generan «repercusiones» civiles consecuencia de tal inscripción. 
Estos datos dejan claro que la inscripción de la existencia de una pareja será un 
acto oficial de una autoridad pública (y que, como se explica infra tendrá efectos 
jurídicos según los Derechos civiles españoles) lo que coincide con el objetivo 
primero de la normativa europea de regular uniones formalizadas ante autori-
dad pública («unión registrada»). 

Quede claro que el REPUR solo requiere efectos obligatorios respecto de la 
inscripción de la existencia de la pareja; por ello no es problema que tales Regis-
tros administrativos autonómicos no generen substantividad sobre otros tipos de 
inscripciones que puedan afectar al tráfico jurídico. En relación a estos otros 
asientos (específicamente, efectos patrimoniales frente a terceros pero también 
otros como el carácter privativo de la vivienda habitual, p. ej.), resulta que la 
trascendencia de los Registros españoles autonómicos es solo jurídico adminis-
trativa y por ello sus inscripciones son meramente informativas. Frente a ello, los 
Registros estatales (propiedad, p. ej.) están dotados de eficacia sustantiva y a sus 
inscripciones se les presume integridad (exactitud y legalidad). Aunque es cierto 
que de la combinatoria de estos registros con efectos diferentes, resulta que 
cualquier operativa jurídica donde se impliquen los ordenamientos españoles 
tenderá hacia la complejidad que es la antesala de una cierta inseguridad, ello 
no obsta para que el Reglamento haya paliado alguno de los efectos perversos, 
por ejemplo, regulando materialmente en qué casos se debe invocar una u otra 
regulación del régimen patrimonial frente a terceros (art. 28).
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El registro obligatorio (art. 3.1.a REPUR) también encuentra reflejo en el plano 
de los efectos jurídico civiles, que también son obligatorios. Así, formalizada la 
pareja con su inscripción en el Registro autonómico, los efectos jurídico-patri-
moniales de la pareja (efectos civiles «reflejos»), serán determinados por la Ley 
civil encausada (disolución, alimentos, sucesiones,…) siendo pacífico que todas 
las Leyes civiles reconocen efectos jurídico-privados a una situación de pareja 
(con independencia de que sean mayores o menores) y los Tribunales españoles 
aplican el correspondiente régimen patrimonial contemplado por la pluralidad 
de Leyes civiles españolas74.

Hay que tener en cuenta que la ausencia de competencia civil de ciertos terri-
torios no impide conseguir el objetivo de regular «todos los aspectos de Derecho 
civil de los efectos patrimoniales de las uniones registradas»75. Es cierto que en 
el Estado español, la competencia en materia de Derecho civil (art. 149.1.8 CE) 
diferencia entre Comunidades que regulan los aspectos patrimoniales (civiles) 
de la pareja y otras que se ciñen a sus efectos jurídico públicos. Pero también es 
cierto que esta diferenciación es relativa porque en aquellas Comunidades autó-
nomas que han desarrollado normas sobre «uniones registradas» sin tener com-
petencia sobre Derecho civil, los efectos patrimoniales serán los (por ahora 
escasos) que determine el régimen del Código civil.

III. CONCLUSIÓN

A la vista del estudio del concepto autónomo de «unión registrada», se infie-
re que la inscripción de la pareja en un Registro autonómico es un acto realizado 
ante la autoridad pública correspondiente y de la que se derivan unos efectos 
jurídico-patrimoniales «obligatorios» según los distintos Derechos civiles territo-
riales españoles, cualquiera que sea la Ley autonómica que ampare dicha forma-
lización. Al concurrir estos dos factores, se cumple con el requisito de que el 
registro de la pareja sea «obligatorio conforme a dicha ley» (art. 3.1.a REPUR) y 
en consecuencia, permite afirmar la aplicabilidad del Reglamento 2016/1104 de 
24 de junio de 2016 en materia de efectos patrimoniales de las uniones registra-
das autonómicas españolas.

El análisis anterior no considera los vaivenes del oportunismo político que 
pueden afectar a esta materia. Nada impediría al Estado utilizar el título compe-
tencial correspondiente del art. 149.1.8 CE y dictar una Ley sobre parejas que 

74	 Esta aplicación no solo es constante en la práctica judicial, sino que cualquier inaplicación es 
contraria al art. 39 CE. 

75	 Considerando 18.
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estableciera normas específicas de conflicto interregionales, sus efectos patrimo-
niales y sucesorios o, a los efectos que nos interesa, un Registro estatal de parejas.

En función también de la oportunidad, tampoco produciría extrañeza jurídica 
que el TC considerará que conformar una situación de pareja es un efecto civil y 
no administrativo, a lo que se añadiría la aplicabilidad del régimen patrimonial 
que de ello resulta, y que no puede depender de una inscripción registral autonó-
mica o que esta posibilidad solo se permita a Comunidades forales. Aunque bien 
es cierto que no parece que si el TC optara por estos planteamientos, pudiera salir 
incólume de las inconsistencias estatales, autonómicas y territoriales que existen 
en relación a estos peculiares Registros administrativos autonómicos. 

Si, olvidando lo político nos ceñimos a lo jurídico, la situación «líquida» de 
las parejas en el modelo de Estado autonómico está causada por las numerosas 
opciones abiertas que conlleva el propio modelo de Estado (territoriales, legales, 
orgánico-administrativas, etc.), lo que se traduce no solo en elevados gastos de 
información sino, lo que es más grave, en un halo de inseguridad jurídica que 
afecta, fundamentalmente, a los componentes de la pareja y cuál sea su situación 
jurídico-patrimonial. 

No puede olvidarse que las situaciones familiares necesitan de una estabili-
dad que hace inapropiados los golpes de timón jurídicos y tampoco debe olvidar-
se que TJUE fundamenta sus Resoluciones, constantemente, en un principio 
fundamental como es la seguridad jurídica. Tampoco desde este punto de vista 
sale bien parado el Estado autonómico.

La solución que se ofrece en este análisis tiene, considero, elementos muy a 
su favor: responde al criterio de «registro obligatorio» que solicita el REPUR, 
hace operativa la igualdad de todos los españoles ante la ley, procura una protec-
ción homogénea del modelo familiar y le evita al Estado actuar, una vez más, 
sobre la configuración territorial de España, inactividad que parece ser objetivo 
fundamental para cualquier gobierno de este país.
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RESUMEN

En las recientes reformas que ha sufrido la Ley Concursal (RDL 4/2014 de 
5 de septiembre y Ley 17/2014, de 20 de septiembre) se ha abordado la regula-
ción de segunda oportunidad del deudor persona natural Este trabajo presenta 
un análisis preliminar de las reglas sobre segunda oportunidad y exoneración de 
deudas del deudor individual y su extensión al cónyuge del concursado en el 
marco del consorcio conyugal.

Palabras clave: persona natural, concurso individual, consumidor, derecho de 
la insolvencia, segunda oportunidad, consorcio conyugal aragonés.

1	 Este trabajo se ha llevado a cabo en el marco del Grupo de Investigación «De Iure» (s-26-17R), 
del Gobierno de Aragón, dirigido por el Prof. Dr. D. Juan Francisco Herrero Perezagua.
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ABSTRACT

Recent reforms of the Bankruptcy Act (RDL 4/2014 of 5 September and Law 
17/2014 of 20 September) have addressed the regulation of the fresh start for 
individual debtors. The article presents a preliminary analysis of the rules on 
fresh start and debt relief for individual debtors and the extension of the exone-
ration to the insolvent debtor’s spouse on the Aragonese marriage consortium.

Key words: natural person, personal bankruptcy, consumer, bankruptcy act, 
fresh start, discharge, aragonese marriage consortium.
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I. INTRODUCCIÓN

El 26 de junio de 2018 apareció publicada una noticia en el Heraldo de Aragón 
en la que bajo el título «Casi dos centenares de ciudadanos aragoneses se han 
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acogido a la Ley de Segunda Oportunidad2», se daba cuenta de que «entre junio 
de 2016 y el mismo mes de 2018, hasta 191 personas insolventes se habían acogi-
do a la Ley que permite exonerar a particulares y autónomos del pago de deudas 
a sus acreedores siempre que se demuestre que, previamente, han actuado de 
buena fe e intentado un acuerdo con los acreedores para aplazar la deuda». 
Paralelamente, se han ido publicando las primeras resoluciones judiciales en las 
que se decide sobre las solicitudes de exoneración de pasivo insatisfecho, de cuya 
lectura se desprende una tendencia de nuestros tribunales manifiestamente 
decidida a su apreciación3, de la cual también se han hecho eco profusamente 
distintos medios de comunicación4.

No hay duda de que nos encontramos ante una materia de enorme transcen-
dencia práctica, tanto para el propio deudor concursado que obtiene la condo-
nación de parte de su deuda como para todo su ámbito familiar, dada la posible 
extensión del beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho al cónyuge casa-
do en régimen legal de gananciales u otro de comunidad. Para tal supuesto, la 
norma exonera de la tramitación de una declaración de concurso al cónyuge del 
deudor concursado.

En este trabajo se intenta analizar la incidencia que puede tener esta nueva 
situación en los concursos de acreedores en los que el deudor concursado es una 
persona física (empresario o no) casada en régimen de consorciales, centrándo-
nos especialmente en la cuestión de si el régimen de segunda oportunidad pue-
de incidir en la decisión de su cónyuge de optar por la disolución del régimen 
consorcial.

2	 https://www.heraldo.es/noticias/aragon/2018/06/20/.
3	 No exenta de críticas. En este sentido Cuena Casas, M., La «desmadrada» aplicación judicial 

del régimen de segunda oportunidad puede perjudicar el funcionamiento del mercado del crédi-
to, Blog Hay Derecho, Expansión, http://hayderecho.com (5 de junio de 2018). Más detallada-
mente, Cuena Casas, M., «La generosa aplicación judicial del régimen de segunda oportunidad y 
su posible impacto en el mercado del crédito», en El Notario del siglo XXI: Revista del Colegio Notarial 
de Madrid, n.º 80, 2018, págs. 34 a 39.

4	 «La vida de José y su familia se complicó cuando este perdió su empleo como comercial en la 
industria farmacéutica. El matrimonio, con tres hijos, decidió vender la casa e irse de alquiler. Sin la 
mochila de una hipoteca, todo sería más fácil. Pero no fue así y las deudas no dejaron de crecer. Aho-
ra, el Juzgado de Primera Instancia 5 de Dos Hermanas (Sevilla) les ha liberado de sus deudas banca-
rias al concederles el llamado «beneficio de exoneración de pasivos» el matrimonio llegó a acumular 
una deuda de 90.000 euros en pequeños préstamos y tarjetas», elpais.com/politica/2018/01/16/
actualidad/1516105385_695184. Otra noticia portada del diario El Norte de Castilla y que ocupaba 
íntegramente las páginas 2 y 3 del periódico, se refiere a un procedimiento en el que, finalmente y 
con carácter firme, un Juzgado ha resuelto, aplicando la Ley de mecanismo de Segunda Oportunidad, 
que un matrimonio quede exonerado del pago de una deuda contraída con diversos acreedores por 
importe de más de un millón de euros. Sobre el tema https://elderecho.com/segunda-oportunidad
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II. CONCURSO DE ACREEDORES Y CONSORCIO CONYUGAL

1.	 Tratamiento del concurso de acreedores de uno de los cónyuges5  
en el Código de Derecho Foral de Aragón y en la Ley Concursal

Conforme al artículo 245 del Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del 
Gobierno de Aragón, por el que se aprueba, con el título de «Código del Derecho Foral de 
Aragón», el Texto Refundido de las Leyes civiles aragonesas (en adelante CDFA)6, «el 
consorcio concluirá por resolución judicial, a petición de uno de los cónyuges, 
en los casos siguientes: f) Haber optado por la disolución del consorcio en caso 
de concurso de acreedores del otro cónyuge con inclusión de los bienes comu-
nes en la masa activa, conforme a la legislación concursal». Por tanto, en caso de 
declaración de concurso de uno de los cónyuges, la disolución del consorcio no 
es automática. Es una opción del cónyuge del concursado que tiene un presu-
puesto: la inclusión de bienes comunes en la masa activa. 

El legislador aragonés remite a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal (en ade-
lante, LC), de 9 de julio, para determinar si existe tal presupuesto. La «masa acti-
va» del concurso está constituida por el conjunto de bienes del concursado que 
por no tener el carácter de inembargables, quedan afectos al pago de los créditos 
de los acreedores concursales, los cuales se integran en la denominada masa pasi-
va del concurso. El artículo 76 de la Ley Concursal establece que «constituyen la 
masa activa del concurso los bienes y derechos integrados en el patrimonio del 
deudor a la fecha de la declaración de concurso y los que se reintegren al mismo 

5	 Como recuerda la RDGRN 24 de septiembre de 2010, al interpretar un Auto de declaración de 
concurso instado por las personas físicas y cónyuges M. J. G. I. y E. P. A. T. no cabe el concurso de la socie-
dad conyugal. «No teniendo en nuestro Derecho la sociedad conyugal personalidad jurídica, no puede 
instarse su declaración de concurso. El artículo 25.3 de la Ley Concursal sí contempla expresamente la 
posibilidad de que, una vez declarados en concurso ambos cónyuges, la administración concursal de cual-
quiera de ellos pueda solicitar del Juez la acumulación al procedimiento del concurso del otro cónyuge». 
Ciertamente no contempla expresamente la Ley Concursal la posibilidad de solicitud conjunta de concur-
so, es decir, desde el inicio del procedimiento. Esta posibilidad solo se prevé cuando el concurso es «nece-
sario», en los supuestos contemplados en el artículo 3.5 de la Ley, esto es, en situaciones de confusión de 
patrimonios entre los deudores, o, siendo estos, personas jurídicas, formen parte de un mismo grupo con 
identidad sustancial de sus miembros y unidad en la toma de decisiones. Sin embargo, la práctica judicial 
ha admitido una interpretación extensiva de los supuestos en que procedería una declaración conjunta 
del concurso de ambos cónyuges, no solo en supuestos de concurso necesario, sino incluso en supuestos 
de concurso voluntario, decidiendo de oficio el Juez competente.

6	 Su precedente se encuentra en el art. 63.b de la Ley de Régimen Económico Matrimonial de 
2003, que preveía la disolución del consorcio por decisión judicial a petición de un cónyuge cuando el 
otro fuera declarado en quiebra o en concurso de acreedores. El legislador aragonés, en al año 2006, al 
aprobar la Ley de Derecho de la persona, aprovechó para modificar el artículo 63 de la Ley de régimen 
económico matrimonial. Explica el Preámbulo de la Ley que la modificación persigue adaptar el pre-
cepto aragonés a lo dispuesto en la Ley concursal. Su disposición final segunda suprime del artículo 
63.b de la Ley de régimen económico matrimonial la referencia a la declaración de concurso (de modo 
que ahora el precepto solo menciona como causa de disolución el «haber sido el otro cónyuge conde-
nado por abandono de familia») e introduce una nueva letra f. referida al concurso de un cónyuge. 
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o adquiera hasta la conclusión del procedimiento». El artículo 77 establece una 
regla especial para el caso del concurso de persona casada disponiendo que la 
masa activa «comprenderá los bienes y derechos propios o privativos del concursa-
do», estos bienes se incluirán siempre, de acuerdo con el principio de responsabi-
lidad patrimonial del artículo 1911 CC., cualquiera que sea el régimen económico 
conyugal pactado entre los cónyuges. Sin embargo, el artículo 77 LC también 
sanciona que «si el régimen económico del matrimonio fuese de sociedad de 
gananciales o cualquier otro de comunidad de bienes, se incluirán en la masa, 
además, los bienes gananciales o comunes cuando deban responder de las obliga-
ciones del concursado». Esta integración de los bienes en la masa activa, que solo 
se da en los casos de regímenes económicos conyugales de gananciales o de comu-
nidad y no en el de separación de bienes, lleva consigo la necesidad de determinar 
en qué casos el patrimonio común responde de las deudas del concursado. Por 
tanto, los bienes comunes no se integran en la masa activa en todo caso, sino que 
es necesario que deban responder de las deudas del concursado, pues así lo esta-
blece el citado artículo 77 LC. Para ello habrá que estar a lo pactado entre los 
cónyuges o a lo que se prevea legalmente para cada régimen de comunidad, en 
nuestro caso a la normativa sobre consorcio conyugal.

Esta norma se completa con lo dispuesto en el artículo 82.1 LC, que se ocupa 
de la formación del inventario de la masa activa, y que establece que en caso de 
concurso de persona casada en régimen de gananciales o cualquier otro de comu-
nidad de bienes «se incluirán en el inventario la relación y el avalúo de los bienes 
y derechos privativos del deudor concursado, así como las de los bienes y derechos 
gananciales o comunes, con expresa indicación de su carácter». Por último, y con-
forme al artículo 86.4 LC, bajo el rótulo de «Reconocimiento de créditos» se dis-
pone que «cuando el concursado fuere persona casada en régimen de gananciales 
o cualquier otro de comunidad de bienes, la administración concursal expresará, 
respecto de cada uno de los créditos incluidos en la lista, si solo pueden hacerse 
efectivos sobre su patrimonio privativo o también sobre el patrimonio común7».

En todo caso, como establece el artículo 49 de la LC al determinar los efec-
tos de la declaración de concurso sobre los acreedores, «declarado el concurso, 
todos los acreedores del deudor, ordinarios o no, cualquiera que sea su nacio-
nalidad y domicilio, quedarán de derecho integrados en la masa pasiva del 
concurso, sin más excepciones que las establecidas en las leyes». Añade en el 
párrafo 2 de este precepto que «en caso de concurso de persona casada en 
régimen de gananciales o cualquier otro de comunidad de bienes, se integra-
rán en la masa pasiva los créditos contra el cónyuge del concursado, que sean, 
además, créditos de responsabilidad de la sociedad o comunidad conyugal».

7	 La reforma de la Ley Concursal, llevada a cabo por la Ley 38/2011, de 10 de octubre, supri-
mió la polémica mención contenida en el apartado primero del artículo 84. Se mantiene, por el 
contrario, la alusión al concursado persona casada que contenía el art. 86 LC «Reconocimiento de 
créditos», si bien, el antiguo 86.3 para a ocupar el apartado 4.
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2.	 Las opciones del cónyuge del deudor concursado

De lo dispuesto tanto en el art. 245 CDFA como en el art. 77.2 LC, se despren-
de que, a diferencia de lo que ocurría con arreglo a lo dispuesto en el antiguo 
63 f) de la Ley 2/2003, de 9 de febrero, de régimen económico matrimonial y viudedad 
(en adelante, Lrem) y en el art. 1993 del Código civil (en adelante, CC.), la mera 
declaración de concurso no es presupuesto suficiente para solicitar la disolución 
del consorcio. En la actualidad, en el Derecho aragonés, solo podría ejercerse la 
opción por la disolución cuando se incluyan en la masa activa del concurso de 
un cónyuge bienes comunes. 

A pesar de la diferencia de redacción, la mayoría de la doctrina ha advertido, 
con razón, como esto significa que, siempre que se declare el concurso de una 
persona casada en régimen de comunidad, podrá su cónyuge solicitar la disolu-
ción del consorcio, porque siempre se van a incluir en la masa activa bienes 
comunes. En efecto, si el presupuesto requerido en el artículo 77 LC para atri-
buir al cónyuge la facultad disolutoria es que los bienes comunes se hayan inclui-
do en la masa, ello sucederá siempre que haya insolvencia del cónyuge concur-
sado, puesto que los bienes comunes responden de las obligaciones del 
concursado (directa e ilimitadamente cuando se trata de las deudas de respon-
sabilidad común, pero también de deudas privativas del cónyuge concursado, 
aunque sea entonces de manera subsidiaria y limitada al valor que le correspon-
de al cónyuge sobre los bienes comunes [artículo 224 CDFA]). Como se ha 
observado, «para que los bienes comunes no deban responder de ninguna deu-
da del concursado haría falta que, siendo todas deudas privativas, tuviera bienes 
privativos suficientes para hacerles frente, pero entonces no habría insolvencia8».

III. LA DISOLUCIÓN DEL CONSORCIO EN EL MARCO DEL CONCURSO 
DE ACREEDORES

1.	 La solicitud de disolución

La disolución es por tanto una opción del cónyuge del concursado que pue-
de ejercitar bien desde el momento de la declaración de concurso, bien en un 
momento anterior para el caso que la solicitud de declaración de concurso sea 
estimada (art. 245 CDFA). La disolución de la comunidad conyugal se adopta 
por decisión o resolución judicial, pero la petición del cónyuge del concursado 

8	 Parra Lucán, M.ª A., «Concurso de acreedores y consorcio conyugal», en Actas de los Decimo­
novenos Encuentros del Foro del Derecho Aragonés, El Justicia de Aragón, Zaragoza, 2010, págs. 107 a 154, 
pág. 108. Serrano García, J. A., «El concurso de acreedores y los regímenes forales de comunidad 
de bienes…», cit., pág. 78.



Segunda oportunidad del deudor persona natural y consorcio conyugal aragonés...

RDCA-2019-XXV	 163

obliga al juez del concurso a acordar la disolución9. El momento en que la diso-
lución será eficaz viene determinado en el artículo 247 CDFA. Será el de la fecha 
fijada en la resolución judicial, o, en su defecto, la fecha de la resolución en que 
se acuerde (art. 247 CDFA), si bien, en el párrafo 2 del mismo artículo se señala 
que «el Juez podrá retrotraer los efectos de la disolución hasta el momento de 
admisión a trámite de la demanda, pero quedarán a salvo los derechos adquiri-
dos por terceros10». 

De los artículos 8 y 21.1.7.º LC se deduce que la petición de disolución de la 
comunidad matrimonial y la posterior liquidación y división podrán hacerse en 
el mismo procedimiento concursal, en pieza separada, y deberá llevarse a cabo 
con la intervención de la administración concursal11. Además, el artículo 77.2 in 
fine LC establece que la disolución se llevará a cabo «de forma coordinada con 
lo que resulte del convenio o de la liquidación del concurso». Pero, en todo caso, 
la liquidación del régimen económico se tramitará con arreglo a lo dispuesto en 
las normas civiles (arts. 261 y ss. CDFA) y sus resultados se reflejarán en la masa 
activa o pasiva del concurso. 

2.	 Liquidación del consorcio

A petición de cualquiera de los cónyuges o partícipes, la liquidación de la 
comunidad conyugal disuelta comenzará por un inventario del activo y pasivo 
del patrimonio consorcial (artículo 261 CDFA)12. En el activo se incluirán todos 
los bienes y derechos que se hallen en poder de los cónyuges o partícipes al 

9	 Serrano García, J. A., «El concurso de acreedores y los regímenes forales de comunidad de 
bienes…», cit., págs. 89 y 91.

10	 En todo caso, iniciado el proceso en que se haya solicitado la disolución del consorcio, cual-
quiera de los cónyuges podrá solicitar la formación de inventario y, a falta de acuerdo entre los cón-
yuges, el Juez señalará las reglas que deban observarse en la administración y disposición de los bienes 
comunes. En defecto de acuerdo entre los cónyuges, se requerirá autorización judicial para todos los 
actos que excedan de la administración ordinaria (art. 246 CDFA).

11	 Una vez declarado el concurso, el concursado carece de capacidad para realizar por sí mismo 
la liquidación, pues el artículo 40 de la LC establece restricciones a la libre disposición y administra-
ción de los bienes por parte del concursado, debiendo ser integrada su capacidad por la administra-
ción concursal en los términos del régimen de intervención o suspensión acordado. La omisión de la 
intervención de la administración concursal complementando la capacidad del concursado en la 
realización de actos dispositivos que afecten a su patrimonio puede llevar aparejada la nulidad del 
acto, al amparo del art. 40.7 de la LC. En este sentido la Sentencia de la Audiencia Provincial de Bar-
celona, sección 15, de 5 de febrero de 2009, declaró la nulidad de un convenio regulador de los 
efectos de divorcio aprobado por sentencia por no haber autorizado la administración concursal el 
consentimiento del esposo concursado.

12	 Sobre la determinación del activo y del pasivo del consorcio, Biesa Hernández, M.ª C., «La 
regulación de la ejecución de bienes inmuebles consorciales en el Código del Derecho Foral de 
Aragón», en Revista de Derecho Civil Aragonés», XIX, 2013, págs. 43 y ss., págs. 51 a 56.
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tiempo de formalizarlo y que, real o presuntivamente13, sean comunes, así como 
aquellos de igual naturaleza que se pruebe que existían al cesar la comunidad 
matrimonial, los créditos de la comunidad contra terceros, y los derechos de 
reembolso de la comunidad contra los patrimonios privativos de los cónyuges 
(artículo 262 CDFA). En el pasivo se incluirán, además de las deudas pendientes 
de cargo o responsabilidad de la comunidad, contraídas por uno u otro cónyuge 
o por los dos, los reintegros debidos por la comunidad a los patrimonios privati-
vos de los cónyuges (artículo 263 CDFA). 

A.	 Liquidación ordinaria

Si el inventario del activo y pasivo de la comunidad conyugal arroja un saldo 
positivo se siguen los trámites de la llamada «liquidación ordinaria» (art. 265 
CDFA), de manera que se detraen las aventajas (art. 266 CDFA.) y se procede a la 
división y adjudicación del caudal remanente entre los cónyuges o sus respectivos 
herederos por mitad o en la proporción y forma pactadas (artículo 267 CDFA). 

Es en este momento en el que se puede ejercitar el derecho de cada cónyuge a 
que incluyan con preferencia en su lote, sin perjuicio de las compensaciones que 
procedan, distintos bienes o grupos de bienes entre los que no se incluye la vivienda 
habitual pues no existe previsión expresa en tal sentido en la legislación aragonesa, 
si bien, la doctrina entiende que sería también de aplicación lo dispuesto con carác-
ter general en el artículo 78.4 LC14, que previne que cuando la vivienda habitual del 

13	 Sobre la libertad de pacto y la presunción de comunidad, ver Bayod López, C., «Bienes co-
munes y privativos en el consorcio conyugal aragonés (Ley 2/2003 de 12 de febrero, de régimen 
económico matrimonial y viudedad)», en Homenaje al profesor Lluis Puig Ferriol, Tirant lo Blanch, Va-
lencia, 2006, págs. 275 y ss.

14	 Como señala Serrano García, «la norma concursal establece un derecho de atribución prefe-
rente a favor del cónyuge del concursado sobre la vivienda habitual del matrimonio, y, al hacerlo, está 
modificando las reglas civiles sobre división y adjudicación de los bienes comunes tras su liquidación, 
cosa que el legislador estatal no puede hacer respecto de las legislaciones civiles autonómicas por 
falta de competencia legislativa, lo que ha llevado a algunos autores a considerar que solo sería de 
aplicación a los matrimonios regidos por el Derecho civil estatal (vid., por todos, Domínguez Luel-
mo, A., «art. 78-4 LC», en Comentarios a la Legislación concursal, t. I, Ed. Lex Nova, Valladolid, 2004, pág. 
1602; y Cuena Casas, 2008, págs. 320-321). No obstante, como la medida lo que busca es permitir la 
exclusión de la vivienda de la masa activa del concurso, es decir, anteponer los derechos de un cón-
yuge (en realidad, de la familia que habita en la vivienda) a los intereses de los acreedores, permitien-
do que si se ejercita este derecho la vivienda sea inembargable por los acreedores privativos del cón-
yuge concursado, creo que se puede defender también que se trata de una norma procesal de 
aplicación general; aunque la técnica del artículo 78-4 LC es mala y no favorece esta interpretación, 
puede entenderse que es como si en realidad hubiera dicho que, si en la división de los bienes comu-
nes se hubiera adjudicado, en todo o en parte, la vivienda habitual del matrimonio al cónyuge con-
cursado, podrá el otro excluirla del concurso abonando su precio a la masa activa ». Serrano García, 
J. A., «El concurso de acreedores y los regímenes forales de comunidad de bienes…», op. cit., pág. 96, 
nota 6. En el mismo sentido se pronuncia Parra Lucán: «¿Es aplicable la Ley concursal en Aragón 
cuando la vivienda sea consorcial y se den los presupuestos exigidos por el precepto? La cuestión es 
dudosa, ya que la Ley de régimen económico matrimonial solo regula un derecho de adjudicación 
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matrimonio tuviese carácter ganancial o les perteneciese en comunidad conyugal y 
procediere la liquidación de la sociedad de gananciales o la disolución de la comu-
nidad, «el cónyuge del concursado tendrá derecho a que aquella se incluya con 
preferencia en su haber, hasta donde este alcance o abonando el exceso». 

Si la liquidación de la comunidad conyugal es positiva, tal resultado se refle-
jará en el concurso pues lo adjudicado al cónyuge concursado se integrará defi-
nitivamente en la masa activa del concurso y de la masa pasiva desaparecerán 
todos los acreedores del concursado por deudas comunes ya pagados en la liqui-
dación de la comunidad. Por lo que se refiere al cónyuge del concursado, reci-
birá, en su momento, su lote de bienes comunes15, que siguen afectos a la respon-
sabilidad por deudas comunes, aún contraídas por el otro, si en el futuro 
apareciera alguna no tenida en cuenta en la liquidación (artículo 268 CDFA).

Ahora bien, hay que tener en cuenta que esta regulación debe conjugarse 
con la previsión establecida en la legislación concursal de que la liquidación se 
realice de manera coordinada con lo que resulte del convenio o la liquidación. 
Si el objeto de la liquidación es, precisamente, determinar qué cuota de los bie-
nes gananciales corresponde al concursado para sobre ellos hacer efectivo el 
pago de los créditos, parece lógico que la liquidación del régimen sea previa a la 

preferente de la vivienda en el caso de disolución mortis causa del consorcio al cónyuge que sobrevi-
ve. Pero en mi opinión, puesto que, como explicaré con más detalle más adelante, el artículo 63 de 
la Ley de régimen económico matrimonial se remite a la ley concursal de una manera amplia en lo 
que se refiere a la disolución del régimen consorcial en caso de concurso de un cónyuge, cabe enten-
der que sí debe reconocerse al cónyuge aragonés la facultad de adjudicación preferente establecida 
en el artículo 79 de la Ley concursal. En definitiva, la ley aragonesa no regula la disolución-liquida-
ción consorcial sino por remisión a la ley concursal: en consecuencia, es el régimen de esta el que 
debe aplicarse en su integridad. Posiblemente esta sea la solución que se imponga en la práctica, no 
tanto por razones de técnica jurídica como por el juego de intereses que están presentes. La norma 
parece razonable y acertada, y siempre que los acreedores puedan cobrar sin disponer de la vivienda 
habitual, no se ve la razón para imponer una enajenación de la vivienda para pagar las deudas. Parra 
Lucán, M.ª A., «Concurso de acreedores y consorcio...», op. cit., pág. 110.

15	 «La Ley concursal reconoce al cónyuge la facultad de optar por la disolución del consorcio, 
pero ello no significa que el cónyuge tenga derecho inmediato a que se le adjudiquen los bienes 
(en el caso de que hubiera un remanente, cfr. artículo 85 de la Ley de régimen económico matri-
monial). Esta afirmación se justifica por lo siguiente: 1.º.– Los acreedores comunes pueden oponer-
se a que se haga la partición hasta que se les pague o afiance (el artículo 88 de la Ley de régimen 
económico matrimonial se remite a las normas sobre la liquidación de la herencia, y esa es la regla 
aplicable en materia de sucesiones, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 55 de la ley 
aragonesa de sucesiones por causa de muerte y 782.4 de la Ley de enjuiciamiento civil). 2.º.– La li-
quidación del consorcio (los pagos, reembolsos), puede requerir la venta de bienes consorciales 
(lo admite expresamente el artículo 83.3 de la Ley de régimen económico matrimonial), lo que 
puede impedir ab initio no solo una liquidación en el concurso, sino también una liquidación con 
arreglo a los criterios de la Ley concursal (en particular, vid. las reglas legales supletorias recogidas 
en el artículo 149 de la Ley concursal). 3.º.– El artículo 77.2 in fine de la Ley concursal establece que 
la liquidación o disolución del consorcio «se llevará a cabo de forma coordinada con lo que resulte 
del convenio o de la liquidación del concurso». Parra Lucán, M.ª A., «Concurso de acreedores y 
consorcio…», op. cit., pág. 124.
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aprobación del convenio en el concurso o a la liquidación de la masa activa16, 
pues solo tras la liquidación del régimen se sabrá, a la vista de los bienes al fin 
adjudicados al concursado, en qué términos puede aprobarse un convenio o qué 
bienes pueden liquidarse para pagar a los acreedores. Pero ello determinará que 
la liquidación sea puramente formal o contable, con la finalidad de determinar 
la cuota que corresponde a cada cónyuge, pero sin atribución material de bienes 
al cónyuge no deudor17. De este modo los bienes comunes permanecen en la 
masa activa y responderán de la totalidad de las deudas comunes, pero la división 
formal impide que respondan indiscriminadamente de deudas privativas del 
concursado. Solo después de efectuado el pago, vía convenio o liquidación, se 
entregará la cuota resultante al cónyuge no deudor.

B.	 Liquidación concursal 

Si el resultado de la liquidación es negativo, no habrá adjudicación, ni aun 
meramente formal o contable, de bienes, y todos los créditos impagados se inte-
grarán en la masa pasiva y se aplicarán «las normas sobre concurrencia y prela-
ción de créditos» como dice el artículo 264 CDFA, que lleva por rúbrica «liqui-
dación concursal». Las normas sobre concurrencia y prelación de crédito serían 
en principio las de los artículos 1911 a 1929 CC. Ahora bien, como señala Parra 
Lucán18, si la liquidación de la comunidad conyugal se produce en pieza separa-
da dentro del concurso de alguno de los cónyuges, que es el caso que aquí nos 
ocupa, surge la duda de si, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1921-2 
CC., en la redacción dada en 2003 por la LC, en caso de concurso» la clasifica-
ción y graduación de los créditos debe regirse por lo establecido en la propia Ley 
Concursal (cfr. arts. 89 a 93 y 154 a 162 LC)19.

16	 Debe realizarse en la fase común y antes de la formulación del inventario definitivo para una 
correcta delimitación de las masas activa y pasiva. Fernández Seijo, J. M.ª, «La posición jurídico pro-
cesal del cónyuge del concursado. Declaración de concurso de ambos cónyuges», en Endeudamiento 
del consumidor e insolvencia familiar, Aranzadi, Cizur Menor, 2009, pág. 152. En el mismo sentido, Parra 
Lucán, M.ª A., «Concurso de acreedores y consorcio...», op. cit., pág. 125, Cuena Casas, M., «Concur-
so de acreedores y régimen económico matrimonial», en Familia y concurso de acreedores, coord. Cuena 
Casas, Civitas, Cizur Menor, 2010, págs. 125 y ss.

17	 Debe llevarse a cabo una liquidación meramente contable, en la que se adjudique formal-
mente a cada cónyuge su derecho sobre el patrimonio común, Cuena Casas, M., «Régimen econó-
mico matrimonial y concurso de acreedores. Aspectos problemáticos tras la Ley 30/2011 de 10 de 
octubre», en Teoría y Derecho: Revista del pensamiento jurídico, n.º 12, 2012, págs. 66 y ss., pág. 79.

18	 Sobre el significado del término «liquidación concursal» empleado en el CDFA ver Parra 
Lucán, M.ª A.,« Concurso de acreedores y consorcio…», op. cit., pág. 112, Serrano García, J. A., «El 
concurso de acreedores y los regímenes forales …», op. cit., págs. 96 y 97.

19	 A favor de la aplicación de las normas de prelación de la Ley concursal en la liquidación de 
la sociedad de gananciales se pronuncia Parra Lucán, M.ª A., «Concurso de acreedores y consor-
cio…», op. cit., pág. 112 y Cuena Casas, M., «La sociedad de gananciales ante la Ley Concursal», en 
Actualidad Civil, n.º 20 , Ed. La Ley, noviembre, 2008, págs. 1 y ss.
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Ello es importante respecto de la posición del cónyuge no concursado en 
relación con el derecho de los cónyuges al reintegro en sus patrimonios privati-
vos, pues los reintegros que hayan resultado impagados en la liquidación de la 
comunidad conyugal darán derecho al cónyuge titular a reclamar la mitad de su 
importe al otro, salvo si la actividad de la que procede el derecho a reintegro no 
hubiera redundado efectivamente en beneficio común (artículo 226 CDFA). 
Estos créditos, en cuanto créditos a favor del cónyuge del concursado, deberán 
conforme a la normativa concursal ser calificado como créditos subordinados 
(arts. 92-5.º y 93-1.º LC)20, con las graves consecuencias que esta calificación aca-
rrea pues solo pueden percibir el producto de la liquidación una vez se hayan 
satisfecho en su integridad los créditos contra la masa, los privilegiados y los 
ordinarios (art. 158-1 LC), lo que en la práctica supondrá la imposibilidad de su 
cobro21.

Para terminar, ha de hacerse una precisión que puede parecer obvia pero 
que, en la práctica, es muy importante. La liquidación del consorcio no significa 
que cese la responsabilidad del cónyuge del concursado ni por lo que se refiere 
a sus deudas privativas ni respecto de las deudas comunes, pues como dispone el 
apartado 1 del artículo 268 CDFA «la división no modifica la responsabilidad por 
deudas que correspondía a los patrimonios». Reitera el párrafo 2 del mismo 
artículo que «el cónyuge no deudor o sus herederos responderán solidariamente 
de las deudas comunes, pero exclusivamente con los bienes que les hayan sido 
adjudicados, aunque no se haya hecho inventario. Sin embargo, cuando dichos 
bienes no sean suficientes, responderán con su propio patrimonio del valor de 
lo adjudicado que hayan enajenado o consumido, así como del valor de la pér-
dida o deterioro de los bienes recibidos».

Por tanto, más allá del concurso, los acreedores por deudas contraídas por el 
cónyuge concursado de las que responda el patrimonio común y que no hayan 
obtenido satisfacción en el concurso, pueden reclamar el pago de su crédito al 
cónyuge no concursado (art. 220 CDFA)22. En consecuencia, los acreedores que 

20	 Salvo que se considere que el derecho del cónyuge no deudor sobre la cuota de liquidación 
no es un derecho personal frente al cónyuge concursado, (pues en ese caso el crédito, como hemos 
visto, se subordinaría por aplicación del artículo 92.5 de la LC), sino un derecho «ex iure domini», 
que podría justificar el ejercicio del derecho de separación previsto en el artículo 80 de la LC, confor-
me al cual los bienes de propiedad ajena que se encuentren en poder del concursado y sobre los 
cuales este no tenga derecho de uso, garantía o retención serán entregados por la administración 
concursal a sus legítimos titulares, a solicitud de estos. En este sentido, Cuena Casas afirma que la 
expectativa del cónyuge es dominical, ejercitable en virtud del derecho de separación y no meramen-
te obligacional. Cuena Casas, M., «Régimen económico matrimonial y concurso de acreedores. As-
pectos problemáticos tras la Ley 30/2011…, op. cit., pág. 79. 

21	 Serrano García, J. A., «El concurso de acreedores y los regímenes forales ...», op. cit., pág. 98.
22	 Artículo 220 CDFA, Responsabilidad de los bienes privativos. 1. Los bienes privativos de cada cón-

yuge responden en todo caso de las deudas por él contraídas. 2. En defecto de bienes comunes, de las 
deudas contraídas por un cónyuge para satisfacer las atenciones señaladas en la letra a) del apartado 
1 del artículo 218. Esto es, de las atenciones legítimas de la familia y las particulares de cada cónyuge, 
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no hayan podido cobrar con cargo a los bienes comunes en la liquidación de la 
comunidad conyugal, ni con los bienes privativos del cónyuge concursado en el 
procedimiento concursal, para conseguir el cobro sobre el patrimonio privativo 
del cónyuge no deudor deberán ejercitar las acciones pertinentes de ejecución 
singular de tales bienes (artículos 225 CDFA). No hay que olvidar tampoco que 
de las deudas contraídas por ambos cónyuges responden siempre los bienes 
comunes junto a sus privativos (art. 219 CDFA, in fine) por lo que el patrimonio 
del cónyuge del concursado responde, igualmente, de tal responsabilidad. 

3.	 Argumentos que aconsejan la disolución del consorcio 

La opción por la disolución y liquidación del consorcio es una prerrogativa 
del cónyuge del concursado. La doctrina tradicionalmente23 ha entendido que 
tal opción es la más favorable a sus intereses por cuanto que al pedir la disolu-
ción se evita que el cónyuge del concursado continúe generando recursos ganan-
ciales, se salvaguarda la parte de los gananciales que le corresponde de la respon-
sabilidad por las deudas privativas del concursado, y le permite concurrir con el 
resto de los acreedores para cobrar sus créditos por los eventuales reembolsos. 
La opción por la disolución se puede considerar también como un medio de 
sanción al otro cónyuge, lo que tiene sentido en caso de que la insolvencia del 
cónyuge del deudor sea culpable. Les puede permitir igualmente conservar la 
vivienda familiar haciendo uso de la facultad prevenida en el párrafo 4, del 
artículo 78 de la legislación concursal.

No obstante, hay que tener en cuenta que el Real Decreto Ley 1 /2015 de 27 
de febrero, de mecanismo de segunda oportunidad, reducción de carga finan-
ciera y otras medidas de orden social, seguido por la Ley 25/2015, de 28 de julio, 
de mecanismo de segunda oportunidad, reducción de la carga financiera y otras 
medidas de orden social, modificaron la LC estableciendo, respecto del concur-
sado casado en régimen de comunidad, la posibilidad de que se extienda al 
cónyuge del concursado el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho 

incluso la crianza y educación de los hijos de uno solo de ellos que convivan con el matrimonio, res-
ponde también el patrimonio privativo del otro.

23	 Serrano García, J. A., «El concurso de acreedores y los regímenes forales …», op. cit., pág. 
89. «Las razones por las que al cónyuge le interesará pedir la disolución del consorcio son las siguien-
tes: 1.– Sus ingresos del trabajo (derivados del ejercicio profesional, salarios) dejan de ser bienes co-
munes y ya no responderán de las deudas del otro. 2.– Podrá exigir el pago de los reintegros que le 
correspondan (conforme al artículo 44.5 de la Ley de régimen económico matrimonial, como regla 
general, solo pueden exigirse después de la liquidación). 3.– Podrá dejar a salvo el valor de los bienes 
comunes que le corresponda, sustrayéndolo del pago de deudas privativas del otro cónyuge. 4.– Si 
tiene acreedores comunes (es decir, ha contratado con terceros, dando lugar a créditos comunes, que 
pueden hacerse efectivos con cargo a sus bienes privativos y a bienes comunes), la liquidación del 
consorcio puede permitir que esos acreedores, en lugar de dirigirse contra sus bienes privativos, vean 
asegurados sus créditos o la posibilidad de cobrar con cargo a los bienes comunes.» Parra Lucán, 
M.ª A.: «Concurso de acreedores y …» op. cit., pág. 125.
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(deudas anteriores a la declaración de concurso de las que debiera responder el 
patrimonio común). El requisito que establece la LC para exonerar esas deudas 
(art. 178 bis.5 LC) es precisamente «que no se hubiera procedido a la liquidación 
del régimen económico conyugal». Esta precisión obliga a considerar la conve-
niencia de reconsiderar el criterio que venía afirmándose, pues la expectativa de 
lograr esa exoneración del pasivo insatisfecho puede constituir una razón de peso 
para rechazar la oportunidad de instar la disolución del régimen consorcial.

III. EL BENEFICIO DE EXONERACIÓN DEL PASIVO INSATISFECHO

El beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho se acoge en el artículo 
178 bis LC,24 y puede definirse como la «facultad otorgada ex lege al deudor con-
cursado de buena fe para, bajo determinados requisitos y circunstancias, liberar-
se de aquellas obligaciones que resultaron insatisfechas tras la realización de la 
masa activa del concurso25». 

24	 Este artículo 178 bis LC fue incorporado a la LC por la citada Ley 25/2015, de 28 de julio, 
cuya exposición de motivos advierte que la finalidad de esta norma, en lo que atañe al mecanismo de 
segunda oportunidad realizado a través de la figura del «beneficio de exoneración de pasivo insatis-
fecho» de las personas físicas es mimetizar el régimen de limitación de responsabilidad de las socie-
dades de capital y trasladarlo y aplicarlo en cierta medida a aquellas, sean empresarios o consumido-
res, modulando de esta forma el dictado del artículo 1911 del Código civil. «No tendría sentido 
incentivar la actividad empresarial y la inversión, garantizando la puesta en riesgo de determinados 
capitales de estas personas jurídicas sin posibilidad de contagio a su patrimonio personal y no estimu-
lar en cambio los proyectos empresariales o de consumo de personas físicas, no pudiendo estas bene-
ficiarse hasta el momento del principio de limitación de responsabilidad de los socios de las socieda-
des de capital». En consonancia con lo anterior, el legislador proclama que el objetivo del mecanismo 
de segunda oportunidad no es otro que permitir «que una persona física, a pesar de un fracaso eco-
nómico empresarial o personal, tenga la posibilidad de encarrilar nuevamente su vida e incluso de 
arriesgarse a nuevas iniciativas, sin tener que arrastrar indefinidamente una losa de deuda que nunca 
podrá satisfacer». Además, afirma que «muchas «situaciones de insolvencia son debidas a factores que 
escapan del control del deudor de buena fe, planteándose entonces el fundamento ético de que el 
ordenamiento jurídico no ofrezca salidas razonables a este tipo de deudores que, por una alteración 
totalmente sobrevenida e imprevista de sus circunstancias, no pueden cumplir los compromisos 
contraídos». Manifiesta también, «que no puede olvidarse con ello que cualquier consideración ética 
a este respecto debe cohonestarse siempre con la legítima protección que el ordenamiento jurídico 
debe ofrecer a los derechos del acreedor».

25	 Senent Martínez, S., «El nuevo régimen de exoneración de deudas tras el RDL 1/2015», en 
Revista de Derecho concursal y paraconcursal, número 23, 2015, págs. 147-160, pág. 148. Más detallada-
mente, señala Cuena que con el concepto de mecanismo de segunda oportunidad para personas físi-
cas se hace referencia «al sistema de exoneración de deudas en el proceso concursal que da una so-
lución al problema de la insolvencia de las personas físicas, particularmente al deudor de buena fe 
que deviene insolvente por circunstancias que no puede controlar y que se basa en los principios de 
liquidación inmediata del patrimonio no exento del deudor y la condonación directa de la deudas no 
pagadas, a excepción de las deudas jurídicamente no remisibles». Cuena Casas, M., «Freshstart y 
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De este modo se matiza el alcance de la regla general establecida en el 
artículo 178.2 de la LC conforme a la cual, «en los casos de conclusión del con-
curso por liquidación o insuficiencia de masa activa, el deudor persona natural 
quedará responsable del pago de los créditos restantes», permitiendo a sus acree-
dores «iniciar ejecuciones singulares, en tanto no se acuerde la reapertura del 
concurso o no se declare nuevo concurso», pues la misma no será de aplicación 
en los supuestos en los que se le conceda el «beneficio de la exoneración del 
pasivo insatisfecho».

No obstante, para obtener el beneficio, se ha establecido un sistema califica-
do de enrevesado y confuso26 pues, como señala la reciente STS de 2 de julio de 
201927, el artículo 178 bis LC «es una norma de difícil comprensión que requiere 
de una interpretación jurisprudencial para facilitar su correcta aplicación».

1.	 Presupuestos

Según la Sentencia núm. 71/2016, de 10 marzo, del Juzgado de lo Mercantil 
número 1 de Murcia28, para la concesión del beneficio de exoneración del pasivo 
insatisfecho deben de cumplirse tres condiciones; 1.ª- Ser el concursado una 
persona natural. 2.ª- Haber concluido, o mejor haberse solicitado la conclusión 
del concurso por insuficiencia de masa o por haber finalizado la liquidación. 
3.ª- Que se trate de un deudor de buena fe.

La segunda oportunidad se concede al deudor «concursado» por lo que, sin 
la tramitación de un concurso, no es posible obtener el beneficio de exonera-
ción29. En consecuencia, con carácter general, el ámbito subjetivo del beneficio 
viene configurado por la persona natural que ha sido declarada en concurso de 
acreedores con independencia de la actividad que desarrolle (empresarial o no 
empresarial)30, y sin limitación alguna en cuanto al origen de sus deudas.

mercado crediticio», InDret, julio 2011, pág. 5, disponible en http://www.raco.cat/index.php/In-
Dret/article/viewFile/247092/330974%3E

26	 Carrasco Perera, Á., «El despropósito de la segunda oportunidad de los consumidores sobreen-
deudados», Actualidad Jurídica. Aranzadi, núm. 911 (2015), Aranzadi, págs. 4-5, (BIB 2015/4858).

27	 ECLI: ES:TS:2019:2253.
28	 JUR 2016\84140.
29	 Parte de la doctrina ha sido especialmente crítica con el hecho de haberse configurado el 

beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho a través de la tramitación de un concurso de acree-
dores como requisito ineludible, por entender, entre otras razones, que ello supone un gasto excesivo 
para el deudor cuyas arcas ya se encuentran bastante mermadas. Carrasco, A., «El mecanismo de 
«segunda oportunidad» para consumidores insolventes en el RDL 1/2015: «Realidad y mito», Revista 
CESCO de Derecho de consumo 13 (2015); pág. 2. Gómez Pomar, F., «La segunda oportunidad del deu-
dor persona individual en Derecho español y el real decreto-ley 1/2015», en Actualidad jurídica Uria 
Menéndez, núm. 40, 2015, págs. 52 y ss., pág. 67. 

30	 No deben existir diferencias ya que «el principio de responsabilidad patrimonial universal 
que hace responder al deudor con todos sus bienes presentes y futuros actúa con la misma intensidad 



Segunda oportunidad del deudor persona natural y consorcio conyugal aragonés...

RDCA-2019-XXV	 171

Por otro lado, conforme al número 1 del artículo 178 bis LC, la posibilidad de 
obtención del beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho procede una vez 
concluido el concurso por liquidación o por insuficiencia de la masa activa. La norma 
es tajante a la hora de establecer como premisa previa o elemento objetivo que permi-
te la solicitud, la conclusión del concurso, que debe producirse al amparo de las dos 
únicas causas legales que determinan la existencia de masa pasiva no atendida, esto 
es, la conclusión por liquidación o la conclusión por insuficiencia de masa activa. 

La conclusión del concurso por finalización de la fase de liquidación no esta-
ba regulada expresamente en la redacción originaria de la LC. En la actualidad 
se acoge tal causa de conclusión, de modo expreso, en el artículo 176.1.2.º LC.

De otro lado, y en relación con la conclusión del concurso por insuficiencia 
de bienes, la LC preveía un supuesto próximo en la redacción originaria del 
artículo 176.4 (inexistencia de bienes y derechos como causa de conclusión del 
concurso). Con ocasión de la reforma de la LC llevada a cabo con la Ley 
38/2011, se reconoció, como tal causa de conclusión del concurso, la denomina-
da insuficiencia de masa activa, disponiendo el régimen aplicable en el artículo 
176 bis LC. El supuesto de hecho del que parte la norma es que los bienes y 
derechos del concursado no resultan suficientes para hacer frente a los créditos 
contra la masa (gastos derivados de la propia tramitación del concurso, los rela-
tivos a honorarios de la administración concursal, etc. Vid. art. 84 LC). 

La conclusión del concurso por insuficiencia de masa activa puede darse en 
dos situaciones distintas, correspondiendo la iniciativa, según los casos, al propio 
Juez del concurso o, bien, a la Administración concursal31. En primer lugar, y en 
el momento de la declaración de concurso, el Juez está facultado para, de modo 
simultáneo con la declaración de concurso adoptar la decisión de su conclusión 
(el denominado «concurso exprés»), pues no solo constata la insolvencia del 
deudor sino, también, la insuficiencia de la posible masa activa para hacer frente 
a los créditos contra la masa que el propio proceso concursal podrá generar (art. 

en toda persona física al margen de cómo se gane la vida» ya que sobre esta es sobre la que recae el 
principio de responsabilidad universal. Una ordenación que no reflejara lo anterior fracturaría «la 
unidad legal de disciplina lograda con la promulgación de la LC, aplicable a todo deudor empresario 
o no» Añade que «existen razones prácticas que aconsejan ese tratamiento unitario en tanto en cuan-
to exonerar solo al empresario trae como dificultad añadida la disociación dentro del pasivo del 
deudor de las deudas que proceda de su actividad empresarial y si todas le pueden resultar exonera-
das». Cuena Casas, «La exoneración del pasivo insatisfecho», en Comentarios a la ley de mecanismo de 
segunda oportunidad, Aranzadi, Cizur Menor, 2016, pág. 81. En sentido opuesto, Carrasco Perera, Á., 
en Jornadas sobre «Endeudamiento y pobreza de las personas físicas». Centro de Estudios de Consumo, 
UCLM. Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de Toledo, considera que las relevantes divergencias 
entre la insolvencia de la persona física consumidora y empresaria deben reflejarse en un diferente 
tratamiento en relación a la segunda oportunidad de ambas.

31	 Sobre el problema de la insuficiencia de masa activa y sus consecuencias, trámite y efectos de 
cara a la conclusión del concurso, Vid. García-Cruces, J. A., «El fracaso del proceso concursal ya 
declarado», ADCo., 30, 2013, págs. 11 y ss.
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176 bis.4 LC). De otro lado, esa insuficiencia de masa activa puede no tener un 
carácter «originario» sino sobrevenido, en el sentido de que tal insuficiencia 
patrimonial se constata en cualquier momento del desarrollo del proceso con-
cursal. En tales circunstancias, será la Administración concursal quién efectúe 
una comunicación al Juzgado poniendo de manifiesto tal circunstancia, produ-
ciéndose los particulares efectos que dispone el citado artículo 176 bis LC.

Lo relevante, a los efectos que ahora interesan, es que en ambos casos –fina-
lización de las operaciones de liquidación, insuficiencia de masa activa– se pon-
drá fin al proceso universal mediante auto dictado por el Juez del concurso.

Por tanto, si no ha concluido el concurso (auto de conclusión) por insuficien-
cia de masa activa o por haber finalizado la liquidación concursal no será posible 
interesarla exoneración del deudor32 , pero es importante señalar que la conclu-
sión del concurso no queda impedida en estos supuestos por el hecho de que 
existan bienes inembargables o desprovistos de valor, o cuyo coste de realización 
sería manifiestamente desproporcionado en relación a su posible valor venal33.

La buena fe es el tercer y último presupuesto para que el concursado perso-
nal natural obtenga la exoneración. El artículo 178 bis LC determina lo que el 
legislador entiende, a estos efectos, por buena fe34, articulando dos niveles o 

32	 La Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona de 21 de septiembre de 2016 (Tol 
5851596) denegó la exoneración del pasivo insatisfecho decretada por el juzgado de lo mercantil por 
entender que no se había procedido a la liquidación integra de los bienes del deudor toda vez que 
restaban por liquidar y distribuir entre los acreedores los derechos consolidados de un plan de pen-
siones cuyo rescate estaba previsto unos meses después de la pretendida finalización del concurso.

33	 Fernández Seijo, J. M.ª, «La reestructuración de las deudas en la Ley de Segunda Oportunidad», 2.ª ed. 
Editorial Bosch, Barcelona, 2015, pág. 120.

34	 Como señala la jurisprudencia «la buena fe no se vincula al concepto general del artículo 7.1. 
del CC., sino al cumplimiento de los requisitos enumerados en el apartado 3 del artículo 178 LC (STS 
de 2 de julio de 2019 (ECLI: ES:TS:2019:2253). Por su parte, el Juzgado de 1.ª Instancia núm. 1 de Pa-
lencia, que estima la solicitud de exoneración de pasivo en su sentencia n.º 123/2017, de 23 noviembre 
(AC 2018\1079), se pronuncia sobre la controversia relativa al carácter abierto o cerrado de la relación 
de requisitos que para la apreciación de la exigencia de buena fe se contiene en el apartado 3 del artí-
culo 178 bis: «Sobre el particular, debe señalarse en primer lugar que no parece razonable entender que 
pese a advertirse la concurrencia de un supuesto en el que pueda descartarse la buena fe del deudor, la 
falta de inclusión del mismo en los recogidos en el referido precepto deba determinar la apreciación de 
la concurrencia de tal presupuesto, por lo que una interpretación razonable de aquel exige entender 
que los requisitos relacionados en el apartado 3 del artículo 178 bis constituyen un mínimo para la 
apreciación de la buena fe del deudor, que puede no obstante descartarse por la concurrencia de otras 
circunstancias. Del mismo modo que en la regulación del instituto penal de la suspensión de la ejecu-
ción de las penas privativas de libertad, de cuyas fuentes bebe la figura introducida en el artículo 178 bis 
de la LC RCL 2003, 1748), el Código penal (RCL 1995, 3170) establece unos mínimos que deben 
concurrir en todo caso, pero que por sí mismo no son suficientes, en la figura de la exoneración del 
pasivo insatisfecho la concurrencia de los requisitos recogidos en el apartado 3 del precepto constituye 
un mínimo en sí mismo insuficiente, que precisa además de la falta de advertencia de cualquier circuns-
tancia que pueda descartar la buena fe del deudor, entre las que, no parece haber lugar a la duda, debe 
incluirse la condena como afectado por la calificación de otro concurso».
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grados de condiciones de cumplimiento alternativo por el deudor, por las cuales 
se entenderá que concurre en este la buena fe, (admitiéndose por tanto la soli-
citud del beneficio de exoneración del pasivo), y una tercera «cláusula» de libe-
ración definitiva de las deudas si se cumplen una serie de circunstancias. 

A.	 Condiciones de primer grado 

Se entenderá que concurre buena fe en el deudor, siempre que se cumplan 
los siguientes requisitos: que el concurso no haya sido declarado culpable35 y que 
el deudor no haya sido condenado en sentencia firme por delitos contra el patri-
monio, contra el orden socioeconómico, de falsedad documental, contra la 
Hacienda Pública y la Seguridad Social o contra los derechos de los trabajadores 
en los diez años anteriores a la declaración de concurso. Si existiera un proceso 
penal pendiente, el juez del concurso deberá suspender su decisión respecto de 
la exoneración del pasivo hasta que exista sentencia penal firme.

La buena fe se demuestra también, en que, reuniendo los presupuestos esta-
blecidos del artículo 231 LC para poder iniciar un procedimiento de acuerdo 
extrajudicial de pagos, haya celebrado o, al menos, intentado celebrar36 un 
acuerdo extrajudicial de pagos37. 

35	 No obstante, si el concurso hubiera sido declarado culpable por aplicación del artículo 
165.1.1.º, esto es, porque el deudor (o en su caso, representantes legales, administradores o liquida-
dores) hubiera incumplido el deber de solicitar la declaración de concurso, el juez podrá conceder 
el beneficio atendidas las circunstancias y siempre que no se apreciare dolo o culpa grave del deudor. 

36	 En este sentido la Sentencia núm. 40/2016, del Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Logro-
ño, de 26 febrero (JUR 2016\230723), desestima la concesión del beneficio por entender que no se ha 
intentado un acuerdo extrajudicial de pagos, pues la petición de que se le perdone el 100% de la deuda 
mal casa con intento serio alguno en tal sentido… Como ya ha dicho este Juzgador en alguna ocasión 
fijando criterio para el acceso a la exoneración del pasivo insatisfecho del art. 178 bis, la exigencia prin-
cipal se basa en la existencia de buena fe , que se logra sin necesidad de acceder a la vía alternativa del 
número 5 también en aquellos casos en los que, sin haber celebrado o intentado celebrar un acuerdo 
extrajudicial de pagos, se acredita la existencia de negociaciones previas serias con los acreedores y 
tendentes a llegar a un acuerdo con estos para, de algún modo, liquidar su deuda ya sea con aplaza-
mientos, fraccionamientos o reducciones de deuda o de algún otro modo (daciones en pago, cesiones 
de créditos…). A sensu contrario, ocurre en el presente caso que el hecho de haber «tramitado formal-
mente» un acuerdo extrajudicial no permite entender que se haya «intentado» el mismo.

37	 El artículo 231 de la LC permite que el deudor persona natural «que se encuentre en situación 
de insolvencia con arreglo a lo dispuesto en el artículo 2 de esta Ley, o que prevea que no podrá cumplir 
regularmente con sus obligaciones», pueda «iniciar un procedimiento para alcanzar un acuerdo extra-
judicial de pagos con sus acreedores, siempre que la estimación inicial del pasivo no supere los cinco 
millones de euros». La actual regulación de tales acuerdos amplía su ámbito de aplicación a las personas 
naturales no empresarios para las que establece un procedimiento simplificado; potencia la figura del 
mediador concursal (pueden actuar como tal las Cámaras de Comercio, Industria, Navegación y Servi-
cios, si el deudor es empresario, o los notarios, si se trata de consumidores) y contiene un importante 
avance: la posibilidad de extender los efectos del acuerdo a los acreedores garantizados disidentes. El 
procedimiento específico está regulado en el artículo 242 bis de la LC que establece una serie de espe-
cialidades La solicitud deberá presentarse ante el notario del domicilio del deudor. Posteriormente el 
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Por último, para acceder a este primer nivel es necesario que el deudor haya 
procedido al pago de buena parte de su deuda. En concreto (art. 178 bis.3.4.º 
LC) es necesario que haya satisfecho en su integridad los créditos contra la masa 
y los créditos concursales privilegiados, y, si no hubiera intentado un acuerdo 
extrajudicial de pagos previo, al menos, el 25% del importe de los créditos con-
cursales ordinarios. 

Para el caso que no se pueda cumplir con la última de estas condiciones, es 
decir, que con la masa activa no se puedan satisfacer los créditos mencionados y 
no exonerados (créditos contra la masa, créditos privilegiados y, en su caso, el 
veinticinco por ciento de los créditos ordinarios), la ley establece un segundo 
pliego de condiciones que determinan la buena fe del deudor y la admisión de 
la solicitud de exoneración del pasivo insatisfecho. 

B.	 Condiciones de segundo grado 

Si el concursado no satisficiera las condiciones señaladas anteriores, no por 
el ello queda privado de poder obtener el beneficio de la exoneración de su 
pasivo.

Ahora bien, en tales circunstancias es preciso, en primer lugar, que el deudor 
no haya incumplido los deberes de colaboración establecidos en el artículo 42 
LC, esto es, la obligación que tiene el deudor de comparecer ante el Juzgado de 
lo Mercantil cuando sea requerido y colaborar e informar en todo lo relativo al 
interés del concurso. Es preciso igualmente que no haya obtenido este beneficio 
de exoneración del pasivo restante dentro de los diez últimos años y que no haya 
rechazado dentro de los cuatro años anteriores a la declaración de concurso una 
oferta de empleo adecuada a su capacidad. En cuarto lugar, el deudor concursa-
do debe aceptar de forma expresa, en la solicitud de exoneración del pasivo 
insatisfecho, que la obtención de este beneficio se hará constar en la sección 
especial del Registro Público Concursal por un plazo de cinco años38. 

notario, una vez constatada la suficiencia de la documentación aportada y la procedencia de la negocia-
ción del acuerdo extrajudicial de pagos deberá, de oficio, comunicar la apertura de las negociaciones 
al juzgado competente para la declaración del concurso. El notario impulsará las negociaciones entre 
el deudor y sus acreedores, pudiendo designar, si lo estima conveniente o lo solicita el deudor, un me-
diador concursal. El nombramiento del mediador concursal deberá realizarse en los cinco días siguien-
tes a la recepción por el notario de la solicitud del deudor, debiendo el mediador aceptar el cargo en 
un plazo de cinco días. Las actuaciones notariales o registrales descritas en el artículo 233 de la LC no 
devengarán retribución arancelaria alguna. No impide el acceso a la exoneración del pasivo el hecho 
de que la concursada, al tiempo de la solicitud, no pudiera acudir al acuerdo extrajudicial de pagos por 
no existir esa posibilidad. Auto del juzgado de lo Mercantil núm. 1 de Palma de Mallorca, de 17 marzo 
2016. JUR 2016\7126. En el mismo sentido puede citarse la Sentencia de 14 octubre 2015, del Juzgado 
de lo Mercantil, núm. 1 de León (JUR 2016\47759).

38	 Según la LC, únicamente tendrán acceso a esta sección las personas que tengan interés legí-
timo en averiguar la situación del deudor, entendiéndose en todo caso que tienen interés quienes 
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En este segundo nivel, la norma dispone una exoneración limitada y la suje-
ción del resto de los créditos a un plan de pagos que ha de ser propuesto por el 
deudor, puede ser objeto de oposición por parte de los acreedores y debe ser 
aprobado, con o sin modificaciones, por el Juez (art. 178 bis.6 LC).

La exoneración se extenderá a la parte insatisfecha de los créditos ordinarios 
y subordinados a la fecha de conclusión del concurso, Por lo tanto, serán objeto 
del plan de pagos, pues no quedan remitidos, los créditos contra la masa, los 
créditos con privilegio (excepto la parte de los mismos que no haya podido satis-
facerse con la ejecución de la garantía), los créditos de Derecho público y los 
créditos por alimentos (artículo 178 bis 5). El pago de estas deudas no exonera-
das deberá satisfacerse por el concursado mediante ese plan de pagos dentro de 
los cinco años siguientes a la conclusión del concurso, salvo que tuvieran un 
vencimiento posterior. Durante los cinco años siguientes a la conclusión del 
concurso los créditos pendientes no podrán devengar interés.

Entiende la doctrina que la satisfacción de estos créditos mediante al plan 
de pagos consensuado es ya una consecuencia de la obtención del beneficio de 
exoneración39 y no una condición para obtener el mismo. Lo que se obtiene 
con el cumplimiento de las condiciones de segundo nivel es una concesión 
provisional del beneficio de exoneración, que podrá revocarse a solicitud de 
los acreedores cuando se cumplan una serie de circunstancias40 pero, lo impor-

realicen una oferta en firme al deudor ya sea de crédito o de cualquier otra entrega de bienes o 
prestación de servicios, que tenga que ser remunerada o devuelta por este y que esté condicionada a 
su solvencia, así como las Administraciones Públicas y órganos jurisdiccionales habilitados legalmente 
para recabar la información necesaria para el ejercicio de sus funciones. La apreciación de dicho in-
terés se realizará por quién esté a cargo del RPC. Este punto ha sufrido una modificación respecto al 
RDL 1/2015. Con la regulación contenida en el citado RDL el deudor que se acogiera a un plan de 
pagos debía aceptar «de forma expresa, en la solicitud de exoneración de pasivo insatisfecho, que la 
obtención de este beneficio se hará constar en la sección especial del RPC con posibilidad de acceso 
público, por un plazo de cinco años» (art. 178 bis.3 v) LC). Como había señalado la doctrina la nor-
ma favorecía la estigmatización del deudor, debido a la facilidad de acceso a tal información. Cuena 
Casas, M., «Una segunda oportunidad para la persona física insolvente: cambios de última hora», 
disponible en <http://www.legaltoday.com/practica-juridica/mercantil/concursal/una-segunda-
oportunidad-para-la-persona-fisica-insolvente-cambios-de-ultima-hora>, págs. 1-2, septiembre 2015. 

39	 Carrasco Perera, A., «El mecanismo de segunda oportunidad…», op. cit., pág. 6. 
40	 El apartado 7 del artículo 178 bis señala que «cualquier acreedor concursal estará legitimado 

para solicitar del juez del concurso la revocación del beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho 
cuando durante los cinco años siguientes a su concesión se constatase la existencia de ingresos, bienes 
o derechos del deudor ocultados. Se exceptúan de esta previsión los bienes inembargables». Además 
podrá solicitarse la revocación «si durante el plazo fijado para el cumplimiento del plan de pagos el 
concursado incurriese en alguna de las circunstancias que conforme a lo establecido en el apartado 
3 hubiera impedido la concesión del beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho (es decir que 
incumpla las condiciones de primer o de segundo grado) o; que incumpliese la obligación de pago 
de las deudas no exoneradas conforme a lo dispuesto en el plan de pagos o; mejorase sustancialmen-
te la situación económica del deudor por causa de herencia, legado o donación, juego de suerte, 
envite o azar, de manera que pudiera pagar todas las deudas pendientes sin detrimento de sus obliga-
ciones de alimentos».
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tante es que transcurrido el plazo fijado para el cumplimiento del plan de 
pagos sin que se haya revocado el beneficio, el juez del concurso, a petición del 
deudor concursado, dictará auto reconociendo con carácter definitivo la exo-
neración del pasivo insatisfecho que estuviera constituido por los créditos 
ordinarios, subordinados y la deuda que reste pendiente tras la ejecución de la 
garantía real.

Con independencia de la vía de acceso, el artículo 178 bis.5 ha previsto una 
serie de efectos comunes a todo deudor, con la finalidad de proteger la conce-
sión provisional del beneficio, impidiendo a los acreedores iniciar ningún tipo 
de procedimiento, ni declarativo ni ejecutivo contra el deudor para el cobro de 
esos créditos (art. 178 bis.5 LC). No obstante, quedan a salvo los derechos de los 
acreedores frente a los obligados solidariamente con el deudor concursado y 
frente a sus fiadores y avalistas, quienes no podrán invocar el beneficio de exo-
neración del pasivo insatisfecho obtenido por el deudor concursado ni «subro-
garse por el pago posterior a la liquidación en los derechos que el acreedor 
tuviese contra aquel, salvo que revocase la exoneración concedida» (art. 178 
bis. 5 LC), lo que supone que el fiador o codeudor solidario que paga no puede 
ejercitar la acción de reembolso contra el deudor.

C.	 Liberación definitiva

El sistema se completa con una cláusula de liberación definitiva de las deudas 
que sería de aplicación a aquel deudor que no pueda atender a tiempo al plan 
de pagos de las deudas no exoneradas y que se condiciona al cumplimiento del 
plan de pagos o, si no se diera este, a que haya realizado «un esfuerzo sustan-
cial para ello». Respecto de este último supuesto, el artículo 178 bis.8 LC prevé 
que «el juez del concurso podrá atendiendo a las circunstancias del caso y 
previa audiencia de los acreedores, declarar la exoneración definitiva del pasi-
vo insatisfecho del deudor que no hubiese cumplido en su integridad el plan 
de pagos pero hubiese destinado a su cumplimiento, al menos, la mitad de los 
ingresos percibidos durante el plazo de cinco años desde la concesión provisio-
nal del beneficio, que no tuviesen la consideración de inembargables o la 
cuarta parte de dichos ingresos cuando concurriesen en el deudor las circuns-
tancias previstas en el artículo 3.1, letras a) y b), 65 del Real Decreto-ley 
6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipo-
tecarios sin recursos, respecto a los ingresos de la unidad familiar y circunstan-
cias familiares de especial vulnerabilidad». 

2.	 Procedimiento para pedir la exoneración

La solicitud debe ser presentada por el deudor ante el Juez del concurso 
dentro del plazo de audiencia conferido para formular oposición a la conclusión 
del concurso por liquidación (arts. 152.3 y 178 bis.2 LC). En caso de solicitud 
por insuficiencia de la masa, la solicitud deberá presentarse dentro del plazo de 



Segunda oportunidad del deudor persona natural y consorcio conyugal aragonés...

RDCA-2019-XXV	 177

audiencia concedido a las partes para formular oposición a dicha conclusión 
(art. 176 bis.3 LC)41. 

En la solicitud el deudor debe acreditar el cumplimiento de los requisitos nece-
sarios para obtener la exoneración (incluido la posibilidad de abono del umbral 
de pago mínimo exigible)42, y si se opta por la vía del 178 bis.5, deberá adjuntar un 
plan de pagos43, si bien, la tan citada STS de 2 de julio de 2019, matiza que «el 
artículo 178 bis LC no establece un procedimiento rígido para solicitar y obtener 
la exoneración del pasivo, que presuponga la imposibilidad de variar la opción 
inicial por una de las dos alternativas legales, la del ordinal 4.º o la del ordinal 5.º».

De la solicitud se dará traslado a la administración concursal y a los acreedores 
personados para que, si lo estiman oportuno, puedan formular alegaciones por un 
plazo de cinco días a fin de mostrar conformidad u oponerse a la misma por con-
siderar que no concurren los requisitos necesarios. Si la administración concursal 
o los acreedores muestran conformidad o no formulan oposición, el juez concede-
rá al deudor el beneficio, con carácter provisional, pues puede ser revocada como 
vimos si concurren las circunstancias previstas en el art. 178 bis.7 LC.

3.	 Alcance de la exoneración

Como ya hemos señalado el alcance de la exoneración es distinto según la vía 
de acceso. Si el deudor ha satisfecho todos los créditos contra la masa, los privi-

41	 En este sentido la Sentencia del Juzgado de lo mercantil 3 de Barcelona de fecha 1 de octubre 
de 2015 (Tol 5528026) concede el beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho en un supuesto 
de concurso exprés, determinado el momento de la solicitud del beneficio en aquel posterior a la 
notificación del auto que procede a la declaración y conclusión del concurso con designación de 
administración concursal.

42	 La Sentencia núm. 188/2016 de 29 de julio, de la Audiencia Provincial de la Rioja (Sección 1.ª), 
(JUR 2016\217150) declara la improcedencia de la exoneración porque «cuando se inicia el procedi-
miento expediente de acuerdos extrajudicial ante Notaría, según se desprende del propio recurso, el 
hoy recurrente carecía de bienes para hacer frente ni siquiera a ese 25% de créditos concursales ordi-
narios, de modo que la oferta no podía aceptarse por los acreedores, lo que supone que tal actuación 
iba encaminada a evitar el abono de ese 25% de créditos y obtener la exoneración de todos los pagos, 
que era realmente lo que podía suceder, al pedir una quita del 100% las deudas, a la que debían acceder 
los acreedores y exonerar al deudor, con el matiz que se expone en el recurso de que viniese a mejor for-
tuna con posibilidad cualquier acreedor, en tal supuesto de interesar la revocación de la exoneración».

43	 La Sentencia núm. 47/2017 de 20 marzo, del juzgado de Primera Instancia núm. 7 de Vitoria, (JUR 
2017\136552) declaro la improcedencia del beneficio por la falta de acreditación por los concursados del 
cumplimiento de los requisitos de la buena fe ni de ofrecer a la juzgadora elementos para someter a los 
deudores a un plan de pagos que les pueda llevar a la exoneración a través de la alternativa al pago de los 
créditos: «Ningún esfuerzo serio se hace en los escritos de los concursados por acreditar el cumplimiento de 
los requisitos de la buena fe (no hay acreditación de la falta de condena por delitos) ni de ofrecer a la juzga-
dora elementos para someter a los deudores a un plan de pagos que les pueda llevar a la exoneración… Se 
obvia por completo el sistema legal, invocando criterios de justicia material… Los criterios de justicia mate-
rial no autorizan a desplazar por completo el sistema legal. Intuye la juzgadora que si nada se dice es porque 
no se está en condición de poder cumplir siquiera un plan de pagos, pero siendo esto así, solo puede con-
cluirse que no concurren los requisitos necesarios para la concesión del beneficio». 
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legiados y, en su caso, el 25% de los créditos ordinarios, el deudor queda libera-
do inmediata y provisionalmente del pago del resto del pasivo insatisfecho.

Si el deudor acepta someterse a un plan de pagos (condiciones de segundo gra-
do), quedará provisionalmente liberado de todos los créditos ordinarios y subordi-
nados pendientes de pago a la fecha de conclusión del concurso, exceptuando los 
créditos de Derecho público y los créditos por alimentos (art. 178 bis.3.5.º LC). 

Tanto si se cumplen las condiciones de primer grado, como las de segundo, los 
créditos contra la masa nunca quedarían condonados. O bien se han pagado antes 
de la concesión del beneficio en su totalidad o, bien, al menos se han pagado en 
parte con el cumplimiento del plan de pagos. La parte que no llegue a pagarse 
debería entenderse remida dada la locución empleada en el 178 bis.8 LC que se 
refiere a la «exoneración definitiva del pasivo insatisfecho del deudor».

Por lo que se refiere a los acreedores con privilegio especial, cuando el deu-
dor es consumidor es posible que el deudor declarado en concurso no vea para-
lizada la ejecución de la hipoteca que grava la vivienda familiar o incluso puede 
suceder que se inicie la ejecución separada de la garantía hipotecaria (vid. arts. 
56 y 57 de LC) mientras se desarrolla el proceso concursal44. Ejecutada la garan-
tía, en el supuesto de que con la ejecución de esta no se logre saldar la totalidad 
de la deuda hipotecaria, el remanente tendrá carácter de crédito ordinario, el 
cual es remisible ex artículo 178 bis LC, siempre que concurran las condiciones 
establecidas en dicho precepto sin necesidad de que pase ningún periodo de 
tiempo45. Es importante señalar que estamos ante uno de los puntos de la nor-
mativa de exoneración del pasivo insatisfecho más criticada, pues tratándose de 

44	 Hay que recordar que la LC solo permite la paralización de las ejecuciones de garantías reales 
cuando estas recaen sobre bienes necesarios para el desarrollo de su actividad profesional o 
empresarial o a una unidad productiva de su titularidad y ello hasta que se apruebe el convenio, se 
abra la liquidación o transcurra un año desde la declaración de concurso sin que se hubieran 
producido esas circunstancias (art. 56 LC). Por lo tanto, si una de las consecuencias más importantes 
que tiene la declaración de concurso es la paralización de las ejecuciones individuales (art. 55 LC), 
de manera que los acreedores se incluyan en la masa pasiva del concurso y se proceda a un pago 
ordenado de las deudas, tal paralización no tiene lugar cuando se trata de la hipoteca, sin duda por 
la condición del acreedor de titular de derecho real de garantía que se ha caracterizado por gozar de 
un derecho de ejecución separada. «Esta última circunstancia, con justificación o sin ella, debiera 
haber provocado que se diera el mismo trato tanto a la vivienda familiar como al bien afecto a 
actividad empresarial». Cuena Casas, M., «Insolvencias familiares ante situaciones de crisis eco
nómica». Una asignatura pendiente de la Ley Concursal. Actualidad Jurídica Aranzadi, num. 762/2008, 
parte Opinión, 2008, pág. 3.

45	 En el supuesto de que esta última disposición no sea aplicable por no concurrir todos los 
requisitos que en él se establecen, siempre cabrá la exoneración por la vía del artículo 579.2 de la 
LEC, ya que el acreedor hipotecario insatisfecho tras la ejecución hipotecaria y que no ha recibido su 
crédito en el proceso concursal, puede solicitar que se despache ejecución por la cantidad restante 
(ex artículo 579.1 LEC) ante la jurisdicción civil lo que no podría producirse una vez abierto el cami-
no concursal (ex artículo 55 de LC) y el deudor se beneficiará de la exoneración prevista en el art. 
579.2 de la LEC. 
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consumidores lo normal es que el concurso obedezca a la imposibilidad de hacer 
frente al crédito con garantía hipotecaria solicitado para la adquisición de su 
vivienda habitual, siendo que el concurso no paralizaría la ejecución parece pre-
ciso buscar soluciones alternativas46.

Respecto de otras deudas que afecten al consumidor de distinta naturaleza a la 
hipotecaria, como créditos procedentes de tarjetas de créditos, préstamos persona-
les (para adquisición de bienes de consumo, realizar obras en la vivienda, financiar 
estudios, formación u ocio) y el pago de los distintos suministros (agua, gas, elec-
tricidad...), la entrada en vigor de este nuevo mecanismo de segunda oportunidad 
tendrá eficacia para el deudor consumidor, ya que los créditos ordinarios y subor-
dinados pendientes a la fecha de conclusión del concurso, aunque no hubieran 
sido comunicados, sí se remiten con el nuevo sistema de exoneración.

4. 	Matizaciones a la regulación de la segunda oportunidad.  
La directiva 2019/1023 y las resoluciones de los tribunales 
españoles

La publicación de la Directiva 2019/1023 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos de reestructuración preventiva, 
exoneración de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para aumentar la 
eficiencia de los procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración 
de deudas, y por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 (Directiva sobre 
reestructuración e insolvencia), si bien referida a empresarios, ha introducido 
importante matizaciones que exigen una adaptación del régimen de segunda 
oportunidad diseñado en el Derecho español, en la que presumiblemente se 
extenderá su aplicación a todo deudor persona natural.

Una de estas novedades se refiere a la necesidad de adecuar el plan de pagos 
para obtener la plena exoneración de la deudas, a las previsiones establecidas en 
el artículo 20 de la Directiva, que obliga a los Estados miembros en los que la 
plena exoneración de deudas esté supeditada a un reembolso parcial de la deu-
da, a garantizar «que la correspondiente obligación de reembolso se base en la 
situación individual del empresario y, en particular, sea proporcionada a los 
activos y la renta embargables o disponibles del empresario durante el plazo de 
exoneración, y que tenga en cuenta el interés equitativo de los acreedores». Es 
igualmente importante la necesidad de que el plazo para la obtención de la exo-
neración definitiva no sea superior a tres años (art. 21 Directiva 2019/1023). En 

46	 «… el crédito que más importa al concursado consumidor no se perdona, por lo que poco 
ayuda a este la entrada en vigor de la ley 25/2015 y creo que una solución más acertada hubiera sido 
la modificación de la dación de la garantía en pago del crédito con privilegio especial, haciéndola de 
obligado cumplimiento para las entidades de crédito, que además, no requeriría todos los requisitos 
evaluadores de la conducta del deudor, necesarios para que le concedan el beneficio de exonera-
ción». Carrasco Perera, A., »El mecanismo de segunda oportunidad para…», op. cit., pág. 5. 
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todo caso, y como determina el artículo 23 de la norma comunitaria, los Estados 
miembros podrán mantener o introducir disposiciones que denieguen o restrin-
jan el acceso a la exoneración de deudas o revoquen dicha exoneración o que 
establezcan plazos más largos para la obtención de la plena exoneración de 
deudas o períodos de inhabilitación más largos «cuando el empresario insolven-
te haya actuado de forma deshonesta o de mala fe, según la normativa nacional, 
respecto a los acreedores en el momento de endeudarse, durante el procedi-
miento de insolvencia o durante el pago de la deuda».

Por lo que se refiere a las matizaciones introducidas por los tribunales espa-
ñoles a la regulación del artículo 178 bis LC, debe destacarse de nuevo, la ya 
citada STS de 2 de julio de 2019, en la que partiendo de la finalidad perseguida 
por el beneficio de la exoneración se fijan los principios que deberán tenerse en 
cuenta para una interpretación teleológica del artículo 178 bis, estableciendo 
expresamente que «en la elaboración del plan de pagos debe tener en cuenta el 
interés equitativo de los acreedores y, en la medida de lo posible, debería ser 
proporcionado a los activos y a la renta embargable o disponibles del deudor 
concursado, pues de otro modo en la mayoría de los casos la exoneración del 
pasivo se tornaría imposible, y la previsión normativa devendría prácticamente 
inaplicable». Es igualmente importante la afirmación de que «en aquellos casos 
en que se advirtiera imposible el cumplimiento de este reembolso parcial, el juez 
podría reducirlo para acomodarlo de forma parcial a lo que objetivamente 
podría satisfacer el deudor durante ese plazo legal de cinco años, en atención a 
los activos y la renta embargable o disponible del deudor, y siempre respetando 
el interés equitativo de estos acreedores (contra la masa y con privilegio gene-
ral), en atención a las normas concursales de preferencia entre ellos47».

47	 La necesidad de valorar las circunstancias concretas ya se había puesto de manifiesto en algu-
nas sentencias. La Sentencia de 16 de octubre de 2015, del Juzgado de los mercantil núm. 8 de Bar-
celona (JUR 2015/256887) declara la procedencia del beneficio en un supuesto en que se habían 
pagado en su integridad de los créditos contra la masa y los créditos concursales privilegiados y el 
22% del importe de los créditos concursales y se cumplía la exigencia de buena fe por concurrir los 
requisitos del art. 178 bis 3 LC «El matrimonio lleva en concurso dos años y medio sometidos al férreo 
control patrimonial, ahora será el momento en que se deberá decidir si el procedimiento concursal 
debe convertirse en una pena de cadena perpetua –como veremos– o debe permitir que deudores 
que han mostrado un correcto comportamiento (se han ahorrado casi 22.000 euros) y no podemos 
calificar deudores de mala fe (la calificación ha sido fortuita) merecen una segunda oportunidad. El 
pasivo ordinario del matrimonio asciende a 471.215,68 euros, al cual le deberemos descontar el cré-
dito de … que está siendo atendido puntualmente por la madre del Sr. … por lo que tenemos un 
pasivo ordinario de 354.581,68 euros (recordemos de nuevo que con la dación en pago de la vivienda 
se hubiera reducido a 230.000 euros aproximadamente). Pues bien para pagar el pasivo ordinario de 
354.581,68 euros con un ahorro mensual de 930 euros el matrimonio necesitaría casi 32 años y des-
pués debería pagar el pasivo subordinado. Esto no deja de ser una cadena perpetua que supera 
cualquier lógica y razón, máxime si tenemos en cuenta que según la LC la liquidación debe durar un 
año y no puedo archivar el procedimiento porque existe masa activa y porque un archivo supondría 
una lluvia insoportable de ejecuciones singulares contra los deudores que minaría no solo la poca 
masa activa embargable que existe sino también la vida de cualquiera, aumentándose infinitamente 
los intereses de demora de los créditos. Por ello llegados a este punto lo que tengo claro es que este 
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Por lo que se refiere al alcance de la exoneración debe destacarse que la 
Directiva 2019/1023, siguiendo la línea marcada por la sentencia del TJUE de 16 
de marzo de 201748, incluye el crédito público entre los créditos exonerables 
para el deudor49, sea cual sea la vía de acceso al beneficio. A la espera de la trans-
posición de la Directiva por la que se declaren exonerables los créditos de Dere-
cho público hay que poner de relieve una matización importante introducida 
por la STS de 2 de julio de 2019, al interpretar la exigencia acogida en la LC de 
que respecto a los créditos de Derecho público, la tramitación de las solicitudes 
de aplazamiento o fraccionamiento se regirá por lo dispuesto en su normativa 
específica. La Sala ha advertido que «la norma contiene una contradicción que 
es la que propicia la formulación del motivo tercero de casación. Por una parte, 
se prevé un plan para asegurar el pago de aquellos créditos (contra la masa y 
privilegiados) en cinco años, que ha de ser aprobado por la autoridad judicial, y 
de otra se remite a los mecanismos administrativos para la concesión por el 
acreedor público del fraccionamiento y aplazamiento de pago de sus créditos. 
Aprobado judicialmente el plan de pagos, no es posible dejar su eficacia a una 

procedimiento concursal no puede durar 32 años pero tampoco finalizará en uno… En consecuen-
cia, se ordena la liquidación y plan de pagos con arreglo a las siguientes reglas: 1. El administrador 
concursal deberá circularizar a los acreedores ordinarios para que faciliten un número de cuenta 
donde hacer los ingresos parciales en pago de sus créditos. Los que no faciliten el número de cuenta 
se les tendrá por renunciado en sus créditos. 2. El administrador concursal deberá proceder al pago 
a prorrata a los acreedores ordinarios con el importe ahorrado durante el procedimiento concursal 
(unos 22.000 euros aproximadamente que suponen un 6,7% del crédito ordinario), informando al 
juzgado del importe abonado a cada uno de ellos. 3. El administrador concursal deberá retener men-
sualmente a partir de la fecha de esta resolución el importe de 930 euros de los Ingresos mensuales 
de los cónyuges, que es la parte embargable que integra la masa activa para pago a los acreedores, que 
supone un ahorro anual de 11.160 euros. 4. Se prolonga liquidación durante un plazo de cinco años, 
transcurrido el cual se conseguirá pagar prácticamente el 25%, por lo que habiendo durado el con-
curso casi 8 años y pagado una cantidad razonable se valorará la posibilidad de archivar el procedi-
miento con cancelación de deudas. 5. Se prolonga al administrador concursal durante este plazo de 
cinco años -salvo que solicite el cese por resultarle excesivamente gravoso dada la falta de retribución 
durante este período de tiempo. 6. El administrador concursal deberá semestralmente presentar los 
Informes del art. 152 LC sobre la marcha de la liquidación y anualmente (cada 1 de abril de 2013, 
2014, 2015, 2016 y 2017) proceder al pago a prorrata del importe ahorrado durante ese periodo».

48	 Sobre el tema y las distintas posiciones doctrinales, Cuena Casas, M., «Crédito público y exo-
neración de deudas. A propósito de la sentencia del TJUE de 16 de marzo de 2017», en Revista de Derecho 
concursal y paraconcursal: Anales de doctrina, praxis, jurisprudencia y legislación, n.º 27, 2017, págs. 237-248.

49	 Lo que se deduce de la falta de inclusión de los créditos públicos en la enumeración del artí-
culo 23.4 de la directiva que dispone que «los Estados miembros podrán excluir algunas categorías 
específicas de la exoneración de deudas, o limitar el acceso a la exoneración de deudas, o establecer 
un plazo más largo para la exoneración de deudas en caso de que tales exclusiones, restricciones o 
prolongaciones de plazos estén debidamente justificadas, en los siguientes casos: a) deudas garantiza-
das; b) deudas derivadas de sanciones penales o relacionadas con estas; c) deudas derivadas de res-
ponsabilidad extracontractual; d) deudas relativas a obligaciones de alimentos derivadas de relacio-
nes de familia, de parentesco, de matrimonio o de afinidad; e) deudas contraídas tras la solicitud o la 
apertura del procedimiento conducente a la exoneración de deudas; y f) deudas derivadas de la 
obligación de pagar los costes de un procedimiento conducente a la exoneración de deudas».
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posterior ratificación de uno de los acreedores, en este caso el acreedor público. 
Aquellos mecanismos administrativos para la condonación y aplazamiento de 
pago carecen de sentido en una situación concursal. Esta contradicción hace 
prácticamente ineficaz la consecución de la finalidad perseguida por el art. 178 
bis LC (que pueda alcanzarse en algún caso la exoneración plena de la deuda), 
por lo que, bajo una interpretación teleológica, ha de subsumirse la protección 
perseguida del crédito público en la aprobación judicial. El juez, previamente, 
debe oír a las partes personadas (también al acreedor público) sobre las objecio-
nes que presenta el plan de pagos, y atender solo a aquellas razones objetivas que 
justifiquen la desaprobación del plan».

Por último, no puede dejar de mencionarse, aunque sea brevemente, una de 
las matizaciones incluidas por los tribunales que puede tener más importancia 
práctica respecto del mecanismo de segunda oportunidad: la procedencia de 
dejar al margen de la liquidación concursal la vivienda habitual del deudor50. 
Dicha excepción requiere que la hipoteca se encuentre al corriente de pago 
(aunque también creo posible la rehabilitación del crédito), debe tratarse de la 
vivienda habitual del deudor y el importe pendiente de pago, a los efectos de la 
cancelación de la garantía, debe ser mayor que el valor de la vivienda en el mer-
cado. La clave se encuentra, por tanto, en tres elementos: el valor de la vivienda, 
la deuda hipotecaria que queda por pagar, y que dicha vivienda sea residencia 
habitual del deudor. En este sentido, con fecha 15 de junio de 2016, los Jueces 
de lo Mercantil, junto con los del Juzgado de Primera Instancia 50 de Barcelona, 
emitieron un comunicado de unificación de criterios en cuanto a la aplicación 

50	 En el Auto 138/15, de 15 de abril de 2015, del Juzgado mercantil núm. 10 de Barcelona, al 
declararse el concurso se encontraba al corriente de pago el préstamo con garantía hipotecaria de la 
vivienda habitual de los deudores. Tras la apertura del procedimiento, la administración concursal 
verificó que las cuotas, de importe mensual muy razonable, eran perfectamente asumibles con cargo 
a los ingresos (pensiones de jubilación) del matrimonio concursado, por lo que decidió seguir 
abonando las cuotas del préstamo hipotecario a su vencimiento con cargo a la masa (art. 155.2. LC) 
Al hacerlo, resultó determinante constatar que, en caso de realización, el valor de la vivienda habría 
sido claramente insuficiente para cubrir toda la deuda pendiente. Incluso una vez abierta la fase de 
liquidación (ya que la propuesta anticipada de convenio no reunió los apoyos necesarios), la 
administración concursal mantuvo la opción del pago de la hipoteca. El Juzgado mercantil, no solo 
permitió el pago con cargo a la masa, sino que, al aprobar el plan de liquidación, acordó, a petición 
de la administración concursal, suspender de forma indefinida la venta o realización forzosa de la 
vivienda en el seno del procedimiento concursal. «La novedad radica, pues, en que se evitó la venta 
antieconómica de la vivienda y, a la vez, se permitió a los deudores el acceso al beneficio de la 
exoneración del pasivo ordinario insatisfecho, a pesar de que el crédito con privilegio especial, 
reconocido en el concurso, no había sido satisfecho en su totalidad dentro del procedimiento; y ello en 
base a que dicho crédito se podía satisfacer, con total normalidad, fuera del concurso, habida cuenta la 
de capacidad de pago y solvencia restaurada de los deudores, una vez reducida la deuda excesiva 
gracias al concurso». Grasa, D., «El concurso de persona física, exoneración de pasivo y vivienda 
habitual. Una solución para dotar al mecanismo de segunda oportunidad de mayor efectividad. 
Comentario al Auto 138/15, de 15 de abril de 2015, del Juzgado mercantil núm. 10 de Barcelona y a 
la solución adoptada en dicho procedimiento en torno al contrato de préstamo hipotecario», en 
Anuario de Derecho concursal y paraconcursal, parte jurisprudencia, núm. 36, 2015.
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del mecanismo de exoneración del pasivo insatisfecho, en el que se establece, en 
su apartado III.12 que: «Se podrá valorar que no sea necesario, para acordar la 
exoneración, que los bienes y derechos sujetos al pago de créditos con privilegio 
especial sean objeto de realización, siempre y cuando conste que se está aten-
diendo su pago con cargo a la masa, que se pueden abonar todos los créditos 
contra la masa, y que el valor de la garantía es superior al valor razonable del 
bien sobre el que está constituido la garantía51».

IV. LA EXTENSIÓN AL CÓNYUGE DEL BENEFICIO DE EXONERACIÓN 
DEL ACTIVO INSATISFECHO

La extensión del beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho en favor 
del cónyuge no concursado está prevista en el artículo 178 bis.5.2 LC. Conforme 
con esta norma, «si el concursado tuviere un régimen económico matrimonial 
de gananciales u otro de comunidad y no se hubiere procedido a la liquidación 
de dicho régimen, el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho se 
extenderá al cónyuge del concursado, aunque no hubiera sido declarado su 
propio concurso, respecto de las deudas anteriores a la declaración de concurso 
de las que debiera responder el patrimonio común».

El «único» presupuesto de la extensión no es la no disolución del consorcio, 
el presupuesto es que no se haya procedido a la liquidación del régimen de 
comunidad52. El problema se encuentra en que, como vimos, la solicitud de la 
disolución ante el Juez del concurso conlleva la formación de pieza separada 
para proceder a la liquidación, lo que dada la necesidad de coordinación con el 
procedimiento concursal, debe realizarse con carácter previo a la fase de conve-
nio o liquidación. Por lo cual, la petición de disolución llevaría aparejada nece-
sariamente la imposible extensión al cónyuge de la exoneración.

51	 No obstante, tal criterio ha sido objeto de críticas. «Se trata de un criterio dudoso por dos 
razones. Técnicamente, puesto que las facultades que confiere a la administración concursal el art. 
155.2 LC no deberían evitar la liquidación del bien. Teleológicamente, puesto que el bienintenciona-
do propósito de que el deudor conserve su vivienda habitual bien puede resolverse finalmente en su 
contra, escapando el acreedor privilegiado especial a los efectos de la exoneración». Pastor Martí-
nez, E., «El mecanismo de segunda oportunidad y su (previsible aplicación judicial», en REFOR. Re-
vista, núm. 46, noviembre de 2016, págs. 17 y ss., pág. 20.

52	 Así parece confirmarlo la propuesta de Real Decreto Legislativo por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley Concursal, de 6 de marzo de 2017 (redactado por la Ponencia especial de la Sección 
de Derecho mercantil de la Comisión General de Codificación), que al establecer en su artículo 500, los 
efectos de la exoneración respecto de los bienes conyugales comunes, señala en su párrafo 1, que «si el 
régimen económico del matrimonio el deudor fuera el de sociedad de gananciales o cualquier otro de 
comunidad de bienes, la exoneración beneficiará a los bienes comunes respecto de los créditos anteriores 
a la declaración de concurso frente a los que debieran responder esos bienes, aunque el otro cónyuge no 
hubiera sido declarado en concurso». Añade el párrafo 2, que «la misma regla será de aplicación a los 
bienes de la sociedad o comunidad conyugal ya disuelta en tanto no haya sido liquidada».
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Ello lleva a plantear si la opción por la disolución es la más aconsejable o si, 
por el contrario, conviene optar por la no disolución, o por diferir la solicitud 
de disolución a un momento posterior53, si interesa la extensión del beneficio de 
exoneración al cónyuge del concursado.

No hay duda en que tal opción interesa en algunas situaciones.

Interesa en el supuesto en que simple y llanamente el concurso y el consorcio 
carezcan de bien alguno que liquidar, ni privativo ni consorcial, por insuficiencia de 
bienes o porque estos sean inembargables. En tal caso, la conclusión del concurso se 
decretará por el Juez, la sociedad conyugal permanecerá vigente y la eventual obten-
ción de bienes en un futuro, quedará resguardada de la agresión de los acreedores 
como consecuencia de la extensión del beneficio de exoneración obtenido.

Algo parecido ocurrirá cuando todas las deudas sean comunes y la responsa-
bilidad del patrimonio común y de los patrimonios de los dos cónyuges y, ade-
más, el cónyuge del concursado carezca de remuneración y no haya realizado ni 
realice aportación alguna al consorcio. En tal supuesto, resultará indiferente que 
se proceda a la liquidación, por cuanto la misma carecerá de efectos prácticos. 
Pero sí les puede interesar obtener la extensión del beneficio de la exoneración. 

Los problemas se plantean en dos supuestos, como sucede cuando el otro 
cónyuge tiene ingresos o rendimientos de bienes propios que se integrarán 
como bienes comunes en la masa activa del concurso, y, en segundo lugar, 
cuando hay bienes privativos del deudor concursado y bienes comunes, y deu-
das privativas del cónyuge concursado que son responsabilidad del patrimonio 
común. En los dos supuestos se plantea la necesidad de salvaguardar los inte-
reses del cónyuge del concursado evitando que sus ingresos se integren en la 
masa activa del concurso, y velando porque las deudas privativas de su cónyuge 
no se hagan efectivas sobre bienes comunes sin agredir previamente los bienes 
privativos de este.

53	 El cónyuge no concursado podría ejercitar la opción de disolución, tras la formación de las 
masas activa y pasiva (el inventario y la lista de acreedores), el informe de la administración concursal y 
la apertura de las fases de convenio o de liquidación en las que se ha puesto de manifiesto que, pagadas 
las deudas comunes del concursado con cargo a los bienes comunes y habiendo bienes de este tipo so-
brantes, no hay suficientes bienes privativos para hacer frente a las deudas privativas, por lo que para 
satisfacer a los acreedores privativos restantes hay que recurrir, subsidiariamente, a los bienes comunes 
remanentes. Por tanto, se sigue el procedimiento concursal y los resultados del convenio o la liquida-
ción concursal se tienen en cuenta al hacer la liquidación de la comunidad conyugal, cuyos resultados 
se sumarán a lo ya decidido en el concurso. La consecuencia, como señala Serrano «es que pedida la 
disolución de la comunidad matrimonial por esta causa, el procedimiento concursal se suspende en lo 
relativo al pago de las deudas privativas pendientes porque, no habiendo bienes privativos suficientes, 
antes que pagar con los bienes comunes remanentes hay que proceder a su liquidación conforme a las 
reglas de la comunidad conyugal. Solo si pagados los acreedores comunes del cónyuge no concursado 
y hechos los reintegros a los patrimonios privativos aún quedan bienes comunes para repartir, podrán 
intentar cobrar los acreedores privativos del concursado sobre los que le hayan sido adjudicados a él». 
Serrano García, J. A., «Concurso de acreedores y regímenes…», op. cit.
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Es en estos casos cuando se debe sopesar la posibilidad de no solicitar la disolu-
ción, o de retrasar la solicitud. La decisión pasa por hacer un balance de las ventajas 
que se obtienen por la disolución del consorcio y de las ventajas que se obtendrían 
en su caso por la exoneración, partiendo en todo caso, de que en el supuesto con-
creto concurren los presupuestos o requisitos para su obtención (no tiene ningún 
sentido si, por ejemplo, existen indicios para creer que el concurso sea calificado 
como culpable, no se ha intentado seriamente un acuerdo extrajudicial de pagos…).

De lo dicho hasta ahora resulta que es imposible dar una respuesta única a esta 
cuestión pues todo dependerá de las circunstancias que concurran en cada caso 
concreto. Sí puede ser interesante, examinar la posición del cónyuge del concursado 
si no se solicita la disolución y la liquidación del consorcio durante la primera fase 
del concurso tanto en el seno del consorcio como dentro del proceso concursal.

1. 	La posición del cónyuge del concursado que no solicita  
la disolución en el seno del consorcio. Reglas de gestión

Si no se solicita la disolución, el consorcio continúa con la adaptación de las 
normas de gestión del consorcio a la nueva situación creada por la declaración 
del concurso del otro cónyuge pues, declarado el concurso de persona casada, 
las reglas de administración y disposición de los bienes comunes y privativos de 
los cónyuges siguen siendo, hasta la disolución de la comunidad conyugal, las 
previstas en su respectivo régimen económico matrimonial. 

Para el consorcio conyugal aragonés hay que atender a lo dispuesto en los arts. 227 
a 243 CDFA en tanto sean aplicables a la nueva situación. No serán de aplicación las 
normas que prevén que el cónyuge pueda pedir al Juez que prive al otro en todo o en 
parte de sus facultades de gestión individual por haber puesto en peligro repetidamen-
te la economía familiar. Del mismo modo, la declaración de concurso tampoco se 
puede equiparar a la imposibilidad de gestionar el patrimonio común, por lo que el 
cónyuge del concursado no puede pedir al Juez que se la confiera a él solo54. 

En caso de declaración de concurso de uno de los cónyuges, sí serán de apli-
cación, por el contrario, las previsiones ad hoc de la Ley Concursal, que permite 
limitar (interviniendo o sustituyendo) «las facultades del concursado de adminis-
tración y disposición sobre los bienes, derechos y obligaciones que hayan de 
integrarse en el concurso y, en su caso, a las que correspondan al deudor de (en) 
la sociedad o comunidad conyugal» (art. 40.6 LC).

La intervención supone que el deudor conserva las facultades de administra-
ción y disposición sobre su patrimonio, quedando sometido el ejercicio de estas a 
la intervención de la administración concursal, mediante su autorización o confor-
midad (art. 40.1 LC). La intervención corresponde, en principio, al concurso 

54	 Serrano García, J. A., «Concurso de acreedores y regímenes…», op. cit.
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voluntario, pues, en caso de concurso necesario, se suspenderá el ejercicio por el 
deudor de las facultades de administración y disposición sobre su patrimonio, 
siendo sustituido por la administración concursal (art. 40.2 LC). No obstante, 
conforme dispone el apartado 3 del art. 40, el juez podrá acordar la suspensión en 
caso de concurso voluntario o la mera intervención cuando se trate de concurso 
necesario. En ambos casos, deberá motivarse el acuerdo señalando los riesgos que 
se pretendan evitar y las ventajas que se quieran obtener. Del mismo modo, se 
prevé que, a solicitud de la administración concursal y oído el concursado, el juez, 
mediante auto, pueda acordar en cualquier momento el cambio de las situaciones 
de intervención o de suspensión de las facultades del deudor sobre su patrimonio 
(art. 40.4 LC). Es posible también que el Juez combine la intervención y la suspen-
sión (por ejemplo, intervención en el ejercicio de la facultad de administración y 
suspensión en el ejercicio de la facultada de disposición)55.

La limitación del ejercicio de las facultades de administración y disposición 
constituye uno de los pronunciamientos del auto de declaración de concurso 
(art. 21.1.2.º LC)56, que «producirá sus efectos de inmediato» y «será ejecutivo 
aunque no sea firme» (art. 21.2 LC)57. De todos modos, el juez puede adoptar las 
mismas medidas en el momento previo de admisión a trámite de la solicitud si 
las considera necesaria para asegurar el patrimonio concursal. Si bien, la limita-
ción de facultades en ningún caso tiene carácter retroactivo58.

El ámbito de la intervención o de la suspensión se concreta en el párrafo 6 del 
art. 40 LC. Abarca las facultades de administración y disposición sobre los bienes, 
derechos y obligaciones que han de integrarse en el concurso. Por tanto, habrá 
que entender, que la intervención o suspensión abarca las facultades de adminis-

55	 Sobre todas estas cuestiones, vid. Martínez Florez, A.: «Comentario artículo 40», en Rojo, 
A. y Beltrán, E., Comentario de la Ley Concursal, Civitas, Madrid, 2004, pág. 771 y ss.

56	 Señala la jurisprudencia que es de reseñar que el Auto declarando el concurso tiene una impor-
tancia capital dentro del procedimiento concursal, hasta el extremo de que puede considerarse como re-
solución de referencia para todos los efectos que el concurso produce. Sus efectos se inician con la firma 
de la resolución, y aún cuando es cierto que el deudor, en el concurso voluntario, conserva la posesión y 
las facultades de administración y disposición, sometiéndose a la intervención de la administración con-
cursal, también lo es que en ausencia de administración concursal y hasta la aceptación de los administra-
dores concursales, el deudor podrá realizar los actos propios de su tráfico o giro que sean imprescindibles 
para la continuación de su actividad, siempre que se ajusten a las condiciones normales del mercado (art. 
44.2 LC). SAP Salamanca (Sección 1) de 9 de mayo de 2011 (Sentencia núm. 201/2011).

57	 Las limitaciones operan desde la fecha del auto, no desde su notificación al deudor o la acep-
tación de la Administración Concursal,… lo relevante es la fecha del auto que declara el concurso y 
establece los efectos sobre las facultades patrimoniales del deudor (en este caso de suspensión y sus-
titución por la administración concursal), como deriva del art. 21.2 LC, que establece que dicho auto 
«producirá sus efectos de inmediato» y «será ejecutivo aunque no sea firme». SAP Barcelona (Sección 15) 
de 1 de marzo de 2012 (Sentencia núm. 83/2011). En el mismo sentido, SAP Salamanca, (Sección 1) 
de 9 de mayo de 2011 (Sentencia núm 201/2011).

58	 Parra Lucán, M.ª A., Persona y patrimonio en el concurso de acreedores, Civitas-Thomsom-Reuters, 
Pamplona, 2009, pág. 169.
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tración de los bienes comunes, que se integran siempre en el concurso, y las facul-
tades de administración y disposición de sus bienes privativos. Como afectará la 
existencia de las limitaciones del concursado en la gestión de tales bienes, depen-
derá de las reglas de gestión por las que se rija el concreto consorcio.

A.	 Incidencia de las limitaciones de las facultades de administración y disposición  
del cónyuge concursado en caso de que existan pactos de gestión entre los cónyuges

Si los cónyuges han pactado las reglas de gestión de consorcio en capítulos 
válidos (art. 229.2 CDFA), habrá que atender a su contenido. En tales casos, será 
especialmente relevante la existencia de pactos que otorguen la gestión del con-
sorcio a algunos de los cónyuges.

Si el encargado de la gestión según las capitulaciones otorgadas es el cónyuge 
declarado en concurso, que por pactos ostenta las facultades de administración y 
gestión de los bienes más relevantes del patrimonio común, esta atribución permi-
tiría que la administración concursal, mediante el régimen de intervención o sus-
pensión adoptado, tuviera el control de la gestión de los bienes comunes.

Más problemas se plantea cuando en capitulaciones matrimoniales válidas, se 
hubiese pactado la atribución de las facultades de administración y disposición al 
cónyuge del concursado, (sea de los comunes sea incluso de los bienes privativos 
del propio concursado) pues tal pacto supondría que la gestión de los bienes con-
sorciales quedaría, de hecho, fuera del control de la administración concursal. 
Señala Parra que si el pacto de gestión fue adoptado durante los dos años anterio-
res al concurso, la administración concursal podrá valorar la oportunidad de ejer-
citar una acción de rescisión de conformidad con lo previsto en los art. 71 y ss. de 
la Ley Concursal, con la finalidad de que se declarara sobre su ineficacia59.

B.	 Incidencia de las limitaciones de las facultades de administración y disposición  
del cónyuge concursado en defecto de pactos de gestión

En defecto de pactos válidos, la gestión de los bienes comunes existentes, y 
de los que se vayan generando durante el concurso, se regirán por las reglas de 
los arts. 230 y ss. CDFA. Es por tanto necesario acomodar tales reglas a la situa-
ción que supone la limitación de las facultades de uno de los cónyuges por efec-
to del concurso, teniendo en cuenta que será necesario distinguir los supuestos 
en los que se permite la actuación separada de los cónyuges de aquellos otros en 
que es precisa la actuación conjunta de ambos.

Para los actos que, al amparo de lo dispuesto en los arts. 230, 231 y 232 CDFA, 
cada cónyuge puede realizar de forma separada (ya sea actuación indistinta o dis-
junta), y que realice el cónyuge del concursado, en la medida en que los mismos 

59	 Parra Lucán, M.ª A., «Concurso de acreedores y consorcio conyugal…», op. cit., pág. 146.
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pueden afectar a la composición de la masa activa, habrá que distinguir entre las 
actuaciones que implican actos de administración o actos de disposición. Tratán-
dose de actos de administración ordinaria, modificaciones inmobiliarias y defensa 
judicial o extrajudicial, no parece que existan impedimentos para admitir la actua-
ción individual del cónyuge del concursado. No ocurre lo mismo cuando se trate de 
actos de disposición para atender necesidades personales o familiares (art. 230 d), 
actos de disposición incluidos en el tráfico habitual de la profesión o negocio del 
cónyuge del concursado (art. 231.1), y actos de disposición a título oneroso de 
dinero, valores mobiliarios, derechos de crédito y cualesquiera otros bienes mue-
bles que figuren a su nombre exclusiva o indistintamente, o se encuentren en su 
poder (art. 231.1). En tales casos, es aconsejable la autorización judicial en aplica-
ción de dispuesto en el art. 43.2 LC60. 

Para los actos que cada cónyuge puede realizar de forma separada (ya sea 
actuación indistinta o disjunta), y que realice el cónyuge concursado, habrá que 
estar al régimen de limitación de facultades patrimoniales acordado conforme al 
art. 40 LC. Si lo decretado es la intervención, precisará la autorización o confor-
midad de la administración concursal, y, si lo decretado es la suspensión, será la 
administración concursal la legitimada para la realización de tales actos. 

Por otro lado, tratándose de actos de defensa judicial o extrajudicial (art. 230 c), 
hay que tener en cuenta que el art. 54 de la Ley Concursal establece que en caso 
de suspensión de las facultades de administración y disposición del deudor, 
corresponderá a la administración concursal la legitimación para el ejercicio de 
las acciones de índole no personal. Para el ejercicio de las demás acciones com-
parecerá en juicio el propio deudor, quien precisará la conformidad de los 
administradores concursales para interponer demandas o recursos, allanarse, 
transigir o desistir cuando la materia litigiosa pueda afectar a su patrimonio. Si 
por el contrario lo decretado es la intervención, el deudor conservará la capaci-
dad para actuar en juicio, pero necesitará la conformidad de la administración 
concursal para interponer demandas o recursos que puedan afectar a su patri-
monio. Si la administración concursal estimara conveniente a los intereses del 
concurso la interposición de una demanda y el deudor se negara a formularla, 
el juez del concurso podrá autorizar a aquella para interponerla (art. 54.2 LC). 

Cuando se trate de actos de disposición, procede, como ya se ha señalado, solici-
tar la autorización judicial, teniendo en cuenta que la legitimación para la solicitud 
corresponde a la administración concursal, nunca al deudor61. Como excepción, el 

60	 Art. 43.2 LC: «Hasta la aprobación judicial del convenio o la apertura de la liquidación, no se 
podrán enajenar o gravar los bienes y derechos que integran la masa activa sin autorización del juez». 
En este sentido Parra Lucán señala que si no se solicitara la previa autorización judicial, los terceros 
quedarán expuestos al ejercicio de una acción de impugnación por parte de la administración con-
cursal, lo que ciertamente debería desaconsejar contratar con el cónyuge no concursado. Parra Lu-
cán, M.ª A., «Concurso de acreedores y consorcio…», op. cit., pág. 144.

61	 Auto JM-1 Madrid, de 27 de abril de 2005.
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art. 44 LC permite que la administración concursal autorice al concursado para 
realizar determinados actos u operaciones propias del giro o tráfico que le permitan 
continuar su actividad profesional o empresarial con ciertos requisitos62.

Cabe preguntarse si el cónyuge del concursado puede oponerse a los actos 
realizados por la administración concursal, sobre todo en relación con los actos 
de disposición que requieren autorización judicial. Teniendo en cuenta lo pre-
visto en el art. 188 LC la respuesta parece ser afirmativa63 en la medida en que el 
párrafo 2 de dicho artículo dispone que «de la solicitud de autorización judicial 
se dará traslado a todas las partes que deben ser oídas» (en las que deberá 
incluirse el cónyuge del concursado cuando el acto de disposición se refiera a 
bienes comunes) y que podrán formular alegaciones. El juez resolverá mediante 
auto, contra el que solo cabe recurso de reposición (art. 188. 3. LC).

Por último, para los actos sobre los bienes comunes que requieran la actuación 
conjunta de los cónyuges (art. 233 CDFA), será preciso el consentimiento los dos 
cónyuges y que haya posterior autorización de la administración concursal, si lo 
decretado es la intervención. Si lo acordado es la suspensión, parece que la decisión 
deberá adoptarse por el cónyuge no concursado y la administración concursal.

Los actos del deudor que infrinjan las limitaciones establecidas conforme al 
artículo 40 LC «solo podrán ser anulados64 a instancia de la administración con-

62	 «El artículo 44.2.2, de la Ley ya citado dispone una primera regla que ha de entenderse bási-
ca, como es la que en caso de intervención, con el fin de facilitar la continuación de la actividad 
profesional o empresarial del deudor, a la administración concursal corresponderá determinar los 
actos u operaciones propios del giro o tráfico de aquella actividad que, por razón de su naturaleza o 
cuantía, quedan autorizados con carácter general, estableciéndose a después, a modo de excepción, 
que el Juez que hubiese declarado el concurso será el competente para adoptar las medidas cautela-
res que considere necesarias, y a continuación, a modo de nueva excepción, se permite al deudor 
practicar determinadas actividades, pero con un carácter fuertemente restrictivo, pues por un lado se 
refiere al momento temporal señalando que dicha autorización solo ha de ser válida «Hasta la acep-
tación de los administradores concursales», y por otro limitando con claridad el contenido de dicha 
actividad, al exigir un triple requisito, como es: A) Que sean actos propios de su giro o tráfico, B) Que 
sean imprescindibles para la continuación de la actividad empresarial, y C) Que además se han de 
ajustar a las condiciones normales de tráfico, siendo requisitos los tres invocados, de concurrencia 
absolutamente necesaria, además con aquel carácter de constituir excepción de una excepción». SAP 
Zaragoza (sección 5) de 26 de diciembre de 2007. En el mismo sentido, SAP Barcelona (Sección 15) 
de 30 de marzo de 2010 (Sentencia núm. 411/2009).

63	 En este sentido, Parra Lucán, M.ª A., «Concurso de acreedores y consorcio…», op. cit., pág. 148.
64	 Sobre la naturaleza de la acción del art. 40.7 LC: «los actos realizados por el deudor, sin la 

intervención o confirmación de los administradores del concurso, no son nulos sino anulables» como 
dispone la SAP Madrid (Sección 28) de 19 de junio de 2009 (Sentencia núm. 167/2009). Sobre el 
régimen aplicable a la acción: «No hay regulación expresa en la Ley Concursal para el caso de que 
proceda esta acción de anulación. No puede aplicarse la del art. 73 LC, como se pretende, pues es 
propia de las acciones rescisorias, de distinta naturaleza. De ahí que se recurra a la previsión general 
que en casos de nulidad establece el art. 1303 del Código civil», SAP Álava de 9 de abril de 2010 
(Sentencia núm. 163/2010. Por su parte, la SAP Barcelona (Sección 15) 30.03.2010 (Rollo 411/2009) 
en su FJ CUARTO señala que «las consecuencias de la nulidad de tales contratos de cesión de crédito 
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cursal y cuando esta no los hubiese convalidado o confirmado65 (art. 40.7 LC)». 
Se trata de una legitimación exclusiva de la administración concursal66, no cabe, 
por tanto, que la acción de anulabilidad sea ejercitada por el otro cónyuge ni por 
terceros que puedan verse afectados por el acto67. No se requiere tampoco que 
el acto produzca un resultado lesivo o perjudicial para la masa68.

Más problemas se plantean cuando tales actos son realizados por el cónyuge 
del concursado, dado que el párrafo 7 del art. 40 LC se refiere exclusivamente a 
los actos del concursado, con lo cual se excluye la posibilidad de que la adminis-
tración ejercite la acción de anulación en estos casos. Existe tal conflicto, por 
ejemplo, cuanto el cónyuge del concursado realiza actos de disposición a título 
oneroso o gratuito que requieren la actuación conjunta de ambos cónyuges, 

son las previstas para la anulabilidad en los arts. 1303 y ss. del Código civil, que integran la previsión 
contenida en el art. 40.7 LC». SAP Barcelona (Sección 15) de 30 de marzo de 2010 (Rollo 411/2009). 
En el mismo sentido, SAP Pontevedra 10 de diciembre de 2010 (Sentencia núm. 598/2010).

65	 A la convalidación y confirmación se refieren varias sentencias. «La confirmación o con
validación del acto se entenderá producida bien de forma expresa, bien de forma tácita cuando la 
administración concursal, conociendo la causa de la anulabilidad, actúa de modo que implique la 
renuncia a la acción». SAP Salamanca (Sección 1) de 9 de mayo de 2011 (Sentencia núm. 201/2011). 
SAP Barcelona (Sección 15) de 18 de septiembre de 2013 (Sentencia núm. 338/2013).

66	 «Solo a la voluntad de la Administración concursal le corresponde optar bien por el ejercicio 
de la acción de anulación cuya legitimación le viene encomendada en exclusiva por el art. 4 LC o bien 
por la convalidación o confirmación del acto si así lo entiende oportuno, siendo el Juzgado del con-
curso el que asume y despliega su jurisdicción exclusiva y excluyente para conocer de la irregular sa-
lida de bienes y derechos del patrimonio de la concursada (art. 86 ter núm. 1 LOPJ), por tanto no la 
tiene motu proprio la entidad ahora apelada que, por ello, ha de proceder a la devolución de lo adeu-
dado en la cuenta de los concursados». SAP Pontevedra 10 de diciembre de 2010 (Sentencia núm. 
598/2010). En el mismo sentido, SAP Madrid (Sección 13) de 25 de enero de 2013 (Sentencia  
núm. 12/2013); SAP Madrid (Sección 28) de 19 de junio de 2009 (Sentencia núm. 167/2009).

67	 Ahora bien, respecto de terceros hay que tener en cuenta que cualquier acreedor y quien 
haya sido parte en la relación contractual afectada por la infracción puede requerir de la administra-
ción concursal que se pronuncie acerca del ejercicio de la correspondiente acción o de la convalida-
ción o confirmación del acto (art 40.7 LC). En este sentido señala la jurisprudencia que «el acreedor 
puede exigir a la administración concursal que se pronuncie sobre el ejercicio de la acción de nulidad 
o sobre la confirmación o convalidación del acto. Es una posibilidad que la ley otorga al acreedor 
para su propia seguridad, pero no es una obligación». SAP Madrid (Sección 28) de 19 de junio de 
2009 (Sentencia núm. 167/2009). En el mismo sentido, SAP Zaragoza (Sección 5) de 26 de diciem-
bre de 2007. 

68	 «Cabe señalar que el remedio de ineficacia diseñado por el legislador mediante la acción de 
anulación en defensa de los intereses de la masa aparece desconectado de cualquier resultado de 
perjuicio efectivo para la masa activa, estando por lo tanto exonerada la acción de anulación de la 
carga de alegación y prueba en tal sentido, bastando para su ejercicio la simple realidad del quebran-
to por la concursada de los límites legales establecidos a propósito de las facultades de disponer o 
administrar su patrimonio, pues lo realmente relevante vendrá dado por la salida de bienes o dere-
chos de la masa activa mediante una operación no consentida por la Administración concursal en 
cuanto que único órgano con capacidad discrecional y soberana para decidir en cada momento los 
actos de administración y disposición que convienen a la mejor tutela de la masa activa del concurso 
(art. 1923 LC)». SAP Pontevedra de 10 de diciembre de 2010 (Sentencia núm. 598/2010).
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pero que el cónyuge del concursado realiza sin el consentimiento del cónyuge 
concursado y sin la autorización de la administración concursal (si se decretó 
intervención), o sin el consentimiento de la administración concursal si se acor-
dó la suspensión. Entiendo que, en tales casos, la administración concursal 
podría ejercitar las acciones establecidas en la normativa de gestión del consor-
cio en defensa de los intereses comunes contra la actuación individual de uno de 
los cónyuges69. Entre ellas deben incluirse las reglas de rescisión por fraude (art. 
236 CDFA), y las que sancionan la inoponibilidad de los actos de disposición a 
título oneroso de bienes comunes realizados por uno solo de los cónyuges que 
requieren actuación conjunta (art. 235 CDFA) y la nulidad absoluta de las dispo-
siciones a título gratuito de los mismos bienes (art. 237 CDFA).

2.	 La posición del cónyuge del concursado que no solicita  
la disolución en el seno del concurso

Pese a que existe una laguna en la LC en relación a la situación del cónyuge del 
concursado (en materia de emplazamientos, notificaciones y audiencias)70, este 
puede intervenir en el concurso y oponerse a la actuación de la administración 
concursal al formular la lista de acreedores, conformar la masa activa del concurso 
(si, por ejemplo bienes privativos suyos son tratados como bienes comunes) o la 
masa pasiva (si deudas privativas del cónyuge del concursado son tratadas como 
comunes o si bienes comunes van a responder de deudas privativas del concursado 
que no pueden pagarse hasta haber pagado a los acreedores comunes)71. 

En todo caso, el cónyuge del concursado puede defenderse cuando en el 
concurso van a responder bienes comunes por deudas privativas del concursado 
(artículo 225 CDFA)72, si bien, esta oposición en cuanto puede suponer liquida-

69	 En este sentido, Parra señala que «tales acciones pueden incluirse entre los mecanismos que 
tiene la administración concursal para controlar la gestión del cónyuge no concursado, entre los que 
se incluyen la posibilidad de exigirle información periódica sobre la gestión del patrimonio común y 
sobre los resultados de su profesión y negocio, y el ejercicio de las acciones para defender los intere-
ses comunes en caso de actuación individual del consorte, que la administración deberá ejercitar 
conforme a lo dispuesto en el art. 54.f LC». Parra Lucán, M.ª A., «Concurso de acreedores y consor-
cio…», op. cit., pág. 145.

70	 Sobre el tema, Cabanas Trejo, R., «Régimen de gananciales y concurso de la persona física», 
Ed. Bosch, Barcelona, 2013, págs. 40 y ss.

71	 Serrano García, J. A., «Concurso de acreedores y regímenes forales…», op. cit., pág. 105.
72	 Artículo 225 CDFA. Ejecución sobre bienes comunes por deudas privativas. 1. Cuando en una ejecu-

ción sobre bienes comunes, seguida a causa de deudas distintas de las enunciadas en el artículo 219, 
el cónyuge del deudor quiera, en el procedimiento previsto por la Ley de enjuiciamiento civil para la 
ejecución en bienes gananciales, hacer valer su derecho a que quede a salvo el valor que en el patri-
monio común le corresponde, podrá pedir la liquidación del mismo al exclusivo fin de constatar el 
valor que ha de quedarle a salvo, sin disolución del consorcio. En este caso, la ejecución proseguirá 
tan pronto se constate la existencia de bienes que sobrepasen el valor que ha de quedar a salvo y solo 
sobre aquellos bienes, alzándose en todo caso el embargo sobre los demás. 2. El cónyuge del deudor 
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ción de un bien, aunque no se disuelva el consorcio, podrá cerrar el paso a la 
extensión del beneficio de la exoneración.

Por otro lado, recordemos que constituyen la masa activa del concurso los 
bienes y derechos integrados en el patrimonio del deudor a la fecha de la decla-
ración de concurso y los que se reintegren al mismo o adquiera hasta la conclu-
sión del procedimiento (art. 76 LC), esto es, «comprenderá los bienes y dere-
chos propios o privativos del concursado», y «los bienes gananciales o comunes 
cuando deban responder de las obligaciones del concursado» (art. 77.1 y 2 LC). 

Por tanto, si no se disuelve el consorcio, las rentas que se generen por el cón-
yuge del concursado (derivadas del trabajo, del ejercicio profesional, de pensio-
nes u otras retribuciones) así como los rendimientos de sus bienes privativos que 
se generen hasta la conclusión del procedimiento, se integrarán en la masa 
activa del concurso. Pero siendo que parte de estas retribuciones son inembarga-
bles73 y que con cargo a la masa activa se fijan los alimentos del concursado, y, en 
su caso, con cargo a la masa se puede pagar la hipoteca que grava la vivienda 
habitual, puede que no estemos, atendidas las circunstancias del caso concreto, 
con un argumento a favor de la petición de la disolución.

Por otro lado, dado que en la formación del inventario de la masa activa, «se 
incluirán la relación y el avalúo de los bienes y derechos privativos del deudor 
concursado, así como las de los bienes y derechos gananciales o comunes, con 
expresa indicación de su carácter», los bienes privativos del cónyuge del concur-
sado quedan fuera del proceso concursal.

No se incluyen sus bienes privativos pero sí pueden incluirse sus acreedores pri-
vativos, pues, en la lista de acreedores, que incluirá «todos los acreedores del deudor, 
ordinarios o no, cualquiera que sea su nacionalidad y domicilio», se advierte que en 
caso de concurso de persona casada en régimen de gananciales o cualquier otro de 
comunidad de bienes, «se integrarán en la masa pasiva los créditos contra el cónyu-
ge del concursado, que sean, además, créditos de responsabilidad de la sociedad o 
comunidad conyugal» (art. 49 LC), si bien, indicando respecto de tales créditos 
frente al cónyuge que solo podrán hacerse efectivos sobre el patrimonio común (art. 
86.4 LC). Por otro lado, conviene recordar que la inclusión de tales créditos en el 
procedimiento concursal paraliza las ejecuciones fuera del ámbito del concurso74.

podrá también optar por la disolución del consorcio y división de los bienes comunes. Producida la 
disolución, el matrimonio se regirá por el régimen de separación de bienes. 

73	 Artículo 607 y ss. de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
74	 Con las consecuencias mencionadas en la Resolución de 13 de octubre de 2016, de la Dirección 

General de los Registros y del Notariado, en el recurso interpuesto contra la nota de calificación del 
registrador de la propiedad de Zaragoza n.º 9, por la que se deniega una anotación de embargo seguido 
contra el cónyuge de una persona declarada en concurso. Los defectos que, a juicio del registrador, 
adolecía el documento presentado, era que el mandamiento debería haber sido expedido por el Juzga-
do de lo Mercantil conocedor del concurso y que, además, debería haberse notificado al cónyuge del 
embargado y a la administración concursal. El documento se retiró y fue objeto de una nueva presenta-
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No obstante, en todo caso, conviene recordar que si no hay disolución no se sal-
vaguarda la parte de los gananciales que le corresponde de la responsabilidad por las 
deudas privativas del concursado (salvo que se opongan por la vía del art. 225 CDFA), 
y, que deberá concurrir con el resto de los acreedores para cobrar sus créditos por los 
eventuales reembolsos, siendo que tales créditos pueden calificarse como subordina-
dos, tendrá difícil el cobro, pues, sin hay disolución y adjudicación del bien, será muy 
difícil que salga adelante el ejercicio de un eventual derecho de separación.

La decisión del cónyuge puede depender, por tanto, de los beneficios que 
obtenga con la exoneración.

ción el día 27 de abril de 2016, acompañando al mandamiento originario una diligencia de ordenación 
del mismo Juzgado haciéndose constar que se ha notificado al esposo concursado de la ejecutada y al 
administrador concursal. Desde el Registro se advirtió, el día 6 de mayo de 2016, que el mandamiento 
debe proceder del Juzgado en el que se tramita el concurso del cónyuge, en cuya masa pasiva y activa 
deben estar integrados el bien embargado y el crédito objeto de ejecución… en el presente expediente 
el mandamiento de embargo presentado se refiere a una deuda contraída no por el cónyuge concursa-
do, sino por su consorte, debiendo resolverse en este recurso si los acreedores del cónyuge del concur-
sado se ven afectados por la situación concursal de una persona que no es quien contrajo la deuda. Se-
ñala la DGRyN que la solución a la cuestión controvertida debe encontrarse analizando qué créditos 
deben incluirse en la masa pasiva. Dice el artículo 49 de la Ley Concursal, en su primer párrafo, que 
«declarado el concurso, todos los acreedores del deudor, ordinarios o no, cualquiera que sea su nacio-
nalidad y domicilio, quedarán de derecho integrados en la masa pasiva del concurso, sin más excepcio-
nes que las establecidas en las leyes». Este artículo fue objeto de reforma por Ley 38/2011, de 10 de 
octubre, que introduce un segundo párrafo a los efectos que aquí interesa. Dice este artículo 49.2 que «en 
el caso de concurso de persona casada en régimen de gananciales o cualquier otro de comunidad de 
bienes, se integrarán en la masa pasiva los créditos contra el cónyuge del concursado, que sean, además, 
créditos de responsabilidad de la sociedad o comunidad conyugal». Tanto el Código civil, como el Código 
de Derecho Civil Foral de Aragón, establecen una presunción de ganancialidad respecto de los bienes 
cuya titularidad privativa no consta (cfr. artículos 1361 del Código civil y 217 del Código de Derecho Foral 
de Aragón), pero dicha presunción no opera respecto de las deudas. El débito contraído por uno solo de 
los esposos tiene en principio carácter privativo. Esto no obstante, el artículo 219 del Código de Derecho 
Foral de Aragón establece una serie de deudas que son responsabilidad del caudal común aunque hayan 
sido contraídas por uno solo de los cónyuges. Y, además, el artículo 224 del Código de Derecho Foral de 
Aragón, prevé que «de las deudas contraídas por un cónyuge... responden en primer lugar los bienes 
privativos del cónyuge deudor, y faltando estos o siendo estos insuficientes, los bienes comunes...». En el 
caso de embargo de bienes comunes por insuficiencia de los privativos, puede el cónyuge no deudor pedir 
la disolución de la comunidad (teniendo en cuenta la especial naturaleza de la sociedad disuelta y no 
liquidada en el Derecho aragonés y si régimen de gestión). En el caso planteado, el embargo del bien 
consorcial es solicitado por los acreedores del cónyuge no concursado, ante la insuficiencia de los bie-
nes privativos para hacer efectivo su derecho, embargo que debe ser notificado al cónyuge concursado, 
para que, si lo estima oportuno, ejercite la opción de disolver la comunidad conyugal o, como le permi-
te el Código de Derecho Foral de Aragón, salvar el valor que le corresponde en el patrimonio común, 
pidiendo la liquidación del bien, sin disolución del consorcio Cualquiera de las dos opciones, dada la 
situación especial del concursado, deberán ejercitarse ante el juez del concurso, y dado que el concur-
sado tiene sus facultades intervenidas, se requiere la concurrencia de la administración concursal. Esto 
no significa que los acreedores del cónyuge deudor no concursado queden desprotegidos. De las deu-
das contraídas por uno solo de los cónyuges responden como se ha dicho, sus bienes privativos y subsi-
diariamente los bienes comunes, pero estos bienes comunes están sujetos a las vicisitudes derivadas de 
la actividad de ambos cónyuges no solo de su cónyuge deudor. Permitir la ejecución separada supondría 
hacer estos créditos de mejor condición que el resto de créditos contra el consorcio conyugal.
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3. 	Alcance de la exoneración respecto del cónyuge no concursado

El artículo 178 bis.5.2 LC, determina que el beneficio de la exoneración del 
pasivo insatisfecho se extenderá al cónyuge del concursado, «respecto de las 
deudas anteriores a la declaración de concurso de las que debiera responder el 
patrimonio común».

Pese a que una interpretación literal del precepto pudiera dar a entender que 
la exoneración se extiende a las deudas privativas del cónyuge del concursado 
(art. 223 CDFA75) anteriores a la declaración de concurso, en la medida en que 
de tales deudas puede llegar a responder el patrimonio común, tal posición no 
es asumible si partimos de una interpretación sistemática e integradora del artí-
culo 178 bis.5.2. LC. La exoneración supone una extensión del beneficio obteni-
do por el cónyuge concursado, por lo cual el beneficio de este no puede tener 
mayor extensión que el de aquel76. Por el mismo motivo, aunque el artículo 178 
bis.5 LC no distingue entre deudas exonerables y no exonerables, la extensión 
del beneficio al cónyuge debe entenderse respecto de las primeras y nunca res-
pecto de las segundas.

Por el contrario, la extensión de la exoneración sí incluye, por expresa previ-
sión legal, todas las deudas comunes, anteriores a la declaración de concurso, ya 
hayan sido contraídas por el cónyuge del concursado, por el otro cónyuge o por 
los dos. Entiendo que esta desmesurada extensión hace que en muchos supues-
tos pueda resultar aconsejable no optar por la disolución y esperar a la exonera-
ción77. Aun cuando en muchos aspectos sea criticable78.

Resulta criticable su extensión en cuanto priva a acreedores comunes de la 
agresión del patrimonio privativo, siendo que puede tener bienes privativos sufi-
cientes para el pago de deudas privativas y de deudas comunes, sin que se sepa 

75	 Artículo 223 CDFA, Deudas privativas. 1. Son privativas las deudas contraídas por un cónyuge 
cuando no sean de cargo del patrimonio común de acuerdo con el artículo 218. 2. En particular, son 
privativas las deudas de cada cónyuge anteriores al consorcio, así como las deudas y cargas por razón 
de sucesiones y donaciones.

76	 En este sentido en el Proyecto de Texto Refundido de la LC, se añade un esclarecedor párra-
fo 3 al artículo 500 conforme al cual «Queda a salvo la facultad de los acreedores de dirigirse contra 
el patrimonio privativo del cónyuge del deudor por sus deudas propias en tanto no haya obtenido 
este el beneficio de la exoneración del pasivo». Propuesta de Real Decreto Legislativo por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley Concursal de 6 de marzo de 2017.

77	 Recordemos que la liquidación del consorcio no significa que cese la responsabilidad del 
cónyuge del concursado ni por lo que se refiere a sus deudas privativas ni respecto de las deudas co-
munes, como disponen los apartados 1 y 2 del artículo 268 CDFA.

78	 Posición que no comparte toda la doctrina. Sendra Albiñana, A., «El beneficio de exonera-
ción del pasivo insatisfecho como limitación cuantitativa al principio de responsabilidad universal», 
en Revista CESCO de Derecho de consumo , N.º 17/2016, http://www.revista.uclm.es/index.php/cesco.
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muy bien cuál es su justificación79. Es criticable también en la medida en que la 
extensión de la exoneración no requiere de la concurrencia de ningún presu-
puesto, salvo la no liquidación del régimen, lo que impide evaluar la concurren-
cia del requisito de buena fe que está latente en el fundamento de exoneración80. 
No obstante, aunque la LC no lo precise, parece que el juez debería valorar si no 
la buena fe del cónyuge (pues la LC no prevé evaluar respecto del cónyuge no 
deudor la concurrencia de los requisitos de los artículos 178 bis 4.º y 5.º), sí 
podría evaluar su posición en el proceso, en especial su deber de colaboración, 
antes de decidir sobre su extensión81.

En este sentido coincidimos con Gómez Pomar en que es necesaria una 
reducción teleológica de la norma82 que permita la extensión al cónyuge del 
concursado, pero evaluando la concurrencia del requisito de la buena fe y con 
la necesaria salvaguarda de los intereses de aquellos acreedores comunes que sin 
la extensión al cónyuge del beneficio podrían haber agredido su patrimonio 
privativo para el cobro de sus deudas. En caso contrario, puede correrse el riesgo 
de que el beneficio de exoneración desaparezca, como ocurre en la Proposición 

79	 «La corrección de esta norma es dudosa, porque la extensión del beneficio al cónyuge del 
concursado sin que haya sido declarado en concurso excluye la posibilidad de que las deudas de las que 
responda, junto al patrimonio común, el patrimonio privativo del cónyuge del concursado puedan ser 
cobradas de tales bienes privativos sin que se sepa la justificación». Colino Mediavilla, J. L., «Insolven-
cia de persona física y segunda oportunidad…», op. cit., pág. 259. Insistiendo en la ausencia de justifica-
ción: «Cuando en el marco de una sociedad conyugal o comunal, surgen deudas respaldadas por el 
patrimonio social, ello implica que una vez liquidada la sociedad, tanto los activos como los pasivos se-
rán divididos, por partes iguales, entre los cónyuges. Lo anterior, entonces, justifica la exoneración en 
la medida en que esta tenga como alcance únicamente la cuota de la deuda que corresponde cumplir 
al concursado, mas no justifica que la exoneración de deudas involucre a su cónyuge y a la totalidad de 
las deudas respaldadas por el patrimonio social». Cuena Casas, M., «El concurso de acreedores de 
persona casada…», op. cit., pág. 159. 

80	 En este sentido, señala Cuena Casas que la extensión del beneficio supone una merma de las 
garantías de los acreedores que contrataron con el cónyuge in bonis, pues no pueden perseguir el 
patrimonio privativo del cónyuge, sin que su conducta siquiera haya sido valorada. Cuena Casas, M., 
«Concurso de acreedores y régimen…», op. cit., pág. 159. En parecidos términos, Colina Mediavi-
lla, J. L., «Insolvencia de persona física y segunda oportunidad en el RDL 1/2015», en Foro: Revistas 
jurídicas y sociales, núm. 1, 2015, pág. 245 y ss., pág. 259.

81	 Señala Fernández Feijo que en la medida en que la Administración concursal debe indagar 
en el patrimonio del cónyuge del concursado para llevar a cabo sus funciones, se le debe trasladar a 
aquel un deber de colaboración. Fernández Seijo, J. M.ª, «La posición jurídico procesal del cónyuge 
del concursado. Declaración de concurso de ambos cónyuges», en Endeudamiento del consumidor e in­
solvencia familiar, Aranzadi, Cizur Menor, 2009, pág. 154. 

82	 Por lo que se refiere a la extensión al cónyuge en régimen de comunidad, tal vez la extensión 
resulta excesiva, y será necesaria una reducción teleológica, pues no tiene sentido que beneficie a un 
cónyuge con recursos que sea, al mismo tiempo que el concursado, deudor. Gómez Pomar, F., La 
segunda oportunidad del deudor persona individual en el Derecho español y el Real Decreto 
1/2015», en Actualidad jurídica Uria Menéndez, núm. 40, 2015, págs. 52 y ss., pág. 67. Más contundente, 
Cuena Casas afirma que «Parece que no se ha meditado suficientemente el alcance real de la norma 
contenida en este último párrafo del art 178.5 LC». Cuena Casas, M., «¿Un régimen de segunda 
oportunidad?, en el Notario del siglo XXI, núm. 60, marzo-abril de 2015.
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de Ley de Segunda Oportunidad, presentada por el Grupo Parlamentario Ciudada-
nos, con fecha de 2 de febrero de 2018. En su Capítulo II, De la exoneración del 
pasivo insatisfecho, artículo 178 bis, establece en su apartado 3, que «si el deudor 
tuviere un régimen económico matrimonial de gananciales u otro de comunidad 
y no se hubiere procedido a la liquidación de dicho régimen, el beneficio de la 
exoneración del pasivo insatisfecho no se extenderá al cónyuge del concursado83».
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LA REFORMA DEL ART. 80.2 CDFA

THE REFORM OF ART. 80.2 CDFA

Julián Carlos Arqué Bescós 
Magistrado. 

Presidente Sección 2.ª AP Zaragoza

La ley 6/2019, de 21 de marzo del Gobierno de Aragón, ha modificado el Art. 
80.2 del CDFA, habiéndose dejado sin efecto la preferencia legal de la custodia 
compartida y añadiendo un nuevo factor a los enumerados en el Art. 80.2 del 
indicado texto legal. El derogado Art. establecía: «El juez adoptará de forma pre-
ferente la custodia compartida en interés de los hijos menores, salvo que la custo-
dia individual sea más conveniente, teniendo en cuenta el plan de relaciones 
familiares que deberá presentar cada uno de los progenitores y atendiendo ade-
más, a los siguientes factores…». El actual Art. 80.2 dice: «El juez adoptará la cus-
todia compartida o individual de los hijos e hijas menores atendiendo a su interés, 
teniendo en cuenta el plan de relaciones familiares que deberá presentar cada uno 
de los progenitores y atendiendo además a los siguientes factores…».

El único preámbulo de la Ley 6/2019 se inicia con una exposición sobre el 
interés del menor, estableciendo con rotundidad que deben ser los tribunales 
los que deben decidir sobre el régimen de custodia y deben hacerlo atendiendo 
única y exclusivamente al beneficio de los menores, al interés superior del 
menor, aludiendo a diversas disposiciones legales que lo contemplan, sin que 
parezca conveniente que se establezca con carácter general o preferente lo que 
solo debe ser el resultado del análisis de los factores que se contienen en el apar-
tado 2 del Art. 80 del CDFA. Hace hincapié, en que las normativas existentes en 
el estado español, en todas ellas se establece que debe ser el juzgador o tribunal 
el que resuelva la cuestión, atendiendo al interés del menor, llegando a indicar 
que la Ley 2/2010, pionera al adoptar con carácter preferente la custodia com-
partida, contraviene lo deseable, dice literalmente, lo explicado anteriormente, 
es decir el interés del menor.
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Estamos pues ante un giro radical del legislador aragonés, al desaparecer 
cualquier tipo de ventaja en el ámbito de la carga de la prueba en beneficio de 
una u otra forma de custodia y en segundo lugar porque son precisamente los 
factores enumerados en el Art. 80.2 del CDFA los factores para fijar un tipo de 
custodia y no los excluyentes para poder fijar la custodia individual como venía 
a establecerse en la norma anterior, de tal manera que no existe ningún punto 
de partida procesal que de prevalencia a un tipo de custodia para fijarla.

Lo expuesto hasta ahora, no significa en modo alguno que exista restricción 
alguna al sistema que fue prevalente en su momento, ni mucho menos que la 
custodia compartida pase a ser ahora excepcional, conviene recordar en este 
apartado reiterada doctrina del TS SS 593/2018 de 30 de octubre y 630/2018 de 
13 de noviembre… entre otras que indican que el sistema de custodia comparti-
da lejos de ser excepcional, es el que más favorece el contacto de los menores y 
el que más protege el interés del menor, porque permite que sea efectivo el 
derecho que los hijos tienen a mantener dicha relación con ambos progenitores, 
siendo aquella forma de custodia un objetivo a conseguir, igualmente las SS del 
alto tribunal de 25/04/2014, de 5/04/2019 y 18/07/2019, indican igualmente 
que la custodia compartida es el sistema prioritario para la custodia de los meno-
res, reiterando igualmente el TS que a partir de la bondad del sistema, la cues-
tión a dilucidar en cada caso será si ha primado el interés del menor al decidir 
sobre su guarda y custodia (SS 27/04/2012; 21/05/2012; 2/07/2014; 9/09/2015; 
30/12/2015, 12/05/2107 y 6/04/2018… entre otras).

CONSECUENCIAS PRÁCTICAS DE LA REFORMA

La supresión del carácter legal preferente de la guarda y custodia compartida 
considero, que no va a traer unas consecuencia muy diferentes a las que ya se 
han venido estableciendo en la actualidad, salvo pequeños matices y quizás en el 
ámbito del recurso de casación.

La praxis diaria de los juzgados de familia en la provincia y de la AP que 
revisa las sentencias a través del recurso de apelación, no va a tener grandes 
variantes al realizarse desde siempre un exhaustivo y riguroso análisis de la 
prueba realizada en averiguación en su caso del interés del menor, pues la 
legislación anterior así lo requería para modificar el régimen legal y así se 
requiere en la actualidad para fijar uno u otro, en todo caso la vigencia de la 
anterior normativa durante 10 años ha conseguido que las diferentes formas 
de ejercitar la custodia en caso de ruptura no sean ajenas ni excepcionales, 
quizás ahora la prueba a practicar incluso pudiera ser necesariamente más 
exhaustiva al no partir de ninguna prevalencia legal. Obviamente el acceso al 
recurso de Casación puede estar más limitado al no existir el principio de pre-
ferencia legal y sí únicamente, estricta valoración de la prueba practicada en 
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ambas instancias, de cualquier manera tal como tiene declarado el TS (SS 
27/04/2012 y 31/01/2012), el interés superior del menor es un concepto jurí-
dico indeterminado y su revisión es posible en casación. No obstante el ámbito 
del mismo puede ser más limitado, tal como tiene declarado el TSJA (S. 
21/2015 de17 de septiembre y S. 15/2018 de 29 de octubre), al indicar que el 
interés del menor debe ser apreciado en cada situación por los tribunales con-
forme a los hechos presentados y según la valoración dada a los mismos, de 
manera que solo podría apreciarse su infracción en el caso de que la decisión 
tomada resultara irracional, ilógica o arbitraria. 

A efectos meramente ilustrativos y para ratificar esta opinión en el apartado 
de la doble instancia y teniendo en cuenta la fecha de publicación de la nueva 
normativa en el BOA (04/04/2019), y que ha venido siendo ya aplicada por la 
AP al tratarse de materia de «ius cogens», se indican a continuación las Sentencias 
dictadas en apelación, desde la entrada en vigor del nuevo Art. 80 CDFA 
(24/04/2019) y su resultado, reseñando la naturaleza del procedimiento, la 
sentencia de primera instancia, la de la segunda, junto con un breve análisis en 
algún caso de los motivos de la resolución.

PROCEDIMIENTO 1.ª INSTANCIA APELACIÓN

M. MEDIDAS C. Compartida: Hijo 10 años.

C. Individual: Hijo 15 años.

S. 160/2019/29 de abril. 

C. individual de ambos.

Practicada audiencia de ambos 
menores.

M. MEDIDAS C. Individual. S. 165/2019/3 de mayo. 

C. Individual.

DIVORCIO C. Compartida. S. 176/2019/13 de mayo. 

C. Compartida.

DIVORCIO C. Individual. S. 171/2019/6 de mayo.

C. Individual. 

DIVORCIO C. Compartida. S. 178/2019/13 de mayo. 

C. Compartida.

M. MEDIDAS C. Individual.

Se modificó sentencia de divorcio 
que fijaba la c. compartida, 
conforme dispone el Art. 80.6 
CDFA con audiencia de menores.

S. 181/2019/13 de mayo. 

C. Individual.
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PROCEDIMIENTO 1.ª INSTANCIA APELACIÓN

M. MEDIDAS C. Individual. 

Venía ya recogida en un PRF.

S. 183/2019/17 de mayo.

C. Individual.

DIVORCIO C. Compartida. S. 196/2019/26 de mayo.

C. Compartida.

M. MEDIDAS C. Individual. 

Se pactó en su momento la 
custodia individual reciente. El 
informe pericial recomendaba la 
compartida pero condicionada al 
horario laboral y la vivienda. No 
se acredita que el cambio 
beneficie al menor.

S. 198/2019/26 de mayo. 

C. Individual.

M. MEDIDAS C. Individual. S. 209/2019/3 de junio.

C. Individual.

M. MEDIDAS C. Individual. S. 210/2019/11 de junio.

C. Individual.

DIVORCIO C. Individual. S. 216/2019/11 de junio.

C. Individual

M. MEDIDAS C. Compartida. 

Valorando prueba pericial y 
audiencia de menores.

S. 221/2019/12 de junio.

C. Compartida.

M. MEDIDAS C. Individual. 

La compartida fue fijada en su 
momento, el informe pericial la 
desaconseja por no ejercitarse de 
manera adecuada por el 
progenitor.

S. 237/2019/24 de junio.

C. Individual.

M. MEDIDAS C. Individual del padre hijo  
15 años.

C. Compartida hija de 12 años.

S. 240/2019 /24 de junio.

Se confirma, se atiende a la 
decisión de ambos hermanos.

DIVORCIO C. Individual. S. 265/2019/10 de julio.

C. Individual.
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PROCEDIMIENTO 1.ª INSTANCIA APELACIÓN

M. MEDIDAS C. Individual. S. 266/2019/10 de julio.

C. Individual.

DIVORCIO C. individual paterna. S. 287/2019/17 de julio.

C. Individual paterna.

DIVORCIO C. Compartida. S. 288/2019/17 de julio.

C. Compartida.

DIVORCIO C. Compartida. S. 290/2019/18 de julio.

C. Compartida.

M. MEDIDAS C. Individual. S. 296/2019/11 de septiembre. 
confirmada.

M. MEDIDAS C. Compartida. S. 297/2019/17 de septiembre.

C. Compartida.

GUARDIA Y 
ALIMENTOS

C. Individual. S. 312/2019/26 de septiembre.

C. Individual.

DIVORCIO C. Individual. S. 314/2019/27 de septiembre.

C. Individual.

DIVORCIO C. Individual. S. 323/2019/27de septiembre. 

C. Individual.

DIVORCIO C. Individual paterna. S. 324/2019/1 de octubre.

C. Individual paterna.

DIVORCIO C. Individual. S. 325/2019/1 de octubre.

C. individual.

M. MEDIDAS C. Individual. S. 326/2019/2 de octubre.

C. individual.

M. MEDIDAS C. Individual. S. 328/2019/7 de octubre. 

C. Individual.

M. MEDIDAS C. Individual. S. 329/2019/7 de octubre. 

C. Individual.
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Son pues, en el tiempo trascurrido desde la entrada en vigor de la nueva 
norma hasta el 7 de octubre del presente año, 30 las Sentencias dictadas por la 
AP de Zaragoza, en las que se cuestionaba el régimen de guarda y custodia, de 
las que solo en una ocasión ha sido revocada la de instancia cambiando el régi-
men de custodia fijado (S 160/2019 de 29 de abril) confirmándose el resto.

De las restantes, en 8 se mantuvo la custodia compartida y en 21 la individual, 
en dos casos paterna.
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NOTICIA DE UNA CORRECCIÓN MANUSCRITA (DE 1977)  
AL FOLLETO CENSURADO (DE 1952)  

DE LA SESIÓN NECROLÓGICA CELEBRADA  
EN MEMORIA DE D. JUAN MONEVA Y PUYOL

NEWS OF A HANDWRITTEN CORRECTION (1977)  
ON THE CENSORED BROCHURE (1952) OF THE NECROLOGICAL 

SESSION HELD IN MEMORY OF D. JUAN MONEVA Y PUYOL

Javier Oliván del Cacho

SUMARIO

I. PRESENTACIÓN. II. BREVES COORDENADAS BIOGRÁFICAS DE JUAN 
MONEVA. III. EL CONTENIDO DEL FOLLETO. IV. LA ANOTACIÓN 
MANUSCRITA. V. CONSIDERACIÓN FINAL

I. PRESENTACIÓN

Recientemente, se ha producido la donación a la Institución del Justicia de 
Aragón de parte de la biblioteca de D. César Infante, un jurista que desempeñó 
una continua actividad lectiva en la Facultad de Derecho de Zaragoza, lo que ha 
permitido reunir y organizar en la sede de esta Institución un conjunto de volú-
menes del siglo XIX y primera mitad del siglo XX dedicados al Derecho foral 
aragonés y al pensamiento jurídico de este período histórico1. Con ello, la 

1	 El llamado «Legado César Infante», aunque se trata en puridad de una donación, fue presentado 
con un sencillo acto el día 17 de diciembre de 2019, dentro de las actividades programadas con motivo 
de la «Semana del Justicia de Aragón», organizada anualmente por dicha Institución para conmemorar la 
ejecución de Juan de Lanuza el 20 de diciembre de 1591. A este acto –presidido por D. Ángel Dolado, 
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Institución del Justicia, no solo ha visto enriquecida su propia biblioteca con 
unas monografías y otros materiales documentales de gran interés, sino que, 
además, ha podido ordenar este patrimonio bibliográfico (especialmente, en 
materia de Derecho foral aragonés) para ponerlo a disposición de investigadores 
y estudiosos en la materia2. De este modo, también con esta actuación, se ha 
procurado cumplir con una de las responsabilidades del Justicia de Aragón, 
como es la tutela del ordenamiento jurídico aragonés, al preservar estos libros 
en los que se plasma la investigación y dedicación de foralistas y de otros juristas3.

Precisamente, entre los elementos donados, se encuentra un folleto titulado In 
Memoriam D. Juan Moneva y Puyol, que recogió los discursos pronunciados en la 
sesión necrológica celebrada en el Aula Magna de la la Facultad de Derecho de 
Zaragoza el día 17 de noviembre de 1951. De su contenido, debe adelantarse ya, 
resulta destacable –y este es el motivo de estas líneas– la subsanación ológrafa por el 
autor de una de las intervenciones –D. José Enrique Rivas– de la omisión de un 
párrafo que, aunque fue leído en aquella sesión solemne, no quedó recogido en la 
letra impresa de la publicación4. A través de esta simple anotación manuscrita, 

Justicia de Aragón– acudieron, entre otras personas, el Lugarteniente del Justicia (D. Javier Hernández), 
familiares de D. César Infante, el Decano del Ilustre Colegio de Procuradores (D. Pablo Luis Marín 
Nebra) y juristas vinculados con el Área de Historia del Derecho de la Facultad de Derecho de Zaragoza, 
como el profesor D. Jesús Morales Arrizabalaga y el Letrado D. Daniel Bellido Diego-Madrazo. 

En dicha inauguración del «Legado» tomaron la palabra el Sr. Justicia de Aragón, D. Jorge Infan-
te Díaz (hijo de D. César) y el autor de estas notas.

2	 Es de justicia reseñar el valioso trabajo realizado al efecto por D.ª Leonor Mateo Plana, 
estudiante del Grado de Información y Documentación de la Universidad de Zaragoza.

3	 De las tres funciones estatutarias del Justicia de Aragón (véase el art. 59 de la norma institu-
cional básica de la Comunidad Autónoma), quizá la relativa a la tutela del Ordenamiento jurídico 
aragonés sea la de perfiles más imprecisos, frente a la mayor claridad del contenido de las competencias 
de salvaguarda de los derechos individuales y colectivos de los ciudadanos y de defensa del Estatuto de 
Autonomía de Aragón. Con todo, parece claro que el fomento del estudio y análisis del Derecho arago-
nés (y, en particular, del Derecho foral aragonés) se inscribiría en este tipo de atribuciones del Justicia, 
ya que el art. 33 de su norma reguladora (Ley 4/1985, de 27 de junio) prescribe que esta Institución 
podrá realizar cualesquiera actividades conducentes a la difusión del Ordenamiento Jurídico aragonés, 
su conocimiento, estudio e investigación. Nótese que, al comienzo de nuestro Estado Autonómico, la 
aplicación del Derecho civil aragonés era complicada en parte por desconocimiento de los ahora lla-
mados «operadores jurídicos», a pesar de la excelente factura de la Compilación del Derecho Civil y de 
la brillantez de algunos estudiosos, como el recordado profesor Lacruz Berdejo. Posiblemente, esta 
competencia del Justicia de Aragón estaba orientada a favorecer el cambio de este estado de cosas.

Sobre esta competencia, cabe citar los trabajos de Salanova Alcalde, Ramón, «El Justicia de 
Aragón», en La Comunidad Autónoma de Aragón (Instituciones políticas y administrativas), Ibercaja, Zara-
goza, 1990, págs. 221 y siguientes; Polo Marchador, Francisco, «El Justicia de Aragón», en Bermejo 
Vera, José y López Ramón, Fernando (Dirs.), Tratado de Derecho Público Aragonés, Civitas, Madrid, 2010, 
págs. 492-494; Murillo García-Atance, Ignacio, «El Justicia de Aragón: algunas cuestiones pen-
dientes», Revista Aragonesa de Administración Pública, núm. 20. 2002, págs. 160-161; y Garrido López, 
Carlos, «Posición institucional y funciones», en Embid Irujo, Antonio (Dir.), Derecho Público Aragonés, 
5.ª edición, Zaragoza, 2014, págs. 267 y siguientes.

4	 Unos datos biográficos de este profesor pueden verse en González de San Segundo, Miguel 
Ángel, «José Enrique Rivas Pérez», en Anuario de Historia del Derecho Español, 2002, págs. 813-814.
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el Sr. Rivas, profesor de Historia del Derecho y discípulo de Moneva, pretendió 
–aunque solamente fuera en este concreto folleto– remediar la supresión en la trans-
cripción de las conferencias de un significativo comentario; supresión que, según 
parece, trajo causa de la acción de la censura de la España de los años cincuenta. 

A dar cuenta de este suceso, se dedican estas líneas, para lo cual, se hará, en 
primer lugar, una sencilla aproximación biográfica a la figura de Juan Moneva, 
para después abordar lo plasmado en la publicación necrológica. Seguidamente, 
se hará referencia específica a la corrección manuscrita que hemos mencionado, 
para después finalizar con un apunte conclusivo.

II. BREVES COORDENADAS BIOGRÁFICAS DE JUAN MONEVA

La lectura de las biografías, más o menos completas, de Moneva revelan una 
personalidad singular y comprometida con sus convicciones, que influyó podero-
samente en la sociedad aragonesa de la primera mitad del siglo XX5. Nacido en 
Venta de Pollos, Valladolid, el 21 de agosto de 1871, fallecería en Zaragoza el 7 de 
julio de 1951. En 1903 alcanzó la cátedra de Derecho Canónico en la Facultad de 
Derecho de Zaragoza y, a lo largo de su vida, impulsó numerosas iniciativas jurídi-
cas, culturales y sociales, entre las que puede destacarse, ya anciano, su interven-
ción en el Congreso Nacional de Derecho Civil de 1946. Destacó también por su 
amor por Aragón y, en particular, por su espíritu liberal-conservador, lo que le 
acarreó problemas y vicisitudes de diverso orden a lo largo de su trayectoria vital.

En consecuencia, no parece extraño que el fuerte protagonismo de Moneva 
marcase lógicamente su impronta en la propia vida de la Facultad de Derecho, por 
lo que resultaba, en todo punto, lógico que se celebrara, tras su fallecimiento, una 
sesión necrológica que reuniera a autoridades académicas y a sus discípulos, cuyas 
intervenciones se recogen en el opúsculo del que damos cuenta a continuación.

La actividad publicística de Rivas se inscribió en la Historia del Derecho Aragonés y en el De-
recho foral, como se desprende de los propios títulos de sus publicaciones: «El testamento ante el 
párroco en Aragón», en Anuario de Derecho Aragonés, 1944, págs. 379-398; «Notas para el estudio de la 
influencia de la Iglesia en la Compilación aragonesa de 1247», Anuario de Historia del Derecho Español, 
núm. 20, 1950, págs. 758-774; y «Esquema de la comunidad legal continuada aragonesa en el Derecho 
de los Fueros y Observancias», en Homenaje a la memoria de D. Juan Moneva y Puyol, Zaragoza, 1954.

5	 Horno Liria, Luis, «Moneva y Puyol, Juan», en la Gran Enciclopedia Aragonesa, IX, págs. 
2303.2305; Delgado Echeverría, Jesús, La invención del sello de la Facultad de Derecho de Zaragoza, 1906, 
https://ifc.dpz.es/recursos/publicaciones/34/03/20delgado.pdf; y Oliván del Cacho, Javier, «El De-
recho Aragonés para D. Juan Moneva y Puyol (Apostillas a su libro Introducción al Derecho Hispánico 
en el cincuentenario del Congreso Nacional de Derecho Civil» en Revista de Derecho Civil Aragonés-1997, 
III, págs. 107-121. Muy extensa y con suministro de numerosos datos es la aportación de Bogarín Díaz, 
Jesús, «Juan Moneva Puyol: un jurista de novela, un hombre para toda ocasión», en Bermejo Castrillo, 
Manuel Ángel (editor), La memoria del jurista español. Estudios, Dykinson, Madrid, 2019, págs. 13-57, que cita 
publicaciones de otros profesores, como Baltar Rodríguez y Peláez, referentes a nuestro autor.
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III. EL CONTENIDO DEL FOLLETO

La publicación está impresa en 1952 por la tipográfica «La Académica», de 
Zaragoza y cuenta con un total de 34 páginas, en las que se plasman las interven-
ciones de cuatro juristas6.

Abre la publicación el discurso del Excmo. Sr. Rector D. Miguel Sancho Izquierdo, 
quien había tenido una intensa relación con el finado, lo que le permitió compartir 
experiencias vividas con Moneva, en las que sobresale su fervor religioso7.

El segundo trabajo está firmado por el entonces Decano de la Facultad de 
Derecho D. José Guallart y López de Goicoechea, quien glosó la vocación 
académica –desde niño– de Moneva y los avatares de su vida universitaria8.

La tercera contribución se debe a D. Luis Horno Liria y lleva como título 
«Don Juan como literato». En ella, se efectuó un amplio recorrido de su produc-
ción bibliográfica que se caracterizó, a la vez, por su variedad temática, por su 
vena moralista y por su interés por Aragón. Horno se detuvo especialmente en 
sus dos últimas obras Comerciantes de altura y sus Memorias, en las que se encuen-
tran descripciones lúcidas de la Zaragoza que toco vivir a Moneva.

Finalmente, quien fuera profesor de Historia del Derecho durante décadas 
en la Facultad de Derecho de Zaragoza y discípulo del homenajeado, D. José 
Enrique Rivas disertó en torno al tema «Don Juan Moneva, hombre de 
Derecho». Para Rivas, Moneva, aunque licenciado también en Químicas e inte-
resado por muy distintos ámbitos de la realidad, estuvo marcado por el Derecho, 
tanto en su dimensión docente o teórica, como en su vertiente práctica y, en 
especial, en su aplicación judicial9. 

6	 Tres de los cuatro trabajos –entre ellos, el de Rivas– se incluyeron en la publicación editada 
por Horno Liria, Luis, Don Juan Moneva visto por sus contemporáneos, Institución Fernando el Católico, 
Zaragoza, 1983. La cuarta contribución, del propio Horno, forma parte de su libro En torno a D. Juan 
Moneva, Institución Fernando el Católico, Zaragoza, 1983.

7	 Este Catedrático de Derecho Natural había participado, desde hacía tiempo, en iniciativas 
con Moneva, como en la Unión Regionalista o en el llamado «Estudio de Filología de Aragón», tal y 
como refiere el propio Sancho Izquierdo en su libro Zaragoza en mis «memorias» (1899-1929), Institu-
ción Fernando el Católico, Zaragoza, 1979, págs. 94-95.

8	 Guallart fue Catedrático de Derecho Penal y, entre sus publicaciones, se encuentra una 
referida a la regulación penal en el Derecho foral histórico: «El derecho penal de la Compilación de 
Huesca, 1247», en Anuario de Derecho Aragonés, IV, 1947-1948, págs. 21-100. Su hijo Alfonso Guallart 
de Viala, también penalista, continuó esta inquietud y publicó la monografía titulada El Derecho Penal 
Histórico de Aragón, Institución Fernando el Católico, Zaragoza, 1977.

9	 En el trabajo de Rivas se recoge una muestra elocuente de la importancia de la función 
judicial para Moneva, mediante la transcripción de una de sus frases:

«Mi cuidado más grande, afirmaba, ha estado en que de aquellos alumnos podían salir 
Jueces, la más alta, más grave, más delicada función de un Licenciado en Derecho, como que 
es función divina».
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Precisamente, es Rivas, como ya se ha adelantado, el autor del párrafo transcrito 
que motiva la presente nota, en virtud de la cual, se pretende dar noticia de la repa-
ración de esta «mutilación» del parlamento de este profesor en honor a Moneva.

IV. LA ANOTACIÓN MANUSCRITA

Ya, en su día, el profesor Lacruz Berdejo rememoró la digna actuación de 
Moneva al comienzo de nuestra desgraciada Guerra Civil con las siguientes palabras:

«Era Moneva, en suma, un «selecto», calificativo que él solía aplicar a otros en su con-
versación y en su abundante obra escrita, en la cual trató temas muy diversos de historia, 
literatura, ética y costumbres y modos sociales. Monárquico, regionalista aragonés y conser-
vador-liberal, su sinceridad y consecuencia pudieron costarle la vida durante la guerra civil, 
cuando al contemplar las matanzas de adversarios políticos sin previo proceso y ley penal y 
por el mero hecho de no compartir las ideas dominantes, como cristiano se creyó obligado a 
denunciarlas al arzobispo y creo que al capitán general»10.

Años antes, en 1951, fue José Enrique Rivas, como se ha visto, quien pudo 
referirse a estas circunstancias de un modo ciertamente vehemente en la sesión 
necrológica de constante referencia, como, con toda claridad, se desprende de 
la anotación manuscrita del siguiente tenor:

«Cuando al borde de los caminos y en las tapias de los cementerios aparecieron hombres muertos 
airadamente sin formación de proceso, él, guiado por el automóvil de su lógica y con el Código Penal 
en la mano, sin reparar en la significación política de los autores de aquellos desafueros los llamó 
asesinos. No se cuidó de las consecuencias graves que pudo tener para él aquella afirmación».

Ocurre que estas palabras no se trasladaron al opúsculo, tal como viene a 
aclarar el propio Rivas, también de modo manuscrito, a continuación del párra-
fo anteriormente transcrito, que recogía el pasaje de su discurso omitido:

«[Este párrafo de mi discurso lo leí en la sesión necrológica, pero al publicarse este folleto 
no toleró la censura gubernativa o académica su publicación. 18 sept. 77, J.E.R]».

La corrección se limita, por tanto, a incorporar en el concreto folleto donado 
a Infante la referencia al alegato de Moneva a favor de quienes eran víctimas 
de fusilamiento, con infracción de normas procesales y sustantivas11.

10	 Lacruz Berdejo, José Luis, «La huella de Moneva en la Facultad de Derecho de Zaragoza», 
en Horno Liria, Luis (Ed.), Don Juan, cit., pág. 86. Este texto, según aclara Horno, se corresponde 
con el fragmento de un discurso del profesor Lacruz de 1977.

11	 Dio cuenta de los tristes sucesos de esta etapa histórica desde su posición de Capellán, De 
Estella, Gumersindo, Fusilados en Zaragoza, 1936-1939. Tres años de asistencia espiritual a los reos, Zara-
goza, 3.ª edición, 2015. 
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V. CONSIDERACIÓN FINAL

Los hechos que acaban de relatarse vienen a ser el testimonio de una actitud 
noble por parte de sus protagonistas. En primer lugar, no cabe dudar de la valen-
tía de Moneva que se atrevió a protestar, de un modo u otro, ante situaciones 
que no se compadecían con el Derecho12, como eran las ejecuciones al margen 
de proceso, en un momento en el que ambos bandos, en palabras de Trapiello, 
«corrieron a aniquilar al enemigo en un baño de sangre, precipitadamente, 
como si temieran no tener tiempo para ello»13. Junto a ello, y esto es el dato que 
no era de general conocimiento, también hay que destacar la honestidad de 
Rivas cuando en 1951 (y, por tanto, en una época temprana del régimen del 
General Franco) pronunció las significativas palabras que hemos transcrito arri-
ba, con el fin de recordar el peligroso gesto de su maestro en plena contienda 
bélica. Y, finalmente, también es de destacar cuando, en honor a la verdad, 
Rivas, en 1977, corrigió, de modo manuscrito, el folleto regalado a Infante, 
incorporando el párrafo que, en su día, repelió la censura.

En definitiva, lo expuesto hasta ahora en este pequeño estudio, no solo pre-
tende revelar un acontecimiento digno de ser recordado dentro de las vicisitudes 
de la Facultad de Derecho de Zaragoza, sino que también está orientado a subra-
yar la importancia de conductas –como las descritas– que presentan un valor 
objetivo para la consecución de la Justicia y el Derecho y que van más allá, desde 
luego, de las legítimas opciones ideológicas existentes dentro lo que debe ser 
una sociedad plural, como la que, felizmente, consagra nuestro régimen consti-
tucional de 197814.

12	 No he encontrado constancia fehaciente de cómo se concretaron las protestas de Moneva, 
aunque su crítica con estas ejecuciones era conocida por las autoridades, como se desprende del 
informe de su expediente de depuración que aparece parcialmente transcrito en Bogarín, «Juan 
Moneva y Puyol, cit.», pág. 40:

«En 1937 mereció ser sancionado con 5.000 pesetas de multa por esta Delegación 
de Orden Público por habérsele encontrado unos escritos improcedentes tratando de 
la represión efectuada en Zaragoza, a pesar de esta sanción y de haber sido amonestado 
repetidas veces por esta Delegación el referido Señor Moneva continúa de una manera terca, 
persistente y tenaz haciendo comentarios derrotistas, con cuantas personas tiene ocasión, lo 
que dada su situación en la vida social se hace más inadmisible».

13	 Trapiello, Andrés, Las armas y las letras, Destino, Madrid, 2019, pág. 84.
14	 Cabe destacar la labor realizada en la Guerra Civil por parte de D. Melchor Rodríguez Gar-

cía, que, con riesgo de su vida, evitó numerosas tragedias. Sobre ello, han novelado Leguina, Joaquín 
y Buren, Rubén, Os salvaré la vida, Espasa Narrativa, Madrid, 2017.
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COMENTARIO A LA RESOLUCIÓN DE LA DIRECCIÓN 
GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL NOTARIADO  

DE 21 DE AGOSTO DE 2019

COMMENTARY ON THE RESOLUTION  
OF THE GENERAL DIRECTORATE OF REGISTRIES  

AND NOTARY OF AUGUST 21, 2019
(Publicada en el BOE 261, de 30 de octubre de 2019, número 15552)

Fernando Agustín Bonaga 
Notario de Calatayud

RESUMEN DE LA RESOLUCIÓN

Se debate la inscripción en el Registro de la Propiedad de una escritura de 
herencia otorgada por los hijos de la causante. La herencia está sometida a Dere-
cho aragonés y los interesados tienen vecindad aragonesa. Una de las hijas y 
herederas repudia la herencia por sí y además –junto con su esposo– en nombre 
y representación derivada de la autoridad familiar sobre su hijo menor de edad. 
Para cumplir con las exigencias del artículo 346-2 CDFA, intervienen y autorizan 
la renuncia el abuelo paterno y una tía-abuela materna del menor, quienes 
actúan como junta de parientes, lo cual afirma el notario lacónicamente que le 
«consta por notoriedad», sin explicar los criterios seguidos para seleccionar los 
vocales en función de su parentesco e idoneidad. El registrador entiende que la 
constitución de la junta adolece de falta de acreditación en forma y de idoneidad 
de sus componentes, considerando que estos extremos deben justificarse 
mediante acta de notoriedad.

La Dirección confirma la calificación registral y deniega la inscripción. La 
facultad de apartarse motivadamente de los criterios de composición de la junta 
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se reconoce al Juez; pero por el contrario, en la actuación bajo fe notarial la 
aplicación de las reglas de composición es automática (Exposición de Motivos y 
artículos 172 y 173 CDFA). Ciertamente el artículo 164 RN dispone que cuando 
la representación emane de la ley, no será necesario justificarla si al notario le 
consta por notoriedad; pero tal posibilidad –entiende la Dirección– se reduce a 
la representación directamente emanada de la ley, es decir patria potestad o 
autoridad familiar, pero no se extiende a los casos en que la representación 
emana de una determinación judicial, la cual deberá acreditarse, tal y como 
ocurre con la tutela, curatela, patria potestad o autoridad familiar prorrogada o 
atribuida a uno solo de los cónyuges. En el caso de la constitución de la junta de 
parientes no hay resolución derivada de un procedimiento judicial o notarial, 
sino solo una declaración de notoriedad sobre la válida constitución de la junta. 
El medio para tal declaración puede ser el acta de notoriedad del artículo 209 
RN, que puede hacerse en el mismo cuerpo de la escritura. Queda a la respon-
sabilidad del notario la práctica de «cuantas pruebas estime necesarias» (209-2.º), 
sin que el registrador pueda hacer una calibración de las practicadas. Ahora 
bien, en el caso resuelto no basta con la escueta notoriedad expresada por el 
notario recurrente, sino que habrá que cumplir con los requisitos reglamenta-
rios: constancia necesaria de todas las pruebas practicadas, en este caso los docu-
mentos que determinan la proximidad de grado y la manifestación de idonei-
dad; así como emisión detallada de juicio sobre la situación personal, es decir, 
que los parientes llamados son los más próximos en grado, uno de cada línea y 
que son idóneos. 

COMENTARIO

El hecho de que el Estatuto de Autonomía aragonés no asuma competencias 
en materia de recursos contra calificaciones basadas en el Derecho territorial 
propio, a diferencia de lo que ocurre por ejemplo en el ordenamiento catalán, 
hace que la DGRN deba pronunciarse en ocasiones sobre la aplicación de las 
normas aragonesas en la calificación de títulos susceptibles de inscripción en el 
Registro de la Propiedad. No es algo frecuente; y no creo excederme al afirmar 
que el órgano gubernativo parece encontrarse incómodo en estas situaciones 
que le obligan a desenvolverse en un ámbito jurídico inhabitual para él. En el 
supuesto de la resolución que ahora comentamos la Dirección se ocupa, por 
primera vez que se sepa, de una institución de tanta raigambre foral como la 
junta de parientes constituida bajo fe notarial. Como corresponde a un órgano 
de tanto prestigio y autoridad, la Dirección maneja con soltura y determinación 
las normas estatales, tanto registrales como notariales. Sin embargo, puede cues-
tionarse legítimamente la plena coherencia de sus argumentos respecto de otras 
normas específicamente aragonesas.
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En esencia, creo que la resolución plantea dificultades de encaje con los 
artículos 174 y 178-1 CDFA; es decir, con la simultaneidad entre la constitución 
y la decisión de la junta de parientes constituida en un instrumento autorizado 
por notario; y con la presunción de validez y eficacia de sus acuerdos.

a) 	Respecto de la primera de las dos cuestiones, conviene recordar que el 
artículo 164 RN exime al notario de justificar la representación legal cuan-
do le conste por notoriedad. Y resulta ciertamente lógico circunscribir 
esta exención –como hace la Dirección– a los supuestos en que la repre-
sentación emana directamente de la ley, pero no a los casos en que debe 
mediar una resolución judicial (por ejemplo, un auto de tutela), la cual 
deberá ser siempre acreditada.

	 La Dirección se plantea a cuál de las dos situaciones obedece la actua-
ción de los parientes constituidos en junta notarial conforme a las nor-
mas aragonesas; y es aquí donde no tiene en cuenta las particulares 
características de esta modalidad de junta. En la junta notarial no existe 
una resolución o decisión previa a la propia constitución de la junta, 
sino que la misma se constituye «cada vez que, hallándose juntos sus miem-
bros, decidan por unanimidad bajo fe notarial para asunto o asuntos determina-
dos» (artículo 174 CDFA), añadiendo la Exposición de Motivos que en la 
junta ante notario el legislador establece «unas reglas de composición que 
puedan aplicarse automáticamente cuando los parientes llamados quieran actuar 
bajo fe notarial». En conclusión, que coinciden en el tiempo y en el mis-
mo documento la constitución de la junta y su decisión; e incluso en el 
título calificado coincide también con ellas el acto objeto de aprobación. 
Corresponde por tanto al notario autorizante de la escritura la decisión 
simultánea sobre la selección de los parientes, la cual realizará bajo su 
responsabilidad en virtud de los datos de que disponga y de la aplicación 
«automática» de las normas sobre composición de la junta. También le 
corresponde el control sobre el correcto funcionamiento del órgano. Y 
todo ello en unidad documental. 

	 De este modo, aunque la claridad siempre sea un valor deseable en cual-
quier documento jurídico o no, la autorización misma del documento 
calificado por el notario dejando constancia de que determinados parien-
tes actúan en junta para representar o asistir al menor, implica su juicio 
sobre la validez de la constitución y funcionamiento del órgano, los cuales 
no existen más allá del propio otorgamiento del que forman parte. Y este 
juicio, que constituye una competencia exclusiva del notario, en cuanto 
también lo es la autorización misma del instrumento, no se basa en ningu-
na resolución o acuerdo previo que deba acreditarse, sino que consiste en 
una decisión simultánea sobre la aplicación automática y directa de la ley 
por parte del notario autorizante, quien está expresamente facultado por 
el legislador para no tener que justificarla si afirma que las circunstancias 
que la fundamentan le constan por notoriedad.
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	 Debe notarse por cierto, que el artículo 164 RN habla de una simple afir-
mación de notoriedad, pero no exige necesariamente la tramitación del 
acta de su artículo 209. La calificación recurrida en el supuesto arrastra a 
la Dirección al error de confundir ambas figuras, que aun produciendo el 
mismo desenlace –una declaración de notoriedad–, tienen diferente base 
legal y requisitos procedimentales. Por lo demás, el hecho de que en este 
tipo de supuestos un órgano administrativo imponga la exigencia de tra-
mitar un acta de notoriedad, constituye una injerencia totalmente ajena y 
extraña a las disposiciones del legislador civil aragonés.

b)	 El pronunciamiento de la Dirección presenta también dificultades de 
encaje con la regla del artículo 178-1 CDFA: «las decisiones de la Junta de 
Parientes se presumen válidas y eficaces mientras no se declare judicialmente su 
invalidez».

	 Este precepto sienta una presunción general de validez de las decisiones de 
la junta que solo puede ser desvirtuada por la autoridad judicial, con exclu-
sión por tanto –entre otros– de órganos administrativos o funcionarios. Esta 
presunción es plenamente coherente con la atribución al notario de la 
competencia para seleccionar los integrantes de la junta y simultáneamente 
documentar su actuación. De hecho, esta presunción convierte tal compe-
tencia en exclusiva del notario, a salvo la eventual revisión judicial.

	 Por otro lado, tampoco cabe argumentar que la presunción legal de vali-
dez se refiera literalmente solo a las decisiones de la junta, y no a su cons-
titución. Tal objeción no resultaría en absoluto coherente con el resto del 
ordenamiento. Si, por ejemplo, se presenta a inscripción en el Registro 
Mercantil un título que documente la decisión de un acuerdo societario, 
lo primero que calificará el registrador es la válida constitución y convoca-
toria del órgano competente. Lo mismo ocurre en otros ámbitos –someti-
dos o no a calificación registral–, como el Derecho asociativo o la propie-
dad horizontal. También en relación a la junta de parientes, dispone el 
artículo 179-2 CDFA que «los defectos formales en la constitución … que no sean 
de mero trámite, acarrearán la nulidad absoluta de sus acuerdos». En definitiva, 
resulta claro que existe una íntima vinculación entre la validez de la cons-
titución del órgano y la validez de sus acuerdos. La primera consecuencia 
de esta afirmación es que el control de legalidad de los acuerdos de los 
órganos colegiados abarca el de la forma en que han sido constituidos. 
Ahora bien, precisamente por esa íntima interrelación y en virtud de un 
mínimo principio de coherencia jurídica, resulta lógico entender –de la 
misma manera y en sentido inverso– que cuando se presuma legalmente 
la validez de una decisión, tal presunción debe extenderse también a la 
válida constitución del órgano que la emita. Una interpretación distinta 
resultaría contradictoria con ese principio general de interdependencia 
entre constitución y decisión, que subyace a otros sectores del ordena-
miento; y, sobre todo, desvirtuaría injustificadamente el valor de la pre-
sunción sentada por el legislador aragonés.
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PREÁMBULO
Aragón es una nacionalidad con 

más de doce siglos de historia. El anti-
guo Condado, nacido en el siglo IX en 
torno a los ríos que le dieron nombre, 
se constituyó en Reino independiente 

en el año 1035 y, tras la incorporación 
de Sobrarbe y Ribagorza y la expansión 
por los somontanos, el valle del Ebro y 
las serranías ibéricas, ya tenía fijados 
sus límites territoriales, de forma defi-
nitiva, a principios del siglo XIV. El 

A) LEY 8/2018, DE 28 DE JUNIO, DE ACTUALIZACIÓN  
DE LOS DERECHOS HISTÓRICOS DE ARAGÓN

A) LAW 8/2018, OF JUNE 28, ON UPDATING  
THE HISTORICAL RIGHTS OF ARAGON

(BOA n.º 132, de 10 de julio de 2018,  
BOE n.º 209, de 29 de agosto de 2018)1

1	 El apartado 1.º de la STC 158/2019, de 12 diciembre de 2019 (BOE núm. 10, de 11 de enero 
de 2020), declara que «son inconstitucionales y nulos los siguientes artículos, apartados o incisos de 
artículos de la Ley de las Cortes de Aragón 8/2018, de 28 de junio, de actualización de los derechos 
históricos de Aragón: -art. 1, apartados 1, 2 y 3; -arts. 2 a 5; -art. 6, apartado 1, inciso «Como sucesores 
de las instituciones del antiguo Reino de Aragón, y apartado 3, inciso «al asilo»; -art. 7, apartado 1.c); 
-art. 8, apartado b); -art. 9; -art. 10, apartados 1 y 2; -art. 11, apartado 1; -art. 14, apartados 1, 2 y 3; -art. 
15; -art. 16, apartado 3; -art. 18, apartado 1, inciso «tiene su origen histórico en la Diputación del 
Reino»; -art. 20; -art. 21; -art. 22; -art. 25; -art. 26, apartados 1, 2 y 3; -art. 31; -art. 32 a); -art. 33, aparta-
dos 3 y 5; -disposición adicional segunda, apartado 1, párrafo primero, inciso «y sus derechos históri-
cos», y párrafo segundo; -disposición adicional tercera; -disposición final tercera».

Pueden consultarse, como antecedentes de esta Sentencia:

A)	 Resolución de 29 de octubre de 2018, de la Secretaría General Técnica de la Presidencia del 
Gobierno de Aragón, por la que se dispone la publicación del Acuerdo de la Comisión Bila-
teral de Cooperación Aragón-Estado en relación con la Ley 8/2018, de 28 de junio, de actua-
lización de los derechos históricos de Aragón (BOA n.º 215, de 7 de noviembre de 2018).

B)	 Edicto del Tribunal Constitucional, relativo al recurso de inconstitucionalidad 5212-2018 
(BOA n.º 229, de 27 de noviembre de 2018).

C)	 Edicto del Tribunal Constitucional, relativo a recurso de inconstitucionalidad número 
976/2019 (BOA n.º 129, de 4 de julio de 2019).
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lo que permite explicar que las Cortes 
de Aragón fueran las únicas de toda la 
Corona de Aragón que se reunieran 
más de un siglo después de la celebra-
ción de las anteriores, concretamente 
el 9 de junio de 1808, convocadas por 
el Capitán General de Aragón, José 
de Palafox, durante los Sitios de 
Zaragoza.

Otra institución histórica aragone-
sa es la Diputación General del 
Reino, surgida a raíz de las Cortes 
celebradas en Monzón en 1362. 
Nace como representación perma-
nente de las Cortes con una función 
meramente recaudatoria; pero con el 
paso del tiempo se encargará de admi-
nistrar la Hacienda del Reino, que te-
nía su propia política fiscal, así como 
del ejercicio de funciones administra-
tivas y políticas, siendo su misión más 
importante la de custodia y guarda de 
los Fueros y Libertades de Aragón. El 
Justicia de Aragón es el símbolo de la 
cultura jurídico-política aragonesa y su 
imagen reconocible en la doctrina y la 
práctica constitucional de otros países 
de Europa y América. Invocando el 
uso de una jurisdicción propia del 
Reino, ha podido someter a control 
judicial las actuaciones del Rey y sus 
Oficiales y cualesquiera otras institu-
ciones de administración y gobierno; 
en un contexto de Antiguo Régimen 
dominado por la arbitrariedad, la acti-
vidad del Justicia de Aragón permitió 
articular un sistema con potestades 
más regladas y actuaciones sometidas 
a control y responsabilidad. 

La relación entre el Justicia y el 
Fuero de Aragón es tan directa que 
resulta imposible imaginar el desarro-
llo del sistema normativo aragonés en 
su ausencia. Durante el siglo XIV, el 
Justicia ha creado normas verbalizan-

Reino de Aragón tuvo una estructura 
institucional propia y un sistema nor-
mativo completos. Tomando como 
término de comparación lo que en 
cada época se pudiera considerar refe-
rencia de desarrollo institucional y 
normativo, Aragón siempre estuvo en 
el máximo nivel y con el máximo ran-
go protocolario.

Sobre este amplio y variado territo-
rio, sucesivas generaciones de aragone-
ses y aragonesas fueron construyendo 
una nación fundada en la defensa de 
sus libertades, dotada de instituciones 
singulares (Rey, el Príncipe de Gerona, 
Cortes, Justicia mayor, Diputación del 
Reino, Maestre Racional, los Municipios 
y Comunidades) y depositaria de un 
rico patrimonio natural, cultural, jurí-
dico y lingüístico. Un país que fue ger-
men y cabeza de una confederación 
peculiar y precursora en Europa: la 
Corona de Aragón.

Las Cortes creadas en el siglo XII 
eran consideradas por los aragoneses 
como las representantes del Reino, en 
la medida en que estaban compuestas 
por los cuatro brazos o estamentos del 
Reino (la alta nobleza o ricoshombres, 
la baja nobleza o caballeros e infanzo-
nes, la jerarquía eclesiástica y las uni-
versidades). Sus principales funciones 
eran la de resolver los agravios, acor-
dar la política interior y exterior del 
Reino y decidir la legislación y los tri-
butos.

Asimismo, servían de medio para 
financiar las empresas reales, a cambio 
de la concesión de privilegios a los 
súbditos. Por otra parte, es necesario 
destacar que pese a la supresión de las 
instituciones aragonesas por los De
cretos de Nueva Planta, en Aragón se-
guía presente la conciencia de Reino, 
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culminado y cerrado en Aragón la or-
ganización judicial de régimen ordina-
rio, incluso con posterioridad a los 
Decretos de Nueva Planta.

Para la organización de la adminis-
tración del Reino, existieron demarca-
ciones de tipo supramunicipal que 
distribuían el espacio de gobierno del 
Reino en unidades menores. Las más 
consolidadas tenían una finalidad fis-
cal o judicial; este tipo de demarcacio-
nes que aproximaban la acción de go-
bierno están en el fundamento de las 
actuales comarcas.

Por último, también existía en el 
Reino de Aragón la institución del 
Maestre Racional, al que le correspon-
día la administración del patrimonio 
real como interventor general de in-
gresos y gastos, en un intento de im-
pulsar la racionalización de la estruc-
tura político-administrativa de la 
Corona. Asimismo le fueron asignadas 
funciones de previsión, dirección y 
control último de la administración 
financiera real, destacando, entre to-
das ellas, la de fiscalización de la ges-
tión financiera. De estas funciones es 
heredera la actual Cámara de Cuentas 
de Aragón como institución particular 
de Aragón.

Uno de los signos que diferencian 
y definen a Aragón es su Derecho fo-
ral. Aragón siempre se ha dotado de 
las normas necesarias para la regula-
ción de la vida política y social, de tal 
forma que el Derecho aragonés es tan 
antiguo como Aragón mismo. El 
Derecho foral aragonés ha sido el ele-
mento principal de la formación, per-
manencia y continuidad de la identi-
dad aragonesa hasta nuestros días. La 
interpretación de los Fueros ha sido 
objeto de regulaciones y construccio-

do en sus Observancias las reglas del 
Fuero de Aragón; más adelante, se ha 
convertido en intérprete de los Fueros 
aprobados por las Cortes, que era la 
otra vía de verbalización del Fuero que 
desde Pedro IV se quiere convertir en 
única. Incluso después de 1347, el 
Justicia ha desarrollado una actividad 
que transciende lo que hoy entende-
mos por interpretación de las normas 
de Cortes. La importancia de sus deci-
siones, extendida a la de los otros tri-
bunales y el Consejo de Aragón, ha 
dado origen a colecciones de decisio-
nes que son un género especialmente 
desarrollado en Aragón y característi-
co de su sistema foral desde el siglo 
XVI. Esta jurisprudencia ha sido ins-
trumento de actualización de las nor-
mas forales supliendo en el siglo XVII 
la crisis de las propias Cortes legislati-
vas. El Justicia de Aragón ha sido pieza 
fundamental en el pensamiento cons-
titucional español desde 1812, repre-
sentando una manera de entender la 
acción del Rey y las instituciones con 
sometimiento a la supremacía del de-
recho (fuero), que proporciona un 
referente español para la construcción 
de nuestro Estado de Derecho. Desde 
el inicio de nuestro proceso estatu
tario derivado de las constituciones 
de 1931 y 1978, el Justicia de Aragón 
–símbolo de nuestra capacidad para 
crear, aplicar y garantizar un sistema 
normativo propio y completo, y expre-
sión de nuestra condición de naciona-
lidad histórica– se ha situado en el 
núcleo de nuestro autogobierno cons-
titucional y la Comunidad Autónoma 
desarrollada para ejercerlo.

Junto al Tribunal de Justicia, Ara
gón ha tenido una Audiencia –Virrei
nal, de la Gobernación General, Au
diencia Real o Real Audiencia– que ha 
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Lanuza el Mozo fue decapitado, tras la 
rebelión de 1591, por encabezar su 
defensa.

A principios del siglo XVIII, los lla-
mados Decretos de Nueva Planta abolie-
ron, por derecho de conquista, el 
Derecho público y las instituciones pro-
pias del Reino de Aragón, que había si-
do Estado independiente durante sete-
cientos años. Los aragoneses únicamente 
pudimos conservar el Derecho privado 
plasmado en el Cuerpo de Fueros, 
Observancias y Actos de Corte del Reino 
de Aragón, que, a través del Apéndice 
de 1925, la Compilación de 1967 y, una 
vez recuperado el autogobierno, diver-
sas leyes autonómicas hoy refundidas 
en el Código del Derecho Foral de 
Aragón, ha subsistido hasta nuestros 
días. Durante casi tres siglos, la aplica-
ción cotidiana del Derecho foral arago-
nés fue testimonio patente de nuestro 
pasado común, el elemento esencial 
que reflejaba nuestra identidad colecti-
va. Y, lo que es más importante, siempre 
se mantuvo viva la voluntad de los arago-
neses de existir como pueblo, la con-
ciencia de nuestro hecho nacional. 
Puede citarse un ejemplo muy expresi-
vo: un siglo después de su abolición, en 
plena Guerra de la Independencia, 
Palafox convocó las antiguas Cortes de 
Aragón, que se reunieron el día 9 de 
junio de 1808 con asistencia de los cua-
tro Brazos tradicionales.

Esta nacionalidad no pudo acceder 
a su pleno autogobierno en la Segunda 
República porque el inicio de la Guerra 
Civil interrumpió, bruscamente, la tra-
mitación del Estatuto de Autonomía de 
Aragón que había sido ya redactado en 
Caspe en 1936. La primera de las bases 
aprobada para redactar el futuro Esta
tuto proclamaba acertadamente que 
«la personalidad de Aragón queda defi-

nes doctrinales muy diferentes. Desde 
la inicial apertura a la aplicación ana-
lógica de los textos –previendo el re-
curso a la «igualeza», en virtud de la 
cual los asuntos semejantes deben te-
ner soluciones semejantes– hasta la 
lectura que finalmente se dio del 
Standum est Chartae como principio 
hermenéutico de la que se hizo deri-
var la aplicación literal de las normas. 
Muchos de estos criterios respondían 
a la situación concreta de las normas 
que no tuvieron su origen en el Rey y 
el control de las Cortes y Tribunales, 
que tenían la capacidad para modifi-
carlas o la obligación de aplicarlas; 
son, por tanto, difícilmente extrapola-
bles fuera de su contexto.

La esencia del antiguo Reino de 
Aragón eran sus Fueros, que emana-
ban de una concepción pactista del 
poder: no era Fuero la voluntad del 
Rey, sino su acuerdo con los cuatro 
Brazos de las Cortes. El principio esen-
cial del sistema constitucional históri-
co de Aragón es la supremacía del 
Derecho. De la mano de Jaime I y 
Vidal de Canellas se introdujo en 
Aragón, en la mitad del siglo XIII, una 
ordenación de la actuación de los jue-
ces del rey y sistema de garantías judi-
ciales de inspiración canónica que tie-
ne pocos equivalentes en su tiempo 
–los jueces estaban obligados a expre-
sar la motivación de las sentencias– y 
que está en la raíz del extraordinario 
desarrollo de nuestra doctrina jurídi-
ca. Dentro de los límites de una socie-
dad de Antiguo Régimen, en Aragón 
había una preocupación demostrable 
por prohibir o reducir la arbitrarie-
dad. Y el pueblo aragonés siempre se 
caracterizó por defender celosamente 
sus Fueros y Libertades, hasta el punto 
de que el Justicia mayor Juan de 
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máximo nivel de autogobierno. El ob-
jetivo de una ley de actualización de 
los derechos históricos es tratar de 
afirmar y proteger la identidad arago-
nesa. Actualización significa decantar 
la esencia regulatoria de esa identidad 
constitucional histórica de Aragón, 
eliminando cualquier reminiscencia 
de un régimen señorial incompatible 
con nuestro actual sistema constitucio-
nal democrático. También es adapta-
ción de esa raíz regulatoria a un nuevo 
entorno social, receptivo y abierto a 
otras culturas, religiones y etnias que 
vuelven a un territorio que en el pasa-
do también fue receptor. Aragón, me-
diante la presente ley, proclama su 
condición de territorio foral por legiti-
midad histórica y porque lo dispone 
su Estatuto de Autonomía, según el 
cual, los derechos históricos de Aragón 
podrán ser actualizados de acuerdo 
con lo que establece la disposición 
adicional primera de la Constitución 
Española. De este modo, Aragón que-
da situado en el lugar que, como na-
cionalidad histórica, le corresponde 
por su pasado foral dentro del Estado 
español y la Unión Europea, y recupe-
ra los instrumentos precisos para se-
guir haciendo realidad el progreso 
social, cultural y económico de los 
aragoneses y aragonesas.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.—  Aragón, nacionalidad 
histórica2.

1.  Aragón es una nacionalidad histórica, 
de naturaleza foral, cuya identidad jurídica, 
así como la voluntad colectiva de su pueblo de 

nida por el hecho histórico y por la ac-
tualidad de querer ser».

Antes de promulgarse la Cons
titución de 1978, Aragón encabezó el 
movimiento autonomista y fue uno de 
los primeros territorios en acceder al 
régimen preautonómico. Así, el Real 
Decreto-Ley 8/1978, de 17 de marzo, 
que aprobó el régimen preautonómi-
co para Aragón e instituyó la Dipu
tación General como órgano de go-
bierno, proclamaba que el pueblo 
aragonés ha manifestado reiterada-
mente, en diferentes momentos del 
pasado y en el presente, su aspiración 
a contar con instituciones propias.

En la fecha histórica del 23 de abril 
de 1978, más de cien mil aragoneses se 
manifestaron en Zaragoza para reivin-
dicar la autonomía. Pero los pactos au-
tonómicos de 1981 impusieron a Ara
gón el acceso a su autogobierno por la 
vía lenta del artículo 143 de la Cons
titución. Sin embargo, desde el primer 
momento, el Estatuto de Autonomía 
aprobado por Ley Orgánica 8/1982, de 
10 de agosto, hizo reserva expresa de 
los derechos que corresponden al pue-
blo aragonés en virtud de su historia. Y 
el propio pueblo aragonés volvió a ma-
nifestarse masivamente, en 1992 y en 
los años sucesivos, para reclamar la au-
tonomía plena para Aragón. 

Con la experiencia acumulada a lo 
largo de más de treinta años, es preci-
so dar un nuevo impulso al proceso de 
construcción de nuestro autogobier-
no, a fin de que Aragón, mediante la 
actualización de los derechos históri-
cos de su pueblo, amparados y respeta-
dos por la Constitución, acceda al 

2	 En esta edición transcribimos el texto de los artículos, apartados o incisos de artículos decla-
rados inconstitucionales y nulos, pero los ponemos en cursiva y letra más pequeña.
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Derecho foral, la historia, la cultura y las len­
guas, con la proyección de todos estos elementos 
en el ámbito educativo y con el sistema institu­
cional en que se organiza la Comunidad 
Autónoma.

c)  La garantía de una relación de Aragón 
con el Estado regida por los principios de auto­
nomía y bilateralidad, así como por la lealtad 
institucional mutua.

d)  El derecho de Aragón a acceder al más 
alto grado de autogobierno y, como mínimo, al 
que se reconozca a cualquier otra nacionalidad 
del Estado español en cualquier ámbito compe­
tencial, institucional o financiero.

e)  Una garantía de los derechos políticos 
y sociales de los aragoneses, como expresión de 
los principios tradicionales de libertad, justi­
cia social, igualdad, respeto a la diversidad y 
pacto.

f)  El fundamento del derecho de Aragón al 
autogobierno político y a la autonomía finan­
ciera, como instrumentos para prestar a su po­
blación unos servicios públicos universales, 
laicos, gratuitos y de calidad, así como garan­
tizar e impulsar los derechos sociales y cultura­
les y el estado del bienestar.

g)  El respeto por los símbolos, nombres y 
denominaciones originales de las instituciones 
políticas y jurídicas del antiguo Reino de 
Aragón y su defensa frente a errores, deforma­
ciones o manipulaciones de la historia o de la 
realidad territorial, cultural o lingüística de 
Aragón que desvirtúen su naturaleza o signifi­
cado.

Artículo 3.—  Principios y normas de ac­
tualización de los derechos históricos.

1.  La aceptación del régimen de autono­
mía que establece el Estatuto de Autonomía de 
Aragón supone la necesidad de proteger, actua­
lizar, poner en valor y desarrollar los derechos 
del pueblo aragonés que le corresponden en 
virtud de su historia, que es el objeto de la pre­
sente ley.

querer ser, se han mantenido de manera ininte­
rrumpida desde su nacimiento.

2.  La participación de Aragón en el proce­
so histórico de construcción de España no ha 
supuesto la renuncia a sus derechos históricos. 
Su actualización es legítima de acuerdo con la 
disposición adicional primera de la Cons­
titución y según se prevé en la disposición adi­
cional tercera del Estatuto de Autonomía de 
Aragón.

3.  Todas las Administraciones públicas 
aragonesas deberán respetar dicha condición y 
utilizar en sus normas y documentos oficiales 
la denominación «Aragón, nacionalidad histó­
rica», así como fomentar su uso por los particu­
lares y los medios de comunicación.

4.  Aragón, en virtud de sus institu-
ciones tradicionales, su historia, su 
Derecho, su cultura y de la conviven-
cia histórica de las lenguas y modalida-
des lingüísticas propias de Aragón, os-
tenta en el Estado español y en la 
Unión Europea una identidad y un 
espacio jurídico, político y cultural 
propios, que deberán reivindicarse y 
reconocerse.

Artículo 2.—  Titularidad y contenido de 
los derechos históricos.

1.  Los derechos históricos residen en el 
pueblo aragonés, del que emanan los poderes de 
la Comunidad Autónoma de Aragón, y serán 
amparados y respetados por todos los poderes 
públicos.

2.  El contenido y efectos de los derechos 
históricos del pueblo aragonés son los siguien­
tes:

a)  La expresión de la voluntad del pueblo 
aragonés de mantener y reafirmar su identidad 
política, institucional y jurídica, sin perjuicio 
de su integración y participación en el Estado 
español y en la Unión Europea.

b)  El reconocimiento y garantía de una 
posición singular de Aragón en relación con el 
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decisiones que les afecten, principalmente a 
través del fomento de la iniciativa legislativa 
popular y los demás procesos participativos 
previstos en las leyes.

b)  Las decisiones relevantes que afecten a 
Aragón no podrán ser adoptadas unilateral­
mente por las instituciones del Estado o por 
entidades supraestatales, sino que deberán ser 
negociadas con los representantes de la 
Comunidad Autónoma a través de los órganos 
e instrumentos de relación bilateral instituidos 
al efecto, especialmente la Comisión Mixta de 
Transferencias, la Comisión Bilateral de Coo­
peración Aragón-Estado y la Comisión Mixta 
de Asuntos Económico-Financieros Estado-
Comunidad Autónoma de Aragón, según lo 
marcado en la Constitución Española y de 
acuerdo con lo que establece el Estatuto de 
Autonomía.

Se consideran decisiones relevantes, entre 
otras, todas aquellas que afecten a las compe­
tencias exclusivas de Aragón o a los derechos y 
libertades de los aragoneses, así como aquellas 
a las que puedan otorgar ese carácter las Cortes 
de Aragón en norma con rango de ley.

Artículo 6.—  Derechos y libertades.
1.  Como sucesores de las instituciones del 

antiguo Reino de Aragón, los poderes 
públicos aragoneses promoverán y 
garantizarán el pleno ejercicio de los 
derechos y libertades proclamados 
en el Estatuto de Autonomía, la 
Constitución Española, la legislación 
de la Unión Europea, la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, el 
convenio Europeo para la Protección 
de los Derechos Humanos, la Carta 
Europea de las Lenguas Regionales y 
Minoritarias, la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer y el 
resto de tratados y convenios inter-
nacionales que resulten de aplica-
ción, así como aquellos otros dere-

2.  La actualización de esos derechos histó­
ricos impulsará y desarrollará los principios 
propios del Estado social y democrático de 
Derecho, así como el cumplimiento de los dere­
chos y libertades de los aragoneses, y se llevará 
a cabo atendiendo a la realidad social, cultu­
ral, económica y política del momento actual.

3.  Los derechos históricos originarios de 
Aragón se podrán actualizar mediante ley, ac­
tos y convenios, entre otros, en el marco de la 
Constitución Española y el Estatuto de Auto­
nomía.

4.  Los derechos históricos referidos en esta 
ley no agotan la relación y actualización de 
los mismos. En especial, la Comunidad Autó­
noma de Aragón se reserva el derecho de reque­
rir un régimen financiero propio y una 
Hacienda foral, al amparo de lo previsto en la 
disposición adicional primera de la Cons­
titución.

Artículo 4.—  Carácter originario e im­
prescriptibilidad.

1.  Los derechos históricos del pueblo ara­
gonés son anteriores a la Constitución Española 
y al Estatuto de Autonomía, que los amparan 
y respetan, así como a la legislación emanada 
de la Unión Europea. Al no emanar de ellos, 
han de ser respetados por las reformas que pue­
dan afectar a esas normas.

2.  Los derechos históricos no prescriben por 
falta de uso, ejercicio o reclamación.

Artículo 5.—  El pacto como base de la 
convivencia política.

1.  Con arreglo a la tradición foral arago­
nesa, los derechos históricos se fundamentan en 
el valor del pacto como base de la convivencia 
social y política.

2.  Como fundamento de los derechos histó­
ricos, el pacto tiene dos manifestaciones princi­
pales:

a)  Los poderes públicos aragoneses impul­
sarán y garantizarán la participación efectiva 
de la ciudadanía en los procesos de toma de las 
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o cumplan los requisitos que la legisla-
ción aplicable pudiera establecer.

b)  Los ciudadanos españoles resi-
dentes en el extranjero que hayan te-
nido su última vecindad administrativa 
en Aragón y acrediten esta condición 
en el correspondiente Consulado de 
España o cumplan los requisitos esta-
blecidos en la legislación estatal, así 
como sus descendientes, si así lo solici-
tan, siempre que ostenten la naciona-
lidad española en la forma que deter-
mine la ley.

c)  Los ciudadanos españoles con ve­
cindad civil aragonesa, aunque residan 
fuera de Aragón, siempre que lo soliciten de 
acuerdo con lo dispuesto en la ley.

2.  La condición política de arago-
nés otorga el pleno ejercicio de los 
derechos políticos contemplados en el 
Estatuto de Autonomía de Aragón, en 
la presente Ley y en el resto del orde-
namiento jurídico.

Artículo 8.—  Participación en deci­
siones de interés general.

Los poderes públicos aragoneses 
establecerán las vías adecuadas para 
facilitar y potenciar la participación en 
las decisiones de interés general de las 
siguientes personas:

a)  Los ciudadanos extranjeros resi-
dentes en Aragón, sin perjuicio del de-
recho de sufragio activo y pasivo en las 
elecciones municipales en los términos 
previstos en la legislación electoral.

b) Los ciudadanos de origen aragonés, aun­
que hayan perdido la vecindad civil aragonesa, 
que residan fuera de Aragón.

Artículo 9.—  Territorio.

El territorio de la Comunidad Autónoma se 
corresponde con el histórico de Aragón, y com­
prende el de los municipios y comarcas integra­

chos que, habiendo sido reconocidos 
en normas de menor rango jurídico, 
se encuentren en vigor en el mo-
mento de la entrada en vigor de la 
presente Ley.

2.  Las instituciones aragonesas res-
petarán y protegerán el contenido ac-
tual de los derechos y libertades referi-
dos en el apartado anterior y se 
opondrán a su minoración o restric-
ción por parte de otras instituciones 
en cuanto puedan afectar al pueblo 
aragonés.

3.  Las instituciones aragonesas ga-
rantizarán de forma efectiva el cumpli-
miento de los derechos sociales que 
no gozan de una protección legal efi-
caz, especialmente el derecho al traba-
jo de calidad, el derecho a una vivien-
da digna, el derecho a la vida, a la 
integridad física y psicológica, al asilo y 
el derecho a unos servicios sociales de 
calidad. A estos efectos, los citados 
derechos serán auténticos derechos 
subjetivos para todos los ciudadanos 
empadronados en Aragón cuya efecti-
vidad podrá ser reclamada de manera 
directa a la Administración aragonesa 
en las materias de su competencia. Del 
mismo modo, los presupuestos de la 
Comunidad Autónoma de Aragón no 
podrán en ningún caso reducir los 
créditos que se hubieran dispuesto 
para políticas sociales en el ejercicio 
anterior.

Artículo 7.—  Condición política de 
aragonés y natural de Aragón.

1.  A los efectos de la presente ley, 
gozan de la condición política de ara-
goneses:

a)  Los ciudadanos españoles que 
tengan vecindad administrativa en 
cualquiera de los municipios de Aragón 
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2.  A todos los efectos, la indicada 
fecha se considerará festiva en todo el 
territorio de Aragón.

Artículo 13.—  Capitalidad.
1.  La capital de Aragón es la ciu-

dad de Zaragoza, que constituye la se-
de permanente de las instituciones 
autonómicas aragonesas, sin perjuicio 
de que las mismas puedan reunirse en 
otros lugares de Aragón, con arreglo a 
lo previsto en las leyes.

2.  En su condición de capital, Za
ragoza dispondrá de un régimen espe-
cial establecido por una ley de las Cor
tes de Aragón.

CAPÍTULO III
Instituciones de autogobierno

Artículo 14.—  Instituciones forales 
históricas.

1.  Las Cortes, el Justicia mayor, la Dipu­
tación del Reino y el Maestre Racional constitu­
yen el fundamento, origen y precedente directo de 
las actuales instituciones de Aragón y expresan 
su forma tradicional de autogobierno, basada en 
el pacto, la supremacía del Derecho, el respeto 
a los derechos y libertades de la ciudadanía y 
el control y responsabilidad de los poderes pú­
blicos.

2.  La Diputación General de Aragón vela­
rá por el uso preferente de las denominaciones 
históricas de las instituciones aragonesas de 
autogobierno, especialmente en los edificios ofi­
ciales, los sellos oficiales y las rúbricas de los do­
cumentos de especial relevancia.

3.  En su condición de sucesoras de las ins­
tituciones históricas, las actuales instituciones 
de autogobierno se inspirarán, en el diseño de 
sus símbolos representativos, en los correspon­
dientes a aquellas.

4.  El régimen de precedencias de 
las autoridades e instituciones de la 
Comunidad Autónoma de Aragón en 

dos en las actuales provincias de Huesca, Teruel 
y Zaragoza.

CAPÍTULO II
Símbolos de Aragón

Artículo 10.—  La bandera de Aragón.
1.  La bandera de Aragón, de acuerdo con 

lo preceptuado en el artículo 3 del Estatuto de 
Autonomía, es la tradicional de las cuatro ba­
rras rojas horizontales sobre fondo amarillo, en 
la que podrá figurar en el centro el escudo de 
Aragón.

2.  La bandera de Aragón deberá ondear en 
el exterior de todos los edificios públicos civiles 
situados en el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Aragón y ocupará el lugar prefe­
rente.

3.  El tamaño de la bandera de Ara
gón no podrá ser inferior al de otras 
banderas distintas a la misma cuando 
se utilicen simultáneamente.

Artículo 11.—  El escudo de Aragón.
1.  El escudo de Aragón es el tradicional de 

los cuatro cuarteles.

2.  El escudo de Aragón deberá fi-
gurar en:

a)  Los edificios de la Comunidad 
Autónoma.

b)  Los títulos oficiales expedidos 
por la Comunidad Autónoma.

c)  Los documentos, impresos, se-
llos y membretes de uso oficial en la 
Comunidad Autónoma.

d)  Los distintivos usados por las 
autoridades de la Comunidad Autó
noma que tengan derecho a ello.

e)  Los lugares u objetos de uso ofi-
cial en los que, por su carácter especial-
mente representativo, así se determine.

Artículo 12.—  Día de Aragón.
1.  El Día de Aragón es el 23 de abril.
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del cuerpo electoral de Aragón en el 
procedimiento de reforma estatutaria.

3.  El Presidente responde política-
mente ante las Cortes de Aragón, a 
través de la cuestión de confianza y la 
moción de censura, entre otras, en los 
términos previstos en las leyes.

Artículo 18.—  La Diputación Gene­
ral de Aragón.

1.  La Diputación General tiene su 
origen histórico en la Diputación del Reino; 
es órgano permanente de gobierno 
con capacidad ejecutiva y normativa 
sometida a las Cortes y al Estatuto.

2.  La Diputación General de Ara
gón, bajo la dirección de su Presidente 
o Presidenta, establece la política ge-
neral y la acción exterior, dirige la 
Administración de la Comunidad 
Autónoma y vela por la defensa de la 
autonomía aragonesa. Ejerce la fun-
ción ejecutiva y la potestad reglamen-
taria de acuerdo con las leyes.

3.  El control político de la Dipu
tación General corresponde a las 
Cortes de Aragón; la supervisión de la 
actividad de su Administración, al 
Justicia de Aragón, y la fiscalización 
externa de su gestión económico-fi-
nanciera, a la Cámara de Cuentas, to-
do ello sin perjuicio del control que 
corresponde a los Juzgados y Tribu
nales de Justicia en el ejercicio de la 
potestad jurisdiccional.

4.  La Diputación General es res-
ponsable políticamente ante las Cortes 
de Aragón de forma solidaria, sin per-
juicio de la responsabilidad directa de 
sus miembros por su gestión.

Artículo 19.—  La Cámara de Cuen­
tas de Aragón.

1.  La Cámara de Cuentas de Aragón 
es el órgano al que corresponde, con 

los actos oficiales tendrá en cuenta el 
carácter histórico de las instituciones 
reguladas en el presente Capítulo.

Artículo 15.—  Las Cortes de Aragón.

Las Cortes de Aragón, en su condición de 
representantes del pueblo aragonés, velarán por 
la conservación, desarrollo y eficacia de sus dere­
chos históricos y garantizarán, en el ejercicio de 
la potestad legislativa, que los mismos informen 
el ordenamiento jurídico aragonés.

Artículo 16.—  El Justicia de Aragón.
1.  El Justicia de Aragón tiene como 

misión la protección y defensa de los 
derechos y libertades individuales o 
colectivos de los aragoneses, incluido el 
derecho al autogobierno, la tutela del 
ordenamiento jurídico aragonés, velan-
do por su defensa y aplicación, y la de-
fensa del Estatuto.

2.  El Justicia actúa como mediador 
entre las instituciones aragonesas, así 
como en los conflictos que se susciten 
entre los ciudadanos y las Adminis
traciones públicas aragonesas, en los 
términos legalmente previstos.

3.  El Justicia elaborará un informe específi­
co anual sobre las acciones llevadas a cabo, en 
cumplimiento de la presente ley, para la actuali­
zación y desarrollo de los derechos históricos, es­
pecialmente desde el Gobierno de Aragón.

Artículo 17.—  La Presidencia de 
Aragón.

1.  El Presidente de Aragón ostenta 
la suprema representación de Aragón, 
preside la Diputación General, acuer-
da la disolución de las Cortes y la con-
vocatoria de elecciones.

2.  El Presidente promulga y orde-
na publicar las leyes aragonesas en 
nombre del Rey.

El Presidente convoca, en nombre 
del Rey, el referéndum de ratificación 
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CAPÍTULO IV
Patrimonio político e histórico 

de Aragón
Artículo 23.—  Concepto y régimen 

jurídico.
1.  El patrimonio político, jurídico 

e histórico aragonés está integrado 
por todos los bienes materiales e inma-
teriales, relacionados con las institu-
ciones, el Derecho y la historia de 
Aragón.

2.  La Diputación General de Ara
gón promoverá la protección, conser-
vación, recuperación, enriquecimiento, 
investigación, difusión, promoción, 
fomento y actualización del patrimo-
nio político, jurídico e histórico de 
Aragón, garantizando su transmisión a 
las generaciones futuras, su uso como 
bien social y su consideración como 
un factor de desarrollo sostenible para 
Aragón.

3.  Son de aplicación a los bienes 
que integran el patrimonio político, 
jurídico e histórico aragonés las pre-
visiones de la legislación de patrimo-
nio cultural aragonés, en cuanto re-
sulten compatibles con su naturaleza 
jurídica.

Artículo 24.—  Patrimonio material.
1.  La Diputación General de Ara

gón procederá a la identificación y 
conservación de los bienes materiales 
de especial relevancia para la historia 
política y jurídica de Aragón. Estos 
bienes gozarán de especial protección 
y serán declarados Bien de Interés 
Cultural.

2.  En particular, serán declarados 
Bien de Interés Cultural los restos ar-
quitectónicos y arqueológicos de to-
dos los bienes inmuebles de especial 
relevancia en la historia política y jurí-

plena independencia, la fiscalización 
externa de la gestión económico-finan
ciera, contable y operativa del sector 
público de Aragón.

2.  El Presidente de la Cámara de 
Cuentas recibe la denominación foral 
de Maestre Racional.

Artículo 20.—  El Tribunal Superior de 
Justicia.

Según la tradición jurídica aragonesa, ac­
tualizada por el Estatuto de Autonomía, y de 
conformidad con lo dispuesto por la Constitución, 
un Tribunal Superior de Justicia culmina la or­
ganización jurisdiccional en Aragón. Ello, sin 
perjuicio de las competencias y la jurisdicción que 
correspondan al Tribunal Supremo, Tribunal 
Constitucional y Tribunales internacionales.

Artículo 21.—  Municipios y comarcas.

Los municipios y comarcas, sin perjuicio de 
su autonomía, también integran el sistema ins­
titucional de Aragón, como entes en los que se 
organiza territorialmente, y son expresión ac­
tual de la peculiar organización territorial fo­
ral de Aragón, articulada en torno a concejos, 
comunidades, sobrecullidas, veredas, sesmas, 
quiñones, comunas y otras figuras forales de or­
ganización territorial.

Especial mención cabe hacer a las comarcas, 
como entidades a las que tanto el Proyecto de 
Bases para un Estatuto de la Región dentro del 
Estado español de 1919, como en el Estatuto de 
Caspe de 1936, se planteaba el reconocimiento 
de la comarca como agrupación de municipios 
conveniente en Aragón por su naturaleza social, 
política y territorial.

Artículo 22.—  Otras instituciones de auto­
gobierno.

La Diputación General de Aragón podrá 
compilar y reconocer, mediante decreto y de ma­
nera justificada, el carácter histórico foral de 
otras instituciones que, por su singularidad y 
aportación al proceso histórico de Aragón, merez­
can tal consideración.
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servados en el Archivo del Reino de 
Aragón.

Artículo 28.—  Patrimonio inmaterial.
La cultura y tradición jurídica y 

política de Aragón, así como su histo-
ria, forman parte de su patrimonio 
inmaterial y gozan de la máxima pro-
tección que esta condición le propor-
ciona.

Artículo 29.—  Patrimonio histórico.
1.  Aragón cuenta con una historia 

como comunidad humana diferencia-
da que se inicia hace doce siglos. Las 
autoridades aragonesas velarán para 
que los aragoneses conozcan su histo-
ria y fomentarán la investigación sobre 
la misma.

2.  Las instituciones aragonesas de-
berán apoyar y promover las diversas 
iniciativas relacionadas con la historia 
de Aragón, sin que la investigación al 
respecto pueda ser encomendada a 
ninguna entidad en exclusiva.

3.  Las autoridades aragonesas fo-
mentarán la enseñanza de la historia 
de Aragón en todos los niveles educa-
tivos.

4.  Las instituciones aragonesas, y es-
pecialmente el Gobierno de Aragón, 
mantendrán una posición activa ante 
cualquier tipo de tergiversación o ma-
nipulación histórica, cultural o territo-
rial, denunciando tales actuaciones, 
exigiendo la rectificación de manera 
inmediata y realizando cuantas acciones 
legales estén en su mano para tal fin.

5.  El Justicia de Aragón incluirá en 
su informe anual un apartado en el 
que consten las actuaciones públicas 
sucedidas provocadas por institucio-
nes, entidades públicas o sus represen-
tantes en materia de tergiversación 
histórica y que afecten a nuestro deco-

dica de Aragón y, específicamente, los 
que fueron sede de las instituciones 
forales.

Artículo 25.—  Patrimonio expoliado y emi­
grado.

1.  El pueblo aragonés tiene el derecho histó­
rico a que regresen a Aragón todos los bienes 
integrantes de su patrimonio político, jurídico e 
histórico que se encuentran fuera de su territorio.

2.  La Diputación General de Aragón desa­
rrollará todas las actuaciones necesarias para 
hacer realidad el derecho histórico proclamado 
en el apartado anterior, y, en especial, el regreso 
de, entre otros, los bienes aragoneses que se en­
cuentran depositados en el Museo Arqueológico 
Nacional en Madrid, el Museo Nacional de Arte 
de Cataluña en Barcelona, el Museo de Lleida, 
Diocesano y Comarcal, y el Centro Documental 
de la Memoria Histórica en Salamanca, así co­
mo los que se encuentran en otros Estados.

Artículo 26.—  Archivo de la Corona 
de Aragón.

1.  Aragón tiene el derecho histórico a parti­
cipar de forma preeminente en la dirección y 
gestión del Archivo de la Corona de Aragón, así 
como en su Patronato.

2.  La Diputación General de Aragón infor­
mará, con carácter preceptivo y vinculante, sobre 
cualquier decisión que afecte a la integridad de 
la unidad histórica del Archivo de la Corona de 
Aragón o a su gestión unificada.

3.  La Comunidad Autónoma de Aragón, a 
través de las Cortes de Aragón, informará cual­
quier proyecto legislativo o reglamentario estatal 
que afecte al Archivo de la Corona de Aragón.

4.  El Archivo de la Corona de Ara
gón se integra en el Sistema de Archi
vos de Aragón.

Artículo 27.—  Archivo del Reino de 
Aragón.

La Diputación General de Aragón 
unificará en un solo fondo todos los 
restos documentales que fueron con-
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a)  Los títulos competenciales, en cuanto 
normas amparadas por un pacto, se interpreta­
rán en el sentido más favorable a la autonomía 
de Aragón.

b)  Las instituciones de Aragón evi-
tarán aplicaciones literales de la nor-
ma que supongan fraude de Estatuto.

c)  En la interpretación de las nor-
mas se tendrá en cuenta el sentido 
histórico de las palabras.

Artículo 33.—  El conocimiento del 
Derecho y servicio público.

1.  El acceso al conocimiento del 
Derecho propio por parte de los ciu-
dadanos, los operadores jurídicos y los 
empleados públicos tendrá la conside-
ración de servicio público.

2.  Los poderes públicos deberán 
facilitar el acceso gratuito de los ciuda-
danos a la información sobre el De
recho aragonés y a las sentencias de 
los órganos jurisdiccionales radicados 
en Aragón, especialmente en soportes 
digitales.

3.  El ejercicio por parte de la Comunidad 
Autónoma de Aragón de su competencia exclusi­
va en materia de Derecho procesal derivado de las 
particularidades del Derecho sustantivo aragonés, 
tendrá por objeto garantizar y promover la aplica­
ción de este.

4.  El ejercicio por parte de la Comunidad 
Autónoma de Aragón de sus competencias en 
materia tributaria y fiscal tendrá por objeto ga­
rantizar y promover la aplicación del Derecho 
foral aragonés, sin que en ningún caso puedan 
adoptarse medidas que perjudiquen o desincenti­
ven su aplicación. Del mismo modo, la Di­
putación General de Aragón velará para que las 
normas y actos del Estado en materia tributaria 
y fiscal no produzcan tampoco esos efectos nega­
tivos.

5.  En Aragón, el procedimiento de habeas 
corpus recupera la denominación foral de «re­

ro e identidad como pueblo; además, 
constarán las denuncias presentadas 
por particulares, asociaciones y entida-
des públicas relativas a la manipula-
ción de la realidad histórica, cultural o 
territorial aragonesa, incluyendo las 
acciones que, en su caso, debiera ha-
ber realizado el Gobierno o hubiera 
realizado.

Artículo 30.—  Patrimonio lingüístico.
La lengua aragonesa, en la que se 

pronunció el Derecho aragonés, se 
escribieron los Fueros y se expresaron 
las Cortes de Aragón, el Justicia de 
Aragón y las demás instituciones a lo 
largo de la historia, la única que solo 
es hablada en nuestro territorio, es un 
patrimonio de toda la humanidad que 
debe ser objeto de especial atención, 
dignificación, protección, difusión y 
uso por parte de todas las instituciones 
aragonesas.

Artículo 31.—  El agua, patrimonio común 
de Aragón.

El agua constituye un patrimonio común de 
Aragón, cuyo acceso se garantiza conforme al 
Estatuto de Autonomía. Además, y con el objetivo 
de garantizar este acceso, Aragón refuerza la protec­
ción del agua como patrimonio común, descartan­
do que pueda convertirse en un objeto apto para el 
tráfico mercantil y estableciendo un horizonte de 
recuperación de su gestión directa por parte de las 
instituciones aragonesas.

CAPÍTULO V
Aragón y su derecho

Artículo 32.—  Principios de interpre­
tación del Derecho aragonés.

Con fundamento en los antece-
dentes históricos de Aragón y en el 
Estatuto, son principios de interpre
tación del Derecho aragonés los si
guientes:
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General en materia de Derecho civil 
aragonés y especialidades procesales 
derivadas de aquel derecho sustantivo.

Disposición adicional primera.— 
Conocimiento y difusión.

La Diputación General de Aragón 
promoverá el conocimiento y difusión 
de esta ley y el contenido de los dere-
chos históricos entre todos los arago-
neses, cualquiera que sea su lugar de 
residencia, así como su divulgación en 
el ámbito escolar, mediante la incor-
poración de contenidos de esta mate-
ria en el currículum y la divulgación 
de materiales didácticos en los centros 
educativos. Podrán también utilizarse 
otros recursos para contribuir a la di-
fusión de estos contenidos sobre nues-
tro origen y nuestros derechos.

Además, los medios de comunica-
ción públicos se implicarán para pro-
mover el efectivo conocimiento de los 
aragoneses de sus derechos históricos.

Disposición adicional segunda. — 
Declaración de interés general a efectos ex­
propiatorios.

1.  Los bienes y archivos que inte-
gran el patrimonio cultural e históri-
co del Reino de Aragón y que perte-
necieron a la Diputación General, a 
las Cortes, al Justicia, al Consejo de 
Aragón, a la Audiencia y al Maestre 
Racional del Reino de Aragón se de-
claran de interés general para la 
Comunidad Autónoma de Aragón a 
los efectos expropiatorios, con el fin 
de afirmar y defender la identidad de 
Aragón y sus derechos históricos3.

curso de manifestación de personas», sin perjui­
cio de lo dispuesto en la legislación procesal.

Artículo 34.—  La Comisión Arago­
nesa de Derecho civil.

1.  La Comisión Aragonesa de 
Derecho civil es un órgano consultivo 
que tiene por objeto asesorar al 
Gobierno en materia de conservación, 
modificación y desarrollo del Derecho 
civil aragonés como parte esencial del 
Derecho foral de Aragón.

2.  Son funciones de la Comisión 
Aragonesa de Derecho civil:

a)  Informar los anteproyectos de 
ley de conservación, modificación y 
desarrollo del Derecho civil aragonés, 
así como los de Derecho procesal civil 
derivado de las peculiaridades de aquel.

b)  Elaborar los anteproyectos de 
ley sobre las citadas materias que el 
Gobierno de Aragón le encomiende.

c)  Conocer y evaluar el grado de 
aplicación del Derecho civil aragonés 
y las nuevas demandas que se produz-
can en su desarrollo, informando, en 
su caso, sobre la conveniencia de su 
modificación o desarrollo.

d)  Proponer al Gobierno de Ara
gón la adopción de cuantas medidas 
estime convenientes para la conserva-
ción, modificación o desarrollo del 
Derecho civil aragonés.

e)  Emitir cuantos informes sean 
solicitados por los órganos competen-
tes de la Diputación General de Aragón 
en materia de Derecho civil aragonés.

f)  En general, el asesoramiento, 
estudio y propuesta a la Diputación 

3	 El punto 2.º del Fallo de la STC 158/2019, de 12 de diciembre de 2019, declara que», salve-
dad hecha del inciso «y sus derechos históricos», el párrafo primero del apartado 1 de la disposición 
adicional segunda no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el 
fundamento jurídico 8 j)».
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1.  El Archivo del Reino de Aragón 
formará una unidad separada en el 
Archivo General de Aragón, que cam-
biará su denominación por la de 
Archivo del Reino y General de Aragón.

2.  La Diputación General de Ara
gón impulsará la creación de una sede 
física propia y específica para dicho 
Archivo.

Disposición derogatoria única.— 
Derogación normativa por incompatibi­
lidad.

Quedan derogadas cuantas disposi-
ciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo establecido en esta ley.

Disposición final primera.—  Dero­
gación de los decretos de abolición foral.

Con el objetivo de hacer posible la 
superación histórica de las consecuen-
cias negativas que, derivadas de los 
decretos de abolición foral de 1707, 
todavía hoy padece Aragón como na-
cionalidad histórica, tanto en lo políti-
co o cultural como en lo relativo a la 
financiación, la Diputación General 
de Aragón se dirigirá al Gobierno del 
Estado español para que este derogue 
formalmente el Decreto de Nueva 
Planta, de 29 de junio de 1707, que, 
dictado por el derecho de conquista, 
supuso la abolición de los fueros y li-
bertades de que gozaba Aragón antes 
de Felipe V.

Disposición final segunda.—  Habi­
litación a la Diputación General.

Se habilita a la Diputación General 
de Aragón para dictar cuantas disposi-
ciones sean precisas para el desarrollo 
y ejecución de la presente ley.

Disposición final tercera.—  Actualización 
de los derechos históricos por las instituciones de 
Aragón.

A los mismos efectos y fines, se declaran de 
interés general para la Comunidad Autónoma 
los bienes artísticos que integran el patrimonio 
histórico-cultural de Aragón que hayan salido 
de su territorio sin un título válido de pro­
piedad.

2.  Será condición de la expropia-
ción prevista en esta disposición la 
declaración oficial del bien y archivos 
como singulares para la identidad de 
Aragón por la Diputación General, 
que conllevará la necesidad de ocupa-
ción conforme a la ley de expropia-
ción forzosa.

Disposición adicional tercera.—  Acuer­
do bilateral económico-financiero con el Estado.

En ejercicio de los derechos históricos, la 
Diputación General de Aragón instará a la 
Administración General del Estado a suscribir, 
en el plazo de seis meses desde la entrada en vi­
gor de la presente ley, el Acuerdo bilateral econó­
mico-financiero previsto en el artículo 108 del 
Estatuto de Autonomía de Aragón.

Disposición adicional cuarta.— Vidal 
mayor.

La Diputación General de Aragón 
desarrollará todas las actuaciones ne-
cesarias para hacer realidad, a la ma-
yor brevedad, el regreso definitivo a 
Aragón del Vidal mayor, elemento 
esencial del patrimonio jurídico, artís-
tico y lingüístico de Aragón.

Disposición adicional quinta.—  Pa­
lacio de la Diputación del Reino.

La Diputación General de Aragón 
desarrollará las actuaciones de estudio 
e intervención necesarias para recupe-
rar y rehabilitar el inmueble que con-
tiene los restos del Palacio de la 
Diputación del Reino de Aragón.

Disposición adicional sexta.—  Ar­
chivo del Reino y General de Aragón.
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La presente ley entrará en vigor el 
día 29 de junio de 2018, fecha en la 
que se cumplen trescientos once años 
desde la aprobación del primer De
creto de Nueva Planta que abolió, por 
derecho de conquista, el Derecho pú-
blico y las instituciones propias del 
Reino de Aragón.

Las Cortes, el Presidente de Aragón, el 
Justicia y el Gobierno desarrollarán y defenderán 
a través de sus poderes la actualización de los 
derechos históricos de Aragón de acuerdo con la 
presente ley.

Disposición final cuarta.—  Entrada 
en vigor.
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PREÁMBULO

En el planteamiento de la presente 
ley hemos de partir de cuatro ideas 
previas.

La primera, que el Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones se incluye 
bajo la rúbrica de «Hacienda general» 
y, de acuerdo con la Constitución 
Española, artículo 149.1.14.ª, es de la 
competencia exclusiva del Estado.

La segunda, que se trata de un im-
puesto cedido, de conformidad con la 
Ley Orgánica 8/1980, de 22 de sep-
tiembre, de Financiación de las Comu
nidades Autónomas, cuyo artículo 11 
alude al Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones entre los impuestos que 
pueden ser cedidos a las Comunidades 
Autónomas, a las que el artículo 19 
atribuye muy amplias competencias 
para la ejecución y organización de la 
aplicación de los tributos, lo que signi-
ficará posibles reducciones de la base 
y tipos así como particularidades en la 
gestión fiscal.

Nuestro Estatuto de Autonomía, 
en el artículo 104, dentro de la Ha
cienda autonómica, incluye el rendi-
miento de los tributos cedidos total o 

B) LEY 15/2018, DE 22 DE NOVIEMBRE,  
SOBRE LA TRIBUTACIÓN DE LA FIDUCIA ARAGONESA  
EN EL IMPUESTO SOBRE SUCESIONES Y DONACIONES

B) LAW 15/2018, OF NOVEMBER 22, ON THE TAXATION  
OF THE ARAGONESE TRUST IN THE TAX ON INHERITANCE  

AND DONATIONS

(BOA n.º 240, de 13 de diciembre de 2018,  
BOE n.º 24, de 28 de enero de 2019)

parcialmente, correspondiendo a la 
Comunidad Autónoma su gestión, li-
quidación y recaudación, de confor-
midad con la ley estatal (artículo 106).

La disposición adicional segunda 
considera como tributo cedido total-
mente al Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones.

La tercera, que en la presente legis-
latura, como resultado de la nego
ciación y acuerdo de distintas fuerzas 
parlamentarias, con el propósito de re-
ducir la mayor carga fiscal que, en tér-
minos comparativos con otras Comu
nidades Autónomas, soportaban las 
familias aragonesas por este impuesto, 
se ha aprobado recientemente la Ley 
10/2018, de 6 de septiembre, de medi-
das relativas al Impuesto sobre Suce
siones y Donaciones, objetivo que, 
igualmente, está presente en esta inicia-
tiva legislativa.

La cuarta, que en la historia y en el 
derecho aragonés siempre tuvo una 
destacada importancia la fiducia, figu-
ra jurídica desconocida para el Código 
civil y el Derecho común.

El origen de la fiducia está muy 
vinculado al de la «casa aragonesa» y a 
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el nombramiento, sus obligaciones, 
ejecución y extinción de la fiducia.

Desde el punto de vista tributario, 
y en el ámbito del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, la fiducia 
siempre presentó graves dificultades 
técnicas, porque no hay herederos de 
la plena o nuda propiedad hasta que 
los designe en el futuro el fiduciario, 
al que se le dio el encargo de distribuir 
los bienes de la herencia. Nos encon-
tramos ante una herencia pendiente 
de asignación, que queda en una ne-
bulosa. En buena lógica, mientras la 
herencia estuviera pendiente de asig-
nación, no debería liquidarse el 
Impuesto sobre Sucesiones, ya que no 
se sabe quiénes son los herederos ni 
qué cuota van a recibir. No puede 
considerarse ni siquiera que hayan 
adquirido la nuda propiedad que, co-
mo se deduce de lo anterior, es lo que 
queda de la plena propiedad si hay 
usufructuario.

Sin embargo, en la legislación esta-
tal se gravaba la fiducia como si los 
posibles herederos tuvieran algún 
derecho. En desarrollo de la Ley 
29/1987, de 18 de diciembre, del Im
puesto sobre Sucesiones y Donaciones, 
el artículo 54.8 del Reglamento de di-
cho Impuesto decía:

«En la fiducia aragonesa, sin perjui-
cio de la liquidación que se gire a cargo 
del cónyuge sobreviviente, en cuanto al 
resto del caudal, se girarán otras con 
carácter provisional a cargo de todos 
los herederos, con arreglo a sus condi-
ciones de patrimonio y parentesco con 
el causante y sobre la base que resulte 
de dividir por partes iguales entre to-
dos la masa hereditaria.

Al formalizarse la institución por el 
comisario se girarán las liquidaciones 

la necesidad de conservar indivisos los 
pequeños patrimonios rurales, para 
que pudieran cumplir con la finalidad 
de sustentar a una familia. En este 
contexto, se explica que la transmisión 
de la «casa» se realizara a favor de un 
único heredero y que surgiera la figu-
ra de la fiducia. Dado que el titular de 
la «casa» no podía hacer la designa-
ción de su heredero con garantías de 
acierto, al ignorar lo que iba a suceder 
en el futuro, encomendaba dicha ta-
rea a un tercero, que le iba a sobrevivir 
y que generalmente era su cónyuge.

En definitiva, se trataba de evitar 
que la división del patrimonio familiar 
condujera a su desaparición, al no ser 
viables ni rentables las porciones here-
ditarias resultantes de la herencia. El 
objetivo siempre fue mantener el pa-
trimonio familiar generación tras ge-
neración, del mismo modo que otras 
instituciones de nuestro derecho fo-
ral, como la legítima colectiva y el 
usufructo universal del cónyuge viudo.

En la sociedad actual y en el ámbi-
to urbano, la fiducia sigue teniendo 
también una destacada importancia. A 
través de la fiducia y para el caso de 
fallecimiento de un cónyuge, se re-
fuerza la posición del cónyuge viudo, 
que no solamente tendrá el usufructo 
universal, sino que además dispondrá 
de todos los bienes, generalmente a 
favor de los hijos que lo cuiden en sus 
últimos años.

En cualquier caso, el Código del 
Derecho Foral de Aragón es conscien-
te de la importancia de la fiducia y la 
regula detenidamente en los artículos 
439 a 463, con una normativa porme-
norizada, donde se indica quién pue-
de ser fiduciario, cómo debe realizarse 
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3.  Si el pago del impuesto corres-
pondiera a varias personas, la liquida-
ción resultante a cada una de ellas será 
la derivada de imputar a partes iguales 
el valor de la parte de la herencia no 
asignada.

4.  Cuando, habiéndose ejecutado 
totalmente la fiducia, el destino de los 
bienes sea distinto del que fiscalmente 
se tomó en consideración, se girarán 
las liquidaciones complementarias a 
las iniciales, atribuyendo a cada sujeto 
pasivo el valor del caudal relicto que 
realmente se le defirió.

5.  La mencionada liquidación a 
cuenta tendrá el tratamiento que pro-
ceda conforme a lo dispuesto en la le-
tra c) del artículo 451 del Código del 
Derecho Foral de Aragón.

En definitiva, habida cuenta de 
que la fiducia es una institución tradi-
cional en Aragón que debe ser objeto 
de una especial protección, tanto 
desde el punto de vista jurídico como 
tributario, se trata de ajustar la nor-
mativa fiscal a la regulación civil ara-
gonesa de la misma. A todo ello res-
ponde la presente modificación del 
artículo 133-2 del texto refundido de 
las disposiciones dictadas por la 
Comunidad Autónoma de Aragón en 
materia de tributos cedidos, aproba-
do por Decreto Legislativo 1/2005, 
de 26 de septiembre, del Gobierno de 
Aragón.

Artículo único.—  Modificación del 
artículo 133-2 del texto refundido de las 
disposiciones dictadas por la Comunidad 
Autónoma de Aragón en materia de tribu­
tos cedidos, aprobado por Decreto Legis­
lativo 1/2005, de 26 de septiembre, del 
Gobierno de Aragón.

El artículo 133-2 del texto refundi-
do de las disposiciones dictadas por la 

complementarias si hubiere lugar, pe-
ro si por consecuencia de la institu-
ción formalizada las liquidaciones exi-
gibles fueren de menor cuantía que 
las satisfechas provisionalmente, po-
drá solicitarse la devolución corres-
pondiente».

La Comunidad Autónoma de 
Aragón, en virtud de la Ley 10/2012, 
de 27 de diciembre, de Medidas Fis
cales y Administrativas de la Comu
nidad Autónoma de Aragón, conti-
nuó aplicando el criterio tradicional 
de liquidación de herencias con fidu-
cia ya fijado en el texto refundido de 
las disposiciones dictadas por la Co
munidad Autónoma de Aragón en 
materia de tributos cedidos, aproba-
do por Decreto Legislativo 1/2005, 
de 26 de septiembre, del Gobierno de 
Aragón (artículo 133-2), así como en 
la ley y el reglamento estatales, con 
liquidaciones a cuenta y complemen-
tarias en su caso. Se indica en la ley 
aragonesa que:

1.  El procedimiento para liquidar 
las herencias ordenadas mediante fi-
ducia se aplicará a toda sucesión por 
causa de muerte ordenada por uno o 
varios fiduciarios, conforme a lo dis-
puesto en el Código del Derecho 
Foral de Aragón.

2.  Cuando en el plazo de presenta-
ción de la autoliquidación no se hu-
biera ejecutado totalmente el encargo 
fiduciario, deberá presentarse una li-
quidación a cuenta respecto de la 
parte de la herencia no asignada por 
quien tuviera la condición legal de 
heredero conforme a lo previsto en el 
Código del Derecho Foral de Aragón, 
con arreglo a sus condiciones de patri-
monio y parentesco con el causante.
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3.  En cada ejecución fiduciaria de-
berá presentarse la correspondiente 
autoliquidación en los plazos previstos 
con carácter general.

4.  En el caso de que existieran 
varias ejecuciones a favor de una mis-
ma persona, se considerarán como 
una sola transmisión a los efectos de 
la liquidación del impuesto. Para de-
terminar la cuota tributaria, se aplica-
rá a la base liquidable de la actual 
adquisición el tipo medio correspon-
diente a la base liquidable teórica del 
total de las adquisiciones efectiva-
mente adjudicadas a una misma per-
sona.

A estos efectos, el límite previsto en 
el artículo 131-5 del presente texto re-
fundido se aplicará sobre el conjunto de 
las ejecuciones y no individualmente.

5.  No obstante lo dispuesto en los 
apartados anteriores, el administrador 
podrá optar por presentar, en el plazo 
de seis meses desde el fallecimiento 
del causante, una autoliquidación a 
cargo de la herencia yacente. Cuando, 
habiéndose ejecutado totalmente la 
fiducia, se conozca el destino de los 
bienes, se girarán liquidaciones com-
plementarias a las iniciales, atribuyen-
do a cada sujeto pasivo el valor del 
caudal relicto que realmente se le de-
firió».

Disposición adicional única.— Mo­
dificación del artículo 451 del Código del 
Derecho Foral de Aragón, texto refundido de 
las Leyes civiles aragonesas, aprobado por 
Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de mar­
zo, del Gobierno de Aragón.

Se adiciona una nueva letra d) en 
el artículo 451 del Código del Dere
cho Foral de Aragón, texto refundido 
de las Leyes civiles aragonesas, aproba-
do por Decreto Legislativo 1/2011, de 

Comunidad Autónoma de Aragón en 
materia de tributos cedidos, aprobado 
por Decreto Legislativo 1/2005, de 26 
de septiembre, del Gobierno de 
Aragón, queda redactado como sigue:

«Artículo 133-2.—  Procedimiento pa­
ra liquidar las herencias ordenadas me­
diante fiducia.

1.  El procedimiento establecido 
en este artículo se aplicará a toda su-
cesión por causa de muerte ordenada 
por uno o varios fiduciarios, confor-
me a lo dispuesto en el Libro Tercero, 
Título IV, del Código del Derecho 
Foral de Aragón, texto refundido de 
las Leyes civiles aragonesas, aproba-
do por Decreto Legislativo 1/2011, 
de 22 de marzo, del Gobierno de 
Aragón.

2.  Cuando en el plazo de presenta-
ción de la autoliquidación del Im
puesto sobre Sucesiones y Donaciones 
no se hubiere ejecutado totalmente el 
encargo fiduciario, deberá presentar-
se una declaración informativa y copia 
de la escritura pública a que hace refe-
rencia el artículo 450 del Código del 
Derecho Foral de Aragón por quien 
tenga la condición de administrador 
del patrimonio hereditario pendiente 
de asignación.

La declaración informativa tendrá 
el contenido que se fije mediante or-
den del Consejero competente en 
materia de hacienda y deberá presen-
tarse con periodicidad anual hasta la 
completa ejecución fiduciaria. Entre 
otros datos, deberá contener infor-
mación suficiente sobre los pagos, 
disposiciones o ejercicio de faculta-
des a que se refieren los artículos 451 
a 455 del Código del Derecho Foral 
de Aragón.
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Disposición final única.— Entrada 
en vigor.

La presente ley entrará en vigor el 
día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial de Aragón»4.

22 de marzo, del Gobierno de Aragón, 
con la siguiente redacción:

«d)  En caso de aplazamiento, la 
garantía del pago del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones».

4	 Resolución de 14 de noviembre de 2019, del Secretario General de la Presidencia del Gobierno 
de Aragón, por la que se dispone la publicación del Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación 
Aragón-Estado en relación con la Ley 15/2018, de 22 de noviembre, sobre la tributación de la fiducia 
aragonesa en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (BOA n.º 228 de 21 de noviembre de 2019).

Conforme a lo establecido en el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tri-
bunal Constitucional, modificado por la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de enero, esta Secretaría General 
dispone la publicación en el «Boletín Oficial de Aragón», del Acuerdo que se transcribe como anexo 
a la presente Resolución.

Zaragoza, 14 de noviembre de 2019.

El Secretario General de la Presidencia, 
Julio Tejedor Bielsa

ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN ARAGÓN-ESTADO  
EN RELACIÓN CON LA LEY 15/2018, DE 22 DE NOVIEMBRE, SOBRE LA TRIBUTACIÓN  
DE LA FIDUCIA ARAGONESA EN EL IMPUESTO SOBRE SUCESIONES Y DONACIONES

La Comisión Bilateral de Cooperación Aragón-Estado ha adoptado el siguiente Acuerdo:

1.º 	 De conformidad con las negociaciones previas celebradas por el Grupo de Trabajo constitui-
do en cumplimiento de lo previsto en el Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación 
Aragón-Estado, para el estudio y propuesta de solución de las discrepancias competenciales 
manifestadas en relación con la Ley 15/2018, de 22 de noviembre, sobre la tributación de la 
fiducia aragonesa en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, ambas partes consideran 
solventadas las mismas conforme al siguiente compromiso:

	 En relación a las controversias suscitadas sobre la Ley 15/2018, de 22 de noviembre, el Go-
bierno de Aragón reconoce que las previsiones de la Ley 15/2018 se refieren a aspectos re-
servados a la capacidad normativa del Estado, comprometiéndose a promover las actuaciones 
necesarias para dejar sin efecto la Ley 15/2018, ya que, por su parte, el Gobierno de España 
se compromete a promover la correspondiente iniciativa legislativa para regular esta cuestión 
en una norma con rango de Ley, en los términos establecidos en la Sentencia del Tribunal 
Supremo (Sala de lo Contencioso-administrativo) 591/2012, de 30 de enero de 2012.

	 Ambas partes se comprometen a activar los mecanismos de colaboración convenientes para 
ejecutar de forma coordinada este acuerdo de modo que el régimen tributario de la fiducia 
aragonesa responda a la doctrina sentada en la citada Sentencia del Tribunal Supremo.

2.º	 En razón al Acuerdo alcanzado, ambas partes coinciden en considerar resueltas las discre-
pancias manifestadas.

3.º	 Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos en el artículo 33.2 
de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, así como insertar el 
presente Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado», y en el «Boletín Oficial de Aragón».
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Artículo 6.—  Personas trans menores 
de edad.

1.  Las personas trans menores de 
edad tienen los siguientes derechos:

a)  Derecho a recibir de la Admi
nistración de la Comunidad Autónoma 
de Aragón la protección y la atención 
necesarias para promover su desarrollo 
integral mediante actuaciones eficaces 
para su integración familiar y social en 
el marco de programas coordinados de 
la Administración sanitaria, laboral, de 
servicios sociales y educativa.

b)  Derecho a recibir el tratamien-
to médico que precisen para su bien-
estar conforme a su transexualidad, 
que se llevará a cabo de acuerdo con 
lo dispuesto en la Ley Orgánica 
8/20015, de 22 de julio, de protección 
a la infancia y la adolescencia; en la 
Ley 41/2002, de 14 de noviembre, bá-
sica reguladora de la autonomía del 
paciente y de los derechos y obligacio-
nes en materia de información y docu-
mentación clínica; la Convención de 
Derechos del Niño, y atendiendo al 
Derecho civil aragonés.

C) ARTÍCULOS 6 Y 14 DE LA LEY 4/2018, DE 19 DE ABRIL,  
DE IDENTIDAD Y EXPRESIÓN DE GÉNERO  

E IGUALDAD SOCIAL Y NO DISCRIMINACIÓN  
DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ARAGÓN 

C) ARTICLES 6 AND 14 OF LAW 4/2018, OF APRIL 19,  
ON IDENTITY AND EXPRESSION OF GENDER AND SOCIAL 

EQUALITY AND NON-DISCRIMINATION  
OF THE ARAGON AUTONOMOUS REGION

(BOA n.º 86, de 7 de mayo de 2018,  
BOE n.º 131, de 30 de mayo de 2018)

c)  Derecho a ser oídos y expresar 
su opinión en atención a su madurez y 
desarrollo en relación con toda medi-
da que se les aplique.

2.  Toda intervención pública de
berá estar presidida por el criterio 
rector de atención al interés superior 
de la persona menor y dirigida a ga-
rantizar el libre desarrollo de su perso-
nalidad conforme a la identidad auto-
percibida y a evitar situaciones de 
sufrimiento e indefensión.

3.  El amparo de las personas trans 
menores de edad en la presente ley se 
producirá por mediación de sus tuto-
res o guardadores legales o a través de 
los servicios de protección de personas 
menores, cuando se aprecie la existen-
cia de situaciones de sufrimiento e in-
defensión por negación abusiva de su 
identidad de género.

Artículo 14.—  Consentimiento infor­
mado y decisión compartida para personas 
trans menores de edad.

1.  El consentimiento informado 
para recibir el tratamiento, de acuerdo 
con la Ley 41/2002, de 14 de noviem-
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bre, básica reguladora de la autonomía 
del paciente y de derechos y obligacio-
nes en materia de información y docu-
mentación clínica, será otorgado:

a)  Si la persona trans está incapa-
citada legalmente, por su representan-
te legal.

b)  Si es menor de doce años, por 
su representante legal, pero deberá 
ser oído en atención a su desarrollo y 
madurez y, en todo caso, si tiene sufi-
ciente juicio, conforme a lo estableci-
do en el Derecho civil aragonés.

c)  Si cuenta con más de doce años 
pero menos de catorce, por su repre-
sentante legal, pero deberá ser oído 
siempre conforme a lo establecido en 
el Derecho civil aragonés.

d)  Si la persona menor se encuen-
tra emancipada o cuenta con catorce 
años cumplidos, por la propia persona 
menor con la mera asistencia de sus 
padres o guardadores legales.

2.  La negativa de padres o tuto-
res a autorizar tratamientos relacio-
nados con la transexualidad podrá 
ser recurrida ante la autoridad judi-
cial cuando conste que puede causar 
un grave perjuicio o sufrimiento a la 
persona menor. Asimismo, en caso 
de divergencia de criterio entre los 
progenitores, cualquiera de ellos 
puede acudir al juez para que resuel-
va. En todo caso, se atenderá al crite-
rio del interés superior de la persona 
menor.
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Disposición final tercera.—  Modi­
ficación del texto refundido de las Leyes 
civiles aragonesas que, con el título de 
«Código del Derecho Foral de Aragón», se 
aprueba por Decreto Legislativo 1/2011, 
de 22 marzo.

Se añade un nuevo apartado 3 en 
el artículo 311 del texto refundido de 
las Leyes civiles aragonesas que, con el 
título de «Código del Derecho Foral 
de Aragón», se aprueba por Decreto 

D) DISPOSICIÓN FINAL TERCERA DE LA LEY 18/2018,  
DE 20 DE DICIEMBRE, DE IGUALDAD Y PROTECCIÓN 

INTEGRAL CONTRA LA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN  
DE ORIENTACIÓN SEXUAL, EXPRESIÓN E IDENTIDAD  

DE GÉNERO EN LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ARAGÓN 

D) THIRD FINAL PROVISION OF LAW 18/2018, OF DECEMBER 20, 
ON EQUALITY AND COMPREHENSIVE PROTECTION AGAINST 

DISCRIMINATION BASED ON SEXUAL ORIENTATION, 
EXPRESSION AND GENDER IDENTITY  

IN THE ARAGON AUTONOMOUS REGION

(BOA n.º 7, de 11 de enero de 2019,  
BOE n.º 50, de 27 de febrero de 2019) 

Legislativo 1/2001, de 22 de marzo, 
con la siguiente redacción:

«3.  En caso de fallecimiento de un 
miembro de una pareja estable no ca-
sada, el otro miembro de la pareja de-
be poder tomar parte, en las mismas 
condiciones que en caso de matrimo-
nio, en los trámites y las gestiones rela-
tivos a la identificación y disposición 
del cadáver, el entierro, la recepción 
de objetos personales o cualquier otro 
trámite o gestión necesaria».
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TÍTULO IX
Protección jurídica de las personas 

con discapacidad
Artículo 59.—  Autonomía en la toma 

de decisiones.
Las personas con discapacidad tie-

nen derecho a la autonomía y a tomar 
sus propias decisiones acerca de cómo 
vivir de acuerdo con las normas y pre-
ferencias propias. Con esta finalidad, 
se impulsarán y facilitarán los instru-
mentos de autotutela adaptados a sus 
particulares circunstancias.

Artículo 60.—  Interés personal.
Toda persona con discapacidad 

tiene derecho a que su interés perso-
nal sea valorado y considerado como 
primordial en todas las acciones y de-
cisiones que le conciernan, tanto en el 
ámbito público como en el privado.

Artículo 61.—  Apoyo en el proceso de 
toma de decisiones.

1.  La Administración de la Comu
nidad Autónoma de Aragón garantiza-
rá, coordinada con la autoridad judi-
cial, las medidas pertinentes para 
proporcionar acceso a las personas 
con discapacidad al apoyo que puedan 
necesitar en el ejercicio de sus capaci-

E) TÍTULO IX DE LA LEY 5/2019, DE 21 DE MARZO,  
DE DERECHOS Y GARANTÍAS DE LAS PERSONAS  

CON DISCAPACIDAD EN ARAGÓN

E) TITLE IX OF LAW 5/2019, OF MARCH 21,  
ON THE RIGHTS AND GUARANTEES OF PERSONS  

WITH DISABILITIES IN ARAGON

(BOA n.º 70, de 10 de abril de 2019;  
BOE n.º 125, de 25 de mayo de 2019)

dades a través de entidades, públicas o 
privadas sin ánimo de lucro, que des-
empeñen acciones de apoyo en esta 
materia de acuerdo con lo previsto en 
el Código civil, así como en el Código 
del Derecho Foral de Aragón en la 
redacción dada por el Decreto Legis
lativo 1/2011, de 22 de marzo, del 
Gobierno de Aragón, para las perso-
nas con vecindad civil aragonesa. 
La Administración de la Comunidad 
Autónoma de Aragón podrá estable-
cer mecanismos de colaboración con 
entidades tutelares en el ejercicio de 
las funciones tutelares encomendadas 
judicialmente.

2.  Estas entidades tutelares garan-
tizarán el acercamiento a la persona y 
su entorno, procurando su inclusión 
social, así como la máxima recupera-
ción posible de sus capacidades.

3.  Se garantiza la gratuidad del ac-
ceso a la protección jurídica y social 
que prestan las entidades tutelares. La 
aportación de las personas usuarias 
para retribuir los servicios de apoyo de 
las entidades tutelares se determinará 
judicialmente en los términos previs-
tos por el Código civil y el Código del 
Derecho Foral de Aragón.
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conocimiento de aquella de modo in-
mediato y, en todo caso, en un máxi-
mo de 24 horas.

3.  La gestión del centro estará 
orientada al lograr el bienestar y el 
mayor grado de libertad y autonomía 
personal de los residentes.

Artículo 63.—  Especial protección de 
las personas con discapacidad en su condi­
ción de consumidoras.

1.  La Administración de la Comu
nidad Autónoma de Aragón, en el 
marco de sus respectivas competen-
cias, prestará una atención específica a 
las personas con discapacidad en su 
calidad de consumidoras y usuarias 
conforme a la legislación vigente en 
materia de consumo.

2.  Asimismo, establecerá progra-
mas y actividades que permitan garan-
tizar la protección efectiva de los dere-
chos de personas consumidoras con 
discapacidad y prevenir las situaciones 
que puedan impedir un acceso nor-
malizado en la adquisición, uso y dis-
frute de productos, bienes y servicios.

3.  La atención e información en 
materia de consumo dirigida a las per-
sonas con discapacidad se desarrollará 
siguiendo los principios de accesibili-
dad universal.

4.  En los casos en los que interven-
ga una persona con discapacidad, la 
atención e información en materia de 
consumo se efectuará bajo criterios de 
accesibilidad universal, garantizando 
el acceso a la información en formatos 
de lectura fácil o cualquier oro sistema 
que contribuya a su comprensión.

Artículo 64.—  Medidas de promoción 
y protección.

Las Administraciones públicas, en 
el marco de sus respectivas competen-

4.  Se asegura que en todas las me-
didas relativas al ejercicio de la capaci-
dad jurídica se proporcionen salva-
guardas adecuadas y efectivas. Esas 
salvaguardas asegurarán que las medi-
das relativas al ejercicio de la capaci-
dad jurídica respeten los derechos, la 
voluntad y las preferencias de la perso-
na, de manera que no haya conflicto 
de intereses ni influencia indebida.

5.  Las fundaciones tutelares no 
podrán tener vinculación alguna ni 
dependencia económica de las entida-
des que presten servicios a los tutela-
dos, salvo que el juez lo autorice consi-
derando las especiales circunstancias 
de cada caso. Igualmente, los patronos 
de las fundaciones tutelares no po-
drán establecer ninguna relación labo-
ral con ninguno de los tutelados.

Artículo 62.—  Derechos y garantías 
de las personas con discapacidad usuarias 
de centros residenciales y centros de día.

1.  Las personas con discapacidad 
usuarias de centros residenciales y cen-
tros de día tendrán, además de los de-
rechos reconocidos en la Ley 5/2009, 
de 30 de junio, de Servicios Sociales de 
Aragón, el derecho a participar y a ser 
oídos por sí o a través de sus represen-
tantes legales en aquellas decisiones o 
medidas relacionadas con la atención 
y convivencia en ellos.

2.  Toda decisión o medida tomada 
por la dirección del centro u organis-
mo competente que suponga aisla-
miento, restricciones de libertades u 
otras de carácter extraordinario debe-
rá ser aprobada por la autoridad judi-
cial y, en todo caso, comunicada a la 
persona que ejerza la tutela legal, salvo 
que, por razones de urgencia, se hicie-
se necesaria la inmediata adopción de 
la medida, en cuyo caso se pondrá en 
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e)  Fomento de las acciones forma-
tivas y educativas específicas en mate-
ria de consumo dirigidas a las perso-
nas con discapacidad, especialmente a 
través de mediadores cualificados.

f)  Promoción de la participación 
de las personas con discapacidad en el 
ámbito de la protección al consumi-
dor a través de sus organizaciones más 
representativas.

g)  Establecimiento de atención es-
pecífica en los procedimientos de 
atención, tramitación y resolución de 
consultas y reclamaciones en materia 
de consumo interpuestas por personas 
con discapacidad.

h)  Promoción de acciones forma-
tivas dirigidas a la adquisición de com-
petencias específicas por parte de 
quienes desarrollan funciones de aten-
ción e información al consumidor.

i)  Realización de actuaciones es-
pecíficas de control de mercado y de 
seguridad de los productos, bienes y 
servicios ofertados a las personas con 
discapacidad.

j)  Impulso de la adopción de bue-
nas prácticas orientadas a las personas 
con discapacidad en el sector empre-
sarial, desde la óptica del consumo 
responsable y la responsabilidad social 
de las empresas.

cias, promoverán, entre otras, las si-
guientes medidas de promoción y pro-
tección de los derechos en materia de 
consumo de las personas con discapa-
cidad:

a)  Realización de estudios que fa-
ciliten un diagnóstico de las necesida-
des que, en materia de consumo, 
presentan las personas con discapaci-
dad, así como en lo referente a la 
disposición de recursos que amparen 
la protección de sus derechos en este 
ámbito.

b)  Vigilancia y control para re-
ducir y remover, en su caso, los obs-
táculos y barreras de toda naturale-
za que supongan limitaciones de 
acceso a los productos, bienes y 
servicios, y en particular en las tran-
sacciones comerciales de carácter 
electrónico.

c)  Adaptación de los soportes em-
pleados en las campañas informativas 
y divulgativas en materia de consumo 
a las necesidades específicas de las 
personas con discapacidad.

d)  Realización de campañas infor
mativas y divulgativas dirigidas a las 
personas con discapacidad sobre sus 
derechos como consumidores y usua-
rios, así como sobre los productos y 
servicios de los que son destinatarios 
específicos.
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PREÁMBULO
En esta legislatura, y en la Ponencia 

Especial de Estudio del Derecho foral, 
se ha tratado la aplicación del sistema 
de custodia compartida existente en 
Aragón, habiendo sido un criterio 
unánime que el interés que debía re-
gir el régimen de custodia y conviven-
cia con los progenitores en caso de 
separación es, esencialmente, el inte-
rés de los y las menores.

Este principio, además, está expre-
samente contemplado en el artículo 
76.2 del Código del Derecho Foral de 
Aragón, en coherencia con la Ley 
12/2001, de 3 de julio, de la infancia y 
la adolescencia de Aragón; en las 
Convenciones de Naciones Unidas so-
bre los Derechos del Niño; en la Carta 
Europea de los Derechos del Niño del 
Parlamento Europeo; la Ley Orgánica 
de Protección Jurídica del menor, mo-

F) LEY 6/2019, DE 21 DE MARZO, DE MODIFICACIÓN  
DEL DECRETO LEGISLATIVO 1/2011, DE 22 DE MARZO,  

DEL GOBIERNO DE ARAGÓN, POR EL QUE SE APRUEBA, 
CON EL TÍTULO DE «CÓDIGO DEL DERECHO FORAL  

DE ARAGÓN» EL TEXTO REFUNDIDO DE LAS LEYES CIVILES 
ARAGONESAS, EN MATERIA DE CUSTODIA 

F) LAW 6/2019, OF MARCH 21, AMENDING LEGISLATIVE  
DECREE 1/2011, OF MARCH 22,  

OF THE GOVERNMENT OF ARAGON, WHICH APPROVES,  
WITH THE TITLE OF "CODE OF THE REGIONAL LAW  

OF ARAGON" THE CONSOLIDATED TEXT  
OF ARAGONESE CIVIL LAWS, REGARDING CUSTOD 

(BOA n.º 66, de 4 de abril de 2019,  
BOE n.º 125, de 25 de mayo de 2019)

dificada por la Ley de 26/2015, de 28 
de julio, y en la sentencia del Tribunal 
Constitucional del 29 de mayo de 2000 
(STC 141/2000), entre otras.

La legislación antes mencionada 
recoge en su articulado que «Todo 
menor tiene derecho a que su interés 
superior sea valorado y considerado 
como primordial en todas las acciones 
y decisiones que le conciernan, tanto 
en el ámbito público como privado».

Es lógico pensar que el interés de 
los y las menores debe examinarse e 
integrarse en cada caso concreto, sin 
apriorismos, para cumplir con el prin-
cipio de orden público y un mandato 
que es ineludible.

De este modo, en caso de ruptura 
de la convivencia de los progenitores y 
a falta de acuerdo entre ellos sobre la 
custodia de sus descendientes, los tri-
bunales deben decidir sobre el régi-



RDCA-2019-XXV	 249

Materiales

men de custodia, y deben hacerlo 
atendiendo única y exclusivamente al 
beneficio de los menores, al superior 
interés del menor, sin que parezca 
conveniente que el legislador preesta-
blezca con carácter general o prefe-
rente lo que solo debe ser el resultado 
del análisis de los factores que se 
contienen en el apartado 2 del artícu-
lo 80 del Código de Derecho Foral de 
Aragón.

De hecho, ninguna de las normati-
vas actualmente vigentes en el Estado 
español que prevén la posibilidad de 
adoptar la custodia compartida como 
la individual generaliza o prejuzga qué 
clase de custodia debe adoptarse con 
carácter general, salvo excepciones. 
Por el contrario, todas ellas prevén 
que sea el juzgador o el tribunal el 
que, en cada caso, debe resolver lo 
que sea más beneficioso para el me-
nor, atendiendo a las circunstancias 
concurrentes y entendiendo algunas 
de ellas que la custodia compartida es 
un objetivo a conseguir como resulta-
do del ejercicio de corresponsabilidad 
en el cuidado de los descendientes 
durante la convivencia.

Cierto que el interés del menor es 
un concepto jurídico indeterminado, 
pero el artículo 2 de la Ley de Pro
tección Jurídica del Menor, modifica-
do por la Ley 26/2015, ha establecido 
unos criterios generales que deben 
tenerse en cuenta para la interpreta-
ción, en cada caso, de que sea lo más 
beneficioso o que represente el inte-
rés del menor, de manera que el tribu-
nal debe resolver, con el margen de 
discrecionalidad necesario y con arre-
glo a las normas de la sana crítica, lo 
que sea más beneficioso para los y las 
menores en cada asunto que le sea 
sometido a decisión.

Así lo entiende también la mayoría 
social y, de hecho, en el encuentro de 
Jueces y Abogados de Familia que tuvo 
lugar en Madrid en octubre de 2015, 
organizado por el Consejo General 
del Poder Judicial, concluyó a este res
pecto lo siguiente: «La guarda y custo-
dia compartida se otorgará en función 
del interés del menor en cada caso 
concreto. Ninguna forma de custodia 
debe ser preferente».

Sin embargo, en Aragón, la Ley 
2/2010, de 26 de mayo, pionera en 
esta materia, previó la adopción con 
carácter preferente de la custodia 
compartida en caso de ruptura y en el 
supuesto de desacuerdo de los proge-
nitores al respecto, cuyo contenido 
fue incorporado al artículo 80.2 del 
Código del Derecho Foral de Aragón, 
aprobado por Decreto Legislativo 
1/2011, de 22 de marzo, lo que clara-
mente contraviene lo deseable según 
lo explicado anteriormente. Así mis-
mo, tampoco se incluyó la dedicación 
anterior a los cuidados de los y las 
menores como un elemento de análi-
sis a la hora de determinar el régimen 
de custodia, cuando sí que se ha in-
cluido en legislaciones más novedosas 
que la nuestra y supone, sin ninguna 
duda, una garantía de cuidados en el 
futuro de los y las menores.

Es por todo lo anterior que se vie-
ne a presentar esta Ley de modifica-
ción del artículo 80.2 de la Ley 2/2010, 
de 26 de mayo, integrado en el Código 
del Derecho Foral de Aragón, aproba-
do por Decreto Legislativo 1/2011, de 
22 de marzo.

Artículo único.—  Modificación del 
Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, 
del Gobierno de Aragón, por el que se aprue­
ba, con el título de «Código del Derecho Foral 
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c)  La opinión de los hijos, siempre 
que tengan suficiente juicio y, en todo 
caso, si son mayores de doce años, con 
especial consideración a los mayores 
de catorce años.

d)  La aptitud y voluntad de los 
progenitores para asegurar la estabili-
dad de los hijos.

e)  Las posibilidades de concilia-
ción de la vida familiar y laboral de los 
padres.

f)  La dedicación de cada proge
nitor/a al cuidado de los hijos e hijas 
durante el periodo de convivencia.

g)  Cualquier otra circunstancia de 
especial relevancia para el régimen de 
convivencia».

Disposición final.—  Entrada en vigor. 
La presente Ley entrará en vigor a 

los veinte días de su publicación en el 
Boletín Oficial de Aragón.

de Aragón», el Texto Refundido de las Leyes 
civiles aragonesas.

Se introducen las siguientes modifi-
caciones en el artículo 80.2 del Decreto 
Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del 
Gobierno de Aragón, por el que se 
aprueba, con el título de «Código del 
Derecho Foral de Aragón», el Texto 
Refundido de las Leyes civiles aragone-
sas, que queda redactado como sigue:

«2.  El Juez adoptará la custodia 
compartida o individual de los hijos e 
hijas menores atendiendo a su interés, 
teniendo en cuenta el plan de relacio-
nes familiares que deberá presentar ca-
da uno de los progenitores y atendien-
do, además, a los siguientes factores:

a)  La edad de los hijos.
b)  El arraigo social y familiar de 

los hijos.

A)  DEBATE DE TOMA EN CONSIDERACIÓN DE LA PROPOSICIÓN DE LEY

A)  DISCUSSION TAKING INTO ACCOUNT THE PROPOSAL OF LAW

El texto original de la Proposición 
de Ley presentada por los Grupos par-
lamentarios Socialista, Podemos Aragón 
y Mixto (presentada por las Agrupa
ciones Parlamentarias Chunta Arago
nesista e Izquierda Unida de Aragón) 
se publicaron en el BOCA n.º 310, de 
21 de enero de 2019. 

El Pleno de las Cortes de Aragón, 
en sesión celebrada los días 21 y 22 de 
febrero de 2019, acordó su toma en 
consideración y su tramitación por 
lectura única. 

(SESIÓN PLENARIA DE LAS 
CORTES DE ARAGÓN, DE 21 DE 

FEBRERO DE 2019, PUNTO 7)

La señora PRESIDENTA: Gracias, 
señor Ledesma.

Continuamos con el debate y vota-
ción sobre la toma en consideración 
de la proposición de ley de modifica-
ción del Decreto Legislativo 1/2011, 
del 22 de marzo, del Gobierno de 
Aragón, por el que se aprueba, con el 
título de «Código de Derecho Foral de 
Aragón», el Texto Refundido de las 
leyes civiles aragonesas en materia de 
custodia, presentada por los Grupos 
Parlamentarios Socialista y Podemos 
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que, por cierto, era un debate que ya 
habíamos abierto los socialistas en el 
año 2005 con la modificación del ar
tículo 92 del Código civil. Por tanto, 
entendíamos que era importante se-
guir esa línea de debate que habíamos 
abierto y trasladarla en ese momento a 
Aragón.

Yo quiero recordar que no compar-
tíamos el fondo en tres cuestiones fun-
damentales: en primer lugar, era un 
texto que hablaba mucho del papel de 
los progenitores, de cómo quedaban el 
padre y la madre, y prácticamente nada 
de los menores; en segundo lugar, 
apostaba por una custodia compartida 
de facto, obligando al juez a fijar la 
custodia compartida de manera gene-
ral, y, en tercer lugar, porque pasaba de 
la falta de acuerdo entre los progenito-
res a una decisión judicial sin explorar 
fórmulas intermedias que condujeran 
al entendimiento.

Y partiendo de la base de lo que yo 
creo que es algo que nos identifica a 
los socialistas, como es la igualdad, su 
apuesta por la igualdad y la correspon-
sabilidad, y mucho más si estamos ha-
blando del tema de la educación y la 
crianza de los hijos, presentamos en su 
día diecinueve enmiendas al texto ini-
cial que recogían lo que, para noso-
tros, eran las tres cuestiones funda-
mentales a las que me acabo de referir 
y que a día de hoy siguen siendo, para 
nosotros, señorías, aspectos innego
ciables.

Para nosotros, un asunto nuclear 
en cualquier proceso de ruptura de la 
convivencia debe ser salvaguardar y 
velar el interés de los hijos menores. 
Esto es algo que, a día de hoy, insisto, 
para nosotros, es irrenunciable. En
tendemos que, cuando hablamos de 

Aragón y las Agrupaciones Parlamen
tarias Chunta Aragonesista e Izquierda 
Unida de Aragón.

Tiene la palabra, para la presenta-
ción y la defensa del mismo, en primer 
lugar, el Grupo Parlamentario Socia
lista (de mayor a menor).

La señora diputada SORIA SARNAGO: 
Muchas gracias, señora presidenta.

«Espero y confío, señorías, que lo 
que vamos hoy a aprobar en el Par
lamento contribuya a resolver y a solu-
cionar situaciones que, de por sí, tie-
nen un carácter complejo y una 
enorme sensibilidad y provocan gran 
conflictividad. Ese ha sido el espíritu 
de este grupo, que no ha tenido más 
preocupación que el interés y la defen-
sa de los hijos por ser, sin haberlo de-
cidido, quienes más sufren las conse-
cuencias en la ruptura de sus padres». 
Así concluía, señorías, la intervención 
de mi compañera la señora Pérez en el 
debate y votación de la proposición de 
ley del PAR, en mayo de 2010, y que 
hoy es objeto de modificación, pala-
bras que hoy, casi nueve años después, 
siguen más vivas que nunca para el 
Grupo Socialista.

Y terminaba así, como digo, una 
intervención que resumía el trabajo 
que el Grupo Socialista había realiza-
do en su ponencia de estudio, un tra-
bajo complicado. Quiero recordar có-
mo desde un principio al Partido 
Socialista nos planteaba serios interro-
gantes esta ley. No olvidemos que, in-
cluso, en su toma de consideración, 
nos abstuvimos, y lo hicimos porque, 
partiendo de la base de que no com-
partíamos el espíritu e intención que 
emanaba el texto presentado, conside-
rábamos que era importante y funda-
mental el permitir abrir un debate, 
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todia compartida preferente. Y, ¡ojo!, 
estaríamos igualmente, de la misma 
manera, en contra si fuera una custo-
dia individual preferente. Señorías, 
para los socialistas, la única preferen-
cia que debe existir es lo que sea más 
adecuado para garantizar el interés 
superior del menor en cada caso con-
creto. [Aplausos].

Quiero recordar, además, que nin-
guna de las normativas actualmente 
vigentes en el Estado español que pre-
vén la posibilidad de adoptar custodia 
compartida o custodia individual pre-
juzga qué clase de custodia debe adop-
tarse con carácter general, habiéndo-
se, incluso, declarado alguna de las 
últimas normativas de comunidades 
autónomas inconstitucional. Y es que, 
es más, ni siquiera aquellos grupos 
que ven tan positiva la preferencia por 
un tipo u otro de custodia, ya sea por 
extensión o ya sea porque han estado 
gobernando en el Estado con mayo-
rías absolutas, introdujeron ningún ti-
po de modificación. Y, es más, para el 
Consejo General del Poder Judicial, la 
guarda y custodia compartida se tiene 
que otorgar en función del interés del 
menor en cada caso concreto, y ningu-
na forma de custodia debe ser prefe-
rente.

Insisto, la única preferencia tiene 
que ser lo que sea más adecuado para 
garantizar el interés del menor en ca-
da caso concreto.

Quiero recordar que no fue un 
texto que presentara el Partido So
cialista, no fue un texto del Partido 
Socialista, no fue el texto que a noso-
tros nos hubiera gustado presentar, 
nos planteaba dudas, y conseguimos 
modular el texto inicial con todas las 
enmiendas que nosotros presentamos 

una ruptura de la convivencia, deben 
favorecerse las relaciones continuadas 
con los hijos y que, además, se permita 
una participación corresponsable, com
partida e igualitaria.

Pero, señorías, la práctica nos de-
muestra que esto no siempre es posi-
ble; por desgracia, no todos los proce-
sos de ruptura de convivencia terminan 
en un acuerdo entre las partes, y es ahí 
donde reside el problema, en las rup-
turas contenciosas. En este momento y 
en este supuesto, es decir, cuando 
ambos progenitores no son capaces de 
ponerse de acuerdo de manera volun-
taria, entra en juego la aplicación por 
parte del juez de la custodia comparti-
da preferente, y, por tanto, a tenor li-
teral de lo que en estos momentos está 
diciendo nuestra normativa, tiene que 
ser el juez el que tiene que decidir. Es 
decir, que, en aquellos casos en los 
que, a priori voluntariamente, no han 
sido capaces de llegar a un acuerdo, es 
cuando tenemos que esperar que aho-
ra sí se tengan que poner de acuerdo 
en régimen de visitas, vacaciones, 
Navidad, pensión de alimentos, domi-
cilio familiar... Ahora es el juez quien, 
con su buen criterio y competencia, 
junto a informes, estudios, documen-
tos, debe adoptar un tipo de custodia 
u otra según considere oportuno, pe-
ro con un añadido, y es que existe de 
facto ya un tipo de custodia que nos 
viene impuesto por la ley, que es la 
custodia compartida.

Y, ¡ojo!, esto lo voy a dejar claro de 
inicio, porque sé que se va a tergiver-
sar: el Partido Socialista no estamos 
diciendo que estemos en contra de la 
custodia compartida; la custodia com-
partida, repito, no es lo que estamos 
contradiciendo los socialistas. De lo 
que estamos en contra es de una cus-
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de derechas, no estamos ante una 
cuestión de igualdad de oportunida-
des entre hombres y mujeres, estamos 
ante algo más importante, como es la 
protección del interés del menor en 
cada caso concreto. Si esto no lo tene-
mos en cuenta así, señorías, nos estare-
mos equivocando.

Gracias. [Aplausos].
La señora PRESIDENTA: Gracias, se

ñora Soria. Grupo Parlamentario Po
demos Aragón, tiene la palabra.

La señora diputada BELLA RANDO: 
Gracias, presidenta.

Bien, en Podemos Aragón estamos 
a favor de la custodia compartida, por 
supuesto, estamos a favor de que, por 
fin, los hombres se ocupen de las ta-
reas de cuidado y de las tareas domés-
ticas, y, para nosotros, esto es funda-
mental, es fundamental. Pero no 
queremos que sea una custodia prefe-
rente, no queremos que sea una custo-
dia impuesta, no queremos que sea 
una custodia obligatoria, porque, 
cuando no hay acuerdo, queremos 
que, en aras del principio de igualdad 
y en aras del interés superior del me-
nor, se analice y se estudie cada caso 
sin apriorismos.

La custodia compartida impuesta o 
preferente es algo conservador. Nin
guna asociación de mujeres ni ningu-
na parte del movimiento feminista la 
apoya, porque en nada contribuye a la 
igualdad y, sobre todo, en nada contri-
buye al bienestar de las hijas y de los 
hijos.

Durante el Seminario de Derecho 
civil Aragonés de 2017, Manuel Be
llido, presidente del Tribunal Superior 
de Justicia de Aragón, señaló que, en 
los últimos diez años, hay un 60% de 
recursos presentados que tienen que 

a este respecto. Y lo cierto es que, des-
pués de meses de estudio y de trabajo 
en la ponencia especial de estudio, 
donde hemos tenido la oportunidad 
de escuchar e intercambiar reflexio-
nes sobre la aplicación del sistema de 
custodia compartida existente en 
Aragón, entre otras cuestiones, donde 
han pasado expertos, abogados, jue-
ces, juezas, abogadas, profesionales en 
general, se manifestó un criterio uná-
nime, y eso es así: el interés que debía 
regir la custodia, el tipo de custodia y 
convivencia con los progenitores en 
caso de separación, es, esencialmente, 
el interés de los y las menores.

Y esto es lo que pretendemos con 
esta reforma, y además es que tenemos 
un dato que yo creo que es bastante 
ilustrativo aquí, en la Comunidad Autó
noma de Aragón, y es que más del se-
tenta por ciento de las custodias de 
mutuo acuerdo son individuales. Por 
tanto, señorías, ¿por qué debería ser 
diferente en el otro tipo de cuestión?

Concluyo ya, señora presidenta.
Es un momento en el que tenemos 

que adaptar la realidad a la normativa. 
En estos momentos estamos demos-
trando que la realidad va por delante 
del texto legal.

No hay nada malo, señorías, en 
rectificar, y hacerlo tras meses de tra-
bajo en esa ponencia, en aquello que, 
de principio, pensábamos que era 
bueno para los menores y que ahora 
entendemos, porque la práctica nos lo 
está demostrando... [Corte automáti-
co del sonido]. Seamos valientes, abra-
mos debates, no nos anclemos al pasa-
do, recojamos las nuevas demandas y 
acomodémosla a nuestra normativa.

Señorías –concluyo ya–, no esta-
mos ante una cuestión de izquierdas o 
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de igualdad o de desigualdad había 
previamente.

Una custodia compartida impuesta 
lo que menos tiene presente es el 
bienestar de las hijas y los hijos. Les 
convierten en maletas que van de un 
lado para otro y aumentan la conflicti-
vidad. Lo ha dicho la Asociación de 
Mujeres Progresistas que es un contra-
sentido; lo ha dicho la Asociación de 
Mujeres Juristas Themis, que ha alerta-
do de que no se pueden aplicar medi-
das igualitarias cuando no hay igual-
dad, y que solamente se deberían 
aplicar cuando hay corresponsabili-
dad entre los progenitores. Porque, 
además, sabemos que, en una aplica-
ción de plan familiar, las bajas labora-
les o las reducciones de jornadas se 
suelen dar entre las mujeres, porque, 
con la brecha salarial, cobramos me-
nos, cuidamos más y es más fácil que 
[palabra ininteligible] custodias, con 
lo cual, cuando nos reincorporamos al 
medio laboral, tenemos menos posibi-
lidades, y así vamos incrementando 
esta dedicación.

La plataforma feminista 7N, en las 
jornadas en el Congreso de los Dipu
tados de 2017, denunció el uso de la 
guarda y custodia compartida impues-
ta como una forma o un espacio de 
generación de violencias machistas y 
de violencias de género, ya que está 
siendo utilizada como modelo de 
cambio.

También quiero señalar afirmacio-
nes que han dicho en algunos mo-
mentos miembros de esta plataforma 
7N, señalando cómo las violencias se 
incrementan, precisamente, en los 
procesos de separación y cómo es 
cuando el patriarcado ofrece su peor 
cara. Es decir, cuando la relación es de 

ver con la custodia compartida, es de-
cir, que se ha incrementado, cuando 
sabemos que en España solo suponen 
el 10% de las custodias, porque el otro 
tanto son custodias por acuerdo mu-
tuo. Este concepto jurídico es reciente 
y tuvo su entrada triunfal de la mano 
del PAR en el 2010, en donde se esta-
bleció que fuera preferente.

Y, claro, no puede ser un bienestar 
para las personas menores, para las 
hijas e hijos, cuando, precisamente, se 
les sitúa en el punto y en el centro del 
campo de batalla de sus padres en los 
procesos de separación cuando no hay 
acuerdo.

Sin embargo, ninguno de estos 
partidos que aprobaron en 2010 esta 
norma tuvieron a bien en el 2015, 
cuando tuvieron oportunidad, de mo-
dificar el Código civil para que se tu-
viera en cuenta esta custodia preferen-
te. Por algo será, por algo será. Como 
también hay que señalar, poniendo 
otro ejemplo, que, en 2011, en la Co
munidad de Valencia, fue declarado 
inconstitucional y... [rumores]... y... 
[rumores]... y... [Rumores]. Bueno, ya 
lo diré después.

Llegamos, pues, a esta Ponencia 
especial de Derecho foral aragonés y 
la mayoría de las personas expertas 
nos han señalado que se tiene que 
analizar caso por caso, que se tiene 
que tener el interés superior del me-
nor y que no puede haber un modelo 
preferente. Porque defender un mo-
delo de equidad en la custodia cuan-
do hay desigualdad entre los progeni-
tores digo yo que no es muy de 
igualdad, digo yo, digo yo, porque, si 
se aplica el principio de igualdad en 
la separación, también se tendrá que 
aplicar o ver o analizar qué situación 
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aquí, como Podemos, que no compar-
timos esa ley... [rumores]; aporta da-
tos que no están desagregados... [cor-
te automático del sonido]... juzgados 
–termino–; no recoge los posiciona-
mientos sociológicos y jurídicos de 
otras personas que están en contra de 
la custodia, y su elogio del principio 
de igualdad o de la perspectiva de gé-
nero nos deja un poco heladas cuando 
parece no entender que la desigual-
dad es previa a esa aplicación de una 
igualdad falaz posterior al divorcio.

En definitiva, la medida que plan-
teamos de modificación del artículo 
80 es una medida legislativa feminista, 
progresista, en aras del principio de 
igualdad y en aras, sobre todo, de las 
leyes de protección de menores, para 
que prevalezca su interés y bienestar 
superior.

Nada más. [Aplausos].
La señora PRESIDENTA: Gracias, se

ñora Bella. Grupo Parlamentario Mix
to, tiene la palabra.

La señora diputada LUQUIN CA­
BELLO: Buenos días, señorías.

Tal y como han anunciado las com-
pañeras que me han precedido en el 
uso de la palabra, presentamos una 
proposición de ley de modificación, 
de modificación exactamente de una 
parte del artículo 80.2 del Código del 
Derecho Foral de Aragón, en referen-
cia a un Decreto Legislativo, el 1/2011, 
de 22 de marzo, de la custodia com-
partida preferente.

Y creo que sería importante, por-
que hay quien tiene interés de llevar el 
debate a si custodia compartida, sí, o 
custodia compartida, no, y el debate es 
entre custodia compartida preferente 
o impuesta, sí, o custodia compartida 
y, además, decidida entre ambos pro-

poder y de dominación hacia las muje-
res, se incrementan más. La desigual-
dad entre mujeres y hombres ya sabe-
mos que es la causa de la violencia, y, 
manteniendo situaciones de obliga-
ción y de preferencia, hacemos que 
esto vuelva a suceder.

Ya en el encuentro de jueces y abo-
gados de familia del Consejo del Poder 
Judicial se señaló que la guarda y cus-
todia se otorgaría en interés del menor.

Quiero terminar señalando que, en 
Estados Unidos y en Francia, se modifi-
caron estas legislaciones, precisamente, 
por las consecuencias psicológicas ne-
gativas que tenían en los menores, 
trastornos de comportamiento, trasla-
dos de domicilio con cosificación, dis-
paridad de criterios educativos (quince 
días te llevo al canto y otros quince días 
no te llevo porque no me parece una 
educación adecuada..., eso no influye 
en la conducta de los menores), 
aumento de los litigios, judicialización 
sucesiva de problemas... Las situaciones 
idílicas, desde luego, se quiebran cuan-
do hay separaciones y se provoca un 
conflicto.

Desde luego, hay una demanda 
social creciente para cambiar y revisar-
lo, y lo dice el artículo 68 del Código 
civil: compartir las responsabilidades 
domésticas y el cuidado y atención es 
obligación de ambos, y, si no se de-
muestra el cumplimiento de esta res-
ponsabilidad compartida, la igualdad 
previa a la separación no puede impo-
nerse a una falsa igualdad y custodia 
posterior.

No me queda tiempo, pero sí seña-
lar que quiero rebatir desde aquí algu-
nas cuestiones que plantea el informe 
del Justicia: en primer lugar, no es de 
consenso, hay otras fuerzas políticas 
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juez el que decida, en aquellos casos, 
además, en que ha sido imposible que 
se pongan de acuerdo ambos progeni-
tores, cuál es la mejor custodia para el 
interés del menor o de la menor.

Yo llevo unos días escuchando una 
serie de intervenciones que no sé si 
rebatir o no. Creo que lo importante 
en estos momentos, desde luego, es 
garantizar que lo que ponemos en el 
centro del debate es la preocupación 
real que tenemos para garantizar las 
mejores situaciones para que nuestros 
menores estén bien atendidos por am-
bos progenitores, y a veces será la cus-
todia compartida y en otras será la 
custodia individual, independiente-
mente del progenitor.

Tanto es así que esta ley, que era 
vanguardia, ha sido tan vanguardia 
que, cuando hemos vuelto la vista 
atrás, no hay nadie detrás que la haya 
seguido, porque han pasado ya diez 
años y ninguna Comunidad Autónoma 
ni, lo que es más importante, ni en 
España, el Gobierno de España, con 
mayorías absolutas de aquellas opcio-
nes políticas que ahora enarbolan esto 
como la ley del progresismo, han mo-
dificado el Código civil para implantar 
la custodia compartida de carácter 
preferente. Porque, evidentemente, ni 
es una posición progresista ni, por su-
puesto, tiene nada que ver con la pro-
pia realidad y la propia dinámica en la 
que nos movemos la ciudadanía.

Mire, el informe del Justicia de 
Aragón... Evidentemente, el señor 
Dolado, el señor juez Dolado, lo dife-
rente sería que, en estos momentos, 
en un informe que se solicita de parte, 
por parte del Partido Aragonés, diga 
algo contrario a las sentencias que lle-
va aplicando en los últimos tiempos, 

genitores. Y, por lo tanto, en todos los 
titulares que he visto en los medios de 
comunicación se les olvidaba la última 
coletilla, que es donde hay discrepan-
cias: si las custodias compartidas im-
puestas realmente garantizan el inte-
rés del menor o de la menor.

Lamentablemente, el paso del 
tiempo ha demostrado que eso no es 
así, que se utiliza a los menores y a las 
menores, en esas custodias comparti-
das impuestas, como arma arrojadiza 
o como elemento de presión a la hora 
de abordar otro tipo de decisiones. Y, 
por lo tanto, es absolutamente contra-
dictorio con el espíritu que, en teoría, 
se supone que había aprobado esta 
ley: que no debíamos perder nunca de 
perspectiva o de cambio de perspecti-
va el interés del menor o de la menor.

No se puede juzgar a priori que 
una de las dos custodias pueda ser más 
beneficiosa para un menor o una me-
nor, es contradictorio en sí mismo. Si 
hay que estudiar caso a caso porque, 
efectivamente, cada situación es única, 
lo que no puede decir un texto nor-
mativo es que, preferentemente, haya 
una de las custodias que vaya a mejo-
rar, posiblemente, la realidad o el inte-
rés del menor o de la menor. ¿Por 
qué? Porque, evidentemente, sería tan 
sumamente absurdo o injusto como 
que se partiese de la base de que la 
custodia individual impuesta o prefe-
rente fuera mejor, pero ya estudiaría-
mos caso a caso, a ver exactamente 
cuál es el interés del menor.

Por lo tanto, lo que estamos trayen-
do aquí a modificar es eliminar el 
concepto de «preferente», que no se 
opte por ningún tipo de preferencia y 
que sea, en la realidad del día a día, en 
la realidad de cada uno de los casos, el 
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violencia machista, que quiere dero-
gar la ley de violencia machista [aplau-
sos], entenderán... [aplausos]..., en-
tenderán que, progre progre no sé si 
es. Y, desde luego, si ese es el Aragón 
en blanco y negro que defienden algu-
nas fuerzas políticas que dieron el otro 
día una rueda de prensa, prefiero, 
desde luego, mi Aragón en blanco y 
negro, porque en mi Aragón en blan-
co y negro resulta que tienen cabida 
todas aquellas personas que piensan 
diferente, aquellas, incluso, que tam-
bién se quieren manifestar contra la 
homofobia y que, por cierto, también 
acaban paralizando declaraciones ins-
titucionales, y, sobre todo, aquellas 
que se han partido la cara, permítan-
me la expresión, en garantizar dere-
chos y libertades de las mujeres en la 
calle y luego en las instituciones. Por 
lo tanto, como ustedes comprende-
rán, a algunas de las compañeras y los 
compañeros que estamos aquí, no va a 
venir nadie a darnos lecciones de pro-
gresismo, no va a darnos nadie leccio-
nes de carcas ni de colores en blanco y 
negro.

Lo que estamos defendiendo hoy 
es algo muy serio: una ley que no ha 
funcionado, una ley que ninguna 
Comunidad Autónoma, salvo la valen-
ciana, que se le recurrió en el Tribunal 
Constitucional, no hay ninguna legis-
lación en todo el Estado que ponga el 
carácter preferente en la propia ley. Y, 
de hecho, el Código civil, que ha habi-
do ¡múltiples! oportunidades para po-
derlo modificar, con esas mayorías de 
aquellos que lo mismo abrazan la 
bandera española que se enarbolan 
también en estos momentos la posibi-
lidad de estar cambiando el tema de 
las custodias compartidas, porque es 
algo absolutamente rancio, han teni-

porque sería como contradecirse a sí 
mismo. Sería un informe exactamen-
te, si fuera la señora Patricia Luquin, 
que no lo es, la que fuera la Justicia de 
Aragón y me pidieran, de parte, que 
hiciera un informe, ¿a alguien le sor-
prendería que yo no defendiera tam-
bién con jurisprudencia que, efectiva-
mente, estoy en contra de la custodia 
compartida preferente? Sería contra-
decirnos. Por lo tanto, el informe es 
un informe que, como digo, hay que 
ponerlo en su justa medida en las de-
cisiones que ha adoptado el señor 
Dolado en su carácter, en este caso, 
podríamos decir de juez y parte, que 
en estos momentos es el Justicia de 
Aragón.

Tenemos muchísima jurispruden-
cia del Tribunal Supremo o tenemos 
también muchísimas conclusiones del 
Consejo General del Poder Judicial y 
de muchos expertos que han pasado 
por esta casa insistiendo en que no se 
puede optar por ninguna custodia de 
carácter preferente. ¿Qué hay qué ha-
cer? Analizar caso a caso –entiendo yo 
que esto es mucho más complicado– 
para que cada juzgado, estudiando las 
realidades, decida qué custodia es la 
más importante y la más necesaria pa-
ra salvaguardar el interés de los meno-
res en estos casos.

Señorías, yo entiendo que, en estos 
momentos, me van a permitir, que 
haya tenido que escuchar cuestiones 
como que somos unas rancias, que so-
mos unas carcas o que queremos traer 
Aragón al blanco y negro, claro, evi-
dentemente, si echara yo un poco la 
vista atrás diría que, claro, el Aragón 
en blanco y negro de aquellos que 
suelen ir a manifestarse o que pactan 
en el Parlamento de Andalucía con 
una fuerza como Vox, que niega la 
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nuestras relaciones y de nuestra forma 
de estar en el mundo.

Por lo tanto, votaremos que sí, abso-
lutamente convencidas, a una reforma 
absolutamente necesaria. [Aplausos].

La señora PRESIDENTA: Gracias. A 
continuación, para la fijación de posi-
ciones, tiene la palabra, en primer lu-
gar, el Grupo Parlamentario Ciu
dadanos.

La señora diputada GASPAR MAR­
TÍNEZ: Gracias, señora presidenta.

Después de todo lo que he oído, 
no sé ni por dónde empezar.

Señora Soria, no sé si es una cues-
tión de izquierdas o derechas, pero, 
desde luego, sí que es el bloque de la 
izquierda el que hoy nos trae una pro-
posición de ley que, cuando ustedes 
vayan haciendo campaña por ahí y 
hablen de la España en blanco y ne-
gro, no se olviden de esta proposición. 
Ustedes hoy están haciendo volver a 
Aragón al Aragón en blanco y negro, y 
lo repito aquí, en esta tribuna, hoy 
otra vez.

En el 2010, ustedes, con su voto 
también, aprobaron una legislación 
que era pionera en Aragón y que ha 
servido de referente, por mucho que 
algunos traten de ocultarlo, a la le-
gislación en Cataluña, a la legislación 
en el País Vasco, a la legislación en 
Valencia.

Es verdad, la ley en Valencia fue 
recurrida, pero la ley en Valencia no 
fue recurrida por el carácter preferen-
te de la custodia, sino porque Valencia 
no tiene reconocido Derecho foral, y 
hay propuestas encima de la mesa de 
modificación del Código civil que tien-
den a ir en la línea de la custodia pre-
ferente.

do esas mayorías absolutas en los dife-
rentes estamentos y no la han modifi-
cado.

Por lo tanto, señorías, no sé qué 
miedo hay, qué miedo hay a que sean 
los jueces o juezas... [corte automático 
del sonido]... los que decidan en cada 
caso, exactamente, qué custodia es la 
preferente para cada uno de los niños 
y las niñas que se encuentran en situa-
ciones en las que sus progenitores, 
además, han sido incapaces de poner-
se de acuerdo.

Y, como se solía decir, no hay nada 
más desigual que, en principios basa-
dos en la desigualdad, intentar aplicar 
políticas de igualdad. Es absolutamen-
te inasumible e inaceptable que la 
igualdad vaya a comenzar después de 
la separación de los progenitores y 
que no se apliquen medidas que ga-
ranticen que, en este caso, por ejem-
plo, en estos últimos diez años, sepan 
ustedes que, el cuidado de los niños y 
de las niñas en esta Comunidad 
Autónoma, pese a esa ley tan progre-
sista, lo siguen cogiendo el 96% de las 
mujeres y no de los hombres. Por lo 
tanto, la corresponsabilidad tiene que 
venir dada desde el inicio, con medi-
das que incentiven la igualdad duran-
te toda nuestra vida. Y, lamentable-
mente...

La señora PRESIDENTA: Gracias, 
señora Luquin.

La señora diputada LUQUIN CA­
BELLO:... –termino ya–, a quien hay 
que darle la segunda oportunidad pa-
ra poder trabajar siendo un buen pro-
genitor no puede empezar después de 
la separación, sino trabajando en el 
día a día, garantizando que la corres-
ponsabilidad es una cuestión de hom-
bres y mujeres desde el principio de 
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res al nacer a compartir su vida con los 
dos padres, ¡con los dos padres!... [ru-
mores], con los dos padres. Y en situa-
ciones de convivencia matrimonial, 
por supuesto, pero, en la situación de 
cuando se rompe un matrimonio, 
también los niños tienen derecho a 
compartir su vida con ambos progeni-
tores.

Y añaden un criterio nuevo a la 
hora de valorar las custodias: el tiem-
po que cada padre ha pasado con sus 
hijos durante la convivencia. ¿Ustedes 
evalúan la calidad o la cantidad?, ¿qué 
es lo que quieren evaluar? Porque a lo 
mejor nos encontraríamos con que, 
en algunas ocasiones, habría que dar 
la custodia a los abuelos.

¿Y ustedes van a respetar los acuer-
dos matrimoniales en los que el repar-
to de tiempo se hace de mutuo acuer-
do dentro de un matrimonio y que, 
luego, cuando se rompe, esos acuer-
dos van fuera?

Más. El Tribunal Supremo... Uste
des han hablado de muchas cosas, pe-
ro yo les voy a recordar lo que dice el 
Tribunal Supremo: el Tribunal Su
premo señala que, siempre que se 
respete el interés superior del menor, 
la guarda y custodia compartida debe 
ser la fórmula normal y deseable. Y ci-
to textualmente lo que dice el Tribunal 
Supremo: «El mantenimiento de la 
potestad conjunta resulta, sin duda, la 
mejor solución para el menor en 
cuanto le permite relacionarse estable-
mente con ambos progenitores».

Y creo que ustedes, y ya lo han de-
mostrado a lo largo de la ponencia y lo 
siguen demostrando con esta iniciati-
va, confunden la custodia compartida 
con el reparto de tiempos que los me-
nores pasan con sus familias. La custo-

Y hablamos de custodia preferente, 
no de custodia impuesta. Si hablára-
mos de custodia impuesta, estaríamos 
hablando de que, en estos momentos, 
en las estadísticas que se nos presen-
tan desde los tribunales aragoneses, la 
custodia compartida sería mayoritaria, 
y en estos momentos la custodia com-
partida no es mayoritaria, apenas llega 
al cuarenta por ciento de las custodias 
que se han otorgado.

Y mire, señora Luquin, me explica-
rá en algún momento si usted cree en 
la figura de Justicia de Aragón, porque 
hoy acaba de hacer saltar por los aires 
la imparcialidad que se le presupone a 
la figura del Justicia de Aragón. Usted, 
usted es la que hoy acaba de hacer 
saltar por los aires la imparcialidad 
que el Justicia... ¡Y lo ha cuestionado 
en esta tribuna!, lo ha cuestionado en 
esta tribuna.

Y ahora vamos a los argumentos.
Miren, ustedes dicen que hay que 

eliminar el carácter preferente de la 
custodia compartida porque hay que 
tener en cuenta el interés superior del 
menor. ¿Y saben qué les digo?, ¿saben 
cuál es el interés superior del menor? 
No solo hay que tener en cuenta el 
interés superior del menor, hay que 
proteger los derechos del menor, y 
todos los menores nacen con un dere-
cho, y es el derecho a compartir su vi-
da con sus padres, con sus progenito-
res... [Rumores]. Ese es uno de los 
derechos esenciales del menor, que 
viene reconocido en la Carta Europea 
de los Derechos del Menor. Y ustedes, 
con la modificación que hoy traen 
aquí, pretenden proteger el interés 
superior del menor, pero ¿saben lo 
que pretenden hacer realmente? Ir en 
contra del derecho de todos los meno-
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señora Bella, yo no quiero ser enemi-
ga de ningún hombre, yo quiero tra-
bajar con mis compañeros, con los 
hombres, para alcanzar esa igualdad 
real y efectiva. Y pasa por la correspon-
sabilidad en el cuidado de los hijos, 
durante el matrimonio y, si el matri-
monio se rompe, también.

Así que tendría muchas más cosas 
que decirle, pero no me da tiempo, y 
solo les diré una cosa: Ciudadanos hoy 
vamos a votar no a esta iniciativa con las 
dos manos y con absoluto convenci-
miento, porque estamos convencidos 
de que la igualdad real y efectiva, la 
protección de los derechos del menor 
y el interés supremo del menor se pro-
tegen con la custodia compartida y con 
que ambos progenitores asuman la co-
rresponsabilidad en el cuidado, en la 
crianza y en la educación de... [corte 
automático del sonido]... matrimonio y 
una vez que termina el mismo.

Y, por cierto, añado: si en la próxi-
ma legislatura Ciudadanos tiene op-
ción a este Gobierno [rumores], les 
garantizo que una de las primeras 
medidas por las que trabajaremos será 
por volver a recuperar el carácter pre-
ferente de la custodia compartida.

La señora PRESIDENTA: Muchas 
gracias, señora Gaspar. Grupo Parla
mentario Aragonés, tiene la palabra.

La señora diputada HERRERO HE­
RRERO: Gracias, presidenta.

Miren, si nosotros pensásemos úni-
camente en los intereses electorales, 
yo, simplemente, votaría en contra, 
punto, y dejaría que ustedes solos me-
tan la pata y cambien la ley y ya está, 
porque nosotros seguiremos hablando 
de que defendemos la custodia com-
partida, y supongo que fuera de aquí 
hay mucha gente de derechas y de iz-

dia compartida quiere decir que am-
bos progenitores deben asumir la 
corresponsabilidad en la educación, 
en el cuidado y en la crianza de sus 
hijos, y luego, los repartos de tiempo, 
hay veces que es cincuenta-cincuenta y 
hay otras veces que no es cincuenta-
cincuenta. Eso es la custodia... [Ru
mores]. ¡Sí!, es la custodia comparti-
da, señor Sada, pregúntele a los 
expertos, que nos lo han dejado meri-
dianamente claro, y ustedes lo que hoy 
pretenden aquí es que la corresponsa-
bilidad de los padres en el cuidado, la 
educación y la crianza de los hijos no 
se respete, no se respete.

Y, señora Bella, usted tiene un fe-
minismo y usted habla de una igual-
dad que son totalmente opuestos a los 
míos. Nosotros hablamos de una igual-
dad real y efectiva, nosotros hablamos 
de una igualdad no sesgada, hablamos 
de una igualdad en la que la lucha fe-
minista no consiste en enfrentar a los 
hombres contra las mujeres o a las 
mujeres contra los hombres, algo que 
ustedes sí hacen. [Rumores]. Para 
Ciudadanos, entendemos que la igual-
dad es una igualdad en la que nadie es 
enemigo de nadie, en la que los hom-
bres y las mujeres debemos trabajar de 
la mano para alcanzar esa igualdad, en 
la que debemos trabajar desde el res-
peto y el reconocimiento de unos ha-
cia los otros, en la que debemos traba-
jar en el respeto y reconocimiento de 
nuestros espacios, de nuestros valores, 
de nuestras capacidades, de nuestras 
aptitudes y nuestras actitudes, porque 
solo así seremos capaces de alcanzar 
esa igualdad real y efectiva.

Y le repito, señora Bella, la igual-
dad no se consigue enfrentando, se 
consigue sumando, integrando y tra-
bajando todos juntos. Porque, mire, 
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priori, decir lo que, preferentemente, 
es mejor para el menor?». Por supues-
to, ¿cómo que no? Yo lo que no sé es, 
en cada caso, lo que va a ser mejor para 
el menor, pero que, en un caso en el 
que el menor tiene dos progenitores, lo 
mejor es que esté con sus dos progeni-
tores, ¡válgame Dios!, ¿quién no puede 
decir eso? ¿Alguien no lo puede com-
partir? ¿Alguien no puede compartir a 
priori que, cuando una pareja se separa 
con hijos, esos hijos, lo mejor y lo ideal 
es que estén con sus dos progenitores? 
¿No?, ¿no?, ¿de verdad que no? Luego, 
el juez tendrá que ver cada caso y ver si 
hay algún progenitor o progenitora 
que no debe estar al cuidado de los hi-
jos, y para eso el juez tiene herramien-
tas más que de sobras.

Y ustedes se empeñan en decir... ¡Es 
que confunden!, es que confunden, 
porque, en la calle, al final, te dicen: 
«no, es que en Aragón la custodia es 
impuesta»... Pues, entonces, oiga, qué 
mal lo están haciendo los jueces, por-
que, si es impuesta y solo hay un 40% 
de custodias compartidas, lo están ha-
ciendo fatal, no nos hacen ni caso a la 
ley. No es verdad, no es impuesta ni es 
automática, hay un 40% de custodias 
compartidas, y, en ese 40%, hay de mu-
tuo acuerdo. O sea, eso no es verdad, 
para nada, en absoluto.

Y le preguntamos a los jueces, por-
que no hace falta que lo digan ustedes, 
preguntamos a los jueces... A mí me 
preocupaba, ¿eh? Pregúntenles a todos 
los jueces: «usted, señor juez, si consi-
dera que es mejor para ese caso una 
custodia individual, ¿tiene problemas 
para darla?, ¿usted no la da?», y todos, 
todos los jueces de familia van a contes-
tar que, por supuesto que la dan, que, 
si creen que es una cuestión individual 
mejor, la dan, por supuesto que sí.

quierdas que comparte y que cree que 
la custodia compartida es lo mejor 
para los hijos y para la sociedad [aplau-
sos], con lo cual nosotros, a hacer 
campaña, y ustedes se quedan ahí con 
su cambio de ley.

Además, un cambio de ley que lo 
traen en el último momento, por la 
puerta no digo de atrás, porque tienen 
su derecho a traerlo ahora, pero que, 
además, pretenden que ni siquiera sea 
con ponencia ordinaria, para no escu-
char a nadie, muy participativos y todo 
eso, pero lo de las audiencias legislati-
vas nos lo cargamos, ¿verdad? No quie-
ren escuchar a nadie, ¿no? ¡Ah!, claro, 
ya. No quieren que haya el debate... 
no, no, no.

Es que, cuando hablan de prefe-
rencia, mire, no es verdad –lo ha di-
cho la señora Gaspar, se lo estaba co-
mentando yo–, no digan que las demás 
Comunidades Autónomas no optaron 
por la preferencia, porque no es ver-
dad. Léanse en su literalidad todas las 
leyes de las Comunidades Autónomas, 
y, excepto la de Navarra, que entró 
como regla general copiada de nues-
tra ley, que inicialmente era así y aca-
bó en pie de igualdad, todas las de-
más, la catalana, la del País Vasco y la 
valenciana... La valenciana habla co-
mo regla general... Si quieren, la cam-
biamos por la redacción que ponen las 
otras. ¿La vasca le gusta?, ¿le gusta la 
vasca? Pues la vasca lo dice muy claro: 
el juez dará una custodia compartida 
salvo que, salvo que, excepcionalmen-
te, en el caso de que no sea lo mejor 
para el menor... O sea, preferencia 
absoluta, hable con los vascos, que se 
lo explicarán.

¿Qué es la preferencia? Y dicen: 
«¿Cómo podemos, de antemano, a 
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del menor, el juez lo tendrá que ver, 
pero sí soy quién para opinar que siem-
pre, salvo que sea mejor lo contrario, lo 
mejor es que tenga relación con los dos 
padres. Pero si nos ponemos aquí a 
defender las mujeres...

¿Nos ponemos feministas? Yo es 
que... Yo no estoy diciendo esto del 
progresismo y la derecha y la izquier-
da..., no lo entiendo. Dicen «vamos a 
ser feministas», vale, y digo yo que, en 
defensa de la mujer, no habría que 
trabajar porque se impliquen los pro-
genitores que no son mujeres digo yo, 
porque, cuando se separan de su pare-
ja, esa mujer pueda hacer su carrera 
profesional en igualdad de condicio-
nes que un varón. ¿No es eso ser femi-
nista? [Aplausos]. Porque yo creo que 
sí. Claro, si tú la condenas a seguir 
criando hijos y a limpiar la casa, no va 
a poder hacer su carrera profesional 
[rumores], no va a poder hacer su ca-
rrera, y eso es lo que ustedes están ha-
ciendo. Claro, lo que tienen que ha-
cer..., yo, si fuera feminista, sería 
intentar que el padre se implicara, 
¡ojo!, dando los medios y haciendo 
seguimiento para asegurarme de que 
lo hacen bien; ¡ah!, no, no, usted no se 
va aquí de rositas, usted ha tenido un 
hijo y se implica, y se implica y lo hace 
bien, y, si no lo hace bien, entonces 
pagará las consecuencias. Eso creo yo 
que sería defender a las mujeres.

Y, claro, digo yo que hasta ser femi-
nista sería... ¿Esas custodias individua-
les pactadas, pactadas a favor de la 
mujer? Ustedes deberían de estar en 
contra de eso, ¿cómo que pactan una 
individual a favor...? Siendo feminis-
tas, digo yo, porque entonces la mujer 
no puede dedicarse en igualdad de 
condiciones a hacer su vida, a hacer su 
vida, sino que se queda, eso sí, usando 

Entonces, ¿dónde está el proble-
ma? ¿Me quieren decir dónde está el 
problema? ¿En que pongamos la pala-
bra «preferente»? Es que ¡por supues-
to! Miren, lo podríamos quitar dicien-
do que el juez dará la custodia 
compartida, salvo que sea mejor la in-
dividual; sobra «preferente», dará la 
custodia compartida, salvo que sea 
mejor la individual. ¿Y quién no está 
de acuerdo con esto? Yo no lo puedo 
entender.

Ahora tienen un informe del Jus
ticia que no digan que es de parte. 
Oiga, lo pedimos nosotros, lo podían 
haber pedido ustedes, es que deberían 
de haberlo pedido ustedes antes de 
hacer esta propuesta de modificación. 
¿Por qué no lo pidieron ustedes? 
Porque para cambiar una ley de este 
calado hubiera sido un buen gesto 
que contasen con el Justicia de Aragón, 
como el mayor defensor del interés 
del menor de esta Comunidad 
Autónoma, y le hubieran preguntado. 
Nosotros le preguntamos. ¿Van a se-
guir con ese informe? O sea, ustedes 
tienen un informe del Justicia de 
Aragón que está diciendo que no 
aconseja, dice tal cual« desaconseja» 
cambiar la ley. ¿Y ustedes van a seguir 
adelante? Allá ustedes.

Habla de un modelo a exportar. 
Por supuesto, habla de que el Supremo 
está dictando esa doctrina; es que se 
está haciendo así fuera de aquí tam-
bién. Pero, miren, es que a mí me pare-
ce que lo que hay que hacer es defen-
der el interés del menor, eso es verdad, 
que es una conclusión de la ponencia y 
de cualquier foro donde se hable, el 
interés del menor, lo que pasa es que 
aquí a cada cual interpreta cuál es el 
interés del menor a su manera. Yo no 
soy quién para decir cuál es el interés 
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de vivir y dedicar más tiempo al cuida-
do de sus hijos y ser unos buenos pa-
dres? Eso es lo que creo yo..., o buenas 
madres, eso es lo que creo que yo...

La señora PRESIDENTA: Gracias, se
ñora Herrero.

La señora diputada HERRERO HE­
RRERO: ... que sería avanzar y que es 
una sociedad progresista.

Yo, desde luego, tengo clarísimo 
que es un retroceso, es una involu-
ción, hace daño a las mujeres, pero, 
más allá de eso, a mí lo que me preo-
cupa de verdad es que hace daño a los 
menores, y no han dicho ni una sola 
razón de peso por la que esta modifi-
cación beneficie a los niños, ni una. 
[Aplausos].

La señora PRESIDENTA: Muchas 
gracias, señora Herrero. Grupo Parla
mentario Popular, tiene la palabra.

El señor diputado LEDESMA GELAS: 
Muchas gracias, señora presidenta. 
Buenos días de nuevo. [Rumores]. Es
tamos... [Rumores].

La señora PRESIDENTA: Señorías, 
por favor. Señorías, guarden silencio.

El señor diputado LEDESMA GELAS: 
Estamos ante un nuevo intento de la 
izquierda de dividir a la sociedad. 
Además, mire, el Partido Socialista en 
concreto, desde que ha llegado Pedro 
Sánchez a liderarlo [rumores], está 
tratando de dividir a la sociedad más 
que nunca, y Pedro Sánchez [rumo-
res] parece ser... [Pausa].

La señora PRESIDENTA: Señorías, 
guarden silencio.

El señor diputado LEDESMA GELAS:... 
y Pedro Sánchez parece que ha deste-
ñido más en el Partido Socialista de 
Aragón de lo que nos quieren hacer 
ver, parece que ha calado más Pedro 

la vivienda hasta un tiempo limitado, 
malviviendo con la pensión que le pa-
se o no le pase y cuidando a sus hijos. 
[Rumores]. Pues, hombre, no sé. No 
lo digo solo yo, ¿ustedes han leído el 
artículo de hoy de Heraldo de Aragón 
y el artículo de hace dos domingos de 
Heraldo de Aragón? No lo digo yo, lo 
dicen catedráticos de Derecho civil y 
lo dicen muchas personas, pero esto 
recientemente por su propuesta de 
modificación.

Hay que pensar en el menor, y 
pensar en el menor, yo creo que pen-
sar en los hijos, desde luego... Mire, 
¿sabe lo que tendría que hacer el juez? 
No, es que están condenando con ese 
punto 5, que dicen «según la dedica-
ción de los progenitores, el juez sen-
tenciará»... Miren, todos, seguramente 
todos nosotros, diputados y diputadas, 
ante un caso así, no tendrían custodia 
[rumores], por la implicación y los 
horarios que tenemos, no tendrían 
custodia ni hombres y mujeres; igual 
yo sí por razones obvias, igual sería la 
única a la que me la darían y a lo me-
jor compartida con mi madre, a la se-
ñora Moratinos también, esto es así. 
Entonces, condenan ustedes tanto a 
las mujeres como a los hombres a se-
guir haciendo lo que han hecho hasta 
ese momento. De verdad, yo los miro 
a los ojos, ¿ustedes piensan eso? Los de 
Podemos están más lejos para mirarlos 
a los ojos. Señor Sada, ¿usted piensa 
eso? Señor Cosculluela, ¿usted piensa 
eso? Señor Sancho, ¿usted piensa eso? 
Señora Périz, ¿usted piensa eso? Señor 
Sabés ¿usted piensa eso? Villagrasa, 
señor Pueyo, ¿ustedes piensan eso? 
[Rumores]. ¿Ustedes piensan real-
mente que, porque la otra parte se 
niegue a dar una custodia compartida, 
ustedes no podrían cambiar su forma 
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medidas que mejor se adapten a la 
realidad de cada familia.

Tal y como está sucediendo ahora. 
Oiga, los jueces no están dando mayo-
ría de custodias compartidas, porque 
el caso concreto le lleva a tomar una 
decisión u otra en función de la reali-
dad de cada caso y del interés superior 
del menor.

Esto es doctrina que ya ha calado 
no solo en la sociedad, la doctrina so-
cial, doctrina social, sino que es doctri-
na que ha calado en el Tribunal Su
premo para aquellas Comunidades 
que no tienen competencias en la ma-
teria y es doctrina que, por supuesto, 
está ya aplicando el Tribunal Superior 
de Justicia de Aragón.

Pero, mire, donde está la trampa –y 
ustedes, la izquierda, en este debate 
hoy se han callado respecto a este te-
ma– es en que adoptar la custodia en 
función de la dedicación al menor 
constante el matrimonio o constante 
la vida de pareja, oiga, eso no es mejor 
para el menor como principio gene-
ral. Atenta, primero, contra la libertad 
de las familias para organizarse libre-
mente cuando vive la familia conjunta-
mente, primero atenta contra esa li-
bertad de las familias para organizarse 
libremente. O ¿ustedes quieren ya de-
cirles cómo se tienen que organizar en 
función de las circunstancias particu-
lares de cada familia? Atenta, por su-
puesto, contra la igualdad de los dere-
chos de ambos progenitores, que fija, 
por supuesto, también el artículo 14 
de la Constitución, porque dar prefe-
rencia de uno frente a otro como regla 
general antes del caso concreto por 
supuesto que choca contra la igualdad 
y choca contra el artículo 14 de la 
Constitución Española. Pero sobre to-

Sánchez en el Partido Socialista de 
Aragón. [Rumores].

Mire, la izquierda ha buscado divi-
dir a la sociedad, lo buscó en educa-
ción con la custodia compartida, lo ha 
hecho en sanidad vaciando de servi-
cios el territorio y concentrándolos en 
la ciudad, en la capital. Esa división 
también la hicieron, y fue palmaria, 
aquí, en este Parlamento, con la Ley 
de memoria democrática, que solo 
contemplaba una parte. Esa división 
vuelven a traerla ustedes aquí en este 
tema de custodia compartida. Hace 
ocho años hubo un amplio consenso, 
incluso Izquierda Unida se abstuvo, 
más por una cuestión de forma que 
por una cuestión de fondo.

Pero, mire, el Partido Popular, y 
más el Partido Popular de Aragón, es-
tá a favor de la custodia compartida 
como regla general para estudiar en 
primera opción porque los hijos son 
de ambos progenitores, y esa es la re-
gla general. El punto de partida como 
regla general: los hijos son de ambos 
progenitores. Luego, en el caso con-
creto, en función del interés superior 
del menor, el juez, con las herramien-
tas de que disponga y que seamos ca-
paces de darle desde este Parlamento, 
que sí tiene competencias en la mate-
ria, no como Valencia u otras Comu
nidades Autónomas que lo han inten-
tado, debe, con esas herramientas que 
le demos, tomar una decisión del caso 
concreto y del caso particular que 
acerque la justicia, y más en materia de 
familia, al caso concreto que necesita 
cada familia tras la ruptura. Por eso, 
repito, la regla general: los hijos son 
de ambos progenitores y debe ser co-
mo primera opción para estudiar por 
parte del juez, y después el juez, en 
función del caso concreto, fijará las 
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ga al Gobierno, cosa que vemos con 
mucha probabilidad [rumores], modi-
ficaremos... [corte automático del so-
nido]... para volver a esta ley, modifi-
caremos para volver a la regulación 
que existe ahora, incluso tratando de 
mejorarla. Muchas gracias. [Aplausos].

La señora PRESIDENTA: Muchas 
gracias, señor Ledesma.

Finalizado el turno de interven-
ción, procedemos a la votación de la 
toma en consideración de la proposi-
ción de ley.

Se inicia la votación. Finalizada la 
votación, sesenta y cuatro votos emiti-
dos, treinta y tres síes, treinta y un 
noes. Quedaría tomada en considera-
ción. [Aplausos].

Les recuerdo a sus señorías que 
habrá Junta de Portavoces al terminar 
este Pleno, habida cuenta de lo mani-
festado en las mismas.

Ahora, para explicación de voto, 
Grupo Parlamentario Mixto.

La señora diputada LUQUIN CA­
BELLO [desde el escaño]: Brevemente, 
señora presidenta, para congratular-
nos de que haya salido adelante la 
modificación.

Claro, yo escuchando tengo algu-
nas dudas. Es que, en Murcia, en Va
lladolid, en Palencia, ¿no son ambos 
progenitores? Porque no tienen esta 
ley de Derecho foral, y ¿es que resulta 
que allí a ambos progenitores no se les 
tiene en cuenta? ¿Es que a la pobre 
gente de Murcia cuando se separa no 
se la tiene en cuenta por parte de los 
jueces, a ambos progenitores? Eviden
temente, no.

Estamos hablando de que no se 
puede a priori apostar por una custo-
dia o por otra y de que, realmente, lo 

do choca esa dedicación constante la 
vida común con el interés superior del 
menor, porque la dedicación constan-
te la vida familiar conjunta no es po-
ner al juez en la posición del menor, 
es poner al juez en la posición de uno 
de los dos progenitores, y el juez tiene 
que tomar la decisión exclusivamente 
en función del interés superior del 
menor. Y eso es de verdad tomar una 
decisión en favor del menor. La dedica-
ción previa constante la vida en común 
choca contra el interés superior del 
menor porque cada familia tiene la li-
bertad de organizarse como quiera.

Por ello, señores del Partido Socia
lista, a cuya visión en el pasado más 
amplia apelo, les indico: el Partido 
Popular va a votar en contra de esta 
toma de decisión porque tratan uste-
des con esta medida de dividir una vez 
más a los aragoneses; porque esta me-
dida va en contra de la libertad de las 
familias de organizarse como quieran 
constante la vida en común; porque 
esta medida va en contra de la igual-
dad del artículo 14, el hecho de fijar 
preferentemente que sea uno de los 
dos cónyuges antes de decidir en fun-
ción del caso particular, porque, los 
hijos como regla general y punto de 
partida, son de ambos progenitores, y, 
por supuesto, porque choca contra el 
interés del menor el hecho de que el 
juez se tenga que poner en la posición 
de inicio ya, de inicio, el juez se tiene 
que poner en la posición de uno de 
los dos progenitores, cuando lo que 
tiene que hacer el juez es ponerse de 
inicio en la posición del menor y del 
interés superior del menor.

Por todo ello, votaremos en contra 
de la toma en consideración de esta 
decisión. Y, por supuesto, tras las 
próximas elecciones, si mi partido lle-
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tedes a quitar el carácter preferente de 
la misma para avanzar en el interés del 
menor. [Aplausos].

La señora PRESIDENTA: Gracias, 
señora Luquin. Grupo Parlamentario 
Ciudadanos.

La señora diputada GASPAR MAR­
TÍNEZ [desde el escaño]: Señora 
Luquin, ¿me quiere decir que en estos 
momentos no son los jueces, con su 
superior criterio, los que deciden?

Tenemos una custodia compartida 
preferente y, vuelvo a repetirle, los 
datos son que no llegamos al 50% de 
custodia compartida. Son los jueces 
los que con su superior criterio están 
decidiendo, exactamente igual que lo 
que propone usted, exactamente igual.

Y, cuando hablamos de igualdad 
real y efectiva, hablamos de conseguir 
la corresponsabilidad en la crianza, en 
la educación y en el cuidado de nues-
tros hijos, pero no desde que nos sepa-
ramos, desde el momento en el que 
nuestros hijos nacen. Porque nuestros 
hijos tienen derecho a compartir su 
vida con ambos progenitores, y eso se 
tiene que mantener durante la época 
del matrimonio y, si el matrimonio se 
termina, los perjudicados y los cromos 
no pueden ser los hijos. Los niños si-
guen manteniendo su derecho a com-
partir la vida con ambos padres. Y, 
cuando hablamos de igualdad real y 
efectiva, lo que tenemos que hacer to-
dos los que estamos aquí y los que es-
tán arriba y los que están fuera y nos 
están viendo es trabajar todos de la 
mano para que esa corresponsabilidad 
sea una realidad, para que, como dice 
la señora Bella, los hombres empiecen 
a participar en las tareas de la casa... 
No, señora Bella, los hombres de mi 
generación llevan ya mucho tiempo 

fundamental y lo importante es que 
caso a caso, como los padres de 
Andalucía y los padres de Murcia... ¿O 
es que los padres de Andalucía y de 
Murcia tienen menos posibilidades 
que los de Aragón? Evidentemente, 
será la profesionalidad del juez, miran-
do por el interés del menor, para ga-
rantizar qué mejor custodia puede ser 
para ellos.

Y, hombre, señor Ledesma, es que 
estamos hablando del plan de relacio-
nes familiares, entre otras cuestiones, 
se tendrán estas en cuenta, pero tam-
bién otras muchas más. Evidente
mente, no es la única a la hora de de-
cidir cómo se tiene que tomar..., la 
garantía, si es una custodia comparti-
da o es una cuestión individual. Una 
cosa más en el pacto de familia, igual 
de importante o no importante que 
el resto. Si usted le quiere dar más 
importancia, por algo será, pero, evi-
dentemente, es una más que hay que 
tener en cuenta para garantizar, efec-
tivamente, el principio de la corres-
ponsabilidad y de la igualdad, que us-
tedes defienden de boquilla, o que 
empiezan a aplicar cuando llegamos a 
la separación y cuando son casos en 
los que ambos progenitores no se han 
puesto de acuerdo en cuál es la mejor 
custodia. Si ambos progenitores dicen 
que la custodia compartida es la me-
jor, estamos todo el mundo encan
tado, y, si deciden que la custodia 
individual, también. Lo que decimos 
es que, en aquellos momentos en que 
ambos progenitores son incapaces de 
decidir cuál es la mejor custodia, que 
sea el juez, sin que tenga apriorismos, 
el que decida, efectivamente, cuál es la 
mejor.

Por lo tanto, señor Ledesma, no sé 
qué problema y qué miedo tienen us-
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ción diferente. [La diputada señora 
LUQUIN CABELLO, de la Agrupación 
Parlamentaria Izquierda Unida de 
Aragón, se manifiesta desde su escaño 
en términos que resultan ininteligi-
bles]. Sí, señora Luquin, a ver, ustedes 
han cambiado y ustedes en Aragón 
han dicho lo que han dicho. Pero yo 
no estoy hablando de eso, yo estoy 
hablando de lo que pone en el progra-
ma de 2008, de las elecciones genera-
les [la diputada señora LUQUIN 
CABELLO, de la Agrupación Parla
mentaria Izquierda Unida de Aragón, 
se manifiesta desde su escaño en tér-
minos que resultan ininteligibles], 
que entiendo que ustedes pensarían y 
meditarían y tal, ¿vale? Pero ustedes 
pensaban entonces que esto era bue-
no, ¿vale?, y es lo que planteaban.

No es un tema de derechas ni de 
izquierdas y por eso lo quiero visuali-
zar. Y me da mucha pena que aquí 
acabemos diciendo... Porque, miren, 
después de mayo, ¿saben lo que pasa-
rá? Que llegará junio, y llegará junio y 
yo no sé quién gobernará, pero que la 
mayoría no será de izquierdas, pues 
casi que seguro. Se volverá a cambiar si 
ustedes lo cambian, me parece un 
ejercicio de irresponsabilidad absoluta 
que pretendan cambiarlo en el último 
momento, en el último Pleno, para 
que después se vuelva a cambiar. Me 
parece una irresponsabilidad absolu-
ta. Pero este no es un tema de dere-
chas ni de izquierdas, no quieran lle-
varlo a que la derecha defienda no sé 
qué y la izquierda no...

La señora PRESIDENTA: Gracias, 
señora Herrero.

La señora diputada HERRERO HE­
RRERO [desde el escaño]:... porque yo 

trabajando y compartiendo la respon-
sabilidad de la casa, la responsabilidad 
de los hijos y la responsabilidad del 
cuidado del matrimonio. 

La señora PRESIDENTA: Gracias. 
Grupo Parlamentario Aragonés.

La señora diputada HERRERO HE­
RRERO [desde el escaño]: Gracias, se-
ñora presidenta.

Bueno, yo veo a la señora Luquin 
muy preocupada por lo que le pasa a 
la gente de Murcia y de Valladolid [la 
diputada señora LUQUIN CABELLO, 
de la Agrupación Parlamentaria Iz
quierda Unida de Aragón, se manifies-
ta desde su escaño en términos que 
resultan ininteligibles], ya lo entiendo 
porque, si ustedes en el año 2008 –y, si 
va a salirse de sus casillas y me va a in-
sultar, me callo–, programa electoral 
de Izquierda Unida a las elecciones 
generales [la diputada señora LU
QUIN CABELLO, de la Agrupación 
Parlamentaria Izquierda Unida de 
Aragón, se manifiesta desde su escaño 
en términos que resultan ininteligi-
bles] hubiesen tenido la oportunidad, 
pues habrían hecho..., pues yo les voy 
a decir lo que habrían hecho, lo que 
pone en su programa: «Reformar los 
artículos del Código civil que regulan 
la guarda y custodia de los menores 
tras la separación de los progenitores 
para establecer como modelo general 
y preferente la custodia compartida de 
los hijos ejercida de forma alterna [ru-
mores], solo no aplicable en aquellos 
casos excepcionales en que perjudique 
objetivamente al interés del menor».

Yo estoy totalmente de acuerdo, no 
les voté entonces porque, indudable-
mente, no les iba a votar solo por eso. 
Entonces es verdad que en Murcia y 
en Valladolid estarían en una situa-
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que las habrá antes y después del ma-
trimonio, antes y después del matri-
monio [rumores], porque aquí hay un 
criterio de aplicación único en la sepa-
ración, pero sin análisis de lo anterior.

Desde luego, la igualdad suma, la 
igualdad suma a muchos hombres, 
cada vez más hombres, que son corres-
ponsables, que participan, que se sien-
ten feministas, que van a apoyar la 
huelga feminista del 8 de marzo. 
Porque la igualdad, efectivamente, su-
ma, pero no suma con VOX [rumo-
res], suma con las transformaciones 
sociales y la adaptación a este mundo 
real, a este mundo real [aplausos] en 
el que los derechos de las niñas y ni-
ños tienen que estar garantizados.

Nada más. [Aplausos].
La señora PRESIDENTA: Gracias, 

señora Bella. Grupo Parlamentario So
cialista.

La señora diputada SORIA SARNAGO 
[desde el escaño]: Muchas gracias, se-
ñora presidenta. [Rumores].

La señora PRESIDENTA: Señorías, 
por favor. Señorías. Señora Gaspar. 
Guarden silencio. Señora Soria.

La señora diputada SORIA SARNA­
GO [desde el escaño]: Muchas gracias, 
señora presidenta. [Rumores].

Yo, señora Gaspar y señores de 
Ciudadanos, después de escuchar la 
intervención que han tenido, he de 
decirle que lo único que he visto en 
blanco y negro ha sido usted y su inter-
vención. Así que, por favor, repásela 
porque se sorprendería.

Y es que, además, que usted venga 
aquí a hablar de la preocupación por 
la igualdad real y efectiva entre hom-
bres y mujeres cuando no han tenido 
ni un escrúpulo para sentarse a pactar 

no me considero ni de derechas ni de 
izquierdas.

Mire, el tripartito de izquierdas en 
Cataluña lo aprobó también y, en la 
Comunidad Valenciana, la consejera 
de Servicios Sociales actual, de Com
promís... Yo estuve con ella en una 
mesa redonda, que nuestra ley a mi 
me acomplejaba porque defendía la 
custodia compartida con una pasión 
que, desde luego, yo me quedo a años 
luz de ella, y era de Compromís, prima 
hermana de Izquierda Unida.

La señora PRESIDENTA: Gracias. 
Grupo Parlamentario Podemos Aragón.

La señora diputada BELLA RANDO 
[desde el escaño]: Simplemente quie-
ro señalar que creemos en Podemos 
Aragón que esta modificación legislati-
va va a ser muy positiva para muchos 
aragoneses y aragonesas, y sobre todo 
aragonesas y aragoneses que viven en 
el mundo real, porque aquí parece 
que hay un esencialismo por el cual, si 
naces en una familia pobre, pobre se-
rás toda la vida. La patria potestad la 
tiene todo el mundo. Estamos hablan-
do de que las custodias compartidas 
tienen que ser con corresponsabilidad 
y que se tiene que tener en cuenta eso.

El modelo idílico que plantean al-
gunas personas aquí es que no hay 
desigualdades estructurales entre mu-
jeres y hombres, no, solo hay españo-
les, claro, no, solo hay españoles. Y re-
sulta que, para mí, la patria, y para 
Podemos Aragón [una diputada sin 
identificar se manifiesta desde su esca-
ño en términos que resultan ininteligi-
bles], es la de las personas españolas y 
la garantía de derechos para que ten-
gan resueltas todas las condiciones de 
vida y no se vulneren los derechos ni 
haya desigualdades, desigualdades 
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Ha quedado claro que los únicos 
que reclaman, que dicen que tienen la 
visión real de la sociedad, que son 
Podemos y el Partido Socialista, en es-
te caso son exactamente lo mismo. Es 
decir, una visión radical de la realidad. 
Ustedes nos quieren imponer a todos 
los demás y además a los jueces les 
quieren decir, y en eso se han callado 
ustedes, les quieren decir a los jueces 
que tienen que tomar la decisión de la 
custodia en función de la dedicación.

Mire, porque eso va contra la liber-
tad de las familias de organizarse libre-
mente, porque va contra la igualdad 
de ambos progenitores como punto 
de partida, porque los hijos son de 
ambos como regla general y porque 
va, por supuesto, en contra del interés 
superior del menor ponerse en el lado 
de uno de los dos progenitores y no 
ponerse del lado del menor, por todos 
estos motivos hemos votado en contra 
y modificaremos la ley cuando volva-
mos al Gobierno a partir del mes de 
mayo. [Aplausos].

La señora PRESIDENTA: Gracias. 
Continuamos con la comparecencia...

La señora diputada VAQUERO 
PERIANEZ [desde el escaño]: Señora 
presidenta.

La señora PRESIDENTA: Sí, señora 
Vaquero.

La señora diputada VAQUERO 
PERIANEZ [desde el escaño]: Señora 
presidenta, en virtud del artículo 121 
del Reglamento de las Cortes, por ha-
cer referencia, alusiones, a este grupo 
parlamentario, quisiera que el porta-
voz del Grupo Socialista aclarara a 
quién se ha referido cuando ha utiliza-
do el término «cacique».

Muchas gracias. [Rumores].

con la ultraderecha [aplausos], que 
piensan en feminismo como el terro-
rismo de género, me parece de un ci-
nismo... [Rumores].

Y, señora Herrero, nuevamente 
vuelve a traer [rumores]...

Señora presidenta, por favor, señora 
presidenta. [Rumores]. [Varios diputa-
dos se manifiestan desde sus escaños en 
términos que resultan ininteligibles].

Y, señora Herrero, vuelve... [El di-
putado señor VILLAGRASA VILLA
GRASA, del G.P. Socialista, se manifes-
ta desde su escaño en los siguientes 
términos: «Pero tranquilidad, por fa-
vor»].

La señora PRESIDENTA: Señorías, 
señorías. Señora Soria, continúe.

La señora diputada SORIA SAR­
NAGO [desde el escaño]: Y, señora 
Herrero, vuelve a traer un debate inte-
resado, creo que ha tergiversado de 
una manera inteligente y premeditada 
las palabras que hemos querido decir 
para traer a su terreno el debate. Por
que no estamos hablando de custodia 
compartida sí o custodia compartida 
no, estamos diciendo que lo que tiene 
que pasar es que la ley vea que la única 
preferencia sea lo que es bueno para 
el menor y salvaguardar su interés. 
[Rumores].

Y por último, puestos a recomen-
dar artículos, señora Herrero, yo tam-
bién le recomendaría el que salió este 
domingo en El Periódico de Aragón 
de la señora Altamira Gonzalo.

Gracias. [Aplausos].
La señora PRESIDENTA: Gracias. 

Grupo Parlamentario Popular.
El señor diputado LEDESMA GELAS 

[desde el escaño]: Muy brevemente.
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La señora diputada VAQUERO PE­
RIANEZ [desde el escaño]: Pues muy 
bien. Gracias...

La señora PRESIDENTA: Guarden 
silencio, por favor, guarden... Señora 
Vaquero, guarde silencio, ha tenido la 
palabra, no he hecho...

La señora diputada VAQUERO PERIA­
NEZ [desde el escaño]: Yo me refería...

La señora PRESIDENTA: Señora Va
quero, señora Vaquero.

La señora diputada VAQUERO PE­
RIANEZ [desde el escaño]: No, le ten-
go que contestar, señora presidenta. 
Yo le agradezco...

La señora PRESIDENTA: Señora 
Vaquero, un momento.

La señora diputada VAQUERO PE­
RIANEZ [desde el escaño]:... yo le 
agradezco... [Rumores].

La señora PRESIDENTA: Señora 
Vaquero, no la ha interpelado a usted 
[rumores] y si se... Señora Vaquero 
–guarden silencio–, si se da cuenta, 
señora Vaquero, no he hecho men-
ción ninguna al nombre de ningún 
diputado o diputada que ha podido 
hacer esa manifestación. [Rumores.] 
[La diputada señora VAQUERO PE
RIANEZ, del G.P. Popular, se mani-
fiesta desde su escaño en términos que 
resultan ininteligibles].

Señora Vaquero, estoy hablando 
yo, me parece increíble que ya encima 
me quite la palabra usted. Haga usted 
el favor, escuche un momento.

Ha tenido usted su momento, le he 
dado la palabra y ha hecho su manifes-
tación.

Y ahora, a continuación, tiene la pa-
labra el señor Sada ya que le han hecho 
alusión especial y la señora Vaquero le 
ha pedido una explicación.

La señora PRESIDENTA: Señora 
Vaquero [rumores]... Antes de nada 
–ahora le daré la palabra si quiere, se-
ñor, señor Sada– voy a hacer una apre-
ciación. 

Durante este debate, sin haber pe-
dido la palabra –al portavoz del Grupo 
Parlamentario Socialista le daré la pa-
labra a continuación–..., pero en esta 
ocasión se han podido escuchar mani-
festaciones por parte de tres grupos 
parlamentarios diferentes, tres grupos 
parlamentarios diferentes, que las he 
escuchado yo, en las que se han meti-
do con una diputada por su trabajo en 
otra institución a nivel personal, en las 
que se ha comentado que han pactado 
con los de la ETA y con asesinos y en 
las que se han hecho otro tipo de apre-
ciaciones, que ahora le daré la palabra 
y, por lo tanto, no voy a entrar.

Tiene usted todo el derecho del 
mundo a pedir la palabra por ello, se-
ñora Vaquero, y por eso se la he dado, 
y a continuación le daré la palabra al 
señor Sada. Pero esto, esto que está 
sucediendo aquí, no son actuaciones 
individuales puntuales, sino que está 
empezando a convertirse en una situa-
ción habitual. Sé y entiendo que esta-
mos a pocos meses de las elecciones, 
pero les pido que, si estamos aquí ha-
blando de educación y de cuestiones 
tan importantes como la patria potes-
tad de los menores, piensen ustedes 
qué sucedería si algún menor viera o 
escuchara la mayor parte de las alusio-
nes que se hacen en estas sesiones 
plenarias.

Yo apelo a su responsabilidad y a 
entender que la política se consigue 
dialogando y no insultando ni reali-
zando otro tipo de manifestaciones. 
[Aplausos].
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aun así, si se ha sentido ofendido, señor 
Beamonte, le pido disculpas y lo retiro, 
pero espero la misma comprensión por 
su parte. Gracias.

La señora PRESIDENTA: Gracias, 
señor Sada, muchas gracias.

Terminamos aquí [rumores]... No, 
señorías, no hay más palabras, no ha 
habido más alusiones personales abso-
lutamente a ningún otro diputado o 
diputada y, por lo tanto, continuamos 
con el debate.

El señor diputado SADA BELTRÁN 
[desde el escaño]: Gracias, señora pre
sidenta. Mire, ha sido una reacción a 
unas impresentables apreciaciones so-
bre la diputada.

Y, dicho eso, dicho eso, porque ade-
más estoy de acuerdo absolutamente 
con lo que ha dicho la presidenta, y 
dejando aparte las cariñosas apreciacio-
nes que hacen sobre mí en muchas 
ocasiones, incluso recomendándome o 
llamándome algún tipo de trastorno, 

B)  ENMIENDAS PRESENTADAS

B)  AMENDMENTS SUBMITTED

De conformidad con lo establecido 
en el artículo 207 del Reglamento, la 
Mesa de las Cortes acordó abrir un 
plazo de 8 días para la presentación de 
enmiendas a la Proposición de Ley, 
que se extendió hasta el 7 de marzo de 
2019. 

En el BOCA 327, de 18 de marzo se 
publicaron las enmiendas presentadas: 

ENMIENDA NÚM. 1

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
ARAGÓN:

D.ª Susana Gaspar Martínez, Dipu
tada del Grupo Parlamentario Ciuda
danos-Partido de la Ciudadanía (Cs), 
al amparo de lo establecido en el ar
tículo 181.6, en relación con el artícu-
lo 164 del Reglamento de las Cortes 
de Aragón, formula la siguiente en-
mienda a la Proposición de Ley de 
modificación del Decreto Legislativo 
1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno 
de Aragón, por el que se aprueba con 
el título de «Código del Derecho Foral 

de Aragón», el Texto Refundido de las 
leyes civiles aragonesas, en materia de 
custodia.

ENMIENDA DE SUPRESIÓN
Suprimir el artículo único.

MOTIVACIÓN
Por considerarlo conveniente.

Zaragoza, 7 de marzo de 2019.
La Portavoz 

Susana Gaspar Martínez

ENMIENDA NÚM. 2

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
ARAGÓN:

D.ª María Herrero Herrero, Dipu
tada del Grupo Parlamentario Ara
gonés,… formula la siguiente en
mienda...

ENMIENDA DE SUPRESIÓN
Al artículo Único.
Suprimir el artículo.
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ENMIENDA NÚM. 4

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
ARAGÓN:

El Grupo Parlamentario Popular, 
al amparo de lo establecido en el ar
tículo 207.2 del Reglamento de las 
Cortes de Aragón, formula la siguiente 
enmienda...

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN
Al Artículo único, por el que se 

modifica el artículo 80.2 que quedaría 
redactado como sigue:

«2.  El Juez adoptará de forma pre-
ferente la custodia compartida de am-
bos progenitores en interés de los hijos 
menores salvo que la custodia indivi-
dual sea más conveniente, teniendo en 
cuenta el plan de relaciones familiares 
que deberá presentar cada uno de los 
progenitores y atendiendo, además, a 
los siguientes factores:».

MOTIVACIÓN
Por entender que la regla general 

ha de ser que el Juez estudie de mane-
ra general y opte como primera op-
ción por la posibilidad de una custo-
dia compartida, salvo que criterios del 
caso concreto aconsejen fijar la custo-
dia individual. 

Zaragoza, 7 de marzo de 2019.
La Portavoz 

M.ª del Mar Vaquero Periánez

ENMIENDA NÚM. 5

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
ARAGÓN

El Grupo Parlamentario Popular, 
al amparo de lo establecido en el ar
tículo 207.2 del Reglamento de las 

MOTIVACIÓN

Se estima más adecuado.

Zaragoza, 7 de marzo de 2019.

La Diputada 
María Herrero Herrero

V.º B.º
El Portavoz 

Arturo Aliaga López

ENMIENDA NÚM. 3

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
ARAGÓN:

D.ª Susana Gaspar Martínez, 
Diputada del Grupo Parlamentario 
Ciudadanos-Partido de la Ciudada
nía (Cs),… formula la siguiente en-
mienda...

ENMIENDA  
DE MODIFICACIÓN

Modificar en el artículo único la 
redacción del apartado 2 del artículo 
80, quedando como sigue:

«2.  En todo caso, el Juez decidirá, 
de manera preferente y en atención 
al interés superior del menor, que su 
custodia sea ejercida de forma con-
junta por ambos progenitores, siem-
pre que no concurran causas debida-
mente justificadas que aconsejen lo 
contrario, y con independencia de la 
existencia o no de acuerdo entre los 
progenitores».

MOTIVACIÓN

Por considerarlo conveniente.

Zaragoza, 7 de marzo de 2019.

La Portavoz 
Susana Gaspar Martínez
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la sentencia absolutoria firme o el so-
breseimiento libre firme dictados en 
el referido proceso penal será causa 
de revisión del régimen de custodia a 
petición de parte».

MOTIVACIÓN
Por considerarlo conveniente.

Zaragoza, 7 de marzo de 2019.
La Portavoz 

Susana Gaspar Martínez

ENMIENDA NÚM. 7

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
ARAGÓN:

D.ª Susana Gaspar Martínez, Dipu
tada del Grupo Parlamentario Ciuda
danos-Partido de la Ciudadanía (Cs),… 
formula la siguiente enmienda...

ENMIENDA  
DE ADICIÓN

Añadir en el artículo único un nue-
vo apartado 2 ter del artículo 80, con 
la siguiente redacción:

«2 ter.  El Juez deberá tener en 
cuenta, al adoptar cualquier decisión 
contemplada en este artículo, las si-
guientes circunstancias:

a)  El interés superior del menor, 
especialmente en relación con la 
edad, la opinión y el arraigo social, 
escolar y familiar de los menores.

b)  La relación que los padres man-
tengan entre sí y con sus hijos.

c)  La implicación de cada uno 
de los progenitores para asumir sus 
responsabilidades y deberes hacia 
los menores, el respeto de los dere-
chos del otro y la cooperación entre 
ambos para garantizar la adecuada 

Cortes de Aragón, formula la siguiente 
enmienda... 

ENMIENDA 
 DE SUPRESIÓN

Al Artículo único, por el que se 
modifica el artículo 80.2.

Suprimir el apartado f).

MOTIVACIÓN
Por entender que atenta contra la 

libertad de las familias de organizarse 
libremente durante el periodo de 
convivencia, sin que esa libertad pue-
da estar condicionada por una posi-
ble ruptura de la convivencia en el 
futuro.

Zaragoza, 7 de marzo de 2019.
La Portavoz 

M.ª del Mar Vaquero Periánez

ENMIENDA NÚM. 6

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
ARAGÓN:

D.ª Susana Gaspar Martínez, Dipu
tada del Grupo Parlamentario Ciuda
danos-Partido de la Ciudadanía (Cs),… 
formula la siguiente enmienda...

ENMIENDA DE ADICIÓN
Añadir en el artículo único un nue-

vo apartado 2 bis al artículo 80, con la 
siguiente redacción:

«2 bis.  No procederá la custodia 
compartida cuando cualquiera de los 
progenitores esté incurso en un proce-
so penal iniciado por violencia de gé-
nero o por atentar contra la vida, la 
integridad física, la libertad, la integri-
dad moral o la libertad e indemnidad 
sexual del otro cónyuge o de los hijos 
que convivan con ambos. No obstante, 
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El Pleno de las Cortes de Aragón, 
en sesión celebrada los días 21 y 22 de 
marzo de 2019, rechazó todas las en-
miendas presentadas y aprobó la 
Proposición de Ley, con el texto final 
recogido en el apartado F).

SESIÓN PLENARIA DE LAS 
CORTES DE ARAGÓN, DE 21  

DE MARZO DE 2019, PUNTO 4:

La señora PRESIDENTA: Muchas 
gracias, señora Orós.

C) TRAMITACIÓN Y APROBACIÓN POR EL PROCEDIMIENTO  
DE LECTURA ÚNICA

C) PROCESSING AND APPROVAL BY THE SINGLE READING  
PROCEDURE

relación de los hijos con ambos pro-
genitores.

d)  La posibilidad de conciliación 
de la vida familiar y laboral de los pro-
genitores.

e)  La situación de la residencia 
habitual de cada progenitor, la exis-
tencia de estructuras de apoyo en los 
respectivos ámbitos de los padres y el 
número de hijos.

f)  Cualquier otra circunstancia 
concurrente en los progenitores e hi-
jos de especial relevancia para el régi-
men de convivencia».

MOTIVACIÓN

Por considerarlo conveniente.

Zaragoza, 7 de marzo de 2019.

La Portavoz 
Susana Gaspar Martínez

ENMIENDA NÚM. 8

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
ARAGÓN:

D.ª María Herrero Herrero, Dipu
tada del Grupo Parlamentario Arago
nés,… formula la siguiente enmienda...

ENMIENDA DE SUPRESIÓN
A la Exposición de Motivos.
Suprimir la totalidad de la Expo

sición de Motivos.

MOTIVACIÓN
Se estima más adecuado.

Zaragoza, 7 de marzo de 2019.
La Diputada 

María Herrero Herrero
V.º B.º

El Portavoz 
Arturo Aliaga López

Continuamos con el siguiente pun-
to del orden del día: tramitación por 
el procedimiento de lectura única de 
la proposición de ley de modificación 
del Decreto Legislativo 1/2011, de 22 
de marzo, del Gobierno de Aragón, 
por el que se aprueba, con el título del 
Código de Derecho Foral de Aragón, 
el texto refundido de las leyes civiles 
aragonesas en materia de custodia, 
presentada por los portavoces de los 
grupos parlamentarios Socialista, 
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Podemos Aragón y Mixto, agrupacio-
nes parlamentarias Chunta Aragone
sista e Izquierda Unida. 

Tiene la palabra en primer lugar el 
Grupo Parlamentario Socialista.

La señora diputada SORIA SARNA­
GO: Gracias, señora presidenta. 

Buenos días, señorías. 
En primer lugar me gustaría dar la 

bienvenida a las personas que nos 
acompañan en la tribuna.

Debatimos nuevamente sobre una 
modificación en materia de custodia 
del Código de Derecho Foral. Lo cier-
to es que dispongo de poco tiempo, 
así que directamente explicaré lo que 
se pretende con esta modificación que 
planteamos.

Y creo que para ello es fundamen-
tal, señoría, que lo primero de todo 
centremos el debate, centremos el de-
bate para evitar futuras tergiversacio-
nes de palabra o confusiones, y lo diré 
alto y claro: este debate no es custodia 
compartida sí o custodia compartida 
no; repito: no es custodia compartida 
sí o custodia compartida no.

Es más, creo que a este respecto la 
posición del Partido Socialista es rela-
tivamente clara y quiero ratificarme y 
recordar que fue el Partido Socialista 
quien modificó el artículo 92.5 del 
Código civil, con lo que creo que está 
todo dicho.

Estamos hablando únicamente en 
aquellos casos en los que el régimen de 
custodia compartida venga impuesta. 

Entendemos que, cuando habla-
mos de la ruptura de la convivencia, 
deben de favorecerse unas relaciones 
continuadas con los hijos, obviamente, 
y que, además, permitan que esa parti-
cipación sea una participación corres-

ponsable, compartida e igualitaria. 
Pero lo cierto, señorías, es que la prác-
tica nos demuestra que esto no siem-
pre es así, por desgracia no todos los 
procesos de ruptura de la convivencia 
terminan en un acuerdo entre las par-
tes, y es precisamente ahí donde resi-
de el problema, en las rupturas con-
tenciosas.

Y por ello para nosotros, para los 
socialistas, señora Herrero, escúche-
me alto y claro, la única preferencia 
que debe existir es que sea lo más 
adecuado para proteger en cada caso 
el interés superior del menor. Repito: 
la única preferencia para los socialistas 
que debe recibir es que sea lo más 
adecuado en cada caso para proteger 
el interés superior del menor.

Por todo ello, concluyo ya, en-
tiendo que la modificación que esta-
mos planteando es una modificación 
razonable y adecuada: sustituir una 
custodia compartida impuesta por 
un sistema que no priorice ninguna 
modalidad de custodia, ni la indivi-
dual ni la compartida, y que sea el 
juez en cada caso concreto, valoran-
do las circunstancias concurrentes, el 
que determine qué tipo de custodia 
es la que mejor protege el interés su-
perior del menor.

Sea como fuere, señorías, por todo 
ello yo pido hoy aquí valentía y pido 
una apuesta sin fisuras, por una verda-
dera protección del interés superior 
del menor, y, por todo ello, pido el 
voto favorable para esta modificación 
que hemos planteado.

Gracias.
La señora PRESIDENTA: Muchas 

gracias, señora diputada. Grupo Parla
mentario Podemos Aragón, tiene la 
palabra.
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efectos perjudiciales en la salud de las 
relaciones familiares, porque en nada 
contribuye a la igualdad y al bienestar 
del menor. Les convierte, como sabe-
mos, en maletas, les genera inestabili-
dad, inseguridad, fracaso escolar, 
agresividad, no se tiene en cuenta su 
opinión y no se defiende su bienestar.

Nos encontramos todavía y, lamen-
tablemente, en una sociedad en don-
de las responsabilidades familiares si-
guen siendo asimétricas, como lo 
dicen muchos informes de la materni-
dad y trayectoria profesional, y como 
lo dicen muchas asociaciones de juris-
tas, y como lo dicen muchos jueces y 
abogados de familia. Por tanto, ningu-
na forma de custodia debe de ser pre-
ferente.

Nuestro artículo 68 del Código ci-
vil dice que ambos cónyuges deben de 
participar de las responsabilidades. En 
Podemos Aragón defendemos el ca-
rácter excepcional que sanciona nues-
tro Tribunal Constitucional y que, en 
ningún caso, ningún operador judicial 
pueda imponer una exigencia en don-
de las partes no están de acuerdo y 
cuando no existe un entendimiento, 
una cordialidad y una coherencia [cor­
te automático de sonido] educativa en el 
bienestar de los hijos. Además, sería 
una grave irresponsabilidad aplicar 
esta preferencia en un país en que 
muchas separaciones pueden ocultar 
situaciones de violencias que no se 
denuncian.

La señora PRESIDENTA: Gracias, 
señora Bella.

La señora diputada BELLA RANDO: 
Termino. 

Simplemente señalar que rechaza-
mos las enmiendas presentadas por 
los grupos políticos de la derecha por-

La señora diputada BELLA RANDO: 
Buenos días.

Esta es una de mis últimas interven-
ciones en el Pleno de las Cortes de 
Aragón de la IX legislatura y quiero 
aprovechar para dar las gracias a las 
diputadas y diputados y a todo el per-
sonal de la casa que hace posible que 
esto salga adelante. Me siento orgullo-
sa de formar parte de este momento 
histórico y haber contribuido a mejo-
rar la vida de muchas aragonesas y 
aragoneses, y a toda la gente que está 
en la tribuna y que impulsa desde la 
calle todas nuestras acciones. Muchas 
gracias.

Hoy es un día importante porque 
juntas cuatro fuerzas políticas vamos a 
aprobar una modificación legislativa 
que de manera mucho más positiva va 
a afectar al bienestar de las hijas y de 
los hijos, cuando una pareja decide 
separarse sin lograr acuerdo y recu-
rren a los tribunales.

En Podemos Aragón, estamos a fa-
vor de la custodia compartida, cómo 
no, y celebramos que por fin los hom-
bres se impliquen cada vez más en el 
cuidado de los hijos; esto es funda-
mental. Pero lo que no queremos es 
que sea de manera impuesta o prefe-
rente, porque, cuando no hay acuerdo 
entre las partes, en aras a la igualdad y 
el beneficio superior de los menores, 
queremos, como lo han dicho en la 
Comisión Especial de Derecho Foral 
Aragonés todas las personas profesio-
nales y juristas que han venido, que se 
analice caso por caso, sin apriorismos 
y que se tenga en cuenta el bienestar 
superior del menor.

La preferencia no la defienden 
ninguna asociación profesional ni nin-
gún movimiento feminista y tiene 
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del menor, y, en algunos casos, será la 
custodia compartida y en otros será la 
custodia individual.

No ha habido ningún experto que 
haya pasado por esta Cámara para de-
cir que la custodia compartida tendría 
que tener un carácter preferente, para 
que fuese mejor que la custodia indivi-
dual, porque, si no, sería contrarrestar 
o habría un apriorismo. Si estamos di-
ciendo que lo principal y lo prioritario 
es defender el interés del menor, no 
puede ser que ya haya una custodia 
que tenga un carácter preferente; en 
cada circunstancia habrá que estudiar 
y habrá que ver exactamente cuál es la 
mejor.

Estamos hablando de aquellos ca-
sos en los que no hay acuerdo entre 
ambos progenitores, y sabemos que, 
en aquellos casos en los que no hay 
acuerdo entre ambos progenitores, 
que, evidentemente, cuando hay un 
acuerdo, no hay debate, y se puede 
optar o bien por la custodia comparti-
da o bien por la cuestión individual, 
que es curioso que viendo en esos ca-
sos, efectivamente, cuando hay acuer-
do, no se crean ustedes que los hom-
bres y las mujeres, pero los hombres se 
apuntan de forma intensa a la custodia 
compartida, y hay un acuerdo… 
Estamos hablando de aquellos casos 
en que ya no hay posibilidad de acuer-
do entre ambos progenitores, en asun-
tos que tienen un incremento impor-
tante de litigiosidad, y, por lo tanto, 
ahí el juez tiene que ser absolutamen-
te escrupuloso a la hora de adoptar 
qué tipo de custodia es mejor para el 
menor. Y esa es la modificación exclu-
siva en este caso de esta ley.

A Izquierda Unida le hubiera gus-
tado hacer una modificación mucho 

que van en contra de esta modifica-
ción y, en algunos casos, señalan as-
pectos que ya están contemplados en 
el artículo 80.6, en lo que se refiere a 
la violencia de género.

Muchas gracias a todas y a todos.
La señora PRESIDENTA: Gracias. 

Grupo Parlamentario Mixto, tiene la 
palabra.

La señora diputada LUQUIN CABE­
LLO: Gracias, presidenta.

Buenos días. 
Por fin hoy traemos ya lo que era la 

modificación de lo que se ha llamado la 
«ley de custodia compartida» y que se 
ha llamado así creo que de una forma 
perversa para no entrar a debatir de 
verdad de lo que estábamos hablando.

Yo me voy a negar…, han sido mu-
chísimos los debates, la posición de 
Izquierda Unida es de sobra conocida, 
durante muchísimo tiempo hemos de-
fendido que ninguna de las custodias 
debía tener un carácter preferente. Y, 
por lo tanto, aquí no hay un debate de 
custodia compartida sí o custodia 
compartida no –eso sí que sería un 
retroceso–; estamos hablando de cuál 
es la mejor custodia para cada uno de 
los casos y que, por lo tanto, a los me-
nores siempre hay que tenerlos en el 
centro de las decisiones que se vayan a 
adoptar. Y, por lo tanto, la custodia 
preferente tiene que ser aquella que 
sea la mejor para el menor, y por lo 
tanto no haya otro debate. 

Y, realmente, cuando se lee la mo-
dificación que hemos puesto encima 
de la mesa, desde lo que se dice desde 
la izquierda, es precisamente en esa 
línea, en no perder en ningún mo-
mento la perspectiva de lo que esta-
mos defendiendo, el interés superior 
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mos que el carácter preferente no 
implica ni obliga a los jueces a que se 
conceda obligatoriamente la custodia 
compartida. De hecho, en Aragón, 
donde nuestro Derecho foral recoge 
el carácter preferente de la misma, las 
custodias compartidas que se otorgan 
en estos momentos están por debajo 
del cincuenta por ciento en Aragón, 
en torno a un cuarenta o cuarenta y 
uno por ciento. Creo que los datos son 
significativos.

Mire, nosotros hemos presentado 
enmiendas, hemos presentado una 
enmienda de supresión del texto que 
la coalición de izquierdas ha puesto 
encima de la mesa, porque ya he di-
cho que creemos que es un retroceso.

El Partido Socialista, en su mo
mento, junto con el apoyo de todos los 
grupos que estaban en esta Cámara, a 
excepción de Izquierda Unida, votó a 
favor de una ley que fue ejemplo y 
pionera en el país, en nuestro país. De 
hecho, se ha tomado como referencia 
a la hora de llevar a cabo las modifica-
ciones del Código civil, tanto en el 
País Vasco como en Cataluña, y en al-
guna de las propuestas de modifica-
ción del Código civil estatal que se han 
presentado.

Pero, además de presentar una en
mienda de supresión, nosotros siem-
pre hemos hablado de trabajar de ma-
nera útil para los aragoneses y hemos 
presentado enmiendas que lo que tra-
tan es de enmendar el error que la 
coalición de izquierdas hoy quiere 
perpetrar aquí.

Por eso hemos presentado una 
enmienda en la que, manteniendo el 
carácter preferente de la custodia, 
hablamos del interés superior del 
menor, argumento que la coalición 

más importante de la ley, eso lo tengo 
absolutamente claro, pero entende-
mos que es un paso importante traba-
jar en que en estos momentos, por lo 
menos, se deje claro que será el interés 
del menor, exclusivamente el interés 
del menor, el que decida qué tipo de 
custodia es la preferente; si es la custo-
dia compartida, perfecto, y si es la 
custodia individual, también perfecto.

Por lo tanto, señorías, como digo, 
hoy lo que toca es fijar posición con las 
enmiendas que han presentado los 
grupos de la derecha; como no les va a 
poder sorprender, Izquierda Unida 
votará que no a ellas, porque es o que-
darse como está o en algunas de las 
cuestiones incluso empeorar la situa-
ción, o incluso en algún [corte automá­
tico de sonido]… tener una mezcla de 
conceptos un poco peligrosa.

Por lo tanto, seguiremos mante-
niendo el texto como lo presentamos 
y votaremos que no a todas las en-
miendas.

La señora PRESIDENTA: Gracias.
A continuación, para la defensa de 

las enmiendas presentadas, Grupo 
Parlamentario Ciudadanos, tiene la 
palabra.

La señora diputada GASPAR MAR­
TÍNEZ: Gracias, señora presidenta.

Hoy volvemos a debatir en el últi-
mo Pleno ordinario de esta legislatura 
sobre la modificación que la coalición 
de izquierdas ha traído para eliminar 
el carácter preferente de la custodia. 
Para nuestro grupo parlamentario es 
uno de los mayores errores que se van 
a acometer en esta legislatura.

Nosotros, ya lo dijimos en su mo-
mento, ya lo dijimos en el primer de-
bate que tuvimos sobre esta ley, cree-



Materiales

RDCA-2019-XXV	 279

Bueno, esto es democracia y las 
mayorías pues ganan y nosotros pues 
nos rendimos a esa mayoría que uste-
des tienen escasa y justa, con la que 
quieren cambiar esta ley, una modifi-
cación que va a tener una corta vida, 
porque yo ya les auguro, desde luego, 
yo ya la dejó preparada, luego ya vere-
mos si lo hacemos conjuntamente o 
separadamente, una proposición de 
ley para volver a modificarla en cuanto 
vuelva a empezar la próxima legislatu-
ra. Y espero que la mayoría entonces 
sea otra.

Me parece totalmente irresponsa-
ble estar haciendo esta modificación 
con una exigua mayoría, mayoría sí, 
pero exigua, en el último Pleno, sin 
dar lugar a una ponencia ordinaria, 
sin buscar acuerdos, consensos, acer-
camientos, absolutamente nada, y sin 
escuchar a nadie más que a quienes 
dicen lo que ustedes quieren oír.

No puede decir usted, señora 
Luquin, que en esta Cámara no ha 
habido nadie, ningún experto que 
haya dicho que la custodia compartida 
es lo mejor en interés del menor; no es 
verdad, porque no quiero utilizar el 
término «mentira», usted ha dicho eso 
y no es verdad. Todos, todos los profe-
sionales y expertos que han pasado 
por esta Cámara, a excepción de algu-
nas abogadas y juristas del mundo de 
la justicia, que ustedes llamaron y que 
me parece muy bien, pero del mundo 
de la psicología, todo el mundo ha di-
cho que la custodia compartida salva-
guarda el interés del menor, salvo, por 
supuesto, aquellos casos en los que es 
mejor otro tipo de custodia, obvia-
mente. 

Yo les diría: no sé, o sí sé, cuál es el 
objetivo de esta modificación.

de izquierdas ha puesto encima de la 
mesa en todo momento para llevar a 
cabo esta modificación que hoy pre-
tenden hacer.

Y nosotros se lo dijimos en el pri-
mer debate y mantenemos hoy la 
misma posición: los menores, cuando 
nacen, nacen con el derecho de com-
partir su vida con sus progenitores, y, 
por la situación de separación, no de-
bemos privar a los menores de ese de-
recho. Por lo tanto, entendemos que 
el carácter preferente de la custodia se 
puede mantener, siempre atendiendo 
al interés superior del menor.

Hoy, señores del Partido Socialista, 
señores de la izquierda, van a poner 
en evidencia si realmente lo que quie-
ren es velar por el interés superior del 
menor o si realmente lo que quieren 
es terminar con el carácter preferente 
de la custodia, y, dadas las posiciones 
que ustedes hoy han mantenido aquí, 
creemos que van a demostrar que lo 
único que les interesa con esta refor-
ma es terminar con el carácter prefe-
rente [corte automático de sonido]...

Nosotros votaremos en contra de 
esta iniciativa, y ya les advertimos, co-
mo hicimos al principio, en la primera 
intervención que tuvimos, que, si en la 
próxima legislatura tenemos algún ti-
po de capacidad de gobierno, trabaja-
remos para revertir esta modificación 
que ustedes aprueban hoy aquí y que 
la custodia compartida vuelva a tener 
carácter preferente.

Gracias.
La señora PRESIDENTA: Gracias, 

señora Gaspar. Grupo Parlamentario 
Aragonés, tiene la palabra.

La señora diputada HERRERO HE­
RRERO: Gracias, señora presidenta.
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le llevará a coger hormigas. Da igual, 
lo importante es el afecto, lo impor-
tante es el equilibrio emocional y el 
bienestar. Y lo que les hace daño a los 
niños…

La señora PRESIDENTA: Señorías, 
guarden silencio, por favor. 

Termine, señora Herrero.
La señora diputada HERRERO HE­

RRERO: Termino. 
Lo que les hace verdaderamente 

daño a los niños, señorías, no es un 
régimen de convivencia u otro; es el 
conflicto y la falta de respeto y menos-
precio entre los progenitores.

Muchas gracias.
La señora PRESIDENTA: Gracias. 

Grupo Parlamentario Popular, tiene la 
palabra.

El señor diputado LEDESMA GELAS: 
Muchas gracias, presidenta.

El Partido Popular de Aragón está 
a favor, como no podía ser de otro 
modo, de la custodia compartida. Pero 
lo está además de la custodia compar-
tida como principio general y como 
primera opción. Evidentemente que 
lo que prima es el interés superior del 
menor, y que el juez tiene que tomar 
sus decisiones en base a unos criterios 
que le fija el Código foral de Derecho 
aragonés.

Y la segunda parte de la proposi-
ción de ley, que es la más preocupante 
para las familias, es esa parte que quie-
ren añadir que le dicen que el juez 
tiene que tomar en consideración, a la 
hora de decidir qué modelo de custo-
dia, «el cuidado de los menores duran-
te la vida en común de la familia». 
Oiga, eso no es pensar en el interés de 
los menores; es pensar en otro interés 
que ya nos lo aclararán, además de 

Aquí todo el mundo opina sobre lo 
que es el interés del menor y a mí me 
parece que lo que pasa es que escucha-
mos poco a los niños, porque, si escu-
chásemos más a los niños, de verdad, 
con el corazón, y estuviésemos dis-
puestos a saber lo que ellos sienten, no 
estarían haciendo esta modificación 
de la ley.

Aquí no hay ninguna custodia 
compartida impuesta, porque si fuera 
impuesta no habría un 40%, habría un 
99%. Los jueces están diciendo que 
cuando quieren dar una cuestión indi-
vidual la dan, ¿cuál es el problema 
entonces?

Den más medios para que tomen 
esas decisiones mejor. Si ustedes quie-
ren, eso sería, me parece que sería lo 
mejor, lo más adecuado, pero, desde 
luego, ni mucho menos digan que no 
dan una cuestión individual, porque 
la dan.

Si escuchan a los niños… Miren, yo 
les voy a contar una anécdota que el 
otro día me contaron con esta noticia, 
este debate que estamos teniendo, sa-
lió en los informativos, y había una 
pareja, un matrimonio que estaban 
viendo las noticias con su hija de ocho 
años, y ellos se pusieron a comentarlo, 
y la niña preguntó que de qué iba esto. 
Muy inteligentemente la niña simple-
mente dijo: «Pero, papás, si vosotros os 
separáis un día, me seguiréis querien-
do, ¿no? Los dos». «Por supuesto». Y la 
niña dijo: «Pero si os separáis un día, 
yo quiero estar contigo, mamá, y quie-
ro estar contigo» [corte automático de 
sonido]… Eso es lo que diría la práctica 
totalidad de los niños, y, aunque su 
padre no sepa hacer pollo al chilin-
drón, pues les hará otra cosa, y si su 
madre no le sabe llevar a esquiar, pues 
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to el aprobarla tal cual la han traído. 
Rompe el espíritu de la ley; es un códi-
go pensado en un global, y ahora mete-
mos un chorizo que va en contra de 
todo el espíritu global del derecho de 
familia del Código foral aragonés; sin 
más, por la vía de urgencia, por la puer-
ta de atrás, a última hora, deprisa y co-
rriendo, y todo ¿por qué? Cegadas por 
el feminismo más radical [corte automá­
tico de sonido]…

Señorías, señorías, esta chapuza 
solo tiene un ADN: el de la izquierda 
feminista radical y confrontadora.

La señora PRESIDENTA: Gracias, 
señor Ledesma.

Finalizado el turno de intervención, 
procedemos a la fase de votación. Les 
anuncio que la diputada Isabel García 
ha decidido hacer uso de su voto, de su 
derecho al voto telemático.

En primer lugar, procedemos a la 
votación de enmiendas.

Enmienda al artículo 1: se inicia la 
votación, finaliza la votación. Sesenta 
votos emitidos presenciales más uno 
telemático: veintiséis síes; treinta y 
cinco noes; quedaría rechazada la en-
mienda número 1.

Enmienda número 2: se inicia la 
votación, finaliza la votación. Sesenta 
votos presenciales más uno telemáti-
co: veintisiete síes, treinta y cuatro 
noes; quedaría rechazada.

Enmienda número 3: se inicia la 
votación, finaliza la votación. Sesenta y 
dos votos emitidos: cinco síes, cincuen-
ta y siete noes; quedaría rechazada.

Enmienda número 4: se inicia la 
votación, finaliza la votación. Sesenta y 
un votos emitidos: sesenta votos pre-
senciales, uno telemático: veintisiete 

que, por supuesto, va en contra de la 
libertad de las familias de organizarse 
libremente durante la vida en común, 
del reparto de roles, incluso de la co-
parentalidad. Es que fijar la custodia 
del nuevo modo de vida cuando el 
fracasado anterior está arruinado no 
puede ser esa referencia. Es como 
construir un nuevo edificio con los 
planos del viejo edificio que se ha de-
rruido. Es decir, no tiene sentido fijar 
el nuevo modo de vida fijando los cri-
terios del anterior que ha fracasado y 
que se ha derruido. Y eso es lo que 
pretende esta modificación de ley que 
presenta la izquierda hoy aquí.

Pero además lo hacen de una ma-
nera chapucera, de una manera par-
cial, y por supuesto incongruente con 
el resto del texto, porque es que el 
Código de Derecho Foral de Aragón, 
en su exposición de motivos, habla de 
la custodia compartida preferente, y 
ustedes ahí lo dejan, no tocan eso.

Pero es que, además, el artículo 80, 
que pretenden modificar, en su punto 
5, que ni siquiera se han molestado en 
modificar el artículo 80 entero o de 
leerlo entero, en su punto 5 dice que 
«la objeción en la custodia compartida 
de uno de los progenitores no será 
base suficiente para considerar que la 
custodia compartida no coincide con 
el mejor interés del menor». Es decir, 
el mismo 80.5 del Código foral, que 
ustedes intentan reformar solo el pun-
to 2, dice que la custodia compartida 
tiene que ser algo que el juez debe 
considerar de manera preferente, y 
que la objeción de uno de los cónyu-
ges no es un motivo para rechazarla.

Mire, esta chapuza que nos trae hoy 
aquí la izquierda, chapuza jurídica, nos 
debería dar vergüenza a este parlamen-
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Y, señor Ledesma, evidentemente, 
como no es ninguna de las dos prefe-
rente, no puede ser causa que uno de 
los progenitores decida oponerse para 
que no se pueda valorar la custodia 
compartida.

Custodia compartida preferente, 
señora Herrero. Yo no he dicho que 
ningún experto haya dicho que la cus-
todia compartida preferente que que-
da recogida en el texto sea mejor que 
la custodia individual. Por lo tanto, 
será el caso en cada caso, con el inte-
rés del menor, el que se decidirá qué 
tipo de custodia, y, evidentemente, 
ningún progenitor vaya a poder per-
mitir que no se pueda avanzar.

Por lo tanto, de contradicción na-
da, sino que lo que dejamos es la posi-
bilidad para que sea efectivamente, en 
este caso, el juez el que decida que la 
custodia preferente, sea la que sea, la 
mejor para el interés del menor.

Y, por favor, ahora va a resultar que 
las custodias individuales que se otor-
gan resulta que al progenitor que no 
se le dan no tiene derecho ni a las visi-
tas ni a seguir participando de la vida 
activa de su hijo o de su hija.

Por lo tanto, también un poquito 
de tranquilidad y no hacer demagogia 
con cosas que además son radicalmen-
te inciertas, porque, si no, supondría 
en este momento que en el 70% de las 
custodias que se dan individuales hay 
uno de los progenitores que no tiene 
derecho a disfrutar de sus hijos, y eso 
es radicalmente falso.

La señora PRESIDENTA: Gracias. 
Grupo Parlamentario Ciudadanos.

La señora diputada GASPAR MAR­
TÍNEZ [desde el escaño]: Señora Luquin, 
demagogia es lo que acabamos de ha-

síes, treinta y cuatro noes; quedaría 
rechazada.

Enmienda número 5: se inicia la 
votación, finaliza la votación. Sesenta y 
un votos presenciales más uno telemá-
tico emitidos: veintiocho síes, treinta y 
cuatro noes; quedaría rechazada.

Enmienda número 6: se inicia la 
votación, finaliza la votación. Sesenta y 
un votos presenciales, uno telemático, 
emitidos: cinco síes, cincuenta y siete 
noes; quedaría rechazada.

Enmienda número 7: se inicia la 
votación, finaliza la votación. Sesenta y 
un votos emitidos: cinco síes, cincuen-
ta y seis noes; quedaría rechazada.

Enmienda a la exposición de moti-
vos, número 8. Se inicia la votación, 
finaliza la votación. Sesenta votos pre-
senciales, uno telemático, emitidos: 
veintisiete síes, treinta y cuatro noes; 
quedaría rechazada.

Por último, votación del texto de 
la proposición de ley en su conjunto. 
Se inicia la votación, finaliza la vota-
ción. Sesenta y un votos presenciales 
y uno telemático emitidos: treinta y 
cuatro síes, veintiocho noes; quedaría 
aprobada.

Para explicación de voto, Grupo 
Parlamentario Mixto.

La señora diputada LUQUIN CABE­
LLO [desde el escaño]: Sí, brevemente 
para aclarar alguna cuestión. 

Evidentemente, ni la custodia in-
dividual ni la custodia compartida 
significan que ninguno de los proge-
nitores pueda dejar de ver y de cuidar 
a sus hijos y a sus hijas. Por lo tanto, 
que esté tranquila porque su padre le 
podrá hacer pollo al chilindrón y su 
madre le podrá enseñar, llevar a ver 
hormigas.
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de forma preferente, pensando que 
eso es por el interés del menor.

Así lo está diciendo también el pro-
pio Justicia de Aragón, defensor del 
menor, que a ustedes les da exacta-
mente igual; así lo está diciendo, así lo 
apunta la propuesta de modificación 
del Código civil, de forma preferente; 
así lo está diciendo la doctrina de la 
jurisprudencia que se está sentando a 
nivel estatal, ya no solamente aquí, y a 
ustedes les da exactamente igual.

Simplemente ustedes quieren que-
dar bien con quienes quieren quedar 
bien, y yo creo que sinceramente, es 
mi opinión, yo respeto la suya, pero la 
nuestra es que hacen daño a los niños 
y a los menores.

¿Incongruencia? Pues bastante tie-
ne usted, señora Luquin, yo se lo voy a 
repetir todas las veces –ya me voy, ya 
no se lo repetiré más–, todas las veces: 
bastante tienen ustedes con sostener 
esa incongruencia de que en el 2008 
ustedes decían por escrito que lo me-
jor era la custodia compartida de for-
ma preferente, y ahora creen que no; 
o sea, que yo aspiro a que ustedes 
vuelvan a cambiar de opinión y vuel-
van a decir que sí.

Si ustedes dicen que la custodia 
compartida si no es con acuerdo no 
funciona bien, es lo que están dicien-
do, que custodia compartida si hay 
acuerdo; si no, no. O sea, si uno de los 
progenitores dice que no, ya está, dere-
cho a veto. Eso no es en beneficio del 
menor, eso es simplemente pues darle 
el mango de la sartén a una de las par-
tes, que puede ser la mujer, puede ser 
el hombre o puede ser quien sea, en el 
caso de que haya dos progenitores.

La señora PRESIDENTA: Gracias, 
señora Herrero.

cer aprobando esta modificación de la 
ley. Esto es demagogia.

Efectivamente, en la comisión en 
la que estuvimos presentes unos cuan-
tos diputados, en la ponencia, hubo 
profesionales tanto del ámbito jurídi-
co como psicológico que reconocie-
ron que la custodia preferente y que el 
establecer la preferencia de la custo-
dia era lo mejor.

Hoy acabamos de cometer un 
error y un error que ha demostrado 
que el interés del menor no estaba por 
delante de acabar con la custodia com-
partida preferente, que era lo único 
que ustedes querían.

Se han presentado diferentes en-
miendas, y la señora Pili Mar Zamora 
decía en el debate previo: cuando hay 
voluntad de acuerdo, se alcanzan 
acuerdos. Podríamos haber trabajado 
para alcanzar transacciones y haber 
cambiado el texto que hoy ustedes 
han traído aquí para aprobar, mante-
niendo la preferencia de la custodia y 
velando por el interés superior del 
menor.

La señora PRESIDENTA: Gracias. 
Grupo Parlamentario Aragonés.

La señora diputada HERRERO 
HERRERO [desde el escaño]: Muchas 
gracias, señora presidenta.

Efectivamente, es que eso no es 
decir la verdad; léanse las actas de to-
das esas comparecencias de los exper-
tos que han dicho que ellos considera-
ban, personas incluso catedráticas de 
esta materia desde la psicología, que 
han hecho metaanálisis, que analizan 
todos los estudios e investigaciones 
que a su vez se han hecho sobre este 
aspecto, que dicen que lo mejor es la 
custodia compartida y, por tanto, que 
apuestan por la custodia compartida 
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En primer lugar, agradecer que 
haya salido adelante.

Yo en tribuna hablaba de que era 
una modificación que entendía razo-
nable y adecuada, y, viendo los argu-
mentos tan peregrinos que ha dado 
el sector de la derecha, todavía me 
ratifico más en que estamos ante una 
modificación que es razonable y ade-
cuada.

La práctica, señorías, nos ha mani-
festado que la realidad va por delante 
de las normas jurídicas y precisamente 
estamos en la casa de la palabra para 
evitar que esto suceda y adecuar la 
normativa a la realidad.

Insisto en que nosotros desde el 
Grupo Socialista siempre y en todo 
momento defenderemos que la única 
preferencia que tiene que existir es 
que sea lo más adecuado para prote-
ger en cada caso el interés superior del 
menor.

Gracias.
La señora PRESIDENTA: Grupo Par

lamentario Popular.
El señor diputado LEDESMA GELAS 

[desde el escaño]: Muchas gracias, seño-
ra presidenta.

Reitero que, detrás de esta modifi-
cación urgente en lectura única y por 
la puerta de atrás, lo que se encierra 
es la ideología feminista más radical y 
criminalizadora de los hombres, pero 
que esté arraigada, que esté arraigada 
en la señora Luquin o que esté arrai-
gada en el Grupo de Podemos no me 
preocupa: está donde siempre ha es-
tado. Lo que más me preocupa es que 
haya arraigado en el Partido Socialista, 
eso es lo que más me preocupa a mí y 
debe preocupar a la sociedad.

Gracias.

La señora diputada HERRERO HE­
RRERO [desde el escaño]: Eso me parece 
totalmente perjudicial para los niños.

La señora PRESIDENTA: Gracias. 
Grupo Parlamentario Podemos Aragón.

La señora diputada BELLA RANDO 
[desde el escaño]: Sí. No se puede impo-
ner por ley el ejercicio de la corres-
ponsabilidad ex novo tras la ruptura; 
por eso eliminamos la preferencia, por 
eso, porque no existe ninguna eviden-
cia científica, según todas las investiga-
ciones sociojurídicas de Francia, Por
tugal, Italia, Gran Bretaña, y por eso 
han eliminado la preferencia, y por 
eso se decía en la ponencia de Derecho 
foral aragonés.

Y quiero recordar, quiero recordar 
que nuestro Código de Derecho foral 
habla de los derechos de igualdad de 
los progenitores. Y lo que precisamen-
te venimos a mejorar hoy y a modificar 
es que el interés del menor esté por 
encima de ello, que se analice caso a 
caso lo que ofrecen a futuro los cónyu-
ges, los progenitores, y que estos sean 
los cinco factores a tener en cuenta. Y, 
además, lo que ofrecen o lo que die-
ron en el pasado, y que eso sea otro 
factor más a tener en cuenta en aras a 
la justicia.

No solo esta es una propuesta legis-
lativa feminista y progresista, sino que 
además se basa en el principio de 
igualdad real y en las leyes de pro
tección de menores para que prevalez-
ca su interés superior y su bienestar.

Muchas gracias.
La señora PRESIDENTA: Gracias. 

Grupo Parlamentario Socialista.
La señora diputada SORIA SAR­

NAGO [desde el escaño]: Gracias, señora 
presidenta.
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nicó la inclusión de la toma en consi-
deración en el orden del día de la se-
sión plenaria del Congreso de los 
Diputados de 13 de octubre de 2015. 

La Mesa de las Cortes, en sesión 
del mismo día 6 de octubre, acordó 
solicitar al Congreso de los Diputados 
la exclusión del orden del día de la 
sesión plenaria de 13 de octubre con-
siderando que quedaba escaso mar-
gen temporal desde la comunicación 
hasta el debate, que estaba muy próxi-
ma la finalización de la legislatura de 
las Cortes Generales y por tanto resul-
taba inviable su tramitación completa; 
y que, de los tres diputados designados 
en 2014 por el Pleno de las Cortes de 
Aragón para la defensa de esta iniciati-
va legislativa ante la Cámara Baja, dos 
de ellos ya no tenían la condición de 
diputados autonómicos, circunstancia 
que obligaba a la designación por este 
órgano plenario de dos nuevos diputa-
dos encargados de dicha defensa.

Concluida la X Legislatura de las 
Cortes Generales, en el BOCG n.º 758, 
de 20 de noviembre de 2015 se publi-

El Pleno de las Cortes, en sesión 
celebrada los días 4 y 5 de diciembre 
de 2014, aprobó la Proposición de Ley 
por la que se modifica el Código civil 
en relación con el estatuto personal y 
vecindad civil (BOCA n.º 290, de 11 de 
diciembre de 2014), a presentar ante 
la Mesa del Congreso de los Diputados. 
El texto de esta Proposición se en-
cuentra disponible en la RDCA-2014, 
págs. 275 a 280.

En el BOCA n.º 294, de 23 de di-
ciembre de 2014 se publicó la designa-
ción, en la sesión plenaria de 18 y 19 
de diciembre de 2014, de D.ª Yolanda 
Vallés Cases, perteneciente al Grupo 
Parlamentario Popular; D. Alfredo Bo-
né Pueyo, perteneciente al Grupo 
Parlamentario del Partido Aragonés, y 
D. José Luis Soro Domingo, pertene-
ciente al Grupo Parlamentario Chunta 
Aragonesista, como delegación arago-
nesa para la defensa de la Proposición 
de Ley en el Congreso. 

El 6 de octubre de 2015 tuvo entra-
da en las Cortes escrito del Congreso 
de los Diputados por el que se comu-

G) PROPOSICIONES Y PROYECTOS DE LEY RECHAZADOS 
DURANTE LA IX LEGISLATURA O CADUCADOS  

AL FINALIZAR LA MISMA

G) PROPOSITIONS AND BILLS REJECTED DURING  
THE IX LEGISLATURE OR EXPIRED  

AT THE END OF IT

A) PROPOSICIÓN DE LEY POR LA QUE SE MODIFICA EL CÓDIGO CIVIL 
EN RELACIÓN CON EL ESTATUTO PERSONAL Y VECINDAD CIVIL

A) PROPOSAL FOR A LAW AMENDING THE CIVIL CODE IN RELATION  
TO PERSONAL STATUS AND CIVIL NEIGHBORHOOD
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PRESENTADA POR EL G.P. POPU-
LAR, CON EL SIGUIENTE CONTE-
NIDO:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
En el Derecho de las personas exis-

te un principio esencial como es el del 

B) PROPOSICIÓN DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL DECRETO 
LEGISLATIVO 1/2011, DE 22 DE MARZO, DEL GOBIERNO DE ARAGÓN, 

POR EL QUE SE APRUEBA, CON EL TÍTULO  
DE «CÓDIGO DEL DERECHO FORAL DE ARAGÓN»,  

EL TEXTO REFUNDIDO DE LAS LEYES CIVILES ARAGONESAS 

B) PROPOSAL FOR A LAW AMENDING LEGISLATIVE DECREE 1/2011, OF MARCH 
22, OF THE GOVERNMENT OF ARAGON, WHICH APPROVES, WITH THE TITLE 
OF "CODE OF THE REGIONAL LAW OF ARAGON", THE CONSOLIDATED TEXT 

OF ARAGONESE CIVIL LAWS, PRESENTED BY THE GP POPULAR

(BOCA n.º 291, de 14 de noviembre de 2018)

cado en BOCG el 18 de noviembre. Se 
abrió entonces el plazo de presenta-
ción de enmiendas parciales por los 
grupos del Congreso.

Las enmiendas fueron publicadas 
en BOCG, Serie B: PROPOSICIONES 
DE LEY, de 4 de mayo de 2017, y ex-
tendieron el alcance de la reforma 
pretendida a otras cuestiones que los 
grupos entendían conexas. Se pre-
sentaron dieciséis enmiendas por los 
Grupos Parlamentarios Mixto, Vasco 
(EAJ-PNV), Esquerra Republicana, 
Ciudadanos y Popular). 

Finalmente estas enmiendas no lle-
garon a tramitarse ni la Proposición a 
aprobarse, ya que la Proposición no se 
trasladó a la recién concluida Legislatu-
ra estatal, y se declaró finalmente cadu-
cada de forma definitiva en el Congre-
so de los Diputados. Así se publicó en el 
BOCG n.º 519, de 27 de marzo de 
2019.

có el traslado de la Proposición de Ley 
a la XI Legislatura del Congreso.

En las Cortes de Aragón se llevó a 
cabo de nuevo la designación de Dipu-
tados encargados de la defensa de la 
proposición en el Congreso en la se-
sión plenaria de 3 y 4 de marzo de 
2016 (BOCA n.º 58 de 9 de marzo de 
2016), resultando designados D.ª Yo-
landa Vallés Cases, perteneciente al 
Grupo Parlamentario Popular, D.ª Ma-
ría Herrero Herrero, perteneciente al 
Grupo Parlamentario Aragonés, y D. 
Gregorio Jesús Briz Sánchez, pertene-
ciente al Grupo Parlamentario Mixto. 

El día 6 de septiembre de 2016 tu-
vo lugar la admisión a trámite por el 
Congreso de los Diputados. 

El Acuerdo de toma en considera-
ción por 289 votos a favor y 54 absten-
ciones tuvo lugar en sesión plenaria de 
15 de noviembre de 2016, y fue publi-

interés superior del menor, presente a 
lo largo de toda la legislación nacional 
e internacional que versa sobre la pro-
tección de los menores.

Este principio obliga a las autorida-
des, y especialmente a las judiciales, a 
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velar en cada caso que les es sometido 
a estudio y a decidir siempre teniendo 
este principio del favor filii como rec-
tor de las decisiones, por encima de 
los derechos individuales de cada uno 
de los progenitores.

En Aragón disponemos de un 
Derecho civil propio. Esta circunstan-
cia nos permite profundizar en las 
formas de regular las relaciones fami-
liares adaptando el Derecho aragonés 
en la materia a la realidad social que 
evoluciona.

Los juzgadores aragoneses empie-
zan a implantar formas de auxilio y 
apoyo judicial para favorecer su labor 
de decisión en situaciones de ruptura 
de la convivencia de los padres con 
hijos a cargo.

Lo hacen tomando medidas de 
auxilio o apoyo por parte de terceras 
personas, profesionales especializa-
dos, pero con una base legal vaga y 
poco precisa o desarrollada y al ampa-
ro de su total capacidad de decisión 
siempre que se trate del interés supe-
rior del menor.

Los profesionales especializados es-
tán por su lado tratando de profundi-
zar en sus capacidades técnicas y peri-
cia mediante congresos, cursos de 
formación e incluso títulos propios 
universitarios con el fin de dar respues-
ta a esta nueva realidad que se está im-
poniendo en los procesos de familia, 
en caso de ruptura de la convivencia de 
los padres con los hijos menores.

Nada tiene que ver esta medida de 
auxilio judicial con la llamada custo-
dia compartida, ya que se trata más 
concretamente de casos de custodia 
conflictiva.

Por ello, parece razonable dar res-
puesta a esta nueva realidad, tratando 

de precisar mediante una simple dis-
posición adicional al Código de Dere
cho Foral Aragonés que desarrolle 
brevemente el encaje de estas nuevas 
formas de auxilio judicial que ya es-
tán calando en la forma de resolver 
en los juzgados y tribunales los casos 
más conflictivos de ruptura de la con-
vivencia de los padres con sus hijos 
menores.

Artículo único.—  Modificación del 
Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de mar­
zo, del Gobierno de Aragón, por el que se 
aprueba, con el título de «Código del De­
recho Foral de Aragón» el Texto Refundido 
de las Leyes civiles aragonesas.

Se añade una Disposición Adicio
nal Segunda Bis al Decreto Legislativo 
1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno 
de Aragón, por el que se aprueba, con 
el Título de «Código del Derecho Foral 
de Aragón» redactada en los siguien-
tes términos: 

«Dictámenes periciales relativos al régi­
men de ejercicio de la autoridad familiar y 
del régimen de custodia de las personas me­
nores.

1. Los dictámenes periciales relati-
vos al ejercicio de la autoridad familiar 
y al régimen de custodia de las perso-
nas menores tienen por objeto pri-
mordial averiguar o apreciar la exis-
tencia en el menor, o en alguno de los 
progenitores o en otros miembros de 
la familia que convivan con él, de una 
enfermedad mental o de anomalías 
de conducta que incidan, perjudi-
quen o interfieran en las relaciones 
familiares, para establecer el régimen 
de guarda y custodia de las personas 
menores.

También pueden tener por objeto 
comprender adecuadamente el siste-
ma de relaciones personales existente 
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de aquellos son auxiliares de los tri-
bunales.

Las autoridades y los organismos 
públicos y privados, y los profesionales 
que hayan intervenido previamente 
con la familia, tienen el deber de cola-
borar.

Si la colaboración solicitada se re-
fiere a aspectos protegidos por el se-
creto profesional, por el derecho de 
intimidad o por la normativa relativa a 
datos personales, se requiere una reso-
lución expresa del tribunal.»

Disposición final única.—  Entrada 
en vigor.

Esta Ley entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Boletín 
Oficial de Aragón.

El Pleno de las Cortes de Aragón, 
en sesión celebrada en los días 21 y 22 
de febrero de 2019, acordó la toma en 
consideración de esta Proposición de 
Ley, y se envió a la Comisión Institu
cional y de Desarrollo Estatutario para 
su tramitación. 

Se abrió un plazo de cinco días, 
hasta el día 28 de febrero de 2019, 
para que los Diputados y grupos par-
lamentarios, mediante escrito dirigi-
do a la Mesa de dicha Comisión, pu
dieran proponer la audiencia de los 
agentes sociales, organizaciones y ciu-
dadanos que pudiesen estar afectados 
por el contenido de la Proposición de 
Ley, incluidas, en su caso, las adminis-
traciones públicas.

Tales audiencias legislativas tuvie-
ron lugar el 13 de marzo de 2019 y en 
ellas se recibió a:

-  D. Isaac Tena Piazuelo, Profesor 
titular de Derecho civil de la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Zara
goza.

en la familia o en los nuevos núcleos 
en que el menor debe integrarse, y las 
medidas de seguimiento que deban 
adoptarse para garantizar el derecho 
de los menores a mantener la norma-
lidad en las relaciones con sus proge-
nitores.

2.  Los dictámenes relativos al ré-
gimen de ejercicio de la autoridad 
familiar y del régimen de custodia de 
las personas menores que las partes 
aporten al proceso equivalen a los 
elaborados por el equipo técnico de 
apoyo judicial o los profesionales 
que el juez designa en su lugar, siem-
pre y cuando el perito haya sido de-
signado por un colegio profesional o 
una entidad reconocida por la Ad
ministración a partir de un censo de 
especialistas y de modo que se garan-
tice la objetividad, imparcialidad y 
capacidad técnica.

3.  Si los medios probatorios 
aportados por las partes relativos al 
régimen de guarda, incluida la com-
partida, y de relaciones personales 
no ofrecen suficientes elementos de 
juicio, el tribunal puede disponer 
que un perito judicial elabore un in
forme.

El perito debe designarse entre los 
especialistas de los equipos técnicos de 
apoyo judicial, de la clínica de medici-
na forense, de los colegios profesiona-
les correspondientes o de una entidad 
reconocida por la Administración a 
partir de un censo de especialistas, si 
los servicios públicos de asesoramien-
to no existen o no pueden asumir la 
designación.

4.  Los especialistas integrados en 
los equipos técnicos que apoyan a los 
tribunales o los designados en lugar 
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-  D. Ángel Dolado Pérez, Justicia de 
Aragón, exjuez de Familia, exjuez De
cano y promotor de la figura del Coor
dinador de Parentalidad en Aragón.

-  D.ª M.ª Jesús Portillo Zaragoza, 
Presidenta de la Asociación Aragonesa 
de Coordinadores de Parentalidad.

-  D. Pascual Ortuño Muñoz, Magis
trado de la Sección 12 de la Audiencia 
Provincial de Barcelona.

-  Asociación Nacional de Coor
dinación de Parentalidad (ANCOPA).

-  D.ª Lucía del Prado del Castillo, 
Presidenta de la Fundación Filia de 
amparo al Menor.

El 2 de abril de 2019 entró en vigor 
el Decreto gubernamental de convo-
catoria electoral con disolución de las 
Cortes de Aragón, y la proposición 
caducó al finalizar la Legislatura. 

C) PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DE LA LEY 12/2001,  
DE 2 DE JULIO, DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA EN ARAGÓN 

C) BILL AMENDING LAW 12/2001, OF JULY 2, ON CHILDHOOD  
AND ADOLESCENCE IN ARAGON

(BOCA n.º 257, de 19 de junio)

Se calificó el 13 de junio de 2018, y 
su texto íntegro se encuentra en el 
BOCA n.º 257, de 19 de junio. Se cele-
braron audiencias legislativas el 19 de 
diciembre de 2018, con los siguientes 
asistentes:

1.  Jesús Delgado Echeverría, Cate
drático de Derecho civil de la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Zara
goza. 

2.  Teresa Yago Simón, Jefa de Ser
vicios sociales comunitarios del Ayun
tamiento de Zaragoza. 

3.  Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia (UNICEF)

4.  Comité Español de Represen
tantes de Personas con Discapacidad 
Aragón (CERMI ARAGÓN).

5.  Fundación Federico Ozanam. 
6.  Aldeas Infantiles SOS Zaragoza. 
7.  Aurora López Azcona, Profe

sora Titular de Derecho civil en la Uni
versidad de Zaragoza. 

8.  Asociación de Familias Nume
rosas de Aragón 3ymas. 

9.  Somos más, mujeres sobrevi-
vientes a la violencia machista. 

10.  APRODEME, Asociación para 
la defensa del menor. 

11.  Asociación de Acogimientos 
Familiares de Aragón (ADAFA)

12.  APJALI, Asociación de Pro
tección Judicial a la Infancia. 

13.  AMASOL, Asociación de ma-
dres solas. 

14.  Comité de Empresa de FAIM 
(Fundación para la Atención Integral 
al Menor). 

15.  Colegio Profesional de Traba
jo Social de Aragón.

16.  Colegio Profesional de Psicolo
gía de Aragón. 

17.  Colegio Profesional de Educa
doras y Educadores Sociales de Aragón.

18.  CATA, Colectivo Asambleario 
de Trabajadores de Aragón. 
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PRESENTADA POR EL GRUPO PAR-
LAMENTARIO ARAGONÉS CON EL 
SIGUIENTE CONTENIDO:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La convivencia de los ciudadanos 
está regida por la Constitución vigen-
te, cuyo artículo 1.º ha merecido el 
aplauso unánime, al proclamar como 
valores superiores de nuestro ordena-
miento jurídico, la libertad, la justicia, 
la igualdad y el pluralismo político. Se 
afirma también allí en el mismo artí-
culo, que el estado debe ser democrá-
tico, de derecho y social, de modo que 
intervenga en la sociedad, actuando 
sobre los ciudadanos de la cuna a la 
tumba, garantizando la universalidad 
de la sanidad y la educación y un míni-
mo de subsistencia para todos.

D) PROPOSICIÓN DE LEY, SOBRE EXENCIÓN EN EL IMPUESTO DE 
SUCESIONES Y DONACIONES DEL USUFRUCTO DEL CÓNYUGE VIUDO

D) PROPOSAL OF LAW, ON EXEMPTION IN INHERITANCE AND DONATION 
TAX OF THE USUFRUCT OF THE WIDOWED SPOUSE, PRESENTED BY THE 

ARAGONESE PARLIAMENTARY GROUP

(BOCA n.º 314, de 14 de febrero de 2019)

gón, D.ª Elena Allué de Baro, del G.P. 
Aragonés, D.ª Desiré Pescador Sa
lueña, del G.P. Ciudadanos-Partido 
de la Ciudadanía (Cs), D.ª Carmen 
Martínez Romances, de la Agrupa
ción Parlamentaria Chunta Arago
nesista (G.P. Mixto) y D.ª Patricia 
Luquin Cabello, de la Agrupación 
Parlamentaria Izquierda Unida de 
Aragón (G.P. Mixto). 

El Proyecto de Ley caducó al finali-
zar la IX Legislatura.

Se presentaron 207 enmiendas 
parciales por los grupos parlamenta-
rios: 4 del G.P. Socialista-CHA, 28 del 
G.P. Aragonés, 38 del G.P. Popular, 41 
del G.P. Ciudadanos, y 96 del G.P. 
Podemos. Se encuentran publicadas 
en el BOCA n.º 316 de 18 de febrero.

No llegó a constituirse la Ponencia, 
formada por D.ª Ana Marín Pérez, 
del G.P. Popular, D.ª Pilimar Zamora 
Mora, del G.P. Socialista, D.ª Itxaso 
Cabrera Gil, del G.P. Podemos Ara

Pero la igualdad tiene su precio y es 
inexcusable la existencia y exigencia del 
tributo, sea cualquiera la opción política 
que se prefiera. En pleno siglo XXI hay 
tributos que gozan de la comprensión 
de los ciudadanos y otros donde la ma-
yoría lo rechazan. Entre estos últimos 
está el impuesto de sucesiones, en el 
que la opinión pública mayoritaria en-
tiende que la libertad para disponer 
después del fallecimiento, no debe es-
tar limitada por el tributo, porque ya se 
pagaron en vida los impuestos corres-
pondientes. Ello es especialmente claro 
en el momento actual donde el núcleo 
de la familia urbana se reduce a cónyu-
ges e hijos y donde siempre se ha recla-
mado la exención casi total en la deuda 
tributaria.

El artículo 31 de la Constitución 
proclama la generalidad y justicia en 
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los impuestos y resulta muy discutible 
que esos principios puedan extender-
se a los matrimonios en régimen de 
consorciales, donde hay una unidad 
de esfuerzos en los ingresos y en los 
gastos y donde resulta muy artificioso 
dividir al 50% el patrimonio conjunto 
y la herencia. En este contexto se 
plantea la presente Proposición de 
Ley que se centra en la tributación 
del matrimonio cuando fallece uno 
de los cónyuges.

II
Desde un punto de vista histórico, 

el usufructo universal del cónyuge 
viudo ha sido fundamental en el man-
tenimiento de la «Casa Aragonesa» 
profundamente arraigada en el Piri
neo y Prepirineo aragonés. Cons
tituye dicho usufructo un vínculo en-
tre una generación y otra, evitando 
que la división de un una herencia 
mínima entre una pluralidad de hijos 
y herederos conduzca a su posible 
desaparición. En este sentido enlaza 
con la fiducia y el testamento manco-
munado de utilización generalizada 
en Aragón.

La «casa» no es solamente una fa-
milia campesina estable y los medios 
de subsistencia tanto fincas como ga-
nado; es algo más, es el centro de vida 
rural que pasa año tras año, década 
tras década de generación en genera-
ción, de modo que se recuerde su lina-
je, su estirpe, su historia. El nombre 
del titular tiene una importancia me-
nor, respecto de la «casa» que es lo 
que pervive y se recuerda.

Desde un punto de vista jurídico, el 
usufructo del cónyuge viudo es una de 
las instituciones que regula más deta-
lladamente el Código de Derecho fo-

ral aragonés del 2011, en más de 20 
artículos. Se trata de una institución 
muy nuestra, que encaja en el Derecho 
de familia y que es muy distinto en su 
filosofía y trascendencia, con el usu-
fructo del Código civil, que no tiene 
carácter universal y está limitado en su 
trascendencia por la existencia de des-
cendientes o ascendientes, que concu-
rran con el cónyuge viudo en la heren-
cia del fallecido.

En Aragón, pueden distinguirse 
en el usufructo del cónyuge viudo 
dos fases sucesivas. La primera por la 
celebración del matrimonio que atri-
buye a cada cónyuge, el usufructo de 
viudedad sobre todos los bienes del 
que primero fallezca ya se trate del 
régimen de consorciales como de 
separación.

Durante el matrimonio el derecho 
de viudedad se manifiesta como dere-
cho expectante a favor de uno de los 
cónyuges sobre los bienes del otro y 
además sobre los consorciales. Por 
ello en las ventas de bienes inmuebles 
es necesaria la concurrencia en el 
otorgamiento de escritura pública de 
los dos cónyuges, a no ser que uno de 
ellos renuncie expresamente a su de-
recho.

La segunda fase opera cuando se 
produce el fallecimiento de un cónyu-
ge, porque el sobreviviente tendrá el 
derecho de usufructo de todos los 
bienes del premuerto, así como de los 
enajenados sobre los que subsista el 
derecho expectante de viudedad,

En los matrimonios en régimen de 
consorciales, regla general en Aragón, 
el cónyuge viudo recibirá la mitad de 
los bienes consorciales con exención 
del impuesto de sucesiones, pero no 
así la otra mitad de la herencia donde 
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IV
Desde un punto de vista tributa-

rio, la ley 29/1987 aprobada por las 
Cortes Generales respecto del Im
puesto de Sucesiones y Donaciones 
dispone, que la base liquidable se 
obtendrá aplicando las reducciones 
señaladas por el estado y a continua-
ción las que apruebe la Comunidad 
Autónoma, fijando la realidad tributa-
ria actual, donde se acumularán modi-
ficaciones en las reducciones y bonifi-
caciones establecidas por la legislación 
general y también las que con el ca-
rácter de reducción propia de la 
Comunidad Autónoma de Aragón se 
establezcan. 

En definitiva el tratamiento fiscal 
favorable al cónyuge viudo, está sóli-
damente fundado en razones históri-
cas, jurídicas, tributarias y sobre todo 
sociológicas, basadas en el sentir del 
pueblo aragonés, de modo que pare-
ce lógico que sean asumidas por su 
representación política, esto es, las 
Cortes de Aragón. Nuestro parla-
mento carece de competencias para 
suprimir el Impuesto de Sucesiones 
y Donaciones, pero si las tiene para 
rechazar aquellos casos en los que la 
exigencia del tributo es más injustifi-
cada y flagrante. Como consecuen-
cia del fallecimiento, el cónyuge so-
breviviente, en muchos casos ya de 
edad avanzada, se ve abocado a una 
situación nueva, con posible dismi-
nución de la pensión y no parece 
lógico que se exija además un tribu-
to por el patrimonio que el fallecido 
y el sobreviviente consiguieron acu-
mular en vida y que pagaron religio-
samente.

Por todo ello, el Grupo Parlamen
tario Aragonés formula la siguiente

solo tendrá el usufructo, con obliga-
ción de pagar el impuesto, con un 
porcentaje que es distinto conforme a 
la edad del usufructuario.

III

Desde un punto de vista de política 
financiera, es público y notorio, que la 
presión fiscal en el impuesto de suce-
siones y donaciones en nuestra comu-
nidad autónoma, ha quedado dismi-
nuida en virtud de la ley 10/2018 de 6 
de septiembre y ley 15/2018. La pre-
sente proposición es complementaria 
de la que se presentó sobre la fiducia, 
porque resulta sumamente difícil ex-
plicar el fundamento y justificación 
del impuesto en el caso de matrimo-
nio, cuando el cónyuge viudo debe 
pagar por el derecho que antes tenía 
compartido con el fallecido, sobre la 
vivienda familiar y que ahora con ad-
quisición de la herencia ejerce indivi-
dualmente.

Resulta muy difícil explicar la si-
tuación actual de muchas familias 
que tan solo disponen de una modes-
ta vivienda familiar en uno de los ba-
rrios de Zaragoza, Huesca o Teruel, o 
de una casa en un pueblo con graves 
problemas de despoblación y donde 
se exige al viudo que pague por lo 
que ya estaba disfrutando, con el 
agravante de la posible reducción de 
la pensión si era el fallecido quien 
tenía derecho a ella.

Si el Gobierno y las Cortes de 
Aragón deben velar por el manteni-
miento del Derecho aragonés, más 
allá de frases retoricas, la protección 
fiscal al cónyuge viudo debe de estar 
por encima de cualquier considera-
ción partidista.
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adquisición mortis causa, incluida la 
relativa a pólizas de seguros.»

Disposición final.—
La presente norma será de aplica-

ción al día siguiente de su publicación 
en el Boletín Oficial de Aragón.

El Pleno de las Cortes de Aragón, 
en sesión celebrada los días 21 y 22 de 
marzo de 2019, acordó no tomar en 
consideración la Proposición de Ley 
sobre exención en el Impuesto de 
Sucesiones y Donaciones del usufruc-
to del cónyuge viudo (BOCA n.º 331, 
de 27 de marzo de 2019).

PROPOSICIÓN DE LEY
Artículo único.— Modificación del 

artículo 131-5 del texto refundido de las 
disposiciones dictadas por la Comunidad 
Autónoma de Aragón en materia de tribu­
tos cedidos, aprobado por decreto legislati­
vo 1/2005 de 26 de septiembre del 
Gobierno de Aragón, añadiendo un nuevo 
apartado 7bis, que quedará redactado co­
mo sigue:

«7. bis Asimismo, el cónyuge viudo 
podrá aplicarse una reducción del 100 
por 100 de la base imponible corres-
pondiente al usufructo universal en la 
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PRESENTADA YA INICIADA LA X 
LEGISLATURA POR EL GRUPO 
PARLAMENTARIO POPULAR Y PU-
BLICADA EN EL BOCA N.º 8 DE 11 
DE SEPTIEMBRE DE 2019, BUSCAN-
DO RECUPERAR DE NUEVO EL 
CARÁCTER PREFERENTE DE LA 
CUSTODIA COMPARTIDA. EL TEX-
TO ERA EL SIGUIENTE:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El Código del Derecho Foral de 

Aragón, texto refundido de las Leyes 
civiles aragonesas, aprobado por 
Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de 
marzo, del Gobierno de Aragón, reco-
gió la custodia compartida como op-
ción preferente frente a la individual 
en caso de separación o divorcio sin 
acuerdo entre los padres «siempre 
que esa fuera la mejor forma de salva-
guardar el interés y bienestar del me-
nor», a través de la Ley aragonesa 
2/2010, de 26 de mayo, de igualdad 
en las relaciones familiares ante la rup-

H) PROPOSICIÓN DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL 
ARTÍCULO 80.2 DEL DECRETO LEGISLATIVO 1/2011, DE 22 
DE MARZO, DEL GOBIERNO DE ARAGÓN, POR EL QUE SE 
APRUEBA, CON EL TÍTULO DE «CÓDIGO DEL DERECHO 

FORAL DE ARAGÓN», EL TEXTO REFUNDIDO DE LAS LEYES 
CIVILES ARAGONESAS, EN MATERIA DE CUSTODIA

H) LEGISLATIVE DECREE 1/2011, OF MARCH 22,  
OF THE GOVERNMENT OF ARAGON, WHICH APPROVES, WITH 
THE TITLE OF "CODE OF THE REGIONAL LAW OF ARAGON", 
THE REFUNDED TEXT OF THE LAWS ARAGONESE CIVILIANS,  

IN CUSTODY, PRESENTED BY THE GROUP POPULAR 
PARLIAMENTARIAN

tura de la convivencia entre los proge-
nitores. Este sistema fue pionero en 
España y algunos de los principios que 
inspiraron al legislador de entonces 
fueron el «interés superior del me-
nor» y que la custodia compartida sir-
ve para «favorecer el mejor interés de 
los hijos», y que es un régimen que 
«promueve la igualdad entre los pro-
genitores». 

La finalidad de todo régimen de 
custodia es el beneficio del menor. El 
objetivo de esta regulación de la custo-
dia compartida fue adaptar la ley a los 
cambios que ha ido experimentando 
la sociedad aragonesa con la incorpo-
ración de mujeres y hombres por igual 
al mundo laboral y las nuevas relacio-
nes familiares que demandaban nue-
vos modelos que fomentasen la corres-
ponsabilidad de ambos progenitores 
en el ejercicio de la autoridad familiar 
y una mayor implicación de ambos en 
el ámbito familiar permitiendo la 
igualdad en la proyección profesional 
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Derecho Foral de Aragón», el texto re-
fundido de las Leyes civiles aragonesas. 

Esta modificación fue tramitada di-
rectamente y en lectura única, eludien-
do con ello la celebración de audien-
cias legislativas y se tramitó sin tener en 
cuenta ni la legislación comparada, ni 
las recomendaciones europeas, ni las 
advertencias del Justicia de Aragón, ni 
las numerosas sentencias de divorcio 
en las que la custodia compartida ha 
supuesto un éxito, ni el testimonio de 
las familias ni el de expertos o profesio-
nales derivado de su experiencia en es-
te tipo de procesos.

La experiencia de su funciona-
miento durante su vigencia en estos 
ocho últimos años ha hecho que jue-
ces que han decidido adoptar la custo-
dia compartida le hayan atribuido 
ventajas tales como: garantizar a los 
hijos el derecho a un contacto directo 
y continuado con sus progenitores 
manteniendo lazos de afectividad pese 
a la ruptura de las relaciones de pare-
ja; garantizar a ambos progenitores el 
derecho a la igualdad en sus relacio-
nes con los hijos y la posibilidad de 
seguir ejerciendo sus derechos y obli-
gaciones inherentes a la potestad y 
responsabilidad parental participando 
en igualdad de condiciones en el desa-
rrollo, educación y crecimiento de sus 
hijos; mayor aceptación de los hijos 
del nuevo contexto, y evitar situacio-
nes de conflictividad por la desigual-
dad entre progenitores en el contacto 
con sus hijos; igualdad y equiparación 
entre ambos progenitores en cuanto 
al tiempo libre para su vida personal o 
aspiraciones profesionales sin vincular 
mayoritariamente a la mujer a los cui-
dados de los hijos, etc. 

de ambos progenitores. La guardia y 
custodia de los hijos es un deber y una 
responsabilidad inherente a la condi-
ción de progenitor. Y lo que la socie-
dad aragonesa demandaba en 2010 y 
demanda ahora es que los menores de 
edad cuyos progenitores deciden di-
vorciarse, separarse o finalizar la convi-
vencia, tengan a salvo su bienestar. Por 
ello se estableció la custodia comparti-
da como opción preferente a falta de 
otro acuerdo entre los progenitores.

Lo deseable de una sociedad de
mocrática es que el legislador actúe al 
paso de lo que la sociedad demanda, 
dar respuesta a situaciones reales aun 
siendo lo habitual que la sociedad vaya 
por delante del legislador. Hay nume-
rosos ejemplos a lo largo de nuestra 
reciente historia democrática en los 
que se ha hecho uso de una suerte de 
doctrina política consistente en «ele-
var a la categoría política de normal lo 
que es normal en la calle». 

Está sobradamente contrastado 
por numerosos estudios e informes 
especializados y recogido a su vez en 
los principios europeos de Derecho de 
familia que existe un derecho de los 
hijos a convivir con sus dos progenito-
res y a que estos a su vez se impliquen 
en la crianza y educación de los hijos, 
sosteniendo y manteniendo esta res-
ponsabilidad para con sus hijos en los 
supuestos de ruptura de la convivencia. 

En 2019, al final de la IX legislatu-
ra, se aprobó reforma del artículo 80.2 
relativo a la custodia de los hijos ante 
la ruptura de la convivencia entre los 
progenitores, con la Ley 6/2019, de 21 
de marzo, de modificación del Decreto 
Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, 
del Gobierno de Aragón, por el que se 
aprueba, con el título de «Código del 
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El Justicia de Aragón se pronunció 
a través de un informe jurídico sobre 
la reforma que se estaba tramitando, 
desaconsejando la propuesta de refor-
ma de la preferencia de la custodia 
compartida en la comunidad desde el 
punto de vista sociológico y de pers-
pectiva de género, además de por los 
problemas que planteaba desde el 
punto de vista del Código foral. En el 
informe se asegura que tras ocho años 
de vigencia la ley de 2010 no había 
ocasionado problemas de aplicación, 
sino que había conseguido una conso-
lidada jurisprudencia que ofrecía se-
guridad en la aplicación de la ley. 

Los grupos políticos que confor-
maron la mayoría parlamentaria que 
sirvió para la aprobación de la ley alu-
dieron a la igualdad de género como 
el motivo principal del cambio a pesar 
de que el citado informe decía que 
suponía un paso atrás en la igualdad 
entre hombres y mujeres. 

La doctrina y la jurisprudencia ac-
tual, proveniente de la aplicación del 
Código foral previo a la reforma de 
2019, hace cuestionarse la motivación 
en la que tuvo su origen sobre todo 
por una razón: debe primar el interés 
superior del menor en cualquier caso 
y es el juez el que debe, precisamente 
para salvaguardar los derechos de los 
menores, utilizar todos los mecanismos 
posibles a su alcance para lograrlo. 

Sin embargo, en la última reforma 
del Código foral aragonés este princi-
pio se ha invertido, además de reco-
gerse en el texto reformado, aspectos 
que generan una desigualdad mani-
fiesta entre ambos progenitores. En 
otras palabras, algo que era normal en 
la calle –la custodia compartida como 
opción preferente– y que era normal 

en la ley se ha vuelto una anormalidad 
solo en la ley, con el perjuicio que eso 
provoca en la sociedad. 

La reforma de 2019 es, además, 
improvisada e incompleta, puesto que 
no tiene en cuenta el resto del Código 
foral y presenta problemas de coordi-
nación con otros artículos del mismo 
provocando un desequilibrio absoluto 
con el resto de los preceptos. 

Un matrimonio se disuelve entre 
los progenitores, no entre los menores 
que pudieran haber nacido fruto de 
esa relación. Pero no es menos cierto, 
tal y como se señala más arriba, que los 
hijos tienen derecho a convivir con sus 
dos progenitores. Y ese derecho, enca-
minado al bienestar del menor, debe 
ser garantizado y no puesto en peligro 
por una ideología o un capricho de un 
pequeño sector social.

En este sentido, el menor no puede 
convertirse en un objeto de cambio o 
de presión entre un progenitor y otro, 
ni el tiempo pasado con el menor du-
rante la convivencia entre progenitores 
debe servir de medida para establecer 
las relaciones futuras tras la separación 
de ambos. Una separación o un divor-
cio suponen –por su propia naturale-
za– un cambio en las relaciones familia-
res, sobre todo en los progenitores. En 
este sentido, la última reforma atenta 
contra la libertad de las familias de or-
ganizarse libremente durante el perío-
do de convivencia y hace que esta orga-
nización previa condicione sin vuelta 
atrás la organización futura tras una 
ruptura de la convivencia. 

Es por todo lo anterior que se viene 
a presentar esta Proposición de Ley de 
modificación del artículo 80.2 del De
creto Legislativo 1/2011, de 22 de mar-
zo, del Gobierno de Aragón, por el que 
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a)  La edad de los hijos. 
b)  El arraigo social y familiar de 

los hijos. 
c)  La opinión de los hijos, siempre 

que tengan suficiente juicio y, en todo 
caso, si son mayores de doce años, con 
especial consideración a los mayores 
de catorce años. 

d)  La aptitud y voluntad de los 
progenitores para asegurar la estabili-
dad de los hijos. 

e)  Las posibilidades de concilia-
ción de la vida familiar y laboral de los 
padres. 

f)  Cualquier otra circunstancia de 
especial relevancia para el régimen de 
convivencia.»

Disposición final única.—  Entrada 
en vigor. 

Esta Ley entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Boletín 
Oficial de Aragón.

El Pleno de las Cortes de Aragón, 
en sesión celebrada los días 23 y 24 de 
octubre de 2019, acordó no tomar en 
consideración esta proposición de 
Ley, concluyendo así su tramitación 
(BOCA n.º 20, de 29 de octubre).

se aprueba, con el título de «Código 
del Derecho Foral de Aragón», el Texto 
Refundido de las Leyes civiles aragone-
sas, en materia de custodia.

PROPOSICIÓN DE LEY
Artículo único.—  Modificación del 

artículo 80.2 del Decreto Legislativo 1/2011, 
de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón, por 
el que se aprueba, con el título de «Código del 
Derecho Foral de Aragón», el Texto Refun­
dido de las Leyes civiles aragonesas.

Se introducen las siguientes modifi-
caciones en el artículo 80.2 del Decreto 
Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del 
Gobierno de Aragón, por el que se 
aprueba, con el título de «Código del 
Derecho Foral de Aragón», el Texto 
Refundido de las Leyes civiles aragone-
sas, que queda redactado como sigue: 

«2.  El Juez adoptará de forma pre-
ferente la custodia compartida de am-
bos progenitores en interés de los hijos 
menores salvo que la custodia indivi-
dual sea más conveniente, teniendo en 
cuenta el plan de relaciones familiares 
que deberá presentar cada uno de los 
progenitores y atendiendo, además, a 
los siguientes factores: 
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La Ponencia especial de Derecho 
foral, creada en cumplimiento de la 
proposición no de Ley n.º 192/12, y 
aprobada por el Pleno de las Cortes de 
Aragón de 21 de junio de 2012 con el 
objeto de efectuar «un seguimiento de 
la aplicación de nuestro Derecho foral y, 
en concreto, de la jurisprudencia de los 
tribunales derivada de este» se constitu-
yó el 19 de abril de 2013. Inicialmente 
fue formada por D.ª Yolanda Vallés 
Cases, del G.P. Popular, que fue su 
Coordinadora, D.ª M.ª Carmen Sánchez 
Pérez, del G.P. Socialista, D.ª María 
Herrero Herrero, del G.P. del Partido 
Aragonés, D. José Luis Soro Domingo, 
del G.P. Chunta Aragonesista y D.ª 
Patricia Luquin Cabello, del G.P. de 
Izquierda Unida de Aragón. 

En ese primer momento trató cues-
tiones relativas a la custodia comparti-
da, recabando información del Tri
bunal Superior de Justicia de Aragón, 
de la Fiscalía de la Comunidad Autó
noma de Aragón, el Colegio Notarial 

I) OTRAS INICIATIVAS DE LAS CORTES DE ARAGÓN 
RELACIONADAS CON EL DERECHO CIVIL5

I) OTHER INITIATIVES OF THE ARAGON PARLIAMENT  
RELATED TO THE CIVIL LAW5

A) PONENCIA ESPECIAL DE DERECHO FORAL

A) SPECIAL PRESENTATION OF REGIONAL LAW

de Aragón, el Justicia de Aragón y el 
Colegio de Abogados de Zaragoza y 
solicitando una ponencia específica al 
respecto de los problemas jurispru-
denciales de esta regulación, el 27 de 
junio de 2013, con Emilio Molins 
García-Atance. 

En la IX Legislatura volvió a ponerse 
en marcha por Acuerdo de la Mesa y 
Junta de Portavoces, en sesión celebrada 
el 11 de abril de 2017 (BOCA n.º 151, de 
19 de abril de 2017), y se constituyó en 
tal Legislatura el 6 de julio de 2017 
(BOCA n.º 175). Estuvo compuesta por 
D.ª Yolanda Vallés Cases, del G.P. Po
pular, D.ª Leticia Soria Sarnago, del G.P. 
Socialista, D.ª Violeta Barba Borderías, 
del G.P. Podemos Aragón, D.ª María 
Herrero Herrero, del G.P. Aragonés, 
que fue su Coordinadora, D.ª Susana 
Gaspar Martínez, del G.P. Ciudadanos-
Partido de la Ciudadanía y D. Gregorio 
Briz Sánchez, del G.P. Mixto.

Con la aprobación del nuevo Re
glamento de las Cortes de Aragón el 28 

5	 Apartado redactado por Carmen Agüeras Angulo, Letrada Mayor de las Cortes de Aragón, 
que ha colaborado también en la preparación de los anteriores apartado de Materiales.
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-  El 10 de mayo de 2018, D.ª Au
rora López Azcona, profesora titular 
de Derecho civil de la Universidad de 
Zaragoza, y D.ª Teresa Picontó Nova
les, profesora titular de Filosofía del 
Derecho y Sociología Jurídica de la 
Universidad de Zaragoza.

-  El 24 de mayo de 2018, D.ª M.ª 
Paz Antón Moreno, D.ª Nuria Valdés 
Antón y D.ª Nuria Vázquez Orellana, 
de la Asociación Española Multi
disciplinar de Investigación sobre 
Interferencias Parentales (ASEMIP).

-  El 7 de junio de 2018: D.ª María 
Cristina Charlez Arán y D.ª Altamira 
Gonzalo Valgañón, abogadas.

-  El 21 de junio de 2018, D.ª Leire 
de la Vega y D. Justo Saenz, de la 
Federación de Euskadi para el apoyo 
integral en las crisis familiares (Kidetza).

-  El 5 de julio de 2018, D. José 
Pascual Ortuño Muñoz, Magistrado de 
la sección 12.ª de la Audiencia Provin
cial de Barcelona y D. Benito Soriano, 
Fiscal de menores de Teruel. 

-  El 10 de julio de 2018, D.ª Alta
mira Gonzalo Valgañón, D.ª Gloria 
Labarta Bertol, D.ª Isabel Nélida Gi
ménez Uliaque, abogadas, D. José Ma
nuel Aguilar, psicólogo forense y D.ª 
María Pilar Gonzálvez Vicente, Magis
trada y ex Directora General de Servi
cios para la Familia y la Infancia, 
Ministerio de Sanidad, Servicios So
ciales e Igualdad. 

-  El 12 de julio de 2018, D.ª Lucía 
del Prado, de la Fundación Filia de 
amparo al menor.

En la X Legislatura la Ponencia, 
que aún no ha retomado sus trabajos 
al cierre del año 2019, la forman los 
siguientes Diputados: D.ª Leticia Soria 
Sarnago, del G.P. Socialista, D.ª M.ª 

de junio de 2017 (BOA n.º 138, de 20 
de julio) la Ponencia de Derecho foral 
alcanza la naturaleza de Ponencia per-
manente, y, así, el artículo 91 del 
Reglamento la establece sin necesidad 
de constituirla cada Legislatura por 
Acuerdo específico. Su objeto, de 
acuerdo con el artículo 93, se fija en el 
seguimiento de la conservación, modi-
ficación y desarrollo del Derecho foral 
de Aragón y, en concreto, de las expe-
riencias de su aplicación en los diferen-
tes ámbitos jurídicos, así como de los 
pronunciamientos de los tribunales 
derivados del mismo. Se añade que la 
Ponencia puede trasladar sus estudios, 
propuestas y conclusiones en estos ám-
bitos a los grupos parlamentarios y, en 
su caso, al Gobierno de Aragón.

En esa IX Legislatura la Ponencia 
mantuvo activo el estudio relativo a la 
materia de custodia en caso de ruptu-
ra de pareja y acordó, en sesiones de 9 
de marzo y 3 de abril de 2018, invitar 
a una serie de comparecientes exper-
tos con objeto de analizar la situación 
actual en la aplicación de la custodia 
compartida, su situación en derecho 
autonómico comparado, los proble-
mas de su regulación, los posibles 
cambios normativos que podrían con-
tribuir a su mejor desarrollo y aplica-
ción, los problemas que se daban en la 
práctica ante los tribunales, la impor-
tancia de las medidas de mediación 
familiar o de la figura del coordinador 
de parentalidad, etc. Así, acudieron a 
una sesión de la Comisión:

-  El 26 de abril de 2018, D. Isaac 
Tena Piazuelo, profesor Titular de 
Derecho civil de la Universidad de 
Zaragoza, y de D.ª Francisca Fariña 
Rivera, Catedrática de Psicología jurí-
dica en la Universidad de Vigo. 
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del Mar Vaquero Perianez, del G.P. 
Popular, D.ª Beatriz García González, 
del G.P. Ciudadanos-Partido de la 
Ciudadanía (Cs), D.ª Itxaso Cabrera 
Gil, del G.P. Podemos Equo Aragón, 
D.ª Isabel Lasobras Pina, del G.P. 

B) PROPOSICIONES NO DE LEY:

B) NON-LAW PROPOSALS:

PROPOSICIÓN NO DE LEY N.º 
372/18 PRESENTADA POR CIUDA-
DANOS-PARTIDO DE LA CIUDADA-
NÍA (CS) SOBRE LA ADECUACIÓN 
AL ARTÍCULO 156 DEL CÓDIGO 
CIVIL, PARA SU TRAMITACIÓN AN-
TE LA COMISIÓN DE CIUDADANÍA 
Y DERECHOS SOCIALES 
(BOCA n.º 308, de 9 de enero de 2018) 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La legislación española ha sufrido 

importantes reformas en los últimos 
años, en aspectos tan esenciales como 
el proceso penal y civil, la jurisdicción 
voluntaria, el código penal y civil... y 
un largo etcétera. 

Todas estas reformas lo han sido co-
mo consecuencia de las nuevas situacio-
nes a las que debe darse respuesta desde 
el ámbito legislativo ya que no hay ley 
más injusta que aquella que aparece 
desacompasada a la realidad social. 

En consonancia con lo anterior, la 
violencia de género se ha conformado 
como una verdadera lacra social a la 
que había de dar respuesta contun-
dente por parte del legislador. 

En dicho marco se ha desenvuelto 
el Pacto de Estado contra la Violencia 
de Género configurado como un mar-

Chunta Aragonesista, D. David Arranz 
Ballesteros, del G.P. VOX en Aragón, 
D.ª Esther Peirat Meseguer, del G.P. 
Aragonés y D. Álvaro Sanz Remón, de 
la Agrupación Parlamentaria Izquierda 
Unida Aragón (G.P. Mixto).

co de protección y asistencia a las vícti-
mas de violencia de género. 

Entre las medidas acordadas en el 
Pacto de Estado contra la Violencia de 
Género (en concreto la 148) y me-
diante la Disposición Final Segunda 
del Real Decreto-Ley 9/2018 de 3 de 
agosto se ha introducido un párrafo 2 
en el artículo 156 del vigente Código 
civil español con la siguiente redac-
ción: 

«Dictada una sentencia condenato-
ria y mientras no se extinga la respon-
sabilidad penal o iniciado un procedi-
miento penal contra uno de los 
progenitores por atentar contra la vida, 
la integridad física, la libertad, la inte-
gridad moral o la libertad e indemni-
dad sexual de los hijos o hijas comunes 
menores de edad, o por atentar contra 
el otro progenitor, bastará el consenti-
miento de este para la atención y asis-
tencia psicológica de los hijos e hijas 
menores de edad, debiendo el prime-
ro ser informado previamente. Si la 
asistencia hubiera de prestarse a los hi-
jos e hijas mayores de dieciséis años se 
precisará en todo caso el consentimien-
to expreso de estos». 

El problema de la violencia de gé-
nero no es ajeno a nuestra Comu
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nidad Autónoma que goza de Derecho 
foral propio que regula las relaciones 
entre padres e hijos así como el conte-
nido de la autoridad familiar; por ello 
las medidas del Pacto de Estado contra 
la Violencia de Género, y en concreto, 
a la que se hace referencia debe de 
encontrar acomodo en nuestra legisla-
ción foral propia. 

Por todo ello se propone, 

PROPOSICIÓN NO DE LEY
Las Cortes de Aragón instan al 

Gobierno de Aragón a que estudie, 
promueva y lleve a cabo las reformas 
legislativas necesarias para adecuar el 
ordenamiento jurídico aragonés a la 
modificación introducida en el ar
tículo 156 del Código civil español, 
como consecuencia de la aplicación 
de las medidas contempladas en el 
Pacto de Estado contra la Violencia 
de Género. 

Esta Proposición no de Ley caducó 
al finalizar la IX Legislatura.

PROPOSICIÓN NO DE LEY N.º 
14/19-X, SOBRE LA CUSTODIA 
COMPARTIDA, PRESENTADA POR 
EL GRUPO PARLAMENTARIO CIU
DADANOS-PARTIDO DE LA CIUDA
DANÍA (CS) 
(BOCA n.º 7, de 5 de septiembre de 2019)

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El pasado 4 de abril se publicó en 

el Boletín Oficial de Aragón la Ley 
6/2019, de 21 de marzo, que modifica 
el Decreto Legislativo 1/2011 o «Có
digo del Derecho Foral de Aragón». 
La norma modifica el artículo 80.2 en 
lo referido a la atribución de la custo-
dia a los menores de edad en caso de 

separación, divorcio o ruptura de rela-
ción de hecho.

El anterior artículo 80.2 establecía 
que el Juez, de forma preferente, adop-
taría la custodia compartida en interés 
de los hijos menores, salvo que la custo-
dia individual fuera más conveniente 
teniendo en cuenta diferentes factores, 
como la edad de los hijos, el arraigo 
social y familiar, la opinión de los me-
nores siempre que tuvieran suficiente 
juicio, la voluntad de los padres para 
asegurar la estabilidad de los niños o 
cualquier otra circunstancia que fuera 
relevante a estos efectos. Por tanto, era 
posible que aunque los padres no estu-
viesen de acuerdo, el juez podría deter-
minar esta forma de custodia.

En su momento el Justicia de Ara
gón, Ángel Dolado, defendió la validez 
y eficacia de la ley aragonesa de custo
dia compartida vigente desde 2010.

Por todo lo expuesto, este Grupo 
Parlamentario presenta la siguiente:

PROPOSICIÓN NO DE LEY
Las Cortes de Aragón instan al Go

bierno de Aragón a modificar el artí-
culo 80.2 del Decreto Legislativo 
1/2011, de 22 de marzo, para recupe-
rar el carácter preferente de la custo-
dia compartida. 

Se presentó una enmienda a esta 
Proposición no de Ley (BOCA n.º 12, 
de 24 de septiembre), con el siguiente 
texto:

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
ARAGÓN:

El Grupo Parlamentario Aragonés, 
al amparo de lo establecido en el ar
tículo 273 del Reglamento de las 
Cortes de Aragón, formula la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley 
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modificación del Decreto Legislativo 
1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno 
de Aragón, por el que se aprueba, con 
el título de «Código del Derecho Foral 
de Aragón», el texto refundido de las 
Leyes civiles aragonesas en materia de 
custodia.»

MOTIVACIÓN
Se estima más adecuado.

Zaragoza, 18 de septiembre de 2019.
El Portavoz 

Jesús Guerrero de la Fuente

La Proposición fue rechazada en 
Pleno, en sesión celebrada los días 19 
y 20 de septiembre de 2019.

núm. 14/19-IX, relativa a la custodia 
compartida.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN

Sustituir el texto de la proposición 
por el siguiente:

«Las Cortes de Aragón acuerdan la 
creación de una Comisión de Estudio, 
constituida por expertos en la materia 
–juristas, psicólogos forenses, trabaja-
dores sociales, entre otros– que deter-
minen la procedencia o no de un 
cambio legislativo en relativo a la cus-
todia compartida, una vez analizados 
los resultados de la entrada en vigor 
de la Ley 6/2019, de 21 de marzo, de 

C) COMPARECENCIAS

C) APPEARANCES

-  La Mesa de las Cortes de Aragón, 
en sesión celebrada el día 13 de febrero 
de 2019 admitió a trámite la solicitud de 
comparecencia del Sr. Presidente del 
Gobierno ante el Pleno, formulada por 
el G.P. Aragonés, al amparo del artículo 
237.1 del Reglamento de la Cámara 
(BOCA n.º 317, de 19 de febrero).

El objeto de esta comparecencia era 
explicar la política y opinión del mismo 
acerca del interés del menor en los ca-
sos de ruptura de pareja de los progeni-
tores sin acuerdo entre ambos y, espe-
cialmente, en lo que respecta a la 
propuesta de modificación legislativa 
de nuestro Código civil.

Esta solicitud caducó por la finali-
zación de la IX Legislatura.

-  La Mesa de las Cortes de Aragón, 
en sesión celebrada el día 27 de sep-

tiembre de 2018 admitió a trámite la 
solicitud de comparecencia de la 
Asociación de Protección Judicial a la 
Infancia (APJALI) para informar so-
bre la necesidad de realizar un estudio 
responsable sobre el trato judicial que 
se está dando al «Interés Superior del 
Menor» en procesos de separación 
conflictivos y sobre las consecuencias 
psicoafectivas de las custodias compar-
tidas impuestas a los menores ante la 
Comisión de Comparecencias Ciuda
danas y Derechos Humanos. 

La solicitud caducó al finalizar la 
IX Legislatura.

-  La Mesa de las Cortes de Aragón, 
en sesión celebrada el 30 de octubre 
de 2019, admitió a trámite la solicitud 
de comparecencia de la Asociación de 
Padres Separados de Aragón, ante la 
Comisión de Comparecencias Ciuda
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danas y Derechos Humanos, al objeto 
de exponer los criterios por los que 
consideran la custodia compartida co-
mo la mejor solución en los procesos 
de divorcios y separaciones así como 

otras cuestiones en relación con la Ley 
Integral de Violencia de Género del 
2004.

Se encuentra pendiente de trami-
tación.

D) PREGUNTAS

D) QUESTIONS

PREGUNTA N.º 73/19-X, RELATIVA 
A LA REFORMA DE LA LEY DE IN-
FANCIA Y ADOLESCENCIA 

(BOCA n.º 12,  
de 24 de septiembre de 2019)

M.ª Ángeles Oros Lorente, Dipu
tada del Grupo Parlamentario Popular, 
de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 259 y 262 del Reglamento de 
las Cortes de Aragón, formuló a Con
sejera de Ciudadanía y Derechos Socia
les, para su respuesta escrita, la siguien-
te pregunta relativa a la reforma de la 
ley de infancia y adolescencia.

ANTECEDENTES
En 2015 se aprobó la Ley Orgánica 

8/2015, de 22 de julio, de modifica-
ción del sistema de protección a la in-
fancia y adolescencia, de dicha ley era 
necesaria su trasposición a la legisla-
ción aragonesa

El Gobierno de Aragón, con más 
de tres años de retraso, trajo dicha 
modificación de la ley aragonesa al fi-
nal de la anterior legislatura por lo 
que dicho proyecto de ley caducó.

A la vista de lo expuesto, esta dipu-
tada forma la siguiente

PREGUNTA
¿Cuándo tiene previsto el Gobier

no de Aragón traer la reforma de la 
Ley de la Infancia y Adolescencia de 
Aragón?

-  Respuesta de la Sra. Consejera de 
Ciudadanía y Derechos Sociales con el 
siguiente tenor literal (BOCA n.º 20, 
de 29 de octubre):

«El expediente se ha impulsado, de 
nuevo, mediante Orden de 3 de sep-
tiembre de 2019, de la Consejera de 
Ciudadanía y Derechos Sociales, por 
la que se acuerda iniciar el procedi-
miento de modificación de la Ley 
12/2001, de 2 de julio, de la Infancia y 
la Adolescencia en Aragón, siguiendo 
los trámites establecidos en el artículo 
37 de la Ley 2/2009, de 11 de mayo, 
del Presidente y del Gobierno de 
Aragón, para su aprobación como pro-
yecto de Ley y remisión a las Cortes de 
Aragón, y encomendando su elabora-
ción y tramitación al Instituto Aragonés 
de Servicios Sociales».
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rial de nuestro país, como ha demos-
trado su historia reciente.

5.  La terminología constitucional 
para referirse a los Derechos civiles de 
los distintos territorios y pueblos de Es-
paña (Derechos civiles forales o espe-
ciales) debe superarse y sustituirse por 
«Derechos civiles autonómicos» o, en 
su caso y por su carga histórica y su va-
lor entendido, «Derechos forales», sin 
perjuicio de que cada Comunidad Au-
tónoma asuma el nombre que consi-
dere más adecuado, como sucede ac-
tualmente.

En todo caso, sí se debe superar el 
término «Compilación».

6.  Todas las instituciones del Esta-
do, por tanto, deben proteger la con-
servación y fomentar el desarrollo de 
los Derechos civiles autonómicos, pues 
todas ellas están sujetas a la Constitu-
ción y al resto del ordenamiento jurí-
dico, como manifiestamente prescribe 
el art. 9-1 CE.

7.  La interpretación y alcance de la 
competencia en materia de Derecho 
civil autonómico derivada de los distin-
tos Estatutos de Autonomía y de las le-
yes autonómicas que los desarrollan 
no debe ni puede ser restrictiva.

1.  La Constitución Española pro-
clama en su preámbulo, con el expre-
so deseo de establecer la justicia, la li-
bertad y la seguridad y promover el 
bien de cuantos integran la nación, en 
uso de su soberanía, su explícita volun-
tad de «proteger a todos los españoles 
y pueblos de España en el ejercicio de 
los derechos humanos, sus culturas y 
tradiciones, lenguas e instituciones».

2.  La proclamación constitucional 
supone el reconocimiento de elemen-
tos multiculturales, multilingüísticos y 
plurilegislativos que caracterizan la 
conformación histórica de España y su 
riqueza.

3.  Una clara manifestación de di-
cha voluntad es la constitucionaliza-
ción de los llamados derechos civiles 
forales, los cuales hallan carta de natu-
raleza constitucional en el art. 1.49-1-
8.º CE y son expresión del carácter 
plurilegislativo del Estado español.

4.  La Constitución consagra dicha 
realidad plurilegislativa, configurando 
la foralidad, es decir, la coexistencia 
de distintos ordenamientos jurídicos 
en materia de Derecho civil, como una 
garantía institucional en su propio tex-
to. Ello no afecta ni tiene relación con 
la estabilidad de la estructura territo-

J) CONCLUSIONES DEL I ENCUENTRO DE JURISTAS  
DE DERECHO CIVIL AUTONÓMICO

J) CONCLUSIONS OF THE 1ST MEETING OF JURISTS  
OF REGIONAL CIVIL LAW (VALÈNCIA MANIFESTO)

(MANIFIESTO DE VALENCIA, 7 de marzo de 2019)
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8.  El reconocimiento y desarrollo 
de los diversos Derechos civiles auto-
nómicos, enraizados en la realidad 
histórica y actual de los diferentes te-
rritorios y pueblos de España, debería 
mantenerse al margen del debate po-
lítico partidista , pues el Derecho civil 
en general (y el autonómico en parti-
cular) tiene una importancia y signifi-
cación máxima en la vida de los ciuda-
danos al determinar su personalidad 
y capacidad jurídicas y estar presente 
en los momentos mas importantes de 
su vida: el nacimiento, el llamado es-
tado civil, la celebración de contratos 
para procurarse servicios que cubran 
sus necesidades y adquirir bienes, su 
protección como consumidor y usua-
rio, la constitución de un núcleo fa-
miliar (matrimonial o no), la atribu-
ción, disfrute y explotación de los 
bienes y, en fin, el destino de los mis-
mos tras el fallecimiento de su titular.

El Derecho civil en general, y el 
Derecho civil autonómico en particu-
lar, se manifiesta, así, como el régimen 

jurídico de las libertades básicas de los 
ciudadanos (libertad de contratar, li-
bertad de contraer matrimonio y liber-
tad de testar) y, por tanto, como un 
pilar esencial en cualquier Estado de 
derecho.

9.  Cualquier intento de limitar de 
forma genérica y preconcebida el de-
sarrollo –y, con ello, la vida– de estos 
derechos puede tener consecuencias 
indeseadas en forma de conflictos 
competenciales constantes y una desa-
fección creciente de la ciudadanía que 
los siente como propios.

10.  En todo caso, sería convenien-
te, cuando no necesario, que se deter-
minara con precisión el alcance de la 
competencia material o institucional 
de las Comunidades Autónomas con 
Derecho civil propio. La doctrina del 
punto de conexión es manifiestamen-
te imprecisa, máxime en un sistema en 
el que el recurso de inconstitucionali-
dad tiene perfiles de oportunidad po-
lítica.





NOTICIAS*

NEWS*

*	 Sección pensada para informar de conferencias, seminarios, cursos, jornadas, encuentros, 
congresos, premios, becas y, en general, de las novedades o «noticias» que se vayan produciendo y 
tengan algún interés para los profesionales y estudiosos del Derecho civil aragonés. Los conocedores 
de alguna noticia de este tipo pueden remitir a la Revista la información oportuna.
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A) NOTICIAS DEL JUSTICIA DE ARAGÓN

Informe anual del Justicia de Aragón 2018

El Justicia, Ángel Dolado, entregó el 15 de febrero a la Presidenta de las 
Cortes de Aragón, Violeta Barba, el Informe Anual correspondiente a la activi-
dad de la Institución durante 2018.

Un 2018 marcado por la renovación del titular de la Institución el 20 de abril, 
pero en el que ha existido una continuidad en las funciones que nuestro Estatuto 
encomienda al Justicia de Aragón: la protección y defensa de derechos y liberta-
des de la ciudadanía aragonesa, la tutela del ordenamiento jurídico aragonés y 
la defensa del Estatuto de Autonomía de Aragón.

En la primera de ellas ya se pueden apreciar ambos conceptos, pues si bien 
se mantuvieron de forma cualitativa la atención a los ciudadanos en sus reclama-
ciones, este Informe da cuenta de una reducción cuantitativa en su número: 
pasando de las 2.938 quejas de 2017 a 1.784 expedientes en 2018.

Esto se debe a que el nuevo Justicia entendió que debían tramitarse como un 
único expediente aquellas quejas que, aunque presentadas de forma individual, 
se referían a una misma cuestión, e igual criterio se ha seguido cuando se han 
presentado quejas con pluralidad de firmantes afectados. Esta medida supuso 
una reducción muy considerable en el cómputo del número total de expedien-
tes en relación con ejercicios anteriores.

Puede servir de ejemplo las quejas recibidas en la misma semana de presentación 
del informe, 616 sobre infraestructuras y servicios socio sanitarios en la provincia de 
Teruel, que fueron resueltas en 2 expedientes, con independencia de que la gestión 
de estas se comunicara a la totalidad de ciudadanos que las plantearon.

Igualmente, se redujeron siguiendo el mismo criterio, los expedientes efec-
tuados de oficio que ascendieron a 64 frente a las 169 de 2017.

Sin embargo, se aumentó el número de Sugerencias y Recomendaciones que 
fueron 221 en 2017 y de 237 en 2018.

De las 237, fueron 106 aceptadas, 31 no aceptadas, 15 no contestadas y 85 
pendientes de respuesta por parte de las administraciones correspondientes.
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Este cambio sustancial en el sistema de cómputo de expedientes nació de la 
premisa como objetivo de que la Institución «solucione problemas y no tramite 
expedientes», y que ello es posible hacerlo mediante diversas técnicas de actua-
ción, a veces mucho más allá que la simple queja, tramitación y resolución.

Por ello, se entendió que, junto a la actuación «reactiva» ante la situación que 
puede vivir un ciudadano concreto, se debe actuar de forma «proactiva» en la 
defensa de los derechos y libertades de los aragoneses, y para ello se debe procu-
rar una actuación preventiva y de educación ante las administraciones públicas 
sujetas a supervisión. 

En este sentido se procedió a mantener múltiples entrevistas por parte del 
equipo del Justicia con distintos responsables de las oficinas administrativas que 
tramitan los requerimientos del Justicia, como forma de tener un conocimiento 
y comunicación directa. Ello sirvió para facilitar la tramitación de expedientes, 
reduciendo de forma exponencial la técnica hasta entonces seguida de múltiples 
recordatorios en formato papel y postal, lo que llevó igualmente a una conside-
rable disminución en la dilación de los expedientes y un ahorro en los costes, así 
como una evitación de nuevas quejas de idéntico contenido.

Igualmente, se implementó un sistema de clasificación e información en las 
peticiones de los ciudadanos que, de forma presencial, se han venido presentan-
do tanto en la sede de Zaragoza, como en las delegaciones de Huesca y Teruel, 
potenciando el área de atención a la ciudadanía. 

De esta forma, se orientó al ciudadano sobre cuál es la administración o enti-
dad a la que debía dirigirse cuando no es competencia de la Institución, creando 
para ello un catálogo de recursos ciudadanos, consiguiendo además de evitar 
falsas esperanzas al administrado, no abrir nuevos expedientes sabedores de su 
seguro archivo, a excepción hecha de aquellas cuestiones competentes al 
Defensor del Pueblo, que se trasladan desde la Institución de manera directa. 

En cuanto a esa inmediatez de respuesta ante las inquietudes ciudadanas, 
independiente de la interposición de las correspondientes quejas, se destacó la 
actividad en dos áreas que han sido gestionadas de una forma específica a cada 
una de ellas. 

En primer lugar, el Informe Especial sobre la situación de la provincia de Teruel, 
dirigido y coordinado desde dentro de la Institución por el Lugarteniente Javier 
Hernández García, fue asumido en la primera semana de mayo tras las reivindicacio-
nes de «Teruel Existe». En el estudio se analizan las potencialidades y carencias de 
Teruel y provincia, y posibles soluciones al tema de la despoblación.

En segundo lugar, la situación de nuestros mayores en situación de soledad 
no elegida fue epicentro de una mesa de trabajo, que quisimos denominar 
«Mesa del Justicia», pues se reunió en torno a nuestra Institución a cuantos agen-
tes sociales, políticos y económicos venían trabajando en la materia con el fin de 
compartir información, experiencias y, sobre todo, coordinar la actividad de 
todas ellas en nuestra Comunidad.
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Para finalizar, se destacó por haber sido iniciados en 2018, las gestiones ante 
nuestras Cortes de Aragón para la asunción de la Defensoría del Menor en el 
seno de la Institución, el compromiso proactivo con las entidades que luchan 
contra los Trastornos de Conducta Alimentaria, y la atención preferente a colec-
tivos con discapacidades físicas o intelectuales y un impulso a la mediación pre-
contenciosa.

Habida cuenta de su publicación en la web de la Institución, no se incluyeron 
en el Informe Anual la totalidad de sugerencias de tal forma que el Informe 
Anual de 2018 lo componen 262 páginas, (en 2017 suponían 2.118 páginas) y 
solo recogen aquellas sugerencias más destacadas bien por su valor jurídico o 
por la traslación en forma de derecho que puede suponer para la sociedad ara-
gonesa en general.

A modo descriptivo, de las materias tratadas, hay que destacar de aquellas que 
han sido objeto de la apertura de queja de oficio por su importancia las siguientes: 
un estudio especial sobre la situación de los puntos de encuentro familiar, la guía 
sobre consumo de drogas editada por el Ayuntamiento de Zaragoza, las visitas a 
residencias y centros de atención al mayor realizadas junto a las direcciones provin-
ciales del IASS, la atención a las mujeres y menores víctimas de la violencia de géne-
ro, la notificación de resoluciones derivadas del impago del impuesto de contamina-
ción de las aguas o la homologación de las costas de los servicios jurídicos del 
Gobierno de Aragón a los correspondientes en turno de oficio.

Igualmente, los ciudadanos trasladaron sus quejas de forma mayoritaria en 
las siguientes materias:

Agricultura, Ganadería y Montes: procesos de concentración parcelaria y 
relaciones de las comunidades de regantes con asociados.

Economía y Hacienda: reclamaciones sobre el Impuesto de Contaminación 
de las Aguas, Impuesto sobre la Plusvalía Municipal (indicándoles que deben 
acudir a contencioso-administrativo) y comprobación de valores catastrales.

Sanidad: reclamaciones por falta de información tanto en tiempo como en 
forma, listas de espera en neurocirugía e hipertrofia mamaria, odontología para 
discapacitados, acceso a las historias clínicas, transporte sanitario, salud mental y 
falta de recursos humanos y materiales en algunas áreas, especialmente en la 
provincia de Teruel, así como pediatría en Andorra y especialidades en C.E. 
Grande Covián.

En este apartado destacaron las quejas respecto al asunto iDental, que se 
tramitaron hasta la judicialización de este.

Industria y Comercio: quejas especialmente ante la gestión de las empresas 
comercializadoras de energía eléctrica: cambios tarifarios, cortes de suministro…

Vivienda: necesidad de ampliar las bolsas de vivienda social, desahucios, 
mediación hipotecaria y coordinación entre administraciones en asuntos de 
convivencia vecinal.
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Urbanismo: planificación urbanística, cesión de locales públicos, terrenos 
dotacionales y especialmente la inactividad de algunos ayuntamientos en materia 
de sanciones en disciplina urbanística.

Medio Ambiente: vertidos y calidad de las aguas, gestiones con la Confedera
ción Hidrográfica del Ebro.

Obras Publicas: justiprecios por expropiaciones, desperfectos en fincas parti-
culares por obras municipales.

Educación: proyectos de tiempos escolares, escolarización especialmente tras la 
bajada de la ratio a 22 alumnos en educación infantil, escasez de plazos administra-
tivos o inexistencia de tramitación de instancias de forma personal, plazas de 
ACNEAE, becas y ayudas con demora o inexistencia para los alumnos aragoneses 
que cursan estudios que no se ofertan en la Comunidad o transporte escolar.

Cultura, Patrimonio y Deporte: reclamaciones sobre estado de bienes de inte-
rés cultural, reclamaciones sobre textos educativos con referencias históricas 
incorrectas y plazas reservadas para deportistas de alto rendimiento.

Bienestar Social: prestaciones; Ingreso Aragonés de Inserción y Ayudas 
Municipales de Emergencia, ayuda a domicilio y la compatibilidad de esta con el 
uso de centros de día. Bono social eléctrico, lista de espera en dependencia y 
plazas residenciales de mayores, diferencias en el copago de las residencias.

Empleo y Seguridad Social: políticas activas de empleo y pensiones no contri-
butivas, falsos autónomos y ley de segunda oportunidad.

Interior y Justicia: una mayor incidencia en las sanciones y errores en la seña-
lización viaria, quejas por la proliferación de nuevos elementos de movilidad 
urbana, así como consultas sobre justicia gratuita.

Empleo Público: uso de procesos de selección vía INAEM en lugar de bol-
sas de empleo, plazos para alegaciones en concursos oposición, cupos de 
discapacidad.

En otro orden, dentro de la Defensa de los Derechos Políticos, destacaron los 
expedientes que hacen referencias a las quejas de ediles por falta de acceso a la 
información y participación en órganos de gobierno, donde destaca la presenta-
da por grupos municipales del Ayuntamiento de Zaragoza para la convocatoria 
de una Junta de Portavoces, cuya sugerencia fue admitida por dicho consistorio.

Dentro de las funciones de promoción de la transparencia y buen gobierno, 
el Lugarteniente del Justicia participó de forma habitual como miembro del 
Consejo de Transparencia de Aragón.

En materia de igualdad de género, tal y como exige la legislación aragonesa, 
el Justicia tiene un apartado especial en su informe referido a la Igualdad, mar-
cando las referencias de género en sus actuaciones.
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Más allá de los procedimientos habituales de la Institución, se buscó la poten-
ciación de la figura de la mediación, teniendo una especial incidencia en cinco 
casos: situación de contenedores en Peralta de Alcofea, acogida de un menor en 
Calatayud, señalización publica en un centro de Benasque, acoso escolar a un 
menor en Gallur y de forma constante en la relación de consumidores con sus 
empresas comercializadoras de energía.

Por último, el Informe dio cuenta de la Tutela del Ordenamiento Jurídico 
Aragonés con la emisión de informes sobre proyectos de ley emanados del 
Consejo de Gobierno de Aragón, la recopilación que las sentencias del Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón en materia de Derecho foral, las sentencias del 
Tribunal Constitucional que afectan a la Comunidad, así como de la difusión del 
Derecho foral a través de publicaciones propias, colaboraciones en ediciones 
periódicas, charlas y conferencias sobre nuestro derecho propio desde una pers-
pectiva practica para el público en general, y la celebración de los vigésimo 
octavos encuentros del Foro de Derecho Aragonés para el análisis de expertos 
en la materia.

En materia de recursos humanos y materiales, se destacó la reducción de 
costes en todos los capítulos, así como la redistribución entre ellos en aras a una 
mayor eficiencia, usando medios propios en todos los casos en que nuestra 
estructura pudo realizarlos y eliminando al mínimo imprescindible cualquier 
tipo de externalización de trabajos o servicios. Así mismo, se tomaron medidas 
de reducción energética a favor de una sostenibilidad económica y medioam-
biental mayor.

Tanto el Informe Anual completo como las diferentes sugerencias se encuen-
tran a disposición pública en la web www.eljusticiadearagon.es.

Mesa del Justicia sobre la Soledad no Elegida de Nuestros Mayores

A lo largo del último año, el Justicia de Aragón ha venido abordando la 
«Soledad no Elegida de Nuestros Mayores», un asunto que preocupa a nuestra socie-
dad, en cuya causa hemos logrado entre todos que Aragón sea un referente a 
nivel nacional.

Éramos conscientes de que desde las diversas administraciones y agentes 
sociales se venía trabajando esta materia, pero creímos que podía resultar de 
gran utilidad la puesta en común de las líneas de actuación, dado que eran varios 
los factores sociales y sanitarios a tener en cuenta.

Y además, podíamos sumar nuevos agentes en pos de lograr una mejor y más 
eficaz atención ante situaciones como las que están detrás de estos fallecimientos 
en soledad que encendieron todas las alarmas en verano de 2018.

Por ello, convocamos en septiembre de del pasado año a las entidades y admi-
nistraciones implicadas y bajo el nombre de «Mesa del Justicia sobre mayores en 
soledad no elegida» pusimos en marcha este proyecto.
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Treinta y ocho entidades y administraciones han participado, tanto en las 
sesiones plenarias como en los ocho grupos de trabajo que se establecieron a 
partir de la segunda sesión, con el fin de ahondar de una forma más específica 
en cada una de las materias que surgían en las sesiones plenarias.

En la última sesión, la celebrada el pasado mes de junio, se expuso el trabajo 
realizado por estos a lo largo de cinco meses por cada uno de los grupos de tra-
bajo.

A esta reunión, asistió el director general del IMSERSO, Instituto Nacional de 
Mayores y Servicios Sociales, Manuel Martínez, lo que supuso un apoyo funda-
mental a nuestra iniciativa y nos mostró de forma clara el interés que a nivel 
nacional ha tenido esta iniciativa.

La presentación que se hizo al Defensor del Pueblo, el interés mostrado en 
las jornadas de coordinación de defensores del pueblo por sus titulares, así como 
la repercusión en los medios de comunicación social, han permitido difundir la 
acción de la sociedad aragonesa en este asunto. 

Los ejemplos de buenas prácticas, la documentación y los estudios realizados 
por las entidades participantes y, muy especialmente el esfuerzo y dedicación de 
cuantos han trabajado en esta Mesa del Justicia, han hecho posible que se haya 
elaborado un Informe Especial, a modo de libro blanco sobre la soledad de 
nuestros mayores, que ha sido presentado ante nuestras Cortes de Aragón, que 
lo recibieron tanto en la Comisión Institucional como con la celebración de una 
jornada divulgativa.

El Justicia, personalmente, considera que este trabajo colectivo debe ser un 
orgullo para la ciudadanía aragonesa, pues puede ser una herramienta muy útil 
para potenciar el mejor cuidado de las personas mayores, y dicho cuidado es 
siempre un indicativo de la excelencia de una sociedad.

Y sobre todo que no ha sido un trabajo solo de nuestra Institución, sino de 
las 38 entidades participantes, de nuestro Parlamento gracias a su acogida y difu-
sión, y desde este momento, de la totalidad de la sociedad para con sus mayores.

Foro de Derechos Ciudadanos

El Justicia de Aragón y la Fundación Manuel Giménez Abad analizaron el 
Derecho a la Salud en un nuevo Foro.

El pasado 12 de junio tuvo lugar en el Palacio de la Aljafería la primera edi-
ción del Foro de Derechos Ciudadanos, dedicado en este su primer año al 
Derecho a la Salud, recogido en el art. 14 de nuestro Estatuto de Autonomía. 

Este nuevo Foro nació del interés del Justicia de Aragón, Ángel Dolado, por 
buscar sinergias con la Fundación Manuel Giménez Abad, a la que destacó en el 
acto inaugural como «la entidad que más y mejor promueve el debate jurídico y 
político de nuestra Comunidad». 
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Por ello se buscó que la temática a abordar fuera precisamente el análisis de 
los derechos reconocidos por el Estatuto desde su última reforma de 2007; dado 
que es precisamente la defensa de dicho Estatuto, así como del resto de ordena-
miento jurídico, amén de su propia historia y posición institucional, lo que hace 
único y especial a la figura del Justicia respecto a otros defensores. 

El Secretario General de la Fundación, José Tudela, además de destacar que los 
derechos de los ciudadanos son «la ambición común que une a Cortes, Justicia y 
Fundación» quiso resaltar el «momento importante que vivimos para la realidad 
socio política y por tanto para los derechos, que están en constante evolución». 

Para Tudela, «el primer reto que tenemos como ciudadanos con la salud es 
tener un modelo que se adapte a las necesidades cambiantes constantes de la 
sociedad». 

Las tres ponencias del Foro analizaron diversos aspectos sobre el marco jurí-
dico en que se engloba este derecho ciudadano, cómo se ha producido la des-
centralización de los servicios sanitarios en nuestro país y la sostenibilidad de 
nuestro sistema público de salud. 

Juan Pemán, José María Martínez, José Ramón Repullo, Rosa Urbanos y 
Enrique Bernal fueron los ponentes de esta cita. 

Jornada de la Constitución en la Facultad de Derecho  
y el Justicia de Aragón

El pasado día 27 de noviembre se celebró en el aula magna de la Facultad de 
Derecho la XVII Jornada de la Constitución, organizada con el Justicia de Aragón. 

La Jornada trató este año sobre el régimen de los aforamientos y contó con 
la intervención del catedrático de Derecho procesal, Julio Banacloche Palao y 
del Justicia, Ángel Dolado.

Julio Banacloche defendió la institución del aforamiento y la conveniencia de 
su mantenimiento en razón de la función pública que han de desarrollar los 
aforados, para evitar la interferencia en el ejercicio de sus funciones con el plan-
teamiento de querellas poco fundamentadas.

Replicó a sus posturas el propio Justicia de Aragón que defendió la conve-
niencia de la supresión de los aforamientos para garantizar la igualdad en el 
acceso a la Justicia.

«10 Años de la revista Actualidad del Derecho en Aragón»  
y reedición del «Código del Derecho foral. Concordancias,  
Doctrina y Jurisprudencia»

El pasado 26 de marzo tuvo lugar la presentación del número extraordinario 
de la Revista ADA, Actualidad del Derecho en Aragón, así como de la reedición 
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del «Código del Derecho foral. Concordancias, Doctrina y Jurisprudencia» que 
se encontraba sin existencias.

En el acto participaron Ángel Dolado, Justicia de Aragón, Manuel Bellido, 
Presidente del TSJA, Julio Embid, Director General de Relaciones Institucionales 
y Desarrollo Estatutario del Gobierno de Aragón, Antón Cuquejo, Director del 
Centro de Estudios Registrales, Javier Alcalde, Colegio de Graduados Sociales y 
los autores del Código Carmen Bayod y José Antonio Serrano.

En diciembre de 2008 se publicó el primer número de la Revista «Actualidad 
del Derecho en Aragón», desde entonces se han publicado una media de cuatro 
números anuales, este n.º 40 es una edición muy especial, se trata de un mono-
gráfico con el que hemos querido conmemorar el 10.º aniversario de la publica-
ción.

El Justicia agradeció «a cuantas entidades forman parte del Consejo de 
Redacción, especialmente a la Dirección de Desarrollo Estatutario y los titulares 
de esta en los últimos diez años», igualmente ha recordado «que fue entrevistado 
como Juez Decano hace diez años en el primer número, y como durante todo 
este tiempo ha visto su gran utilidad para el mundo jurídico aragonés».

Respecto a la reedición del libro «Código del Derecho foral. Concordancias, 
Doctrina y Jurisprudencia» agradeció igualmente la sensibilidad de Julio Embid 
quien, ante la reivindicación de reeditar el exitoso volumen.

Medalla del Justicia de Aragón a las comunidades aragonesas  
en el exterior

Con la creación en 2018 de la «Medalla del Justicia» se amplía el reconoci-
miento de la Institución a aquellas personas y entidades que, habiendo logrado 
una excelencia en su labor personal o profesional en su materia, logran difundir 
una buena imagen de nuestra Comunidad.

El pasado 20 de diciembre de 2019 El Justicia otorgó el citado galardón a las 
comunidades aragonesas en el exterior, reconocidas en nuestro Estatuto de 
Autonomía en el artículo 8, por contribuir a hacer efectivo su derecho a partici-
par, colaborar y compartir la vida social y cultural del pueblo aragonés, por 
fomentar las relaciones sociales, culturales y económicas de Aragón con los paí-
ses y Comunidades Autónomas donde se encuentran establecidos y lograr poner 
de relieve en sus lugares de residencia los valores y potencialidades de nuestra 
Comunidad Autónoma.
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B) CURSOS, CHARLAS, SEMINARIOS Y LIBROS  
SOBRE DERECHO CIVIL ARAGONÉS

1.	 Cursos en la Universidad de la Experiencia

Desde el curso 2001-2002, en el que se inauguró por primera vez en Zaragoza 
la llamada Universidad de la Experiencia, se contó con un curso de Derecho civil 
aragonés. 

En la actualidad, y por décimo séptimo año consecutivo, el Derecho civil 
aragonés sigue estando en la nómina de los cursos que allí se imparten y cada 
año con más alumnos y éxito. 

En este curso 2019-2020, El Derecho civil aragonés en el siglo XXI, que cuenta con 
una duración de veinte horas, está coordinado por la prof. Bayod, e intervienen 
en su desarrollo los profesores José Antonio Serrano García, Carmen Bayod, M.ª 
Teresa Alonso Pérez, Elena Bellod Fernández de Palencia, Miguel Lacruz Man-
tecón, José Luis Argudo Périz, Aurora López Azcona, María Biesa Hernández y 
Javier Pérez Milla.

La sesión de inaugural estuvo a cargo del Lugar Teniente del Justicia de Ara-
gón, don Javier Hernández. 

2. Curso en línea Derecho civil aragonés

El CGPJ, dentro de su programa de formación continua, ha ofertado a lo 
largo del año 2019 un curso en línea de Derecho aragonés, en la que ya es su 
quinta edición.

El curso cubre un doble propósito: por un lado ofrecer a los integrantes de 
la carrera judicial la posibilidad de obtener la titulación que acredita la especia-
lización en Derecho civil aragonés, que podrán hacer valer como mérito prefe-
rente en los concursos para órganos jurisdiccionales de Aragón (art. 341.2 LOPJ 
y arts. 71 y ss. del R.CGPJ 2/2011, de 28 de abril, de la Carrera Judicial); y, por 
otro, fomentar el conocimiento del Derecho propio de Aragón entre los jueces 
que deben aplicarlo o que pueden hacerlo en el futuro contribuyendo así al 
desarrollo de un Derecho con tan larga tradición histórica y trascendencia en 
Aragón.

El curso está dirigido por el Excmo. Sr. Manuel Bellido Aspas, Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia de Aragón, contando con la Dirección técnica de 
Rafael Fernández de Paiz, Fiscal, Letrado del Servicio de Formación Continua de 
la Escuela Judicial.
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En la impartición del curso participaron juristas procedentes de distintos 
ámbitos: la judicatura (F. Zubiri de Salinas, J. Seoane, C. Samanes, I. Martínez 
Lasierra; J. Arqué Bescós, J. Medrano Sánchez, L. Gil Nogueras, M. Diego Diago, 
F. J. Polo Marchador; J. J. Nieto Avellaned, M. C. Royo Jiménez), la Universidad 
(J. Delgado, J. A. Serrano, C. Bayod, Alfredo Sánchez-Rubio, E. Bellod, J. L. 
Argudo, M. Lacruz Mantecón, A. López Azcona) y el Notariado (F. Agustín 
Bonaga, A. Catalayud, J. M. Enciso Sánchez, J. M. Navarro Viñuales).

La formación académica se desarrollará entre los meses de mayo a diciembre 
de 2019, impartiéndose un total 24 temas distribuidos en seis módulos (Historia 
y Fuentes; Derecho de la persona y familia; Derecho de sucesiones. Sucesión 
voluntaria; Derechos legitimarios. Sucesión legal y Derecho de bienes, Obli
gaciones y Procesal).

Hasta la fecha se han editado dos libros en formato electrónico con las lec-
ciones redactadas por los profesores del curso.

3. 	Jornadas sobre «La Constitución Española y los Derechos civiles 
españoles cuarenta años después. Su evolución a través de las 
sentencias del Tribunal Constitucional»

Con la colaboración de la IFC y dentro en el marco de los objetivos de inves-
tigación programados dentro del Grupo IDDA, se celebraron unas Jornadas los 
días 13 y 14 de diciembre de 2018 en la sede de la Facultad de Derecho de 
Zaragoza. Las Jornadas, dirigidas por la profesora Bayod, fueron coordinadas 
por la doctora Bellod. En el comité organizador, entre otros, estuvieron el Dr. 
Argudo y la Dra. López Azcona.

El objeto de dichas Jornadas fue, por un lado, analizar las diversas sentencias 
del TC sobre competencias, estatales y autonómicas, en materia de Derecho civil, 
su evolución y consecuencias sobre el actual sistema de Derecho civil español. 
Pero, por otro, y tras cuarenta años de vigencia del sistema, se pretende someter-
lo científicamente a una revisión a la luz de dos acontecimientos: a nivel interno, 
la posibilidad de modificación del Título VIII de la CE; a nivel externo, la inci-
dencia del Derecho de la Unión Europea, que busca soluciones uniformes (glo-
bales) en la reforma y modernización de los Derechos de los países de la Unión, 
así como su directa competencia en materia de ley aplicable a través de regla-
mentos sobre materias propias del Derecho civil como las sucesiones y los regí-
menes económicos matrimoniales.

En ellas intervinieron con diversas ponencias varios miembros del grupo 
IDDA (Delgado, Serrano, Bayod, y Lacruz) y especialistas de otras foralidades: 
María Paz Garcí Rubio, Antoni Vaquer, María Ángeles Egusquiza, José Ramón de 
Verda, Santiago Álvarez, así como profesionales de reconocido prestigio como 
Juan Antonio Xiol Rios, Adolgo Calatayud Sierra, Andrés Urrutia, Javier Seone. 
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Intervinieron también, la Dra. González Ordovás y el Director General de 
Patrimonio Dr. Miguel Ángel Bernal.

4. 	Curso de Derecho civil aragonés para funcionarios

La DGA ha organizado a lo largo de 2019 diversos cursos para funcionarios 
públicos que paso a reseñar:

• 	 Curso «La sucesión legal en Aragón. Especial referencia a la sucesión de 
la Comunidad Autónoma».

Durante los días 25, 26 y 27 de junio de 2019, se celebrará en la Sala 
Jerónimo Zurita, en la sede del Gobierno de Aragón un curso dirigido a 
profesionales del Derecho sobre la sucesión legal en Aragón con especial 
atención a la sucesión de la Comunidad Autónoma.

En este curso intervendrán los miembros del grupo IDDA, Dra. Bayod 
López y Dr. Lacruz Mantecón.

En este curso se abordaron las siguientes cuestiones: La sucesión legal en 
Aragón. Consideraciones generales (Bayod López); La sucesión legal de la 
Comunidad Autónoma de Aragón (Lacruz Mantecón) y El papel de la Admi­
nistración como sucesora legal. Cuestiones prácticas, a cargo dos Letradas de la 
Administración moderadas por Dña. María Asunción Casabona Berberana, 
Jefa del Servicio de Patrimonio del Gobierno de Aragón.

•	 Curso de «Derecho de sucesiones para funcionarios públicos».

Durante los días 18 y 19 de septiembre de 2019, se celebrará en la Sala 
Jerónimo Zurita, en la sede del Gobierno de Aragón, un curso dirigido a 
funcionarios sobre Derecho de sucesiones.

En este curso intervendrán los miembros del grupo IDDA que impar-
tieron la siguientes sesiones: Serrano García (La legítima); Bayod López (El 
fenómeno sucesorio: Cuestiones Generales); Bellod Fernández de Palencia 
(Sucesión voluntaria: principios y normas comunes. Sucesión paccionada y Suce­
sión voluntaria: testamento mancomunado y fiducia) y López Azcona (La suce­
sión legal) así como el profesor de Derecho fiscal don Antonio García 
Gómez que habló de Derecho de sucesiones y fiscalidad en Aragón.

• 	 Curso sobre «Retos de la reforma estatal en materia de discapacidad. Su 
incidencia en Derecho civil aragonés».

Durante los días 10 y 17 de diciembre de 2019, se impartirá en la Sala 
Hermanos Bayeu del edificio Pignatelli (sede del Gobierno de Aragón).

El curso dirigido al personal de la Administración General de la Comu
nidad Autónoma de Aragón, será impartido por la Profesora Aurora López 
Azcona.
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5.	 Intervención de Miembros del Grupo en otras actividades 
relevantes para el Derecho civil de Aragón

• 	 La profesora López Azcona presentó el 16 de mayo de 2019 de una comu-
nicación titulada «Reflexiones sobre custodia de los hijos menores a la luz 
de la última reforma de Derecho aragonés» en el Congreso internacional 
Integration, migration, transnational relationships, celebrado en la Universidad 
de Coimbra (Portugal).

•	 La profesora López Azcona coordinó e intervino en el «Seminario 
sobre la situación actual de los Menas en Aragón y retos futuros». 
Celebrado en la Facultad de Derecho de la Universidad de Zaragoza el 
28 de mayo de 2019. Presentó y moderó la primera de sus mesas inte-
grada por M. J. Bajén (Jefa del Servicio de Atención a la Infancia y la 
Adolescencia en Aragón), A. Díez Giménez (Fiscal de Menores de la 
Audiencia Provincial de Zaragoza), A. Esteban Portero (Asesor del Jus
ticia de Aragón), J. Palazón Español (Jefe de la Oficina de Extranjería 
de la Subdelegación del Gobierno en Zaragoza) y B. Heras (coordina-
dora del SAOJI).

•	 La profesora López Azcona, los días 28 a 30 de noviembre, intervino en el 
Coloquio Internacional «Héritage du pourtour méditerranéen: Etat des 
lieux, développement et valorisation Organizado por la Universidad Sidi 
Mohamed Ben Abdellah de Fez (Marruecos)» con una ponencia sobre 
«La protección del patrimonio cultural material e inmaterial en Derecho 
español» invitada por el Prof. ElKassan, responsable del Laboratorio de 
Estudios Urbanos».

• 	 Los profesores Serrano y Bayod, participaron como ponentes en las 
Jornadas sobre 40 años de plurilegislación civil en España. Visiones interdiscipli­
nares celebradas en Santiago de Compostela, los 14 y 15 de noviembre de 
2019. Las Jornadas estaban coordinadas y dirigidas por María Paz García 
Rubio y Santiago Álvarez.

6. «Reunión científica de los investigadores del Grupo IDDA.  
Avance en el conocimiento»

El grupo IDDA (Investigación y Desarrollo del Derecho civil de Aragón), 
ha organizado unas reuniones científicas coordinadas por el Dr. Lacruz Man
tecón, que se desarrollarán los viernes 4, 18 y 25 de octubre en la Facultad de 
Derecho.

El formato de estas reuniones es dinámico, mesas redondas o ponencias bre-
ves sobre temas que nos interesan a los profesionales del Derecho, que darán 
lugar a un debate y conversaciones con los miembros de nuestro grupo y los 
académicos y profesionales que nos queráis acompañar.
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Se abordaron las siguientes cuestiones:

- 	 Fiscalidad y Derecho civil aragonés. A cargo de D. Francisco Pozuelo Antoni. 
Director General de Tributos. Gobierno de Aragón. 

- 	 La reforma del Derecho navarro. Dra. María Ángeles Egusquiza Balmasesa, 
Catedrática de Derecho civil, Universidad Pública de Navarra. 

- 	 La libertad de testar y sus límites, Dra. María Elena Bellod Fernández de 
Palencia, Prof.ª Titular de Derecho civil. Universidad de Zaragoza y Dr. 
Antoni Vaquer Aloy, Catedrático de Derecho civil. Universidad de Lleida. 

- 	 La competencia en materia de fuentes del Derecho civil foral o especial: «Standum 
est chartae» Dra. Carmen Bayod López, Catedrática de Derecho civil. Uni
versidad de Zaragoza y D. Ignacio Martínez Lasierra. Magistrado. Sala 
de lo civil y penal del TSJA. 

- 	 El art. 80 del CDFA: ajustes y desajustes. Dr. José Antonio Serrano García. 
Catedrático de Derecho civil. Universidad de Zaragoza, D. Julián Carlos 
Arqué Bescós, Magistrado. APZ (sección 2.ª) y D. Fernando Baringo 
Giner. Abogado. Zaragoza. 

- 	 Derecho civil aragonés: Observancia en Notarías y Registros; Dra. Aurora López 
Azcona. Prof. Titular de Derecho civil. Universidad de Zaragoza, D. Fer
nando Agustín Bonaga. Notario, Calatayud y Dña. Carmen Lerma 
Rodrigo, Registradora la Propiedad. La Almunia de Doña Godina. 

- 	 Ética y Derecho: Big data e inteligencia artificial. Dr. Miguel L. Lacruz Man
tecón, Profesor Titular de Derecho civil, Universidad de Zaragoza, Dr. 
Andrés García Inda. Profesor Titular de Filosofía del Derecho. Uni
versidad de Zaragoza y Dr. Pedro Bueso Guillen. Profesor Titular de 
Derecho mercantil. Universidad de Zaragoza. 

- 	 Codificación civil y enseñanza universitaria del Derecho en el siglo XIX. Dr. Jesús 
Delgado Echeverría, Catedrático de Derecho civil, Colaborador Extraor
dinario con reconocimiento de profesor Honorario. Universidad de Zara
goza y Dr. Guillermo Vicente, Profesor de Filosofía del Derecho. 

- 	 Parejas de hecho: ley aplicable y otras cuestiones. Dra. María Biesa Hernández; 
Dr. José Javier Pérez Milla, Profesor Titular de Derecho internacional 
privado. Universidad de Zaragoza y Doña. M.ª del Carmen Gracia de Val, 
Notaria, Alcañiz.

7.	 I Encuentro de Juristas de Derecho Civil Autonómico

El pasado 7 de marzo de 2019 se celebró en Valencia el I Encuentro de Juristas 
de Derecho Civil Autonómico, organizado por la Conselleria de Transparencia, la 
Comisión Asesora de Derecho civil valenciano y la Cátedra de Derecho foral 
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valenciano en colaboración con la Facultad de Derecho de la Universitat de 
València.

En este encuentro participó el profesor D. Jesús Delgado Echeverría, Cate
drático de Derecho civil, ahora jubilado, miembro de este grupo de investigación 
y director del mismo hasta el año 2016. 

Este I Encuentro concluyó con la aprobación de un manifiesto, Manifiesto de 
Valencia, que se trascribe en la Sección Materiales.

Carmen Bayod
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A) RECENSIONES

A) REVIEWS

«Serrano García, José Antonio, El Derecho civil aragonés en el contexto español y 
europeo, El Justicia de Aragón, Zaragoza, 2018, 582 pp.». Por Javier Martínez 
Calvo.

La obra objeto de esta recensión lleva a cabo un estudio en profundidad de la 
conformación del Derecho civil aragonés dentro del contexto jurídico español y 
europeo, atendiendo a su evolución, a su situación actual y a sus perspectivas de 
desarrollo futuro. Se trata de un tema de enorme relevancia para la comunidad 
aragonesa. Y es que, tal y como se pone de manifiesto a lo largo del libro, el 
Derecho foral constituye una seña de identidad histórica y actual de Aragón.

El autor es Catedrático de Derecho civil, miembro de la Comisión de Derecho 
Civil Aragonés y en su extensa producción científica es posible encontrar un 
elevado número de estudios acerca del Derecho civil de Aragón. Todo ello lo 
convierte en un experto en la materia y garantiza su solvencia para abordar este 
ambicioso trabajo, dándole un importante valor añadido. Cabe anticipar desde 
ya que el resultado no defrauda.

Se trata de una obra de lectura ágil, gracias a su lenguaje preciso y a su gran 
claridad expositiva. Además, está estructurada de una forma lógica, con una 
brillante sistematización, que va de lo general a lo específico, lo que facilita su 
correcto seguimiento.

El libro se divide en doce capítulos que llevan al lector de la mano a través de 
un recorrido histórico por los principales hitos que han incidido en la conforma-
ción del Derecho civil tal y como hoy lo conocemos, con especial atención al 
Derecho civil aragonés. Ello nos proporciona una visión de la evolución que ha 
experimentado este ordenamiento hasta nuestros días y nos permite compren-
der mejor su configuración actual. Pero no queda ahí, pues, como anticipaba, 
también lleva a cabo un análisis de la actual situación del Derecho civil aragonés 
y de las perspectivas de futuro a las que se enfrenta. 

Descendiendo ya al contenido concreto de los diferentes capítulos del libro, 
el primero de ellos, de carácter introductorio, nos ofrece las claves para poder 
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comprender mejor la evolución que ha experimentado el Derecho civil. Lo hace 
a través del análisis de la incidencia de los factores espacial y temporal en la con-
figuración del concepto de Derecho civil. Y es que, como pone de manifiesto el 
autor, el Derecho civil que hoy conocemos y aplicamos es en buena parte pro-
ducto de la historia, por lo que hay que recurrir a ella para conocer su génesis y 
sentido actual. Igualmente, la evolución del concepto de Derecho civil no es 
igual en todos los territorios, lo que requiere una adecuada delimitación espa-
cial. En este sentido, el autor centra su estudio en el Derecho civil de Aragón, 
pero sin olvidar los Derechos civiles de otros territorios nacionales y supranacio-
nales, a los que se va refiriendo cuando resulta oportuno. También dentro de 
este capítulo, se nos presenta una primera visión panorámica de la evolución que 
ha experimentado el Derecho civil aragonés, que el autor va desarrollando de 
forma detallada en los siguientes capítulos. Además, lleva a cabo un repaso de la 
más relevante literatura científica existente sobre el Derecho aragonés histórico.

Como ocurre con el resto de ordenamientos de la Europa Occidental, hay 
una decisiva influencia del Derecho romano en los Derechos civiles españoles 
vigentes, y, entre ellos, en el Derecho civil aragonés. Por ello el autor, con gran 
acierto, dedica el segundo capítulo de la obra precisamente a describir el con-
cepto de Derecho civil en el Derecho romano. Lo hace por medio de un análisis 
cronológico del desarrollo que experimentó dicho concepto en las distintas fases 
de evolución del Derecho romano, a través de las cuales el Derecho civil se fue 
erigiendo como el Derecho que regula la vida jurídica de la persona.

Continúa, en el tercer capítulo, con un estudio de la evolución del concepto 
de Derecho civil en la Edad Media, tras la ruptura del Imperio Romano de 
Occidente. También hace referencia al Derecho canónico y al modo en el que 
contribuyó a la espiritualización y modernización del Derecho civil; así como a 
la aparición de los Derechos particulares de los diferentes reinos, ciudades y 
corporaciones, que hicieron que el Derecho romano pasara a ser un Derecho de 
aplicación supletoria. Además, aborda de forma específica la penetración del 
Derecho romano en los distintos reinos cristianos surgidos en España durante la 
Reconquista.

El cuarto capítulo se mueve en el mismo periodo histórico, pero se circuns-
cribe al ámbito aragonés. En este sentido, atiende a las primeras manifestaciones 
del Derecho civil aragonés, que se sitúan en los mismos orígenes del Reino de 
Aragón, y que están constituidas por tres fuentes principales: el Código de 
Huesca de 1247, los Fueros y Actos de Corte y la colección de Observancias en 
las que se recoge la práctica judicial aragonesa. En este periodo se establece por 
vez primera la máxima de que, en caso de colisión entre ley y costumbre, preva-
lece la costumbre.

El quinto capítulo da un salto hasta la Edad Moderna, caracterizada por los 
fenómenos de la racionalización y nacionalización del Derecho civil. El autor 
aborda la transformación del Derecho castellano en el Derecho nacional o espa-
ñol, convirtiendo a los demás Derechos civiles hispánicos en el Derecho especial 
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o foral respecto al Derecho castellano. A partir de ese momento, el Derecho 
castellano se convierte en el Derecho común, de aplicación supletoria en todos 
los territorios, asumiendo la función que hasta ese momento habían desempeña-
do los Derechos canónico y civil romano.

En cuanto al Derecho aragonés de la Edad Moderna, al que se dedica el sex-
to capítulo de la obra, tiene lugar un proceso de recopilación de fueros, usos y 
observancias, dando lugar al denominado Volumen Nuevo de los Fueros. No 
obstante, a partir del siglo XVII se produce una cierta decadencia del Derecho 
foral, que se agravará con el proceso de unificación impulsado por Felipe V de 
Castilla, que a través de los Decreto de Nueva Planta consagró la permanencia 
de las normas del Cuerpo de Fueros y Observancias, pero no de las instituciones 
y órganos legislativos aragoneses. Ante la imposibilidad del Derecho aragonés 
para desarrollar sus fuentes y adaptarse a las nuevas necesidades, el Derecho 
castellano pasó a ser aceptado como el Derecho supletorio, de aplicación en el 
territorio aragonés.

El proceso de codificación civil en Europa, al que se dedica al séptimo capí-
tulo del libro, influyó de manera decisiva en la privatización de los contenidos y 
en la nacionalización del Derecho civil. El libro aborda la influencia que tuvie-
ron en este proceso el Code Napoleón y el Código civil alemán (BGB) y se centra en 
el proceso de codificación civil en España, que, caracterizado por algunas dificul-
tades iniciales, debido en buena parte a la barrera eficaz de los Derechos forales 
frente al intento de unificación jurídica del territorio en materia civil, culminó 
con la promulgación del Código civil de 1889, cuya eficacia derogatoria no alcan-
zó a los Derechos forales, que seguirían subsistiendo. La obra se refiere a la 
política de Apéndices, que, con la única excepción de Aragón, no gozó de éxito; 
y a la evolución posterior, marcada por el Congreso Nacional de Derecho Civil 
convocado por el Consejo de Estudios de Derecho Aragonés, en el que se deci-
dió la compilación de las instituciones forales y se reconoció públicamente que 
el Derecho foral podía ser objeto de renovación y adaptación. 

El capítulo octavo se centra en dos textos fundamentales para el desarrollo 
del Derecho civil aragonés: el Apéndice al Código civil de 1925 y la Compilación 
del Derecho civil de Aragón de 1967. Lo hace a través del estudio de los diferen-
tes materiales prelegislativos que precedieron a su promulgación (en el caso del 
Apéndice: la Memoria y la Adición de Franco y López, el Proyecto Ripollés, el 
Proyecto Gil Berges y el Proyecto de la Comisión General de Codificación; y en 
el caso de la Compilación: la Ponencia preparatoria de la Comisión de 1935, las 
Memorias elaboradas por los miembros del Seminario creado por la Comisión 
compiladora aragonesa y los Anteproyectos de Compilación); así como del con-
tenido final de los textos y las regulaciones jurídicas en ellos recogidas. La 
Compilación establece el sistema de fuentes del Derecho civil aragonés, y el 
autor dedica una parte del capítulo a analizar la relación de dicho sistema de 
fuentes con el régimen del Código civil.
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El noveno capítulo se refiere a la influencia que tuvo la entrada en vigor de 
la Constitución en el Derecho civil de los diferentes territorios, reconociendo la 
coexistencia de los distintos Derechos forales en España y atribuyendo compe-
tencia legislativa para la conservación, modificación y desarrollo de los Derechos 
civiles, forales o especiales a las Comunidades Autónomas donde existan. Lo 
hace a través de su artículo 149.1.8, cuya interpretación no es pacífica, por lo que 
es de reconocer el mérito del autor en la brillante explicación y sistematización 
que lleva a cabo de las diferentes posturas existentes. Además, analiza la política 
legislativa seguida por cada una de las Comunidades Autónomas con Derecho 
civil propio y los diferentes cuerpos legales que han ido promulgando. También 
aborda las relaciones entre los Derechos civiles autonómicos y el Derecho civil 
estatal, regidas tras la entrada en vigor de la Constitución por los principios de 
competencia y de supletoriedad. Finalmente, cierra el capítulo refiriéndose a la 
incidencia que ha tenido el Derecho europeo e internacional en los Derechos 
civiles de nuestro país, incluyendo un rico análisis de las diferentes iniciativas 
(académicas y oficiales) para la construcción de un Derecho privado europeo de 
carácter no vinculante. 

El capítulo décimo examina los antecedentes más recientes del Derecho civil 
aragonés, tras la entrada en vigor de la Constitución Española y el Estatuto de 
Autonomía de Aragón, a través del cual la Comunidad aragonesa volvió a contar 
con órganos legislativos propios y con la capacidad para legislar en materia de 
Derecho civil aragonés, adquiriendo competencia para la conservación, modifi-
cación y desarrollo del mismo. Al respecto, analiza la composición, funciona-
miento, y trabajos elaborados por las diferentes Comisiones creadas para llevar a 
cabo la tarea de adaptar el Derecho civil aragonés a los principios constituciona-
les y asesorar al ejecutivo en la realización de las reformas necesarias (Comisión 
de Juristas de Aragón, Comisión Asesora sobre Derecho Civil y Comisión 
Aragonesa de Derecho Civil –con su decisiva renovación en el año 1996–). El 
autor aborda la nueva política legislativa impulsada por la Comisión Aragonesa 
de Derecho Civil a través de la Ponencia General sobre «objetivos y métodos para 
una política legislativa en materia de Derecho civil de Aragón» y se detiene en el 
análisis de las cuatro grandes leyes que surgieron fruto de la misma: la Ley 
1/1999, de 24 de febrero, de sucesiones por causa de muerte; la Ley 2/2003, de 
12 de febrero, de régimen económico matrimonial y viudedad; la Ley 13/2006, 
de 27 de diciembre, de Derecho de la persona; y la Ley 8/2010, de 2 de diciem-
bre, de Derecho civil patrimonial. También es objeto de examen la Ley 2/2010, 
de 26 de mayo, de igualdad en las relaciones familiares ante la ruptura de convi-
vencia de los padres, surgida al margen de la política legislativa diseñada por la 
Comisión Aragonesa de Derecho Civil, pero de enorme trascendencia en el 
proceso de actualización del Derecho civil aragonés. Finalmente, el autor analiza 
el proceso de refundición de las leyes civiles aragonesas en el Código del 
Derecho Foral de Aragón, proceso que conoce de primera mano, pues la 
Comisión Aragonesa de Derecho Civil trabajó sobre borradores que él mismo 
preparó por encargo del Gobierno de Aragón.
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El undécimo capítulo examina el contenido y tendencias actuales del 
Derecho civil, incidiendo especialmente en algunas de las más relevantes, como 
el proceso de privatización, las disgregaciones que ha ido sufriendo a lo largo de 
la historia (ej. Derecho mercantil o Derecho del trabajo) o la incidencia de la 
modernización y crecimiento de los Derechos forales, que han reducido el ámbi-
to de aplicación del Derecho civil estatal. También se refiere al objeto y conteni-
dos básicos del Derecho civil actual, abordando las modificaciones que se han 
ido sucediendo en los diversos ámbitos (Derecho de la persona, Derecho de 
familia, Derecho de bienes, Derecho de obligaciones y contratos –respecto del 
que el autor advierte que su modernización sigue pendiente– y Derecho de suce-
siones). Igualmente, incide en el debate relativo a la conveniencia de elaborar 
un nuevo Código civil, o bien modernizar el actual. Un debate en el que el autor 
se posiciona, y lo hace con argumentos sólidos, bien fundados y convincentes. 

Finalmente, el duodécimo capítulo del libro se centra en los retos a los que 
se enfrenta el Derecho civil aragonés en el momento presente. Para ello, se refie-
re al proceso de transición de la Compilación al Código, que pasa a recoger 
todas las normas que integran el Derecho civil aragonés, debidamente ordena-
das y sistematizadas. Un Código que, sin embargo, no es completo y exhaustivo: 
en primer lugar, porque existen determinadas materias que son competencia 
exclusiva del Estado; y, en segundo lugar, porque Aragón no ha agotado sus 
competencias legislativas en materia civil, lo que justifica la aplicación supletoria 
del Derecho civil estatal. Al respecto, el autor analiza el papel supletorio del 
Derecho civil del Estado en los diferentes ámbitos del Derecho civil aragonés. Así 
mismo, aborda las propuestas de reforma del Derecho civil aragonés formuladas 
por diferentes instituciones y corporaciones (en concreto, por la Fiscalía de la 
Comunidad Autónoma de Aragón, el Colegio Notarial de Aragón, el Justicia de 
Aragón y el Colegio de Abogados de Zaragoza), así como aquellas sugeridas por 
la doctrina civilista, que el autor analiza con gran rigor. Por último, como broche 
a esta magnífica obra, se recoge un estudio acerca de la percepción que tienen 
los notarios aragoneses acerca del Derecho civil aragonés y de sus instituciones 
jurídicas de mayor arraigo, tales como el testamento mancomunado, la Junta de 
Parientes, el régimen económico matrimonial, el derecho expectante de viude-
dad, la fiducia sucesoria, la legítima aragonesa, el consorcio foral o el derecho 
de abolorio.

Como se desprende de este breve examen del contenido del libro, nos encon-
tramos ante un trabajo completo que permite situar al Derecho civil aragonés en 
el contexto jurídico español y europeo y marca el camino para afrontar con 
garantías de éxito las perspectivas de desarrollo futuro que se plantean. Ello hace 
que se trate de una obra de enorme interés, erigiéndose como una referencia 
fundamental en el ámbito del Derecho civil aragonés y cuya lectura es obligada 
para todos aquellos que pretendan profundizar en el estudio y conocimiento de 
este ordenamiento jurídico.
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IV.	OBRAS GENERALES, MANUALES, PANORÁMICAS Y REVISTAS

3.	 Manuales y obras generales de Derecho aragonés

Bayod López, Carmen: El Derecho civil aragonés en el contexto europeo de Derecho 
privado. Evolución histórica y relaciones con el Derecho civil español, Institución 
Fernando el Católico (Diputación de Zaragoza), Colección «Estudios», Zara
goza, 2019, 510 págs.

La presente obra es una parte del proyecto docente e investigador de la auto-
ra presentado en el concurso de acceso a una cátedra de Derecho civil de la 
Universidad de Zaragoza en 2018, que tuvo como novedad el perfil de Derecho 
civil aragonés. Fue la primera vez, que el objeto de esta materia, el Derecho civil, 
fuera analizado desde la perspectiva del Derecho civil de Aragón: su evolución e 
influencia en el Derecho civil español.

Se reflexiona sobre el fundamento del Derecho civil, resultado de un largo 
proceso evolutivo y diverso en cada país y lugar. La dimensión histórica del 
Derecho civil, su contenido, es una consecuencia directa y necesaria de su con-
dición cultural o social pero también política: la concepción del Estado español, 
en la actualidad, no solo autonomista, sino también europeísta. Esta situación 
política va a determinar el contenido del Derecho civil vigente, tanto aragonés 
como español.

Pues bien, tras estas consideraciones generales y de contexto, en las que se 
destaca el valor del Derecho civil aragonés como símbolo de identidad, se abor-
da con extensión la evolución y el significado del Derecho civil en Aragón y 
España, que tiene como presupuesto el concepto de Derecho civil en el Derecho 
romano, que va a ir evolucionando en la Edad Media, en la Edad Moderna y, 
especialmente, en la Codificación civil europea, española y aragonesa.

Ya en el presente se expone con detalle la pluralidad de Derechos civiles 
españoles en el contexto de la Constitución de 1978 y en el marco de la Unión 
Europea para construir el concepto y la evolución de Derecho civil aragonés 
desde 1978 a 2017.

La obra termina con un apartado sobre las perspectivas de futuro: los nuevos 
retos del Derecho civil en España y el Derecho civil aragonés en el siglo XXI.

Serrano García, José Antonio: El Derecho civil aragonés en el contexto español y 
europeo. El Justicia de Aragón, Núm. 60 de su Colección, Zaragoza, 2018, 582 
págs. ISBN: 978-84-93606-43-6.
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La presente obra es una parte del proyecto docente e investigador de su 
autor, presentado en el concurso de acceso a una cátedra de Derecho civil de 
la Universidad de Zaragoza en 2018, que tuvo como novedad el perfil de 
Derecho civil aragonés. Es la primera vez en la que el objeto de esta materia, 
el concepto de Derecho civil a lo largo de la historia, ha sido analizado desde 
la perspectiva del Derecho civil de Aragón, lógicamente en el contexto español 
y europeo.

La historia o el tiempo y el territorio o el espacio inciden en el concepto de 
Derecho civil de un determinado momento y lugar. El Derecho civil aragonés 
pertenece a la tradición romano-canónica (no, pues, a la del common law), aun-
que con elementos autóctonos, a veces calificados de germánicos. En los siglos 
XI y XII tiene lugar el redescubrimiento (o recepción) del Corpus Iuris de 
Justiniano, que resurge en toda Europa como mos italicum, al que se añade el 
ius canonicum (en particular, el Decreto de Graciano y las Decretales de Gregorio 
IX) para formar el ius commune del occidente europeo, que se aplica como 
supletorio de muchos de los Derechos territoriales (los iura propria). El Derecho 
aragonés, superada la inicial diversidad jurídica propia de los fueros locales, se 
territorializa, sobre la base de la tradición derivada del Fuero de Jaca, en la 
Compilación de Huesca de 1247. En los siglos XIV y XV el Derecho foral ara-
gonés experimenta un crecimiento vigoroso y se crean las Observancias. Es un 
Derecho que se opone al Derecho romano (ius commune) y no lo considera 
como Derecho supletorio, pero que le sirve, sin duda alguna, de referencia (de 
ratio scripta).

En la Edad Moderna y hasta la Codificación, el concepto de Derecho civil en 
el contexto europeo se transforma por el influjo del mos gallicus, el usus modernus 
pandectarum y la escuela del Derecho natural racionalista; lo que en el contexto 
español lleva a la nacionalización del Derecho castellano y a su conversión por 
la vía de hecho en el Derecho común y supletorio de los restantes Derechos 
civiles españoles. En esta época el Derecho aragonés tiene que defenderse de las 
pretensiones invasoras del Derecho castellano patrocinadas por los monarcas de 
la Casa de Austria, se hace conservador (Colección sistemática de Fueros y 
Observancias de 1552), entra en decadencia a finales del s. XVI (1591) y es abo-
lido en 1707 por Decreto de Conquista del Primer Borbón. Ahí termina la histo-
ria del Derecho público aragonés, pero no la del Derecho privado o civil porque, 
poco después (1711), a petición de parte, los Decretos de Nueva Planta lo indul-
tan y mantienen en vigor. En esta situación se acepta al Derecho castellano como 
supletorio sin mayor discusión.

Es conocido que la Codificación civil española se retrasa más que la de 
muchos países europeos y que finalmente solo deroga y sustituye al Derecho 
castellano, con subsistencia por ahora de los Derechos forales. Salvo en Aragón 
(1925), la política de hacer apéndices al Código civil con lo que convenga con-
servar de cada Derecho foral, fracasa. El Apéndice carece de fuentes propias y 
solo recoge meras excepciones al Código civil, cuya sistemática sigue. El deseo 
de los aragoneses de revisarlo lo antes posible será el motor que hará posible que 
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triunfe la nueva política de compilación de los Derechos civiles forales. La 
Compilación aragonesa de 1967 tiene ya sistema de fuentes y un conjunto de 
instituciones tradicionales que forman un sistema de Derecho propio, sin olvidar 
que es un cuerpo muy incompleto y dependiente del Código civil pues no deja 
de ser una contribución a un futuro Código civil general para todos los españo-
les, lo que explica que solo se compilen las instituciones distintas de las del 
Código civil o diferencias con ellas.

La Constitución de 1978 no aspira a la unificación del Derecho civil espa-
ñol sino que garantiza la existencia de los Derechos civiles forales permitien-
do a las Comunidades donde existan conservarlos, modificarlos y desarrollar-
los de acuerdo con sus principios. Aragón ha ejercitado esta competencia con 
lealtad institucional, de manera equilibrada y vocación de servicio a sus ciu-
dadanos. Tras la necesaria adaptación del Derecho aragonés a la Constitución 
(1985) y alguna pequeña reforma de detalle (1988 y 1994), ha acometido a 
lo largo de cuatro legislaturas la reformulación y modernización de todo el 
Derecho compilado (leyes de 1999, 2003, 2006 y 2010). Las nuevas leyes, 
junto a las novedades procedentes de dos proposiciones de ley (1999 y 2010), 
han sido refundidas en 2011 en el llamado «Código del Derecho foral de 
Aragón», nuevo Cuerpo legal que sustituye a la Compilación y continúa la 
tradición aragonesa de hacer buenos textos legales. Ahora, cuando concurre 
algún elemento de extranjería, su aplicación depende de los Reglamentos 
europeos en materia de sucesiones, régimen económico matrimonial y pare-
jas estables registradas.

4. Manuales y obras generales de Derecho foral

Sande García, Pablo A.: Diccionario jurisprudencial de Derecho civil gallego, ed. Fran-
cis Lefebvre, 2019, ISBN: 9788417544768, 517 págs.

El Diccionario Jurisprudencial recoge la doctrina establecida, durante los 
primeros 30 años de su existencia (1989-2018), por la Sala de lo Civil y Penal del 
Tribunal Superior de Justicia de Galicia en torno a las figuras del Derecho civil 
gallego, cuya interpretación y aplicación, mediante las sentencias dictadas en 
casación, ha generado un cuerpo doctrinal extenso y profundo orientado a su 
unificación jurisdiccional.

Las resoluciones seleccionadas lo han sido por su valor jurisprudencial intrín-
seco, y se ordenan a partir de las voces centrales de las instituciones propias, 
clasificadas alfabéticamente y al cabo subdivididas en 352 Tópicos, concebidos a 
modo de entradillas sucesivamente enumeradas a través de las que se persigue 
dar cuenta y razón, sustanciar y resumir cada una de las sentencias incorporadas 
al Diccionario.

5. panorámicas
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6. Revistas

Actas de los vigesimoséptimos Encuentros del Foro de Derecho Aragonés, el Justicia de 
Aragón, Zaragoza, 2018, 303 pp.

Cuatro son las Sesiones habidas en estos Encuentros del Foro de Derecho 
Aragonés, las tres primeras celebradas en Zaragoza (7, 14 y 21 de noviembre de 
2017) y la última en Teruel (28 de noviembre de 2017): I. Jesús Delgado 
Echeverría (ponente) y Fernando Agustín Bonaga (coponente): «Cincuenta 
años de la Compilación: presente y futuro»; II. María José Moseñe Gracia (ponen-
te), María Cristina Chárlez Arán y José Antonio Laguardia Hernando (coponen-
tes): «Experiencia práctica y balance de la custodia compartida»; III. Ángel Bonet 
Navarro (ponente), Adolfo Calatayud Sierra y Joaquín Oria Almudí (coponen-
tes): «La reforma de la jurisdicción voluntaria y el Derecho civil aragonés»; IV. José 
Luis Castellano Prats (ponente) y José Luis Calvo Miranda (coponente): «Con
centración parcelaria: propuestas para una regulación aragonesa».

Actas de los vigesimoctavos Encuentros del Foro de Derecho Aragonés, el Justicia de Ara-
gón, Zaragoza, 2019, 198 pp.

Tres son las Sesiones habidas en estos Encuentros del Foro de Derecho Ara
gonés, las dos primeras celebradas en Zaragoza (6 y 13 de noviembre de 2018) y 
la tercera en Huesca (20 de noviembre de 2018): I. Aurora López Azcona 
(ponente) y Andrés Esteban Portero (coponente): «El nuevo sistema de pro-
tección de menores, a la luz de la modificación de la ley 12/2001 de protección 
de la infancia: retos jurídico-prácticos»; II. Francisco de Asís Pozuelo Antoni 
(ponente) y Fernando Villaro Gumpert (coponente): «Régimen tributario de 
la fiducia sucesoria aragonesa»; III. Dimitry Berberoff Ayuda (ponente), 
Miguel Ángel Bernal Blay e Isabel Linares Muñagorri (coponentes): «El 
nuevo marco de la contratación pública: distintas perspectivas.

V.	 MONOGRAFÍAS Y ARTÍCULOS 

1.	 Temas comunes a todos los Derechos forales

1.4.	 Los Derechos forales en la Constitución y los Estatutos de Autonomía

Bayod López, Carmen (Directora): La Constitución Española y los Derechos civiles 
españoles cuarenta años después. Su evolución a través de las sentencias del Tribunal 
Constitucional, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, 449 págs. ISBN: 978-84-1313-
854-1.

Este libro contiene las ponencias y comunicaciones a ellas presentadas, así 
como las reflexiones vertidas en sendas mesas redondas, que tuvieron lugar con 
ocasión de las Jornadas celebradas en Zaragoza los días 13 y 14 de diciembre de 
2018 con el mismo título que el libro. Del contenido de las ponencias y de los 
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escritos de las aportaciones a las mesas redondas se da cuenta singularizada a 
continuación por el nombre de cada autor.

Bayod López, Carmen: «Reflexiones sobre la cultura jurídica de la globalización 
desde la óptica de la pluralidad de Derechos civiles en España» en Cultura 
jurídica y globalización. Crítica de «Una teoría imperfecta del Derecho», coord. 
Andrés García Inda, ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 2019, págs. 107 a 147 
[ISBN: 978-84-1336-318-9]

Comisión de Codificación Civil Valenciana: Informe técnico sobre las posibles 
opciones jurídicas para garantizar la competencia de les Cortes Valencianes para legis-
lar y desarrollar el Derecho civil propio en virtud del ejercicio del autogobierno, aproba-
do el 23 de febrero de 2017. Generalitat Valenciana, 2017, 173 págs.

El Informe consta de las siguientes partes: Antecedentes, Proceso de elabora-
ción, Conclusiones, Voto particular, y tres Anexos.

Delgado Echeverría, Jesús: «La coexistencia de los Derechos civiles españoles 
en cuarenta años de Constitución. Trayectorias y perspectivas. Garantía cons-
titucional de la pluralidad de Derechos civiles», en La Notaría, núm. 2, 2018, 
págs. 67 a 80.

Publicado después con el título «Los Derechos civiles españoles hace cuaren-
ta años. ¿Qué ha cambiado?», en La Constitución Española y los Derechos civiles 
españoles cuarenta años después. Su evolución a través de las sentencias del Tribunal 
Constitucional, Directora Carmen Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, 
págs. 21 a 46.

Ponencia de apertura de las Jornadas, que con el mismo título del libro editado 
por Tirant, se celebraron en Zaragoza, los días 13 y 14 de diciembre de 2018.

Con la altura y profundidad que caracterizan al Prof. Delgado, reflexiona 
sobre la garantía constitucional de la pluralidad de Derechos civiles, las trayecto-
rias y perspectivas, el paso de la adaptación constitucional a la modernización de 
los Derechos civiles autonómicos y su eficacia social, su especial fragilidad, las 
críticas a los excesos y la crítica política, los recursos de inconstitucionalidad y las 
cuestiones de inconstitucionalidad, los excesos y riesgos de tipo identitario y 
soberanista, por una parte, y los que provienen de la inadecuación práctica, la 
inutilidad y las disfunciones, por otra; la superación del historicismo, la crítica 
de los contenidos y las propuestas de optimización; la Propuesta de Código civil 
de la Asociación de Profesores de Derecho Civil; la necesidad de una Ley de 
Derecho interregional privado y la necesidad de propiciar procesos de adapta-
ción mutua entre los distintos centros de producción de normas civiles estatales 
y autonómicas.
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En resumen, con palabras del propio autor: el Derecho civil español es hoy 
visiblemente mejor que el que teníamos en 1978. Lo es la legislación, tanto la 
estatal (reformas del Código civil, principalmente para adaptarlo a la Cons
titución) como la autonómica, de «modificación y desarrollo de los Derechos 
civiles forales o especiales» de acuerdo con la misma Constitución. La eficacia 
social de los Derechos civiles autonómicos (seguimiento, cumplimiento, aplica-
ción judicial), es hoy muy superior a la de hace cuarenta años. Hay sin duda 
problemas, incluidos excesos, que se critican también desde una perspectiva 
política. En ocasiones, falta lealtad constitucional tanto por parte de los legis-
ladores autonómicos como del estatal. Se analiza la virtualidad de los recursos 
y cuestiones ante el TC. La Propuesta de Código civil, formulada por la Aso
ciación de Profesores de Derecho Civil, da pie para insinuar caminos de cola-
boración y adaptación que terminen de normalizar la pluralidad de Derechos 
civiles y superar uno de los problemas históricos de la articulación de las dis-
tintas Españas.

Durbán Martín, Ignacio: La España asimétrica. Estado autonómico y pluralidad de 
legislaciones civiles. XV Premio «Manuel Giménez Abad» para trabajos de inves-
tigación sobre la descentralización política y territorial. Editorial Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2019, 512 págs.

Esta obra expone sistemáticamente y con detenimiento el origen y la evolu-
ción del complejo sistema de distribución de competencias en materia de 
Derecho civil instituido al amparo de la Constitución Española de 1978. Desde 
parámetros renovados, aunque sin abandonar la senda marcada por las investi-
gaciones ya publicadas sobre la materia, el autor analiza los principales elemen-
tos que vertebran este singular título competencial. De esta forma, a lo largo del 
texto, se examinan con detalle y en clave crítica las reglas atributivas de compe-
tencia presentes tanto en el texto constitucional como en los Estatutos de 
Autonomía, las vicisitudes y el estado actual de las diversas legislaciones civiles 
coexistentes en España, y la interpretación que de todo ello ha realizado el 
Tribunal Constitucional a través de su jurisprudencia. Asimismo, y teniendo en 
cuenta las múltiples lecturas de que ha sido objeto esta cuestión y de las contro-
versias que a día de hoy sigue suscitando, estas páginas prestan igualmente aten-
ción a las perspectivas de futuro. Por esta razón, en ellas se aventuran propuestas 
concretas, en el bien entendido de que ha de superarse el actual marco asimétri-
co de reparto competencial y desde la convicción de que su revisión debería 
integrarse en una reforma más amplia de los mandatos constitucionales que 
articulan nuestro modelo de organización territorial.

Egusquiza Balmaseda, María Ángeles: «Las parejas de hecho y el Tribunal 
Constitucional», en La Constitución Española y los Derechos civiles españoles cua-
renta años después. Su evolución a través de las sentencias del Tribunal Constitucio-
nal, Directora Carmen Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, págs. 
81 a 106.
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La identificación de las parejas estables como una realidad jurídica distinta al 
matrimonio, ha permitido que todas las Comunidades Autónomas hayan regula-
do esta materia. Algunas de las leyes autonómicas han sido objeto de impugna-
ción ante el Tribunal Constitucional, lo que ha facultado que se aclaren diversos 
aspectos de su regulación en su encaje constitucional. El presente trabajo aborda 
esa jurisprudencia, reflexionando sobre la valoración de la unión de hecho como 
una realidad diferenciada de la unión matrimonial, el reparto de competencias 
legislativas sobre la materia y el alcance que esta pueda tener desde su dimensión 
constitucional.

García Rubio, María Paz: «La Jurisprudencia del Tribunal Constitucional, los 
operadores jurídicos gallegos y el futuro de Derecho civil de Galicia», en La 
Constitución Española y los Derechos civiles españoles cuarenta años después. Su evo-
lución a través de las sentencias del Tribunal Constitucional, Directora: Carmen 
Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, págs. 141 a 178.

Sumario. 1. La STC 133/2017 sobre las competencias del legislador gallego 
en materia de adopción y autotutela. 1.1. La decisión del Tribunal Constitucio-
nal. 1.2. El aparente continuismo que esconde un viraje interpretativo del Tribu-
nal Constitucional. Razones en las que baso mi postura. 1.3. El tratamiento discri-
minatorio. 2. El estrecho sendero por el que previsiblemente va a transitar en el 
futuro el legislador gallego. 2.1. Como consecuencia de la sentencia del Tribunal 
Constitucional. 2.2. Como consecuencia de la actitud de parte de algunos opera-
dores jurídicos gallegos. 2.2.1. El Tribunal Superior de Justicia de Galicia, cues-
tionando o negando su propia competencia. 2.2.2. El criterio de los notarios, en 
su mayoría, y de algunos jueces y registradores. 2.2.2.1. En materia del régimen 
económico de las parejas de hecho registradas. 2.2.2.2. En materia de partición 
sucesoria. 2.2.3. La actitud del Gobierno y del Parlamento gallego. La decisión de 
la Comisión Superior para o Estudo e Desenvolvemento do Dereito civil galego, sobre la no 
competencia en materia de custodia compartida. 2.3. La minoritaria postura 
favorable a un desarrollo amplio del Derecho civil gallego: la academia y poco 
más. 3. A modo de conclusión.

La autora expone, a modo de conclusión, que su parecer es (i) muy crítico 
con las decisiones del Tribunal Constitucional en materia de competencias civi-
les y, en particular, con la STC 133/2017, que afectan al desarrollo del Derecho 
civil gallego, aquí comentada (ii) poco comprensivo con la actitud resignada y 
hasta complaciente de las autoridades e instituciones gallegas que aceptan con 
resignación una concepción estrecha de su propio Derecho civil y (iii) bastante 
más comprensivo con la de los operadores jurídicos gallegos que, ante la falta de 
acierto o la pasividad de su legislador, tratan de dar soluciones prácticas a los 
problemas planteados; con todo tales soluciones no siempre son las que deriva-
rían de una concepción del Derecho civil gallego como la que personalmente 
defiende, por lo demás, plenamente coherente y respetuosa con la Constitución 
Española de 1978: la de un ordenamiento jurídico con sus propios principios 
inspiradores, en los que cabe fundamentar su desarrollo normativo hacia el futu-
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ro y que le permiten dar a problemas comunes de la sociedad de nuestro tiempo 
soluciones diferenciadas de aquellas que plantea el legislador estatal.

González Ordovás, María José: «Algunas reflexiones en torno al Derecho con-
temporáneo y la globalización», en La Constitución Española y los Derechos civiles 
españoles cuarenta años después. Su evolución a través de las sentencias del Tribunal 
Constitucional, Directora: Carmen Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2019, págs. 329 a 341.

El Derecho contemporáneo se está viendo sacudido como consecuencia del 
impacto de las diferentes manifestaciones de la globalización sobre el hecho y las 
relaciones jurídicas. Nuevas categorías, nuevos razonamientos y nuevas fuentes se 
abren paso y contribuyen a la formación de un nuevo paradigma jurídico en 
medio de una incertidumbre que afecta a principios tan esenciales como el de 
seguridad jurídica.

Lacruz Mantecón, Miguel: «Bienes vacantes y sucesión de la Comunidad Autó-
noma», en La Constitución Española y los Derechos civiles españoles cuarenta años 
después. Su evolución a través de las sentencias del Tribunal Constitucional, Directo-
ra: Carmen Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, págs. 107 a 139.

Los bienes que no tienen dueño pueden ser adquiridos por ocupación, como 
ocurre con el tesoro oculto. Sin embargo, determinados bienes sin dueño no son 
susceptibles de ocupación por los particulares porque desde antiguo vienen atri-
buidos a la Administración pública, como ocurre con los bienes inmuebles aban-
donados o bienes nullius. Otra excepción es la de las herencias en las que el 
causante no deja herederos, ni testamentarios ni legales, los llamados abintestatos, 
que también se atribuyen tradicionalmente al Estado. Este trabajo indaga en el 
origen común de ambas adquisiciones de bienes sin dueño, y las enlaza con los 
actuales desarrollos legislativos que llevan a cabo las Comunidades Autónomas 
en materia de Derecho civil. Se estudia específicamente la doctrina del Tribunal 
Constitucional sobre la adquisición por parte de las Comunidades Autónomas 
de estos bienes vacantes.

López Azcona, Aurora: «La diversa política legislativa seguida por las Comuni-
dades Autónomas con Derecho civil propio al amparo del art. 149.1.8.ª CE», 
Revista Boliviana de Derecho, n.º 25, enero de 2018, págs. 20-61.

Una de las singularidades del Derecho civil español radica en la existencia de 
una pluralidad de Ordenamientos civiles, pudiendo distinguirse entre el Dere-
cho civil estatal y los Derechos civiles territoriales o especiales. Esta realidad viene 
avalada no solo por la historia, sino por la Constitución de 1978, cuyo art. 149.1.8.ª 
atribuye a aquellas Comunidades Autónomas en las que a la entrada en vigor de 
la Norma Fundamental existiera Derecho civil foral o especial la competencia 
exclusiva no solo para conservarlo y modificarlo, sino también para desarrollarlo. 
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Al amparo de esta competencia las Comunidades Autónomas con Derecho civil 
propio han seguido su propia política legislativa sobre el particular, siendo posi-
ble identificar tres grandes modelos de ejercicio competencial: el de manteni-
miento de la Compilación (Baleares y Navarra), el de Leyes de Derecho civil 
propio que sustituyen a la Compilación (País Vasco y Galicia) y el codificador 
(Aragón y Cataluña). Mención aparte merece la singular y, de momento, fallida 
política legislativa desarrollada por la Comunidad Autónoma de Valencia, y la 
autora tacha de «singular», dado que en el momento en que fue promulgada la 
Constitución de 1978 y se dotó de competencia para conservar, modificar y desa-
rrollar su Derecho civil propio a aquellas Comunidades Autónomas «allí donde 
exista», no parece que estuviese en mente del legislador constituyente la Comu-
nidad valenciana, lo que no ha impedido la aprobación por sus Cortes de una 
nutrida legislación en materia civil que ha venido seguida de su declaración de 
inconstitucionalidad por parte del Tribunal Constitucional.

Seoane Prado, Javier: «Las tensiones entre uniformidad y diferenciación o dis-
persión normativa», en La Constitución Española y los Derechos civiles españoles 
cuarenta años después. Su evolución a través de las sentencias del Tribunal Constitu-
cional, Directora: Carmen Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, 
págs. 343 a 350.

Breve intervención que aborda la problemática que plantea la tensión entre 
dos tendencias contrarias. Una tiene como mira la uniformidad del Derecho en 
un ámbito cada vez mayor; la otra tendencia, por el contrario, pretende la dife-
renciación o dispersión normativa.

Tamarit, Joan, Palao, Javier, Verdera, Rafael: El dret civil valencià. L’assignatura 
pendent de l’autogovern, Fundació Nexe, Barcelona, 2018, 100 págs. ISBN: 978-
84-946213-5-2.

Enric Solà i Palerm escribe el Pròleg a Joan Tamarit (Decano del colegio de 
abogados de Sueca entre 2007 y 2016, actualmente secretario general del 
Consejo Jurídico Consultivo). Este escribe un artículo sobre el Derecho civil 
valenciano y la maltratada dignidad nacional de los valencianos. Javier Palao 
(Profesor Titular de Historia del Derecho, Director de la Cátedra de Derecho 
civil, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Valencia) y Rafael 
Verdera (Catedrático de Derecho civil, Director del Departamento de Derecho 
civil de la Universidad de Valencia) se preguntan ¿y ahora qué?, tras dar cuenta 
de la derogación de las normas del Derecho civil valenciano apuntan posibles 
perspectivas de futuro. Dos diputadas autonómicas, una del PPCV y otra de 
Compromís, firman los Epílogos: «Diez llaves para el Derecho civil valenciano» 
y «Una historia de traición a nuestro autogobierno» (traducción mía). La obra 
termina con un Anexo que reproduce las Conclusiones del Informe técnico de 
la Comisión de Codificación Civil valenciana de 23 de febrero de 2017 sobre las 
posibles opciones jurídicas para garantizar la competencia de las Cortes valencia-
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nas para legislar y desarrollar el Derecho civil propio en virtud del ejercicio del 
autogobierno.

Urrutia Badiola, Andrés: «¿Un Derecho civil vasco?: Elementos de futuro», en 
La Constitución Española y los Derechos civiles españoles cuarenta años después. Su 
evolución a través de las sentencias del Tribunal Constitucional, Directora: Carmen 
Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, págs. 283 a 297.

El Derecho civil vasco como un ordenamiento jurídico aplicable a todos los 
ciudadanos y en todo el territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco se 
ha reflejado por primera vez en la historia en la Ley 5/2015, de 25 de junio, de 
Derecho civil vasco, aprobada por el Parlamento Vasco. Son objeto de esta apor-
tación los pasos dados para la aprobación de esta norma, sus caracteres más 
notables y los elementos de futuro del Derecho civil vasco, dentro de los paráme-
tros del Derecho civil común y el Derecho civil europeo. Todo ello incidiendo 
especialmente en el Derecho de sucesiones y en el régimen económico de las 
situaciones de convivencia, sean o no matrimoniales, sin olvidarse de institucio-
nes como la troncalidad, con una fuerte relación entre el patrimonio y la familia.

Vaquer Aloy, Antoni: «La conexión suficiente y las bases de las obligaciones 
contractuales. La situación en Cataluña», en La Constitución Española y los 
Derechos civiles españoles cuarenta años después. Su evolución a través de las senten-
cias del Tribunal Constitucional, Directora: Carmen Bayod López, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2019, págs. 47 a 79.

La sentencia del Tribunal Constitucional 95/2017 es la primera que aborda 
la constitucionalidad de una ley en materia civil aprobada por el Parlamento de 
Cataluña. También se tienen en cuenta las SSTC 7 y 13/2019 respeto de otras 
dos leyes catalanas. Sobre esta base y la doctrina sentada en la sentencia 31/2010, 
relativa al Estatuto de Cataluña, se aborda la competencia de la Generalidad para 
aprobar el libro 6 del Código civil de Cataluña, que ha sido impugnado por el 
presidente del Gobierno.

La deriva de la jurisprudencia constitucional de los últimos años hacia una 
recentralización en materia de legislación civil, con una minimización de las 
competencias autonómicas y una maximización de las materias específicas que 
son competencia exclusiva del Estado, obliga a reflexionar de nueva sobre el 
alcance de las competencias legislativas en materia civil de las Comunidades con 
Derecho civil propio. 

Cataluña, como otros territorios forales, solo puede legislar sobre materias 
civiles conexas con su Derecho civil especial, pero con el vigente en el momento 
en que entró en vigor la Constitución. Con ello el TC ignora consciente y volun-
tariamente la legislación autonómica en materia civil promulgada en estas cua-
tro décadas, e instaura una suerte de asimetría aleatoria contraria al principio de 
igualdad entre todos los Derechos civiles españoles. Mantener la conexión con 
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las compilaciones y no con el Derecho civil vigente es imprudente, puesto que 
puede abrir la puerta a cuestionar la constitucionalidad de normas que llevan 
años aplicándose sin discusión.

Por otra parte, en la STC 7/2019 se maximiza la competencia estatal por la 
vía de otorgar naturaleza jurídico-civil a una concreta regulación (el denomina-
do «testamento digital» y el registro autonómico de voluntades digitales), aun-
que ello resulte más que dudoso; en la STC 13/2019 parecen maximizarse las 
competencias estatales sobre legislación procesal y normativa de protección de 
consumidores.

Verda y Beamonte, José Ramón de: «La situación del Derecho civil valenciano», 
en La Constitución Española y los Derechos civiles españoles cuarenta años después. 
Su evolución a través de las sentencias del Tribunal Constitucional, Directora: Car-
men Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, págs. 179 a 206.

El presente trabajo es versión reducida del que, con el nombre de «¿Qué es lo 
que queda del Derecho civil valenciano en materia de familia?», se publicó en 
Derecho Privado y Constitución, núm. 31, 2017, pp. 111-162.

Estudio de las recientes sentencias del Tribunal Constitucional (82/2016, 
110/2016 y 192/2016) que declaran inconstitucionales las leyes civiles valencia-
nas en materia de familia (régimen económico matrimonial, uniones de hecho 
fomalizadas –de esta, solamente, sus preceptos civiles–, y relaciones familiares de 
los hijos e hijas cuyos progenitores no conviven), con especial atención al exa-
men de las situaciones jurídicas consolidadas.

Xiol Rius, Juan Antonio: «Reflexiones sobre la competencia en materia de 
Derecho civil en el siglo XXI», en La Constitución Española y los Derechos civiles 
españoles cuarenta años después. Su evolución a través de las sentencias del Tribunal 
Constitucional, Directora: Carmen Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2019, págs. 207 a 226.

Sumario: 1. El reconocimiento constitucional de los Derechos civiles autonó-
micos: 1.1 Asunción por los Estatutos de Autonomía; 1.2 Ámbito objetivo del 
concepto de foralidad. 2. Aceptación por el Tribunal Constitucional de la con-
cepción foral residual: 2.1 Antecedentes; 2.2 Jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional; 2.3 «Desarrollo» del Derecho civil autonómico; 2.4 Paridad de 
los Derechos civiles y carácter subsidiario del Derecho común. 3. Posición del 
Tribunal Constitucional respecto de la concepción histórica. 4. Posición del TC 
respecto de la concepción federal. 5. Problemas que plantea la situación actual: 
5.1 Las contradicciones y la tendencia a la involución en la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional: de los obiter dicta a los flatus vocis; 5.2 El desarrollo «polí-
tico» de los Derechos civiles; 5.3 La incertidumbre y las desigualdades entre las 
Comunidades Autónomas con Derecho civil propio; 5.4 Las dificultades de las 
Comunidades Autónomas con Derechos forales históricos; 5.5 Las dificultades 
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de las Comunidades Autónomas sin Derecho civil propio. La necesidad de acu-
dir a títulos competenciales ajenos al Derecho civil.

1.6.	 Problemas de Derecho interregional. La vecindad civil

Álvarez González, Santiago: «Algunas reflexiones en torno al Derecho con-
temporáneo y la Globalización», en La Constitución Española y los Derechos 
civiles españoles cuarenta años después. Su evolución a través de las sentencias del 
Tribunal Constitucional, Directora: Carmen Bayod López, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2019, págs. 311 a 327.

El legislador estatal español posee competencia exclusiva en materia de nor-
mas para resolver los conflictos de leyes. Sin embargo, no presta ninguna aten-
ción a las exigencias de la plurilegislación civil española. Desconoce los proble-
mas que se plantean en Derecho internacional privado e ignora las exigencias 
del Derecho interregional. El autor defiende su opinión con la ayuda de diversos 
ejemplos sacados de la práctica y de la legislación españolas.

Delgado Echeverría, Jesús: «Vecindad civil y Derecho interregional privado: 
una reforma necesaria», en JADO, Boletín de la Academia Vasca de Derecho, 
Año XV, N.º 28, Enero-Diciembre 2017-2018, pp. 65-103.

Texto de la lección inaugural del profesor Delgado con motivo de la apertura 
del curso 2017-2018 de la Academia Vasca de Derecho. Reflexiones sobre la Pro-
posición de Ley de las Cortes de Aragón, por la que se modifica el Código civil en 
relación con el estatuto personal y la vecindad civil, tomada en consideración por 
el Congreso de los Diputados el día 15 de noviembre de 2016 y tramitada hasta la 
presentación de enmiendas en la Comisión de Justicia (caducada por el final de 
legislatura). Centra su atención en la actual regla del art. 15, apartado 2.º del 
Código civil, que dice. «(La vecindad civil se adquiere…) 2.º Por residencia con-
tinuada de diez años, sin declaración en contrario durante este plazo». La propo-
sición aragonesa, entre otras cosas, suprimiría este inciso.

Pero en su elegante y atractivo discurso el profesor Delgado trae a colación 
muchos aspectos que me limito a enumerar: la cuestión de la voluntariedad de la 
adquisición de la vecindad en el Código civil de 1888, el Decreto de Durán y Bas 
de 1899, la práctica social de las declaraciones de adquirir o conservar; la distin-
ción entre el valor simbólico y el contenido técnico, este con normas tanto cons-
titutivas como atributivas de competencias; la consecuencia posterior de la vecin-
dad civil es la determinación del Derecho aplicable, en particular la determinación 
del régimen económico matrimonial y la regulación de herencia; de las razones 
para imponer la adquisición de una vecindad civil hay que excluir la necesidad 
de «integrar» a otros españoles «diferentes»; la voluntariedad y la seguridad jurí-
dica resultarían mejoradas si las declaraciones sobre la vecindad civil se hicieran 
ante notario; cada día es más necesaria una ley de Derecho interregional civil que 
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amplíe el ámbito de la autonomía conflictual a partir de la paridad e igual valor 
de los Derechos civiles españoles coexistentes.

Ginebra Molins, M. Esperanza y Tarabal Bosch, Jaume (Dirs.): El Reglamento 
Sucesorio Europeo (UE) 650/2012: su impacto en las sucesiones transfronterizas. 
Colegio Notarial de Cataluña, Marcial Pons, Madrid, 2016, 479 págs.

Como fruto de la habitual y sostenida colaboración entre el Notariado y la 
Academia, ha nacido esta obra, en la que se funden las Jornadas que se hicieron 
en el propio colegio (25 y 26 de junio de 2014), como las que después se hicie-
ron en la Universidad de Barcelona (4, 11, 18 y 25 de marzo de 2015), y que, por 
razón de la coincidencia de varios ponentes, en unas y otras, como por la unidad 
temática, el vigente Reglamento Sucesorio Europeo, se ha considerado muy pro-
vechoso recoger en una única obra.

Pérez Milla, José Javier: El espacio del Derecho interregional tras los Reglamentos de la 
Unión Europea sobre familia y sucesiones mortis causa, núm. 61 de la Colección 
«El Justicia de Aragón», Zaragoza, 2019, 214 págs.

Interesante trabajo, por las reflexiones que contiene, útil por las soluciones 
que aporta, y valiente por las consideraciones de futuro que aventura. 

Junto a otras interacciones que ocurren por la coexistencia del Derecho de la 
Unión Europea y el ordenamiento plurilegislativo español, la legislación europea 
sobre Ley aplicable en materia de obligación de alimentos, divorcio y separación 
judicial, sucesiones por causa de muerte, regímenes económicos matrimoniales y 
efectos patrimoniales de las uniones registradas, coexiste con el régimen español 
del Derecho internacional privado en su dimensión interna. Esta convivencia 
obliga a resolver el espinoso asunto del ámbito de aplicación de los Reglamentos 
europeos sobre ley aplicable y el margen que le resta al Derecho interregional, 
para poder decidir la aplicabilidad de uno u otro cuerpo normativo.

El legislador español, que en materia de obligación de alimentos, divorcio y 
separación judicial ha optado, en los arts. 9.7 y 107 Cc., por la técnica de la incor-
poración por referencia del Protocolo de La Haya y el Reglamento Europeo 
sobre Divorcio y separación judicial, en cambio, no ha ejercido de momento la 
facultad de extender la regulación de la UE a los conflictos internos y mantiene 
su respuesta peculiar para las sucesiones por causa de muerte, regímenes econó-
micos matrimoniales y efectos patrimoniales de las uniones registradas. Este 
modelo dual de solución de conflictos (normativa europea y sistema español de 
Derecho interregional) para estas tres materias obliga a diferenciar si un conflic-
to de leyes es interno o internacional: a los conflictos internos se aplican las solu-
ciones del Derecho interregional (art. 16 Cc.) y a los conflictos internacionales se 
les aplica el Reglamento europeo correspondiente.
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En el libro se analiza qué efectos tiene la obligatoria aplicación de los diferen-
tes Reglamentos a las situaciones (conflictos) internacionales y la (relativa) exclu-
sión respecto de los conflictos exclusivamente internos.

Pérez Milla, José Javier: «Reglamentos en materia de familia y sucesiones mortis 
causa y Derechos territoriales españoles» en Revista Actualidad del Derecho en 
Aragón, núm. 42, Julio 2019, pp. 22 y 23.

2.	 Estudios de fuentes e historia del Derecho e instituciones  
del Reino de Aragón

Carabias Orgaz, Miguel: «Los Fueros de Aragón. Una versión romance de 
mediados del siglo XIII», Revista de Filología Española, XCIII, 2.º, 2013, págs. 
313-326.

Presentación por su descubridor de una versión hasta ahora inédita de los 
Fueros de Aragón, aprobados en las Cortes de Huesca de 1247, que nos ha llega-
do en un documento de mediados del siglo XIII. Se trata, por tanto, del testimo-
nio más antiguo conocido de la llamada Compilatio Minor. El manuscrito, conser-
vado fragmentariamente, contiene diez fueros pertenecientes al segundo libro, 
están escritos en romance aragonés y coinciden casi literalmente con la versión 
latina del texto foral.

Carabias Orgaz, Miguel: «La Compilación de Huesca. Apuntes sobre el proce-
so de redacción», Aragón en la Edad Media, XXIV, 2013, págs. 53-68.

En este trabajo se analiza el proceso de elaboración de la Compilatio Minor o 
Compilación de Huesca a partir de su primitiva redacción en lengua romance, 
la cual sería posteriormente traducida para conformar la versión latina oficial. 
Para ello, se coteja el texto con diversas fuentes de la legislación altoaragonesa 
inmediatamente anterior, de la que procede en gran medida el texto de los 
Fueros de Aragón.

Carabias Orgaz, Miguel: «¿Por qué unos fueros escritos en lengua romance? La 
redacción primigenia de los Fueros de Aragón», en Archivo de Filología Arago-
nesa (AFA) 70, 2014, pp. 15-34, ISSN: 0210-5624.

Este trabajo tiene como objetivo ahondar en las circunstancias que rodearon 
el proceso de redacción y fijación del texto de los Fueros de Aragón, el cual sería 
aprobado en las Cortes de Huesca de 1247. El autor trata de explicar por qué se 
redactó inicialmente en lengua romance y con posterioridad se vertió al latín, 
decisión en la que pesaron sin duda razones lingüísticas, jurídicas y políticas. 
Para ello, toma como punto de partida la versión romance de mediados del siglo 
XIII conservada en la Biblioteca Nacional, que es el testimonio más antiguo 
conocido de dicha obra.
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Carabias Orgaz, Miguel: «Versiones de la Compilatio Minor o Fueros de Aragón 
(siglos XIII-XV)», e-Spania [en línea], 32, 2019.

«En este trabajo se ahonda en la relación existente entre los distintos testimo-
nios de la Compilatio Minor o Fueros de Aragón, identificando diversas versiones 
de dicha obra, desde su primitiva redacción romance hasta la que terminó con-
virtiéndose en versión canónica, en latín, con especial atención a las que pueden 
considerarse versiones intermedias entre la Compilatio Minor y la Compilatio 
Maior.»

3. 	Aragón: desde los Decretos de Nueva Planta hasta el momento 
presente

Vicente y Guerrero, Vicente: «Las instituciones jurídicas aragonesas ante el 
proceso de castellanización de la Nueva Planta (1707-1760)», en: Francisco 
José Alfaro Pérez (coord.), Cuando la frontera era el sur. Europa suroccidental 
siglos XVI-XX¨, Prensas Universitarias de Zaragoza, Zaragoza, 2019, págs. 189-
210. ISBN: 978-84-17633-99-8.

4.	 La Compilación y otras leyes civiles aragonesas

4.3.	 Conservación, modificación y desarrollo del Derecho civil aragonés

Agustín Bonaga, Fernando: «Cincuenta años de la Compilación: perspectiva 
notarial», en Actas de los vigesimoséptimos Encuentros del Foro de Derecho Aragonés, 
el Justicia de Aragón, Zaragoza, 2018, pp. 21 a 39.

La Compilación de 1967 se muestra ante los observadores actuales como el 
punto de partida de la «edad de oro» de nuestro Derecho, que ha tenido una 
influencia decisiva en el ámbito interno al formular el Derecho privado aragonés 
con respeto a las instituciones seculares y, al mimo tiempo, haciendo alarde de 
un gran nivel técnico y de una marcada vocación de modernidad y adecuación 
a la realidad social. Además, en el ámbito de las relaciones con el Derecho esta-
tal, tuvo el acierto de fijar y concretar nuestras instituciones de un modo tan 
suficientemente amplio –a la vez que detallado y, por tanto, seguro– como para 
que en lo sucesivo nadie haya cuestionado seriamente en España la anchura de 
la competencia legislativa civil aragonesa.

El notariado ha contribuido tradicionalmente a la formación de la identi-
dad aragonesa y, en particular, a la identidad jurídica. Y por supuesto, ha con-
tribuido a la formación, conservación y desarrollo del Derecho foral. El propio 
Colegio Notarial de Aragón muestra una especial sensibilidad hacia esta mate-
ria y tiene una específica Comisión de Derecho foral. También la Academia de 
preparación de opositores a Notarias hace una importante aportación colateral 
al Derecho aragonés. Pero la principal vinculación del notariado con el 
Derecho foral es la experiencia diaria en su aplicación práctica de sus institu-
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ciones, que tienen un indudable arraigo y uso. La opinión de los Notarios 
sobre el Derecho foral puede conocerse a partir de los resultados de las encues-
tas internas realizadas en 1997, al inicio del proceso de reformulación norma-
tiva, y en 2013, precisamente al final de dicho proceso. La Compilación sale 
muy bien parada en el primer examen. Y las nuevas leyes heredan la misma 
valoración positiva.

Se exponen con detalle las opiniones compartidas por la mayoría de los par-
ticipantes en las encuestas sobre la junta de parientes, el consorcio conyugal 
como régimen legal el Derecho de viudedad, el testamento mancomunado, la 
fiducia, la legítima, el consorcio foral y el derecho de abolorio. En las reflexiones 
finales refleja la percepción de nuestro Derecho foral fuera de Aragón y la sen-
sibilidad social que ha demostrado el legislador aragonés.

Entiende el autor que el Derecho aragonés responde mejor a las necesidades 
de las personas cuyas vidas está destinado a regular. La enorme potencialidad de 
las instituciones que regula es un tesoro en parte por descubrir y, al mismo tiem-
po, constituye un estímulo y un reto para quienes tienen la obligación de estu-
diar y aplicar sus normas.

Bayod López, Carmen: «La evolución del Derecho civil aragonés en estos diez 
años» en Actualidad del Derecho en Aragón, Año VII, núm. 40, (marzo 2019) ed. 
DGA, Zaragoza, 2019, págs. 17-19 [ISSN: 1889-268X].

Bernal Blay, Miguel Ángel: «Últimos desarrollos en materia de patrimonio de 
la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón y su vinculación 
con el Derecho foral aragonés», en La Constitución Española y los Derechos civiles 
españoles cuarenta años después. Su evolución a través de las sentencias del Tribunal 
Constitucional, Directora: Carmen Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2019, págs. 299 a 308.

El objeto de este estudio es dar a conocer los más recientes episodios de «ten-
sión» entre las competencias estatales para dictar normas civiles y las competen-
cias autonómicas para conservación, modificación y desarrollo del Derecho foral 
aragonés, especialmente cuando estas últimas se proyectan sobre la regulación 
del régimen de adquisición de bienes por parte de las Administraciones públi-
cas. En particular, la tramitación administrativa de la sucesión legal a favor de la 
Comunidad Autónoma de Aragón (con posibilidad de repudiación de la heren-
cia), la adquisición por la Comunidad Autónoma de fincas que reemplacen a las 
parcelas cuyo dueño no fuese conocido durante un proceso de concentración 
parcelaria (STS 41/2018, de 26 de abril), y la posibilidad de atribuir a la 
Comunidad Autónoma los bienes mostrencos (inmuebles vacantes y saldos y 
depósitos abandonados) conforme a la STC 40/2018, de 26 de abril, admite para 
Navarra.
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Calatayud Sierra, Adolfo: «Hasta dónde se puede y hasta dónde conviene» 
[desarrollar el Derecho civil aragonés], en La Constitución Española y los Dere-
chos civiles españoles cuarenta años después. Su evolución a través de las sentencias del 
Tribunal Constitucional, Directora: Carmen Bayod López, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2019, págs. 273 a 282.

¿Hasta dónde llega la competencia de las Comunidades Autónomas sobre los 
Derechos civiles territoriales? El marco constitucional en esta materia, incluyen-
do la interpretación que ha dado el Tribunal Constitucional, al igual que sucede 
con otras, es muy inseguro, lo que provoca muchas dificultades. Nos encontra-
mos, aquí también, con la ambigüedad constitucional en el reparto de compe-
tencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, que tantos quebraderos 
de cabeza sigue dando y del que no es ajena esta materia. La doctrina del TC de 
la «conexión suficiente» no ha resuelto los problemas, por la falta de concreción 
de ese criterio y la dificultad de interpretar la conexión suficiente. La situación 
dista de ser satisfactoria, por la falta de seguridad jurídica y el desigual tratamien-
to que reciben las Comunidades Autónomas, en función de su capacidad de 
actuación política ante el Estado, para evitar la interposición de un recurso de 
inconstitucionalidad. Por tanto, no queda más remedio que afrontar una refor-
ma de la Constitución, aunque la dificultad para llevarla a cabo es notable.

En cuanto a hasta dónde conviene ejercitar dicha competencia, considera el 
autor que, pese a las ventajas de un sistema unitario, es razonable que aquellos 
territorios que desde tiempos históricos han tenido un Derecho civil propio, con 
instituciones que sus ciudadanos han venido utilizando ininterrumpidamente y 
con satisfacción, puedan conservar dichas instituciones si no hay razones pode-
rosas que deban impedirlo. Además, porque el denominado Derecho civil 
común, con base en el Derecho castellano, es mucho más rígido y restrictivo con 
la autonomía de la voluntad, sobre todo en materias de Derecho de familia y 
sucesorio. Se trata de que los ciudadanos no pierdan aquello que tienen y utili-
zan y viven desde hace mucho y que ese Derecho propio realmente vivido pueda 
actualizarse para su adecuación a los cambios sociales.

En Aragón, el vigente Código del Derecho Foral de Aragón constituye un 
punto de llegada y no está en principio previsto extender el Derecho civil arago-
nés más allá de su contenido actual. A lo que aspiramos es a que las instituciones 
del Derecho civil aragonés puedan vivir por sí y no ser desnaturalizadas por la 
aplicación de normas del Derecho civil general; logrado esto, nada debe objetar-
se a este.

Delgado Echeverría, Jesús: «Cincuenta años de la Compilación: presente y 
futuro», en Actas de los vigesimoséptimos Encuentros del Foro de Derecho aragonés, el 
Justicia de Aragón, Zaragoza, 2018, págs. 7 a 20.

Legislar sobre Derecho civil no es una actividad legislativa como las demás del 
Estado. No lo fue durante muchos siglos en Europa. La codificación civil marca 
una etapa nueva en muchos sentidos, si bien el relato estándar entre los civilistas 
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españoles es incompleto y sesgado; en particular, no atiende debidamente a la 
aportación aragonesa a la codificación y a la vía que los foralistas aragoneses 
siguieron a finales del siglo XIX y hasta ahora. No se conoce en Aragón rechazo 
al Proyecto de 1851, como tampoco luego al Código civil de 1888, si bien se 
considera que en ellos debe aprovecharse, en cuanto se pueda, los ricos materia-
les que atesora nuestra legislación foral (Savall y Penen y otros posteriores). No 
se rechaza un Código civil único para toda España, lo que se rechaza es que 
atienda solo a las leyes y usos de Castilla, con exclusión de las demás, en particu-
lar las aragonesas. El retraso en la aprobación del Código civil lleva a los arago-
neses a facilitar esta tarea promoviendo en el Congreso de Jurisconsultos de 
1880-81 la codificación del Derecho aragonés.

Publicado el Código civil, en el mismo año 1889 se reúne en Zaragoza la pri-
mera Comisión para la elaboración de un Apéndice al mismo (el llamado 
«Proyecto Ripollés» de «Código civil de Aragón»). Cuando diez años más tarde 
el Gobierno señala cómo han de formarse las comisiones, de inmediato se cons-
tituye conforme a ellas la aragonesa y en 1904 envía a Madrid el amplio Proyecto 
que llamamos de Gil Berges. Hasta veinte años después el Gobierno no se ocupa 
del Apéndice aragonés, que entró en vigor el 2 de enero de 1926, siendo un 
evidente logro aragonés, si bien «el mismo día que empezó a regir, nació la aspi-
ración a cambiarlo» (Moneva y luego Lacruz), aspiración que es el germen de la 
Compilación de 1967. Lo que finalmente hicieron los aragoneses no fue «revisan 
el Apéndice», sino compilar, «con el menor número de palabras compatible con 
la claridad» (Lacruz), el Derecho aragonés partiendo del estudio del Derecho 
histórico y siguiendo las indicaciones metodológicas elaboradas por la Comisión 
de 1935 en su Ponencia General. Consiguieron una formulación de extrema 
elegancia, de alta calidad, incluso en su forma externa (rúbricas o entradillas en 
cada artículo, divididos en párrafos numerados, etc.).

La sistemática de la Compilación es distinta de la del Código civil y notable-
mente superior, ha pasado sustancialmente al CDFA de 2011. Hay una regula-
ción organizada del Derecho de familia y una consideración unitaria del 
Derecho de sucesiones por causa de muerte. El Derecho aragonés establece sus 
propias fuentes que, con algunos cambios para su mejor encaje constitucional 
introducidos en 1999, han pasado al CDFA de 2011. La Compilación fue la pri-
mera ley civil española que uso el término «Ordenamiento jurídico», ahora el 
ordenamiento jurídico es el aragonés, en el que las normas legales constituyen 
un sistema, una estructura con organización interna, tienen interrelaciones unas 
con otras pues están inspiradas en unos mismos principios tradicionales, y de 
ellas cabe deducir unos principios sistemáticos. La mayor parte de su contenido 
ha pasado al CDFA de 2011 que es, básicamente, la culminación de la reformu-
lación legislativa del Derecho compilado. Las normas de la Compilación estaban 
redactadas para dar de sí más de lo que su texto parecía decir, de forma que 
ahora en el CDFA se han multiplicado con la finalidad de aclarar y completar su 
anterior formulación.
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Por supuesto que hay algunos cambios (supresión de la dote, el testamento 
ante capellán o la comunidad conyugal continuada) e innovaciones o modifica-
ciones (como la limitación cuantitativa de la legítima). Por otra parte, se ha 
considerado prudente, por ahora, no prescindir de instituciones históricas como 
el consorcio foral, el Derecho expectante de viudedad o el Derecho de abolorio 
que, para darles una oportunidad de perdurar, han sido adaptadas y aligeradas 
de sus aspectos más problemáticos. Un claro acierto de la Compilación fue la 
introducción de la Junta de Parientes para extenderla a todos los aragoneses, 
también la extensión del usufructo de viudedad a los bienes muebles para hacer-
la universal.

El Derecho civil aragonés seguirá rigiendo las relaciones entre los aragoneses 
durante varias generaciones, coexistirá con los otros Derechos civiles españoles, 
en particular el del Código civil, así como con otros ordenamientos europeos. En 
la actualidad, es el Código civil español el que está viejo y en una eventual pro-
mulgación de un Código nuevo raro será que no tiendan a confluir la regulación 
del régimen matrimonial y de las herencias con el Derecho tradicional de 
Aragón. Los autores de la Compilación hicieron una gran tarea al cuidar la regu-
lación de los instrumentos de la libertad civil como las capitulaciones matrimo-
niales, el testamento mancomunado, los pactos sucesorios, la fiducia y la mayor 
libertad de testar, instituciones que poco a poco van siendo adoptadas también 
por el resto de los españoles.

Serrano García, José Antonio: «El Derecho civil aragonés cuarenta años des-
pués: de la Compilación al Código del Derecho Foral de Aragón», en La 
Constitución Española y los Derechos civiles españoles cuarenta años después. Su evo-
lución a través de las sentencias del Tribunal Constitucional, Directora: Carmen 
Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, págs. 227 a 253.

La situación actual del Derecho civil aragonés está normalizada. La forzosa 
historicidad de nuestro ordenamiento hasta la Constitución de 1978 ha servido, 
a la postre, para poder tener las actuales competencias para conservarlo, modifi-
carlo y desarrollarlo, ahora ya con libertad y sin los condicionantes de tiempos 
pasados. Desde 1982 Aragón vuelve a tener competencia legislativa exclusiva 
sobre su Derecho civil, lo adapta a la constitución en 1985 y, tras unos años de 
ausencia de política legislativa (solo hay dos reformas de detalle en 1988 y 1995), 
fija en 1996 los objetivos y método para la reformulación del Derecho compilado 
y la lleva a cabo mediante cuatro leyes sectoriales (1999: Derecho de sucesiones; 
2003: Régimen económico matrimonial y viudedad; 2006: Derecho de la perso-
na; y 2010: Derecho civil patrimonial); por último, en 2011, se refunden estas 4 
leyes, el Título Preliminar de la Compilación (reformado en 1999), y dos nove-
dosas leyes procedentes de dos Proposiciones de ley (1999: parejas estables no 
casadas; 2010: «custodia compartida»), mediante un Decreto Legislativo por el 
que se aprueba, con el título de «Código del Derecho Foral de Aragón», el Texto 
Refundido de las Leyes civiles aragonesas.
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Con todo, el desarrollo habido hasta 2011 no agota la competencia legislativa 
de la Comunidad Autónoma sobre su Derecho civil. Con posterioridad solo ha 
habido unas breves modificaciones en las mini-reformas de 2016 (Ley 3/2016: 
suprime «judicial» en los arts. 535 y 536 CDA), 2018 (Ley 15/2018: adiciona una 
nueva letra d) al art. 451 CDFA; Ley 18/2018: añade un nuevo apartado 3 al art. 
311 CDFA) y 2019 (Ley 6/2019: suprime en el art. 80.2 CDFA la preferencia legal 
de la custodia compartida y especifica un factor más a tener en cuenta para fijar 
el tipo de custodia).

5. Parte General del Derecho

Bayod López, Carmen: «Standum est Chartae y Derecho supletorio. Una primera 
aproximación», en La Constitución Española y los Derechos civiles españoles cuaren-
ta años después. Su evolución a través de las sentencias del Tribunal Constitucional, 
Directora: Carmen Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, págs. 257 
a 271.

El principio Standum est Chartae forma parte de las fuentes del Derecho civil 
de Aragón. En razón de ello, los particulares pueden regular sus intereses priva-
dos como bien les parezca y dentro de los límites del Standum (lo imposible, la 
Constitución y las normas imperativas del Derecho aragonés) en aquellas mate-
rias civiles en las que Aragón, teniendo competencia para ello, no hubiera legis-
lado. De esta manera, el pacto impide la aplicación de las normas de Derecho 
supletorio, que bien podrían disponer otra cosa o incluso prohibir en su ámbito 
de aplicación lo pactado por los particulares.

Ahora bien, ¿todas las normas de Derecho supletorio pueden ser desplazadas 
por la autonomía de la voluntad? Para responder a esta cuestión debemos pre-
guntarnos si puede haber normas supletorias que contienen principios constitu-
cionales, contemplan la moral o la Ética del ordenamiento español o tienen 
valor de orden público. Si las hay, y por serlo, funcionarán como uno de los 
límites del Standum.

En esta primera aproximación, que trae causa de un trabajo más extenso 
pendiente de publicar, la autora ejemplifica las relaciones entre el Standum, 
como principio que garantiza la autonomía de la voluntad dentro de los límites 
señalados en el art. 3 CDFA, y el Derecho supletorio.

6.	 Persona y familia

6.1.	 En general

Delgado Echeverría, Jesús: Prólogo a La responsabilidad civil por daño en las 
relaciones familiares, Juan Antonio García Amado (director), Pilar Gutiérrez 
Santiago y Marta Ordaz Alonso (coordinadoras), Bosch, Walters Kluwer, Bar-
celona, 2017.
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Díaz Fraile, Juan María: «La gestación por sustitución ante el Registro Civil 
español. Evolución de la doctrina de la DGRN y de la jurisprudencia españo-
la y europea», en Revista de Derecho Civil, vol. VI, núm. 1 (enero-marzo, 2019), 
Estudios, pp. 53-131.

Este estudio recoge el resultado de la investigación del autor sobre el comple-
jo tema de la gestación por sustitución (o maternidad subrogada) en el Derecho 
español, y en particular en relación con el fenómeno de las filiaciones de niños/
as nacidos/as mediante la técnica de la gestación por sustitución en determina-
dos países extranjeros, que autorizan en su ordenamiento interno dicha figura, 
y el régimen de su eventual reconocimiento en España mediante su inscripción 
en el Registro Civil. Para ello el autor realiza un extenso estudio tanto de la evo-
lución de la doctrina elaborada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado a través de sus Resoluciones e Instrucciones, como de la jurispruden-
cia sentada por nuestro Tribunal Supremo y por el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, así como la evolución de la legislación española con inci-
dencia en esta materia, en particular las sucesivas reformas de la Ley de técnicas 
de reproducción humana asistida, la Ley del Registro Civil, la Ley de Jurisdicción 
Voluntaria, y el Código civil en relación con los conflictos internacionales de 
leyes en materia de filiación. El orden público internacional y el interés superior 
del menor son los ejes sobre los que pivota gran parte de la argumentación, en 
parte coincidente y en parte contradictoria, resultante del conjunto de resolucio-
nes y sentencias dictadas en la materia.

Rozalén Creus, Lucía: Validez y eficacia de los pactos matrimoniales. Aranzadi, 2019, 
306 páginas.

El presente libro trata el tema de los pactos matrimoniales, en sentido amplio, 
abarcando tanto las capitulaciones matrimoniales, otros posibles pactos o conte-
nido atípico de las mismas, pactos en previsión de una ruptura, convenio regula-
dor…

Partiendo de su conceptuación y naturaleza así como evolución histórica, lle-
gamos a cada uno de los tipos de pactos matrimoniales admitidos en la actua
lidad.

Se desgrana cada uno de los posibles acuerdos más relevantes que se da en la 
práctica diaria. Finalmente el objetivo es llegar a fijar la validez y eficacia de los 
mismos. Para ello veremos los requisitos necesarios para su otorgamiento, los 
límites que actualmente fija nuestro ordenamiento jurídico, la protección que se 
otorga tanto a los firmantes como a terceros, la publicidad dispensada, así como 
las reglas para su modificación. 

También se trata su ineficacia, sus diferentes formas y efectos, el control a que 
son sometidos y los legitimados para hacerla valer.

En definitiva, pese a la escasa regulación que el Derecho común dispensa a 
esta materia el presente libro trata de dar las herramientas necesarias para que 
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los cónyuges o futuros esposos puedan regir su régimen económico así como 
otras muchas materias relativas a su matrimonio o la crisis del mismo sin tener 
que aplicar el régimen supletorio previsto en el Código civil, sino que respetando 
las reglas puedan tener el instrumento para confeccionar un «régimen a su medi-
da» a través de un pacto, con todas las garantías de cumplir con su misión.

6.2.	 Edad

Lacruz Mantecón, Miguel: «Potencialidades de los robots y capacidades de las 
personas», en Robots y personas / coord. por Carlos Rogel Vide, Editorial Reus, 
2018, ISBN 978-84-290-2087-8, págs. 677-722 (= en Revista General de Legisla-
ción y Jurisprudencia, N.º 1, 2019, págs. 85-129, Fecha: 2019. ISSN:0210-8518).

Zubero Quintanilla, Sara: «Competencia en Aragón para reglar la capacidad 
del menor en supuestos de interrupción voluntaria del embarazo», en La 
Constitución Española y los Derechos civiles españoles cuarenta años después. Su evo-
lución a través de las sentencias del Tribunal Constitucional, Directora: Carmen 
Bayod López, Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, págs. 439 a 449.

Históricamente en el Derecho foral de Aragón se ha regulado una capacidad 
ampliada de los menores mayores de 14 años que les ha permitido ejercer actos, 
por sí mismos o con asistencia, pero sin necesidad de representante legal. En el 
ámbito de los Derechos de la persona, el Código de Derecho Foral de Aragón se 
ocupa de los supuestos de intromisión de terceros en los derechos de la perso-
nalidad de estos menores, que los hace depender de su exclusiva voluntad, con 
las salvedades previstas en la norma. A estos efectos, se ha discutido sobre la 
capacidad de las menores mayores de 14 años para interrumpir voluntariamente 
el embarazo. La competencia de Aragón para regular esta materia debe ser valo-
rada a partir del contenido del art. 149.1 de la Constitución Española.

6.4.	 Relaciones entre ascendientes y descendientes

Chárlez Arán, María Cristina: «Experiencia práctica y balance de la custodia 
compartida», en Actas de los vigesimoséptimos Encuentros del Foro de Derecho Ara-
gonés, el Justicia de Aragón, Zaragoza, 2018, págs. 73 a 85.

Valoración de la experiencia de la custodia compartida desde el punto de 
vista de un despacho profesional de abogacía dedicado especialmente al 
Derecho de familia y de la persona. También se ponen en relación los supuestos 
de custodia compartida con el destino de la vivienda familiar, la aportación de 
cada progenitor a los gastos de asistencia a los hijos, para terminar con una rela-
ción de los temas frecuentemente tratados en la aplicación práctica.
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Domínguez Oliveros, Inmaculada: ¿Custodia compartida preferente o interés del 
menor? Marco normativo y praxis judicial. Tirant lo Blanch, Valencia 2018, 415 
págs.

Reseña del editor: en la actualidad hay una auténtica tendencia social y polí-
tica a favor del régimen de guarda y custodia compartida. Las reformas legales 
operadas en los últimos años, a nivel autonómico, en nuestro país la favorecen 
expresamente. En el debate sobre la custodia compartida regulada con carácter 
preferente no siempre se ha atendido al aspecto fundamental de la cuestión que, 
no es otro, que el interés superior de los hijos. Inmaculada Domínguez Oliveros, 
Juez Sustituto y Doctora en Derecho, realiza en este trabajo un minucioso estudio 
tanto de los cambios legales operados como de la praxis judicial respecto de la 
institución de la guarda y custodia de los hijos. En esta obra, por la condición de 
Juez Sustituto de su autora, prevalece el análisis e interpretación de las sentencias 
dictadas por la llamada jurisprudencia ¿menor?, así como por el Tribunal Supre-
mo, lo que proporciona al profesional del Derecho todas aquellas resoluciones 
judiciales que le permiten dar respuesta a la problemática concreta que se le 
plantee en relación con el modelo de custodia y el interés del menor. El trabajo 
se ha organizado en cuatro capítulos. El primero de ellos precisa el marco legal y 
conceptual de la guarda compartida. En el capítulo segundo se ha analizado la 
jurisprudencia con la finalidad de ofrecer un panorama representativo de las 
principales decisiones de los Tribunales que hasta el momento han sido dictadas 
en relación con la meritada institución. En el tercer capítulo, se estudia, en pro-
fundidad, la legislación autonómica y la práctica judicial en torno a dicha medi-
da. En el capítulo cuarto, se recogen los criterios que ha utilizado la jurispruden-
cia, en el Derecho común y en el Derecho foral, para conceder o no el régimen 
custodia compartida. Todo ello acompañado de las fuentes estadísticas disponi-
bles. El presente trabajo va más allá de la mera revisión de los actuales paráme-
tros normativos y jurisprudenciales de la institución. Su autora no comparte ni la 
solución del Código civil ni la de las legislaciones forales y aboga por una regula-
ción que situe ambas modalidades de custodia, exclusiva y compartida, en un 
nivel de total igualdad. Con esta obra pretende, desde el examen de la praxis 
judicial, homogeneizar una misma regulación del régimen de guarda de los hijos 
a aplicar en todo el territorio nacional, siempre tomado como único punto de 
referencia el favor filii».

González Coloma, Gema: Estudio práctico y jurisprudencial de la atribución del uso 
de la vivienda familiar. Dykinson, S.L., Madrid, 2019, 306 págs.

La obra constituye un estudio crítico, práctico, actual y accesible al lector en 
torno a la atribución del Derecho de uso de la vivienda familiar, centro neurálgi-
co de la convivencia familiar y probablemente el bien con mayor valor económi-
co. Así mismo, se realiza una interpretación de la norma contenida en el artículo 
96 del CC., que requiere de una urgente y profunda revisión legislativa para su 
adaptación a la realidad social del momento actual y la consecuente creación de 
nuevas fórmulas de atribución del uso. Igualmente, se aborda su discutida natu-
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raleza jurídica, sus características y límites junto al análisis detallado de la evolu-
ción jurisprudencial seguida por el Tribunal Supremo en estos últimos años, tan-
to en procesos matrimoniales como en convivencias estables de pareja. La autora 
de esta obra es profesora de la Universidad Rey Juan Carlos.

Jazzbaz Churba, Marcela y Díaz Martínez, Capitolina: Menores en disputa. Cus-
todia, Visitas y Patria potestad en la Comunidad Valenciana. Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2020, 269 págs.

Reseña del editor: «Un libro de gran interés para comprender los entresijos 
de la justicia a través del estudio de los conflictos por la custodia de menores. Un 
asunto controvertido ante el que se posiciona la justicia, las madres y padres, las 
asociaciones que representan a unas y otros, los servicios sociales y, en cierta 
medida, la sociedad en su conjunto. Realizado en el seno del Pacto Valenciano 
contra la Violencia de Género, el libro revisa sentencias sobre custodia de meno-
res en casos litigiosos y da voz a progenitores, a la justicia, asociaciones, servicios 
sociales y personas expertas en el tema. Concluye este libro que para tratar ade-
cuadamente el fenómeno de la custodia y el régimen de visitas, atendiendo 
realmente el bienestar superior del menor, todas las partes involucradas deben 
recibir formación en relaciones de género. Es un libro de gran actualidad, no 
solo en España, y constituye una aportación muy valiosa para ámbitos políticos, 
sociales, judiciales y académicos».

López Azcona, Aurora: «Criterios para la atribución del uso de la vivienda fami-
liar. La solución del Derecho civil aragonés y de los restantes Derechos civiles 
territoriales», Menores y crisis de pareja: la atribución del uso de la vivienda familiar 
(Director: Guillermo Cerdeira Bravo de Mansilla, Coordinador: M. García 
Mayo), ed. Reus, Madrid, 2017, pp. 97-130.

López Azcona, Aurora: «La intervención psicológica con menores en situacio-
nes de crisis o violencia familiar: ¿quién decide?, Actualidad del Derecho en 
Aragón, 2017, núm. 33, pp. 22-23.

López Azcona, Aurora: «Breves reflexiones sobre el cambio de régimen de cus-
todia de los hijos menores en Derecho aragonés», en coautoría con T. Picon-
tó Novales, Tribuna IDIBE (Instituto de Derecho Iberoamericano), junio 2019.

Laguardia Hernando, José Antonio: «Experiencia práctica en los procedimien-
tos de familia. Evolución de la custodia compartida en Aragón (Incidencia de 
la custodia compartida siguiendo el estudio de la sentencias contenciosas y 
mutuo acuerdo 2014-2017 del Juzgado de 1.ª Instancia núm. 16 de Zarago-
za)», en Actas de los vigesimoséptimos Encuentros del Foro de Derecho Aragonés, el 
Justicia de Aragón, Zaragoza, 2018, págs. 87 a 124.
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El Letrado de la Administración de Justicia del JPI núm. 16 de Zaragoza expli-
ca algunos de los muchos supuestos que en la práctica diaria de los Juzgados de 
Familia surgen y las dificultades que entrañan, y a través de ellos analiza cómo 
ha sido la evolución de la custodia compartida desde su inicio en 2010 hasta 
2017.

En los procedimientos de mutuo acuerdo y pacto de relaciones familiares 
comenta los problemas y errores sobre el modelo de custodia a seguir y el uso de 
la mediación, el domicilio conyugal y los problemas prácticos derivados de su 
uso, las divergencias en el ejercicio de la autoridad familiar sobre asuntos no 
resueltos en la sentencia (autorización para cambio de domicilio o de colegio o 
para la salida del territorio nacional, la comunión, la expedición del DNI o pasa-
porte, el acceso a redes sociales, teléfonos móviles, tablets), también la proble-
mática derivada del régimen de visitas.

Dedica un apartado a comentar cómo se pasa del uso al abuso de los proce-
dimientos de familia, así como el exceso de ejecución. 

El apartado final es el dedicado a dar cifras sobre la evolución de la custodia 
compartida en los años 2014 a 2017 en el JPI núm. 16 de Zaragoza: ha existido 
una evolución creciente del modelo de custodia compartida pero sigue existien-
do una tendencia marcada hacia el modelo de custodia exclusiva. Los datos van 
fluctuando de un año a otro, y sí apreciamos de modo claro que en los divorcios 
la estadística de custodias compartidas es superior que en separaciones y modifi-
caciones y muy superior que en parejas de hecho.

Los datos reflejan una realidad ineludible y es que los divorcios y separacio-
nes de mutuo acuerdo representan entre los años 2014 a 2017 casi ¾ del total y 
en más del 70% de los casos se pacta la custodia exclusiva, frente a los contencio-
sos que representan solo un ¼, cuando es en ellos donde la custodia es preferen-
te y la carga de la prueba corresponde a quien se opone a ella.

Martínez Calvo, Javier: La guarda y custodia. Tirant lo Blanch, Valencia, 2019, 
624 págs.

Reseña del editor: «El libro aborda la problemática de la guarda y custodia de 
los hijos menores tras la ruptura de sus progenitores, una de las cuestiones más 
importantes y conflictivas que es preciso resolver tras una crisis matrimonial y 
que condiciona, en muchos casos, otras decisiones. El estudio se realiza a través 
de seis capítulos en los que se abordan cuestiones como el concepto de guarda 
y custodia y los regímenes de organización que puede adoptar, el marco legal en 
el que se desenvuelve, la competencia objetiva y territorial de nuestros tribunales 
para su adopción, el régimen legal previsto en las diferentes normas para los 
supuestos en los que los progenitores no alcancen un acuerdo respecto al régi-
men de guarda y custodia de sus hijos menores, los criterios y elementos de 
valoración que vienen utilizándose para su determinación, la incidencia que 
tiene en la adopción de otras medidas en el proceso de ruptura matrimonial o 
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las causas de modificación, extinción y suspensión del régimen de guarda y cus-
todia. Todo ello teniendo en cuenta las últimas tendencias legales y jurispruden-
ciales. Y es que, nos hallamos inmersos en la actualidad en un proceso de cambio 
social del que se ha comenzado a hacer eco el Derecho y que se aprecia a lo 
largo del libro, por lo que la oportunidad del estudio resulta indudable».

Monseñe Gracia, María José: «Experiencia práctica y balance de la custodia 
compartida», en Actas de los vigesimoséptimos Encuentros del Foro de Derecho Ara-
gonés, el Justicia de Aragón, Zaragoza, 2018, págs. 43 a 72.

Excelente ponencia de la Magistrada titular del Juzgado de Primera Instancia 
núm. 16 de Zaragoza, especializado en Derecho de familia, que relata con toda 
suerte de detalle fruto de la experiencia propia lo que realmente sucede en los 
Juzgados de Familia a la hora de abordar la cuestión de la guarda y custodia de 
los hijos.

Análisis eminentemente práctico sobre la evolución, criterios para la aplica-
ción y estado actual de la custodia compartida como régimen preferente, siem-
pre en referencia a los asuntos de naturaleza contenciosa (divorcio, separación, 
uniones de hecho, modificación de medias) que, por tanto, requieren decisión 
judicial, ya que los de mutuo acuerdo serán comentados por otro ponente.

Expone de forma individualizada cada uno de los diversos factores exigidos 
por la normativa a tener en cuenta al fijar el sistema de custodia, concretando 
cual ha sido la evolución habida en la jurisprudencia sobre la edad de los hijos, 
la conciliación de la vida laboral y familiar, el lugar de residencia de los progeni-
tores, el arraigo social y familiar y las malas relaciones entre los progenitores.

Cabe acordar la custodia compartida no pedida por ninguno de los progeni-
tores. En ocasiones se adopta la custodia diferenciada, un hijo con cada proge-
nitor, o se acuerda un establecimiento progresivo de la custodia compartida.

En el balance final llega a la conclusión de que, si bien se ha producido la 
instauración paulatina de la custodia compartida y cada vez son más los supues-
tos en los que se adopta, ello obedece en mayor medida a las decisiones judicia-
les que a los acuerdos que de forma voluntaria alcanzan los progenitores en los 
que existe un claro predominio de la custodia individual.

No se ha producido el necesario cambio de mentalidad de los progenitores 
en situación de ruptura que se precisa, ni aún en los diversos operadores jurídi-
cos intervinientes y así, por razones culturales, sociales, económicas o propias del 
proceso que afectan a la familia que se rompe, es lo cierto que no existe predis-
posición a un régimen cuyas bondades han sido preconizadas tanto por la juris-
prudencia de los últimos años como por los estudios realizados. No obstante, 
será siempre y en todo caso el interés superior del menor el prevalente y el que 
en definitiva determine qué régimen será el aplicable.
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6.5.	 Relaciones parentales y tutelares. Protección de menores

Esteban Portero, Andrés: «El nuevo sistema de protección de menores a la luz 
del Proyecto de Ley de modificación de la Ley 2/2001 de protección de la 
infancia: Retos jurídico-prácticos», en Actas de los XXVIII Encuentros del Foro de 
Derecho Aragonés, el Justicia de Aragón, Zaragoza, 2019, págs. 41 a 67.

El autor contrata la propuesta legislativa del Proyecto de Ley (decaído al 
finalizar la Legislatura anterior) con la práctica en materia de menores, para 
poner de manifiesto los retos prácticos que quedan por afrontar: retos para el 
conjunto de la sociedad (cambios en la mentalidad y costumbres), prevalencia 
del interés superior del menor, impulsar servicios de prevención, mejorar el 
acogimiento familiar y residencial, el trato dado a los menores extranjeros no 
acompañados, mejorar la colaboración interadministrativa, conseguir un desa-
rrollo competencial territorial homogéneo, entre otros retos.

López Azcona, Aurora: «El acogimiento residencial de los menores con proble-
mas de conducta: un instrumento de protección de menores con incidencia 
en los derechos fundamentales», Derecho privado y Constitución, 2018, pp. 133-
186.

López Azcona, Aurora: «Breves notas sobre el Anteproyecto de modificación de 
la Ley 12/2001, de 2 de julio, de Infancia y Adolescencia en Aragón», Actua-
lidad del Derecho en Aragón, 2018, núm. 36, pp. 19-20. 

López Azcona, Aurora: «El nuevo sistema aragonés de protección de menores a 
la luz de la modificación de la Ley 12/2001 de protección de la infancia: 
Retos jurídicos», en Actas de los XXVIII Encuentros del Foro de Derecho Aragonés, 
El Justicia de Aragón, Zaragoza, 2019, págs. 7 a 49.

Exposición y comentario, en ocasiones crítico, de las modificaciones más 
relevantes que incorporaba el non nato Proyecto de Ley de modificación de la 
Ley 12/2001, de la infancia y la adolescencia en Aragón, que volverá a presentar-
se en este nueva Legislatura.

López Azcona, Aurora y Esteban Portero, Andrés: «Propuestas en materia de 
protección de menores», en Actas de los XXVIII Encuentros del Foro de Derecho 
Aragonés, El Justicia de Aragón, Zaragoza, 2019, págs. 68 a 72.

Como colofón a sus respectivas intervenciones en el Foro, formulan conjun-
tamente una serie de propuestas de técnica legislativa, de implicación de la 
sociedad en la protección de los menores, de mejora práctica del ejercicio del 
derecho del menor a ser oído y escuchado, de mejora de la prevención, el aco-
gimiento familiar y residencial, la mejora del tratamiento de los menores vícti-
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mas de violencia de género y doméstica, de los menores extranjeros no acompa-
ñados, la mejora de la colaboración interadministrativa, acometer el desarrollo 
competencial territorial de un modo homogéneo en todo Aragón, poner en 
marcha un programa de coordinador de parentalidad en Aragón, constituir una 
Defensoría del menor en el Justicia de Aragón y mejorar las dotaciones presu-
puestarias de las políticas de infancia.

Mayor del Hoyo, María Victoria: La adopción en el Derecho Común Español, Tirant 
Lo Blanch, Valencia, 2019, ISBN: 978-84-1313-063-7, 436 páginas.

El libro contiene un estudio exhaustivo del actual régimen jurídico de la 
adopción en el Derecho común español, realizado con la perspectiva global que 
da el conocimiento de la institución a lo largo del tiempo, especialmente tras las 
reformas de su última etapa. Tras presentar la figura, delimitando su naturaleza 
y fines, y las normas que la regulan, analiza en toda su extensión el elemento 
subjetivo, las fases del procedimiento de constitución –administrativa y judicial– 
y la posterior inscripción en el Registro Civil, los efectos –incluida la posibilidad 
de mantener contacto con la familia de origen y el derecho a conocer los oríge-
nes biológicos– y, por último, las cuestiones relativas a su carácter irrevocable y 
la posible ineficacia de la misma. Comprende a lo largo de sus páginas propues-
tas de lege ferenda, que vienen a resolver los problemas jurídicos detectados y a 
mejorar, en consecuencia, la técnica legislativa y el contenido material de la 
norma. Ofrece asimismo reflexiones que pueden contribuir a redefinir algunos 
aspectos de la actual regulación.

6.6.	 Régimen económico conyugal

6.8.	 Viudedad

6.9.	 Parejas de hecho

Varela Castro, Ignacio: «Autonomía de la voluntad y régimen económico de 
las parejas «de hecho» en la Ley de Derecho civil de Galicia: una regulación 
condicionada por la competencia exclusiva del Estado sobre la ordenación de 
los registros públicos», en Revista de Derecho Civil, vol. VI, núm. 1 (enero-marzo, 
2019), Ensayos, pp. 239-281.

El presente trabajo analiza si el régimen económico que la Ley 2/2006, de 14 
de junio, de Derecho civil de Galicia, establece en defecto de pacto para la pareja 
no casada e inscrita en el Registro de parejas de hecho de Galicia es respetuoso 
con la autonomía de la voluntad de dicha pareja para regir sus relaciones patri-
moniales como considere oportuno. Además, se estudia si el régimen económico 
legal se aplica en la práctica con todas sus consecuencias de forma que la libertad 
de la pareja quede plenamente satisfecha.
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7.	 Derecho de sucesiones

7.1.	 En general y normas comunes a las sucesiones voluntarias

Barba, Vincenzo: «Institución de heredero en cosa cierta. Interpretación del 
testamento, determinación de la cuota hereditaria y partición de la heren-
cia», en Revista de Derecho Civil, vol. VI, núm. 1 (enero-marzo, 2019), Estudios, 
pp. 5-27.

En este trabajo, el autor investiga la disposición testamentaria de asignación 
de un bien determinado, verificando cuando esta atribuye al beneficiario la cali-
dad de heredero. Luego se ocupa de identificar el destino del caudal hereditario, 
cuando los bienes existentes en el momento de otorgamiento del testamento son 
mayores o menores de los existentes en el momento de la apertura de la suce-
sión. Investiga, por lo tanto, las relaciones entre la institución de heredero ex re 
certa y la partición de la herencia hecha por el testador.

Bellod Fernández de Palencia, Elena: La partición efectuada por el causante. 
Régimen del Código civil y aragonés, con breve referencia a otros Derechos forales, Ed. 
Reus, Colección Jurídica General Monografías, Madrid, 2018, 246 págs. 
ISBN: 978-84-290-2088-5.

El principio general de autonomía de la voluntad –el «standum est chartae» 
del Derecho civil aragonés–, se proyecta en sede de sucesiones en la libertad de 
disposición del causante, con la consideración de su voluntad como ley de la 
sucesión, siendo una manifestación jurídico institucional del mismo la partición 
realizada por el causante, que puede deberse a diferentes y variados motivos: 
desde asegurar el cumplimiento de su voluntad en la división y adjudicación de 
los bienes que componen su patrimonio hasta el ahorro de tiempo y gastos o el 
evitar pugnas y los litigios en las operaciones divisorias.

La obra dedica al tema un tratamiento sistemático y riguroso, tanto en el 
Código civil como en el Código del Derecho Foral de Aragón, con breves referen-
cias también a otros derechos forales, con un sólido apoyo en la doctrina más 
autorizada, la jurisprudencia del Tribunal Supremo y los criterios emanados de 
las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado.

Dado su enfoque teórico práctico, el libro resulta de gran utilidad para profe-
sores y estudiosos, abogados, jueces, notarios, registradores de la propiedad y 
demás operadores jurídicos.

Planas Ballvé, María: «La doctrina civilista del ius transmissionis llega, al fin, a 
la Sala Contencioso-Administrativa del Tribunal Supremo», en Revista de Dere-
cho Civil, vol. VI, núm. 1 (enero-marzo, 2019), Ensayos, pp. 283-295.

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo en la Senten-
cia 936/2018, de 5 de junio, corrige su doctrina previa y se suma a la jurispruden-
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cia de la Sala de lo Civil: en la sucesión ius transmissionis se produce una adquisi-
ción directa. Esta conclusión acarrea que se produzca un solo hecho imponible 
y, con ello, una sola liquidación del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

7.2.	 Sucesión testamentaria

Moretón Sanz, María Fernanda: «Redes sociales y voluntades digitales. «Histo-
ria digital» y clausulado de las disposiciones testamentarias: privacidad, pro-
tección al honor y datos personales», Revista crítica de Derecho inmobiliario, Año 
n.º 95, N.º 772, 2019, págs. 955-977.

La Ley Orgánica 3/2018 de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales 
y garantía de derechos digitales contempla expresamente el derecho al testamento 
digital. En apretada síntesis, pretende resolver los conflictos de hecho planteados 
ante la gestión post-mortem de los datos personales, su acceso, por parte de quien 
así designe el causante, sea en calidad de heredero, legatario, albacea o tercero. En 
este punto, de los componentes clásicos de la herencia, personales, formales y los 
reales, ventilaremos si estamos ante una auténtica novedad o si antes bien, el desti-
no de los archivos digitales generados en vida del causante, no son sino una mani-
festación más de la «huella» de su personalidad, contractual y no contractual. En 
suma, un elemento de su ámbito personalísimo, cuyo destino –acceso, rectifica-
ción, eliminación– puede ser dispuesto en testamento notarial o, incluso, ológrafo, 
que en el ejercicio de la actual noción de capacidad jurídica, podrán designar 
menores y personas con la capacidad de obrar modificada.

Vaquer Aloy; Antoni, Sánchez González, María Paz, y Bosch Capdevila, 
Esteve: La libertad de testar y sus límites, Marcial Pons, Madrid, 2018, 537 págs.

Autores y ponencias del libro: M.ª Paz Sánchez González: «Límites constitu-
cionales a la libertad de testar»; Emanuele Bilotti: «Fondamento costituzionale 
della tutela dei legittimari e prospettive di reforma; Antoni Vaquer Aloy: 
«Derecho a la legítima e intereses subyacentes»; Isabel Zurita Martín: «La pro-
tección de la libertad de testar de las personas vulnerables»; Paloma de Barrón 
Arniches: «Ponderación de la desheredación como instrumento al servicio de 
la libertad de testar. El sistema de legítimas desde la perspectiva de las personas 
mayores»; Esteve Bosch Capdevila: «El cálculo de la legítima de los descendien-
tes en los Derechos civiles españoles»; Verónica Biongiovanni: «La deshereda-
ción en el ordenamiento italiano a la luz de las novedades introducidas por la 
reforma en materia de filiación»; Ana Giménez Acosta y Cristina Villó Travé: 
«Libertad de testar y protección del cónyuge viudo o conviviente supérstite»; 
Amalia Blandino Garrido: «Libertad de testar y condiciones testamentarias»; 
Margarita Castillo Barea: «Una mirada a la fiducia sucesoria a través de su 
nueva formulación en la propuesta de Código civil de la APDC»; Héctor Simón 
Moreno: «Hacia una regulación de los pactos sucesorios en el Código civil espa-
ñol»; Andrés Miguel Cosialls Ubach: «La partición de la herencia y la libertad 
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de testar»; María José Puyanto Franco: «Libertad de testar y transmisión mortis 
causa de la empresa»; Diana Marín Consarnau: «La residencia habitual en el 
Reglamento (UE) 650/2012 como manifestación de la libertad de testar: proble-
mas y pautas para su determinación; Ángel Serrano de Nicolás: «Libertad de 
testar y planificación testamentaria». Robert H. Sitkoff: «Freedom of disposi-
tion in American Succession Law».

7.6.	 Sucesión legal

Lacruz Mantecón, Miguel: «La sucesión legal de la Comunidad», en Actualidad 
del Derecho en Aragon, Año XI, N.º 41, Abril 2019, págs. 18-19. Fecha: 2019. 
ISSN: 1889-268X (coautor con Tena Piazuelo, Vitelio).

8.	 Derecho de bienes

10.	Derecho fiscal y procesal. Otras materias

10.1.	 El Derecho fiscal y las instituciones civiles aragonesas

Pozuelo Antoni, Francisco de Asís: «Cuestiones fiscales sobre la fiducia suceso-
ria», en Actas de los vigesimoctavos Encuentros del Foro de Derecho Aragonés, el Jus-
ticia de Aragón, Zaragoza, 2019, págs. 75 a 97.

Villaro Gumpert, Fernando: «La herencia pendiente de asignación fiduciaria. 
Tratamiento vigente en los diferentes impuestos. Doctrina administrativa y 
resoluciones de los Tribunales», en Actas de los vigesimoctavos Encuentros del Foro 
de Derecho Aragonés, el Justicia de Aragón, Zaragoza, 2019, págs. 99 a 115.

10.2.	 Derecho procesal

Bonet Navarro, Ángel: «La reforma de la jurisdicción voluntaria y el Derecho 
civil aragonés», en Actas de los vigesimoséptimos Encuentros del Foro de Derecho 
Aragonés, el Justicia de Aragón, Zaragoza, 2018, pp. 127 a 156.

Magnífica ponencia general sobre la reforma de la jurisdicción civil y su inci-
dencia en el Derecho civil aragonés, Derecho en el que, junto a las normas pri-
marias que regulan los conflictos de intereses, hay otras que indican con profu-
sión cuál es el medio para resolverlo. No siempre resulta fácil concretar el 
camino a seguir, debatiéndose el interesado en el discernimiento sobre si debe 
acudir al proceso contencioso o a una actuación de jurisdicción voluntaria, allá 
donde la pueda encontrar.

La LJV ha venido a resolver aparentes o reales aporías que existen en el Código 
del Derecho Foral de Aragón (CDFA) sobre los medios a utilizar y ante quien ha de 
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comparecerse. Lo hace la DA 1.ª LJV: 3. Las referencias realizadas en esta ley al Código 
civil o a la legislación civil deberá entenderse realizada también a las leyes civiles forales o espe-
ciales allí donde existan. Esto significa llanamente que esta LJV, como norma «proce-
sal», se inserta como determinante de los instrumentos de resolución de controver-
sias, de conformidad con lo dispuesto en la norma sustantiva aragonesa. Por esta 
llana razón debe estudiarse el derecho aragonés junto con la LJV. 

A esto va dirigida esta Ponencia que se inicia exponiendo en la primera parte 
las líneas básicas del nuevo sistema de la jurisdicción voluntaria para, seguida-
mente, en la segunda parte integrar la lectura que a partir de ahora podrá hacer-
se del CDFA. En la segunda parte se impone revisar el texto del CDFA para 
señalar los momentos y espacios en que se sitúa la actuación del juez para discer-
nir su calidad (jurisdicción voluntaria o jurisdicción contenciosa) y tratar de 
construir un ensayo sobre la aplicación de los caracteres de la jurisdicción volun-
taria según la LJV en el Derecho civil aragonés.

En algunos pocos casos está claro que la actuación del Juez es específicamen-
te contenciosa (arts. 90.1 y 180 CDFA), pero en otros muchos casos, resulta 
dudoso si la actuación ha de tramitarse en un expediente de jurisdicción volun-
taria o en un proceso contencioso. También hay supuestos en que la actuación 
establecida en el CDFA es llanamente identificada como de jurisdicción volunta-
ria (arts. 14, 19, 51, 107, 234, 155, 346, 366 CDFA). 

Para avanzar en el análisis de la actual situación del CDFA hay que tener en 
cuenta que en el CDFA hay normas aragonesas sustantivas que afectan a la juris-
dicción voluntaria y también algunas especialidades procesales que se han regu-
lado (o se pueden regular) en razón de las particularidades del derecho sustan-
tivo aragonés (art. 149.1.8.ª y 6.ª CE, respectivamente).

La Junta de parientes es un órgano privado competente para conocer y deci-
dir en actuaciones de jurisdicción voluntaria sobre las materias indicadas por el 
legislador aragonés en virtud de su competencia sobre legislación civil. En nada 
influye aquí lo dispuesto en la LJV.

En el CDFA la función de decisión en los expedientes de jurisdicción volun-
taria se atribuye en unos casos a la Junta de parientes por si sola o en concurren-
cia con la competencia del Juez; en otros exclusivamente al juez. Pero en ningún 
caso se tiene en cuenta la nueva competencia del secretario judicial (actual 
letrado de la Administración de Justicia). 

La competencia sobre la decisión de fondo puede atribuirse expresamente al 
juez o al secretario judicial pero, si no se ha atribuido a ninguno de ellos, el juez 
decidirá los expedientes que afecten al interés público, al estado civil de las per-
sonas, los que precisen la tutela de normas sustantivas o puedan deparar actos 
de disposición, reconocimiento, creación o extinción de derechos subjetivos, así 
como cuando afecten a los derechos de menores o personas con capacidad 
modificada judicialmente. El resto de expedientes serán resueltos por el secreta-
rio judicial (art. 2.3.II, a relacionar con la DA 1.ª.1 LJV).
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En las actuaciones de jurisdicción voluntaria propias de instituciones jurídi-
cas aragonesas que no tienen semejanza con las propias del Derecho civil 
«común», como la autoridad familiar de otras personas distintas de los padres 
(arts. 89 y 92), extinción del Derecho expectante de viudedad (art. 280.2 y 3), 
prorroga o reducción del plazo del fiduciario (arts. 446 y 447), constitución 
judicial de la Junta de parientes (art. 175), puede mantenerse que no hay incon-
veniente en mantener la actual competencia del juez. Son especialidades proce-
sales aragonesas amparadas por el art 149.1. 6.ª CE. No obstante, puede estar 
bien coordinar estas normas con las previsiones del art. 2.3 LJV.

La competencia corresponde al Juez, en todo caso, cuando la decisión afecte 
a derechos sobre los menores (art. 89 CDFA, 86.1 y 2.3 LJV); también si supone 
una limitación de derechos subjetivos, como imponer al viudo la obligación de 
hacer inventario (arts. 285.c y 286.c, y 450.3 y 4 CDFA), o prorrogar o reducir el 
plazo de ejercicio de la fiducia (arts. 446 y 447 CDFA).

Considera que no debe excluirse la competencia judicial para conceder la 
autorización para un caso de enajenación concreto en forma concurrente con la 
Junta de parientes, en el caso contemplado en el art. 13.1 b CDFA, como alter-
nativa al nombramiento de un defensor judicial realizada por el secretario judi-
cial, que es la solución del art. 27.1.a LJV.

Un caso extraordinario de nombramiento por el Juez del defensor judicial es 
el del art. 153.b CDFA, que debe mantenerse, pues se trata de apartar al menor 
de un peligro o de evitarle perjuicios (art. 10.d CDFA).

No cabe duda de que la competencia para actuar en la interpelación para 
aceptar o repudiar una herencia sigue correspondiendo al juez y no al secretario 
(art. 348 CDFA), la modificación del 1005 Cc, no es consecuencia de lo manda-
do por la LJV. Se puede ponderar la conveniencia de modificar el art. 348 CDFA 
para admitir que la interpelación pudiera ser practicada también por el notario, 
si bien hay que valorar que a esta intervención notarial no le alcanza la normati-
va de asistencia jurídica gratuita referida a la reducción de aranceles notariales.

En todo lo que no constituya una especialidad del Derecho civil aragonés 
como las señaladas hasta ahora o corresponda por naturaleza al juez, en lo que 
atañe al secretario judicial ha de considerarse aplicable sin solución de continui-
dad en Aragón, el art. 2.3 LJV en virtud de la regla general contenida en la DA 
1.ª, apartado 1. Por ello hay que establecer con claridad la competencia del 
secretario en lugar de la del juez en los arts. 46, 49, 50, 51.2, 54, 77.6, 103.1, 
129.1, 141, 154 CDFA. También la competencia de exigir fianza al tutor una vez 
que se le haya dado posesión del cargo (art. 140), aquí con discrepancia respec-
to de lo aprobado por la CADC.

A falta de un procedimiento específico establecido en el CDFA serán de apli-
cación los especiales previstos en la LJV para actuaciones concretas (28 y ss., 61 
y ss. LJV, por ejemplo). A falta de procedimiento especial se aplicarán los arts. 
13 y ss. LJV que contienen el procedimiento común.
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Calatayud Sierra, Adolfo: «La reforma de la jurisdicción voluntaria y el Dere-
cho civil aragonés», en Actas de los vigesimoséptimos Encuentros del Foro de Derecho 
Aragonés, el Justicia de Aragón, Zaragoza, 2018, pp. 157 a 168.

Este coponente, vocal de la Comisión Aragonesa de Derecho Civil, expone 
una parte de las modificaciones que la citada Comisión ha debatido y aprobado, 
a falta de una segunda lectura y de preámbulo, para el ajuste del Código del 
Derecho Foral de Aragón a los nuevos planteamientos de la Ley de Jurisdicción 
Voluntaria. En concreto se encarga de exponer las modificaciones en materia de 
ausencia, tutela, defensor judicial, Junta de Parientes, e interpelación al llamado 
a la herencia para que acepte o repudie.

Como Anexo a la ponencia se incluye un cuadro comparativo de la normativa 
vigente y la propuesta por la Comisión (en su actual estado de elaboración).

Oria Almudí, Joaquín José: «La reforma de la jurisdicción voluntaria y el Dere-
cho civil aragonés», en Actas de los vigesimoséptimos Encuentros del Foro de Derecho 
Aragonés, el Justicia de Aragón, Zaragoza, 2018, pp. 169 a 194.

Este coponente, vocal de la Comisión Aragonesa de Derecho Civil, expone 
una parte de las modificaciones que la citada Comisión ha debatido y aprobado, 
a falta de una segunda lectura y de preámbulo, para el ajuste del Código del 
Derecho Foral de Aragón a los nuevos planteamientos de la Ley de Jurisdicción 
Voluntaria. En concreto se encarga de exponer las modificaciones en materia de 
enajenación de bienes inmuebles de menores sujetos a autoridad familiar, así 
como las repercusiones en el Derecho civil aragonés de los nuevos formas de 
separación y divorcio introducidas por la LJV. 

En esta segunda materia se exponen en primer lugar los requisitos, la trami-
tación y los efectos de estas nuevas maneras de separación y divorcio (ante feda-
tario público); en cuanto a su repercusión en el Derecho civil aragonés se expo-
ne su incidencia sobre las causas de disolución del consorcio conyugal, la 
regulación del pacto de relaciones familiares, la extinción del derecho expectan-
te de viudedad, las atribuciones sucesorias pactadas entre los cónyuges o las dis-
posiciones correspectivas entre cónyuges y liberalidades testamentarias concedi-
das por uno al otro, la fiducia a favor del cónyuge, la sucesión legal a favor del 
cónyuge viudo. Al final dedica un interesante apartado a exponer los casos en los 
que, en función de su contenido y naturaleza, los acuerdos de contenido patri-
monial sobre inmuebles incluidos en el pacto de relaciones familiares que son 
susceptibles de inscripción en el Registro de la Propiedad (uso de la vivienda 
familiar, liquidación del régimen económico matrimonial, cuestiones relativas a 
la asignación compensatoria y al sostenimiento de las cargas familiares y alimen-
tos) y los que no, salvo si constan en escritura pública (otros actos que tienen una 
significación propia y distinta de la liquidación de la vida en común), o no siem-
pre, porque hay algunos supuestos que son dudosos (aportación o restricción de 
bienes comunes, adjudicación de bienes privativos de un cónyuge al otro en 



Bibliografía

364	 RDCA-2019-XXV

compensación por el exceso de adjudicación en la liquidación de los bienes 
comunes por resultar alguno de estos indivisibles).

10.3.	 Otras materias

Argudo Périz, José Luis: «Las competencias legislativas en mediación de las 
Comunidades Autónomas según el Consejo General del Poder Judicial», en 
Mediación y tutela judicial efectiva. La Justicia del siglo XXI (Dir. Argudo Périz, J. 
L.; coords: González Campo, F. de A. y Júlvez León, M. A.). Madrid, Ed. Reus, 
2019, pp. 267-292.

Argudo Périz, José Luis: «¿Una ley aragonesa de mediación integral?», en Esta-
do y situación de la mediación en Aragón. 2018 (coordinadores: Argudo Périz, J. 
L. y González Campo, F. de A.), Zaragoza, Ed. Comuniter, 2019, pp. 361-395.

Argudo Périz, José Luis: «La mediación civil en España y en la Comunidad 
Autónoma de Aragón» en Quaderni di Conciliazone, núm. 10 (2019) (Cagliari, 
Edizione AV), pp. 225-273.

VI.	Obras auxiliares

2.	 Juristas y escritores aragoneses

Barrientos Grandón, Javier: «Juan Francisco Montemayor de Cuenca (1618-
1685) entre Derecho indiano, Derecho común y Derecho foral», en Revista de 
Estudios Histórico-Jurídicos [Sección Historia del Derecho Europeo] XXIII 
(Valparaíso, Chile, 2001) págs. 125 a 208 (ISSN 0716-5455).

Completo estudio sobre este destacado jurista aragonés, que incluye noticia 
biográfica, y también noticia bibliográfica en la que distinguen sus obras de 
Derecho civil común y foral aragonés, las de Derecho aragonés y, en tercer lugar, 
las obras sobre cuestiones indianas. Añade también sus obras religiosas. Informa 
de la difusión de sus obras, en particular en México.

Da cuenta de la carrera de este jurista aragonés en la Universidad de Huesca, 
de sus oficios públicos en el Reino de Aragón y luego en plazas indianas reserva-
das para aragoneses, fue oidor en la Real Audiencia de Santo Domingo (1649-
1658), oidor en la Audiencia Virreinal de México (1658-1682).

El estudio contiene un apartado sobre el «pensamiento jurídico de Juan 
Francisco Montemayor de Cuenca en que dedica epígrafes al Ius commune y fueros 
de Aragón, distinguiendo lo que era El «uso» del ius commune en el reino de Aragón y 
su «aplicación» como Derecho supletorio, imposible para muchos posible para 
algunos. Hay un epígrafe titulado Standum est chartae y ius commune.
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Bogarín Díaz, Jesús: «Juan Moneva Puyol: un jurista de novela, un hombre para 
toda ocasión», en La memoria del jurista español: Estudios, Dykinson, 2019, págs. 
13 a 57. ISBN: 978-84-1324-413-6.

Muy completa biografía en la que su autor nos dice al final que, «además de 
destacar su mérito en la ciencia canonística que oficialmente profesó, podríamos 
describir a don Juan Moneva Puyol, siquiera de un modo impresionista, llamán-
dolo de estirpe aragonesa, hombre de gran personalidad, docente práctico, 
erudito investigador del Derecho histórico aragonés, defensor y promotor del 
Derecho foral, apasionado aragonesista, «exiliado» canónico en Huesca, amigo 
no separatista de Cataluña, examinador multilingüe, innovador en el mundo de 
la fotografía, reconocido lingüista y, en particular, lexicógrafo, pionero labora-
lista, político escasamente militante, literato cabal, crítico literario y tertuliano… 
«a man for all seasons».

Delgado Echeverría, Jesús: Joaquín Costa y la ignorancia del Derecho. Leyes, costum-
bres, Derecho vivo. Editorial académica española, 2018.

Reseña del editor: «Joaquín Costa Martínez (Monzón, Huesca, 1846; Graus, 
Huesca, 1911) es uno de los más grandes juristas españoles de finales del siglo 
XIX y principios del XX. Fue también un político regeneracionista de gran 
impacto en la sociedad y un escritor de portentosas dotes intelectuales dispersas 
en amplio abanico de intereses. En este libro nos ocupamos de su figura en 
cuanto jurista y sociólogo del Derecho (pionero en España) y de sus aportacio-
nes relacionadas con el Derecho consuetudinario, el Derecho vivo y la libertad 
civil. En particular, de su famoso discurso de ingreso en la Academia de Ciencias 
Morales y Políticas (Madrid, 1901) sobre «El problema de la ignorancia del 
Derecho», a través del eco que despertó y sigue provocando en autores de países, 
ideologías y tiempos distintos. También con los resultados de una reunión aca-
démica celebrada en 2014 por civilistas y filósofos del Derecho sobre este tema 
universal de la ignorancia de las leyes. El libro se completa con un estudio sobre 
Joaquín Costa y el Derecho aragonés (libertad civil, costumbre y codificación), 
en que se muestra lo que Costa aprendió del Derecho tradicional aragonés y la 
impronta que dejó en él».

Delgado Echeverría, Jesús: «Un estudiante de Derecho en la Facultad de Zara-
goza en los años sesenta. Recuerdos, memoria e historia», en La memoria del 
jurista español: Estudios, Dykinson, 2019, págs. 185 a 204. ISBN: 978-84-1324-413-6.

Dice el autor al comienzo de esta contribución al enriquecimiento de la 
«memoria del jurista español»: «Me propongo en estas páginas recordar al estu-
diante que fui hace más de cincuenta años en una Facultad de provincias, la de 
Zaragoza, de tradición centenaria y que mantenía en los años sesenta del pasado 
siglo el notable nivel académico que había alcanzado a finales del siglo diecinue-
ve. No hago historia de la Facultad, sino que esta, edificio, institución y personas, 
es el marco de unas notas de autobiografía intelectual de quien luego ha sido 
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catedrático en ella muchos años y hoy acude cada mañana a su despacho como 
jubilado feliz, agradecido a la deferencia de sus compañeros… «A los amigos 
puede agradarles saber algo del joven estudiante que fui. Los colegas quizás 
encuentren interesante descubrir algunos rasgos de la etapa de formación de un 
civilista en los años sesenta y de la Facultad en que cursó sus estudios».

En el mismo libro, Jesús Delgado es autor de la ilustración de cubierta y de otro 
estudio titulado «La “Escuela de Valladolid” de Derecho civil en el siglo XIX. Con 
algunas reflexiones sobre maestros y discípulos» (págs. 165 a 184).

Sáez Aznar, Guillermo: «La sombra de Gobernación. Vida recobrada de José 
Lorente Sanz (1902-2001)», en Revista de Historia Jerónimo Zurita, 93 (2018), 
editada por la IFC, pp. 183-208.

Este artículo es un extracto del Trabajo de Fin de Máster correspondiente al 
Máster Universitario en Historia Contemporánea de la Universidad de Zaragoza 
defendido por Guillermo Sáez Aznar en diciembre de 2015 y que también fue 
presentado en el IX Encuentro de Investigadores del Franquismo celebrado en 
Granada en 2016.

En el presente trabajo se analizan los orígenes y estructura organizativa del 
Ministerio de la Gobernación entre 1938 y 1941 a partir de la trayectoria de su 
primer subsecretario, José Lorente Sanz, un zaragozano fiel colaborador de 
Ramón Serrano Suñer y responsable absoluto del mismo durante los últimos 
ocho meses de su mandato. De este modo se aspira a presentar su perfil y signi-
ficado político para aportar mayor grado de conocimiento sobre un individuo 
fundamental en la primera estructura de dicho organismo pero que ha pasado 
desapercibido para la historiografía profesional, cuya salida además ha sido has-
ta ahora valorada de diversas e imprecisas maneras.

Su trascendencia ha quedado ensombrecida y simplificada por su evidente 
vinculación con el concuñado del dictador, relación por la cual llegó a ocupar 
dicho puesto pero que no puede sustituir la necesidad de profundizar sobre la 
persona que quedó al frente de Gobernación. Esta relación personal se formó 
durante los años en que ambos ejercieron como abogados del Estado en 
Zaragoza, donde forjaron una amistad que cambiaría la vida de aquel joven aje-
no a la lucha partidista pero que acabó asumiendo gran responsabilidad política. 
Además, su figura representa la convergencia de los valores católicos y conserva-
dores con el falangismo y la absoluta fidelidad a la figura de Franco. Por estos 
motivos, la trayectoria de Lorente Sanz no solo permitirá visibilizar su figura, 
sino aproximarse a la génesis del nuevo Ministerio de la Gobernación desde su 
creación hasta su importante reorganización en mayo de 1941, sus direcciones 
generales más trascendentes –Administración Local y Seguridad– y poder valorar 
correctamente su salida de dicho ámbito con las repercusiones que tuvo dentro 
del régimen para, finalmente, analizar brevemente su trayectoria posterior.

José Antonio Serrano García
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NÚM. 1

S. TSJA 13/2018 de 20 de junio de 2018 
(Roj: STSJ AR 862/2018)

642: DEBER DE CRIANZA Y AUTO-
RIDAD FAMILIAR: Gastos de los 
hijos mayores o emancipados: Contri-
bución proporcional de ambos progeni-
tores: Los gastos de asistencia del artículo 69 
CDFA [y del art. 82 CDFA] incumben por 
igual a ambos progenitores proporcionalmen-
te a sus recursos, y no se permite que uno de 
ellos quede excusado por el hecho de que la 
contribución del otro pueda llegar a satisfacer 
un determinado monto de las necesidades del 
hijo para finalizar su formación [en el caso el 
padre recibe en su nómina una específica 
subvención de la UE de 769 euros mensuales 
en concepto de «hijos a cargo», y dicha canti-
dad es bastante para satisfacer tales necesida-
des]. En última instancia la mayor aporta-
ción de uno permitirá que el hijo disfrute de 
más medios para el fin que se persigue, pero 
esa mayor contribución no extingue la obliga-
ción del otro, que deberá hacerlo en la medi-
da de sus propios recursos (100 euros men-
suales).

Distinción de los alimentos en senti-
do estricto: STSJA 24/2013, de 17 de junio: 

A)  RESEÑAS DE SENTENCIAS DEL TRIBUNAL SUPERIOR  
DE JUSTICIA DE ARAGÓN (2018-2019)

A)  REVIEW OF THE SENTENCES OF HIGH COURT  
OF JUSTICIE OF ARAGÓN(2018-2019)

1
la obligación que regula el repetido precepto 
[art. 69 CDFA] no es la de abono de alimen-
tos en sentido estricto, sino que es análoga a 
la relativa a los hijos menores; es una pro-
longación del deber de sufragar los gastos de 
crianza y educación, una continuación de la 
misma, como parte del deber de crianza y 
educación (art. 65.1.c) del CDFA). El art. 
82 CDFA, con el que hay que relacionar el 
69, no deja lugar a dudas de que la obliga-
ción corresponde a ambos progenitores, con-
forme a las necesidades de los hijos y en 
función de sus recursos económicos (de 
ambos). Se trata de una obligación deriva-
da de la filiación, que incumbe a ambos 
progenitores. Doctrina del Tribunal Consti-
tucional al respecto contenida en la STC 
57/2005 de 14 de marzo [...].

6437: ASIGNACIÓN COMPENSA-
TORIA: Factores a valorar: El art. 
83.2 CDFA detalla los criterios a valorar 
por los tribunales para determinar la cuan-
tía y naturaleza, temporal o indefinida, de 
la asignación compensatoria. La sentencia 
recurrida considera que existe desequili-
brio, aunque de forma menos importante 
que la de primera instancia, y específica-
mente se refiere a los factores que ponen de 
manifiesto el desequilibrio existente, que 
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exámenes fueron considerados en las sen-
tencias de primera y segunda instancia. 
La ausencia de indefensión determina la 
improsperabilidad del motivo.

Falta de motivación de la sentencia: 
Se reitera la doctrina general sobre la moti-
vación de las sentencias reproduciendo, con 
cita de las Ss.TC 101/2015, de 25 de mayo, 
13/2001 y 9/2015, lo ya dicho en la senten-
cia de la Sala 3/2017, de 30 de enero, que 
reproduce lo dicho en otras anteriores como 
la 18/2016, de 27 junio.

Valoración errónea de la prueba: STS 
de 31 de mayo de 2017, n.º 341: «Para que 
un error en la valoración de la prueba tenga 
relevancia de infracción procesal, con funda-
mento en el art. 469. 1. 4.º LEC, debe ser de 
tal magnitud que vulnere el derecho a la 
tutela judicial efectiva del art. 24 CE. En 
relación con lo cual, el TC ha elaborado la 
doctrina del error patente en la valoración 
de la prueba, destacando su directa rela-
ción con los aspectos fácticos del supuesto 
litigioso. Así, por ejemplo, en las sentencias 
55/2001, de 26 de febrero, 29/2005, de 14 
de febrero, 167/2014, de 22 de octubre, y 
152/2015, de 6 de julio, el TC destacó que 
«concurre error patente en aquellos supues-
tos en que las resoluciones judiciales parten 
de un presupuesto fáctico que se manifiesta 
erróneo a la luz de un medio de prueba 
incorporado válidamente a las actuaciones 
cuyo contenido no hubiera sido tomado en 
consideración».

51: FUENTES DEL DERECHO. 
COSTUMBRE. STANDUM EST CHAR-
TAE: Código del Derecho Foral de 
Aragón: Gastos de los hijos mayores o 
emancipados: Los artículos del Código 
civil general que cita el recurrente [93, 142 
y 152.3] no han sido aplicados por la senten-
cia impugnada para sustentar el manteni-
miento de la obligación, que en dicha senten-
cia se funda en los arts. 69 y 82 del CDFA. 

NÚM. 2

S. TSJA 14/2018  
de 11 de septiembre de 2018

03: DERECHO PROCESAL: moti-
vos de infracción procesal: Dere-
cho a la prueba: La jurisprudencia ha 
sentado doctrina acerca del derecho a la 
prueba y su relevancia constitucional. Al 
efecto se recuerda lo dicho en la STS de 2 
de octubre de 2012, n.º 560. En el caso de 
autos podrían concurrir los elementos de 
pertinencia de la prueba y diligencia de la 
parte, que ciertamente interpuso el recurso 
procesal que estaba a su alcance para 
tratar de obtener la prueba que pretendía. 
Sin embargo, el juicio de relevancia no 
permite considerar que la denegación de 
la prueba haya producido indefensión a 
dicha parte, pues las calificaciones de la 
joven estudiante de Derecho ya obraban 
en autos, aunque se tratase de periodos 
algo anteriores, y los resultados de sus 

atribuye a la atención a la familia y a la 
pérdida de oportunidades, fundamental-
mente por tal motivo. Estos factores, ajusta-
dos a los criterios legales del art. 83.2 
CDFA, han sido debidamente valorados en 
la sentencia recurrida de forma racional y 
razonada, y el juicio prospectivo, en virtud 
del cual se ha entendido que la situación de 
desequilibrio se superará en un plazo hasta 
septiembre de 2023 mediante la asignación 
de 750 euros mensuales, se ajusta a la 
«ponderación equitativa» que exige el art. 
83.2 CDFA.

DISPOSICIONES CITADAS: Arts. 
69, 82 y 83.2 CDFA

PONENTE: Ilmo. Sr. D. Ignacio Mar-
tínez Lasierra

2
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partida, con reparto desigual de los tiem-
pos de convivencia, que cumple las exigen-
cias del art. 80 CDFA y permite que ambos 
progenitores se impliquen e intervengan en 
la crianza y educación del hijo menor. 
Ambos comparten con el menor estancias y 
pernoctas, tanto en el periodo escolar 
como en fines de semana y vacaciones. Así, 
el padre tiene a su hijo en su compañía 
durante la tarde del martes, el jueves 
desde la salida del centro escolar y con 
pernocta, y los fines de semana alternos 
según el turno establecido desde el viernes 
hasta el lunes en hora de ingreso al cole-
gio. De esta forma se cumple la finalidad 
perseguida por la Ley con la custodia 
compartida.

6437: ASIGNACIÓN COMPENSA-
TORIA: posible limitación tempo-
ral: Doctrina jurisprudencial: El esta-
blecimiento de un plazo de duración «es tan 
solo una posibilidad para el órgano juris-
diccional cuyo uso dependerá de que con él 
no se resienta la función de restablecer el 
equilibrio que cumple, a cuyo efecto habrá 
de valorar la idoneidad o aptitud del bene-
ficiario para superar el desequilibrio eco-
nómico en un tiempo concreto». Criterios 
clarificadores para la determinación de un 
plazo recoge la STSJA 11/2018, de 27 mar-
zo, mantenidos y ampliados por la 12/2018, 
de 30 mayo. También se citan las Ss. TS 
59/2011 y 553/2017. «Lo definitivo a la 
hora de decidir es la adecuada realización 
de un juicio prospectivo sobre las posibili-
dades de superación del desequilibrio cau-
sado por la ruptura matrimonial, juicio 
que ha de ser llevado a efecto con pruden-
cia y ponderación». «La asignación com-
pensatoria no tiene por misión constituirse 
en una garantía vitalicia» (TSJA 8/2018, 
de 7/3).

PONENTE: Ilmo. Sr. D. Fernando Zubi-
ri de Salinas.

Sin que, por otra parte, resulten de aplica-
ción al existir norma propia de Derecho 
aragonés, que rige la materia conforme al 
sistema de fuentes –art. 1, apartados 1 y 2, 
del CDFA–.

642: DEBER DE CRIANZA Y AUTO-
RIDAD FAMILIAR: gastos de los 
hijos mayores o emancipados: Siste-
ma de fuentes: Los artículos del Código 
civil general que cita el recurrente [93, 142 
y 152.3] no han sido aplicados por la senten-
cia impugnada para sustentar el manteni-
miento de la obligación, que en dicha senten-
cia se funda en los arts. 69 y 82 del CDFA. 
Sin que, por otra parte, resulten de aplica-
ción al existir norma propia de derecho 
aragonés, que rige la materia conforme al 
sistema de fuentes –art. 1, apartados 1 y 2, 
del CDFA–.

Supuesto de hecho base: Reproduce 
lo dicho en el FD 5.º de la STSJA 24/2013, 
de 17 junio. Añade que «Es criterio de esta 
Sala, como también del TS en aplicación de 
las normas equivalentes del Código civil, 
que no puede sostenerse la obligación de los 
progenitores de cubrir estos gastos cuando se 
acredita una situación en la que los hijos no 
realizan trabajo alguno y, aun estando 
matriculados en centros docentes de enseñan-
za superior, no llevan a cabo sus estudios ni 
avanzan hacia la titulación –sentencias del 
TSJA de 2 de septiembre de 2009, n.º 8; de 
21 de marzo de 2012, n.º 10; y 11 de febrero 
de 2015, n.º 7; y STS de 1 de marzo de 2001, 
n.º 184–. Pero esta exclusión ha de aplicarse 
con prudencia y teniendo presente el conjun-
to de circunstancias concurrentes en cada 
situación».

6434: GUARDA Y CUSTODIA DE 
LOS HIJOS. RÉGIMEN DE VISITAS: 
custodia compartida: Con reparto 
desigual de los tiempos de conviven-
cia: Caso similar al de la STSJA 3/2017, 
de 30 enero, calificado como custodia com
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DISPOSICIONES CITADAS: Arts. 
79.5, 80.2 CDFA.

PONENTE: Ilmo. Sr. D. Javier Seoane 
Prado.

NÚM. 3

S. TSJA 15/2018 de 29 de octubre de 2018

6433: MEDIDAS JUDICIALES. 
MODIFICACIÓN: inaplicación del 
art. 79.5 a la modificación de medi-
das provisionales: La norma [del art. 
79.5 CDFA] tiene por ámbito de aplicación 
el procedimiento de modificación de medi-
das definitivas ya acordadas en decisión 
judicial anterior, establecido en el art. 774 
LEC. No es de aplicación a la sucesión de 
medidas que como provisionales, previas o 
simultáneas, pueden ser adoptadas antes de 
las definitivas en el curso del procedimiento 
matrimonial, que es lo que ocurre en el pre-
sente caso, pues se rigen por sus normas 
específicas (arts. 771, 772, 773 LEC), en las 
que no se persigue la adaptación de las 
medidas en su día adoptadas a los cambios 
sustanciales de circunstancias que pudieren 
producirse tras su adopción, sino el mayor 
acierto en las que proceda adoptar en el 
proceso con carácter definitivo tras la adop-
ción de las provisionales decididas con pre-
mura y cognición limitada.

6434: GUARDA Y CUSTODIA DE 
LOS HIJOS. RÉGIMEN DE VISITAS: 
custodia compartida: Preferencia 
legal: Tan solo cuando el tribunal aprecie 
que la custodia individual se conviene más 
con el interés del menor que la custodia com-
partida aquella puede ser establecida, a 
cuyo efecto se han de valorar los factores 
enunciados en el art. 80.2 CDFA. El interés 
del menor debe ser apreciado en cada situa-
ción por los tribunales conforme a los hechos 
presentados y según la valoración dada a los 
mismos, de manera que solo podría apre-
ciarse su infracción en el caso de que la 
decisión tomada resultara irracional, ilógi-
ca o arbitraria, o claramente atentatoria 
contra el interés del menor (S. 21/2015, en 
recurso de casación 17/2015).

NÚM. 4

S. TSJA 16/2018 de 31 de octubre de 2018

03: DERECHO PROCESAL: Casa-
ción foral: Admisibilidad del recurso: 
Se desestiman los alegatos de la parte recu-
rrida frente a la admisibilidad del recurso 
de casación: no se invoca existencia de inte-
rés casacional sino existencia de cuantía 
imposible de calcular ni siquiera de modo 
relativo conforme al art. 2 de la Ley 4/2005 
sobre la casación foral aragonesa, que efecti-
vamente concurre en el caso. No hay falta de 
claridad en la exposición de los fundamentos 
del recurso, ni es de acoger la invocada 
manifiesta falta de fundamento.

Motivos de infracción procesal: 
Valoración errónea de la prueba: Tenien-
do presente que en este caso no se ha inter-
puesto motivo alguno por infracción proce-
sal –lo que hubiera sido posible al amparo 
de lo establecido en la Disposición Final 
16.ª de la LEC, apartado 1, regla 1.ª–, 
hemos de estar a los hechos que en las instan-
cias se han declarado probados. Ante ello los 
argumentos relativos a la valoración de la 
prueba practicada, esgrimidos por el recu-
rrente y por el Ministerio Fiscal, no pueden 
ser acogidos, ya que el recurso de casación 
tiene por función la protección del ordena-
miento jurídico en cuanto a la aplicación 
que de este realizan los tribunales de instan-
cia, pero no modificar la cuestión fáctica o 
revalorar la prueba, ya que este recurso de 
naturaleza extraordinaria no constituye una 
tercera instancia –STS de 20-6-2018, n.º 

3
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suficiente para denegar la aplicación de la 
custodia compartida, atendido el prevalente 
interés de los hijos menores a que la senten-
cia recurrida se refiere expresamente. Sobre 
el prevalente interés del menor, reitera lo 
dicho en la STSJA 16/2016, de 10 junio.

Función del recurso de casación: 
Conforme a dichos criterios [los del art. 80.2 
CDFA], la cuestión jurídica a resolver en 
este recurso radica en determinar: a) si la 
sentencia recurrida ha dado estricto cumpli-
miento a lo establecido en el art. 80.2 del 
CDFA, teniendo presentes los criterios que en 
el precepto se establecen, para considerar la 
concurrencia de razones para excluir la cus-
todia compartida, en atención al preferente 
interés de los menores; b) si los argumentos 
expresados en la sentencia impugnada son 
suficientes para entender que, en el caso 
concreto, el siempre preferente interés supe-
rior de aquellos queda mejor protegido con 
el sistema de custodia materna que en ella se 
ha establecido.

DISPOSICIONES CITADAS: Art. 2 
Ley 4/2005 sobre la casación foral aragone-
sa; art. 80.2 CDFA.

PONENTE: Ilmo. Sr. D. Fernando Zubi-
ri de Salinas.

377/2018, de 20-4-2016, n.º 262/2016 y las 
en ella citadas–.

6434: GUARDA Y CUSTODIA DE 
LOS HIJOS. RÉGIMEN DE VISITAS: 
custodia compartida: Preferencia 
legal: Reproduce lo dicho en la STSJA 
7/2018, de 2 marzo, que a su vez reproduce 
el resumen de los criterios que deben seguirse 
en la exégesis del art. 80 contenido en la 
STSJA de 1 de febrero de 2012 (recurso 
24/2011). Añade que el reparto del tiempo 
de convivencia con cada progenitor no ha de 
ser igualitario (Ss. TSJA 20/2016, de 7 sep-
tiembre, 3/2017, de 30 enero), y que el Juez 
o Tribunal viene inicialmente vinculado al 
establecimiento en interés del menor de la 
custodia compartida como régimen preferen-
te y que, para fijar otro régimen está obliga-
do a valorar detenida y razonadamente, 
caso a caso, los distintos criterios expuestos 
en la norma u otros que sean de especial 
relevancia para la convivencia (STSJA 
5/2018, de 15 febrero). 

Es facultad de los tribunales de instan-
cia valorar la prueba practicada en el caso, 
y aplicando el art. 80.2 determinar si, aten-
didos los hechos acreditados, concurren 
razones para excluir la custodia comparti-
da, y decidir una custodia individual de uno 
de los progenitores –en este caso, de la 
madre– en atención al superior interés de los 
menores.

Custodia individual: Falta de 
voluntad de uno de los progenitores: En 
el caso, la sentencia motiva ampliamente la 
decisión, señalando las razones por las que 
don Luis Pablo no ha mostrado un real inte-
rés en asumir las obligaciones derivadas de 
la custodia que pretende, no ha dado cum-
plimiento al sistema de visitas que inicial-
mente se estableció –pese a existir acuerdo 
de ambas partes en cuanto a los horarios y 
la forma de su aplicación– y la falta de orga-
nización y planificación del padre es razón 

NÚM. 5

S. TSJA 17/2018 de 8 de noviembre de 2018

03: DERECHO PROCESAL: moti-
vos de infracción procesal: Inexis-
tencia de incongruencia en la sentencia: 
La sentencia de la Audiencia entiende 
incompatible el ejercicio principal de la 
acción reivindicatoria con la acción confeso-
ria de servidumbre como subsidiaria. El 
recurrente alega que la Audiencia incurre en 
incongruencia extra petita. La sentencia 
recurrida no es incongruente porque puede 

5
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NÚM. 6

S. TSJA 19/2018 de 10 de diciembre de 2018

513: PRINCIPIOS. «STANDUM 
EST CHARTAE»: principio standum 

el Tribunal examinar de oficio si es ajustada 
a Derecho procesal (cuyas normas son impe-
rativas) la presentación de las acciones 
ejercitadas (art. 71.2 LEC). La Audiencia 
se equivoca al considerar incompatibles el 
ejercicio de las acciones, una como principal 
y otra como subsidiaria, pero en el motivo de 
infracción procesal no se adujo esta equivo-
cación sino solo si fue o no ajustado a dere-
cho que la sentencia recurrida entrara a 
valorar si eran o no compatibles. Lo son, 
pero no hay incongruencia.

84: SERVIDUMBRES: usucapión: 
Servidumbre de acueducto, partidor y 
paso: La sentencia recurrida se equivoca al 
considerar como finca dominante únicamen-
te la urbana núm. 4 y concluir que la servi-
dumbre de riego carece de utilidad por no 
tener la finca dominante un destino agrope-
cuario. Partiendo ahora de la correcta apre-
ciación de que es la rústica núm. 5 la que se 
pretende como finca dominante porque su 
destino rústico quedó probado y no es discu-
tido en el procedimiento, procede la estima-
ción del recurso de casación en lo que ponía 
de manifiesto la equivocación de la senten-
cia recurrida. En definitiva, debe concluirse 
que la servidumbre reclamada de acueduc-
to, partidor y paso para acceso fue adquiri-
da por usucapión, tal y como solicitó de 
modo subsidiario en su demanda la parte 
actora. Por ello procede casar en su integri-
dad la sentencia recurrida y estar a lo acor-
dado en el fallo de la dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia número 3 de Teruel.

PONENTE: Ilmo. Sr. D. Luis Ignacio 
Pastor Eixarch.

est chartae: Pacto de relaciones 
familiares: Pese a la invocación del prin-
cipio standum est chartae, el recurso no 
justifica que haya habido vulneración, en 
la sentencia impugnada, de la libertad de 
pacto. Tal principio consagra la autono-
mía de los aragoneses para regular sus 
propios intereses y fija sus límites. Lo pac-
tado es eficaz frente a norma no imperati-
va. El artículo 3 del CDFA no permite al 
juez que aplique una norma no imperativa 
si hay un pacto de distinto contenido, y al 
que ha de estar. En consonancia con ese 
precepto, el artículo 76.5 establece que los 
derechos propios de la autoridad familiar 
se armonizarán de acuerdo con el princi-
pio, entre otros, de libertad de pacto. Y el 
artículo 77 dispone en su apartado quinto 
que el juez aprobará el pacto de relaciones 
familiares, salvo en aquellos aspectos que 
sean contrarios a normas imperativas o 
cuando no quede suficientemente preserva-
do el interés de los hijos.

643: EFECTOS DE LA RUPTURA 
DE LA CONVIVENCIA DE LOS PADRES: 

6431: DISPOSICIONES GENE
RALES: principio de libertad de pac-
to: Pacto no ratificado ante el juez por 
uno de los cónyuges: En el caso no estamos 
ante la falta de aprobación judicial de lo 
libremente pactado (lo que infringiría el art. 
77.5), como ocurrió en la STS de 11 de 
diciembre de 2015. Esa resolución fijó como 
doctrina jurisprudencial que a los efectos de 
la extinción de la pensión compensatoria, 
habrán de tenerse en cuenta los acuerdos 
contenidos en el convenio regulador, con 
absoluto respeto a la autonomía de la volun-
tad de ambos cónyuges, siempre que no sea 
contraria a la Ley, la moral y el orden públi-
co, y casó la sentencia que había extinguido 
la pensión compensatoria haciendo prevale-
cer el artículo 101 del Cc. frente a lo pactado. 
Ahí, efectivamente, no se había respetado en 
la instancia el derecho de autorregulación de 

6
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NÚM. 7

S. TSJA 20/2018 de 11 de diciembre de 2018

03: DERECHO PROCESAL: casa-
ción foral: Admisibilidad del recurso: 
Causas de desestimación. Y ello porque no 
solo mezcla en un mismo motivo una plura-

los cónyuges. Pero en el caso presente se 
impugna la sentencia en cuanto no reconoce 
obligatoriedad a un pacto por no haber sido 
ratificado por una de las partes.

6432: PACTO DE RELACIONES 
FAMILIARES: pacto no ratificado 
ante el juez por uno de los cónyu-
ges: Eficacia distinta del que ha sido 
objeto de ratificación: Los convenios entre 
cónyuges sin la finalidad de ser presentados 
en un proceso matrimonial, son contratos 
de naturaleza privada con eficacia vincu-
lante para las partes (STS 15/2/2002). La 
STS 7/11/2018 admite la eficacia jurídica 
de un convenio regulador no ratificado, y 
niega que el mismo pueda ser tratado como 
un simple elemento de negociación. Pero 
rechaza que el convenio no ratificado deba 
recibir idéntico tratamiento jurídico que el 
que ha sido objeto de ratificación: la parte 
que lo suscribió, pero no lo ratificó en pre-
sencia judicial, tendrá que alegar y justifi-
car, en este proceso, las causas de su proce-
der, bien por el incumplimiento de las 
exigencias del art. 1255 CC, bien por con-
currir algún vicio en el consentimiento 
entonces prestado, en los términos del art. 
1265 CC, o por haberse modificado sustan-
cialmente las circunstancias que determina-
ron el inicial consenso.

DISPOSICIONES CITADAS: Arts. 3, 
76.5 y 77.5 CDFA.

PONENTE: Ilma. Sra. Carmen Sama-
nes Ara.

lidad de preceptos relativos a cuestiones 
diferentes sin la debida separación, sino que 
lo trufa de consideraciones relativas a cues-
tiones de hecho que extravasan el cauce de 
este recurso extraordinario. Y, como tiene 
declarado el TS (auto de 6 de noviembre de 
2012, recurso 1880/201, entre otras resolu-
ciones) el artículo 481.1 de la LEC impide 
la admisión «además de aquellos recursos 
carentes de fundamentación, también de 
aquellos en los que la parte, con cumplimien-
to aparente de los requisitos formales –denuncia 
de infracción sustantiva y exposición más o 
menos extensa de alegaciones– solo pretende 
someter al Tribunal sus propias conclusiones 
sobre la controversia, pero no una infracción 
sustantiva».

motivos de infracción procesal: 
Valoración errónea de la prueba: Reitera 
la doctrina del TS sobre la magnitud del 
error en la valoración de la prueba para que 
pueda tener relevancia en el recurso extraor-
dinario por infracción procesal (STS 31 
mayo 2018, núm. 341), y la doctrina del TC 
sobre el error patente en la valoración de la 
prueba (STC 152/2015, entre otras), ex
puestas, por ejemplo, en la STSJA 14/2018, 
de 11 septiembre.

En el caso procede la estimación del 
motivo de infracción procesal, lo que deter-
mina que la Sala entre a conocer del fondo 
de la cuestión planteada y dicte nueva sen-
tencia (regla 7.ª de la Disposición Final 
decimosexta, apartado 1, de la LEC).

6435: ATRIBUCIÓN DEL USO DE 
LA VIVIENDA FAMILIAR: limitación 
temporal: Circunstancias económicas: 
Se alega infracción del artículo 81.3 en 
cuanto dispone que la atribución del uso de 
la vivienda debe tener una limitación tempo-
ral que, a falta de acuerdo, fijará el juez, 
teniendo en cuenta las circunstancias concre-
tas de cada familia, entre ellas, evidente-
mente, las económicas (Ss. TSJA 21/2014, 
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NÚM. 8

TSJA 21/2018 de 19 de diciembre de 2018

03: DERECHO PROCESAL: moti-
vos de infracción procesal: Falta de 
práctica de la prueba admitida: El quid 
del recurso (que se encuadra en el art. 
469.3.º LEC) se encuentra en que la Audien-
cia admitió la intervención de las peritos del 
Juzgado (psicóloga y trabajadora social) en 
la vista al considerarla necesaria para resol-
ver el litigio (art. 346 Lec.), valorando que 
no habían declarado en primera instancia, 
en la que solo se había aportado el dictamen 
pericial. Y, pese a ello, el propio tribunal, 
ante la imposibilidad de la psicóloga de 
concurrir al acto de la vista decide no sus-
pender la vista y que la prueba no se practi-
que. Esta actuación vulnera el art. 24 CE y 
produce indefensión al recurrente (STS 
641/2014, de 20 noviembre, con referencia 
a las SSTC 109/2002, de 6 mayo, y 2/2002, 
de 14 enero), por lo que, de acuerdo con el 

de 21 octubre, o 32/2013, de 22 julio). 
Razona la parte –y así es– que la sentencia 
de primera instancia fijó la fecha límite en 
30 de noviembre de 2018, atendido que los 
ingresos de la beneficiaria del derecho de 
uso eran ligeramente inferiores a los del Sr. 
Nazario. Frente a ello, la sentencia de apela-
ción eleva el límite hasta junio de 2022, lo 
que hace después de sentar que la actora 
cobra unos 800 euros netos al mes, lo cual ha 
quedado acreditado que es un error notorio 
pues tiene en realidad unos ingresos medios 
de 1100 euros. Se estima el recurso, y se orde-
na estar a lo dispuesto por el Juzgado.

DISPOSICIONES CITADAS: Art. 
81.3 CDFA.

PONENTE: Ilma. Sra. Doña Carmen 
Samanes Ara.

art. 476.2.4 LEC la Sala anula la sentencia 
recurrida y ordena que se repongan las 
actuaciones al momento en que se incurrió 
en la infracción (indefensión).

DISPOSICIONES CITADAS: Art. 346 
LEC.

PONENTE: Excmo. Sr. D. Manuel Belli
do Aspas.

NÚM. 9

S. TSJA 1/2019 de 4 de enero de 2019 
(Roj: STSJ AR 2/2019)

03: DERECHO PROCESAL: casa-
ción foral por interés casacional: 
Requisitos de admisibilidad: Dice el TSJA 
que‚ «ciertamente, la cita del precepto [art. 
3.3] de la Ley 4/2005 debía haber sido más 
rigurosa [art. 3.1 y 3.2] y haber justificado la 
presencia del interés casacional [no existir 
jurisprudencia del TSJA, existir jurispruden-
cia contradictoria de las Audiencias], pero 
dado que, en todo caso, no existe jurispruden-
cia de esta Sala sobre el asunto controvertido 
[art. 247 CDFA: momento de eficacia de la 
disolución del consorcio conyugal], debía 
entenderse cumplido el requisito de la presen-
cia del interés casacional del recurso por tal 
motivo». Por otra parte, la posibilidad de 
retrotraer los efectos de la disolución no signi-
fica que haya jurisprudencia contradictoria 
de las Audiencias sino que cabe que los efectos 
se sitúen en un momento distinto al de la 
sentencia de divorcio.

6634: CONSORCIO CONYUGAL: 
DISOLUCIÓN. LA COMUNIDAD POS-
CONSORCIAL: momento de eficacia 
de la disolución: Posibilidad de retro-
traer sus efectos: Según el art. 247.1 
CDFA, la disolución en los casos de pleno 
derecho (lo que remite al artículo 244, que 
viene encabezado por ese titulillo) se produ-
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todos los aspectos y perspectivas que las par-
tes puedan tener de la cuestión que se deba-
te, basta con exponer los criterios jurídicos 
fundamentadores de la decisión. Igual crite-
rio sostiene el TEDH. Como límite natural 
se ha acuñado el «principio de economía 
motivadora»: no se explica lo obvio. Tam-
bién cita la STSJA 7/2018.

Valoración errónea de la prueba: 
Doctrina jurisprudencial: el error en la valo-
ración de la prueba solo tiene encaje como 
motivo de infracción procesal por la vía del 
art. 469.1.4.º LEC y por infracción del art. 
24 CE, que requiere para que pueda ser 
apreciada la existencia de un error patente, 
arbitrariedad, o infracción de una norma 
tasada de valoración que haya sido vulnera-
da, y solo en tanto que, por manifiestamente 
arbitraria o ilógica, la valoración de la 
prueba no supere, conforme a la doctrina 
constitucional, el test de la racionalidad 
constitucionalmente exigible para respetar el 
derecho a la tutela judicial efectiva consa-
grado en el citado precepto constitucional 
(por todas SSTS 615/2016 o 333/2018). 
Doctrina acogida por esta Sala en Ss. como 
la 11/2018. La impugnación de la valora-
ción de una prueba pericial practicada es 
todavía más difícil, como pone de relieve la 
STS 125/2016.

622: INCAPACIDAD E INCAPACI-
TACIÓN: causas de incapacitación: 
Definición idéntica a la del art. 200 CC.: 
La definición del art. 38.2 CDFA es idéntica, 
pues de ella ha sido tomada, a la que contiene 
el art. 200 CC. Así lo señalaba la exposición 
de motivos de la Ley 13/2006, por lo que no 
cabe sino concluir la identidad de causas de 
incapacitación, con la consecuencia de que es 
de aplicación la jurisprudencia hasta ahora 
recaída sobre ellas. Y es pertinente la cita de 
la STS n.º 552/2017, que destaca que lo rele-
vante no es el diagnóstico de una concreta 
dolencia, cuál sería el trastorno delirante de 
contenido pleitista, sino los efectos que la 

ce desde que concurra su causa, que en el 
apartado b) de ese artículo 244 será el 
momento de disolución del matrimonio, que 
en los casos de divorcio será la sentencia que 
lo declare (artículo 85 del Código civil). La 
regla general de disolución del consorcio por 
la sentencia de divorcio, viene modulada en 
el artículo 247.2 por la facultad que en el 
mismo se otorga al juez de retrotraer sus 
efectos al momento de admisión a trámite de 
la demanda o al del auto de medidas provi-
sionales, en razón de que antes de la senten-
cia ya se ha producido el cese de la vida 
personal y económica común de los cónyuges, 
o la ruptura de la convivencia y existencia 
de una administración económica indepen-
diente de las partes.

DISPOSICIONES CITADAS: Art. 247 
CDFA.

PONENTE: Ilmo Sr. D. Ignacio Martí-
nez Lasierra.

NÚM. 10

S. TSJA 2/2019 de 14 de enero de 2019 
(Roj: STSJ AR 1/2019)

03: DERECHO PROCESAL: moti-
vos de infracción procesal: Falta de 
motivación de la sentencia: Doctrina gene-
ral sobre la motivación de las sentencias 
(art. 218 LEC) contenida en reiteradas sen-
tencias del TC, como la 10/2016, de 25 
mayo, que indica que se produce infracción 
constitucional cuando no hay motivación 
–por carencia total–, o es insuficiente, pues 
está desprovista de razonabilidad, desconec-
tada con la realidad de lo actuado (arbitra-
rias o irrazonables); pero la exigencia de 
motivación tiene unos límites que el propio 
TC ha señalado en Ss. tales como la 13/2001 
y la 9/2015: no es exigible un razonamiento 
judicial exhaustivo y pormenorizado de 

10
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del menor: Regulación y doctrina juris-
prudencial: La protección de los hijos 
menores de edad está reconocida en el art. 
39.3 CE; La Convención de la ONU sobre 
los derechos del Niño, de 20/11/1989, en su 
art. 9.1 establece: «Los Estados Partes vela-
rán por que el niño no sea separado de sus 
padres contra la voluntad de estos, excepto 
cuando, a reserva de revisión judicial, las 
autoridades competentes determinen, de con-
formidad con la ley y los procedimientos 
aplicables, que tal separación es necesaria 
en el interés superior del niño». Este interés 
superior del menor constituye el frontispicio 
que ha de regir toda decisión sobre su tutela 
y sobre las medidas a adoptar respecto a las 
modalidades de su ejercicio: arts. 3.1 Con-
vención de la ONU citada, 2.1 LO 1/1996, 
8.14 Carta Europea de los derecho del niño, 
24.2 Carta de Derecho Fundamentales UE. 
Se citan Ss. del TC y del TS que lo recogen.

oposición a la declaración de 
desamparo: Desestimación: De los hechos 
probados se desprende inequívocamente la 
situación de desamparo, ya que esas caren-
cias de los menores se han producido por la 
carencia de habilidades de sus progenitores 
para la crianza y educación de sus hijos, 
pese a los apoyos recibidos de los servicios 
sociales. La sentencia recurrida ha valorado 
ajustadamente la prueba practicada y la 
situación de los menores, y ha aplicado al 
caso especialmente el artículo 118.1 del 
CDFA, y tal aplicación no se opone a la 
interpretación restrictiva establecida en el 
apartado 2 del mismo artículo pues, en los 
términos expuestos en la sentencia, no se 
trata de una mera situación de riesgo sino 
de un riesgo efectivo y grave que ocasiona 
desamparo, lo que lleva a declarar que no se 
ha producido la infracción del artículo 
118.2 del CDFA ni de los preceptos referidos 
en el motivo de casación, por lo que el recur-
so debe ser desestimado.

NÚM. 11

S. TSJA 3/2019 de 16 de enero de 2019 
(Roj: STSJ AR 3/2019)

652: GUARDA ADMINISTRATIVA 
Y ACOGIMIENTO: interés superior 

persistencia en la enfermedad o la dolencia 
provoca en el autogobierno de la persona que 
la padece. Y por ello la fórmula legal es sufi-
cientemente amplia y flexible para que cual-
quier enfermedad o deficiencia que determina 
en la práctica una discapacidad y la necesi-
dad de apoyo y protección de la persona que 
la padece pueda ser apreciada como causa de 
incapacitación.

modificación parcial de la capa-
cidad de obrar: Curatela para interponer 
demanda e iniciar cualquier procedimiento: 
El trastorno que padece el recurrente afecta a 
su capacidad y condiciona su conducta, si 
bien sea en el concreto aspecto de la litigación 
al que la sentencia limita su declaración de 
incapacidad y el sometimiento a curatela. 
Junto a la incapacidad absoluta hay estadios 
intermedios derivados de otras deficiencias o 
afectaciones que permiten la declaración de 
incapacidad parcial limitada a un concreto 
aspecto de la vida como ocurre con la de 
autos (caso muy parecido en STS 252/2001). 
El recurrente puede acudir a los tribunales 
con la intervención de la Comisión de Tutela 
y Defensa Judicial de Adultos de la DGA, que 
la sentencia designa como curador a tales 
efectos. La S. TEDDHH dictada el 29 de 
junio de 2009 en el asunto BERKOVÁ v. 
SLOVAKIA, (caso 67149/01) ampara una 
limitación como la de autos.

DISPOSICIONES CITADAS: Arts. 
34 y 38 CDFA.

PONENTE: Ilmo. Sr. Don Javier Seoane.

11
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tanto puede ocasionarse por agravación de 
una situación de riesgo preexistente como 
surgir abruptamente por algún hecho que, 
de por sí, determine el desamparo de los 
menores. La diferencia de trato legal entre 
una y otra situación se determina en el art. 
118.2 del CDFA. Se citan las Ss. del TSJA 
sobre el desamparo.

DISPOSICIONES CITADAS: Arts. 
39.3 CE, 3.1 y 9.1 Convención ONU sobre 
Derechos del Niño (1989), 2.1 LO 1/1996, 
8.14 Carta Europea de los Derechos del Niño, 
24.2 Carta de Derecho Fundamentales UE.

PONENTE: Ilmo. Sr. D. Fernando Zubi-
ri de Salinas.

Situación de riesgo y situación 
de desamparo: Regulación y doctrina 
jurisprudencial: La LO 1/1996, de 15 de 
enero, define las situaciones de riesgo (art. 
17.1) y de desamparo (art. 18.2) en que 
pueden encontrarse los menores de edad. 
La definición de situación de desamparo 
coincide con la fijada en el art. 172 Cc. y 
con la establecida en el art. 59.1 de la Ley 
12/2001, de la Infancia y Adolescencia en 
Aragón. También con la dicción del art. 
118.1 del CDFA –aunque en él se recoge 
además la referencia a los incapacitados–. 
Es claro que el legislador ha delimitado las 
situaciones de riesgo y de desamparo, sien-
do esta última de mayor gravedad, que 
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NORMAS DE EDICIÓN

PUBLISHING STANDARDS

I. POLÍTICA EDITORIAL

1. 	Contenidos

La Revista de Derecho Civil Aragonés es un espacio para el conocimiento, la apli-
cación y el debate del Derecho civil aragonés y sus relaciones con el resto de los 
Derechos civiles territoriales españoles, especialmente en aspectos o cuestiones 
cuya novedad, actualidad y dificultad, exijan reflexiones jurídicas tanto desde el 
punto de vista teórico como práctico.

La Revista de Derecho Civil Aragonés publica artículos y trabajos en español 
y ocasionalmente en catalán, gallego, valenciano, vasco, francés, inglés e ita-
liano. La revista se compone de siete secciones, de las que tres de ellas, 
Estudios, Notas y cuestiones prácticas y Comentarios de jurisprudencia, están desti-
nadas a la comunicación de resultados de investigación y al debate científico 
de cuestiones prácticas.

Las secciones Materiales y Noticias están a cargo de los coordinadores de la 
revista y dan testimonio de todas las actividades y evolución del Derecho civil 
aragonés.

La sección destinada a la Bibliografía, comprende dos subsecciones: Recensiones, 
para comentar las obras científicas de nueva aparición que versen sobre cual-
quier materia jurídica que afecte o sea relevante para el Derecho civil aragonés; 
y Repertorio de bibliografía, que está a cargo del profesor Serrano García y da noti-
cia de cualesquiera obras científicas relevantes para el estudio, conocimiento y 
aplicación del Derecho civil de Aragón.

La sección destinada a la Jurisprudencia está elaborada por los coordinadores 
de la revista y en ella se hace referencia a todas las sentencias del Tribunal 
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Superior de Justicia de Aragón, y a las más relevantes dictadas por las audiencias 
provinciales y juzgados civiles aragoneses; también se hace referencia a senten-
cias del Tribunal Supremo o de otros tribunales españoles que conozcan de 
materias aragonesas o que contribuyan a crear jurisprudencia en Aragón.

Para más información sobre el contenido y forma de cada sección, debe con-
sultarse, en el apartado Envíos, la hoja de estilo y las directrices para los autores.

2. 	Revisión por pares

La Revista de Derecho Civil Aragonés somete los artículos recibidos a un trámite 
riguroso de evaluación y selección. 

El proceso de examen se llevará a cabo, al mismo tiempo y de forma anóni-
ma, por un mínimo de dos especialistas independientes. 

El resultado del proceso de examen podrá ser la aceptación del trabajo para su 
publicación, la aceptación condicionada a la revisión o corrección por el autor, o 
la denegación. Los autores serán informados de la conclusión del proceso de exa-
men y, en su caso, también de las sugerencias contenidas en los informes de los 
evaluadores, que les serán remitidos a fin de que procedan a incorporar las correc-
ciones y, en la medida de lo posible, las sugerencias en ellos contenidas.

El método de evaluación empleado es «doble ciego», manteniendo el anoni-
mato tanto del autor como de los evaluadores. La decisión final se le comunica 
al autor en un plazo máximo de un mes. En caso de ser aceptado, el tiempo para 
su publicación dependerá de la programación de la revista. Al final de cada artí-
culo o aportación figurarán las fechas de recepción y aceptación.

3. 	Acceso abierto

Esta revista proporciona un acceso abierto a su contenido, basado en el prin-
cipio de que ofrecer al público un acceso libre a las investigaciones ayuda a un 
mayor intercambio global del conocimiento.

Desde el año 2000 pueden consultarse todos sus números en la página web 
de la Institución «Fernando Católico»:

http://ifc.dpz.es/publicaciones/biblioteca2/id/10

4. 	Bases de datos

La Revista de Derecho Civil Aragonés  está incluida en las siguientes bases de 
datos: Latindex (catálogo); ISOC, REHS, DICE, Dialnet (Clasificaciones CIR=C), 
IN-RECJ (sección Derecho civil y mercantil, cuarto cuartel) y MIAR (IDCS=3.799).
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II. ENVÍOS

1. 	Envíos 

Los trabajos se enviarán por correo electrónico a las direcciones de las perso-
nas de contacto:

José Antonio Serrano García: serranoj@unizar.es

María del Carmen Bayod: cbayod@unizar.es

En el correo se indicará como Asunto: «publicar-RDCA».

Los trabajos deberán entregarse siguiendo la hoja de estilo y directrices para 
los autores. 

En el correo electrónico el autor indicará sus datos personales: teléfono de 
contacto y domicilio, profesional o particular, a los efectos de enviarle, gratuita-
mente un ejemplar de la Revista en la que se publique su trabajo.

2. 	Directrices para autores/as

• 	 Los escritos han de ser inéditos y originales.

• 	 Indicaciones por secciones:

Estudios. El Estudio es el trabajo científico monográfico, de una extensión 
entre 25 y 40 páginas. El trabajo se acompañará de una bibliografía final comple-
ta con todas las obras citadas.

Notas y Cuestiones Prácticas. Esta sección está abierta, principalmente, 
pero no exclusivamente, a los distintos profesionales del Derecho (notarios, 
procuradores, letrados, asesores jurídicos, jueces, magistrados, secretarios 
judiciales, becarios o cualesquiera otros) para que formulen, de forma breve 
y sin notas, los problemas, casos, cuestiones, etc., que se les presenten en el 
ejercicio profesional y guarden alguna relación con el Derecho civil arago-
nés. En lo que atañe a las Cuestiones prácticas, se pretende la resolución de 
asuntos prácticos de difícil, discutida o inédita respuesta; se apunta a la bús-
queda de lo que podría o debería ser decisión de los tribunales o criterio de 
aplicación de la norma para los operadores jurídicos en una materia o situa-
ción muy concreta; se trata, en definitiva, de exponer una posible solución o 
esa en concreto que ofrece el profesional en su despacho. La Cuestión debería 
ceñirse a un máximo de cinco o diez páginas. Las Notas pueden tener como 
finalidad la presentación de una nueva norma o de una norma en ciernes, el 
análisis de un precepto ambiguo o de una jurisprudencia mal fijada o contra-
dictoria; la nota no debe superar las 20 páginas.
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Comentarios de Jurisprudencia. Consiste en el análisis de alguna o varias 
sentencias relacionadas entre sí, principalmente del Tribunal Superior de 
Justicia de Aragón, poniendo de relieve su doctrina y aplicación práctica. Se 
recomienda que el comentario se desarrolle entre diez y veinte páginas.

Recensiones. Consiste en dar a conocer una monografía de reciente apari-
ción comentada por un especialista en la materia. La recensión no debe superar 
cinco páginas.

• 	 El autor cede los derechos de distribución, comunicación pública y repro-
ducción de su trabajo para su publicación en la Revista de Derecho Civil 
Aragonés en cualquier tipo de soporte, así como para su inclusión en las 
bases de datos en las que la revista esté indexada.

• 	 Los trabajos editados en la Revista de Derecho Civil Aragonés podrán ser 
publicados con posterioridad en otros medios, siempre que el autor 
indique claramente que el trabajo se publicó por primera vez en esta 
revista.

• 	 Se pueden copiar, usar, difundir y transmitir para uso privado, siempre 
que se cite la autoría y la fuente original de su publicación (revista y edi-
torial). Los autores tienen permiso para realizar el autoarchivo de sus 
originales de la manera que estimen oportuna, pero la Institución 
«Fernando el Católico» se reserva la exclusividad en la difusión de las 
obras publicadas con su sello editorial una vez maquetadas y revisadas 
para imprenta.

• 	 Los trabajos publicados en la revista carecerán de remuneración. Los 
autores recibirán un ejemplar de la revista en que se publique.

• 	 Las opiniones, referencias y datos consignados en cada artículo son de 
la exclusiva responsabilidad de sus autores. La Revista de Derecho Civil 
Aragonés y su entidad editora, Institución «Fernando el Católico», no se 
hacen responsables en ningún caso de la credibilidad y autenticidad de 
los trabajos.
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HOJA DE ESTILO

1. El texto de la aportación se presentará en formato word (doc, docx). 

2. Debe ir precedido de los siguientes elementos:

TÍTULO DE LA APORTACION1 
Nombre del autor o autores 

Profesión, cargo o grado 

Referencia institucional

RESUMEN: En redonda 

ABSTRACT: Resumen en lengua inglesa (incluido el título del trabajo).

PALABRAS CLAVE: En redonda

KEY WORDS: Palabras clave en lengua inglesa

SUMARIO: I. TÍTULO. 1. Apartado. A. Subapartado2. 2. BIBLIOGRAFÍA.

3. A continuación se incorpora el texto íntegro de la aportación, que debe 
sujetarse a las siguientes reglas formales de edición:

3.1. Formato:

Tipos de letra:

• 	 Letra del texto general: Times New Roman 12 puntos.

• 	 Letra de las notas al pie: Times New Roman 8 puntos.

Alineación de párrafos: Justificado a derecha e izquierda.

Interlineado: Sencillo.

3.2. Citas, interpolaciones y referencias:

• 	 Las citas de longitud inferior a dos líneas se integrarán en el texto, 
entre comillas; las de más de dos líneas dan lugar a un nuevo párra-
fo sangrado y en tipo Times New Roman 10 puntos. 

1	 En su caso, incluir la referencia a posibles proyectos de investigación y agradecimientos.
2	 Si hay subepígrafes posteriores, principiarán éstos con letra: a, a’, etc. Si es preciso hacer 

subdivisiones que no precisen de una rúbrica, se empleará el guión (–) o el punto (•)
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• 	 En cuanto al uso de comillas, se recomienda utilizar en primer 
lugar las comillas españolas o angulares (« »), reservando las ingle-
sas o altas (“ ”) y las sencillas (‘ ’), para cuando deban entrecomi-
llarse partes de un texto ya entrecomillado.

• 	 Las interpolaciones (supresiones, añadidos, modificaciones) que se 
hagan a un texto que se trascribe se insertan entre corchetes. 

• 	 Las referencias bibliográficas podrán realizarse de acuerdo al siste-
ma tradicional de notas a pie de página (notas de referencia), 
numeradas correlativamente, pero también por el sistema de refe-
rencias incluidas en el texto. El sistema elegido debe mantenerse 
uniforme en todo el texto.

3.3. Cita de normas:

• 	 La primera cita de una norma, en el texto, será completa. Por ejem-
plo: Art. 3 del Código del Derecho Foral de Aragón. 

• 	 Para las citas posteriores será suficiente con la abreviatura. Por 
ejemplo: Art. 3 CDFA.

3.4. Citas de jurisprudencia:

• 	 Se debe procurar escribir las palabras «sentencia» y «resolución» de 
modo completo, salvo que se haga referencia a alguna o algunas 
concretas entre paréntesis o entre corchetes, en cuyo caso se 
emplearán las abreviaturas. Se trata también de una recomenda-
ción. 

•	 En cuanto a la referencia, será concisa. Por ejemplo:

STSJA 34/2012, de 19 de octubre

SAPZ (secc. 4.ª), de 30 de diciembre de 2010

3.5. Referencias bibliográficas:

Para las referencias bibliográficas, se puede escoger entre el sistema tradi-
cional y el de «autor-fecha».

3.5.1 Sistema tradicional.

• 	 En el sistema tradicional de cita y referencia bibliográfica, toda 
cita textual debe ir acompañada de su correspondiente referen-
cia bibliográfica a pie de página (se descarta la nota final), con 
una llamada numérica consecutiva escrita como superíndice. 

• 	 La referencia de la obra ha de ser completa la primera vez y 
abreviada en las siguientes. Igualmente será completa en la 
bibliografía final. 
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•	 En las referencias virtuales, además de la dirección completa y 
demás datos, se debe incluir al final la fecha de consulta.

Ejemplos:

Monografías:

Lacruz  Berdejo, José Luis, Derecho de familia. El matrimonio y su 
economía, Barcelona, 1963.

Artículos de revista:

Lacruz  Berdejo, José Luis, «Contribución a la metodología del 
Derecho Privado», Anuario de Derecho Aragonés, 1945, p. 118.

Lacruz  Berdejo, José Luis, «Contribución a la metodología del 
Derecho Privado», ADA, 1945, p. 118.

Capítulos de obras colectivas:

Serrano García, José Antonio, «La reforma aragonesa del Derecho 
civil patrimonial» en Derecho civil patrimonial aragonés. Actas del semina-
rio celebrado en Zaragoza los días 26 y 27 de mayo de 2011, IFC, 
Zaragoza, 2013, pp. 11-62.

Revistas electrónicas:

Delgado Echeverría, Jesús, «El “Vidal Mayor”, Don Vidal de 
Canellas y Los Fueros de Aragón», Cuadernos «Lacruz Berdejo», núm. 6, 
2009. Disponible en http://derecho-aragones.net/cuadernos/ 
[Consulta: 19 febrero 2014]

Páginas web:

Goma Lanzón, Fernando y Merino Escartín, José Félix, «Suge
rencias conjuntas de un notario y un registrador ante ciertas dudas que 
suscita la aplicación inmediata de la ley 1/2013 de protección de los 
deudores hipotecarios». Disponible en:

http://www.notariosyregistradores.com/doctrina/ARTICULOS/2013ley1-
2013-fernan_do-goma-felix-merino.htm [Consulta: 10 junio 2013].

3.5.2. Sistema «autor-fecha»:

• 	 En el estilo Harvard de citas o el Harvard-APA (estilos «autor-
fecha» o «autor-año»), las citas y referencias bibliográficas se 
realizan de modo abreviado dentro del texto, colocando entre 
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paréntesis el apellido o apellidos del autor o autores (en versali-
tas), el año de publicación de la obra y seguido de dos puntos el 
número de página citado. Este sistema permite no utilizar las 
citas a pie de página.

Ejemplo:

«En los textos refundidos, como señala García de Enterría (2011: 
p. 268) la labor que se encarga al Gobierno es técnica y no creadora: 
sistematizar y armonizar una pluralidad de leyes».

• 	 Cuando se cite más de un trabajo de un mismo autor y año, el año 
de publicación irá seguido de una indicación numérica: (Bayod 
López, 2012-1: 56).

• 	 Para citar una publicación con varios autores, si son dos, se deben 
consignar los apellidos de los dos: (Díez-Picazo y Gullón, vol. 3, 
2003: 99). Si son de tres a cinco autores, la primera vez deben citar-
se todos los autores (Díez-Picazo, Bercovitz, Rogel, Cabanillas 
y Caffarena, 1977: 35). Las veces siguientes, se utilizará el primer 
nombre y «et al.» (Díez-Picazo et al., 1977: 89). Si son seis o más 
autores, en todos los casos, consignar el nombre del primer autor 
seguido de «et al.».

• 	 La referencia bibliográfica será completa en la bibliografía final. 

Ejemplo:

Delgado Echeverría, Jesús (2005), «El concepto de validez de los 
actos jurídicos de Derecho privado (Notas de teoría y dogmática)», 
ADC,  t. LVIII, Madrid, pp. 9-74.

• 	 En caso de que haya varias obras de un mismo autor y año, deberá 
consignarse entre paréntesis el año/número, siguiendo cualquiera 
de las dos formas anteriores. Como ejemplo, consignamos sólo una:

Bayod López, María del Carmen (2012-1), «La sucesión legal en el 
Código del Derecho Foral de Aragón», RDCA, XVIII, pp. 55 a 120.

Bayod López, María del Carmen (2012-2), «Accesión, sucesión y 
régimen económico matrimonial (Reflexiones a la luz de la Sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de Aragón de 3 de diciembre de 
2010)», RDCA, XVIII, pp. 257 a 277.
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3.6. Recomendaciones para la presentación del texto:

• 	 No utilizar negritas, haciendo uso de las cursivas solo en las citas 
que las contengan, en palabras que se quiera resaltar o en las que 
estén escritas en otro idioma.

• 	 Es conveniente el empleo de minúsculas en las iniciales de cargos u 
oficios (notario, abogado...), órganos (tribunal, juzgado…), pre-
ceptos (artículo, decreto...), dejando el uso de la mayúscula inicial 
para los nombres de las personas e instituciones y los títulos de las 
normas.

• 	 Los nombres de personas (autores, generalmente) se escriben en el 
texto en versal/versalita.

• 	 Los incisos entre guiones deben –como en este ejemplo– marcarse 
con guión largo.
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